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Provincia de San Luis en autos con duna Maria Luisa I lo- 
se Lari viere, sobre cohro de pesos . SI 

Provincia de Santa Fe. cu autos con don Osvaldo Viñas, 

sobre daños y perjuicios -J|r¡ 

R 

Remonda. Mouserrat y l ia. contra Francisco C. ílu-tainan* 
le. sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso c\traordi- 

,,;,r ' ...... # 

Riaui, don Fnninio. en autos con el Ferrocarril de Santa 
Fe. >..bre devolución de fknes. Recurso de hecho Í7I 

R i cada. Juan, contra ¡a Compañía l'nión Telefónica, sobre 
danos y perjuicio-.; competencia ]i"é 

Rudriííuez. Francisco, criniinal. contra, por homicidio. M>7 

Roiiiártj don Martin, en los autos "I-:. Díaz V ele/ contra la 
Sociedad Anónima "La F|>oca ', sobre desalojamiento. 
Recurso fie hech 2U, 

Ro< ( m u. don I >emrtrio. contra sentencia de la C ámara de 
A]ielacioue-í ni I.. Criminal y Correccional de la Capital, 
Recurso de hecho - 

Roth. don Carlos, contra la Caja de Jubilaciones de Em- 
pleados Raí icarios , tj$ 
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Pagina 

Rui/ Diaz, Isidoro, criminal, contra, por homicidio..., 221 
Ruiz. don Knriipic C, contra la Provincia dé Buenos Ai- 
res, subre danos y perjuicios 240 

s 

Salas, don Julián R.. contra don Timoteo Arana, sobre 
cobro ejecutivo de un crédito hipotecario. Contienda de 
c< >inj>c*tencia \Ü0 

Salguero, don Miguel, en autos con el Gobierno Nacional, 
sobre reivindicación 2$$, 

Saniatuariiia. doña Ana 1. de. sus herederos, contra la Pro- 
viñeta de Mnenos Aires, sobre devolución de una suma 

lÍt fflIltTlI + « 

Saravi. Bartolomé, y otro, contra resolución de la Conta- 
duría (¡eneral <le la Xacióti, Recurso de hecho 71 

Sarmiento i.a.spiur. «Ion Fduardo, contra el Gobierno Na- 
cional, por cobro de ¡lesos , , "5 

Sehoo, di iña Kvangeliua Obligado de. y otros, contra ia 
Provincia de Buenos Aires, por devolución de una su- 
ma de diner M>'i 

Seutagne. Luís, en la cansa seguida en su contra, i>or de- 
fraudación, substracción y destrucción de documentos. 
Contienda de competencia 222 

Sirven!, don Manuel, contra la Provincia de Mendoza, so- 
bre Cobro de pesos , P'5 

Suciedad Anónima "Industria y Comercio". Compañía Ar- 
gcnlina de Seguros y otro, contra la Compañía < ¡eneral 
de F. C. C. C. de la Provincia fie Buenos Aires, so- 
bre indemnización de daños y perjuicios V) 

Sociedad .Anónima Puerto del Rosario contra el Gobierno 
Nacional, sobre constitución de tribunal arbitral .147 

Sociedad Puerto Comercial de Había Blanca, en autos con 
el Fisco Nacional, sobre constitución de tribunal arbitral. 3$4 

Sitar cz, don Francisco, solicita jubilación por retiro vo- 
luntario 
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Taylpr, ijctti llarold, soNcitá cmtipuEaliilídad efe srrvieins I7N 
IraíSlát, Jxtsé Miguel, criminal, contra, ¡mr homicidio, líe- 

enrso de n- visión .?72 

Traverso y Kmjíviiío, ni aillos con ttofta Natalia Pardo ífe 

< >\\*iinnr, ftóljrc desalojamiento. Recurso de licefip 71 

V 

\ iylkcca, don jfosé y Si la, en autos Gpll ti ltanco Kspañul 
del Kin de la t'lata. por cobro de pesos; sobre competen- 
cia. Incidente sobre levantamiento parcial de inhibición. 2íu\ 

\ illaíaiW. ttufia I Manca López Lccníie de, contra él liohier- 
iio de la ííactóu, por «la ñus y perjuicios 15 J 

\ iñ;i>. don ' >>valdo, ion (ra la Provincia (te Santa pe, so- 
bré daños y perjuicios 4\¡* 

Volpí, don Jové, in autos con la Municipal]! Luí de la Capí- 
tal, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 68 

w 

Wallis. don Federico Jorge, contra la Caja Xaeimiai de Jii- 
bihteiones y Pensiones Civiles, sobre jubilación. l >2 

z 

Zubüiaga, don José A., contra el Fisco X'acional, sobre de- 
volución ilc impuestos, umitas y yastos 



INDICE ALFABETICO 

POR LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL 



Arbitraje, ¡iLslíttidótt ti el y el listado.— XÍn K ún principio (1* ur- 
den público se üiHine a que la institución tfel arhitraje sea 
practicada por el Estado cuino persona jurídica a fes fines 
de dirimir sus controversias con J<»s particulares; y csia- 
hkeida esa institución i»or la ley e incor|.urada a un contra- 
to debe producir los efectos que en términos generales esta- 
blece el art. 1197 del Cófligo Civil, tuda vez que las utiliza- 
ciones creadas por convenciones bilaterales no | mi den mo- 
dificarse ni extinguirse jior vuluntad dé una gota de las 
Sirtes (Código Civil, art. l-W y siguientes l . lVig. .147. 
Arbitros. — l.a disiMtsicióu del art. 7riK incisos >" y 3* <M CÓ* 
di«o de Procedimientos de la Capital, supletorio en lo fe- 
deral, no puede invocarse |Ktra desconocer eficacia a la clau- 
sula compromisoria, desde que la ercaciún de la jurisdicción 
arbitral tiene su origen en una ley nacional. la de cunaron, 
que por ser esi«cial deroga la general constituida 1«>r el 
Código de Procedimientos. 

Los arbitros tfclwn fallar conforme a derecho y a lo 
alegado y pro! «do, observando Iba trámites que las leyes 
prescrÜKMi. cuino los jueces ordinarios, y los arhki adores 
"en cualquier manera que ellos tuvieren i*>r bien ', aunque 
no se arreglen a derecho ni se sujeten a las formas 
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dan tnl qijé mm ejp buena fe y sin ejljypiñO, Ley _M, titulo 4, 
partida III. 

Según la jurisprudencia y h tti ni rii¡a, |>nr tribunal ar- 
bitral del» cou>idcrarse tanto al constituido p>f arbitros 
jiiri.< cuino |K»r amigables comjxínednres. puesto q«e iiims y 
Otros táti "áyeniclores" excluyentes de la justicia r.nlñmria. 
y en la partid^ > de la ley 23, como en la doctrina se da 
indistintamente el nombre de jueces a los arbitros jttrU y a 
los amigables connx>n«lorejí, 

Kl criterio iradicioTial cu la doctrina ha sido é\ # 
■ pie nn á^ecJehtlo de los términos del compromiso si se ha 
qnericto designar arbitros jurh o amigables componedores, 
se presume este último. Página .147. 

i 

fímttfí r/. la XttaY,},; sus nuptitulM.— I .os empicados del Banco 
di la Nación después (fe la canción del Código Penal vigen- 
te y a mérito de su articulo 77. deben .«r Considerados co- 
mo ''empleados públicos" u "funcionarios públicos" q% 
custodian caudales de un Itaucu de Kstado de cuya solvencia 
es responsable la Nación. (Vigilia U. 

C 

Ckdaéatúa, — Dados la naturaleza, extensión y efectos (le la 
(acuitad conferida al Congreso p,»r el art. Í.7. inciso 17 de 
la ( OnstittiCÍ«in¿ o sea la dé amnistiar (véase m pá- 
gina 3SI; h.mn |l)_', |,;',g. 4.í f< e | ciuda<lano naturalizado 
recupera p,r el art. 41 de la ley 1 1,3*6, la condición rpte 
Peseta antes de la sentencia materia de ta amnistía. Kn eon- 
Mvueneia. el que con arreglo a la ley SI 2*) fué condenado a 
la pérdida de la ciudadanía argentina con prohibición de 
reailquirirla nuevamente, read<|uitre la calidad de ciudatla- 
ii " mii que le sea menester realizar las gestiones necesarias 
para obtener de nuevo aquel estado. I 'agina 

( óiitffo /Van/; sus disf&rdáttcfas t on Hita Wy prot csul. — Ea 
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1,* casos de discordancia del Códjgo N«l cu una lev pro- 
cesal, el predominio de la ley de iñudo no implica que se han 
invadido las facultades reservadas por tas lYocineias para 
dictar sus leyes fie procedimientos, sillo que éstas se lian 
apartado 'le ¡os prm-pti» de la Uy substantiva dictada por 
el Congreso en ejercido (le facultades pTojifes, y a las ma- 
marse, no «listante cualquier di^isfioll CU contrario (p® 
Éontetlyan las leyes o constituciones provinciales. ( Artículos 
31 y 67. inciso 11 efe la (.'onsiituciou i. Página 62. 
Compctfitciíi. — Véase "Jurisdicción." 

Consentimiento. — Xu existe disposición legal o resolución ad- 



ministrativa qite (ilili^'uc 



a 



r" a los dueños y representantes de bttigu* que ten- 
ga reservado el tUqiW de carena, ?, de que litros barcos *>■ 
perau turno." Pagina 1 1S. 
Contienda tti' CMitpet curia. — No corres|njndr a la Oírle Su- 
prema sino a la C ámara Federal reactiva de acuerdo con 
lo que prescril* el articulo 19 dr la ley 4055. dirimir W 
conflicto emre un Juez Federa) i% fe^f Capital y el de igual 
clase de l Saina ÍUanca. por balwrsc mgdú el primen, a dar 
cumplimiento a un exhorto del segundo, no porque al ofi- 
cio en trámite le fallasen requisito* formales, sino por ra- 
zones de jurisdicción, ya se lome ésta como la potestad de 
cjtíe se hallan investidos tos jueces para administrar justicia, 
o bien iMir el distritn o jurisdicción a que se extiende el po- 
der otorgado por la ley. i Se tratalia riel examen de testigos 
domiciliados en esta Capital y de ta devolución del ráftorfe) 
original h Página 3. 
Cuntiendo de t OiiifietCHt iti. — Xi» atribuyéndose tu unn ni otro 
de los jueces competencia |«ira entender en los misinos pro- 
cesos, taita la materia indispensable i»ara iralwir una cumien- 
da de comiieteucia. 

la decisión de una támara de Aleaciones tij^áriddíe 
n a un jitez para conocer ríe nn procedo en virtud 
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<k"l lugar 011 que se realizaron los hechos, no déBe ser des- 
conocida ni discutida por ti magistrado de in ferrar jerar- 
c|iti;i. Página 42S. 

D 

Daños y perjuicios. — No se puede fundar una acción fie daños 
y per juicios pur iiiciuiiplimiento de una convención ine- 
x i su me. 

Una disposición ministerial subordinada en sus eíec- 
t"> a la aprobación gubernativa no crea un vinculo de obli- 
gación fraWi la Nación, además de que así está establecido 
I*ir expresas disposiciones de la Constitución. Arts. Só y íW. 

El que ejerce sn derecho está exento de toda res pon- 
sahilidad. X alias ful ciar dolo faceré qai sao jare titilar. 
todito Civil, articulo 1071, Página 151. 

Paños y per juicios (incendio). — Él ferrocarril "s responsable 
de lus daños causados por incendio, si hay pruelia para 
atril mirlo a él. y no la hay para demostrar que procedió de 
caso fortuito o fuerza mayor. Página 2V\. 

Daños y perjuicios. — Véase "Ferrocarriles; su responsabilidad 
jHir taita de I jarreras." 

Defraudación a la reato utittauera. — No existe delito de defrau- 
dación a la renta aduanera en una transferencia de materia- 
les introducidos jxir una empresa liberada de derechos de 
Aduana a otra (pie también lo está, sin que modifique csia 
conclusión la circunstancia de que tal transferencia se haya 
realizado sin conocimiento de aquella re|iarttción, atento a 
que una |»arte el Ministerio de Hacienda conocía las 
operaciones y había prestado su asentimiento al respecto, y 
pur otra, une la Corte Suprema ha decidido que en casos ci- 
ñió el fie autos la omisión de la formalidad apuntada no ts 
suficiente para justificar la aplicación de la pena reservada 
para aquellos actos que dan pur resultado un pago de im- 
puesto menor que el adeudado, dado que tales operaciones 
no pueden por si solas disminn la renta fiscal, aún cuan- 
do ¡m fueran descubiertas. Página 51. 
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Di fmmhu nh} a la rfnla de . Idttanu. — I'"l art. 6*1 de la ley 

un hace dt?.i i lición entre parrilla dé bultos o bultos u cajo- 
nes singulares. I Vigilia 114. 

lU'jramhu'íÓH a h: rcutu de .idmuta. — Ib- conformidad a lo disr 
puesto oh la ley N222. ^rjlirc exoncriiÉÍBri del i>aj;o de im- 
1 motos nacionales a los materiales destinado-, a la construc- 
ción y explotación de la Huta del puerto de La l'lata a Meri- 
tiianti V. y decreto de Julio 14 de 1911. reglamentario de 
la ley 5.Í15. la introducción de la tierra romana materia de 
la denuncia fué hecha dentro de la franquicia legal. Pági- 
na 23N. 

JfffraíHÍan'iUi n fu Wiftit (Impuestos Internos), — La ley 11.252 
autoriza a! Ministerio de Hacienda imrn rever una resolu- 
ción absolutoria de la Administ ración de Impuestos In- 
ternos. 

JCs justa una resolución del Ministerio de Hacienda, 
que condena a un comerciante i|ue expende cigarros a ma- 
yor | «recio que el señalado ]n*r la faja del impuesto nacional, 
al pago de la diferencia que corresponde a la mercadería 
en cuestión, cotí más la inulta del décuplo de dieba diferen- 
cia, previa relaja del impuesto provincial abonado por d 
comerciante. Página 228. 

/U'intntdtt: m t'onfcslación (art. Xís, ley 50 1. — Xo habiendo la 
demandada desconocido o reconocido los hechos aducidos 
por la adora, se hace pasible de la sanción legal de esti- 
marse tal silencio como confesión de aquellos a que se re- 
fiere la demanda, art. Wi, ley 50. [»ágina 195. 

pmmmfm ttnitnt la Xaiióu. — Tratándose en el caso, de cues- 
tiones regidas directamente por el contrato celebrado entre 
la Nación y los señores Hersent et fils Scheneider y Cía. 
para la construcción y explotación del Puerto fiel Rosario 
en míe aquella no actúa como entidad política solierana y 
en su carácter exclusivamente público dentro del cual le in- 
e timbe la función de percibir las rentas y darles la corres- 
pondiente aplicación, sino como persona del derecho pri- 
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vado que se lia >omei¡do voluntariamente por $\ hedió de 
la celebración del contrato con el c®n&^rarus a las dis- 
punciones del derecho común y a la» decisiones de la jus- 
ticia arbitral libremente ¡«ciada, un és malaria la venia del 
Lon^n-so para demandar a la Nación. J 'afilia ¿47. 
Despojé} interdicto Quien uo ha pesero en albinia í.>nna 
Bp puede ser despojado en el sentido jnridicu de esta ex- 
prisión. (Articulo Código Civil i. 

J-a acción de de^HOu sólo se cnriecdc al 
inmueble desfijado de la posesión. 

Códign Civil). Pagina 172. 

IScmla ¡Mema tté til Prep, ./,■ $wfá f .v- Xi la ley l l >74, sobre 
deuda mterna de la IWiucia de Santa í?é» m el decáelo 
reglamentario ríe aquélla dejan al arbitrio del l'odcr ije- 
cutivo la facultad de efectuar ó tu. el rescate trimestral de 
titulos. sino, por el contrario, iinprraiivan tente, y sin ex- 
ecciones, disimilen ese rescate, sin fijar bases u elementos 
de referencia para las licitaciones de compra de Ion títulos 
a que aquéllos se refieren di- tal matura que los t< 'indures 
de esos tttulns se vieran limitados en sil facultad de pedir 
por ellos, siempre debajo de la \m. lo que creyeren más 
conveniente a sus intereses. Página 41$, 

Dirección General ti? ¡urraca rrii 'es ; sus facultades para imponer 
multas. — Se baila dentro de las facultades legales y regla- 
mentarias de la Dirección i '¡enera I do I'Vrrocarriles e! repri- 
mir con multa de mil pesos moneda nacional el relardo de 
una empresa ferroviaria en dar satisfacción a un pasajero 
que se queja por liatier sufrido daño en su equipaje y la re- 
sistencia de la misma a evacuar el pedido de informe res- 
pectivo. Arriad..* .*» y 74 de la ley 2K7.1 y 23 del decreto 
reglamentario, rágina .176. 

£ 

Encubrimiento; delito de. — El delito de encubrimiento es un 
delito especial e ítidc| tendiente, que uo está exento de la ju- 
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ri>diceiór. tU I liitiíir en que >e cometió, y aojq puede citme- 
ÉeiiSÉ después de ejecutado c-I crirnen resj lectivo, con el cual 
ho guanta rdación de lúin^ y «le logar. Página 42N. 
F-viicion. — Lis efectos ele la evieeióu en el caso de U ti pago 
por entrega de bienes, están c<¡ ni] .arados a los que rigen las 
relaciones entre comprador y vendedor. ( Arr. 2141. Codito 
Civil t. 

La condenación hecha a los herederos del enajéname 
sobre restitución del precie de la cosa o di- los daños G inte- 
reses causados p^r la evicrión. e* divisible entre eHo& (Ar- 
ticulo 2107. inci.-ii y i. 

Comprobado que la provincia demandad; í. enajéname, 
intervino ni el juftiu de reivindicación seguido por un ter- 
cero contra uno <le sus sucesores a titulo singidar, y que 
tomó a su cargo la defensa de los derechos disentidos de es- 
te, a mérito de haber sido citada de saneamiento, carece de 
aplicación Ta rlísj Histrión del art. 2110 del C, Civil. 

Acreditados los hecho* en que se basa la demanda y 
que encuadran en lo dispuesto por el Código Civil en los 
arls. 1414. 2089. 209n, 209/, 2118 y 2119, sobre evicción. 
corresponde hacer lugar a la demanda, ['agina SI. 
Fxcc friones de (tercrlm. — ¿s exeei^ion^ de derecho opues- 
ta en el alegato y que «o importan la imputación de la 
prueba, no están comprendidas en la lilis contestado y no 
obligan, [>or tanto, al pronunciamiento judicial que sólo de- 
be producirse sobre las materias qu«- han sido objeto de 
aquélla. Pagina 46. 

F 

Falta de personería. — Fifi jioder para representar en una tes- 
tamentaria hasta su total terminación, no es liastante ]iara 
promover un juicio sobre inconstítiieionalidad de ley y de- 
volución tic impuesto alionado pur aplicación de esa ley, aún 
cuando el |»ago haya sido efectuado por el ajKiderado en 
desempeño del mandato. Página 234. 
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Fcrtuiiirrilcs partuiiinees ; Mtitratesú tic sus servicias come, cw- 
/riw tic transporte, — Los ferrocarriles particulares no 
son ei[U i] «arables :i1 dominio y negocio privados : hacen y 
funcionan éri virtud de l;i concesión que uo es mi contrato 
del derecho común mire panes ¡guales, sino que c> el acto 
1t*^¡>l;ití Vf i fcfl virtud del cual el litado hace delegación en 
una empresa j»ara la debida realización del servicio público 
de iran>| mi-te ferroviario dentro de los límites prefijado-, 
determinándose las condiciones líe tiempo, forma y elcincn- 
to> de la construcción y explotación, privilegios y exencio- 
ne* otorgadas la empresa, defechos y ventajas reservadas 
por el Hm.-mIo fiara si o (ara determinadas manifestaciones 
de la vida nacional, ['ágian 

í-crroearrUcs ; sus oHif/acitmes respecto ti! Ctltiifitíjc tic ios pasa- 
jeros, — Kl artículo 50 de la expresarla ley no se refiere a 
las relaciones de las empresas con el equipaje de los pasaje- 
ros. >iiio a los de aquellas con los cardadores y las averías 
y pérdidas de las mercadería- trans|« ¡riadas, o al relardo ni 
la entrega de estas, materia muy distinta a Ta que forma el 
stfb lile. Página A7(k 

Fffracámtá; su rcspousal'iliiitni por fulla ttc hiñeras. — A 
lo-; efectos de la obligación que el art. 5". inciso S" de la 
ley y art. 75 del decreto reglamentario, imponen a las 

empresas ferroviarias de cerrar las barreras a la aproxi- 
mación de cada tren o Ioenmloras, dcln- entenderse por 
' in n" iodo veliiculo de las empresas ferroviarias que al 
transitar por sus vía-, puede ser un peligro para el público, 
por euy.i seguridad éstas deln-n velar, i Kn el caso, se trata 
de un triciclo de la t ía. (Ira!, de V. V. C; O fie la Provin- 
cia de lí uenrts Aires, que chocó contra un automóvil en uu 
paso a nivel i. I'ayina 19. 

Ferrocarriles: su n sponsafrilitlml par falta tic harrcras.—l!\Yd 
sentencia que declara que la falla de instalación de harre- 
fas < ii el paso a nivel en qiie Se produjo el accidente, tm 
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constituye una negligencia culpable de parle de la impresa 
di-mandada, "puesto que nu se, lia probado cjua el aumento 
de la ilación ci el incremento djtíl tráfico, posteriores al per- 
tltfsn para el funcionamiento ¡tíe] paso a nivel sin burreras, 
hayan eulocado a la compañía cu I» obligación de dotarlo 
de, éstas i«ira la seguridad del iráusil"", es inobjetable del 
punto de vista de 1*j dispuesto ]ji>r la ley 2873, cu su art. 5* 
inciso S". según la interpretación dada a esa disposición 
por la Corte uprenia en sus diversos fallos. (Toma 14J, pá- 
gina 2¡%é y otros). Página { J9. 

/ : t rnh'tfrrif,s; <¡n rcspünjtahilitiád por fulla tlr ¡tórtvrwí, — ]jt 
inier} ireiacíón más razonable de la disposición del inciso 8* 
del art. 5» de la ley 2873, en presencia de su texto y de tos 
propósitos «pie la informan, es la de que los ferrocarriles 
deberán emplear las medios indicados de protección, con 
arreglo a las necesidades del tráfico, ya que la instalación 
de ktrreras en tos Hilares aculados y de esea>o tráiieo, 
no tendría otro resultado que el de encarecer la explotación 
ferroviaria en perjuicio directo del público. 

La negligencia del Departamento de Ingenieros en no 
exigir el cumplimiento de una disposición legal no puede ex- 
cusar la negligencia de la empresa demandada, pues se tra- 
ta de omisiones de que es directamente rvsjvoiisahtc el que 
las lia cometido. Página 111. 

FwuiaHitUitns jmitihos. — Véase "Razones de derecho." 

G 

Garantía <-misl¡ttu-¡aml. — V éase "inviolabilidad tic la propie- 
dad"; "Jueces naturales." 

H 

Ilfwthidio. — Véase "j-egitiina defensa." 
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Impuesto de sello. — El art. 2), inciso íi v de la ley tX.29Ú. Iiu 
sido dictado por el Congreso en su dublé carácter de U-^i-,- 
latnra local, disponiendo Ja aplicación de un impuesto [«ra 
la Capital y Territorios Nacionales, primera jtaru- del íiu Ímj 
6* aludido, y de Congreso Nacional, aplj&ndS la misma 
cláusula ÍtnjM»>Ítiva a la Justicin Nacional; ni omsecueii- 
cia, corres)* Hide el sello de cincuenta cenia vos en las pro- 
vincias a la estampilla que deben ptner balo su firma los 
actores y demandados en el acto de ser notificados de toda 
sentencia definitiva sobre asunto?, del fuero federa! en todo 
juicio en que se demanda una cantidad mayor de 20 pesos. 
¡Yigina 10, 

httpitifsio de .fi//o. - l'or aplicación de la ley 'Jf,SS. articulo 
27, la víctima de un accidente o mis derecho-liálíientea se ha- 
llan exentos del pago del impuesto a ipu* se refiere el arl. 29, 
iticiso 6^ tu fine di- la Vy de sellos X" 11.290, cuando "es- 
tillan el cnl.ro judicial de la res] lectiva indemnización, sin 
Que sea necesario el juicio previ. ■ para nliteucr la carta de 
pobreza. Página 175. 

I tu tuestas hitemos. — El artículo 16 de la ley 1 1.252 no dispone 
que los .precios ipic en é¡ se expresan, incluyan al impuesto 
establecido por dicha ley. por lo que no es posihle acordar 
a la misma. la inteligencia fie une el impuesto forma parte 
del precio de venta o está incluido en él. Pagina IS5; 

impuestos Internos y imité; su derohnióu. — Al decir el art. 
28 de la ley 37**4. "la ojx-ión a los interesados jnir el recur- 
so administrativo i ni] Mirlará renuncia del recurso judicial y 
vice- versa", sólo t|tiiere establecer la incompatibilidad del 
ejercicio de ambos al misino tiempo, pero en modo alguno 
puede ello significar la prohibición de ejercitar las accione-, 
judiciales enrrespondíenu-s que pudieran desprenderse de 
los derechos afectado- y de su propia naturaleza; en con- 
secuencia y habiéndose resuelto por la cámara o qfítí que pro- 
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cede ta devolución dd impuesto, p« t haber sido Aplicada inde- 
hidamcntc dé acuerdo con la jurisprudencia de la Curtí? Su- 
prema (tomo 148, pág. ¿70 1 . corresjicMKlc, igualmente. íle- 
clarar que el bisco e?¡tn obligado a, devolver la suma perci- 
likla m concepto de multa, por un ser aplicable al caso el art. 
36 de la ley 37M, toda ve* que el recurrente no incurrió 
en infracción alguna legal. Página ¿84. 

Incendio, — K! incendio cuino acto reprplxido |>or la tcy. impone 
al eme Id ocasiona \mr culpa o negligencia la obligación de 
indemnizar los daños y perjuicios que con él se causan a 
torceros (Código Civil, art. 110!>j. extend ¡endose esa res- 
ponsabilidad (art. 1113. Código Civil), a la persona bajo 
cuya dependencia se encuentre el amor del daño o por las 
cosas de que sirve que tiene a su cuidado. Pág. ¿40. 

ímonstitttcionalidad de decreto del Füd&r Éftéi&k?& Nacional. . 
(El de 29 de Jttlfa de W2]). — Xo halíiétjdóse establecido 
en ta ley ¿873, los plazos en (pie las mercaderías preferidas 
deben ser transportadas ni el momento desde que este plazo 
deln- eiiqiezar a contarse, el Poder Ejecutiva ha podido, al 
reglamentar la ley. llenar esa omisión, sin alterar el espíritu 
de aquélla (art. 86, inciso ¿ v , Constitución Nacional ) y 
concordando, por el contrario con el art. 187 del Código de 
Comercio. 2* apartado. Página 13!. 

Imonstitmionalitlad ti? decreto ti el Poder Ejecittivo Xaeional. 
(El de 5 de Octubre de 1922». — KI Poder Kjccutivo tiene 
facultad para intervenir en todo lo que se feÜtóioña cení la 
instalación de las líneas, reglamentación de servicios y fija- 
ción de tariías de la Unión Telefónica, sin que ello afecte 
al régimen de la Capital o de las Provincias. ( Xo es repug- 
nante esa intervención at articulo 5 P de la Constitución, pues 
se trata de «na empresa nacional: art. ¿" inciso 2* de la ley 
750 y 2 y 1* de la 44<W. Página 235. 

Inconstitueionalidad de /cy. ( La referente a iu de ta trasmisión 
gratuita de bienes de la Provincia de Bueim Airrs\. — F.n 
presencia de estas conclusiones es evidente que la ley sobre 
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trasmisión »ratuha de bienes dé ta provincia de Unenos Ai- 
re:., al exigir el pago del impuesto tic la manera gire lo ha 
hecho, segmt lu decide la Suprema Corte dé aquel Kstado. 
no se halla en pugna cotí el Código Civil, ni lia descoum-ido 
la regla dé) art. 7" de ta Constitución Nacional. Pág. 24. 

fttcotUtitHcionalidiid de ley iarts. 106 y 123 de la lev X" I.S'»3. 
sobre Üryanhoeián di' los Tribunales de la Capital \. — No 
son repugnantes a los arts. ,S, 16, 18 y 45 <le la Constitución 
Nacional, los arts. 106 y 123 de la ley 1893, sobre organi- 
zación de los Tribunales de la Capital. Página 123, 

Ineousiiinehnalulad de ley (art I ". hy 927.L— l.os artículos 67, 
inciso 17, 94 y 100 de la Constitución no obstan a c[Ue se 
excluyan de !;i jurisdicción federal cuestiones que por escasa 
importancia civil o ferial, ü |»r otros unitivos, sean suficien- 
tes p;ira determinar conflictos como los que se han tenido 
en vista al dictarse los citados preceptos constitucionales. 

ka disjKjsición del art. I« de ta ley 927. adicional so- 
hre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, 
iw vs inconstitucional. Página 344. 

Incoiistihicionattdad de ley (Casa de ta ley de la /W. de lineaos 
. lit es, de 30 de lim en de 1924. sobre trasmisión gratuita de 
bienes ). — Al establecer el ari. ,W. inciso 9 de la ley de la 
Provincia de Hílenos Aires, de 30 de Knero de 1924. sobre 
trasmisión gratuita de bienes, para determinar el monto fiel 
impuesto. que "si se tratara de actos pasadas fuera de Ta 
provincia se aplicará la ley qué rija en el linimento en que se 
exterioricen en ella", no viola la garantía de igualdad consa- 
grada i«ir el art. 16 de la Constitución Nacional, Pág. 2**. 

i nemistiltuionalidad de ley i sobre la X" — Cuando el 

Congreso con inri ¡sentible facultad ( Constitución Nacional, 
art. 67 I. dictó la ley 11.308. no entendió crear un nuevo re- 
curso al disponer del remanente de! aumento de tarifas a 
que se refiere el art. 59 fie 'la ley 10,650, una ve/ érit rega- 
do a la Caja el 8 ' ', determinado m el an. 9?, inciso 5^ si- 
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Mu fijar, claramente, el destino a sumas de dinero perit-nc- 
cuna?, al í* nido He aipicHa. Art. II. 

Los ffiíés, r«pcci ticamente ílctentlillwkis i» la Icti.i y 
«u la discusión di- la referida ky M..10H. del aumento . li- 
las tarifas mu- autoriza el art. 39 <k la ley 10.050. pcriiiiii- 
riait, cuando tuás. ante la doctrina consagrada [wrr ta CfífjtG 
Su | trema si din.- t-I principio di- Ta no n-irt -actividad de la> le- 
ve- ( Kalto>. tumo L17. pág. mía snítpic e*peetaiiva 
de heiieíicios por parle di- la empresa, ¡uto nu consagraron 
Hfl derecho que éstas huliierau íj^fpflr^d^ definitivamente 
a su jutrin ionio. 

La ley I L.flW rpk- sdju [ta dado destino expresit n capha- 
le* que no pertenece ni ha pertenecido a la empresa deinau- 
dada, i|iu- ¡ió establece' tni impuesto, tu ej semido legal He U 
palabra, ni crea contri luición alguna ñitém en oposición a 
la ley 53J5. nu es contraría a las "aramias de los aris. 4. lo 
y 07. inciso de la Constitución o H, 17 y _V de la mis- 
ma, fagina 3S5. 
! nlcn ^s, — La Nación en su carácter de persona jttridica está 
obligada al pago de los intenses de la suma adeudada, des- 
de la lecha eti que fué requerida cxirajudicinlmcmc i>ara el 
pan", f. sea. desde rpie incurrió eri mora faris. v 50K. 
Códig., Civil,. IVijrin;, ,v*2. 

Inviolabilidad h ta fW0?d#Í:, — L'na ley retroactiva errando 
impuesto o ampliando q alterando los ya existentes, no pilo- 
na con t-1 principiu de la inviolabilidad de la propiedad siem- 
pre que se mantenga dentro fk las condiciones que constitu- 
eionalwente lo definen, esto es, cuand" es razonóle, no es 
opresivo tu .11 manera de acntar. ni es eonfiscatorio, fa- 
gina 208. 

J 

Jubilación (/.y 10.650). — La frase "empresa de puerto" em- 
pleada |mr el art. 2" tk la ley 10.050 alude, exclusivamente, 
a los empleados y obrerns de empresas que lienen a su cargo 
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la explotación de puertos y depósitos, y no a aquel tos míe 
«Mió la de e H. Walker y fía,, han limiiailu Su$ activida- 
dr- a la construcción ih 1 una sección del puerto de ía Capi- 
tal. I'á w ii5a 87. 

Ittbiíadóit (fí-y p65G). ¡Ujs -cmcios míe eOtt^^ndé com- 
putar a los efecto» «le !a jubilación tic Kmplcados I Vrrovia- 
riri-, regidos T«>r la ley IO.65O, son lo* prestados t'ii et te- 
rritorio efe la República. (Se trátala de servicio* prestados 
en !as oficittás del directorio del l-crnu-arril Oeste, en Kun- 
dn-i. fitina 17X 
Jttbihuum (ley 1 0.650 1. — U d^sfeiiSii ele] árt. 27 tfe la ley 
\ 1 10.650, en cuanto adfttite pata verificar el rónjphto a los 
cuetos del retiro voluntario, ía fracción «¡tu,- excede fie seis 
im se» cu ficncficio del solicitante. *e refiere exclusivamente 
a l;i antigüedad en ta prestación del servicio y rio a la edad 
de aquél. IYu<ina VK\. 
Jitbihuión. IVa gozar fie Iris bené&ngti de la ley 10.650. es 
mcesirit). de coníurmidaíl n su an. S2. que las dos condi- 
ciones de edad y años «le servicios que exigen los ans. IX y 
*1 [ la misma. Concurran a la va en el momento dfi dejar 
el servicio. Página 
Jithio sna\wrio: f>niwif>io M ht unidad del mismo— VA princi- 
pio de la unidad del juicio sucesorio establecido por el Có- 
íiígffrt Civil se refiere a la trasmisión de los bienes sncesn- 
riu>. a las acciones |>ersí males relativas a lus mismos, a la 
administración, partición y liquidación del jtatrimouio, cual- 
quiera -sea Ta situación de los bienes que l<i integran, hallán- 
dose fuera dé la jurisdicción del juez de la sucesión y. púf 
cr.i^i-idtute. ile la reída del art. 7" de la Constitución, todo 
arto o todo efi-ct.. .pie. excediendo aquellos propósitos, sig- 
nifique limitar o recamen lar la facultad tribuaria «le las 
provincias sobre las o.^as situadas en su territorio. K 
na $j& 

Jmr,:t Uatundcx. - 1.a garantía del art. 1S d«- la Constitución 
no sufre menoscabo porque sea uno en vez «le otro de ios 
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juree.- permanentes el que conozca cié !a can vi con áfcffcglo 
a la eompetrncia i\\\v se estima corres]* niderlc. 1 424. 

JuriXfiudt'm. Corresponde a la justicia federal, nitiimr mtilt'f'uu'. 
el coi ioni nimio de una demanda cmitra la Compañía Cnión 
Tele iónica, por daños y perjuicios, que se dicen ocasiona- 
dos al actor, por halicr aquélla procedido a camliiar los nú- 
tncros del apáralo telefónico de éste y hacienda figurar los 
anteriores a nombre r|e ni ra persona, todo ello a ules de ta 
publicación de la nueva guia. Página 16, 

/úrístitectón* — - Las acciones por cobro de impuestos municipa* 
les son de ia exclusiva competencia de los trihuminlcs prn- 
vinciales. sin perjuicio del reeurso del ar|, 14, cuando se plan- 
tea el casi» federal, Página 161. 

Jnrhtfúrion. — KI juez del domicilio del deudor el cnmpetett- 
te para coiHH*er del juicio universal de concurso de acreedo- 
res . al une deben acumularse los demás juicios que se sigan 
ante oíros jueces, aún cuando se trate de juicios f>or cobro 
de créditos hipotecarios, en que por convenio de parles se 
haya establecido un domicilio especial jara el cumplimien- 
to de las obligaciones, dado que los conventos entre partes, 
relativos a constitución de domicilio especial, no puede so- 
hreponerse a las facultades que las leyes acuerdan a los jue- 
ces de concurso sobre los bienes fiel concursado. 

\j\f, disposiciones del art. 763 del Código de Procedi- 
mientos ile la Capital y del art. 3938 del Código Civil, supo- 
nen la acumulación de las acciones contra los bienes hipo- 
tecados, al concurso general. Pág. 1X0. 

Jtnhtlitiiáu, — La ley 3.1 1 3 de creación de ta Lotería Nacional 
de líenetiecncin lio es de carácter federal sino local para la 
Capital y Territorios Nacionales; en consecuencia, corres- 
ponde a la justicia ordinaria de la Capital el conocimiento 
de un proceso por ti delito de homicidio que aparece come- 
tido m el local ile la ,-\dmhrisiraeiéni General «le la expresa- 
da repartición pública. Articulo 23. inciso 4*. última par- 
te; articulo 25. inciso 1* riel Código de Procedimientos en 
lo Criminal. Página l*)/. 
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JurtstlilTifth - Ñu corresponde a la jurisdicción federal il co- 
nocinmntn de una causa Maniría aun- el Juzgado de Paz de 
>:m l'Vrtiai.il-i. provincia de líti< líos Aire*, en (fue la Minia 
demandada es de treseknuw ochenta y Ocho jiesos moneda 
nacional,' Página M4. 

JittiMiUttion. - Los enunciados de tus incisos •> y 10 de la ky 
4S rijitn la* relaciones de derecho líe una situación kjgai ni 
condiciones normales y no cuando, eoniü en e) caso «l*. 1 auto*, 
una «le las ] «irles ftíc declarada cu estado di- <| niel ira o con- 
curso. siendo en ta! emergencia, el régimen de aqueJJaa rela- 
ciones c] ij¡h- determinan fa> leve* y preceptos especialmente 
dictados al efecto, entre QlrÓS. en materia tic jurisdicción, In» 
qiiHf o »n sagran él inci>n I". art. 1J ¡Je la lev 4S v art. 3 1 <k 
la X" "27. Página 2M. 

Jitri.<!,!¡t' t i,Ut cmittmt. — Ku razón del caMctc* tepriioftiaj e im- 
pmrru^aljU- de la jurisdicción criminal, un juez de fuero cn- 
nuin ée una provincia carece de competencia para ¡n0e a 
un procesado pur delitos un cortejos cometidos en jwMfe- 
ciñn de otrn juez del mismo ftiero de otra provincia, y. in 
consecuencia. |«ra pretender tme el Jaez i&tf&Sftp se inhiba 
de seguir entendiendo en las referidas causas. 

r.I procesado debe ser entregado al jui/ míe tenga prio- 
riiiad |H»r razón de la comisión de los delitos v de la suhs- 
randadón de los procesos respectivas. Página **2. 

Jurt&ikoáu iici wc del ñiiiuw Homidno, i.lrr. .¡2K4, C. Civil) 
La jurisdicción del juez del último domicilio del cansan- 
te estahlecida por el an. ,*2S4 del Código i'ivtf. ha sido crea* 
d;¡ fiara dar valor le K al en cualquier ptíitto de la Kcpúhliea 
a ímfo acto de derecho privado realizado ante !;i autoridad 
del iiuv del ultimo domicilio, re lativo a la trasmisión de los 
híent'S sueonrios, ;( la> acciones |*ersMiiaks relativas a l.is 
HiftíllnOs, a la adiniuisi ración, | larticióti y liquidación del patri- 
monio, ciulnuit ra m la siniaciñn de Jo? liienes une ln enm- 
I oiien. i|i!i-d;indo fuera de ella y. por oin-d^iucnte, de la re- 
iiV.t ifel an. r tic la CTintstítuekin, iud«i acto o ii»|u efecto de 
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éstos que excediendo ai|iul]o> f«tcS¡ >ii,'niíi<iiu- atril m ir aj 
Jijé* dd Síífto" 'Inmícitiu d derecho de restringir. Jintitar o 
reglamentar la capacidad tributaria de las provincia* S0fer« 
las tosas situadas p SU territorio, f*%|na 2ft 
Í000{effMH orujhmria, - Como consecuencia cfc que el fuero 
(¿rigiuario de ia Curie Suprema sólo procede \»>r razón tU- 
pesuñas CU las causas civiles nacidas tic estipulación o cihi- 
tMü cuando tina provincia es demandada imr el vecino de 
t.ini i» |Hir un ciudadano extranjero y por razón de la materia 
cuando en iguales condiciones sea demandada en virtud de 
actos tifie se dicen violaiorius de una garantía consagrada 
por la Constitución Nacional, la Curte carne de eompetcn- 
eia ¡Jara conocer de todos aquellos hechos y argumentaciones 
vinculados a la legalidad o ilegalidad di- la interpretación 
dada a la ley sobre trasmisión gratuita de Iiiencs |mr las auto- 
ridades judiciales de la Provincia di- Inicuos Aires en el 

L 

Leyes c.v ¡>ost fado. — 1-a Constitución Naciuual no prohibe a 
las provincias sancionar leyes retroactivas, sino sólo leyes 
ex f>ost '-jacto, habiéndose estarcido («ir los tribunales na- 
cionales, reiteradamente, míe la frase c.v jacta no se 
aplica a tas leves civiles p administrativas, sino, puramente, 
a las de carácter penal. Página 

Lri/'ttima defensa. — La apreciación de las tres condiciones clá- 
sicas que debe reunir el ejercicio riel derecho de defensa per- 
sonal o propia, es en extremo circunstancial y deludiente 
de la psicología de los individuos, del ambiente en «pie és- 
tos se han desenvuelto, de su educación y aún del sitio en 
que han tenido lugar U is hechos ticurridos. 

No puede exigirse del agredido una apreciación exacta 
y precisa fiel peligro que corre, sino to que con justa razón 
puede temer del agresor en virtud de aníecedentes que bagan 
justa la legitima de f t risa. I 'agina _W. 
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Negociaciones mercantiles. — La hhmvñoki de mayor lucro po- 
sible es de la naturalc/a de !;is negociaciones mercan liles 
(attí. S.74.1 y 744. Código & Comercio >. y en consecuen- 
cia, la compra al mejor postor es tic la esencia de! remate, 
art. 117 deí mismo Código. Página M& 

\tdidad de contrato. — Siendo las provincias personas jurídicas 
ron arreglo a! ari. 33 del Código C ivil. le son aplicables las 
disposi-^nes ilrl art. 30 ñé\ n'iismo Código, y sé hitliáit, por 
la tamo, habilitadas para negar eficacia a los actos de sus 
represantes cuando éstos se hubieran extralimitado al ejer- 
citar mt> poderes; en consecuencia, debiendo conocer la 
actora las disposición^ legales precedentemente consignadas 
y atento lo dispuesto |K»r los arts. 21 y 78, inciso 5" de la 
Coiistítiidon de la Provincia de J tijuy, según las cuales n- 
da erjagnclÓti de Silleros públicos fuera de la autorización 
de gastos sancionados por la fey de presupuesto o espéciá|ef¡ 
hatv pcrsííiialinentc responsables a los «pie la ordenen (b eje- 
cuten, corresponde el rechazo de una demanda por cobro de 
un seguro cele! irado fu ir il Poder Kjeotttivb que la le- 
gislatura hubiere autorizado el gasto. (Con uní o nulo. \i- 
lícti!.. f9$] del Código Civil i. Página 147. 

f 

Ferüa tasada» ; sti» servidos en juicio de expropiación Sttgáitto 
por el BfetGi — Los servicios de perito tasador en un juicio 
de expropiación seguid» |K»r el Kiseu contra un particular, no 
pueden considerarse como una prolongación de las funciones 
o actividades de ni rogad» cíe un Ministerio Nacional {en el 
caso, del de «elaciones Kxtcriorcs i y |ior lo tanto, un se en- 
cuentran comprendidos en el art. 39 de la lev 11.027. Pá- 
gina 75. 

Personas jurídicos (Provincias): responsabilidad de fas mismas. 
— Uts personas jurídicas que obran por medio de sus man- 
datarios no res] « -Hilen fie los actos de éstos que estén fuera 
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de los limites de su mandato; y como consecuencia, la.-* pro- 
vincias tío son responsables (le Ifis perjuicios ocasional los ¡«ir 
acto ilícitos de .sus empleados, 1 Vigilia 254. 

Procedimientos judiciales de provincias (uris. 7 V de ta Constitw- 
ciÓH y 4» f/¿ /« % 44 j. — Kl res|teto debido a tos preceptos 
del aft. de la Coi ist í ilición y art. 4" ele la ti y 44, de Jo 
de Agioto de 1.S0.Í. exige no solamente, que se dé cutera 
£e y inédito en una provincia a tus actos y procedimiento 
judicialc* de otra, debidamente autenticados, sino también 
que se les atribuyan Ih* mismo* efecn »s que hubieran de pro- 
ducir en la provincia de donde emanasen; y tales preceptos 
presuponen proccdiniientps o resoliieibiies judiciales pronun- 
ciadas por jueces ti tribunales rjiii' tenran jurisdicción Sobre 
las cosas y las personas a que afecten y que se Érate de actos 
judiciales que no importen nna extralimitacióii cU- faculta- 
des cu lo relativo a la competencia. Imagina 24. 

Protesta. — Una protesta al abonar el unnortc d¡e una concesión 
en ta playa <le Mar del l'lata concedida por la Municipalidad 
respectiva, rio impuesta sino pedida por el concesionario, rio 
mejora el derecho de éste para fundar la demanda por re- 
petición. ( No hubo error de hecho o derecho en el pago, 
sino en el de la persona que se acogió voluntariamente, a los 
iR'neiícios de un decreto), 

Son improcedentes, la acción de repetición y los efectos 
de la protesta respectiva cuando el pago del impuesto cuya 
devolución se persigne es el resultado de Isis propias geslin- 
nes del contribuyente. I Vtgina 224, 

Prtnimio de Humos Aires; su responsabilidad por iín itinpfimieu- 
ta de contrato. — Dado que según la Constitución de lá 
Provincia de líuenos Aires, los Ministros del Poder Ejecu- 
tivo despichan de acuerdo con el Go1>ernador y refrendan 
con sus firmas !as resoluciones de éste, proveyendo por 
sí. sólo en lo que concierne al régimen de su de|Kirtanicnto y 
en tos decretos de trámite, y que la provincia, en su carác- 
ter de persona jurídica, sólo puede ser obligada por »us re- 
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|M-cMin:intt*s téjales, ubramlo éstos dentro del limite <le sjjs 
atribuciones legales (arts. 33, .tt. y 4.Í. Código Civil curres. 
[MMlílc t i rechazo tic una demanda por daños y perjuicios piu- 
venienti* t|e incumplimiento de contrato, Imsada, mitcátlíén- 
i*-, ni mi • »ÍK'Í< » del Mini-tro di- Hacienda dirigido a los ac- 
tores, i-n el ipie fes comunica' >;i ijue había resuelto conce- 
derle* ej iiáo ile un local de propiedad dé la provincia («ira 
los fines i|ut' io habían -i ilieitado. 

La deposición riel art. 1" de ta ley de Contabilidad de 
ta Provincia de Jiutnu> Aires, según la cual los valores y 
bienes muebles o inmueble* y respecto de estos último*, lan- 
ío públicos como Ifis poseídos a tí tillo de propiedad priva- 
da, produzc-m i, Hc¡ rema, -eran administrados p<r el Mi- 
nisterio de Hacienda, sólo puede significar. dentro del urden 
focal de la provincia, que lodo lo concerniente al patrimo- 
nio de ella misma es de atingencia ele la gran repartición del 
gobierno * [lie se llama Ministerio de Hacienda, como sucede 
en Uulus los gobiernos ordenados. Página 254. 

Prmnncks, tumo personas jiirítih-tts: fájs$óüMMMaé — 
Reviniendo, en el caso, la provincia demandada el carácter 
de persona jurídica como empresa que explota sus lineas íé- 
reas le -on aplicables Tas disposiciones fie la ley civil trans- 
cripta*, con arreglo a ]<i que pre .rilieu las leves especiales 
a ijiie la industria aludida está suf)ord¡nada. (Art. 03, I cv 
de Ferrocarriles de la IWincia : arts. o.\ 8.1 apartado final, 
y 9|i ley nacional |« 2S7.V». Página 24íY 

ProMfem; sus faettím^k en ¡¡tul mu M$ím¿(o% — K| poder 
de las provincias para gravar con impuestos los liienes su- 
jetos a su jurisdicción, tío reconoce otras limitaciones que 
las especiales generales establecidas j«ir la Constitución, 
art. 105, y el de gravar con mi impuesto a las herencias fué 
reconocido como una de las fuentes de los recursos provin- 
ciales, ciiii juntamente cotí el fie ] «ueme y papel sellado, jwr el 
miembro inf firmante de la comisión en el proyecto de Cons- 
titución, al discutirse el art. 4* del mismo. Pagina 24. 
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Provinciales : su rcsponsuhiliditd por acias $c sus mandatarios. — 
Véase "Nulidad (k 1 contrato/* 

i "rucha testimonial. — Si hien el criterio para apreciar ta prueba 
testimonial delie ser, en general, restrictivo cuando los testi- 
gos tienen tachas* relativas, tal restricción itá puede llevarse 
hasta negarle toda valide/, cuando de otras declaraciones 110 
lachadas y de los demás antecedentes de los autos se induce 
la verdad de tales testimonios. Página 24(k 

IR 

Macones de derecho. — Tratándose de razones de derecho (jtie 
afectan a ta procedencia de la acción instaurada, el Tribuna! 
puede aducirlas de oficio. Página 224. 

Recurso extraordinaria. — Procede el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 4X. contra una re su lució 11 de la Suprema 
Corte de la Provincia tic Buenos Aires contraria al derecho 
fundado en los arts. 7 y 31 de la Constitución .Nacional y 
32*4 del Código Civil. Página 24. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 4í>. contra una sentencia de la Cámara .Fede- 
ral de la Cámara (jire jpq il ¡vamentc interpreta el alcance y 
contenido del n\% 2' de la ley 10.650 en sentido contrario al 
derecho fflttdátlo en el mismo por el recurrente, l'ág. W. 

Recurso extraordinario. — \'o pr^-ede el recurso extraordinario 
del articulo I I, ley 4S, contra una resolución («ir la cual se 
declara competente al Juez de Sección para conocer en pri- 
mera instancia de una demanda de i ucoustúuc tonalidad de 
la ley 11.232, míe faculta al interesado en su art. 23. para 
ajielnr de las resoluciones de la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones de Empleado? Haucarios para ante la Cá- 
mara l'edcral de la Capital, sin necesidad de intervenir en 
el pleito el Juez Kederal de Primera Insatncia. (No hay de- 
negación del f itero federal). Página 93. 

Recurso extraordinario. — I-i oportunidad en eme una ley na- 
cional haya sido publicada en los diarios o en el i toles ín Of ¡- 
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cíal, la fecha en que so entregara el cumplido del Meto de 
cintarque de la carga y la en que el buque zar|>ó, asi como la 
relación circunstanciada de esos factores de tiempo y íomia 
para deteniiiuar si procede o nú el cobro del impuesto, son 
antecedentes de hecho y de prueta que, no pueden examinar- 
se en el recurso extraordinario del art, 14 de la ley 48. 

No procede el recurso extraonlinario del art. 14, lev 4S. 
contra tina sentencia que resuelve el punto en cuestión |»or 
la interpretación del art. 2° del Código Civil. (Derecho co- 
mún), fagina 97. 

Recurso extraordinario. — Xo corresponde el recurso extraordi- 
nario ilel arl. 14. ley 4K, contra mía res* tinción que se limita 
a declarar la nulidad de procedin lientos de la Administración 
de Impuestos Internos. (No se trataba de sentencia defini- 
tiva, pues no ponía fin al sumario ni impedía su continua- 
ción). Página 109, 

Recurso extraordinario, — Procede el recurso extraonlinario del 
art. 14. ley 48, contra una sentencia de la Cámara Federal de 
la Capital contraria al derecho fundado jMir el recurrente 
en el art. 66 i\é | a ley 11. 281. Página 114, 

Recurso extraordinario. - Procede et recurso extraordinario del 
art. 14. ley 4S, contra una decisión favorable a la validez 
constitucional de una ley local impugnatla como contraria a 
determinadas cláusulas de la Constitución. Página 123. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. contra una resolución denegatoria del 
fuero federal. Página 161. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio det arl. 14. ley 48. contra tina sentencia que se limita a 
ordenar a la administradora de un juicio testamentario que 
entregue los fondos de pertenencia de menores a la madre 
de los mismos por ejercitar ella la jiatria potestad sobre sus 
hijos de acuerdo con lo que dis|»one la ley 11.357, que for- 
ma parte del Código Civil. (Cuestiones de derecho común). 
La cosa jugada está subordinada a condiciones regí- 
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das por el derecho común y j*>r lo misino, extrañas al re- 
curso extraort lina rio, Página 169. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 48, interpuesto por la Caja Nacional <le Ju- 
bilaeiones y Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios 
contra una sentencia de la Cámara Federal de la Capital, re- 
vocatoria de una resolución de aquélla. Página 1**0. 

Recurso extraordinario, — Para que proceda el recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48, no basta que se invoque oportttna- 
incitte una cláusula constitucional, la de un tratado o ley es- 
pecial del Congreso, sino que es necesario que los constituti- 
vos de la causa guarden con los preceptos constitucionales 
o legales invocados, la relación directa e inmediata legalmen- 
te requerida (art. 14. ley N* 48), de tal manera que la de- 
cisión dependa de la interpretación que se asigne a tules ga- 
rantías en relación al caso. Pág, 235, 

Recurso extraordinario. — Cuestionada la inteligencia del ar- 
ticulo 63, inciso b) de la ley 4707, sobre exección del ser- 
vicio militar, procede el recurso extraordinario del art. 14. 
ley 48. contra una res< tinción contraria a la cxcqicíón o pri- 
vilegio lasado |*>r el recurrente en aquélla. Pág. 342. 

Recurso extraordinario. — Procede e! recurso extraordinario 
del art. 14. ley 48. contra una resolución contraria al privi- 
legio del fuero federal invocado. Página 344. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
art. 14, ley 48. en un caso en que Unto la demanda como la 
c* atestación amparan sus derechos en dis|Hwicinnes, reputa- 
das pertinentes, de la ley nacional de ferrocarriles y sus 
decretos reglamentarios, habiendo sido el fallo recurrido 
en contra de las pretensiones de la parle adora. Pág. 370. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
art. 14, ley 48, contra una resolución que deniega el fuero 
federal fundado por el recurrente en los incisos 9 y 10 del 
art. 2* de la misma ley, no sólo por interpretación de lie- 
dlos y preceptos de la ley común de quiebras, sino también 
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]Htr aplicación dd art. 2" de la ley adicional de j u ris límún 
y competencia X* ')J7, fagina 203. 

Recurso t\vtr ( iúr(limi'-i(K <— Habiéndose discutido durante el jm» 
cíb !a interpretación ■ It- preceptos de leyes nacionales (aris. 

ley 11.252 y 27 y 28 ríe ta N T » .1764., y habiendo ¡JjdO 
dada tu |arté, es*i interpretación, en contra del derecho que 
el atalante fundó en clips, procede ti unir mi extraordinario 
del an. II, ley 48. Página 284. 

Recurso extraordinario, — Sicnd-. el fuero federal un privile- 
gio acordado |Mir la ley fundamental al extranjero y ha- 
liíendo consentido éste la resolución apela* la. el recurso ex- 
traórdinario es imprneidi ute y m» comprende a Ta parte ur- 
¿¡entina, i"ir mi halnr ésta sido privada di- ningún derecho 
acordado ¡mu- la ley a sn favor. ¿Vigilia 416, 

Recurso extraordinario, - Xo haljiéndfise invocad» en Ja cansa 
el fuero tederal. im hay denegación dé derecho ipie pueda 
motivar la ínterpusit-ión fie! recurso extraordinario del art. 
14, ley 48 y 22 del C ódigo de Procedimientos en lo Cri- 
minal, recurso míe del»e invocarse expresamente y fundarse 
en li»> términos del art. 15 de la ley 48. Página 425. 

Recurso ordinario de apelación, — Denegada una gestión admi- 
nistrativa tendiente a obtener la devolución de derechos pa- 
garlos por Servicio de diijtie de carena, el caso encuadra den- 
tro del art. Jft inciso 1* de la ley 4055. Pagina 118. 

Recurso extraordinario tic apelación. — No procede la tercera 
instancia para ante la Corte Suprema, en un juicio por desa- 
rmo a Utt Juez de, la Capital Federal. Página 425, 

Redimen sucesorio tic! CódUjo Civil. exigencia de la ley de 
la Provincia de lineóos Aires, sobre trasmisión eral una de 
bienes, relativa a ta manera de establecer el valor de los mis- 
inos con, fines puramente fiscales, no desconoce la jurisdic- 
ción del juez de Ta sucesión para ftítiguno de lus efectos enu- 
merados en el art. .1284, ni desconoce el principio de la uni- 
dad del régimen sucesorio cstahkcido pqf éste, limitándose 
a afirmar |u propio j«ira todo lo *|ue sea el ejercicio de sus 
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facultades i indísimas respecto de bienes que se encuen- 
tran dentro de su territorio. 

Citando el Código Civil ha referido en los artículo?. 
32S2, .1410. .1420 y concordantes, ta apertura del juicio su- 
ee-orio a la muerte del autor de la sucesión y |>or consi- 
guiente, al valor de Ins bienes ch ése un mu tuo, ha tenido 
etl mira. tan sólo, reblar las relaciones privadas de los he- 
reden* entre si y con los terceros y las del patrimonio su- 
cesorio a los efectos de su adquisición, adminisl ración y 
distribución, con preseindencia absoluta de toda relación 
de derecho público, campo dentro del cual se halla com- 
| prendido el poder itii|>osit¡vo de las provincias. I*ág. 24. 
h't kittflitiu ithi. — (.'uaudo el demandado tiiega ser el poseedor 
de la Cosa que se reivindica, delie ser condenado a transfe- 
rirla, si el actor prueba que b es: lógicamente del>e resol- 
verse lo contrario, cuando no consigue prolsirlo, como ocu- 
rre en este caso. 

Dado que la acción rei vindicatoria tiene por ohjcto re- 
cobrar la posesión, el principio del art. 2410 del Código Ci- 
vil, según el cual j«ira tomar la posesión de jume <le una 
COSa divisíhle. es indispensable (pie ella haya sido previa- 
mente determinada, material o intcleetlialüicntc. "|xir<pic no 
se inicde poseer una parte incierta de una cosa", debe regir 
jtara el caso como el de autos en el ¡pie el terreno ipie se pre- 
tende reivindicar, se sostiene que se halla comprendido den- 
tro del rpte en mayor extensión posee el demandado. 

La ley 01, título 18. jwrtida 3*. exige como una de las 
formalidades remiendas por las ventas [>nr mandato de ter- 
cero, la indicación expresa del nombré /leí eseriliano cuando 
la carta de personería un está sellada con el sello fiel otor- 
gante, lo que en su caso del>e hacerse constar también: y 
la ley 6. título 15, partida 5*, no considera que el consenti- 
miento jxisterior del vendedor y comprador por carta existe, 
y por lo tanto, que el contrato no queda perfeccionado, mien- 
tras ésta no este hecha, acatada y otorgada con testigos, 
"porante deslo puédese arre|>cniir cualquier dellos." 
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[¿a tradición ^ímU'»]k"i que autoriza la ley 8, titulo JO. 
lanilla J* ( sólo podría probarse, en él t$sti ile autos, en de- 
fecto tle la forma prevista por é!la> con la presentación del 
título; «i virttitl del nial vetulio él presunto rnandátofio del 
dueño de! terreno, ó de In copia original que debió entregar- 
se al comprador en et acto de la venta. 

I>el»e altsol verse al demandado p>r acción reivindicato- 
ría, .si tu» ha prolsulo y no resnlta de las escrituras ele pro- 
piedad del demanda me míe el terreno reivindicado sea el mis- 
mo designado en éstas. Página 296. 

Refetin'ón; dcreelta de. — Véase *' Protesta." 

Representantes de ^milicias. (. Iris, 85 y $6 rfe fa ft x 50i — 
El representante de mía provincia lio se halla en las con- 
diciones de los tutores, curadores, fiscales, asesores de me- 
nores y demás representantes legales que ¡*or su Índole no 
están in cf mtacto con el representado y a quienes, por tal ra- 
zón, se lea tolera una contestación a ta demanda limitada a 
solicitar la priieba de los hechos en que aquélla se funda, y 
no puede, en con secuencia, inv<x"ir válidamente ta falta de 
instrucción fie su mandante ni la de su conocimiento del 
asunto. Artículos 85 y 86. ley 50. Página 46. 

Representantes leyóles de provincias. — Los representantes le- 
gales de las provincias deben atenerse, al contestar la deman- 
da, a las reglas establecidas en los arts. 85 y 8fi de la ley 50, 
no pu< liendí). en consecuencia, aducir falta de instrucciones 
de sus respetivos mandantes, cuando como cu el caso, la 
acción se funda en documentos púhlicos o resol uctr mes admi- 
nistrativas, emanadas de los gobiernos correspondientes, pá- 
gina 195. 

Retroactividod de his leyes. — El art. J" del Código Civil, al es- 
tablecer que las leyes disponen para lo ful uro. no tienen 
efecto retroactivo ni pueden alterar los derechos ya adquiri- 
dos, ha entendido, sin duda, referirse a las relaciones de de- 
recho privado sobre las que el Congreso, como una de las 
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ramas del Gobierno rederal, puede legislar, en uso de la 
facultades q lie le confiere el art. U7, inciso II Je la Consli- 
ilición Nacional, sin comprender, propiamente, las leyes de 
urden administran vi ■ que se dt : n las Provincias a la Capital o 
Territorios Nacionales, ejercitando también, facultades reco- 
i nítidas en la propia Ci institución. Arts, 105 y 67, inciso 14 
y 27 de la Constitución. 

Kl nitro hecho de que una ley de impuestos tenga ca- 
rácter n iroactiv constituye una causa de invalidación 

de la misma. 

Kti tésís general, et principio de la no reí reactividad 
no es de la Constitución, sino de ta k-y. Ks una norma de 
interpretación que del»erá ser tenida en cuenta |ior los jue- 
ces m Ü aplicación de las leyes, pero no liga al Poder Le- 
gislativo que puede derogarla en los casos en que el interés 
general lo exija. Esta facultad de legislar liacia el pasado no 
es, siti cmliargo, ilimitada. I I legislador podrá hacer i|ne la 
ley nueva destruya o modifique un mero interés, una sim- 
ple facultad un derecho eti especlativa ya existente; los 
jueces, investigando la intención de aquél, podrán, a su ve*, 
atribuir a la ley ese mismo efecto, Pero ni el legislador ni 
el juez pueden en virtud de una ley nueva o de su interpre- 
tación, arrelwtar o alterar un derecho patrimonial adquirido 
al amparo de la legislación anterior. Ku esc caso, el princi- 
pio de la no rclmaettvidad deja de ser una simple norma 
legal |>ara con fundirse con el principio constitucional de la 
inviolabilidad de la propiedad. Página 2(&. 

S 

Swuia militar, — VA art. G$-, ¡nc. I>) de la ley 4707, se refiere 
al liijn de la madre viuda en 1:ts condiciones qtte expresa, 
y no al de la que lia sido abandonada |»or el marido. (L-is 
excepciones al servicio militar del*n ser interpretadas reá- 
triet i vanicnte). IVigina .142, 
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Tanfifé) aumento de (ley 10.650). — Si bien la ley 10.630 no 
contiene disposición alguna, expresa. soHrc t i destino que 
debe darse al remanente del aumento de tarifas a que se re- 
ficre el art. 59 de la misma, una vez entregado a la Caja el 3 
determinado en el art. 9. inciso 5'', surge del espíritu de 
.([iiella ley, de sus antecedentes legislativos y de la corre- 
lación de algunos de sus artículos, que ai pul remanente no 
perieneee a las emprsas ferroviarias y si a las personas 
comprendidas en sus dispersiones. O- 1 ")' 9$§3« art. (>'■'. tu 
fine). Página 3*5. 

Tradición simbólica. — Véase "Reivindicación."' 

tráfico ferroviario. — El tráfico ferroviario y sus relaciones oiti 
los cardadores y |us [tasajeros, en su carácter aquél de ser- 
vicio público, esta sometido, como todos los de su clase, a la 
inspección gubernativa, ]H<r medio de la cual el Kstado ejer- 
ce su |hmUt de policía, indispensable para vigilar él eumpli* 
miento de las conexiones respectivas y las obligaciones que 
de ellas y de las leyes pertinentes se derivan. Articulo 71, 
inciso 1", ley ¿S73, Pagina 376. 

Transporte combinado. — Tanto la disposición riel art. 25 de 
la ky JS73, cuanto la del art. 64 de la misma. Kail >ido < He- 
ladas en lieneficio exclusivo del público cargador o viajero. 
Con relación al cargador o consignatario, todas las empre- 
sas (pie Hacen un trans|Hirle combinado constituyen jurídi- 
camente una sola empresa, sin perjuicio de que cada una 
pueda ejercitar las acciones que le correspondieran contra 
la otra a consecuencia de los Hechos imputables a cada una. 
Página 35-1. 

V 

í 'putas por mandato de terceros. — Véase "Tieiviiultcaeíóii.'* 
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él exhorto del infrascripto, a cuyo ditigciirianiieiiio se negó, sc- 
yún >u comunicación tte fecha 15 t!e| corriente 

Une reclamada telegráficamente y r»n carácter ¿le ur- 
gencia, por el infrascripto, la devolución del exhorto, para dis- 
cernir sobre su insistencia o no insistencia y elevarlo en el pri- 
mer caso a la Suprema Curte, recién a los seis fitas contesta el 
señor Juez Federal I »r. h'crrcr en la forma de que instruye el des- 
pacho telegráfico que antecede, o sea. maní f estando que se (pie- 
da con el exhorto original {jorque al pronunciarse ordenó su ar- 
chivo y permitiendo en camliin. el envió fie una cnpi;i. 

.1" (Jue ante ia singularidad de esos procederes y la situa- 
ción que ellos crean, obstruyendo los ulteriores trámites de este 
juicio, sólo le resta al provevente dirigirse a la Suprema Corte 
para «pie. ejercitando -ns facultades de alta superintendencia, or- 
dene al nombrado -emir Juez retniia a ella el exhorto de la refe- 
rencia, y, una vez examinada, le prescriba su diligenciamieuto ; 
por conceptuar el infrascripto que ello es lo que corresponde a 
mérito de las siguientes cotí sideraci- mes; 

4" (Jue, en el ca-o. ta diligencia solicitada por este juzgado 
y denegada por el señor Juez exhortado, está proscripta en el 
art. l¿2 i|e la ley nacional X" 50: la conducción, por la fuerza 
pública del testigo inohedietite. 

, v -' (Jue la calificación de tal, hecha por el infrascripto en 
causa de -u competencia, ha sitio adoptada después de citado 
el testigo en debida forma por conducto del propio señor Juez 
exhortado y de consideradas y desestimadas fundadamente las 
ohjecciones que a su venilla opuso por medio del escrito que 
erre agn-gado a fs. S.Í : resolución que textualmente fué trans- 
cripta en el exhorto de fecha It de Mayo, siéndole notificada 
al testigo por mandato del misino señor juez, sin que ante éste 
ni ante el provevente interpusiese recurso de apelación, 
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Fcrror. ii» émtííe la oposición dej señor l'ronirrtdor Liscnl doc- 
tur Sarmiento, ordenó una sef-ttnda ritación del u-sii^o señor 
López N'aví.1 para rjur concurriese ante el infrascripto a pesiar 
declaración l tíl j (J los expresos a|.ercÍl>inueuios cuva aplicación 
se ha decretado por este Jugado v «utdofe a) señor te 
exhortado. lisa citación «pudó en definitiva consentida par el 
■dtid.do señor IWurador Fis^l al nn recurrir de hecho por 
la «lciu«ai-i.m de apelación ( ,„e el señor Juez exhortad» le hi- 
ciera. 

Oue. cnti tales antecedentes, la actual resistencia del señor 
Juez exhortad» a ordenar la traslación -leí testigo inobediente 
aparece inco, lfí rue,ite y manifiestamente ilcyal. desde «ft él 
mismo |m contribuido a constituir al señor López Xavia en testi- 
go inobediente al <Ms| M „rt sn citación baj» apercibimiento de 
mt conducido a esta mi sala de despacho |«»r Ja fuerza pública, 
etc. .sus redros actuales ti» pueden admitirse. Las providencia- 
jtidtcales se diclan pan, hacer literatura ni son efecto (aún 
por e] propio Juez (| u, las dictój. sinó mediante la inter-.osieión 
vn foraia y tíéhipo, áft los recursos leales; ,,ue en el presen- 
cas» tíO han sido introducidos. Todo el orden social reposa ei. el 
pnnapi» de la inmutabilidad de tas decisiones judiciales una 
vez transcurridos los términos hábiles para recurrir de ellas': 
r?s jmUcata pi tttTrittih- fiqbctur. 

Además, la resolución del proveyente desestañando las 
ubjecc.ones formuladas directa y |>ersonalmcnte por el tcstijí» 
ante este juzgado, no está sujeta a la revisión del señor Juez 
exhortado; máxime, «.listándolo, pof su intervención en el asun- 
to y por los recaudo, contenidos en el último exhorto. ,,ue'el tcs- 
tm 1* consentido. Y agravada todavía *, reviente mo- 

tiva por estar en abierta oposición a un emieepto emitido mr el 
Wfemp sefmr Juez en ail »o de fecha Abril 17 ppdo. con motivo 
de otro exhorto análogo del proveyente. que se acompañará con 
los amaedentes del caso, y en el qüe al ocuparse de la o-xisición 
lormttlada por el señor Procurador Fiscal doctor Ortíz Pereyra 
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dilata hasta l;i solicitación tic medidas coercitivas su pronuri- 
ciamicnto ;i! respecto «siempre qu< lns interesados 110 luiliieraii 
invocado mi derecho ioíte el issítóí Juez de la cansa». 

S- fjiie. por otra parte, la jurisdicción del señóle 1 Jafet 
hottado tu» sufre deiínedro porque un naSüMSté de éfta séS traído 
:\'¡í nolis para prestar una declaración a que legalmente est:i ya 
oMiyado por propio mandato suyo; como 110 la Milriría tampoco 
>i un compatriota convecino suyo demandado íq.úi |"»r aeeiou 
personal prorrogase la jurisdicción territorial de su juez natural 
y con1esta>r la demanda, o concurriese a la citación y euipla- 
íainiemo siquiera fuera para discutir |mr vía de declinatoria la 
jurisdicción del juez (|ue l« * niandó citar. 

( '" (Jin- finalmente, la jtirisprudeneia dt la Suprema Coarte 
Nacional eu materia de tlilii;ciiciainitiilo ele cxliorins tiene tuii- 
furiiieiiieuti' establecido el principio de que yendo revestido llfl 
despacito precatorío, librado \»»r un Juez Federal, de- los requi- 

pre-crip|n> tu tí Reglamento que ella acordó j*ara los juz- 
gados seccionales, él |üei exhortado tío puede denegar su cuin- 
pliiiiii-uin. I">asi que en Si-piiemlire 4 -Ir l'IJ.Í ^ Fallos: lomo 117, 
pág. 5J ) mandó al infrascripto diligenciar im e&líortii del señor 
Juez r]e sección de Córdoba en que solicitaba mandamiento de 
ejecución y embargo, no olistaute halier omitido el exhortante 
manifestar si el titulo de la obligación era alguno «le los especi- 
ficados Étl el art. 40 de la ley de procedimientos, y de liutier 
fundado el proveyente sus escrúpulos en la obligación que le 
impone el art. : 2$3. ile la misma ley. Iíh así también cómo p»»r rc- 
.-■•Ilición de lecha II del corriente le ha mandado dar cumpli- 
miento, en un caso análogo, a otro exhorto del señor Juez Fede- 
ral de Mendoza. 

I'ur estas consideraciones y concejil nado que la importan- 
cia de la causa y el rol que se le atribuye al lentigo señor A'fJ- 
fretío López N'avia- hacen iiidispensajjle su examen directo |jor tí 
iiHra-cripin. el Juzgado resuelve; insistir en el diligencia miento 
del exhorto librado al señor Juez Federal doctor Fcrrer el ,>0 



efe May., ¿ftim» y. un «mamuncia, mniiir ustus M« « h 
S«pf^ Corte ¡.ara !a éste del confitan, on tos ántemien- 
us orinales qafe obfan fe f«. !QS a l.íl. , Ic f s . 24l> a ^ v (k . 
¡i .«Vi, Iíjs tpre st ' desposarán al éíeeto m 



<¡m la nula de práctica a! seflo* secretario. 



¿I, /, .1/(HVHf0. 



IMI I AMI.X OKr. HÍ.VOR [■BIHTIIAIHIK (Uv .NI1K.M. 

íia#*£ja Airea, Ju1i<> 12 ,k- jggg 

Suprema Corté: 

El Juca rederal efe liahia lilanca efeva para su resolución 
i', esta Corte Suprnna. las presentes actuaciones formada. **, 
mamo riel drti^-ndan.iutt., de „„ C3 ¿teto ctifjgiéj por fífehó 
ttK#k«i# a un j m Kdera! .1, la i apüal de la Xacion, M. 
temió la cKanoti ífe ttn íesfigo para <,uc .Unían- en Hffife Blanca 
m &m tramitada ame el Jne¡c Federal üc dielp ciudad. 

Kl iM¡m m sido denegado i»nr e] j 1K - z rwpuTi.N,. fi tfe i; :t . 

ftta lílanca pone ese hecho un conneimiuntn de V ¡" fo£ 
U ™ ] ° (í " f l tlc d cxlwrto <W* diligenciarse v que el* ruteno 

m* mm devuelto origina! y en íestimtmío, con > ha 

lu dio el juez tic- la Capital. 

En ifagm mm esta Corte está llamada a pronunciarse en 
e»U: instancia. 

Va sea míe a la misma su la considere cotilo ttu contlieto 
de competencia o como de ejercicio de stt|,ermtei.denc¡a es a la 
támara respectiva a la qué compete pronunciarse un la misma 

n^moq ,hsi><inL * H arL 19 dc ,a Ity 4055 y ítn ' á<¡ h k y 

•Soy por ello de opinión que corresponde devolver estas ac- 
tttaciones al ¡u¿ m h> de ptfepg a Ml¡i efectos. 

I lanicio A'. Larrefa, 



I "Y-' 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

liucim* Aires, Julio 2.1 de 1928. 

Kl conflicto suscitad*» entre el Juez Federal (te Bahía lílan* 
ca y otro de] mismo fuero de esta Capital, sobre ilili^eitciamiemn 
de un exhorto, ni el interdicto di- recobrar deducido ante el pri- 
men» por doña Emilia Chopiu-a de Semllusa contra el Banco de 
la Xaeión. 

V Consideran' !u : 

r 

Que de lu> áMtfijSedcntes du estos obrados resulta que el 
Jia/ exhortado -no formula objeción uh«una a los requisitos íor- 
males del oficio predatorio en trámite, y |H>r consiguiente, el pre- 
sente omi do está comprendido entre los resueltos por esta Cor- 
te ijue el Juez exhortante invoca en >u auto de fs. i\2. YA fue» 
Federal de la Capital deniega et cumplimiento de la medida so- 
licitada por el de Bahia Blanca, en defensa, dice, de su juris- 
dicción, ya se tome ésta como la potestad de que se hallan in- 
vestidos los jueces para administrar justicia, o bien po r P) dis- 
triio o territorio a que se extiende el poder otorgado por la ley 
(fs. .J01 vta. y .Í04 Vta.) ; y 1 K»r mi parte el Juez Federal requt- 
retite funda en diversas consideraciones su potestad jurisdiccio- 
nal |«ra examinar directamente al testigo de t\uc se trata y dic- 
tar en consecuencia, la medida de fuerza decretada. 

fjue en tales condiciones, es evidente que hay en et caso 
algo más (pie una mera incidencia a resolverse |*or aplicación 
de medidas de superintendencia general, del resorte de esta Cor- 
le, toda vck que en realidad está de manifiesto que se ha promo- 
vido una contienda jurisdiccional a dirimirse por la Cámara Fe- 
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tratarse de dos jueces de sección, de acumtb 
con lo que prcseritie el art. 19 de la ley 4055. 

Eti su mérito, y de conformidad con lo dictaminad» por bl 
Señor í'rocuradnr General, se resuelve devolver estas actuacio- 
nes al Jugado de origen, a sus efectos. R^jgSse el pa IV |. 

A. Bermejo. — J. Fioueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. GriDO I-avat,le, 



Cnnñnat. <m m GmtHÍo B0SH Wji>J, d.wto //. p (> thh v 
Jiuiit Efátemrm por itsframicjció,!. 

Sumario: i. os untado, del Hauco de la Xación después de !n 
l" ru " 1 tM R*H viente, y a mérito de m, artículo 

//. dehen ser considerados como «empleados públicos» o 
mttaotitaim pBú^m ,„«■ custodian caudales de un Man- 
co de Estado de 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 



BE LA CÁMARA FEDERAL 

tM Plata. Abril 1,1 <f t . f)2». 



\" Vistos: Los de fas ablaciones interpuestas por los proce- 
sados Gerardo Dillon (hijo). Gerardo H. Llodds y |«an Etehe- 
varne contra la sentencia de fs. 828. y 



Omsiderando; 
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<Juc. >ci;i'iii lo demuestra la semencia, cu su prolijo v cuín- 
pífelo estudio del asunto, han quedado acabadamente constatados 
en el proceso los hechos eoiwitutivus de la ¡minutante defrauda- 
ejión que ló motivara y su ejecución ha sido reconocida pur sus 
autores en la ¡jarte que a cada uno Se concierne. (Juc, cu COÜse- 
cutncia. Sólo se discute la responsabilidad de los procesados y 
mi calificación tct;al, como antecedentes necesarios ¡«ra la de- 
tcrniinación de la> penas aplicahtcs. 

Que en cuanto al proecstaelo Gerardo l>iflon (hijo i . ex ge« 
ri iitr de la sitcnr-al del líanm de la Nación Ar.sretiliita en ( tlivns, 
-ti fol de aun ir principal en lo-, hecho?, incriminados debe repu* 
iarsc evidente y así Ib ha reconocido la detenga, limitándose a 
Sostener rpjte lo| diversos desfalcos realizados ]mr aquél en per- 
juicio del (Saneo de la Nación iiu han formado más que las di- 
versas y sucesivas parlen de una sola consumación ; (pie im han 
sklo otra cosa que las varias qcasioues en que se rcali/ó una so- 
la y misma resolución criminal, esto es. la ejeetteión de un delito 
continuo. 

í.'ne pBtfíi demostrar el emir de esa cali tiene ¡1 ni. hastaria 
oliservar que uno de tus elementos esenciales para la existencia 
del delito cuntímiOi es la identidad de la disposición légal vio- 
lada, lomada ett el sentido de ta identidad del delito, como enseña 
Vimciui. «DtrítfQ Retíale»;, tomo I. pag. 406, porque de otro mu- 
do 110 habría una única lesión jurídica, ni seria ta consecuencia 
un;> snln resolución criminal. Y es indudnhlc que Dilton lia 
operado en cada caso en diversas condiciones y con elementos 
distintos, ya sinyutarmenie, ya en participación con otros, y a 
veces valiéndose de medios que tnqmrtatiau por si mismos la co- 
misión de delitos de otra especie: y aunque el derecho abstracto 
agredirlo sea el misino, lia sido tan diferente la objetividad de 
cada una de tas apropiaciones indebidas de los dineros del Ban- 
co, que tales diferencias excluyen necesariamente el concepto de 
la identidad del derecho lesionado, en un ileirminado modo y 
forma. 
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r^£\ V *" l ™}\r m " w Vl - * .Mil,*. r.r,K,,l, 

ru.li/ar L acumulación ,1, ,k, ííis corrcs^.wlicntes a U,s di- 
versos luchos, de pMpih t . n , a (|d ^ ^ rb ¿ ^ 
I» semen™ con ,1 art . 55 del C#, Penal. |H ,r tratarse de m 
concurso real , material de delii„s reprimidos conndamcme 

P ,a ^ del S * * * WHWiW ¡déal «le delito*, p¿ 
fe ennenrrenna de pt^ hcvhns puuihk-s. omM .,,„,, .J^ 

E I,:iJn n,i,!i <ic " ,,;t s; " td< ''» «0* fe» de fateif¡ m . 

c«t,ii de insirti.mnt.^ T >ñM,V.>s y privados. 

0» ¡WT I.» ,|ue hace al presado G«o iluher,,, (^ds 
- torero de la sucursal, es ind.ulaMe. como I« deníáistS h 
sn.ter.cm y las com-lnsioncs concordantes del señor IWurador 
H>cal de támara su responsahilidad de coamor v ,«, de cóm- 

Uament, señalados eu aquélla. lis tan paiente esa ftnrifó 
m q«e su convicción se » „„ ¡g^ 

per.s„as,VM v W ,r de su destacada defensa ante el Trihmml. 

<Jm- M ,r otra pane, aún acepta,,.!,, como cierta la falta 
de todo lucro personal o provecho ilícito dé bodds en los reh 
ra os des alóos e„ (|t ,e intervino, ta. circunstancia „„ £^ 

h nano a «n el. s.empre hahría prestado «1 m0t de , ;ts ¿. 

4 -«racter e nnponcrh, la sanción de coautor de los hechos 
jfef» respecto del procesado Juan Antonio Ktchcvarne ex 
«le h sncursal de Olivo* k m*Mo ¿2£ 
W«g Por la defensa e„ „„ ^ «¡¿¡«^ ¿ rc " " | 

—a ,« r a todos ,o S hechos en que ha intervenid" £ £ 
m m H ex ,ercn,e Dillon, uno ¿£ ¿¡ 

pr< ; uunc,,„,e,,to. T:iI (fe sido, en efeto, su verkdero rol v ,,o 
el de nu-ro encuh ri dor. como eficazmente, lo ha dcuostra, i Z 
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sentencia y íg reí iteran él presente dictamen dfcl Ministerio Fis- 
cal, cuya conclusión ;i esté respectó resulta evidente, dado el 
r«l ile contador de Etchevarne : sin la omisión y falsedad de los 
asientos en los libros del llaneo, de t\w está convicto el proce- 
sad", una estafa de tat magnitud y duración habría sido impo- 
sible; y ello Iwista pora considerarlo coautor. 

Que, no obstante, calie reconocer que los autos no ofrecen 
elementos de prueba <|(ic permitan atribuir a Etchevarne el de- 
litn de falsificación de documentos, pues si liien él redactó el 
que luego firmo Dillon, falsificando la firma de Carlos Moliua- 
ri, Etchevarne no estuvo présente citando esc instrumenio fue 
firmado, y no hay antecedentes que permitan imputarle el cono- 
cimiento de ese delito. 

Que jxira la graduación de las penas debe tenerse en cuen- 
ta paira los tres procesados la agravante de reiteración, si hien 
para Dodds y Etchevarne el monto de las defraudaciones a que 
han contribuido es de mucho menos valor míe el total de lo de- 
fraudado ; a favor de estos últimos hay que computar, además, 
el ascendiente que ejerció sobre ellos su jefe Dillon. y su presen- 
tación espontánea a la autoridad, y jara todos su buen compor- 
tamiento anterior y la edad, qtie permite esperar una reforma 
positiva, 

l'or estos fundamentos se confirma en lo principal la sen- 
tencia de fojas K28 (1). y se modifica cu lo <)ue hace a la gra* 
dilación de las jH-nas. fijándose en doce años de prisión la con- 
dena de (¡erardo Dillon. en cuatro años de la misma pena la de 
Gerardo Dodds y en tres años de prisión la de Juan Etchevarne. 
con las inhabilitaciones comiiletamentarias impuestas y costas del 
proceso, — Julio fí. Ecltcyaray. — .lutonh L. Marccnaro. — 
£'", licita. 

<n Kt Juez FefW.il c»ndenó a los procedidos Geranio Dillon. Gc- 
ratln Hombertó H<*ldj¡ y Jnait Antonio Ethcvartic, a sufrir la pena du 
catorce, siete y cuatro años de prisión, rwp^tívamente, c inhábil nación 
alienta pt»r dnhti- lieinpu. 
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i<.Vd^w u tai,Síl - riininal saM,if,a cnmra pfe 

.il mam < e la |^ Arruina, mientras d^-mm-ñaUi h «• 
mm * la sucursal en Olivos, provincia de I^enos A^. & 

V Consideran do ¡ 

Qik- ta sentencia de |i ] Ilslailcia ^ fs X28 , f 

nal,»!*, wlo n en connivencia con otros ^e&lo* 
■r„,as que faUíf^ y otros ardides, fodo, t Jicn J s a ^ 

m «le Acentos encuerna y m mil moneda nacional 

<>«e asimismo fe sj( | ( , 

W,ra,a ' P " d & «MWf* ¡"^pendientes reprimido, con Z 
«-ma MI de pena, o sea de concurso S|Sg 
. n, cuando para ^ (íp ^ cj 

ta..cia esta que no tntpwfc aplicar Él art. 55 del o«licr lf | Vin , 
apresando en conjunto todos pellos (Mil()S , " ' 

Que ante la tfi^ítrtitd <lc éstos y s „ número, carece de ol.ieto 
pracco ta fusión doctrinaría a sal*r .i se tram ZZ¿£? 

• *1 Kl . ,ll,a ""P**» ' M>r h Cámara « ^ cualquiera sea 
ervaZlT * af,npk *' "° W de J.ja r 
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Que ñu obstante, corresponde establecer que los empleados 
ttel Baoco de la Nación, después de la saucioii del Código Penal 
vigente y a mérito de sti art. 77, deben ser considerados como 
"empleados públicos" <> "funcionarios públicos" que custodian 
caudales de mi Banco de Estado de cuya solvencia es respon- 
sable la Nación. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma 
con costas la sentencia de fs. 919 en la parte ajH'lada. Noli túpa- 
se y devuélvase para su cumplimiento. 

A. lilíRMljn. -- J. FlGUEROA At.- 

roRTA. — Roberto Ukpktto. — 
K. Orino Lavai.lk. 



¡huí Jihin h'iztiiht cautín fa Cnw fuñía Unión TjM;p0tiÍcM snhrc 

Siiíihiriv: GttlhfeSp(jiid¥ a la justicia federal, rnffóiie imtcriic. ó] 
conocimiento de una demanda contra la t'omjiafiia Unión 
Telefónica, por daños y perjuicios, que se dicen ocasiona- 
dus al actor, por haber aquella procedido a cambiar los nú- 
meros del aparato telefónico de éste y haciendo figurar 
los anteriores a nombre de otra persono, todo ello antes de 
la publicación de la nueva guia. 



\ Lo explican las pie/as siguientes: 
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DICTAMEN D£ t SKSOR VR(Hrx . MmR (!| , :NERAL 

Biimh.s Aire», JulÑ, |() de 1'tíH. 

Suprema Oírte: 

fcbn Juan kivara demanda a la Cinema Lmón Telefónica 
por < am« y ¡«rjmcios que dice te ha ocasionó ésta al cam- 
biar (os numen» de su aparato telefónico, acordándole nuevos 
numero? y haciendo figurar los anteriores a nombre de utra per- 
sona; iodo ello ames de la publicación de la nueva guía. ' 

Iniciada la acción ante el juzgado de Comercio de la Capí- 
tal Federal, la empresa demandada opuso la excepción de incom- 
petencia inyocaiídoi por razón «le la materia, el fuero federal. 

Desestimada esta excepción en ambas instancias, I» recu- 
rrido ante esta Corte Suprema invocando el art. 14 de la ley 48 
habiéndosele concedido el recurso en razón de la dentición 
del fuero federal. 

Los antecedentes predicados justifican la procedencia de 
la apelación deducida. 

En cuanto al fondo del asunto: de lus términos de la de- 
manda « infiere que ésta tiene ,M,r objeto hacer declarar la 
rc^msabilidad .fe la Compañía Unión Telefónica por haber 
procedido al camino aludido de números de los a,»ratu S y por 
liaberlo verificado antes de la publicación ele la guía. 

Pero tal decisión no puede tomarse sin establecer si a la 
empresa le lia asistido o no el derecho de hacer tales modifica- 
ciones. 

Todo ello está regido por las leyes especiales o contratos de 
concesión, dentro de los cuales deberá buscarse la solución del 

La materia de la causa es. pues, federal y |a decisión de la 
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misma corresponde a los tribunales de dicho fuero, ya quv las 
empresas telefónicas están incorporadas al régimen dé tos telé- 
grafos nacionales, tomo lo tiene resuelto esta Corte Suprema, 
con fecha 30 de Mayo del corriente año, de acuerdo con un die- 
támen de esta Procuración Generáis en la causa seguida por 
don Migtié] Osuna contra la Compañía Unión Telefónica, sofere 
daños y ]»er juicios, y a cuya decisión de V, E, me remito pira, 
evitar rej>etic¡ones. 

( (pino. |x»r lo tanto, corres) «Mide revocar la sentencia ape- 
lada, declarando (pie el conocimiento de la causa compete a la 
justicia federal. 

Harach ¡i. Lam ia. 



FALLO DÉ ti-Á i'ORTK SUPREMA 

ítuoim Aires. Julio 25 do 1928. 

Y Vistos: 

J'or los fundamentos legales y de jurisprudencia contenidos 
en el precedente, dictamen de] Señor Procurador General, con- 
cordantes con Ips de doctrina (pte se contemplan en ei fallo de 
ficha Mayo 30 ppdo., «Osuna Miguel S. v, Unión Telefónica (S. 
\.)> se revoca el auto de fs. 24. declarándose en consecuencia 
qtie el conocimiento de esta cansa coni|>ete a la justicia federal. 
Xntiíícptese y devuélvanse, previa reposición del papel; 

.V HKKMKjn. — J. FlfJOEROA Al- 
COKTA. — KoitKKTO KlíPKTTO. — 

K. Guido Lavam k. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 19 



ZiK^^^ Industria y thmmk, Co, llh núa U 

trTrr fT 1 nUmÍ ° S<lh,,ni " i «¡* < h '- fe 
/ - /■• C.C. r/<- ¡a Pwuuiu de Humos ¿ím, W„y ft&fe. 

iiicanan ,¡níio.< y firr/Hirins, 

Smmrío: A le* efeu» de la oN^acion que el artículo 3 indsn 
8» de la ley 2873 y art. 75 del decreto regíamenterio, impo- 
rte* n b empresas ferroviarias de Cerrar las terreras a ¡a 
aproxm.aaún do cada ira, □ í^mm?; debe enlemW 
por tren todo vehículo de las empresas ferroviarias ente 
o I tmwitar por sus vías, pede ser „n p$% m , Kll , t L. 
m& m *m seguridad «tas deben vetári fBn el cío 
se trataba de it.i triciclo de la Cía. GraJ. de F. F. r Q dé 
Ja 1 tomm de Unenos Aires. g¿ chocó cu„,ra tm a lltül nó- 
vd en un poso: a nivel). v 

Caso: l.o explica,, las v ¡ vyAtii si^uicnt^ : 



SENTENCIA UEl. JUEZ IKDEHAf. 

Rosario, .Varan ¿> <| t . ]ij>7. 

^lv ^ni'vT^ ennjumamente por dou Amonio 

Nilwnim y la sociedad anónima "Industria v G, mm ,V «„„. 
pama arrima de ^n.nvs contra la Com|«m¡., General de Z 
minien en la Prov» dé Buenos Aires, sohrc indemne 
cion de jierj nidos. 

líesuha: En la mañana dd día l» de Marzo de 1925 el auio- 
«gil de ^mler N* 3535 de propiedad de dot, Antonio Salva- 
ran,, clioíó ennira un triciclo de la compañía ,len,an„ada en el 
mo a nivel ex-slente sobre la Av. Rosario de esta ciudad- v , 

Zr"T W , dt ? Ch : K,Ul ' nafl,,tó cnsi opiatamente destrono 
ac,«el vefnculo. Las terrera, del cruce «laten altas. FundánTe 
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eti ello los actores consideran qjie la compañía ferroviaria es 
legalmente rcspiiwiblc de lo (K-urrido, y pide se té condene a 
pigarles, eon intereses y costas, las siguientes sumas en concep- 
to de perjuicios : 

a) Valor <!e las reparaciones hechas al automóvil |*or la so- 
ciedad de seguros «Industria y Comercio». S 3>845.21 : M pérdi- 
das |H>r cuatro meses y medio de inacción del automóvil mientras 
estUVO en re¡ Miraciones, a razón de veinticinco pesos diarios o 
lo ijiie avalúen arbitros en su defecto, $ 3.375. 

La parte demandada solícita el rechazo de la acción laminen 
con costas, fs. 40. alegando que: 

a) Las disp>sicioucs reglamentarias sohre uso de liarreras 
cuando pasan trenes, no son aplicables al piso de un triciclo á 
¡itdaf, accionado por fuerza humana; b) et accidente ocurrió por 
culpa exclusiva del conductor del automóvil; r) los perjuicios no 
tienen la importancia que les atribuyen los actores. 

Abierta la causa a prueba se aportaron los elementos de 
criterio que corren de fs. 42 a 92, después de los cuales ambas 
partes presentaron sus respectivos alegatos, y habiéndose traído 
a la vista el sumario levantado a raíz del hecho |K>r la justicia 
de iustnicciún de la provincia, quedaron los autos en estado de 
sentencia. 

Y Considerando que: 

1" Hay prueba plena de haberse producido el choque mate- 
ria del litigio y de hallarse en ese momentos alta» las larreras 
del cruce; y no la hay de que incurriera en cul|ia el conductor 
del automóvil. 

2* Como lo tiene resuello este juzgado en el caso "Cuenca 
Francisco v. Cia. General, indemnización' 4 (sentencia de Agos- 
to t ppdo,, confirmada jior la Exma. Cámara efl 1» de Diciembre 
siguiente), no cabe controversia acerca de si la empresa ferro- 
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viarir tuvo el derecho de mantener alias cficlias lun-rcra* cuntido 
transita!* por las vías del pfckfo accionando i*ir la fuerza hu- 
mana. U solución negativa se impone evidentemente. El objeto 
de la barrera es prevenir fa producción de accidentes, advirtiendo 
si las vtas están q no libres, a cuantos Intenten cruzarlas: y es 
obvio que estando levantada significa paso totalmente tü.re sin 
lugar a distingo "libre de trenes, pera no de triciclos. zorras u 
otros vehículos menores." Precisamente por carecer de süvato 
tales vehículos, acrece más clara la oblación de advertir con 
tiemiK) su llcgatta a los cruces. 

3> Los revilKis-de facturas de fs. 8 a 22. concordantes cnti 
las declaraciones de loa testigos O a || , peñafoza í fs. 51 a 53 vta ) 
Río, Placenti, Kianchi, Sánchez, Manco Orpinelli. Dccaroli Ciar- 
cía y Ronchetti (fs. fiO a 71) y las fotografías ullRll)U . s (Ic fs 
« a S del sumario, así como el informe de fs. 90 vta. acreditan 
suficientemente la personería de los actores para iniciar la ríe- 
manda, siendo aplicables al caso. ,n.r lo que resala a la sociedad 
de seguros "Industria y Comercio', las disposiciones del artículo 
52> del Código de Comercio. 

4» En cuanto a las tres mil trescientos setenta y cinco pesos 
que exige Salvaraní en concepto de pérdidas causadas ]*ir su 
inacción durante el tiempo que exigieron las reparaciones (cua- 
tro meses y medio), cabe advertir que tai suma es evidentemen- 
te exagerada, pues corresponde a una ganancia neta de veinticin- 
co jwstK diarios. Puede admitirse que diez pesos al día consti- 
tuyen indemnización suficiente, máxime cuando Salvaraní no 
quedó impedido liara trabajar con otro coche o en otra tarea. 

Fallo: Condenando a la Coni])añía General de Ferrocarri- 
les en la Provincia de Buenos Aire», a pagar dentro de tercero 
día y por los conceptos expresados en la demanda, a la sociedad 
anónima industria y Comercio", compañía argentina de seguros, 
tres mil ochocientos cuarenta y cinco pesos con veintiún centavos, 
y a don Antonio Salvaraní un mil trescientos cincuenta pesos! 
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Más sus intereses a tipo de Banco desde el treinta de Septiem- 
bre dé mil novecientos veinticinco liasta el día dé) pago, y las 
costas del juicio. Insértese, hádase satnr. repóngase el sellado 
y previa devolución del expediente traído ad cffi'ititnt viJauii. 
arcliívese. 

Jmtit Ah'incc. 

SENTENCIA I>E LA CÁMARA J-'ENEKAL 

Rosario. Jimio 27 de 1927. 

Vistos en acuerdo los nuti »s caratulados "Snc. Anón. In- 
duciría y Comercio". Cía argentina de seguros y Antonio Sal- 
varan! contra Oa. Gral. dé B. I*. C. £ de tai Provincia de Bue- 
nos Aires, Indemnización de daños y perjuicio*." K>:p. núme- 
ro 134,27) ; 

Fot sus fundamentos se confirma ta sentencia apelada en 
!*i relativo al daño emergente, y en cuanto al hiero cesante debe 
considerarse lo siguiente: el lucro cesante es como su nombre 
lo iudicn. la ganancia <|iic se ha dejado de percibir por causa del 
hecho que motiva la indemnización : ganancia que debe ser prn- 
|»rcional al tiempo y al capital invertido: en este caso el valor 
del nulo destrozado cinco mil pesos más o menos, es el monto 
del capital inutilizado por el accidente, capital que ha permane- 
cido inactivo mientras duró la compostura del auto, cuatro me- 
ses y medio. L'n negocio que dé una utilidad liquida. libre de 
gastos, de un 30 por ciento del capital invertido, es desde Jtícgo 
un negocio espléndido, cuya ganancia glolsd representa más de 
un 50 por ciento del capital. Aplicando este criterio al caso de 
auto,, tendremos que si Salvaron) percibía una utilidad líquida 
anual de más de $ 1.500: por los cuatro meses y medio míe dejó 
de trabajar su auto, ha sido privado de una ganancia de S 500 
moneda nacional, que es el monto aproximadamente de la indem- 
nización por el concepto de lucro cesante: y en este sentido se 
modifica la sentencia apelada, con costas. Hágase salier. insér- 
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«miu.s A¡n,s t JtiJi«> 25 (le J<»_>x. 

Vistns y Considerando; 

dente c,iu diera ongen a las presentes actuaciones se produjo 

; m "r n 'T C " <int * Cl ^ * #ft acora, I J J - 

rar* aWlas barrera, del paso a nivel, criaba las vías de h 

( * t • ,U ' rí,, » S , «a emitido en esas cirennt, - 
eras por „„ a zorra de propiedad de la empresa. 

no SiS^SSSr Wen '■te* * w 

c (iahi.,n l^adn al aproximarse la sorra, pretende eludir 
pies (¡ ue so|„ oUifean a las empresas ferroviaria* t. 

Qnc si hien el art. 5* inciso &• de h ii»v 7»7t i • 

« h de «h ,r,„; qM Í^JSS 

a las locomotoras iwr el art 7í ,i . . tx 
mternretirim, mí - V , <kcm ° re «Iamciitario. á 

"ttrprttacm má, razonable ell presen,» ud texto legal v de 

•W rr° S ÍS^ Í " í ° nnan S» I- 
tren todo veh,c,do de las empresas ferroviarias m,c al tra 

puridad estas dcl>en velar, y esta obligación sunre evidem> 
cuando como en eJ caso s. trata de vchieujS £ si bS 2 S 
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comprendidos dentro de lo que establece la ley 2873 en su art. 5», 
inciso 8 V y art. 75 ilel decreto reglamentario, ofrecen análogos 
peligros para el público que los (renes y las locomotoras. 

Que, asi Ita dicho esta Corte, "el legislador lia querido que 
la medida del cuidado y diligencia impuesta a las empresas fe- 
rroviarias en d cruzamiento de los |>asos a nivel fuera projwr- 
cúmado al peligro que el mismo ofrecía según las circunstancias" 
(Fallos, tomo 142, pág. 244 entre otros), y esa medida de pre- 
visión debe ser más rigurosa cuando como en el siib jtul'ue se 
trata de vehículos que carecen, como iMíiirre con las locomotoras, 
de sillntlo, de motor y otros elementos con los cuales puede pre- 
venirse al público del |K-ligro de su proximidad. 

Kn su mérito, se confirma la sentencia apelada en cuanto 
ha podido sor materia dc4 recurso. Xotifíquese y devuélvanse al 
triljunal de origen donde se repondrá d papel, 

A. Bermejo. — J. Figuekoa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Q iiw Lavalle. 



\ 



Don Pedro Ádamoll, su sucesión, sobre protocolización. 

Sumario : l u Procerle el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, contra una resolución de la Suprema Corte de la 
Provincia de Mucnos Aires contraria al derucho fundado en 
los arts. 7 y 31 de la Constitución Nacional y 3284 del Có- 
digo Civil. 

y El poder de las provincias para gravar con impues- 
tos los bienes sujetos a su jurisdicción, no reconoce otras 
limitaciones que tas especiales o generales estableadas por 
la Constitución, art. 105, y el de gravar con un impuesto a 
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las herencias fué reconocido como una de Jas fuentes de los 
recursos provinciales, conjuntamente con el de («tente v 
I«pcl sellado, por el miembro informante de la comisión 
en el proyecto <ie Constitución, ai discutirse el art 4- del 
mismo. 

La exigencia «le la lev ele la Provincia di- Hue- 
ixu Aires, sobre trasmisión gratuita de bienes, relativa a la 
manera de establecer el valor de l, w „ lis „ los fincs pura . 
mente fiscales, no desconoce la jurisdicción del ffe; de la 
sucesión para ninguno de los efectos enumerados en el ar- 
ticulo 3284. ni desconoce oí principio de la unidad del ré. 
gimen sucesorio establecido por éste, limitándose a afirmar 
¡o propio [«ra todo lo que sea el ejercicio de sus facultades 
impositivas resalo de bienes que se encuentran dentro de 
su territorio. 

wJ*SS?ÉJ CÚdÍg ° Civil ha rtferíd0 e » los arti ™l°s 
3410, 3420 y concordantes, la apertura del juicio su- 
cesorio a la muerte del autor de la sucesión y por consi- 
guiente, al valor de los bienes en ese momento, ha tenido en 
mira, tan sólo, reglar las relaciones privadas de los herede- 
ros entre si y con los terceros y las del patrimonio suceso- 
rio a los efectos de su adquisición, administración y distri- 
bución, con prescindencia absoluta de toda relación de de- 
recho publico, canqw dentro del cual se halla comprendido 
el,poder impositivo de las provincias. 

5» El respeto debido a los preceptos del art 7» de lo 
Constitución y art. ¥ de la ley 44. de 26 de Agosto de 1XC3, 
exige no solamente, que se dé entera fe y crédito en una 
provincia a los actos y procedimientos judiciales de otra, 
debidamente autenticados, sino también que se les atribu- 
yan los mismos efectos que hubieran de producir en la 
provincia de donde emanasen; y tales preceptos presupo- 
nen procedimientos o resoluciones judiciales pronunciadas 
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¡«>r jueces o tribunales que tengan jurisdicción $éWé las 
cosas y la* persona* a que afecten y que sv trate de actos 
judiciales que un importen una cxtralimitación de faculta- 
des en let relativo a la coni|>eteuc¡a. 

6 y I-i jurisdicción del juez áfel último domicilio del 
causante establéenla por el art. 32.S4 del Código Civil, lia si- 
do creada pira dar valor legal en ciialí|tiier punto de la Re- 
pública a i<hIo acto de derecho privado realizado anie la 
autoridad del juez del últiino domicilio, relativo a la tras- 
misión de los bienes sucesorios, a las acciones jhts. males re- 
lativas a los mismos, a la administración, partición y liqui- 
dación del patrimonio, cualquiera sea la situación de los hic- 
nes que lo componen, quedando fuera de ella y, por con- 
siguiente, fie la regla del art. 7" de la Constitución, todo 
acto o lodo efecto de éstos que excediendo aquellos fines, 
stgalíiqtíe atribuir al juez del último domicilió el derecho 
de restringir, limitar r. reglamentar [a capacidad tributaria 
de las provincias sobre las cosas situadas en su territorio. 

En ¡presencia de estas conclusiones es evidente que 
la ley sobre trasmisión gratuita de bienes de la provincia 
de Buenos Aires, al exigir el pago del impuesto de la ma- 
nera que lo ha hecho, según lo decide la Suprema Corte de 
aquel Estado, no se baila en pugna con el Código Civil, 
ni ha desconvido J a regla del artículo 7» de la Constitución 
Nacional. 



: Lo explican las piezas siguientes : 
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í.:i VUiU, Si'iuiiinhri* .10 i!c PJif>. 
Vistos y mÜmfoi Pm resolver la métiemU planteada 
con motivo dd jfflKu del impuesto a I;- (remisión kalium en esta 
protocolizado,, y cuanto se reitere a las haciendas existente, co- 
mo halier sucesorio y vendidas por la sucesión, seyún así se de- 
clara ¡i fs. 6Q y te. 63, y a la otie el señor representante de ta Di- 
reccion de Escuelas a fs. 40 asigna un valor de tasarían distinto 
a la etectuada en el mencionad.. juicio ante el juez del domicilio 
del causante, a lo <jtie se opone el presentante. 

V Considerando : 

Que confonne lo determina el art. 90. inc. 7" y 32R4, Código 
Civil, d juicio sucesorio del causante a que se refiere esta pro- 
lootocon h a BÍdo tramitaiIn ;m(c d Jliez de) (Join¡ciHo Je| 

mismo, que en Consecuencia y como lo dice d presentante a 
fs. 72, y teniendo en cuenta la unidad de sucesiones establecida 
por nuestras leyes, dentro del territorio de la Nación, los a, t os 
realizados en .lidio juicio no pueden ser objetados ni puede e! 
suscripto reverlos, art. 7" de la Constitución Nacional. 

Que en tal virtud la tasación suyo testimonio corre de ís. \2 
a 10, aproada por el Juez que intervino en dicho juicio, no pue- 
de ser objetó de una nueva cuestión y en atención a lo determi- 
nado por el art. 26 ley de transmisión gratuita de bienes, ya que 
dichos semovientes han sido vendidos, ver informes de fs. 60, 
resultando que esa venta lo fué ,>or mayor precio que la tasa- 
ción, debe pagarse el impuesto en projM.rción y teniendo en ctien- 
la ese producido, art. 36 citado 



Por dio, fallo; declarando que d impuesto sobre los semo- 
vientes del* izarse en relación a su producido en la venta, 
cuyo informe del rematador consta a fs. 61 y 62, debiendo en 
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su consecuencia, pasar éstas actuaciones :i la Dirección de Escue- 
las jara qite proceda a la li'tttü tación de acuerdo con día.— 
iH.ir/ (W.ftM- .//.f/fiíi. — Ante mi: Cirios M. Fótirouyb. 



ACtTKkbO DE LA e"ÁM A KA 2 1 * DE ÁPJÍLACION 

J .ii ta ciudad de La Plata a diez y nueve de Abril de mil no- 
vecientos veiitípete; reunidos en acuerdo ordinario los señores 
JueCeá de la Cámara Segunda dé Apelación, doctores Emilio Mn- 
lina Carranza y Rómuto Ktcheverrv Boneo, [«ara pronunciar 
semencia en los autos caratulados Adamoli, Pedro, su sucesión, 
sobre protocolización", se procedió a practicar la in.-iaculación 
prevista |x>r ios arts. \7i de la Constitución de la Provincia y 
30U del Código de Procedimientos, resultando de ella que en la 
votación debía observarse el orden siguiente: Dres. .Molina Ca- 
rranza, Etchcverry Moneo. 

[-1 Exnia. Cámara resolvió plantear la siguiente crestión: 
¿procede fijar cotiJo previo de los bienes, a los efectos del 
impuesto a la transmisión gratuita de bienes. los de la venia 
de los semovientes siendo mayor que los de ta tasación, tal como 
se establece en ¡a sentencia apelada? 

A la cuestión planteada el señor Juez doctor Molina Ca- 
rranza, dijo: 

Como bien lo exprés.» el representante de la misma Direc- 
ción de Escuelas a ís. S_>. la ley uiipositík exige que el val.tr 
do ¡os semovientes se establezca pOr su tasación aprobada jmli- 
oalmetnc. debiendo designarse al valnador del Partido donde es- 
ta la hacienda cuando fuese objetada aquélla {arts. 24. inc. 2* y 
Mx; más. como en el caso prcseiitfe la hacienda ha sido vendida, 
no existe «►tro medio qiie el de la tasación o el de la venta, po- 
nienclose en ambos casos la sucesión en favor de la Dirección 
de Escuelas. I'.u estas coi* lición es. sin admitir que prevalezca el 
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Código Civil, ley de derecho privado, sobre ia ley impositiva, 
ley de derecho PhWÍco, en ausencia de disposiciones especiales 
que contemplen esta situación también especial, delte admitirse 
el principio de la unidad de las sucesiones incorporado al Cód. 
Civil, y por lo tanto, atento lo dispuesto en el nrt. 3284 que 
establece que la jurisdicción sobre la sucesión corresponde al úl- 
timo domicilio del difunto, son los jueces de ese íugaí quienes 
deben aprobar la tasación. Por lo demás, el criterio propuesto 
por el Fisco es arbitrario, desde que fija los valores tomando 
ébtno base fechas muy posteriores a la apertura de la sucesión, 
o sea a la transmisión real de los bienes, conforme lo establece 
el art. 3282 del código citado. Xo debe olvidarse, |*ir último, 
que esta clase de leyes son de interpretación restrictiva. 
Voto, por esto, jxjr la afirmativa. 

El señor Juez doctor Etchevcrrv Bonco, por los mismos 
fundamentos votó en igual sentido. 

Con lo que terminó el acuerdo. — A f afina Cantinea. F.t~ 

cheverry Roneo. — Ante mí : Francisco I, Larrán. 



SENTENCIA 

La Platu, Abril 19 rfe V>27. 
Autos y Vistos, Considerando; 

Oue en el precedente acuerdo ha quedado establecido: 
Que del» fijarse como precio de los bienes, a los efectos 
del |>ago del impuesto a la transmisión gratuita de bienes, los de 
la venta de los semovientes, siendo mayor que los fie la ta- 
sación, art. 24. incisos 2» y 33 de la lev de impuestos, 32X? v 
3284 del Código Civil. 

J'or ello y demás fundamentos consignados en el preceden- 
te acuerdo de fs. 77; las costas en la incidencia se pagarán por 
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su urden, dadas las circunstancias particulares de- la misma 
Devuélvanse. - /:. Mptína Gtíírwsm - Kótmtln Euhn-crrx-'- 
Aiul' mi : Francisco J. Larrán: 



mimtíti DI- LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Ku la ciudad de & Pfató a nueve de Diciendo de mil no- 
vec.entus veintisiese. retiñida % Suprema Curte de Justicia en 
acuerdo ordman,. ,«ra pronunciar sentencia definitiva en la 
causa B. N> 18.103. caratulada "Adamoli, Pedro, su suce-iu,, 
1 rotocolizadórt", se procedió a practicar la inoculación pres- 
cripta por el art. 173 de la Constitución, resultando qué en la 
votación del.ía observarse por Jos señores Jueces el orden si- 
irtnemc: Drcs. De la Campa, Deltepiane. Migue*, de la Colina. 
Ballesteros. 



ANTECEDE NT KS 

U Cámara Segunda de A^-Iación de la Capital dictó sen- 
lencia en estos autos confirmando el pronunciamiento de 1» ¡ns- 
lancia y declarando que debía fijarse como precio de los bie- 
nes a los efecto, del p,go del impuesto a la transmisión gratuita 
el de la venta de los semuvientes. siendo mayor que el de la ta- 

33&J de| Cod. (|iVd). ICstaWcciu, además, que las cost ,s mjn 
al»niíirse en el urden causado. 

Se deduju. por: el representante, de la Dirección General de 
lámelas, recurso de ¡naplicabilidad de lev. 

ep> ei senov títmmm au(((S v haUíin . 

**« h mm m eXado de dictar sentencia, la Suprema Corte 
resol viu . pernear y votar la siguiente : 
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CUESTION' 

■ 

,;Ks fundado el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto? 



VOTACION 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de ta Campa, 

dijo: 

Esta es la cuestión traída a conocimiento de! Tribunal por 
vía del recurso extraordinario de itiaplicaliilidad : 

La sucesión de don Pedro Adanioli pretende protocolizar 
en jurisdicción de la provincia el auto de declaratoria de herede- 
ros dictado en la Capital Federal en el juicio sucesorio respecti- 
vo, (pie tramitó en aquella jurisdicción en razón de haber sido 
en ella donde tuvo su último domicilio el causante. 

Al promoverse la gestión judicial sobre protocolización c«un- 
prohóse que entre los Nenes que constituyeron el acervo heredita- 
rio existía la hacienda a que se refieren los informes expedidos 
por las oficinas encargadas de ese contralor, aparte de la planilla 
de venta de fs. W y 61 y la projia manifestación de los interesa- 
dos. Llegado c! momento de practicar*: la liquidación del im- 
puesto a satisfacer por transmisión gratuita de bienes y de con- 
formidad con las disposiciones de la ley, el representante de la 
Dirección Genera! de Escuelas sostuvo «pie el impuesto sobre 
1;ts haciendas debía satisíacersc. rio tomando como punto de re- 
ferencia el valor que les fué tlctcnuinado por la tasación practi- 
cada oportunamente en el juicio sucesorio: tfl tampoco el pro- 
ducto obtenido como resultado ríe ít venta llevada a calió por 
intermedio de tos martilieros señores Adolfo Hullrich y Cía., 
sino que dehía establecerse tomando como liase el 70 % del va- 
lor actual de esas haciendas en plaza ; ya que unn nueva tasación, 
ele las mismas era prácticamente imposible en virtud de que 
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i J or su hirtt . |a representación legal de | a Sllct . sirií) , ((St ¡, ||p 
que paruendo c|e| principio do fe de Ias suce ^ , ^ g C 

^ Cód. Civil - & ,0 v 3283 -y^a 

MirHinJiNiirst' di valor de tasación fijado en el juicio «wesorio 
u ■ aj predp de ¡a venta llevada a cabo por ¿ S¿TSS 

^ o, r, S° * h ^ practicar ahora la & 

; con de l„en,s que «o exigen para la .«cesión, ni determinar 

l;;;r; « * hacienda, ¡ ™ 

, T Par,e ! M ' a!H ' r SUttS0 ™. PU«to que han sido c^j" 
a, y reemplazas cu el mismo por las suma* de dinero S 
tildas en la enajenación. 

U C * ániíira "a tesis de la sucesión y contra ese fnll., 

ecurre el representante de la Dirección Genera fe Ita 
Ngfc * vtolación de los arts. 25, 36. 33 y 37, ,nc % 
de -mpuctos a la transmisión gratuita de bienes que 
en su escrito de recurso de is. 93. menciona 

Me parece de particular interés hacerme cargo en primer 
-nn.no de la porte del fallo recurrido en que el Z2 
«ner » fundamento más «rio; aquel que encuentr 1 ,«r 
• Prommuanuento en ese principio de mudad .sucesoria 

«ra su Ii.es. I»r mi parte le niego ese valor v llo mt q(J¿ rp 
l*c.o« existe entre el principio y la situación de autos ' 

s v^>'ii jjosinva «uno atirmacion otié no ñnnfn Ai B 
c - salvo ].-, e.rwtncia Je „„„,,„ cM ¡ . " a " 
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es de orden público y tos <k . Ia ¿ ^ h 

*|g «¡fe» prestarlo su amparo (nrts. ¿460. ,,595. ¡§8 

Otra de las consecuencias del principio es «me el juez & 
esje ull.mo domicilio es quien decide sobre Iq S relaciones perso- 
'™ <,C loS ÜSSli» dé que pueden ser tos mismo, 

mm acores o pisivo* recíprocamente, etc. ¿ Y que incompa.i- 
blK^ ex.stc entre la unidad sucesoria v el cumplimiento Zr 
os herederos de opciones q« C tos imponen las leves hJñ- 

Us leyes impositivas son tle carácter local y de la esencia 
< e la sollama que el Kstado ejerce en los limite, de su terri- 
ww Salvo ,,ue ellas comprometan intereses ya afectados por 

yettes de todo trtbuto local por mandato de la Constitución Na- 
cional es md.sent.hto el derecho del Estado local de dictar 9ws 
leyes fíales con una amplitud solo limitada por sus propia, 
ES"" y los valores de ,a S 

en e, art. 3Z&2 del Cod. Civil - con ,,„ criterio independiente 
tol alor que tuvteran a la apertura de la sucesión. Aparte de 
que la propta ley nacional de imputo sucesorio contempla hi- 
j Hites is sentantes y aún más a^cntomente severas t| ue las de 

couldf , PrnV ' nC 1 Ía - ya * ^ *«ÍW * ocuparme 
„ 1 ! í T 6,1 h a,m * lr '- 574 ' refiriéndome 

"1 aumento del 40 % sobre el valor de tasación v por lo tan,,, 
creo jwftog renovar el débate, prefiero dar per resulte 
n» voto en d,eha caite* que trata de este punto, dt la ¡rretmaci- 
v.dad de las leyes en materia im,K,si t iva y ntfos aspeen* intere- 
santes de la cuestión m e ] TrjI}imfll (k . 9 ¿ ¿¿g ^ 
su tallo. 



Vuelvo pues concretamente al caso de autos expresando mi 
convicción de que si lo q, w & Cámara entendia decir ai referirse 
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al principio de unidad sucesoria es que existiendo ya tasación 
practicada eti los autos sucesorios, ella delie servir a los efectos 
del pago del impuesto en la provincia y no otra, en mi opinión 
incurre en error [nirque la tesis de la Dirección de Escuelas no 
importa la alteración de dicho principio. F.s indudable que a los 
efectos sucesorios, fleterininacióit de cuota succsible. i>ariicióii 
del acervo hereditario, vale decir, a tudos los electos jurídicos 
de la trasmisión de los efectos dejados j>or el causante la única 
tasación necesaria es (a (pie acrece en los autos sucesorios, de- 
bidamente aceptada por el Juez de la sucesión. Hasta aquí el 
principio de unidad sucesoria se impute c ni el prestigio doctri- 
nario y et inqicrio legal ipie le reconozco, Pero cuando la faz 
jurídica de la sucesión no está eti tela de juicio y se trata sim- 
plemente de satisfacer al listado en que existen los bienes, el 
importe que lia establecido como tributo fiscal debido por cada 
trasmisión gratuita de los bienes, entonces la unidad sucesoria 
iiii desempeña papel alguno y en el expediente de protocolización 
cabe infectamente cualquier procedimiento determinado por la 
ley — incluso la tasación — no para atribuir a los bienes suce- 
soria la de los bienes, entonces la unidad sucesión un valor 
distinto del tpie les fijó la tasación practicada en la Capital Fe- 
deral y en el juicio sucesorio, sino paira decidir una situación que 
se vincula a la relación jurídica del Fisco cu el hereden, y con 
mira exclusivamente ini]«tsitiva. 

Adarado este punto, solí, queda f „, r resolver el problema 
planteado en los autos con motivo de ser ya imposible la tasa- 
ción actúa! de las haciendas porque han dejado de formar paííé 
del dominio de la sucesión en razón de la venta de los mismos 
efectuada por los martilieros ftullrich y da. 

La sucesión se aviene a pigar el impucsiu sea e» relación 
al valor de la tasación sucesoria, sea al producido de la venta de 
las haciendas y el representante de la Dirección de Escuela* 
rdmsa el segundo temperamento p,, r no ajKirecer autorizado en 
la ley. ;t ec| (t a el primero y manifiesta qi* el único posible en 
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el í«í piiíke en presencia de Jas disposiciones leales, es vi ik.«u 
de impuro teiíjfttitib como base el 70 % del valor actual ¡ría 
hacienda, establecido por los precios de plaza. 

Xo me impresiona la sutileza de [ a sucesión mje afirma 
la impos,b.hdad de pagar sobre ¿j valor de «na hacienda que v, 
m es de 5U propinad. Esb es exacto, pero no hace imposible 
ajusfar la hq titilación al criurio del recurrente. Si la tesis de la 
MtoSfófi prosperara hahríase estimulado v dad.» fundamento ju- 
rídico a maniobras más o menos hábiles de los interesados _ 
hablo en tesis «enera! - ,, ara cludir c| a!m)lI¡mic|1¡u ¡n , 
de las leves impositivas de la provincia. 

Vender antes de la »ix.rtumdad e» que tuvo la provincia co- 
píenlo de la trasmisión gratuita operóla - la protocoliz- 
an» y vcn(ier vn p^.. cs i)f¡var ^ ^ t;íiraiuí 

que Ka procurado darse en el articulad,, de la lev. Y como no se 
irata en el presente caso dé obligar a la sucesión a que reintegre 

*** pa,rmHmfn bÍt ' ,KS ( « ue >' a eíía Íen^ de eátó¿lécéf para 
ellos ,m jalor a los efectos del payo del tributo que debieron ,«,- 
«ar n„ encuentro im,»osihil¡dad le^aí ni real para fijar ese valor 
en la forma que pretende la Dirección de Escuela* Si tal valor 
es ahora suprior al <,uc tuvieron los bienes cuando fueron ven- 
'hd<»s lo m 1., ley (|lliert . (JlIe gg t , nsn ¿|1 ait|U;i ¿ e| v . jt r 

actual, como se ha dícüü ya reiteradamente )x>r esta Suprema t ór- 
te. I ara el FtscO de Ja provincia la situación es clara- si la su- 
cesión hubiera pagado el impuesto antes de vender habría satis- 
fecho e | mm> m arre? | al vri!lir (Io |m , ife(jfe| ¿|J es¿ ^ 

No lo ha hecho y recién se dispone ahort a oblar el tributo íjs-' 
cal y entonces es el valor que tienen al efectuarse la Iridación 
el que debe tomarse en consideración. También de este punto he 
tratado extensamente en la causa X > In.574 va citada y muchas 
-tras, fijando mi criterio sobre el concepto jurídico dé los dere- 
chos en expectativa farts. 4044 y 4045 del Cóílígo Civil j en s„ 
relación con la imposición fiscal. 

Me remito a lo expuesto en esas oportunidades y p or las 
razones dadas entonces y a h ura yoto afirmativamente. * 
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tp* sefl.ire» jueces d«*'t<.rcs Deliepfcne, MiRiie* y (le la Có- 
¡itia. jN.r loi misino» fundamentas aducidos |it^^ctttmi«\tc p«n- 
• I iüñor }m oVlnr (té la Cm&i votaron éii igual sentido. 

.\ !;i cuestión planteada el miW Juez áoctbr Hallesteros, 

elijo) 

Con Ja wifvedad (jue restilta de la opinión emitida en la can- 
sí a que «e refiere el señor Juez 4juc lleva la palabra, voto igual- 
mente jH.r la afirmativa por las consideraciones qiie aduce y 

rcpmltuco, 

Con I" «me terminó til acto, firmando los señores Jueces de 
ln Suprema forte .le Justicia, cíe la Colina. ti¡¿te. ©éllepia- 
nr, Halle. uro». J. de la Campa. Ante mi: A. Ibariucia, 

)•:-» conforme con su original íjue se registra al folio tnv 
Cfefctoa di» y seis dfil Ifbrd Ciento cilícp tíe acuerdos y sentencia 

de cuta Suprema Corte, 

SKXTKXl I.\ 

La Plata, Dicittnbt'c V de !'J27. 

V* \ i-ittfi: Considerando; 

1* Qp íj Ifl Cámara, entendía decir al referirse al principio 
de miidml nuc«ortu ( «|uc existiendo ya tasación practicóla en 
lo* aUttW íucewrio*, ella debe servir a los efectos .I<1 pago ck-l 
impuesto éífl líi provincia y no utra. incurre en error porque la 
lesi-. .Ir la Itímvión «le Kseuetas no importa la alteración de di- 
cho principio. J-;s indudable que a los idéelos sucesorios : deu-r- 
in ¡nación di cuota siicesihle, partición de! acervo hereditario, 
Vfttc «lu ir, a lo» efectos jurídicos de la transmisión «le los bienes 
dejados el cáttwuite. la única tasación necesaria es la <pie 
aparece en lo* aun» debidamente aceptada |>or el Juez «le la 
sucesión; pero atando se trata de satisfacer al Estado c -n «pie 
i xiskn \m bienes el importe <pie este ha establecido como iri- 
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Uito fiscal, debido |x >r cada transmisión gratuita de bienes en* 
tomes la unidad sucesoria no desempeña papel alguno, y en el 
exMicntc de prottvolización cal* cualquier |«wedimiento de- 
terminado por la ley - incluso la tasación — „« para atribuir 
a los bienes sucesorios con relación a los herederos y a h suce- 
sión un valor distinto del que les fijó la t;isacion practicatJ:i en 
la Capital (federal, sino jara decidir una situación que se vincula 
a la relación jurídica del Fisco con cl heredero y con mira ex- 
clusivamente impositiva. 

2" Que no se trata en el presente caso de obligar a la suce- 
sión a que reintegre a su patrimonio hiei.es que va enajenó sino 
de establecer para ellos un valor a los efectos del \n go del tributo 
míe debieron pagar, no existiendo imposibilidad legal ni real para 
fijar ese valor en la forma que pretende la Dirección de Fs- 
. cuelas. Si ese valor es ahora suprior al que tuvieron los bienes 

22? T\ v ™' i(los h m q,,ierc se *«w- « 

cuenta es el valor actual. 

Por estos y demás fundamentos consignados en él acuerdo 
que amecede. se declara que la Cámara ha infringido los artículos 
25, 20, 33 ® y 37. inc. » de la ley de impuestos a la transmisión 
gratuita de b,enes. En consecuencia, se revoca la sentencia re- 
currida y se establece que el impuesto sobre los bienes semo- 
ventes de la sucesión, débe satisfacerse tomando como base et 
70 , del valor actual de esas haciendas en plaza; con costas. De- 
vuélvanse los autos a la támara cu su proccdencia-A' de lu 
G - B - MW&m ~ Carlos Alberto fMtestcras. _ Luh 
Delhphm. - /. ¡te ht Campa.~\n\v mi: A. lb«rhch. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR (¡KXKKAL 

Biioioa Aírví-, Majo ¿3 de 1W8. 

Suprema Corte: 

Los herederos de don l'cdro Adamoli. :iE intentar protoco- 
lizar sus respetivas hijuelas, el año 1925, en los registros oficia- 
les de la provincia de Buenos Aires, ton respecto a los bienes 
ubicado* en esa jurisdicción, han alegado en estas actuaciones 
la invalidez de la lev de impuesto a la transmisión gratuita de 
bienes, eu vigencia, en razón de que algunas de sus disi>os¡ciones 
afectan derechos protegidos pur la Constitución Nacional y por 
el Código Civil. 

La resolución de los tribunales locales han sido contraria 
al derecho invocado por los herederos. |>or lo que, en autos, ha 
quedado planteado el caso federal que autoriza la intervención 
de esta Corte Suprema en d recurso extraordinario acordado 
|*ir el art. 14 de la ley 48. 

Dicho recurso, gfíe ha sido interpuesto iwra ante V. K. y 
denegada a fs. 119 de los autos principales, es. pues, procedente, 
por lo que corresponde, en mi opinión, la apertura del mismo. 

En cuanto ai fondo <lel asunto: Sostienen los herederos 
AdaflioJj que la exigeneia de la referida ley ¡nqiosíliva de una 
nueva tasación de los ganados adjudicados en la sucesión trami- 
tada en esta Capital, con el objeto de determinar el monto del 
mijnieslu a los fines de su aplicación en la provincia, viola la 
Constitución Nacional en cuanto ésta garante en su art. 7 V la 
vaHcfez de los actos públicos y procediraiéntos judiciales de otra 
provincia, y viola, asimismo, disposiciones del Código Civil 
que consagran la universidad del juicio sucesorio. 

Las garantías que acuerda la Constitución Nacional en la 
cláusula citada, no resultan, en mi opinión, vulneradas i*>r la 
aplicación de la disposición impositiva referida. 
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,a Valí<1 ^ de táfés actos ni a los 

efectos legales que 1)lismos puw|ai) ^ 

refiere el art, ?>> citado. 

^^Z^TTl judiciaIes de l,na iJrovindít - *** 

Z2 . A*?* lK,r ,os res f** li ™ «Üí en 
ejercicio de su legitima jurisdicción. 

a. lt rilr U eot CÍÓ " £ ^ ^ d d « ,a s ~ 

La autonomía ¡motiva de las provincia*, tanto en lo 

Ztett ° ' S"* * hs P»W¡-, atando a, i 

echo, de recaudación y ¡fcrfcpcjSn de la, „ lísims . 

«n, de derecho «nifonneuiente reconocido. • «SE 
do por el art. 105 de la OmsHtucióh Nacional. ^ 

" J ' m e establecido por el Código Civd o„e 

«üM«c ,a univer.sali.lad del juicio sucesorio, como I 
ne, no encuentro justificada esta afirmación. 

«o puede decirse que tal exigencia afecte la jurisdicción del lúe, 
de la sucesnm para onlenar la panición y dispo„, r tó 
de su pon™ a cada heredero, ni afecta a éstos den o T 
tho nuco pon|n e tal tasación no hnpm hi puedé imitar 
mod,f,cac,ón de ,os términos de esa .lición y ^t^T 
lor lo expuesto, soy de opinión que corresponde confir- 
X!™ C,íl " 13 « «" »*¿ - -eria 



Iftmirio R. Larrcta. 



40 



FALLOS Dí L< CORTE SUPREMA 



FALLI) DE LA CORTE SUPREMA 

Uwnns Airas. Julio ¿7 (té PJ28. 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

Que los herederos de don Podro Adamoli, cuyo juicio $u r 
ceaorio tramitó eu esta Capital, al debatir con el representante 
de Ja Dirección tic Escuelas en el respectivo exilíenle de pro- 
tocolización, el criterio que debía adoptarse para avaluar a los 
efectos del pago del impuesto unas hacieiulas situadas en la ju- 
risdicción de la Provincia de Buenos Aires, han sostenido: a) 
que la resolución cjuc se diera en consonancia con la tesis de la 
Dirección de Kscuetas contrariaría el principio de la unidad de 
sucesiones consagrado por el art. A284 del Código Civil y otros 
artículos del mismo y haría aplicable respecto de la ley de im- 
puestos a la trasmisión gratuita de bienes «I art. 31 de la Cons- 
titución Nacional: b) que desconocer el valor que tiene y le co- 
i rcsi>onde a Ja tasación de la hacienda practicada dentro del jui- 
cio sucesorio por el juez de la capital, exigiendo una nueva, com- 
portaría la violación del art. 7 de la carta fundamental eme atri- 
buye plena fe y crédito a los actos y procedimientos judiciales 
en todo el territorio de la Nación. 

Ü iw amias cuestiones lian sido examinadas y resueltas por 
la Suprema Corte de la Provincia de Unenos Aires en un sen- 
tido contrario al derecho fundado por los recurrentes eu la Cons- 
titución de la Nación y en el Código Civil y tal circunstancia 
liace prrtcedente el recurso extraordinario de conformidad con 
lo dispuesto en el art. 14. incisos 2* y de la ley N" 48. 

luí su mérito y de conformidad con lo dictaminado jwr el 
Señor Procurador General, se declara procedente la queja. 

V considerando en cuanto a la cuestión federal por ser in- 
necesaria mayor siibMandacióii : 
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Que el representante de ta Dirección .Je Escuelas de la 
Provincia fie Buenos Aires en presencia del testimonio del inven- 
tarío y avalúo de las haciendas de los establecimientos "San 
Juan" y "La Choza", situados en el partido fie González Chaves 
jurisdicción ile la Provincia de Buenos Aires, ordenando f x.r el 
Juez en lo Civil de la Capital que entendió en la sucesión de Ada- 
moli, manifestó al serte requerido su dictamen, dentro «leí juicio 
de protocolización, ".pie no acéptala tos precios asignados en la 
susodicha tasación a las haciendas por ser sumamente en 
relación a los actuales; y que de acuerdo con el art. M de la 
ley de impuestos en vigor admitiría los que enuncia que rqire- 
sentan el 70 % del término medio de los corrientes en plaza, de 
acuerdo con la planilla remitida (kjp el Ministerio de Agricultu- 
ra de la Nación. 

Que el ,Hxler de las provincias para gravar con impuestos 
los liienes sujetos a su jurisdicción, no reconoce otras limitacio- 
nes que las especiales o generales establecidas p,, r la Constitu- 
ción. Art. 105. Y acerca del impuesto a las herencias fue él 
reconocido como una de la* fuentes de los recursos provinciales 
conjuntamente con el de patentes y papel sellado por el miem- 
bro informante de la comisión en el proyecto de constitución, al 
discutirse el art. f de la misma. (Acta de la sesión de 23 tle 
Abril del Congreso General Constituyente. Fallos, tonto 100 
página 51 >. 

Que esta facultad de gravar con impuestos la transmisión 
gratuita de bienes existentes dentro del territorio de la Provincia 
de Buenos Aires, presupone la de dictar todas aquellas deposi- 
ciones que a juicio de la misma sean necesarias o convenientes 
para fijar los valores de los Menes sujetos al tributo, a condi- 
ción de no violar ninguna de las garantías estableólas en ta 
Constitución de la Nación o tle no alterar o modificar el conte- 
nido de los códigos comunes o de las leyes nacionales válidamen- 
te sancionadas por el Congreso. 

Que ni la ley cuya impugnación constituye el objeto de este 
pronunciamiento, ni la interpretación que en su consecuencia le 
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lia atribuido la Suprema Corte de la Provijiria; « encuentran en 
et caso de la exeei»eión apuntada. Eti efecto ta ley de impuesiu 
de la 1'rovíncia de Buenos Aires grava con el tributo qué deter- 
mina "todo acto q-ie exteriorice ta transmisión gratuita de bie- 
nes existentes en ella", señalando los procedimientos con arre- 
glo a los cuales ha de practicarse el inventario y avalúo de los 
muebles y removientes a los cuales se aplica. La resolución que 
ítóigttc el valor a los efectos del tributo no producirá conse- 
cuencia jurídica alguna rcs|*cto de la ignición o adjudicación 
de bienes entre los herederos." 

Que. con este punto de jiartida no puede decirse que se 
encuentre desconvide» el principio de la unidad del régimen su- 
cesorio, ni puestos de lado los afts. 33H2. .«43. 3410. 3415, 3417 
y s "s encordantes del Código Civil en cuanto refieren la trans- 
misión de la sucesión al día del fallecimiento del cansante y por 
consiguiente el valor de los bienes comprendidos en ella. La 
exigencia fie La ley local relativa a la manera de establecer el 
valor de los bienes con fines puramente fiscales , lo desconoce 
ln jurisdicción del juez de la sucesión para ninguno de los eíec- 
ttjs enumerados en el ;irt. 3284 del Código Civil, limitándose a 
afirmar la própía para totlo lo que sea el ejercicio de sus facul- 
tades impositivas resalo de bienes que se encuentren dentro 
del territorio. Tratándose de una facultad que las provincias 
no han delegado en el gobierno nacional ni que por mi naturaleza 
h;t) a podido quedar comprendida en el principio de la unidad 
del juicio sueesono. si. no optante, este la hubiera rozado en 
forma tal que conqwiriara una limiración al derecho impositivo 
de los estados, la iucoilstHucionalidad se hallaría en el Código 
Civil y nó en la ley provincial que prescindiera de tal limitación. 

Que acerca fiel segundo punto se 'dice por d recurrente 
que si el cánsame falleció varios años antes del momento de cx¡~ 
girs<- la tasación de las haciendas, es en aquella fecha y no en 
la actualidad que debe considerarse su valor, porque el Código 
Civil refiere ésta ¿tí indas las hi|»ótesis al día fiel fallecimiento. 
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El gpgo Civil legisla sobre la* relaciones d* derecho privado 
«k- .ocios los .atetantes de la Kepública y no podria. ,J CnlIsi _ 
«fe mvad.r d campo del tato público dentro | c i 
* Mía aprendido el poder impositivo , as ¿& 

«o d pn... ha mm* t ,, artlculM mVbcados ¿ 

omcho sucesorio a la muerte del autor de la sucesión y n^con- 
-«.neme, al valor dé tes hieue*. a ese momento, tatl ¿ lo ^ £ 

"„t!!\ m,ra r* ,ar ,as roiadüncs i,r¡vaí,as * ,üs 

c ure s. v con los terceros y las del pofrmu^ sonrio a los 
eíecios de su adqmsraó». administración y distrilmdón con pres- 
cinde,™, absoluta de toda relación de derecho público 

Ince ™í H Wm * ,mhl adü,,tand ° SÍ " <1,ttla criterio no 

mu„ p derecho sucesorio en sí, sino sobre tes actos que eximo- 
la" t , - ra ' isn,,s,v,n a únúo ^ » & ís¡M ¡E 

guna reteaón t.ene con la cuestión, debatida la de «her d día 
« cute los adquirentes obtuvieron la ,,oscs,ó„ Hereditaria de tes 
l"u,es. m d «tomento en qíte el derecho sucesorio se abrió ,,¡ 
cuando la aceptad*, de lá herencia se hizo irrevocable, « 
"o obstante todas esas previsiones de la ley civil, la JJ£S 
ojotan o sus facultades ¡lf)I)nsirivas , „ a ■ 
o ha hecho, s,n afectarlas ni descocerlas el instan, S que 
nimio del* hacerse efectivo y fijar las realas con sujeción a 
las cuales han de computarse los valores. 

Une. eo.no ha nuedado exprésete, tes herederos de Adamoli 
han SQSÍgUHlo también que la exauda de la lev de impuestos 
a la tra,,smis,«n gratuita de bienes de la Provincia de Buenos 
Aires de una nueva tasación de los ganados h lw , llar¡!w|(W y ava- 
luados dentro de la sucesión tramitada en esta Capital, viola el 
mi. 79 de Ta (. onst.tución Nacional, en cuanto niega valida a tes 
valores obtenidos en la última. 

§ie la decisión del punto delude de la interpretación que 
Se de al mencionado precepto constitucional v a las leyes dicta- 
das por el C ( ,ii K reso reglamentándolo. g| aFt , 7* , k . ] a Constitu- 
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cíóji, conviniendo en regla do derecho público un principio tic 
derecho ¡Htemacjortal privado, declara que "los actos y procedi- 
mientos judiciales de una provincia gozan dé entera fe en las 
demás: y cjiie el Congreso puede ]>or leyes generales tleterininar 
cuál será la forma probatoria do estos actos y procedimientos, 
y los efectos legales qué producirán. En ejercicio de tai facultad 
constitucional el Poder Legislativo lia sancionado las leyes 44 
de 26 de Agosto de ltfb.í sobre autenticación de actos públicos y 
procedimientos judiciales de cada provincia y la complementa- 
ria X" 5U.Í, expresándose por la primera en su art. 4* que "los 
actos públicos, procedimientos, sentencias y demás documentos 
de que se bahía en los artículos anteriores, autenticados en la 
forma 'I 1 ' 1 ' olto* se determina, merecen tal fe y crédito y sur- 
tirán tales efectos ante todos los tribunales y autoridades dentro 
del tcrrimrio de la Nación, como |wr uso y ley los corresponda 
ante los tribunales y autoridades de la Provincia de donde pro- 
cedan." 

Une interpretando tales preceptos ha declarado esta Corte 
ipit ellos no se refieren solamente a las formas extrínsecas de 
los actos. El rcs|«*to debido a estas prescripciones de la Consti- 
tución y de las leyes exige, "no solamente que se dé entera fe y 
crédito en una provincia a los actos y procedimientos judiciales 
de otra debidamente autenticados, sino también <jne se les atribu- 
yan los mismos efectos que hubieran de producir en la provin- 
cia de dónde emanaren (Fallos, tomo 17. pág. ¿86 >. porque lo 
contrario íni|>onaria admitir que los tribunales de otra pro- 
vincia, o los federales, tienen facultad de variar los actos o pro- 
cedimientos judiciales pasados ante otros tribunales competen- 
tes (Tallos, tomo 136, pág. ,Í59). 

íjue como complemento de los preceptos señalados ha que- 
dado establecido, asimismo, epte ellos presionen procedimien- 
tos o resoluciones judiciales pronunciadas |»or jueces o tribuna- 
les (pie tengan jurisdicción sobre las cosas y las personas a que 
afecten y que se trate de actos judiciales que no importan una 
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cxtnilirnitación <le íaculiaiks en I.. rehti'w, tÉ * 

m - i p?m* > S* SS» S£ 

J " r,S *"°' ! «™ «Aralo .le ... ,„, X « • 
exprésame,* ataw^ s „„ ***t » ■ 

cuando la , cy (Ie ,,, Provinda . 
re la pación g fcÉ» y ^ , jjg^-g 
"n> y as cnmhcanKs en fe ella $fe pronunuars, ¡o h-1 1 

mmj0 * m mmm y psp sitllíl(Ias (icmro * ^ • 

u mfam m m ** mm fii *i SÍES» 

iMirtfla [jfir el an. 3284 <lei r^i;.„. í- i ™ esta- 

no tune «A, h am| j¡ IU(| ^i,,^ . *2 * 

M.,»Ua retada por la enmoeraei.», co , ltt , lida m j " '™ ' J 
Aquella junsdicewn ha sido errada eo r f.« ' 

de tal Menea que l„ £fi SS ™ f " 

£ Por con^e. de h ^ , W * 
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QÜe en presencia de estas conclusiiines es evidente que la 
ley sobre transmisión trauma de bienes de la provincia de luir- 
nos Aires al exigir él pago del impuesto efe la manera que fo 
lia hecho, según 1<j decide la Suprema Corte de acptel estado, no 
se halla en pugna con el Código Civil ni ha desconocido la regla 
del art. 7 V de la Constitución Nacional. 

En su mérito y \kw los fundamentos concordantes del Se- 
ñor Procurador (leut-ral. se confirma la sentencia apelada éa 
la parte que ha podido ser materia clel recurso, Xotifiquese y 
repuesto el papel, devuélvanse. 

A. Bf.RMEjo< — J. Kioikhoa Al- 
corta. — lioilKkTO KkI'KTTO. — 
li. (ji ioo Lavau.k. 



Don Josf litíticu contra fti Ptun-inchi Mendoza, por cobre </t* 
pe-sos. 

Sumario: t« | ".l representante de una provincia no se halla en las 
condiciones de los tutores, curadores. fiscales, asesores de 
menores y demás representantes lega, -s que |«ir su índole 
un están en contacto con el representado y a quiénes; )>or 
tal razón, se les tolera una contestación a la demanda limi- 
tada a SOl(CÍtar la prueba de los hechos en que aquélla se 
funda, y no puede, en consecuencia, invocar válidamente la 
falla de instrucción de su mandante ni la de su conoci- 
miento del asunto. Artículos 85 y 86, ley 50. 

2* Las excepciones de derecho opuestas en el alefato v 
que tu» importán la impugnación de la pruelia. tío están 
comprendidas en la litis cuntestaih y tío obligan, por tanto, 
al pronunciamiento judicial (pie sólo drl»c producirse sobre 
las materias que han sido objeto de aquélla. 

C.jah: Lo explica el siguiente: 



Vistos: 

Resulta : 
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FALLO HE LA CORTE SI l'HKMA 

Bnertos Aires, JhIkj 27 de 



Que El fs. íl se presenta el procurador Knrique Gómez con 
poder bastante de .ton José Gadea ( testimoniado hoy a fs >3) 
acredita, este, «, profesión de arquitecto inscripto y demanda a 
ta I mvmcia de Mtndoza, ,n>r la vía ordinaria, para conseguir 
e oot.ro de la suma de once „,¡I novecientos veintidós pesos mo- 
neda nacional que se k adeudan en virtud de los siguientes he- 

Mi cliente, dice el procurador, realizó debidamente autori- 
zado |«jr el señor Ministro cíe Industrias y o) )r; ,< Pública* de 
<licho Estado, ingeniero don Leojwldo Suárez. y el Directur Ge- 
neral de Industrias, don Arorinio X. Galauti, Éríbafos de refac- 
ción y re,>aractón de los e<lifieios que fueron de la Compañía 

, "™ ' <k ' ******* < 1 "™^ & wm$ ik Mavo a ¿Sito 
<lc 1922, cjue importaron las sumas de tícho mil aiarenta v siete 
y tres mil ochocientos setenta y cinco ,>esos moneda nacional de 
curso legal. 

Las constancias de los tralwjos efectuados, así como las 
automaciones, precios, condiciones, etc., se hallan en Ins ,xpe- 
Chentes administrativos, de la Comisión de Fomento y en los per- 
misos del caso expedidos por la Municipalidad de 

Según escritura pública de 29 de Diciembre de 1919 conti- 
nua el procurÁdor, por convenio celebrado entre h compañía 
mencionada y el Señor Gobernador <le la Provincia, don José 
.\estor Uncinas. se dispuso la liquidación total y definitiva de 
mm rasando en consecuencia todo su activa y ,«sivo al Po- 
der Ejecutivo, quien para proceder a dicha liquidación nomendó 
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a 1» cnm|Kiñín «Comisión de húmenlo Industrial Vitivinícola*. 
Los edificios en que el actor llevó ¡i calm las refacciones eran de 
propiedad di- la compañía y como consecuencia del convenio re- 
ferido pasaron a poder del gobierno de Mendoza, el cual, por 
intennedio de su ministro de Industrias y Obras Públicas y el 
Director General de Industrias ordenó y autorizó las refacciones 
de que se trata." 

De las constancias invocadas se deduce de modo concluyen- 
te que mi mandante, cumplió a satisfacción el trabajo que se !e 
encomendara,, lo que debe tenerse presente a los efectos del ar- 
ticulo 120Í del Código Civil. 

Funda, además, el actor, su derecho en tos ar tientos SON. 
](>27 t tn.Vi y ,1931 del mismo y solicita, en consecuencia, se con- 
dene a la Provincia de Mendoza a pagarle la suma demandada, 
más los intenses legales, costas, gastos y costos de este juicio, 
puntualizando, asimismo, varios elementos de prueba que utili- 
K\rii y justificando la competencia originaria de esta Corte. 

Corrido el traslado de ley a fs, 17, fué contestado a fojas 
3.2 por don Moisés Valenzttela, con poder suficiente de la Pro- 
vincia de Mendoza, en la forma siguiente: "Que no teniendo 
instrucciones del gobierno que represento, ni otro conocimiento 
de este asunto que lo expuesto por el demandante. es|iero que 
éste justifiqué dentro del término de pruelia, la ejecución de los 
t ral» jos que dice le han sido encomendados, su recepción de 
conformidad j»or las autoridades que los encargaron y la fa- 
cultad de estos para contratarlos," 

fjue abierta la causa a prueba a fs. 3|S vta. y producida por* 
el actor la certificada a fs. 140, se agregaron los alegatos de fs. 
142 y 147. llamándose los autos para definitiva a fojas 148 vta. y 

Considerando : 

Que planteada la demanda en términos claros y precisos co- 
mo se ha hecho a fs. 13, el representante de la demandada lia 



IA DK I.A NA. I V <9 

Nw'^rr tw ' ,ri ™ , r ,,r 011,10 ,m m;,nti;ni m 

- J <le 14 ley Mí, oliendo todas las béfete n„, fe fo. 

J n , M hechos estallidos. , )lt , s Sll sjftwío „• S|ls M 

JW» considerarse «mío confesión de nmíénos. 

Nmnnitc a falta (le instrucciones de «, mandante ni la dé su 

2T2 *í S?* ** ^ *• 61 — tf esta 

^ ■ l u , ' ■ CnnS ' :indas * chivos a 

' -\]-< Mientes íiinnintstrativns (st-riinr-iw ». ..t- 1 

1 , ' i-M.riuir.is y otros íinteccdenti's one 

\&¡Z¡¡m P"<I« oportunamente. Si k come " 

'—acia a solicitar la prttdvt de I* fofo, en <(U , £ g* 
h « te* ha ^ en la i^wfa^ a L 

«MM» fe i** Sti índ„le no están en contacto con «I re- 
presentad,, como m , JanpIn , j as wfef ¿-j^ ^ 

—ores .Je me.™, «ft, « representante de m provincia £ 
mandada no se ,, día en fe ^ cult(licj(tlK ,. J£ )p _ 

con necesam compnl^ N , K ,, ht , ^ ^ ¡JS 

« a,ne,l a . Es sahido „ j, . ¡ 

r ..k , :i , i(Ilsl(ierar |Jim|os ^ Wos ^ 

... aU^to, fnera va de , :t contienda tfft (ms % , |¿ 
^ 50. Fallos: „>,„„ 107. ^ considerando 

One ... contestación de f s . & franscri p Ia textnalmente en 

r 5 S " « & W articnlos 

s es,, eneunstanca cr«, nna presnr.ción favorable a 

í>- la prneba producida «lenmestra además n,,e efteÉ*» 
"-te c! act,* ha reaüzado ,a S refacciones a ^ ¡¡ r ,U^ n 

^ t, " f, ;'" , r « SMiÉ Vitivinioola v . „„,' tIí . 

ihos traíaos le f lie ron encomendados por orden del 
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r¡<> de Industrias y ni.™- PúUieas. (Véase oficio de fs. 132 y 
sus antecedunt'-, declaraciones de fs. 5(5; 57. 5K, constancias de 
(«, irfi, ftS vta. y í »0 > . 

Que el valor de tos trakrjos efectuados íiti|>-»rt;t l:i suma de 
diea y nueve mil novecientos veintidós pesos, habiendo recibido 
a cuenta, el actor, la de ocho mil, resulta de la documentación 
agregada dé ts. 64 a fs. 70, en algunos de los cuales figura el 
visto bueno de los funcionarios aludidos en la demanda. 

Qui asimismo esta pn «liado <jtíe la Provincia se hizo cargo 
fiel activo y pasivo de la Onupañia \ r iti vinícola tíé Mcudo/a 
que se llamó poslerionuente Comisión de I-omento Industrial 
Vitivinícola, entre cuyos bienes se incluyeron las propiedades 
de la calle San Martín lolo y 1624. que son los refaccionados. 
Ksta prueba resulta del oficio de fs. 132, puntos 2" y 3". 

Que si bien es cierto que los bienes mencionados lio figuran 
inscriptos en el dominio de la Provincia, y que ésta Sólo se hizo 
cargo de ellos a objeto de la liquidación de la Compañía va 
fiieeionada, no es menos cierto que tal circunstancia no puede 
ii u luir en la solución de este pleito, tal cual ha sido planteado, 
pues de toda ta prueba analizada resulta «pie aquellos bienes 
estaban en poder del gobierno de Mendoza y que fué éste, por 
intermedio del Ministerio del ramo, que ordenó las refacciones 
cuyo ¡inporte se demanda. 

Que otras excepciones de derecho, opuestas fuera de opor- 
tunidad, o sea en el alegato, y que no importan la impugnación 
de la pruclia, un están comprendidas en la Hits conicstalia y no 
Obligan por tanto al pronunciamiento judicial qué sólo debe pro- 
ducirse sobre las materias que han sido objeto de aquella. 

Que. por otra |wtrtc. el pago parcial de ocho mil pesos, que 
esta acreditado en autos, importa el reconocimiento tácito de la 
deuda por la demandada, como lo establece el art. 721 del Cu- 
digo Civil (ver alefato del actor fs. 143 vta. y 144), 

Por estos fundamentos y los concordantes del alegato de 
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Es, I-tJ. ¥ declara que la Provincia & U m io& debe ábouar -.1 
<Ieu,ro ,1,1 plazq de treinta (Mas, la suma ríe once mil nn- 
uriemos «-mudos pesos ,,«„„., |a nruiunal con más Ins imcrc- 

j% «Me la fecha de (a .^¡ncación Ia (| , I1]rm(|a v fes ^ 

ÍW jumo. &*%feM y arvhiwse. previa reposición del pp 

V. Hkksikjo. — |. Fr.;i-i£«uA Ai.- 
IUKTA. - KülJKKTO lit-PK-rru. — 
K. GüiM I-AV.\1XH. 



Bm éqm m t v„ t /™ ,7 /■erraearnf Centra! Córdoba 

p<n- s^n-sta defraudación „ la reata de aduana. 

É # X " *** ¡$fc » #í%á» N la m.ta aduanera 
ei| una transferencia efe inmérjale* introducidos ikt una 
empresa liberada de derechos de Aduana a otra eme .;,„,- 
lo esta, sin que modifique esta conclusión la circuns- 
tancia de qué tal transferencia se hava realizado sin ame 
amiento de aquella repartición, atento a ,,ue por una parte 
t'J Ministerio de Hacienda conocía las operaciones v había 
prestado st, asentimiento al respecto, y por otra, qtie la Corte 
Suprema ha decidido que en casos como el de autos la omi- 
sión <lc la formalidad apuntada no es suficiente para justifi- 
car la aplicación de la pena reservada para aquellos actos 
que dan por resultad., m, pago de impuesto menor que el 
adeudado, dado c,ue tales operaciones no pueden ikt sí so- 
as disnunuir la renta fiscal, aún cuando no fueran dcscu- 
hienas. 

Casa: 1^ explican las piezas siguientes: 
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SEXTF.XCIA I>F.I. SrÑOR JlJlZ FEDERAL 

Riisari'i, Juh¡<» I- (té 1 92-1. 

Autos y Vistus : listo sumario organizado ;i liase <k* 1» de- 
nuncia del Señor Enrique Adlecreutz contra VI Ferrocarril Cen- 
tral (tqrdolía, atril luyéndole la comisión de hechos que importan 
contravenciones aduaneras según léy respectiva, y defraudación 
dé las remas fiscales. 

Oído ti Señor Projrtiratloif Fiscal y teniendo eri cóiisklera- 
ción : 

l'rimero: (¿ue el presente, como la generalidad de pro- 
cesos i|iie versan sobre la misma materia, ha alcanzado pru|>or- 
ciones externas y durado un tiempo que no correspmiden por su 
magnitud a la ini|Mirtaneia real tic la cuestión ventilada. V se 
explica en parte esfeij, asi por la naturaleza de las probanzas perti- 
nentes que ilclmin acumularse, como por la forma de la denuncia, 
que refiriéndose originar ianmetc a nu puntn determinado, fue 
amptiándose y uliarcandu otros a raíz de la resolución de la 
Exenta, Cámara que manijó proseguir la causa después de so- 
breseída definitivamente |ior el Juez que primero entendió en 

Segundo: Que los resultados de esta secunda investigación, 
un han modificado la Situación de la empresa denunciarla, ha- 
liícudo sido iti fructuosas las diligencias de pruelta practicadas n 
¡tedido de la parte denunciante y del Señor Procurador Fiscal, 
en su íinídidad de acreditar tos hechos ll omisiones pnmUes de 
qué se culpal>a a aquella. Estos consistían, en resumen, en Irans- 
ferencias que él Ferrocarril Central Córdoba hacia a la empresa 
del Tranvía a Vapor de Kaíaela y :i otras casas de comercio de 
esta ciudad, de materiales y artículos diversos introducidos libres 
de derechos aduaneros, sin llenar las formalidades establecidas 
para concluir tales operaciones, 
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Tmcro: (Jm* se ha probado con reiteración no halwr lia- 
IMQ transferencias irrogues de materiales a la empresa del 
I ranvia a Vajx>r de líamela, ni por consiguiente, la posibilidad 
de fraude alguno con motivo u ocasión de ellas; puesto que* Jas 
ríaliMtlas lo han sido con iítterwiicioti de las autoridades nacio- 
nales competentes. Eri efecto, tratándose de empresas que K o- 
zau de estSUCióii ¡fe flerechos de importación iv,ra sns materiales 
de constnjcciiin y explotación, conlli que se ha observado % ley 
KM» N» 28ól • es decir; se ha acreditado previamente a ¿ 
«sfaccjpn del P. Ejecutivo de la Nación, el destino de los ar- 
tículos y materiales, así ilinio que éstos venían mareados ron las 
iniciales de la empresa interesada (arts. 2" y J» de la cita.la ley). 

Citarlo: Que llfenados esos requisitos se explica la lihre in- 
troducción, o m la legalidad de las .menciones; en otros tér- 
mines, no habría sido posible la ¡inducción si ellos ra, se hu- 
biesen cumplido; comprofcindose la observancia do los mismos 
yor .medio de los documentos emanados de los Ministerios de 
Hacienda y Obras Públicas de la Nación, que conocieron v 
au onzamn dicha introducción y transferencia a empresas aco- 

ÜS n T wZ ÍÍd " S íiC la ley 5*ír tóettís de 30 de 

Febrero de 1908 y 4 de jimio del mismo año. con anteriorinad 

vi U í V « * iÜ-S 3*W«ii 

t vtr is. ¿3f, y 237). U autorización de que se hace mérito cons- 
ta claramente del decreto de 14 «le Abril de 1917 y „ llta ministv . 
nal córrela.»-,, explicando la gestión sobre separación de la con- 
tab.udad de aml Bls empresas a los fines del más riguroso v cIa . 
ro contralor aduanero ya que antes figuraban romo nna sola. 

Quinto: Que en cuanio a las transferencia* que se dicen 
Lechas a la casa Chiesa Hnos.. de esta ciudad, está averiguado 
que tampoco hay transferencia aljmna. ,H.esto q„, tocias fueron 

acceson, del r. C. C. t. en las proximidades de su estación 

SÉ r MnÚÚ ° * aCl,t - rJ ° W " ^ «l'^os 
por la Dtreccum General de FF CC Naeiotiales: es decir con 
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ta intervención de !a autoridad competente, I;j «pie. por cierto, luí 
producido cutí anterioridad a asegurarse fiel destino de tus ma- 
teriales ]«tra permitir mi libre despacho (art. 2» de la ley 2861 >. 
Corresponde hacer untar ijtie todas esas formalidades se han 
llenado, nú obstante ta imjMirtancia de la obra y materiales que 
requirió, niuy inferifir a la que podría presumirse según la de- 
nuncia. Conviene también dejar establecido aquí. que el iníor- 
inc de los señores peritos Calwnillas y ("dlalien. después del 
examen de los libros de la empresa denunciada, concuerda ton 
la declaración del socio-gerente de la casa Chiesa, señor kosen- 
Ik>i-|í: y i|ue el valor total de las referidas transferencias solo 
llegít a la suma de cuatro mil trescientos siete pe.*)* moneda 
nacional i ver i>. l.M, \Á4 y 204). 

Sexto: i.hn ta supuesta tnaniolira fraudulenta o irregular 
realizada con la casa Travclla linos, de ésta, ha sido también 
esclarecida convenientemente, y sin que haya motivo que dé 
fundamento a un mal entendido sobre su corrección. Desde luc- 
gP» hay ningún asiento en los libros del ferrocarril que tenga 
relación con esta operación, como puede verse en el informe pe- 
ricial mencionado, prueba que se propuso como la mejor [Sor la 
parte denunciante. Tal circmisiaucia y la existencia del documen- 
to aduanero cuya copra corre a ís. 25í*. convencen de míe imlo lo 
que hílbo fué un préstamo fie sesenta truiuWes de carburo de cal- 
cio, que Travella hizo al ferrocarril i>or necesitar éste con ur- 
gencia el artículo y (arriar en llegarle una partida del mismo 
que esprralia. Resulta, pues, que no Imito transferencia propia- 
mente, y sí sólo una devolución de igual cantidad fiel expresado 
producto en cnanto |a impresa prestataria recibió el que tenia 
en v ¡aje. lis claro, además. <|tte siendo un artículo destinado al 
usx> del íerrm-arril se introdujo en franquicia, la cual no apro- 
vechó Travella, sirio el único que tenía facultad para beneficiar- 
se con ella; el propio ícrrr»carril. 

Séptimo: Que si bien es cierto que tratándose de contra- 
venciones aduaneras el criterio jurídico varía en el sentido de 
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que para .„ cahficaciún no sé tiene e „ el dolo ni el n ei - 

J...CO mm&m no es menos exacto q Ue todos los ca*!* 
«sennat la existencia pitecia de un fed* o de una I ^ 
Pables cen,, base de ««dquier p^U^ío crbnhu... a7I 

T "5"*? a,,,,; " U ' ri,S « de, de W „ ( ; t(in r 

£?" ; ,m,Sll,nts " «™ tWft* -ntrarios a la ley no se han 2 

"» I» y prolija 

ucada en esta causa bajo la vigilancia di la parte interesad" y del 
||or Procurdor Fiscal, que han a^ cuama ind^ 
U l y ™, elemento prdl^ip consideraron conducente L ■ 
(«.tentar el fundamento de Ja denuncia. 1 

el ül^f S| m t7,t C r ,f,,n " Í(Ja( ' *» l»receptua ( I„ por 

ím' T 7 1 LlM '* n ,lv ^ms&m e., b Cri- 
mina!, el jugado resuelve; sobrar definitivamente en éáñ 
mm. Insértese. hfcase stber y fecho afdt>vensc ^auSs 



Manuel Carrillo. 
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Rosario. Diciembre ¿I (k- 1924. 
E„r»l!f ! ,7 ,,,: "" ,IO " , ' r " CtS ° " ,ici """ l«" ***** * ta 

Considerando: 

l' Que efectivamente se lia probado que la empresa del Fe 
rrocarnl Central Cordol». desde el año li* hasta f Ufio 9 „" 

te en parte eran transferido» sin aviso ni previa autorización 



igggwi» ;jff»yhjBpppj|^p;*g>.-; .^•/ jTO V'-.T-- 5 ■'" HM IHil 1 K " ■■' "*•' .•■*v *''* ^BHBBBP?''''' J '' r ' :: 
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2-' Que no obstante ello, el Ministerio ¡le Hacienda de !¡t 
Nación lia expresado i|iie las referidas transferencias de mate- 
riales hechas por el Ferrocarril Central Cór dolía al Tranvía a 
\ a\*tr ele líaíaela, se han realizado con el "conocimiento y aqtties- 
cencia" del Citado Ministerio, mnnif estación no desvirtuada ni 
puesta en dud;t. por donde resulta gue ese conocimiento v aquies- 
cencia declarados por el órgano de gobierno encardado del con- 
trol tle las susodichas transferencias, habría imposibilitado la 
perpetración del delito denunciado de defraudación a la renta 
aduanera ( ís. ÍV» y sigtes. ) 

3* (Jue por otra parte resulta que tanto la empresa del Fe- 
rrocarril Central Córdolia como el Tranvía a Va¡Kír de Rafaela, 
se hallan acogidos desde el año l'XW a los beneficios acordados 
por la ley 5.115. llamada Mitre: vate decir, que los materiales y 
articulos de construcción y explotación «pie atutías empresas fe- 
rroviaria* introduzcan al país desde aquella fecha, serán libres 
de derechos de aduana (decretos de Febrero 20 y Junio 4 de 
190$ Es. 20 a Xk Ís. -MI a 241. fs. 272 y sigtcs., art. 8v ley 5315 ) 

4" fjne si bien es cierto qne el art. 15 del decreto de 7 de 
Septiembre de 1MI0. en concordancia con los arts. 2*. 4^ y 5'' dé 
la ley 2K01 y,& de la lev 5.Í15, y con el objeto de evitar inanfn- 
hras fraudulentas que tiendan a defraudar a ta renta fiscal, es- 
tablece que la transferencia de una a otra empresa ferroviaria 
de materiales introducidos libres de derechos solo se permitirá 
con la autorización de las res) >ect ivas aduanas, la inobservancia 
de este requisito no dcl>e considerarse como infracción suscep- 
tible de ocasionar defraudación a la renta aduanera cuando la 
trausíi uria de materiales sejefectúa entre empresas ferrovia- 
rias acogidas a ta ley 5315. 

§* *)uc el art. 1025 de tas ordenanzas tle Aduana dispone 
que será considerado fraude, y |>or consiguiente materia de 
pena, toda falta fie requisito, tuda falsa declaración, o todo he- 
cho, que despachado en confianza por ellas o que pasara des- 
apercibido, produjera menos renta fie la que legítimamente se 



lo t|«e significa decir que en los casos cu que, como el 
«le autos, ta omisión de] aviso o autorización previa de la Achi- 
na no puede producir disminución de la m,t:< debido a la cir- 
cunstancia de encontrarse las empresas denunciadas dispensa- 
das de. alK,, tíl r impuestos fiscales Ja introducción de sus „,a- 
debe eliminarse la idea de falta p^e, 



(>" Qna la Suprema Corte, en u „ caso exactamente igra) al 
presente, ha declarado "(píe la infracción co,„ e ,¡da (la falta de 

«Viso a la Aduana es listante para justificar la aplicación 

-le la pena reservada para aquellos actos que dan por resultad,. 
m pa|o de impuesto menor que el adeudado, desde que las 
compañías compradoras disfruta!™, ia»il,¡é„ de franquicias jfcfó* 
ñeras ,«ra los materiales de construcción v explotación v mr 
consúmente, las operaciones reamadas no po&p por s i' so |as 
disminuir la renta fiscal, aún cuando no huhieran sido desenhier- 
tas - argumento ,| t ¡ m . 1025 citado" (Sánchez líoado v Pe- 
rrocarrdes do Rosario a Mendoza v Puerto (¡ranadero - "(ia- 
eeta riel JW. Diciembre I* de 1921. fallí,, j$ m 

7* Que |K.r propia <leclaraciÓ„ del señor Kduardo Kosenkrj;. 
ís, 13.1 », socio de la casa de comercio finesa Unos y del 
iiitornu pericial de los señores Calviuillas v (iilakrt. U W 
está compronado que el Ferrocarril Central' Córdoba construyo 
a pella firma comercial dos desvíos ferroviarios en comunica- 
ción con sus propias vías, por lo que Chiesa l inos, apireciai. de- 
litendo al Ferr. carril Central Córdol«i en concepto de materia- 
les en Knero de 190X la cantidad de cincuenta v ocho ,*sos trein- 
ta y seis centavos (S 5S.36) y en Septkinhrc-Ñovieinbre de 1913 
la cantidad de mam. mil doscientos cuarenta v nueve pesos con 
cincuenta y cuatro centavos (% 4.249.54). 

m One esta clase de operaciones M pueden ser compren- 
didas entre (as que las leyes y decretos reglamentarios califican 
de "venta" o ' transferencias" de materiales, desde que los des- 
víos construidos por una empresa ferroviaria forman paite ¡n- 
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legrante del "sistema*' perteneciente ¡i la misma (decreto de .10 
de Abril de Í9Ü8, art. 2»). 

9* Oue las empresas ferrocarrileras no pueden colocar un 
solo nii'lrtt dé riel sin la intervención y autorización del Minis- 
terio de I >hras Públicas, el que per medio de la Dirección (.¡ene- 
ral de Ferrocarriles estudia y aprueba los planos y presupues- 
tos. ICsta fiscalización administrativa excluye ta posibilidad de 
que las construcciones tic desvíos particulares pue<lati dar oca- 
sión a la defraudación de la renta aduanera (ley 3727. artj J 5. 
incisos 2í¿ <p y 15; tey 2873. arts. 1* y 5*. inc, 2»; ley 5315. ar- 
tículos i 1 -' y M). 

IO" Que. por lu demás, el art. 21 del decreto de 31 de Mayo 
de 1906, establece "que las franquicias de la ley para las cuñas, 
ríeles, travesanos de hierro y eclisas i>ara ferrocarriles o tranvías 
a vapor, a sangre o a electricidad, rigen aún en el caso de que las 
importaciones se efectúen por casas de comercio o particulares, 
siempre que se compruebe que se destinan a obras de viabilidad 
concretamente determinadas ya se realicen éstas en cstahlcctmicti 
tos públicos o privados", disposiciones (pie aplicada al caso de au- 
tos demuestra la inexistencia de la defraudación a la renta, pues- 
ta» que aún concediendo que el Ferrocarril Central Córdoba de- 
bió previamente avisar a la Aduana por el empleo de sus propios 
materiales en la construcción de un desvío particular pettenc- 
ciente a stt sistema, en ninguna situación se habría producido ili- 
cha defraudación, dado que los materiales que pudieron introdu- 
cir Chtesa Hnos. a tal efecto, lo hubiesen hecho libre de gravá- 
menes. 

II V (Jue no obstante las afirmaciones de la empresa del Fe- 
rrocarril Central Córdolm sobre el origen de la transferencia que 
a|Kircce hecha jxir ella a la casa Travella y Cía., de íiO tanibnrcs 
de carburo de calcio, falta la prueba de que efectivamente se 
trata de una simple devolución y no de una operación de otra 
índole, caía/, de i>oder ocasionar una defraudación a la rema 
fiscal. 
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Í2£ Que en cuanto a ta denuncia de transferencias de mate- 
«ales efectuados ¡«r el ferrocarril denunciado a las casas de co- 
mercio de Angel Alucio e hijos. West India Oil Company ¡ 
Remonda, Mouserrat y Cía.: Wattimu-, Bossiit el Kils, y A. 
Cáncpa y Cía., no existe pruclia cu autos de que las referidas 
transferencias se hayan producido. El informe |>erki.il de (s, 262 
y sigtcs. expresa no haf>er encontrado en los libros de la empresa 
ninguna constancia de míe sea exacta la denuncia en esta parte. 
Por lo demás, los gerentes o representantes de las casas aludidas 
cu fe denuncia, llamados á declarar, han negado terminal Den len- 
te tpie en algún momento sus representadas hubieran comprado 
materiales al Ferrocarril Central Córdolia. 

Pof estos fundamentos, se resuelve: 1" de conformidad eon 
el art. -I.H. inc. é del Gü^%o de Procedimientos Penales, se 
confirma la sentencia recurrida de fsñ ,«¿ y sietes., en cuanto 
desestima la denuncia por no existir el detii.i de defraudación 
a ta renta aduanera: a) |x>r la transferencia de materiales de la 
empresa del Fern .carril Central Girdolia al Tranvía a Vapor 
de iíafaela; fe) |mr el empleo de materiales propios por | ;t empre- 
sa del Central Cúrdoha en la ixiusmieeión de dos desvíos a ía 
casa de comercio de los señores Cliiesa Hitos.; y c> por rio estar 
prohado la existencia de transferencias de materiales a la casas 
de comercio Angel Mmziu e Mijos: West India Oil Company; 
Remonda, .Mouserrat y Cía.: VVattimje. Bóssttt e Kils. y A. 
Canepa y Cía.: >' revocar el lalln de mi referencia en cnanto de- 
sestima la denuncia |mr transferencia de materiales a la casa 
de comercio de TraveHa y Cía., fi cuyo efecto «Miera elevarse a 
plcnnrío est<- proceso; sin costas, atento la naturaleza de la causa. 
Xolifítptese y devuélvanse al juzgado de origen, donde se repon- 
drá el sellado que adeude - Litis V. Cotízales. — Clodomiro 
— Saúl l'a kiits. 
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FALLO W. LA lOKTE SITRIÍMA 

Bátaos Aires, Jiiíiu 27 é¡ 1WS. 

Yisti» l-1 recurso de ablación interpuesto contra la sentencia 
pronunciada a i";., 362 |*»r la Cámara Federal del Rosario en la 
denuncia incoada por linrique A'dlerereittz enntra el Fermcanil 
Central CórdoUi. 

V Ctuisiderandn: 

Que la presente denuncia por supuesta defraudación a la 
renta de Aduana fué deducida en los término* siguientes; "ta 
empresa del Ferrocarril Centra! Cor dolía recibe det extranjero c 
introduce a la República diversas clases de materiales exetitos 
de dereclios de Aduana y una vez despachados para ella, sumi- 
nistra esos materiales 41 [«irte de ellos a utras entidades comcr- 
ciales y particularmente a la empresa de Tranvía a Ya|>or de 
Rafaela que 110 gozan de las franquicias legales antes referidas" 
sin conocimiento ni intervención de la Aduana. 

Que en la causal se ha crimproliad» debidamente que la eirt« 
presa de Tranvía a Vapor de Rafaela hallábase acogida a los 
beneficios de la ley 5315 a mérito de la declaración que le 
fué aceptada jK>r decreto del Poder Ejecutivo de la Nación el 4 
de Junio de 1908 f ísj. 236 1 y gozaki jmr consiguiente desde esa 
fecha de la lilK-ración autorizada por el art. # de la mencionada 
ley. 

Que este antecedente es suficiente pira restar todo valor 
a la denuncia en la pune referente al Tranvía a Vaiwr de Rafaela, 
desde que las trasmisiones de materiales se habrían hecho de 
un empresa liberada de derechos de Aduana a otra qu.e también 
ío estalia. circunstancia que aleja toda posibilidad de defraudar 
o siquiera de disminuir la renta aduanera. 
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Que el hecho de que tules transferencias de materiales se 
hayan realizado sin autorización fie la Aduana no modifica h 
conclusión apuntada desde que, por una jwrti-, el Ministerio de 
Hacienda, superior jerárquico de aquella jwr resolución de 14 
de Abril de 19]/. después de expresar que la empresa de Tran- 
vía a \ aj«ir dé Rafaela lia funcionado con tos elementos tpit: 
le proporcionaba el Ferrocarril Central Córdobi, quien pur trans- 
ferencias internas se descárgala de lo> imat eriales que suminís- 
trala y aquella a su vez reconocía esos caraos, ha declarado que 
tinlas esas operaciones fueron u-ali/adas con conocimiento y 
aquiescencia de las autoridades nacionales: y. por otra, porque 
esta Corte ha decidido que la misión de la formalidad apuntada 
no es suficiente |>ara justificar la aplicación de la |>ciia reservada 
para aquellos actos que dan por resultado un pago de impuesto 
menor que el adeudado, desde (pie la compafiía de Tranvía a Va- 
por de Rafaela disfrutaba también de franquicias aduaneras jwra 
\m materiales de construcción y explotación y ]«>r consiguiente 
tas operaciones realizadas no tiodíaii disminuir por si solas la 
renta fiscal, ai'nt cuando no Imliierau sido dcscuhicrtas, ludios, 
tomo 1,15. papua t ( >7. 

Que en cuanto a las ventas a particulares de materiales in- 
troducidos en franquicia y acerca de los cuales existe sobresei- 
miento definitivo las consideraciones emitidas por Ins pronuncia- 
mientos de primera y segunda instancias, considerandos 5* y 7», 
8» <>. 10» y l>-\ respectivamente), son coitctuyentes para autori- 
zar la solución a que a su respecto llega la sentencia. 

Que respecto a la denuncia f>or transferencia de óO t,tmbo- 
res de carburo de calcio hecha por el Ferrocarril Central Cór- 
doba a la casa de comercio de Travella y Cia.. que el pronimcia- 
iniento recurrido ordena elevar a plenario. corresjxmde obser- 
var que la sentencia en esa |xirte rio tiene el carácter de definitiva 
como lo requiere el art. 3 <J de la ley X" 4055. para hac»T proce- 
dente la apelación en tercera instancia, pues tío pone fin al liti- 
gio y antes bien autoriza su continuación. 

Kn su mérito y por tus fundamentos de la sentencia a|wla- 
cíirjros, ha declarado que todas esas operac« >nes fueron realiza- 
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da, m la confirma éó b pátíé, une ha ixkIíüu ser materia del 
recurso. \ T or i fiques y devuélvanle. rcponiéudnsc...el p$0 en el 
Juzgado de origen, 

V Ui-ikMKjn. ■- |. |"Ti;n:ito f \ \j 
corta. — Rotomo !íki-p;tto. -- 
K. GlJIIXi [,AVAU.E. 




Criminal contra Manuel Q&jtgéfy¿ o hntit,Lm ó Emilio ihüUs- 
trr. (fie, un (iorra Opera o l ift o fil l'autuxma, CoiUÚ'Hfj,! 

rfc compeienciu, 

Sirmuria: V Ku (Os casos di- discordancia del Código IVnal emi 
tina ley pnwsa¡. el predominio de la lc-y de fondo no im- 
plica <¡<ie mí bln invadida las facultades reservadas |Hir las 
Provincias liara dielar sus leyi* de pnieed¡nik-!.n>>. sin,» 
•Ule éstas se hall apartado de los preceptos de la ley sul.s- 
tantiva dictada por el Congreso ni ejercicio de facultades 
1 ropias. y a las t¡ ue las autoridades de rada provincia están 
■ Otiladas ;< conformarse, iirt oblante cualquier diá}W^icÍ¿ÍÍ 
cu contrario que cominean las leves i. constituciones pro- 
vinciales. (Artículos M y 67, inciso II da la < nnsiitueióu ». 

2" Kn razón del carácter terriu.rial e improrrogable di 
ln jiirMiivióu criminal, un j, K v del ftu-ro cnnum de una 
provincia carece de o >mpeteiieia para jti/trar a uti procesa- 
da por delitos no emú. vi- cometidos en jurisdicción de otro 
fvm del iúmno íuetd de otra provincia, y. en conscetienei i. 
para pretender que el juez remu-riilo se inhilia de .t-uir 
ctilcitdiiiido ni |a> referidas causas. 

3» K¡ procesado detic ser entregad., al jue< tt'Itj^j 
prioridad por razón de la comisión de los delitos \ fie; ta 
siiliMat.ciación de los prijccso» respectivos. 

Cuso: I.i. explican las piezas siguientes- 
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DICTAMEN DEL SKÑ'OK HtuCTKADOK i;ií NKKAI. 

llurans Aires Juli<i ].í de 1928. 
Suprema Corte: 4 

El Juta de 1* Instancia en lo Criminal y Correccional dd 
UeparUdmnio Sud Ueste de la Provincia de Buenos Aires, 
plantea cuestión de incoiuiKíteneia por inhibitoria al Juez del 
Crimen dd Rosario, sobre d juz^aniicntu ele Manuel González 
o KniiKiwo (indis, solicitando la remisión dd detenido y (li- 
las cansas que se ie lian formado, fundándose en que las segui- 
das ante la jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires son 
anteriores a las iniciadas en la de Santa I-e. y en que d acusado 
se encontraba profligo por haberse evadido de Ja cárcel donde 
estaba recluido a disposición dd citado juez del crimen de la 
Provincia de Buenos Aires. 

El juez exhortado no acepta la inhibitoria en razón de ha- 
hersé cometido en su jurisdicción los delitos jxir los cuales se 
procesa al acusado ante su jugado. 

J-a circunstancia de que aquel se encontrara prófugo al co- 
meter tos delitos en cuyo juzgamiento interviene la justicia de 
Rosario, sometido por ello a la jurisdicción del juez de Buenos 
Aires, con procesos abiertos ante éste que se jKiraltzan por la 
evasión del prevenido, y de que los delitos por los cuales se le 
acusa son de la misma gravedad, hacen procedente, a mi juicio, 
la entrega del procesado al juez requirente, atento lo dispuesto 
por el art. 8 de ta Constitución Nacional sobre extradición de cri-. 
mínales entre las provincias. 

En tal sentido opino debe dirimirse la presente contienda 
tle coiniwtencia. 

Horacio R. Lumia. 
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I AI.1.U DE LA CURTE SI'I'HKMA 

Bunios Airci. Jiiliu Mi ríe I9J8, 

AütGS y Vistos: 

Los efe contienda <Ic enmpeteneia por inhibitoria trabada 
nnre el Juez del Crimen de Aml PtovBm de Btl«tOS Aires 
y el Úc iyual clase de Rosario, Provincia di* Santa Fe. para en- 
tender eU los juicios que |>or diversos delitos se sitien ame 
:.ml»» ftt^tJos contra .Manuel C.oiizále Z o l-rancisco Ortelli, o 
í-uiuho |íalle>ter. etc.. alias Corra í >vera ú l-'ífi o el Fantasma. 

Y Considerando: 

Que de las arutan.rr.es de J :i eucsiióu propuesta a la deei- 
StOfi ríe esta Corle se deduce: r,n<- éí sujete de r|iie se (rata 
esta procesado ¡tute el Juez del Crimen de A ¡tul por varios deíi- 
los de robos y hurtos que se dicen cometidos en diversas I.^Jj. 
dades wmpECtidt^ en la ¿«^dicción lerrilorial de aquel iüa- 
fííidn y -,„,. podientes dicho, juicios, se , W ralm, la sustancia* 
ciftn de los „„,„„„ ,H, r la fn& del encausad", quíéti ¡„ -arree 
"tas tarde cenia autor de un mayor n& mem ddil(1H Jv |a 
misma especie cometidos en el distrito jurisdiccional del |mv de 
W,o, dcimte e^ta Ibteuté. v se !e «smi, las causas res- 
piel ivas, . 

Quejen esta ilusión, el ) lK , de \*ul promueve la inbibi- 
tuna al dé Horario y requiere le sean enviados el reo y los pro- 

CeSOS 8b l! ' «MmiycWi por ser éstos posteriores a los que tiéí 

mn radicado,, eu su Juzgado. requerimiento a! i|tie tto se hace 
lugar por considerarse que la d¡4|WSÍríótl legal que mvoca el [ Wz 
n.juiiente no liene aplicación fuera de la jurisdicción del mismo. 

Qite : t si planteada la enmienda, procede observar, desde luc- 
io, qjfe su M.|iKÍÓn no puede encontrarse ni en la? ieye* adjetb 
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vas aplicadas al cas»», puesto que no tienen entre si ninguna re- 
lación de dependencia: ni en la distinta naturaleza de los deli- 
tos, [«ir ser en el caso de la misma especie; ni en primacía deter- 
minada iH.r razón de fueros, porque los dos jueces son del mismo 
fuero coim'm: ni en la circunstancia de la radicación de los pro- 
cesos, pirque todos dios acrecen debidamente radicados en su 
respectiva jurisdicción; ni cu las disposiciones de la ley de fon- 
do que se citan, pjrqiic nn se trata de delitos conexos, toda vez 
que i no se relacionan en forma alguna los cometidos en una ju- 
risdicción con Ins consumados en otra. 

Sobre este punto, y con referencia a la última parte del con- 
siderando 4» del auto cíe fs. U, procede dejar establecido que. 
en los casos a que se alude, esto es. en los de discordancia del 
CYkH,.,, penal co» una ley procesal, el predominio de la lev de 
fondo no implica que se lian invadido las facultades reservadas 
m l«s provincias jxira dictar sus leyes de príK-edimicntos. sino 
que estas se han apartado de los preceptos de la lev substantiva 
dictada por el Colares,, en ejercicio de facultades propias y a la 
rjue las autoridades de cada* provincia están oWigadas a confor- 
marse, no obstante cualquiera dispisición en contrario que con- 
tcnjpin las leyes o Constituciones provinciales. Artículos S\ y 67. 
inciso 11 de Ja Constitución). 

One atento el carácter de territorial c miprorroyalife de la 
jurisdicción criminal, es evidente (pie en el raso el Juez de Azul 
carece de competencia para juagar al procesado |>nr los delitos 
cometidos en la jurisdicción del Juez de Rosario, y no ha poí 
dido. en consecuencia, incluir en su requisitoria la pretensión 
d< «pie el Juez requerido se inhiba de seguir entendiendo en las 
causas de referencia y se las remita. 

Xo es |MjsÍlile. entretanto, decir lo misino en enante» a la re- 
nti.si.in del (Heñido, pues como se deja establecido en el prece- 
dente considerando, no queda otro factor de decisión que el re- 
lativo a la prioridnd o precedencia asi en la comisión de los deli- 
tos imputados como en la substanciación de los procesos rcs|>ec- 



66 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



tivos, y sobre este punto nu hay discrepancia entre !«>s contendo- 
res, afirmáiiílnst por uno y otro que la antelación por los «Jos 
concepto* expresados corresponde -ti Jwz reouirente. 

Kn SU mérito y de acuerdo con lo dictaminado [Hjr el Señor 
Procurador Uin-ral, se declara que el Juez de Rosario del»e pro- 
ceder a la entrega del procesado al Juez de Azul, reservando aquél 
lita procesos incoados en su jurisdicción para proseguirlo* efl 
la debida oportunidad. Kemitansc. en consecuencia, los ai:(u> 
al Juez de la IVovineia di- Huemw Aires y avísese al di- la IVo 
vincia (le Santa ¡*e en la forma de estilo y a sus efectos. 

A. lÍMKMKJO. — J. PlGUEKa\ Al.- 
COKTA. — KOUEHTO l\K!>KTTO. — 

R. Cuino Lavam.e. 



U 9 T A S 

t on feclKi dos de Julio de mil novecientos veintiocho, la 
Corle Suprema no hizo lugar a la quejo deducida por doña Con- 
cepción Amor de I3iérscluival, en autos con don Federico líiers- 
cluival, sohrc divorcio, por no revestir la resolución apelada el 
carácter de sentencia definitiva, pues no tenninalta el pleito ni 
hacía ini|«»sih|e su continuación, dado qtie se limitaba a resolver 
una mera incidencia procesal. 



En la misma fecha se declaró mal concedido ](nr la Cantara 
Primera de Apelaciones en lo Civil de la Capital, el recurso in- 
terpuesto por la Municipalidad de la Capital en autos con el Fe- 
rrocarril Central de Huenos Aires, sobre cohro ejecutivo de pe- 
sos, en razón de que la resolución arlada mandando llevar ade- 
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lantc la ejecución, no revestía d carácter de sentencia definitiva, 
dado t|itf no terminaba el pleito ni hacía imposible su continua- 



Mu la inisina fecha se declaró nial concedido |kh- la l amara 
de Apelaciones del kosario el recurso interpuesto jxtr los señores 
Ucmónda, Monserrat y L ia. contra don Francisco C. Hustainan- 
le, solire coliro ejeeuttvu de pesos, por cuanto la resolución ape- 
lada inundando llevar adelante la ejecución, tío revestía d ca- 
rácter de sentencia definitiva, a los fines del recurso previsto por 
el artículo -1" «le la ley 4055. dado míe no ponía fiu al pleito ui 
luid;' imposible su continuación. 



lili la misma fedia se declaró improcedente la queja inter- 
puesta por José <¡ómez, en la causa seguida en su contra por vio- 
lación a la lev 4ÍW/. por no aparecer de la exposición del recu- 
rrente, une éste hubiera interpuesto recurso alguno para ante la 
forte Suprema, que le hubiese sido denegado. 



F.u Ni misma fecha la Corte Suprema de conformidad con lo 
expuesto y pedido pnr el Señor Procurador (ieueral. declaró 
Muí des nudo el recurso del art. 14 de la ley 4N, interpuesto en 
el juicio ". Ygente Fiscal en los autos Cuillermo f falipap. su quie- 
lira" en razón tle no encontrarse comprendido el caso, éfl nin- 
guna de las situaciones previstas en el art. A" tic la ley X" 4055. 



I ji la inicua íeelia no se hizo Ittgpf a la «pieia deducida ]Hir 
la razón social Cías y Cía., en fe causa seguida en su contra, por 
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infracción a la ley 4f/d, (sobre descanso dominical», en razón 
de nu encontrarse el caso comprendido «i nhigHná dé las situa- 
ciones previstas en el art. & de la ley N» 4055. 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don |,,sé Vhlpi Costa en amos con la Municipalidad 
dt la Capital, sobre desalojamiento, por no haberse llenado en el 
caso los requisitos exigidos por el arl. 15 de la ley 48. 



En el pedido de aclaratoria de la sentencia pronunciada j>or 
la Corle Suprema el IX de Al>ril de 1928. un la causa seguida 
por don Rafael Alberto Pálomeque contra la Provincia de Co- 
rrientes, por cobro de pesos, el Tribunal con fecho 2 de Julio, 
ordeno se hiciera saWr al recurrente, que en la referida senten- 
cia se declaró que la provincia demandada estaba obligada a pa- 
ipir la suma de siete mil doscientas siete libras con diez y ocho 
chelines o su equivalente en moneda legal al cambio de 227.27: 
de donde resulta que no se fijó el cambio de la libra esterlina 
en 227.27, sino ipie partiendo del valor en |>esos (tro que corres- 
ponde a cada libra, el equivalente en moneda legal de aquella can- 
tidad del» obtenerse al tipo de 0.44 centavos oro por cada peso 
moneda nacional papel. Articulo 1". lev 3871. 



En cuatro del mismo la Corte Suprema por los fundamentos 
legales y de doctrina contenidos en el dictamen del Señor Procu- 
rador General, no hizo lugar a la queja deducida por los señores 
Ferrando y Serrot. en los autos Juan Kamorini contra Ferrando 
y Serrot y Juan y José Drysdalc, sobre cobro de pesos. por cuan- 
to la resolución apelada era de carácter procesal, en la que el tri- 
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Ininal recurrido aprccialui su propia jurisdicción, siendo irrevi- 
stblé por la Oírte Suprema en la apelación extraordinaria que 
acuerda el art. 14 de la ley 4K; agregándose, además, que la so'- 
ciedad recurrente, había dejado pasar !n ojmrtunirfnd ¡Ktra apc 
lar, dado que no se suspende el término para iuterptuier el re- 
curso extraordinario, por la deducción del de aclaratoria, según 
lo reiteradamente resuelto pc, r él tribunal. 



lin la misma ícCha la Oírte Suprema -le conformidad con lo 
dictaminado jkm- el Señor Procurador General, no hizo lu^r ; , 
la íjueja deducida en la causa "Podestá de Ghi¡tp>¿ Rosa Manea- 
rita, su insania", en razón de que la sentencia pronunciada por la 
Cámara Segunda dfe Apelaciones de la Capital, se había limitado 
a denegar personería al denunciante de la insana, lo que es 
irrcvisihle |«ir el tribunal jmr vía del recurso extraordinario, to- 
da vez que el auto recurrido tío minia las condiciones de senten- 
cia definitiva requerida ]*>r el articulo 14 de la ley número 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Manuel I.. Lemos. en el juicio seguido en su contra. i«>r 
infracción a la ley 4/ifil, —sobre descanso dominical—por resul- 
tar de la propia exposición del recurrente que la resolución de 
Ifi Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la 
Capital, confirmando la de primera instancia, se bahía limitado 
a apreciar, en el caso, cuestiones de hecho y de derecho común, 
con motivo de la aplicación de la expresada ley 4T/il que ri^a' 
en la Capital y Territorios Nacionales v de los arts. 67 del Có- 
digo Penal y 144. 495 y 4% del Código de Procedimientos Cri- 
minales, que no fueron observados como contrarios a la Consti- 
tución Nacional, todo lo cual es ajeno al recurso extraordinario 
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que autoriza ( -l art. 14 de la ley 48, atento lo que disponen los 
arts. 14 y 15 de la misma. 



Un la misma fecha te Corte Suprema |Kir los l'uiidamentos 
légales y (fe doctrina del dictamen del Señor Procurador General, 
declaró no haber lujíar ¡i | a mit .j ;i deducida por don Carlos Chiap- 
pe y otros, eti los autos sucesorios de don Antonio Chiappe, por 
cuanto la resolución pronunciada por la Suprema Corte de (a 
Provincia di- Huimos Aires, hahia decidido solamente una cues- 
tión de carácter procesal que su refería a la procedencia o im- 
procedencia de uu recurso de orden local como ¡o es el de mcons- 
titucinnafidad e inaplkabilidad de ley, establecido cu c! Cótligo , 
Provincial de IWcdimicntits. y resoluci .nes de mi naturaleza 
ai las cuales im trihunal local, poir interpretación y aplicación 
de leves también locales, aprecia sn propia jurisdicción, son irre- 
míbles por ta ( orle Suprema en el recurso extraordinario inter- 
puso (art. 15. ley V 48). 



Ku Ja misma fecha im se hizo lugar, igualmente, a ta queja 
deducida por doíiH Rosa Margarita Podestá de Chiappe en Jos 
umo> sucesorios de don Antonio Chiappe, en razón de que el re- 
cursi extraordinario interpuesto lo había sido respecto de una 
resolución dictada ]M»r la Suprema Corte de Justicia de la Pro- 
vincia de Ituenos Aires, en la guc se Hinitalia a declarar hien de- 
negados los recursos de inaplicabilidad de ley, doctrina legal e 
¡ncou>titncínnalidad. deducidos para ante ella. Ínter) >rctarulo, en 
él caso» preceptos contenidos en una ley local de orden procesal, 
totló lo cual es irrevisihle por ta Corte Suprema por via del re- 
curso extraordinario, sej^uti lo disponen el art, 14 de la lev 4S 
> 16 reiteradamente resuelto por el trihunal. 
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En la misma fecha su declaró improcedente la queja dedu- 
cida txjr los señores Traverso y Kugcnto. en autos con doña Na- - 
talia Patdo de O'Comior. sobre desalojamiento, en razón He no 
haberse llenado en el caso con los requisitos exigidos jtor el art. 
15 de la ley W 4Ü. 



Con fecha diez y seis ta Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado jMir el Señor Procurador General, decían') mal 
enneedid" i>nr la Cámara cu lo Criminal y Correccional de ía Ca- 
pital, el recurso de ablación interpuesto por Antonio 1*. Ghio. 
en ía causa seguida en su contra por infracción a los arts. 2406, 
2634, 2409 y 3657 del Digesto Municipal, en razón de no haKr- 
se cumplido por el «nielante al deducir el recurso extraordinario 
con los requisitos exigirlos por el art. 15 de la ley X" 48. 



Kn la misma fecha tajá se hizo lugar al recurso deducido pr»i 
don liartofomé Saraví y don Gregorio Rivas, contra resolución 
de la Contaduría General de la Xación. cu razón de que el re- 
curso extraordinario autorizado por el art. 14 de la ley de juris- 
dicción y competencia a que se refiere el art. 6» de la ley 4055, 
sólo se acuerda contra resoluciones judiciales y en los casos men- 
cionados en dicho articulo; y la resolución dictada \k)t la Con- 
taduría General de ta Nación y contra la que se interpone dicho 
recurso, nn reviste el carácter de sentencia judicial definitiva 
desde que no ha tenido lugar el juicio contencioso en que se 
niegue o desconozca la aleación de disposiciones de la ley del 
Congreso que sean materia del juicio. 



En ta misma fecha no se hizo tugar a la queja deducida por 
el Banco Hipotecario Nacional en autos con doña María de tos 
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Angdes V, de Elnriondo, sobre cp^rp de (usos, en razón de no 
encontrarse el caso comprendido en ninguna de las situaciones 
previste» por eí art, & de la ley 4055. Al pedido de rccimsidera- 
rinn formulado por el Banco, el tribunal con fecha _ J 5 del mis- 
ión, ordeño se estuviese a lo resuelto, dado que la sentencia dic- 
tada jwr el juez de primera instancia y confirmada ñor mis f im - 
dáraentos jx.r el tribunal de alzada, se habia limitad» en el casi. 
a resolver la vueMión controvertida aplicando e interpretando 
preceptos de direcho mmnn— art. 4023„del Códígp Hi-iN-y ana- 
íiiiáridb puntos de hecho y de pruelja, todo lo cual es a jen» al re- 
cium» extraordinari» de puro dérecHo federal. Art. 15. ley 4K. 



En diez y ocho del misino se declaró improcedente la queja 
deducida pir don Lorenzo M. líarrouqüere en autos con los st- 
ñores Safaherry y Uerci tche. sobre defraudación " la renta adua- 
nera, dado que la sentencia recurrida aparecía fundada en con, 
sideraciones fie hecho y de prueba que no pueden ser revisadas 
por la tone Suprema, por vía del recurso extraordinario, las 
ntie, por otra parte, eran suficientes para sustentar el fallo ape- 
lado. 



En la hiisina fecha se declaró improcedente la qüe|á dedu- 
cida |H>r don José Asserrl.», apelando de una resolución de im- 
puestos internos. \w,r no tratarse de ninminn de los casos previs- 
tos t^r el art. 5* de la ley N- 4055. y resultar de la propia ex|H,- 
sicioii del recurrente que la sentencia de la Cámara Federal lio 
tenia el carácter de definitiva, puesto que M - había limitado a de- 
clarar la improcedencia de! recurso de queja por denegación de 
justicia interpuesto ante el Juez Federal. 



Con fecha diez y ocho la Corte Suprema de conformidad 
con lo dictaminad» por el Señor procurador t i eiieral. declaró hit- 
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procedente l;i queja deducida i*>r don (itulleniio l>. Fir|>u en 
autns con el Ferrocarril Central Argentino, sobre devolución de 
fletes, en razón de halarse interpuesto el recurso fuera del tér- 
mino acordado |K>r e! art. 2M de la ley nacional .V 1 50. so|jre 
| >rocedim¡entos federales. 



Kn veintitrés del misino el Tribuna] de conformidad con lo 
dictaminado |ior el Señor l'rocurador Oneral declaró improce- 
dente, Vitalmente, la queja deditcída por la Municipalidad de la 
Capital en aütoS con los señores Angel IJesimone y Tomás Dina- 
late. |«ir cobro ejecutivo de |>esos, en razón de que ta resolti- 
ción pronunciada jxir el Juez de Paz de la Sección 8» de la Ca- 
pital, no era ta definitiva que exige el ari. 14 de la ley 4X, datln 
que después fiel juicio de apremio puede el vencido hacer valer 
*is derechos en el juicio ordinario, demandado la re| «lición de 
lo indebidamente iiagado. 



Con fecha veinticinco no se hizo tugar a la queja deducida 
|«>r don Benito Ferrara en autos con el Jockey Club. |>nr resul- 
tar de la pnmia e.\|*>sidón del recurrente que la resolución dic- 
tada por la Cámara Civil 1» de Ablaciones de la Capital, se ha- 
bía limitado a declarar que los trihunates no pueden rever una 
. resolución pronunciada por el Jockey Club. ]*»r la exclusión del 
Stud llonk. de los caballos de pertenencia del recurrente, es decir, 
cuestiones regidas por el derecho común que no pueden ser revi- 
sadas |Mir la Corte Suprema jw vía del recurso extraordinario de 
puro derecho federal, atento lo que dispone el art. 15 de la ley 
número 48. 



Con feclia 25 de Julio de 1928. fué confirntaila por la Cor- 
te Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de 
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Apelación de U J'tata. la que confirmó, a su vez, Ja pronunciada 
por- el Juez Letrado (leí Territorio Nacional del Etíq Negro, que 
condenó a José Navarro, a sufrir la pena de catprce años de 
prisión, accesorias legales y costas del juicio, corno autor del 
tlelitu de homicidio perpetrado en la perdona de Alejandro Pé- 
rez el .lia 21 de- Febrero de 1927. en el parjps denominado "Las 
Hayas", departamento ( | t . I^unvéu. juriMliccióii de dicho te- 
rritorio. 



líu veintisiete del mismo fué confirmada, igualmente, por 
ta Corte Suprema, la sentencia pronunciada i«ir la Cámara Fe- 
deral de Apelación de 1 st Plata, la que confirmó, a su vez. la dic- 
tada por el señor Juez Letrado del Territorio Nacional del Kío 
Negro, (|ttc condeno a José Desposorio Alonso, a sufrir la pena 
de catorce años de prisión, costas y accesorias legales, como autor 
del delito di- homicidio perpetrado en la jwrsona de Isaac Balda, 
en el i«iragc denominado Conán Niveo, jurisdicción del expre- 
sado territorio, el día veinticuatro de Diciembre de mil novecien- 
tos veintiséis. 



En ta misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema la 
M-meneia pronunciada jxir la Cámara Federal de A|>rlacióii de 
J-i Mata, ta que confirmó, a mi vez. la dictada por el Juez le- 
trado del Territorio Nacional del Clmhut. que condenó a León 
-\l«lo a sufrir la pena diez y seis años y seis meses de prisión, 
accesorias leyales y costa del juicio, como autor del delito tic 
homicidio perpetrado en la persona de Lorenzo Ramo* en el pa- 
taje llamado "Caiiadón Blanco" de la Colonia San Martin, ju- 
risdicción del espresado territorio, el día 19 de Noviembre de 
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lion üthuinln StmuinttH ¡M.tpiur cmtm ,7 Gobierno Xotñnuü, 
cohr» f/r fisos. 

.Sin,mr¡p: l Als servicios de perito tasador tu un juicio de vxpro- 
|)iacióti seguido por el Kísco contra un particular. t>., pueden 
cotistdemr.se coirio una prolongación de l;is funciones o ac- 
tividades de abogado t!e un .Ministerio Hww$ (en el caso, 
del di- Relaciones Exteriores; y por lo lauto, no se euciien- 
tran comprendidos en el art. W de la ley 11.027. 

Caso: títj explican las piezas sij- mentes ; 



SKNTi-xrjA del juey, hcokilu. 

Ilm-iios Airrs. Jttíifi I»> «le l'L'7. 
Y Vistos: listos autos promovidos |H>r don Eduardo Sar- 
miento Laspiur conira la Nación, sobre cobro de pesos, de los 
que resulta : 

1" Qnt¡ el actor maní fiesta en su demanda de ís. |. tp- en 
el juicio seguido por ante el Juzgado y secretaria actuaría, el 
Risco Nacional siguió una acción de expropiación contra The 
Western telegratih l.t<la., en la cual fué designado de oficio 
perito (enero, regulándosele en concepto de honorarios (n»r la 
Exma. Cámara en lo Federal la suma de ? 1.000 %. y a fin de 
obtener su pago, inició la gestión administrativa del caso, dic- 
tándose una resolución contraria a sus pretensiones |>or el Mi- 
nisterio de Obras Públicas. Entiende que esta repartición ha ¡n- 
icriiretado mal el art. de la ley 11.02;, |x,rque dentro de su 
profesión de abogado, sí bien desempeñaba el puesto de Aséstir 
letrado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, el tra- 
bajo de tasador no tiene afinidad alguna con ta del letrado. So- 
licita que se libre oficio al señor Ministro de Obras Públicas 
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para que remita el expediente 18.840, letra S. y t >ide, en defi- 
nitiva, que se haga lugar a ta acción entablada, con intereses v 
ensta». 

2? Por auto de ís. 21 vía. se destara la competencia del juj^ 
eado |»ira entender en la cansa, en virtud de to dispuesto en el 
artículo 2* inciso ri* de la ley 48. 

& VA Procurad.*- Fiscal cnntesia la demanda a Es. .Í2. con 
arreglo al decreto del 1». K. de ís. 31, manifestando que ante la 
amplitud de lo.s términos del an. 39 de la ley 11.027, el actor 
eoiiin Asesor Letrado del Ministerio dé* Relaciones Exteriores, 
es decir, como empleado a sueldo de la Nación, no [Hiede recla- 
mar honorarios en el asumo a ([lie alude. porque se trata de una 
causa en la que el Fisco es parte y sea que se considere que el 
trabajo revista el carácter de profesional o el de [H-rieial. siem- 
pre se encuentra comprendido en la disposición citatta. (|ite lia- 
Ma de |>eritos y jiro fes ¡una les de cualquier categoría. Pide el 
rechazo de la acción, con costas. 

4 V Que a ís. Mt. don Podenco /. Meiana se prese" ta por 
¡»arte en los autos, en su carácter de administrador judicial de 
los bienes de ta sucesión del U. Kduardo Sarmiento Uspiuí y de- 
clarada la cansí de [Miro derecho, se présenla [>or la parte actora 
el memorial de fs. 38 y se llama autos a ís. 4t. 

5* Por excusación de los Jueces Federales doctores Saíd 
M. Kscoliar y Rodolfo Ferrer. admitida por la Exma. Cámara, 
se pasan los autos al infrascripto, en su carácter de Defensor de 
Pobres o Ínca[iaccs en turno. 

Y Considerando: 

1" «Jue don Kduardo Sarmiento Uspiiir prestó servicios a 
b Nación extraños a los de aliogado o asesor letrado, que eran 
los que le corres|>ondian en el puesto que destmneñalia en el 
Ministerio <le Relaciones Exteriores y Calta, 
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2-' One los servicios ele tasador en el juicio <pic siguió el 
Pisco Racional contra The Western Tekfíraph Limitada. ]xir 
expropiación, no pueden considerarse tina prolongación de sus 
funciones o actividades de? ahogado de un .Ministerio, pues son 
absolutamente extraños a la profestón referida, no siendo admi- 
sibles fas consideraciones ipte hace eJ Ministerio de Obras Pú- 
blica* a fs. 13 del expediente agregado por cuerda floja, cuando 
rechaza* la ]»etición del demandante, afirmando (pie las funcio- 
nes de perito tasador caben dentro de las actividades profesio- 
nales tlel cargo que desempeñaba. T.os ahogados iki tienen contó 
los médicos y otros profesionales aptitudes \xini tales funciones 
que deriven de la especialidad de sus estudios, las «ttc son des- 
empeñadas casi siempre |«ir rematadores. Eso no impide que en 
un caso dado puedan realizar el trabajo de tasador de inmuebles, 
venciendo las dificultades propias de los que no son rematadores 
intermediarios en las ventas de esa clase de bienes. 

3" En el caso de autos, al realizar el actor un tralmjo ex- 
traño a su profesión y actividades, delic retribuírsele, ya que no 
imede admitirse t)uc la ley haya querido estalilecer una carca 
de carácter general para los empleados de la administración, jmr 
la cual dclwn realizar todo estudio o traliajo extraño a sus fun- 
ciones y aptitudes que les fueran encomendadas por los jueces 
en causas en que el Fisco sea |>arte. sin reclamar la remunera- 
ción corres|M>ndientc. 

4" Que los términos tlel art. 39 de la ley 1 1.037. que es una 
reproducción del 38 de la ley de |>resnpuesto de 1920, introdu- 
cido por primera vez en el presupuesté nacional sin discusión 
ni explicación que fijara su alcance, aún cuando se tomaran 
alónimamente a la letra, no llevan a su solución favorable a la 
tesis del representante tlel Fisco, pues la disposición se refiere 
a los peritos, es decir, al personal que tiene conocimientos espe- 
ciales sobre arte o industria y en el caso sufr judicc el profesional 
Eduardo Sarmiento Uspiur no era un perito en el sentido de 
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aíjuella lev. |>or más qtie (nielo realizar mía pericia discrelá pre- 
vía información que estala a su aléatiec, dado, que la ft&cióit 
ile tas.nli.r de inmuebles no exige largos aludios (1c aqtwHbs 
qué preceden a la obtención de un titulo prpf élibnitt. 

Kl propósito i|iu* guió al legislador ai dictar ta disposición 
'le la ley de presupuestó «le que se lia hcctin referencia, es el 
(TííSirtO (|tic motivó la sanción de la ley ,í,Vi5. sobre nombramien- 
to de médicos y qumíicos y consistió en evitar lo» abusos e irre- 
gularidades qtie se prodücian con los nombramientos ,ui hoc¡ que 
se traducían en inertes erogaciones |Kira la Nación. Designando a 
los profesionales i-m picados en la administración, se satisfacía 
él doble propósito de que los peritos fueran competentes y de 
la economía de la Nación (mensaje del I'. K. de lo de Agosto 
de 1ÉS95. discursó del diputada Daniel en la sesión del 21 de 
Agosto de 1895 y art. M7 del Código de l'roced ¡miemos Cri- 
ni ¡nales). ['en. citando a falta entre los empleados de la Nación 
de profesional.* con título para el cargo, se recurre a un funcio- 
nario enalnuiera. exigiéndole un traliajo extraño a su profesión, 
no existen fundamentos atendióles para negar la retribución, El 
funcionario o empicado realiza, entonces, un tralmjo extraño íi 
sus actividades, que no es posililc considerarlo como una prolon- 
gación de sus funciones en la administración. Casos de esta na- 
turaleza son raros y el propósito de ta ley de evitar abusos y 
gastos pesados a la Nación no está comprometido por esas situa- 
ciones excet>cionalcs. 

5 l.ov ténninos del art. de la lev 11.027 no se oponen, 
como he dicho, a la solución indicada, pero aún en taso de duda, 
entiendo, como mi distinguido camarista, "que la interpretación 
y aplicación fie las leyes del* ser hecha |»or* tos jueces con un 
criterio justo y elevado, inspirándose en el espíritu jurídico del 
derecho jvara la solución de los casos sometidos a su fallo, y esta 
afirmación se rnUtsteee, si se tiene en cuenta que el art. 60 del 
Código de IWedimienios dis|*>nc que el juez debe de interpre- 
tar la ley según su ciencia y conciencia. El precepto es claro y 
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terminante. I-a delicia y conciencia propia de los jtieces priman 
en sus decisiones itóMé cttalqníer uira interpretación ajena con- 
traria a sti criterio." Yotn cid í)r. Dupuy, falto del 24 de Di- 
ciembre de 19Í9. Ziirrueta v. Panchet de Longuevillc. 

Por las consideraciones que preceden y lo dispuesto en el 
art. 18 de la ley 189, fallo: condenando a la Nación a tutear a la 
sucesión del doctor Eduardo Sarmiento Laspiur la siíniá de un 
mil pesí» moneda nacional, con más sus intereses a estilo de 
Banco desde la notificación de la demanda, sin costas, dada h 
naturaleza especial de la cuestión resuelta. Xoti fíchese, repón- 
gase el sellado y oj Mínimamente archívese. 

Luis Íakjus Harán. 



SENTENCIA I>E r.A CÁMAKA FKDERAL 

Rueiins A iri s. Octubre 28 (te 1927. 

Y Vistos: 

IV sus fundamentos, se confirma la sentencia arlada de 
fs. 55. y en consecuencia, se declara que la Nación debe pagar a 
la sucesión del doctor Eduardo Sarmiento Ljspiur la suma de un 
mil pvsm moneda nacional, con intereses estilo de Manco, desde 
la notificación de la demanda; sin costas. — T. Arlas. — J. P. 
Luna. — José Man ó. 



DICTAMEN DEL SEÑOR l'KOCL'RADOR «ENERAL 

Buenos Aires. Abril 25 (k- 1924. 

Señor Ministro: 

El doctor Eduardo Sarmiento laspiur solicita del < mi tierno 
de la Nación el |wgo de los honorarios que le ha regulado la 
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Cámara Federal de Apelaciones de la Capital, |H.r sus f|inffl|es 
de perito tasador tu el juicio "Fikeó Nacional contra Tin- Ww- 
lern Telegrapli Cía. I.da.. sobre expropiación." 

listas funciones «m ajenas y diferentes de las qüf corres*- 
pQPílen al cargo de Asesor Letrado del Ministerio de Relaciones 
Kxteriorcs. mu el recurrente desempeña!» cuando (jfíció tic pe- 
rito. 

U prohil)ici6n del art. 39 de la ley W 11.027 comprende, 
ii mi juicio, si llámente a los empicados <pie son IJaniados a de- 
sempeñar funciones de la misma naturaleza de las inherentes a 
su empleo y que jjor tal razón pueden considerarse como una 
proíortjfitción dé estas últimas. 

listas consideraciones fundamentan mi opinión en el sentido 
de «pie al doctor Eduardo Sarmieruo l.aspiur no está inhibido de 
cobrar los honorarios referidos, a cuyo pago del»e el Gobierno 
Xacimial contribuir en la forma presoripta por el art. 1K de la lev 
de expropiación X" 1H9. 

Horado K. Lnrrvla. 



KAU-ü DE LA CORTE Sl l'KKMA 

Bücnoí Airus. A¿o»to \ v ¿c 1V2H. 

Autos y Vistus: 

Por los fundamentos de la sentencia di- fs. 55 míe luce suyos 
la Cámara Kederal fie Ablación de la Capital, y las considera- 
ciones aducidas en el dictamen del Señor Procurados General a 
fs. 12 del exjiedicnie agregado W 18.840, letra S. del Ministerio 
de Obra* Publicas, se la confirma en la ]*irte qué ha iludido 
ser materia del recurso. N'otifíf píese y devuélvase al tribunal de 
procedencia, donde se repondrá el papel. 

A. Bermejo. — J. Figurroa Al- 
corta. — - R. Gi-ino Lavalle. 
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Dtfifa Mono Ww fióse Laririéee coufra ta Prwinda ,/.■ So,, 
Luis, sobre cobro de pesas. 

Sumario; Iv L< M efectos de ta eviceión en el caso de un ¡¿figo ¡H.r 
entrega dé bienes, están equiparados a (os que rigen las reía- 
cioues entre comprador y vendedor. (Art. ¿141. Código 
C ivil |. 

2* l-i cunikiiación hecha a los herederos del enajenan- 
te sobre restitución del (.recio de la cosa o de los daños e 
intereses causadas i*,r la cvicción. es divisible entre ellos 
(Ari. 2107, inciso >-*). 

3* Comprobado ([tu- la provincia demandada, enajenan* 
le. intervino «i el juicio dé reivindicación seguido por un ter- 
cero contra uno de sus sucesores a titulo singular, y que 
tomó a su carga la defensa de los derechos discutidos de és- 
te, a mérito de haber sido citada de saneamiento, carece de 
aplicación la disposición del art. 2110 del C Civil. 

4" Acreditados los hechos en ( |iie se ta la demanda v 
om- encuadran en lo dispuesto por él Código Civil* en los 
arte, 1414. 2WW, 20%, 2097. 2118 y 21 19. sobre eviceión, 
corrcsjx.ndc hacer lugar a la demanda. 

Coso: l* t explica el siguiente: 



KAU.o lt£ |.a CORTE SI I'HKMA 

M 

Iíwihis Aires. Afcbstu \ > iV vm. 
Y Vistos: este juicio seguido |»or dona María Luisa lliwc 
de Uriviere contra la provincia de San l.uis sobre cobro de pe- 
sos, fiel nial resulta: 
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Qne se ret lania n la nombrada provincia el |myo de la ¿unta 
de cincuenta y nueve mil ochocientas cincuenta |>esos con veinte 
y dos centavos moneda nacional, que adeuda a la actora en cum- 
plimiento de la obligación de sanear la evicción de un campo 
vendido por ella a Dolores Armstrong de Dose, de la cual aqué- 
lla es sucesora. Isabel Armstrong de Etortondo, Carlos Dose, 
Entina Armstrong y Tomás Sait Georgcs Armstrong. 

Oue por escritura (le 16 de Octubre de 1894, el Gobierno 
de la Provincia de San Luis transfirió el dominio de un lote de 
tierra fiscal N» 10, letra A. de la primera sección, compuesto de 
diez mil hectáreas, a las |>ersonas nombradas. 

Que éstas a su turno, lo vendieron a don Carlos Guerrero 
en la misma profwción que tuvieron en la adquisición, según 
escritura otorgada en esta ciudad el 19 de Marzo de 1896 ante 
el escribano don Adolfo Pneyiredón. 

Que en 19 de Diciembre de 1896 Catalina Stafford de llo- 
viere demandó ante el Juzgado Federal de San Luis a don Car- 
los Guerrero por reivindicación tle las diez mil hectáreas aludi- 
das, radicándose el juicio ante esta Corte como consecuencia de 
la citación de evicción hedía por la actora a la Provincia de Cór- 
dotn. y siguiéndose la causa contra el representante de ésta y 
«1 de la Provincia de San Luis, también traída al juicio por cita- 
ción de evkción. 

Que con fecha 13 de Junio de I90y se falló el pleito conde- 
nándose a don Carlos Guerrero a entregar a la señora Catalina 
Stafford de Bowers la suerte de tierra objeto de la arción dedu- 
cida, lodo sin perjuicio de los derechos que a la Provincia de San 
Luis puedan corresponderlc contra ta de Córdoba, en virtud de 
la liase cuarta del compromiso arbitra) citado/ i*»r el valor de 
este lote de tierra. Y esta sentencia fué cumplida por intermedie» 
del juez dt paz de lluciia Esperanza. 

Qitv asi privado Carlos Guerrero de las 'diez mil hectáreas, 
con fecha l*í de Marzo de 1909 dedujo demanda contra sus ven- 
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«r Mappem.ach. con el fin de obtener el resarciimento de £ 
l*r uk,c« anersentc, de la cvicción. El p 1e ¡to fué fallado por I. 
Jiwtíca «rd.nana de la Capital condenándose a los demandado 
y entre estos a doña María La* 1W de Lariviére v a^ to 
Carlos Dose como herederos de dona llores Armstrong de Do- 
lará « Pr °!T ,0n * ? r<?S|>ectÍVaS ^ h ^™ S . a 

SSS , " m ,* tre, " te mH y SUS * acepto 

dccferohicmn de precio desde la fcd» de la demanda y la que 

~J « !° r dentTO de fa <<* -uto cincuenta mil pe Jen cT 
c*pto de danos y perjUKÍos. y las costas del proceso. Don Carlos 
Guerrero prestó «I juramento estimatorin por el máximum de la 
suma fijada en la sentencia. 

ÍJue como los efectos de la ¿jjgjft estal*., destinados a re- 
l*r|„ ?r ,>l>re la Provincia de San Luis, el juez de la ca«« t 
pencan ele los demandados, ordenó la citación de saneamiento 
* a mella, b cual tuvo intervención e„ todos los trámite* del 

JUICIO. 

|tíe consta en los referidos auto, une en cumplimiento de 
ÍSPSS C S ! nu ; in,,cmo ™™ncia de la evicción del cam- 
po El g„,„cau doña Maria Luisa Dése de Uriviére ha S 
gado a don Carlos Guerrero | a suma expresada de cincuenta v 
n m y$ m.l ochocentos cincuenta pesos con veinte y dos centavos 
que representa la mitad de la condenación relativa a la parte eme 
en ella corres^ndía a la sucesión, de la señora Dolores Arn's- 
irontr de l>»se de quien,, eran, en virhtrl de los antecedentes 
que enuncia únicos sucesores en sus bienes, la actora y el doc- 
lor t arlos Dpse. f 

Que d t acto jurídico de la dación en pago ,, e , Cíl)) ' , 
Qmucau . hecha por San Luis a la señora Dolores Arrostro,* 

£^T2 V ad,IUÍrc " tes - í,e m ¡nstmye ta escritura 

referida de 16 de Oc, , de 1894, creó la relación jurídica en- 
tre dichos señores y la provincia 



84 



TALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



\ jue por la presente demanda ta señora de Lariviért- asunte 
el carácter «le aetnra respecto <k' la Provincia de San Luis y n- 
chuna !o fltic ha |>aga<lo como consecuencia del saneamiento enter- 
arme de la evicción acaecida de mi inmitcUte enajenado \mt la 
lirovincia a su cansino- y ijfe >\iwn ellá y el doctor U>si m*) 

lKTlt!lTitS UlltVtTSlleSi 

Que. fundando m pi-iidon en tos arts. JI1S, 21 1 1 '. 2114. 
2121. 2ÍMW. 2t! ( K). 2tW/. 2117 y mis loncordaiile* del £§- 

djjgíí íllvi!, pide «1 definitiva SC COÍtdfeut a la Provinria dé S:m 
Luis al (Jajgá de la suma de cincuenta y nueve mil ochocientos 
cincuenta peso* con veinte v do* centavos moneda nacional ri la 
que e) tribuna] estime insta i*n con¿ccueneia de los hechos cx- 
j)tu , - , 'i>. con más intereses y cortas. 

( hit- acreditada m áMüty huhiere htgfftt por deruh», la iu- 
risdiecióii originaria de ésta lorie, corrióse a i>. 1" tra-lado de 
la demanda a la l'rovincia de San Lui>, el ([tic- im siendo eva- 
cuado |Mir el representante de ésta, se la dió por coun-Mada 
¡n|iu-tla en rchcldía. Ki¡ seguida se reeiliió la causa a pruelKi ís. 
¿i* vía, y producida la <|iie expresa el lenificado de i-, ¡S) vía. 
alegó solirc mi mérito solo la |tarte aetnra. poniéndose %% %Vi\ih 
al despacho a ís. .55 vta. 

Y Considerando; 

Q«e COII l*» tCSttinoni^ de escrituras corrientes de f& I 
a ís, S, del juicio I h isv Contra San Luis aj;rrj;adn como jirncha. 
se ha justificado mu* doña María Luisa l>osc di- Lamiere y 
don Carlos l>ose. a mérito de la compra de las acciones y dere 
cbps a !Ítl herencia verificada a su hermano dttti Knrimie. inenr 
piraron a su patnrtittnio; |Nir Jáaííés iguales, los derechos y ¡tfhii* 
¿raciono r|iif cOOStitlitmi é de su señora oiadre doña Dolores 
Annstrniij* fie Dose. 

Une la prueba iraida a lo» autos lia justificado lo?* Mullien- 
tes hechos y antecedentes y|iKltl|^libs a la acción deducida: a> 
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%m con hvh.t íri m ( múiw *k i04 4 $é®m m ia VMm 

de San Luis dió en |agu ¡>nr entrcgn fie dignes a ¿toña Isabel 
Arastponif de fctonclo, Dolores %*?frong de iw. ©iüna 
Aims(ron K . Tomás Saint 'in.i^s Armstronj; y tlóna Maria Lfli- 
si pfcaejgB Utriviérc una fracción de cani|m denominada "Iíl 
<. turnean" con la eatÉentfón y (uíderas expresados en la escriiura 
m U-siiinunia.h abra de fs. ó<> a fs. 75 del exilíente agn-Radn 
como pruelw. | lose coinrn San Luis ya cila.lo; b) que esa tierra 
fijé vendida n-r ios nombrados a don Carlos Guerrero en 19 dé 
Mar/.» de tKOfi ante el cscriliauo de esta Capital don Adolfo 
Plicyrredón. Véase testimonio de fs. _> a f4 del expediente ayre- 
«<>mo prneU-i. i ¡uerrero contra Arnistniiifr ; c ) 0C el I') 
(le DicieinLre de IÉ$ doña Catalina Sta fiord de Houers dedujo 
contra don Carlos Guerrero juicio de reivindicación de] campo 
"El Quincan". alegando titulo otorgad» por la Provincia de 
CórdolKi la ijjie fué citada ríe evicción asi como la de San l.ttis." 
las cuales siguieron el inicio en defensa de sus sucesores Por 
.sentencia de Junio U de 1907 esta Corte falló en definitiva el 
juicio condenando a don Carlos Guerrero a devolver a la señora 
de IWers el inmueble reivindicarlo. Véase e| juicio resistivo 
agregado como prueba; d| .pie desdido Guerrero del campo 
arlipiindo a los Armstrong, inició contra éstos por ante el juz- 
gado del Dr. Klappetilttch, juicio jtor la indemnización de los 
daños y perjuicios emergentes de la evicción. el rpie fué resuelto 
condenándose a los demandados .-, pagar la cantidad de treinta 
mil pesos en concepto de devolución de precio; costas de la escri- 
tura ríe coinpra-vema y ciento cincuenta mi! pesos moneda na- 
cional a título de daños y perjuicios por haU-rlos estimado el ac- 
tor en esa suma al prestar el juramento que le fuera deferido 
sobre el importe de aquellos. Véase fs. .177 a .W; fs. 453 a fs. 
4T.7; y 472 del juicio (¡tierrero cóntra Annstrong traído como 
prueba; el que en cumplimiento de esa sentencia, doria María 
Luisa Dose de I^rivtére alionó al actor pop su parte corres- 
pondiciue en la condenación, lujo protesta y salvando sus dere- 
chos imra re|*tir comra la IWÍncia de San Luis., la cantidad 
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de cincuenta y nueve mil ochocientos cincuenta p&S¡0$ éOh veinte 
y d09 centavos moneda nacional. Véase constancias di* fs. 4/N. 
4X1, 524, $97 y í»2u tíiél expediente citado. 

Ouf jmr la presente acción, duna Maria Luisa Üfm de 1.a- 
Hviére, reclon ta a la Provincia de San Luis Ib que aquélla ha 
pagado a don Oírlos (¡tierrero eonin consecuencia de la evicción 
producida. 

Qtía equiparado-» los efectos di" la evicciórt en el casi» de un 
pago ]Mir t-nire^a de bienes, a los tute rigen las relaciones enlre 
Cpniprádor y vendedor (art. -114 Código Civil ) y admitida la 
divisibilidad de la ci mdenación heetia a los herederos del enaje- 
nante sohrr restitución del precio de la cusa o de los ríanos o in- 
liTc-e-» causados ]«>r la evicción (art. 2107. Ene. 2 1 -'). el derecho 
de doña Maria Luisa Dose de Lamiere para repetir de la pro 
vincia de San Lilis, vendedora «le su causante, la parte propor- 
cional '[tic como consecuencia de la evicción ha pagado al señor 
< ¡nern-ro adqiiirente desposeído, es indiscutible en presencia de 
los luchos acreditados en el juicio y de lo dispuesto por los ar- 
ticulo- NI4. ¿OJÍ>. &m, ZW7, 21 1S. ¿119 del Código Civil. 

Om ia cirainstaueia, también demostrad» '» autos, de que 
la uii-uia IVoviiteia de San Luis interviniera en el inicio de rei- 
v'indicaeióii y tomara a su cargo la defensa <le los derechos dis- 
cutidos a sus sucesores a titulo singular, y la de cpje EÜe citada 
al inicio de saneamiento, seguido por ( ¡tierrero, excluye toda 
posibilidad de defensa basada en los art-. 2110 y Siguientes del 

Código i 'ivil. 

I )ue en virtud de lo que establece el ari. 1S5 de la ley X" 
y no habiéndose p roe lucillo durante el inicio alguna circunstan- 
cia especial capaz de influir en la in< (díficacióh de tas cOnclÚsia- 
nes akan/.adas en el fajJÍO de ít ile l Octubre de \927 eti la eaii-a 
"|)o>c l arlos versus San Luis, la 1'rovoincÍa de", y coiicnrrieii- 
do por lo demás, tocias las condiciones que determinaron a esta 
( Wle a pronunciarlo, corresponde dar a este litigio una solución 
análoga. 



m .trsnrrA Di; \.u i6.\ S 7 

Hu mérito de «D» mWmffipm se declara ouc la Pro- 
vincia de San Luis está oblada " pa^ar a doña María Luisa 
Uose de Urmére la cantidad de cincuenta v nueve mil oen¿ 
cientos encuerna pesos con veinte y dos centavos moneda nacional 
con sus intereses a partir desde la notificación de la demanda 
a estilo de lo S que colira el Banco de la Xación. en el plazo de 
tremhj días. con costas. Xotifi.|uese. rqwiHpuw el v cuni- 

mmm mmt^m, faMtokm ios m^ém^ m ^ 

\. ItEKMKJO. — J, K|,; t IÍKOA Al.- 

cohta. — Roberto Rkn:tth. — 
K. Geioó I.ayau.k. 
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Pon Mariano PnmchmL soH. ih, eí ^/M»* /„ 

Sumario: I" Procede el recurso extraordinario del articulo U. 
ley -IX. contra una sentencia de la t ámara Federal de la Ca- 
pital rmc tuitivamente interpreta el alcance v contenido de] 
art. 2> de la ley I0.f»5t) eti sentido contrario al derecho tun- 
dado en el mismo por el recurrente. 

¿■•* U frase "empresas de puerto" empleada por el ari. $ 
de la ley IO/i50 alude, exclusivamente, a los empleada y 
olireros de empresas c,ue tienen a su carg» la expiación de 
ptiertos y depósito*, y no a aquellos que «ano la de C. H. 
Walker y Cía. han limitado sus actividades a la construcción 
de una sección del puerto de k Capital. 

Ct!.u>: Lo explican las piezas siguientes : 
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KKMil.rt ION ME LA CAJA ItK KM PUvAIIOR t>'KKW»\ JAKItü» 

llwti"- Aires, Agoeto ti de l''¿7. 

Vi$t0 que i-I nupliadn «Ir la empresa cuuslructnra V, H, 

W'alker y Cia.. dbíi Mariano Kracinni. solicil* acogerse a los 

beneficios «le ta jubilación por invalide;: en omlormidad con las 
HiS|WsieiMcs di la h-y HUóO y sus cumplimentarías, y 

GoiisideraiKlo: 

[itw ]«i- seryictus invocados |i««r el recurrente no pueden 
ser computado* a los íilies de pasividad, porque río son de la na- 
turaleza de lo-, «pie lictieíicin la ley. la que en SU :irt. i 1 -' se refiere, 
|Mir imiflii ¡ntonfuiidihle, a empresas y entidades de carácter per* 
nianeiite en la exptói&ciiSii di' un comercio <> industria. 

Que la constrticcioii de un puerto no constituye la realiza 
ció)] de un servicio p«»rtnano. desdi 1 que cotilo tal debe cntcndci ■ 
»«■ la explotación, ni pucilc modificar f) carácter y objetó del nc- 
¡íoeio a i|iic si- dedica la empresa que ejecuta esas obras, vale «le 
cir. de construcción en general. 

One sirniln ello asi. es evidente que un puerto, como una li- 
nea férrea, no puede considerarse incorporado al régimen jubi- 
laría sino desde el momento de ser librado at servicio público, 
ó ln que is !■■ mismo, desde que comienza la explotación del str- 
vicio y termina «1 cometido del constructor. 

i me dada la enumeración taxativa «lt-1 art. 2" «le la lev 10/1$ > 
respecto ile las empresas y enguades sujetas a sti ré»itneti. no 
es posible CuinprviitkT en las obligaciones y beneficios «li- la le- 
yislaeión a empresarios que. como C II. Walkcr y t i:¡.. lian -eje- 
cutad" i >liras para el propietario de un puerto qitc eu esie caso 
]i. es e) Superior Goluerno de la S" ación. 
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:,tt " 1,1 ,a l»l"»ti-sis de que | ns servicios ¡.restados jH>r el 
recurrente a las órdenes ele Mos loniratistas. tu las obras del 
Puerto de la Capital, fueran qoinputables a los fines de la juhi- 
lan.'ni, no itn|>..rtana ello tjae el betie» hubiera «le acordarse 
con arregla a las disposiciones de la ley de jubilaciones y pen- 
siones de ferroviarios, sino nue. |Hir el contrario, tal beneficio 
estría a cargo de la ley X" 4.Í4M w ,|,re jubilaciones v |ieiismiics 
del péfsóúáj de la Administración Xaci.nial. 

Por estns fundamentos, atento lo dictaminado por la Aseso- 
ría l.e K al. lo aconsejado por la minoría de la Comisión de Jubi- 
laciones y de conformidad con lo acordado por el Diñen trio en 
su sesión del 2K ,k Junio | (] h|<>. 

Si- resuelve: 

1" Desestimar por inmroqef lente el pedido de jtihilación por 
invalidez formulad.. ]*«- el empleado de la impresa C. M. Wal- 
ker y Cía,, don Mariano Kraneinní, 

2" \'niifi(|uise al interesado y archívese. 

A', tic frioiufo. 



SKNTlíM'IA ll[ LA TÁMARA M-LIlf-KAL 

Ilueims Aires, IVlirini ») A- 1M>K. 

Vistos y Considerando: 

Por las consideraciones aducidas |>or el Tribunal en los ca- 
sos de Fortunato Pcdcrjíiiana. Htifícnio ( iiisi«ircltí y GibÍM I 'as- 
entí... fallados en Abril U de V>>7. se declara 0¡ los servicios 
prestadla por el recurrente en la Kmpresa C. H. Walker y Cia. 
Ltda.. son cnnipulahles por la caja creada ]h,t la ley 10,650, 
<Juc .leí cómputo de fs. 20 vta.. resulla que Praticioiii ha 
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prestad» diez y siete años, dos meses y veintitrés (lias de ser- 
vicios y tlel informe médico cíe fs, <J c|ue se encuentra definitiva- 
mente incapacitado para todo tralmjo. 

Ppr (Silo, >e n vtx a la resolución apelada de t's. 24 y se aeuei - 
ila a Mariano Fraucioni julitlaeiém por invalidez, ctíh carácter 
definitivo, ya que su invalidez reviste tal carácter (an. 2S, ley 
li!,f)5<)K dciiicndo la caja practicar la liquidación de la finám 
cun arreglo a la ley. Devuélvase sin más trámite. — Mtircrfúm 
F.suthufa. — J. /'. títiuct, — T. .trins. — /asé Marfó, — Fn di* 
sidencia ; /•'. . f. \tKttr , Ífich»nhi, 

»ISll1i;XC!A 

invitando el recurreiile servicios prestados a C. Walkcr y 
Cia. Ltda., míe e.i tina empresa constructora de obras y no una 
imprimí de puertos n depósitos y por las consideraciones de mi 
voto en el taso de Luis Maressi. fallado el M de Diciembre de 
V>2f>, opino qué no défcé concederse a Mariano Franeioni el l>e- 
neficio que solicita. 

X. . /. X tizar . lin fitH i'iHi. 

I \I.I,o HK [.A l'ORTK SITHKMA (í) 

IWk-ims Aires. Agosto .1 di- l'J'N. 

Y ConsideratKlo : 

Une la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Fio- 
pirados Ferroviarios ha decidido y sostenido en el curso de la cau- 
sa que "los servicios invocados por el recurrente no pueden ser 
conmutados a los efectos de la pasividad porque uu son de los 
comprendidos las disposiciones de las leyes números IO.ióO y 
1 IJON <art. 

Qí*e bu iVuuara Federal de la Capital interpretando el ¡iludi- 
do art. i" ha Iletrado a la conclusión de que los servicios invocados 
deben ser admitido^ por manto aqttél comprende expresamente 
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ífoi de lo , ¡«fe mi , ])limu ^ 

del recurso a„,„r¡*,do i«>r el art. 14 & | a fe* V , 4S n 
1^*» m una m era fI , !t(vhn C|] ' " " ' 

« c nm crin ^ , Sf(ll ,,. ,i y Qmmútip iM m J, 

> IO*M>. ,„a es la ,], sahcr si ésta al enumerar :i , () , r , )lia , 

I Ottn » o .,m, a las ,,uc íos C( )I)S( ^ 1 s 

Ou, d^pjo esta ú!tm,a ,„ mnmfk > 

.*! Uercclio fundado por el «Mftbté «-n h r ,.„. - i i i , 
proejo eMraordumna es proeedeme conforme a fo áfepu¿tü 

\ considerando en cuanto a la cnestián federal por ser m 
necesaria mayar substanciación: 

Que el mt i- de la ley 10.650 ta! como I» pelado ref ,ac- 

t .mprcnd.dos «„ las dis, bidones de esta ley los empleadas v 
<*mmmm®^ de las en^s de perL y delitos de 
h <„>.»l.l.ca m tengan líneas férreas denm, de 5 recinto 
cualquiera míe fuese la f ullcioll < |tl e dcseniin-ñcn " 

m.a ,,,r t c de ios servicios cumplidos ,>ur el solicitante 
* 1. J.d.,lac,un Jo ha sido en la empresa C. H. Walker y Cía 

Silf|^ * ~ * * « * 

Qnc. emreumiu. no parece discutible de acnerdo con el sen- 
m »^<> y m & la frase "empresas de puerto" emplead, por 
<1 arl. >> día alnde excesivamente a Jos empleadas v obre- 
ros de impresas que tienen a s„ cargo la explotación de ¡Hurto, 
y ( lc|«isit.,s y no a aquellas «p,e como en el cas,, de C" II 
m y m Uda. lian limitado sus actividades a la custrumVm 
de una sección del purria de la Capital. 
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\hn- la precedente conclusión se encuentra legalmente aliona- 
da por la doble consideración siguiente:* ai Tratándose dé pucr- 
tos si se atiende a su naturaleza de bien del doiuítiiu púhlico (ar- 
ticulo J.Í40. inc. i" del CÓdíjgb Civil), los | (articulares mi podrían 
constituir empresfis un relación a aquellos stnd mediante una 
concisión del estado, en cuya virtud y por de ley ación del misino 
tomaran a Sil cargu la gestión del servicio público implicado en 
la explotación. Cuando, pues, el an. 2 1 -' de la ley N' ? lO/óO ta- 
lla referido á empresas de puerto necesariamente ha debido alu- 
dir a las que funcionan en virtud de una concesión. La empresa 
Walker v l ía.. m» lia realizado ron el Gobierno de la \ T ación con- 
vención alguna para la realización ile servicios i>oriiiarios, sitió 
simplemente mi contrato de obra púliliea. cuyo objeto es la eje- 
cución de una olira destinada al servicio público: hi que el ar- 
ticulo tío se limita a expresar (pie el personal de las empresas de 
puertos se hallan comprendida- en el régimen de la ley: exige, 
además que aquellas "tengan líneas férreas dentro de sil recin- 
to, cualquiera qué fuese las funciones que desempeñen." V los 
términos en míe se halla redactada esta culi lición demuestra que 
se trata de un puerto con recinto definido dentro del cual se ex- 
tiendan las lineas férreas |vna el transporte, esto es, de tin 
puerto habilitado y líhrado al servicio público. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada en la 
parte que ha podido ser materia del recurso, declarándose que el 
art. ~' de la ley 10,650 se refiere a empresas de puertos propia- 
mente dichos y no a las empresas ipte tomen a su cargo la cons- 
trucción de los mismos. Notifiquese y devuélvanse. 

A. IllíK Ml-.ro. — J, KltUKItOA Al - 
(OUT.k. — KoltKKTO lÍKI'KTTO. 

K. to jixi L.wAi.t.i;, 

tl> Rh din y sittf ilel mistnn l.i i Wte Suprema se pronunció cu ifutal 
sentido en l;is i-ansas seguidas t*' r don Artur<> Rnest, d<>n tíuilItTtuo l\n- 
■ rituíc Blatlcs, dísn Fidericu ríossack y d<rji Vclmn l.cwis o»ntra la es- 
presada íís'ia de JÜtíí{ac1oiu.*!> y lYnsium-s de l-jnpleado* Fcrroviarius. 
tiro jubilación y. en ta si'iiuida |<or d<>" Fcderim Jíirue Wallií contra ln 
Caja Xackual de Jubilaciones y Pensiones Civiles, por idéntica causa. 
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Püii Curios Roth. eoulra fa ( «ja tk J it hifa, itms y Prnsiotus de 
HmpfctHÍQS fhiiicuntis. 

$Mmm-, \.i procede el m-nr.-n extraordinario (leí articulo 14, 
Ipy 4S. intiira una resolución por la coal se declara compe¿ 
lente al Juez ile Sección para conocer m primera instancia 
tk una demanda cíe tnatusiiiiicinnaNdad de la lev 11.2.12. 
cpie lunilla al interesado eu su art. J.í, ]iara apelar de las 
resoluciones de la Caja Nacional de jul litaciones y Tensio- 
nes de Kmpleados líanearios pira ante la Cámara FetMal 
de la Capital, sin necesidad de intervenir un el pleito el juez 
í'Vfti-ral de (Viniera I iistanria. ( N» jiav denegación del fue- 
nj federal ). 

Caso: \.v explican las piezas siguientes: 



|.UCT.\MKX IWA. PROCURADO lj¡ ÜENEftAjU 

ltui;ri..s Air»-», Mar». >(> de IÉ& 

Suprema Curte: 

1.a Caja Xacioual de Jubilaciones v Pensiones ile Emplea- 
do, de Empresas I ¡anearías, interpuso recurso extraordinario de 
apelación ante V. E. tjue le ha sido concedido, enntra la reso- 
lución de la Cámara Kederal de la Capital, confirmatoria fie la 
del juez de sección, eri cuya virtud ño se hace lue,ar a la excep- 
ción de incompetencia de dicho juez, que Ja referida Caja opuso 
a la demanda d*- inconstiludonalidad tic la lev 11.2.U, deducida 
|Hir t artos kotll. 

La excepción de incompetencia la futida en el art. ¿1 de la 
lev H.2A2. que faeulla al interesado para apelar de las resolu- 
ciones del Director», de la Caja i>ara ante la Cámara Federal de 
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la Capital, sin necesidad de intervenir en vi pleito ií .luez Fcde- 
ral de l g Instancia. 

Sin filtrar a considerar si la interpretación dada por el re- 
currente al art. de la ley 11,232, es la exacta, entendiendo 
que l;t resolución |>or la cual se declara competente el Jíteát de 
Sección para conocer cu la primera instancia tío esta causa, nd es 
cuestión que ¡nuda dar tildar ni recurso extraordinario que, acor- 
dándosele una instancia ri]á$ dentro di' la jurisdicción federal, no 
puede decirse; que la decisión sea contraria a la validez de! dere- 
cho o privilegio invocado. 

I-t resolución de ref ciencia no importa del legación del fue- 
ro federal, como para míe proceda la apelación del art. 14 de la 
ley 48: antes tiion, ló acuerda y en forma más amplia que la so~ 
licitada por la parte demandada. La introducción de una nueva 
instancia en el procedimiento es cuestión de carácter procesa! míe 
el tribunal apelado ha interpretado y resuelto en forma definiti- 
va y ejercitando facultades que le son propias para apreciar la 
competencia que le concierne. 

Resoluciones de tai naturaleza son irrcvisiMc* por esta Cor- 
te Suprema. 

Kn consecuencia, soy de opinión que curresi>onde declarar 
nial concedido el recurso de referencia. 

Horado R. I.nrrcta. 



FALLO DÉ LA COSTÉ M'PKK M A 

v 

ÜHetios Ains .\(íi)üto .t de \')2A. 

Amos y Visto;- : 

í'nr los fundamentos del precedente dictamen del Señor Pro- 
curador General y teniendo ademán en cuenta que no ha me- 
diado en el caso denegación del fuero federal, se declara impro- 
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ecdenU- el recurso extraordinario concedido a fs. 40 vuelta. W 

tmmc y ñmémnm mm^m^ $ wvé m ei 



Ai iticüMKjn. - y, %t$$mm m.- 

CORTA. — KólíEKTO NlíPTíTTo. — 

K. firmo Lavm.i.h. 



Ministerio hisad cmlra .f/W, Mwm sobre Mptmfán .> los 
arfículos 2* v 1 1 ifc ta h y SI «I. 

Sumaria: Dados la naturaliza, extensión y efectos de Ta facultad 
conferida al Q&%0M por el artículo 67, inciso 17 de la 
Constitución, o «n, ] a de amnistiar, f véase lomo 136, páe> 
na 265; tomo 102, página 43), el ciudadano naturalizad., 
reenpera \x>r el art. 41 de la ley II. 3.%. la condición que po- 
seía antes de la sentencia materia de la amnistía, En conse- 
cuencia, el que con arreglo a- la lev $129 fué condenado a 
la pérdida de la ciudadanía argentina con prohibición de 
readquirirla nuevamente, read(|iiiere la calidad de ciudadano 
sin oue lo sea menester realizar las gestiones necesarias para 
ohtmer de nuevo aquel estado. 

Cttso: Iji explica el siguiente; 



FALLO DE LA CORTÉ sickkma 

Ilt»iií,s Aire*. AfcoMO .í ,1, }<)>H. 

V Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación dé J.a Hala, en el 
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juicio scgufrlo ni ciudadaim naturalizado arg^ntiito \H>eno Al- 
vare/, cuino infractor a la ley de enrolamiento X» K129. 

Y i 'misiderando : 

Que la sentencia arlada cunden» al recurrente a !:i pérdida 
de la ciudadanía argentina con prohibición de readquirirla nue- 
vamente, |M)r haber omitido el cumplimiento di* la obligación de 
enrolarse dentro del término estalilecido en l<«s arts. 2 y II de la 
ley Nl^í, y con aplicación del art. Uk tercer apartado, de la 
misma. 

Qué elevada h cansa por recurso extraordinario ante este 
Tribunal; él defensor del procesado iimica la disposición del ar- 
liculo 41 de la ley íí.366¿ que amuitfia ;i los infractores de las 
leyes de enrolamiento, y p¡ijé¡ en consecuencia, que la sentencia 
en apelación sea revocada. 

One esta forte, en casi» que guardan analogía con el de. 
autOS. y especialmente en los (]iie se registran en el tomo 14 f >. 
pág. 214 «lo sus Kallos, lia f i jado detenidamente no sólo la exten- 
sión y alcance de la facultad conferirla at Congreso |»or el art. 07. 
ñu-. 17 di l;> Constitución para enneeder amnistías generales, sino 
también los caracteres y efectos de la amnistía como comprensi- 
va de todos los delitos a que se refiere y que dcsn) vi reren como 
tales, eliminándose, en consecuencia, las acciones criminales co- 
rrespondientes, los procesos y las sentencias, pues se aplica con 
igüíd amplitud de liberación y de exención penal a los procesa- 
dos que a los que sufren sentencia condenatoria, nula vez que. 
por razón de su propia naturale/a la amnistía 1-orra el delito v 
i\iiii'.mc la acción y la pena. 

<Jue aplicad» pues, al snl> jiu/h r. Sobre la Imse de éStOS prin- 
cipios, la disposición kgal invocada (ley 11.,-iSft, art. 4! !, es evi- 
dente que la sentencia recurrida no puede subsistir, siendo por 
lo demás innecesario todo pronunciamiento sobre la impugna- 
ción »le itu-ouslitncinn;didad del art, K> de la ley MI 2*', pues ca- 
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rtctria de ulijeio y de inf hienda en la decisión del casn, atenl«» 
los caracteres esenciales de la tlís¡x>sició)i legal que lo resuelve 
y que son asimismo los rfue le atribuye el art. 61 del Código Penal. 

Mu su mérito, se revoca la sentencia apelada en cuanto ha 
podido ser materia del recurso y se declara que el recurrente ha 
nadquiridn sn condición de ciudadano argentino naturalizado. 
Xoliííquesc y devuélvanse al Tribunal de procedencia. 

A. Iti'.KMKjn. — \. Un ¡t i khua Al- 
dorta. lili!! KKTQ RlvlTiTIO. — 

K. Cil ll» l.AVAU.K. 



Comfaifm Mnroinü . Ininuiiia awtrti la Xmíóh. <tn<<)ittc¡vn 

Sititnrno: I" U oportunidad en que una ley nacional haVa sido 
puhlieada en los diarios o en el Boletín Oficial, la ¿cha en 
que se entregara el cumplido del l»leto de embarque de la 
carga y la en que el buque zarpó, asi como la relación cir- 
innstaticiada de esos factores dé tiempo y forma |*ira de- 
terminar s » procede o nó el cobro del impuesto, son ariíece- 
tletites de ticchn y de ¡miel* que no pueden examinarse en 
el recurso extraordinario del art. 1-1 de la lev 4M. 

$ Su procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 
■48, contra una sentencia que resuelve el ponto en cuestión 
por la interpretación y aplicación del art. 2» del Código Ci- 
vil. ("Derecho común). 



Casii: Lo explica él sigltiente: 



tía 



FALLOS OF, I.A CORTE SL' TREMA 



J AI.l.ii DE I.A lOKIh SI 1-RKV.V 

HiirniK Aire-, \pisi<> t> tic 1929, 

Y Vicios: 

VA recurso extraordinario concedido contra seiitértctit de la 
( amar,", hederá! de Apelación de la Capital i'ii el juicio Manido 
l»or ta Compañía Mercantil Argentina contra la Nación por de- 
volución di- impuestos: 

Y i ■msiilframlo : 

1 1 Jtu la actora persigue la devolución di- derechos de expor- 
tación que le fueron cobrados por aplicación de la ley 10.349, 
fundada en qtte hallándose concluida la carga del vapor "Catali- 
na" en la fecha en que fué publicada la recordada ley y definí* 
livauicntc terminada la tramitación aduanera a su respecto, no le 
correspondía alionar impuesto alguno. 

i ju: ta ( amara Kederal de la Capital, partiendo del antece- 
líente de" que la ley 10,349 si bien fué publicada en el Boletín 
I >íieial el 22 ríe Enero de VHK lo había sido con anterioridad 
tn el diario "La Kpoea" de esta Capital. llega a la conclusión, 
aplicando C interpretando el art. 2 del Código Civil que la de- 
mambi e> improcedente. 

Que la oportunidad en qtte la ley haya sido publicada en los 
diarios o en el Boletín ( tficial. la fecha en que se entregara el 
cumplido iKl 1 toldo de imlKirquc (le la earjja y la en que el btu|ue 
/arpó, así cornil la relación circunstanciada de esos factores de 
tiempo y forma pitra determinar si procede o nó el cobro del im- 
puesto, son antecedentes fie hecho y de pincha que no pueden exa- 
minarse en un recurso de puro derecho federal, como es el ex- 
traordinario concedido en estos autos y. en consecuencia, lo re- 
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suelto en cllus tiene los caracteres tic una decisión ÍÍtiik- <> irre- 
visible. Fallos, tomo 145, pá>;. ISO. 

Qüc si lttt'ii dicha decisión han' mérito también del decreto ite 
¿ de Mayo de l»M. resuelve tu realidad fe] inulto por la inter- 
pretación y aplicación del art. 2" del Código Civil, estu es. de mi 
precepto de derecho c-múu v por wmsigHieme ajeno a lns une 
pueden fundar el recurso extraordinario en virtiul de la excep- 
ción consignada jmh- el art, 15 d» la ky 4X. 

lín su mérito se declara improcedente el recurso rum-edido 
a fs. 105. Xotifíi píese y devuélvase reponiéndóse el papel en el 
juzgado fie oflgétl. 

.\. tir.KMi to. — J. Fua ivkOA Al- 
corta. — )Íohi:kto IíiíI'htto. — 
R. firmo I.av.vi.i.i:. 



Don Antonio A. Maufiieri contra él Fútroeuml Central de Híte- 
nos Aires, sobre indcntnhaetón de daños y perjuicios. 

Sumario: Una sentencia que declara qué Ja falta de instalación 
de barreras en el (viso a nivel en que se pnidujo el acciden- 
te no constituye una negligencia enl|sible de parte de la em- 
presa demandada^ "puestó que no se lia probado <|ue el au- 
mento de la (Miblación o el incrementó del tráfico, posterio- 
res al permiso («ra el funcionamiento del pas<> a nivel sin 
Irarrcras. hayan colocado a la compañía en la obligación de 
dotarlo de estas paro la seguridad del tránsito," es inobje- 
table: del punto de vista de lo dispuesto |ior la ley 2S7.1, en 
su art. 5 V . inciso S'. según la interpretación dada a esa dis- 
posición por la Carie Suprema en sus diversos Fallos, HV 
iim M2. página y otros». 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 



too 
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Sl.XTF.NCIA DEL J L'EZ h'EDKKAI. 

U Plata, Alar*» 22 ik- 1926. 

Y Victos: Éstos autos ¡seguidos por don Antonio A. Míin- 
ü'k-ü vi mtra ti Ferrocarril Central de Huenos Aires, i«ir indem- 
nización ele daños y perjuicios, de su esttultf i resulta: 

l* Qik a f*. .í con fecha 2 de Noviembre de 1922 se presen- 
ta don Marcos Kyriey. con jmiíKt <ie! actor* fundando la acción 
en los siguientes hechos y conáideraciones : a» t(iK- él IX de No- 
viembre de siendo las 17 limas, él tren de pasajeros 12 
ilc (a citada empresa, embistió el automóvil marea Fiat de pro- 
piedad di- mi representado, en linimentos en que este intentaba 
cruzar el |visn a nivel situado a la altura del kilómetro 29 1*. !» 
del [•'. C. C. Unenos Aires, partida de General Sarmiento ; b» 
ipie el paso a nivel dónde se produjo el hecho, carece de linrreras, 
y que en la misma esquina de dicho pa¡30¡ exigen edificaciones 
que impiden divisar la proximidad del tren: cj que los emplea- 
dos ferroviarios no cumplieron cun los defieres propios de su 
cargo, pues en ningún momento se dieron los silbatos reglamen- 
tarios antes de llegar al paso a nivel; d) que aparte de las des- 
gracia-» personales que se produjeron a consecuencia del choque, 
el automóvil Fíat sufrió desperfectos de importancia tales co- 
ntó la de halter sidet destrocados los ^uardaluirros, plataforma, 
rueda-, capota, parabrisas, la carrocería metálica, faros, motor, 
etc.; cj funda el derecho en los arts. H09. 1113. «J02. I0o7 
y 1068 del Cód, Civil, art. 5 V . incisos $> y 8' de la ley 2W7.Í y 
art. H7. inc. 1" del reglamento general de ferrocarriles para ter- 
minar solicitando se condene al ferrocarril al pago de la suma 
de tres mil pesos, importe de los perjuicios sufridos por el 
automóvil, mas la de quinientos (H'sos en que justiprecia el lucro 
cesante* como consecuencia ele su iuuttlixación desde fa fecha 
del accidente y las costas del juicio. 
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2* Acreditado d fuero en razón de l;i materia, se dio tras- 
lado dé la demanda. I:i «juc se contesta a ts. 12 por clon Sátttíagfi 
Rbssj, cri nombre de I» empresa demandada, aduciendo para so- 
licitar stt rechazo; con om;is; ai reconoce ser exacta la produc- 
ción del accidente «i el luyar y iíciiuhi que menciona la deman- 
da, pero desconoce en forma rotunda qtí£ él se produjera por 
causas ti otnisioiies culpables de los empleados de la empresa; 1>j 
atribuye la causa del hecho a un descuido y distracción del con- 
ductor del automóvil por su falta 3¿ pericia en el manejo, pufes 
éste tuvo conocimiento de la aproximación del tren al jmso a 
nivel -no sólo i*>r señas adecuadas que le hiciera el personal de 
un tren del P. C Bs. Aires al Pacifico, qtie pasó breves minu- 
tos antes por sus vias. (pie corren júratelas a las del K. C < '. 
liucnos Aires, sino taml>iéu por los silbatos reglamentarios dados 
por el tren tpe lo embistió, antes ele llcyar al lugar del siniestro: 
c) se extiende en otras consideraciones |Kira demostrar que la 
culpa del accidente es imputaMc al actor, termina expresando 
que a su mandante no le consta (pe él accionante fuera el dueño 
del automóvil; desconoce que aquél tuviera título o autorización 
para conducirlo expedido por las autoridades municipales, como 
asi que fe is perjuicio- asciendan a la suma qué se pretende, v 
niega, finalmente, todos los extremos de la acción que no armo- 
nicen con lo expuesto, respecto a sus antecedentes, forma y cir- 
cunstancias del hecho que lo genera. 

3» Abierto el juicio a prueba se produjo la certificada a ís. 
82 y habiendo las partes alegado sobre el mérito de !a misma, la 
causa quedó en estado de sentencia. 

V Considerando: 

Primero: Ottc habiéndose resuelto de manera definitiva, en 
favor del actor, justificada la propiedad del automóvil arrollado 
por el ferrocarril demandado, resta resolver sí la prueba traída 
a los autos es eficaz en el sentido de demostrar la responsabilidad 




1U * FALLOS HE I.A CORTE SUPREMA 

iIl U empresa. \, i w ir i'iii)>i^uii'i»c. su obligación de reparar el da- 
ño causado (art. IH)", Cotí, Civil i. 

Segunde) : 'Juc dentro de esté ajneeptu es indudable que ei 
actor lia debido dirigir mi> pruebas, a demostrar ni forma cun- 
cltiyeim. la uinisjó» |n.r |«aric de Ion empicados ferroviarios de 
los >íllial>>> reglamentario* ipie inquinando una flagrante infrac- 
ción al an S7. inciso 1", riel reglamento de ferrocarriles, pon- 
dría t*i¡ evidencia la negligencia dje aquéllo* en el tle^n'péñb de 
mis fundones, como la inobservancia de la> disposiciones regla- 
mentarias, omisión > ¡tu- contempla el art. II 1.1 del (Vid. Civil. 

Poro realmente no se encuentra el infrascripto frente a un 
casó semejante. 1.a encasa jirnélKi del actor, más ineficaz aún 
que escasa, nada demuestra a esc respecto. 

Kstudiada la finalidad de esa pruelta. fácil» tente podrá ad- 
vertirse tníe se lia producido por quien alinda la profunda eon- 
vícción de ampararse en un derecho indiscutible, incontroverti- 
ble, inda vez que sin demostrarse la responsabilidad de la em- 
presa lucho fundamental - se intenta acreditar el importe 
del daño. 

No es posible nlvidar disi»osicíones que feon evidente clari- 
ilail. resttjéívetj conflictos semejantes: "Todn el que ejecuta un 
hecho, dice el art. 1100, Cód. Civil, que por su culpa o negligen- 
cia ocasiona un daño a otro, está Ó0%aÉft a la reparación del 
perjuicio." 

¿Cómo e> posible entonce* justificar únicamente el importe 
de) perjuicio, sin antes hacerlo con respecto a la cnljui o negli- 
gencia a quien se imputa la responsabilidad de repararlo? 

Véase, pues, cpnw es necesario justificar en primer termi- 
no, la cul|a ü negligencia de quien causó el daño, circunstancia 
ih dniidc nace la obligación de reparar el perjuicio. 

Tercero. (Juv examinada la prueba del actor, sólo se encuen- 
tra a (s. ¿o mi certificada expedido por la Municipalidad de Ge- 
neral Sarmiento, mediante el cual se demuestra que Antonia Ar- 
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settib Man^ieri obtuvo una patente para automóvil; el recibo 
de fs. 22 que justificaria la adquisición tic un áttítiíii&sfl WUi, 
y la pericia de fs. 2 1 ). que demostraría el importe de lus perjui- 
cios i) destrozos sufrido» |xir el automóvil. 

listos elementos pueden constituir la pruelia a rpie se aludí- 
tu el considerando anterior. 1.a respuesta negativa surge espon- 
tánea. 

Cuarto: Que si bien en la estación oportuna se solicitó por el 
actor, (a agregación dél proceso criminal instruido emitía los em- 
pleados ferroviarios con motivo del accidente, agregación que se 
oljiuvr» como pruelw ( fs. 25, punto 3"). es indudable que no obsta 
al rechazo de esa prueba, el hecho de su admisión, desde que, 
como es sabido, la oportunidad desapreciar el mérito de la mis- 
ma es recién al pronunciar sentencia (Sup. Corte Xac. t. 64, 
pág, 306; t. 67. páfí. 44). 

Que a esto induce la circunstancia de que en aquel proceso 
no lia sido parte la empresa demandada y su formación tuvo por 
objeto deslindar !a responsabilidad criminal en que había incu- 
rrido el personal del tren, ya fuere por negligencia, imprudencia 
o inobservancia de los reglamentos ferroviarios. 

I'cro no es posible oponer a la contraparte, como prueki. 
un sumario cuya finalidad difiere íunrlamentalinenlc con este jui- 
cio y en el que no ha tenido, como se dice, intervención de nin - 
gím género. 

IX- ahí precisamente que ia jurisprudencia, con criterio se- 
mejante se baya orientado en el sentido de establecer «que las 
declaraciones del sumario no ratificadas en el juicio de daños ca- 
recen de valor» y más aún «que la copia de las declaraciones» 
del sumario en que no ha intervenido la empresa, no deben to- 
marse en consideración, ya que ellas han debido ratificarse en el 
juicio de daño, (juzg. Federal Cap., JütísJv Arg„ tomo 31. pág, 
150; Suprema Corte Nac.. tomo 31. pág. 364 y .VI ; lomo SK. 
I»g. m. Jurisp. Argent, Octubre 1<J10. pág. 139,,. 
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Quiiíto. Que además de todo !•. ti'rrteftBrtiieWte expresado, 
(jijóla por resolver si la falta de burreras cu el jaso a nivel, eje 
fundamental del derecho y defensa 0] ador, constituye una in- 
fracción, que baste por si sola para declarar la rt->| n >n>;ilii1i<lru] 
<lr la empresa. 

'juc ciedle luego las empresas ferroviarias están oMi^adas 
á establecer barreras en todos tus puntos ert cjííe con mis via*. 
cruzare» los caminos o callea públicas (art. 5", inc. X" «le ln ley 
JX7.li, pero !a jurisprudencia uniforme de nuestros tribunales 
interpretando ta obligación que fluye de ese articulo, lia enten- 
dido invariablemente, y así lo lia. resuelto, que la efectividad de 
tal obligación debe dejarse al arbitrio de la Dirección í'icneral de 
Iñrrocarrilcs. * 

Ééta étimo órgano sustancial llamada a vigilar todos ios ac- 
tos concerniente!, a las ompresas (art. fr?J. ley 287.1). es la única 
llamada a apreciar la necesidad de colocar tales líarreras. siempre 
y cuando el paso a nivel exija tal seguridad por la influencia de 
tráfico o por tratarse de un ]»aso obligado, cruzado ¡mr un ca- 
mino general. 

Peni en ote caso no puede sostenerse la concurrencia cíe es- 
tos cNtremos, pues no lia existido pronunciamiento de la Direc- 
ción (ritiera), intimando la colocación de barreras, cosa (pie ba- 
lín: 1 resultado injustificada, frente a Iieclios reales que le lia 
sido dado al infrascripto comprobar [wrsonalmente en el inomen- 
to di- realizar la inspección ocular de míe instruye el acta ríe 
ík 121. 

lili efecto, paralelanienie a las vias de la empresa deman- 
dada, corren las del F, C. lis. Aires al l'acifícn, que cru/an a la 
mísiua abura el paso a nivel, del accidente. Tan no estimó ne- 
cesaria ¡a Dirección General la colocación de líarreras en ese ca- 
so, que ni después del Hecho lia obligado al F. C. Pacífico a co- 
locar dichas barreras lile las que en la actualidad can-ce (. no 
¡¡listante correr por é.sta un número die.^í veces superior de trenes 
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kwafes de pajeras al .Id ferrocarril demandado, cuyo iráfio. 
ferroviario está constituido |«ir trenes generales. 

Por !•• (lBt)iá*« durante <•! tiempo que el infrascripto p-enna- 
wecB examinando condiciones del ]kisii a nivel de referencia, 
viú plisar sólo itn amo por dicho piso, fo ytk desde huyo revela 
el escasísimo íramrto «¡ir- existe en el mismo (puto S", i$. 121, 
concordante coif el informe de fs. 75. últimos renglones). 

V si a ello Se afinca el lucho de que a doscientos metros 
al < teste, exista otro paso anivel «hitado di- las correspondiente» 
liarrcras qtte, como ha cotnproliado el infrascripto, tiene mayor 
tráfico «pie el que originó este juicio, por la jk>I dación «pie lo cir- 
cunda, mayor qífc la del otro (punto 5 V . fs. lil >, se É?ga a la 
conclusión evidente de que la falta de Uirrcras no puede deter- 
minar !;• rcs|K»iisaliilidad det demandado en el hecho di- autos. 

Que sin perjuicio de lodo ello. ia> es ftnsible al suscrito pa- 
sar cu silencio otro punto, que ha podido cninprolmr di- visn. Si- 
lla sostenido en la demanda que la edificación existente en ta 
misma esquina del paso a nivel impide divisar la proximidad del 
convoy. 

Sin embargo, si todo conductor de vehículo pusiera en prác- 
tica 1p. prudencia elemental que dek- adoptarse, ruando se ¡men- 
ta cruzar las vías, evitando hacerlo a excesiva veleidad como 
imiMiue el propio instinto de conservación, y detuviera la marcha 
al llegar esa misma edificación, es evidente que esos conductores 
podrían advertir la proximidad del tren 111 una distancia aproxi- 
mada de un kilómetro y en linea recta ( puntos 2 : y 3» de la íus- 
(lección de fs. t¿l ). precaución con la que se hahria evitado in- 
disculilitementc este accidente ( i s. 75. secundo informe I. 

Sexto. Que cu esta situación, es evidente que la demanda 
ftp ha pmltndo los luchos y el derecho .pie ha invocado, v que su 
rechazo es iutliscutilile. 

Séptimo. One finalinenie d suscripto estima innecesario t u- 
nar al análisis de la ahundanle prucUi producida poír ta etuprcs;i. 
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limitándose tan sólo a ritar tu favor de la misma, las conclusio- 
nes a que arrilmn Ins informes producidos por los inspectores 
y la resolución de la Dirección General de Ferrocarriles, decla- 
rando que e| accidente se produjo íxir imprudencia del conductor 
del vehículo y que apareja una presunción jttris, a su favor, y 
liacc fe en juicio imponiendo ta pincha contraria a quiénes prc- 
íciidierctt destruir la fe que procede de la ley (art. 72, ley 2X73, 
Cantara Federal tte la Capital. Jurisp. Arg.. tomo l", p¿, 148 
y /)ir.. 

lV>r estos fundamentos y definitivamente juagando, fallo: re- 
chazando en todas sus ¡«artes, con costas, (a presente demanda. 

H. A. Lajufcamón. 



SENTKNCIA DE LA CÁMARA FEOJUtAL 

l-a fiara. Septicnibrfl ¿4 de \*>2h. 
Visto- y Considerando: 

Qm la empresa demandarla lia negado categóricamente la 
rts|M>nsal>Ílidad que se le atrihuye en el accidente origen de la 
acción promovida, que ha sido fundarla en la falta ríe liarreras 
en el paso a nivel donde el hecho se produjo y en omisiones e 
infracciones cometidas \mr empicados de aquélla. 

< jjiie en cnanto a la falta de colocación ríe kirreras en dicho 
paso :i nivel, consta de autos que con anterioridad al día del 
accidente existia e, t ta r daga nados en el mismo. lo r|ue acredita que 
la empresa hatija cumplido con la obligación alternativa que le 
impone la ley general de tcrrrKarriles en el art. 5<; ¡ncs X". qne 
exigí |tíira el caso kirreras o guardaganados. 

Que estando autorizarlo el funcionamiento de ese paso a 
nivel sin kirreras y sin guarda, según consta de autos, y atento 
a Ir> expresad., en el acápite anterior, es evidente que la empresa 
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no ha iiif rilando disposición legal albina, «puesto que no se ha 
probado que el aumento de la población o el incremento del trá- 
fico, posteriores al permiso para el funcionamiento del paso a 
nivel sin barreras, hayan colocado a la" compañía en la obla- 
ción de dotarlo de éstas ¡jara la seguridad del tránsito». 

Que respecto de la imprevisión, falta o cul|u del conductor 
de la locomotora, es de observar que fueron la base de la acusa- 
ción corriente a iV 105 de la causa criminal seguida a Fernando 
fuman y Aiij-e! Kovcrauo y q|¿ en su pronunciamiento el señor 
Juez, jjor insuficiencia cíe la pnielw testimonial producida, dio 
ixir no establecida la omisión del silbátó de la máquina al acer- 
carse al paso a nivel donde ocurrió d necidente y absolvió de 
culpa y cargo a los procesados. 

Que cualesquiera hayan sido la* deficiencias de la prueba 
rendida en esa causa, no es posible, en presencia de lo dispuesto 
por el ait. 110.Í del Cód. Civil, discutirla de nuevo y avalorarla 
como fundamento de la condenación que se persigue en el juicio 
civil, en o[JQ$icíóri ;t U, resucito en el criminal, extremo que cons- 
tituiría uti escándalo jurídico. 

Que,, en consecuencia, queda descartada la res|Hnisab¡lidad 
«le la empresa por las consecuencias del accidenti- que ha motiva- 
do esta demanda. 

Cor estos fundamento* y concordantes de la sentencia apela- 
da de fs. 12,?, se la confirma, sin costas, por haber mérito [jará 
eximir de ellas í) la |iarie vencida. Xotifioucse y rloviu'lvase.— 
V. Guido llmmUr. - C. BMm. Atiténw /.. Ma>tsmm>. 



i AI.I.O ps. tik COKTE SUPltKMA 

V.wiu^ Aires. Ai¡.i,t<. fi -k- píjK. 
V \ isio>: I.us seguidos l H " don Antonio A. Mangieri con- 
tra la empresa del Ferrocarril Central -le Uttein» Aires, sobre 
indemnización de daños y perjuicios. 



IC8 



TALLOS OH LA CORTE SUPREMA 



Y Considerando : 

Qbe el actor fundó su derecho a la indemnización en la res- 

1 Habilidad que atribuye a la empresa por mi colocar barreras 

en el paso a nivel en que se produjo el accidente c invocó conn- 
Fundamento de la responsabilidad consiguiente a la omisión re- 
ferida, el art. 3*. ínc. 8f de la ley fie ferrocarriles \" 2K7.Í. 

Oue esia Corte ha determinado ya en sentencias anteriores 
<l alcance del precepto citado, y en ellas ha dejado establecido 
que la interpretación más razonable en presencia del texto legal 
y de los propósitos t\M informan la disposiciém. es la de que 
los íermc¡irriíe P deberán emplear loa medios de protección ¡u- 
tli-jH usalilc. esto es. ltarrcras o jíiiarda«aiiadiis. sc^tín los casos, 
con arreglu a las necesidades del tráfico local, ya que la instala- 
ción de liam-ras ni lugares afanados y de escaso tráfico no ten- 
drá otro resultado que el de encarecer la expiración ferroviaria 
con perjuicio directo del púl.lico. (Fallos: tomo 142. pág 2,1S 
y otros j. 

(Juc la sentencia a|ielada. avivándose en los elementos de 
juicio acumularlos en autos, llega a la conclusión de que la taita 
ríe instalación de forreras en el paso a nivel en que se produjo el 
accidente, no constituye una negligencia Culpable de parte de la 
empresa demandada, «puesto que no se ha prolndo que el aú- 
nientO de la población o el ineren uto del tráfico. j>ostcnorcs 
al |KTtiiisn [jara el íimcionainientu del paso a nivel sin liarreras. 
hayan coloyado a la comp-ima en la obligación de dotarlo de és- 
tas («ra ta seguridad del tránsito». 

(Juc tu» podiendo revisarse tales conclusiones sobre punios 
de hecho y de prueba en el recurso de puro derecho federal, a 
mérito del cual se ha traído la causa a la jurisdicción ajelada fie 
esta Corte, resolta inobjetable ta aplicación hecha jjfr el Tribunal 
«a qtiifj» de la disposición cuestionada de la ley 2873. 

J'or e||o se confirma !:> sentencia apelada en cuanto ha po- 



ir--- { 



... • -•!■• 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1C9 

uicudnse el papel éli él Juzgado de iiriífcii. 

\. ]íi;mmhio. - j. Khí. kkoa AL- 
CORTA. Roukrto iÍKI'KTTn, 



l'rvamuíor f-hcal de fa Cámara l-ai.ral de ¡relación de f« ( a- 
$m, ai el jaiao vMm-thn-s (n-nndo. k'cntrso de amhno*. 

Sununhfi m eom^poM; el recurso euraordinarin tlel articulo 
14. lev 48. cantea una resolución que se limita n declarar la 
nulidad ele procedimientos di- la Administración de Fmpues- 
m Intuitos. {Xo se tramita de sentencia definitiva, pues ni. 
furnia fin al sumario ni iiiijK-dia su c< mt inunción 

Caso : Leí explica el sámeme: 



J'"ALLO DE LA COKTE SCl'KI-MA 

Bmx» Aires. Agotto 6 ik 193», 

\utos y Vistos; 
Considerando : 

Que por resolución de 2S de Agosto ile 1925, la támara 
Federal de la Capital declaró nulas las medidas administrativas 
referentes a Gerardo Martínez i»or haberse tomado sin el debido 
procedimiento de ley y sin audiencia del ]xrnidieado. 

Que contra ese pronunciamiento se dedujo pnr el Procura- 
dor Fiscal recurso extraordinario y en presencia de la denegá- 
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cióvi hecha por el tribunal a fs. 38, se trajo ante esta Corte «ti 
recurso de queja que fué desistido |ior el JWnrador (ieneral de 
la \ ación. 

tjiie aunque la Administración de Impuestos Internos cení 
fecha 13 de ( jetubre ele 1025 ordenó «la dcsintcrveiición decreta- 
da sithrt- los efectos de la manufactura», el latineante sostiene 
en la presente reclamación formulada el 9 de Diciembre, de 1925. 
que a<|ue1ta repartición lia desacatado la sentencia y pide se la 
restablezca en forma plena en su derecho de comerciar, dándose 
cumplimiento a la sentencia pronunciada por la Cámara Federal. 

i.juc este Ultimo tribunal a su vez al pronunciarse .sobre la 
reclamación antedicha ha expresado que la Administración de 
Impuestos Internos, como consecuencia de la resolución judicial 
di* fecha 28 de Agosto de 1925. ha debido y del»- proceder al 
levantamiento de la inspección permanente que -sobre la 
máquina. 

<Jne en presencia de tales antecedentes, es indudable <|tie la 
resolución contra la cual el Señor Fiscal de Cámara ha inter- 
puesto recurso extraordinario, no es la sentencia definitiva a 
que se refiere el art, !4 de la ley X" 48. 

<Juc, desde Juego, et pronunciamiento principal de la Cáma- 
fá b'cderal tle 28 de Ayusto de 1925 no reviste aquella calidad, 
piles él limitóse a deelarar la nulidad de los procedimientos ad- 
ministrativo* \ no puso, por consiguiente, Fin al sumario respec- 
tivo ni impidió su continuación respeto de la materia que cons- 
tituía su objeto. 

(Jue la resolución de 8 de Junio de 1927 como simple inci- 
dencia posterior destinada a obtener el cumplimiento de la pri- 
mera no puede encontrarse en mejores condiciones a ese respecto 
que la principal y [*>r consiguiente no revestiría la calidad de de- 
finitiva exigida por él recordado art. 14. 

Kn su mérito, nidn el Señor Procurador (¡enera!, se declara 
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improcedente la queja. \ : otifíqucsc y devueltos que scafl tus 
autos remitidos por vía de informe cun transeriitcióri de la pre- 
sente, archívese. 

A. Bermejo, — J. Fiuitroa Vi- 
corta. — Roberto Repktto. — 

lí. GlMIN) f. AVALLE. 



Don Nótale Giytmtc y otros contra el Ferrocarril Venir»! Ar- 
gentino, sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario: Í v I-a interpretación más razonable de la disposición 
«leí inciso 8* del art. 5» de la ley ¿873, en presencia de su 
texto y de los propósitos que la informan, es la de que los 
ferrocarriles deliran emplear los medios indicado* de pro- 
tección, coii arreglo a las necesidades fiel tráfico, ya que la 
instalación de barreras en tos tugares apartados y fie escaso 
tráfico, no tendría otro resultado que el de encarecer la ex- 
plotación ferroviaria en per juicio directo del publico. 

¿ f La negligencia del Departa mentó de Ingi-nieros cu 
no exigir el cumplimiento de una disposición legal no pue- 
dc excusar la negligencia de la eni]>resa demandada, piiís 
se trata de omisiones de que es directamente responsable 
el que las ha cometido. 

Caso: \a* explican las piezas siguiente* : 
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tín*arii>. Diciemtffc 22 di 

Vistos sril acuerdo los autos Gigante \atalc, jjjcíjr si y sus 
hijos menores Juan y Roma contra el Perfocarril ("cutral Argen- 
tino snbrc indemnización <lc daños y [H-rj «icios. 

Y Considerando: 

1" Constar |mr el auto <lc fs. 36, del 30 de Septiembre de 
V>2-\. del expediente agregado por cuerda floja \* v S60, haltcrse 
sobreseído definitivamente en ¡a causa por el accidente motivo de 
este juicio, cuyos fundamentos repite Ja resolución de la Direc- 
ción de Ferrocarriles de fs. 36 de estos autos principales : y ser 
jurisprudencia constante del tribunal (tfÉUIos números IN57/Í* 
3C>s6i 3116. 3J_>_>. 44,17, 4770 y 6513), cpie dicho auto aporta 
la cosa juzgada sobre los Jiecbos respectivos del art. 1 103 del 
Código Civil, según el cual, después de ella, cuando, como en el 
$ftl> tifa ba sido absolutoria, no se puede alegar en el juicio civil 
la existencia de aquellos sobre los cuales recayó la absolución. 

2' .\ más. derivada exclusivamente la responsabilidad pre- 
tendida de la talla de larrcras eli el lugar del accidente, no ha- 
biendo sido impuesta anteriormente su colocación ]>or la Direc- 
píÓtl de Ferrocarriles, única autoridad a <|itien compete privati- 
vamente determinarlo jnir el art. 6'\ ley J873. mientras existe allí 
guarda-ganados, como alternativamente lo manda el inciso W 
del art. 5* de la mi*ma. no hay tal responsabilidad (votos el 
sitMTÍ|»to. Dr. Fierro, en los fallos del Tribunal números 3H5. 
46K4, 473¿. 4770 y 5I!2). 

3 ,J Ante esta situación legal y jurisprudencial definida, la par- 
te actora careció de razón plausible para litigar, no debiendo Ha- 
ber sido escuta de las costas de primera instancia. 
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Por tanto y consideraciones concordantes de fa sentencia de 
ís. 64 a r/í. del 22 de Junio próximo pasado: se Ja confirma con 
costas, en lo principa! ; modíficándolu en cttatito a las dé ptitn&. 
ra instancia que también se im|>oncn a la p-trie achira. Xotifiqui- 
sc y devuélvanse al juzgado fie origen donde si- re|Mindnm los 
sellos. Aw .1/. f-iWm. — I.uh \ \ i.oMzáh -. ^Jidhw PáiJi 



HALLO Í>K LA l'OKl'K Sl l'HKM A 

[¡IMUk; A iri s, AgQStti X dé VJJH. 

Y Vistos; 

Los seguidos por don Nataíe Gigante, por si y en nombre 
y representación de -sus hijos menores Juan y Roma contra el 
KcrramJ Central Argentino, sobre indemnización de daños y 
perjuicios, venidos en apelación extraordinaria de sentencia <lc la 
Cámara Federa! dé Rosario. 

Y Considerando: 

í ¿ix el actor fundó su derecho a la indemnización en la res- 
ponsabilidad que atribuye a la empresa |ior no colocar torreras 
en el paso a nivel en epte se produzco el accidente c invocó como 
fundamento de la responsabilidad consiguiente a la omisión re- 
ferida, el art. 5', inciso 8* de la ley de ferrocarriles N s 287.V 

Que de acuerdo a lo resuelto por esta Corte en casos análo- 
gos, la intrrpretación más razonable fiel art. 5*. inciso K" de la 
ley 2H7*\. en presencia de su texto y de los propósitos que la in- 
forman, es la de (pte ios ferrocarriles deberán emplear ios me- 
dios indicadas de protección con arreglo a las necesidades del 
tráfico, ya que la instalación de torreras en los lugares aparta- 
dos y de escaso tráfico no tendría otro resultado ipie el de enca- 
recer la explotación ferroviaria en perjuicio directo del publico. 
(Fallos^ tomo 142. página 238 y otros). m 
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ijw se^m se desprende del informe agregado a fs 

¡a~¡ necesidades del tráfico aconsejan la instalación <lc barrenus 
como mcditla (le precaución ¡ y, en consecuencia, la empresa dc- 
mandada es responsable tle su lugliKencia, no obstando a ello el 
antecedente de no haberse ordenando la colocación tic Uirriras en 
el cruce de (|ujE se «rata por la Dirección General de Ferrocarril 
les. porque cuino ha diehü el irilmn.il él decidir casos análogos : 
«la ueylijjeucia del líuparuunenlo de Ingeniero» en no exigir el 
cumplimiento de una disposición legal un (Hiede excusar la negli- 
gencia de la empresa demandada, pues se trata de omisiones de 
«pie es directamente re.spon.sah!c el míe las ha cometido». í Fa- 
llos, lomo 5.Í. pág, 2<Jtí y turna 0ü pág. "5). 

I'or ello, y atento t* > que disfume el art. 16 fie la ley X'' 4$." 
se revoca la sentencia apelada, devolviéndose, en consecuencia, 
otos autos, para ipie de acuerdo ron las precedentes conclusio- 
nes, sea nuevamente jugada la causa. Notifiques* y devuélvan- 
se, reponiéndose el papel ante el Juzgado de origen. 

A. Hkhmkjo, — Rohkkto lírcrimo 
■-. K. firmo Lavaiu:. 



l)pn Baldwmro López y Cía.. iipthnuh> de mm r$Sjoj[üffán de 
.¡diurna. 

Siitiuifio: l" i 'rucéele el recurso extraordinario riel arl. 14. tey 
48. contra una sentencia de la Cámara Federal de la Capi- 
tal contraria al derecht» fundado |>or el ce urrente en el ar- 
ticulo Ut di la ley 1 \JK\. 

2p Kl art. frfi de la lev ¡1.281 no hace distinción entre 
partida de bultos o bultos o rajones singulares. 



Cftaft: Lo ftcpHcíUi las pie/as siguientes: 
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RESOLUCION" DEL ADMINISTRADOR HE ADUANA 

Baeoós Aíre$ Agosto 12 de iv25. 
Vistos y Considerando: 

Que la Junta del Kamo. el miembro iniurmante del Tribunal 
y el Tribunal de Vista*, basándose etl un análisis de la Oficina 
Química NactónaJ, clasifican la mercadería en cuestión por la 
partirla 2057 en que se denuncia y mi en la partida 2021. cuino 
pretende el denunciado. 

\hw scjjún el informa de liquidaciones, la diferencia del 
valor y derechos excede el 50 %, 

Q>ie de acuerdo con los arts. 128 y aW) de las ordenanzas 
dé Aduana y <V> de la h-v 11.281. 

Se resuelve: 

Comisar tos 46 kilos de tejido de seda mídela, a Irene ficto 
del autor del ¡«irte, sin perjuicio de lo que al Fisco corresponda. 

Hayase sal>er, uotiíiqucse, reijóngase el sellado y en caso de 
conformidad de fiarte pase a liquidaciones a sus efectos. Tome 
nota Vistas. Cumplido archívese por Asesoría y Sumarios. 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Mayo .11 r!<? Iy2(í, 

Vistos : 

Debiendo el interesado conocer la verdadera naturaleza de 
Ja mercadería a los efectos del cumplimiento del art. 10o de las 
Ordenanzas y por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
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resoludún administrativa recurrida efe ís. 17, que ittlpQTte a Hal- 
dorjiero López y Cía. la |x?na de comiso de la merederín de que 
se trata, y sin pcrjuicki ck' los derechos del "Fisco. Notifique-te. 
repóngase las tojas y devuélvase. 

MU/ttei /.. Jan! us. 



Sl-Ví KNl'tA iíK LA CÁMARA I KUKKAI. DE Al'M.Al IÓN 

[liiviioí Mrv>. dawbre ti ilv MÜ<.. 

r 

\ Uto* y t ousiderando : 

OtH- ItahiémW documentado la mercaderia que se denuncia 
contó tejido de algodón con seda (partida 2021). resultó ser te- 
jido di seda mezcla perteneciente ¡i la («anida 205" efe la trtriía 
de avalúos. 

Que, en consecuencia, la manifestación formulada en *.) 
despacho N v 50.751 no se ajusta a lo establecido en el art, 104 
de las < >nk-nanzas de Aduana, desde i|ite no se ha expresado con 
exactitud la calidad y especié de la mercadería, (o cual, a no 
mediar el parle de ís. 1. habría perjudicado a la renta fiscal, 
pues se liuliierau alionarlo menores derechos que los eorre*- 
pi ludientes. 

Qili la circunstancia de (pie hace mérito H recurren le. de 
q«e en la factura de -fs. d, acnupañada sin legalizar, se consigna 
el porcentaje de seda que contienen los tejidos en cuestión, no es 
suficiente a juicio >U-\ tribunal para atenuar la pena de comiso 
qiie corres] Miiule aplicar eiri este cam. de acuerdo a lo dis- 
puesto cu los arts. 12S y { )M) de las ( hlciianzas y 66 de la ley 
11.281, dada la diferencia existente entre dicho porcentaje, el 
que arroja el análisis de la Oficina Química Nacional ( fs. 5). 
y el asignado por la Tarifa de Avalúos. 

IW ello, se confirma, con costas, la semencia apelada de 
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fs. ¿V que impone ;i Italdomem Lope» y t ía. I;i [xaia de comiso 
de la mercadería do í|tte se trata, sin perjuicio de los derechos 
que corresponden al Kiseo. Devuélvase. - H. A. NüSúr Amito- 
rritn. — Mttnrlimi lisealtiila, T. Arias. -- J. f. Lamí. 



1AU.O DE Ut CORTÉ SU'KKMA 

Huertos Airi'f., Asusto M di l"¿S. 

. Autos y Vistos: 
Considerando : 

ijim se trata en el caso de una partida de mercaderías ma- 
nif estada a la Aduana como tejido de algodón con seda que re- 
sultó tejido de seda mezclada y por consiguiente ele mi valor 
rpie excede del cinctienla por ciento del asignado a la mercadería 
en el respectivo documento. 

Qw el recurrente ha sostenido que el art. 60 de la ley 
1 \ JS\ tío es aplicable al caso, pues aquel v\w sólo cuando se 
trata de partidas de bultos mayores do cinco unidades, no obs- 
tante to cual la sentencia de la Cámara Federal ha aplicado la 
pena dr comiso conforme a ese articulo. 

(Jue en tales condiciones el recurso extraordinario es pro- 
cedente conforme a lo dispuesto |ior el art. 14 de la lev \> 4S y 
oido el Sefmr Procurador General Sai se declara. 

V foiisideríititlo en cuanto a la cuestión federal por tféí in- 
necesaria mayor suhsiaiiciacrón : 

íjue el art. fiíi de la ley 11.281 expresa lo siguiente: «las 
diferencias de especié y calidad a que se refieren los arts. 128. 
352, 39O, 1025 y 1026 y correlativos de las Ordenanzas tle .Vlua- 
na serán tratados de-de la pnimulgncióu de esta ley con nr r^lo 
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al valor de ja mcrcaderia exclusivamente, aplicándose dobles de- 
rechos si esas diferencias representan hasta el 50 S del valor 
asignado a las mercaderías en el r^Sétlvo documento y comi- 
sámlose si exceden de- este 50 %». 

Que cúnió resulta del ¡testo fiel articulo transcripto no se 
hace en él distinción alguna entre partida de (mitos u Imitas o 
cajones singulares, como no podía ser de ritro modo, pues las 
diferencias de especie y calidad de los artículos en él citados de 
las ( Vdcnamras de Aduana, se refieren y aplican cabalmente al 
caso de un solo bullo. J'nr lo demás, es obvio que no habría 
lógica alguna en sentar tal distinción sometiendo a los intro- 
ductores a sanciones diferentes según (jüe tas mercaderías mal 
declaradas viniesen en muchos b en pocos bultos. 

Ku mi mérito se confirma la sentencia apelada en la parle 
que ha podido -t r materia del recurso. Xotiiiquesc. repóngase 
el papel y devuelto, que sean to> autos reriiitidos por via de in- 
forme con Ira uséis (H-ion de la presenil-, archívese. 

A. lÍKKMKJ. ~ KnHKKTo KüPKTTO 
- 1\. l¡ni«' I.avau.k. 



Ihm .i. y C'ht. t mitin el (ipbierijfít Xíhloii.ií. par dwotlt- 

,¡óil tfc dhh'fn. 

Su nutrió : l» Denegada una gestión administrativa tetnliente a ob- 
tener la devolución de derecbos («gados por servicio de di- 
que de carena, el caso encuadra dentro del articule» .T\ inci- 
sa 1" de la ley 4055. 

No existe disposición legal o resolución administrati- 
va que obligue al rínhierno Nacional a «interpelar y notifi- 
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car» a 1„s dueñu, y representantes ,| L . | (U(|llc , |[lt . ^¿ ^ 

servado el dique de camia. «de q tte ntms bureos esperan 
ntrnrj». 

('«.o»; l.n explican ] ;i s pie^s siguientes: 
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1¡iiiji..s Airt-í. Septiembre »> de V)>4. 

\ islas ratos autos seguidos ]»>r los señores A. López v t ía 
contra el «¡ubiemo de la Nación. p, ir devolución de una ".urna 
de cimero, relacionados a fs. 55: y 

( ousidennidn : 

Que laWutctjcin ¡qielada declara qué tus derechos pagadas 
Mi * de Junio de 10¿l por la |«.rte actnra. |H,r halier reservado 
el dique de carena a partir .leí ¿S del mismo mes v año hasta el 
1" de Julio, fecha esta en la que desistió <le utilizarlo, deben ser 
denwsltps, aplicando por analogía la resolución administrativa que 
exime de derechos suplementarios a los buques que no puedan 
«iUr .leí dique por falta de agua (de fecha 27 de Diciembre de 

<Jiit sea igual la situación dH buque que no puede salir, a la 
del buque que no puede entrar a. üque, nq significa que esto 
sea lo mismo respecto al pago de los derechos: pues este último, 
mientras no desista de utilizar el dique, no pagaría derecho al- 
guno, mientras que el primero habría pagado los correspondien- 
tes al tiempo que utilizó el dique, aunque sin recargo |x,r los días 
que necesite |«ra salir, a la esi>era de agua. 

Que disposición legal ni administrativa alguna impone al 
propietario del dique, el Oohierno Nacional en el caso s,tf< lile. 
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l;i obligación de «interpelar al [lucno del buque» y una *tíotiffc 

cación de que otros barcos esperan turno*. 

l'A silencia efe la ley y U falta de una disposición admiuis- 
tratíva al respecto parecen indicar lo contrario desde que. reser- 
vado el diqué |x>r un buque, éste puede optar entre imperar a 
tener el Rgua suficiente que le {jerintta la entrada, y desistir de! 
pedido; pero mientras no desista, es indudable que el dique es*- 
lá a su disjiosición y que. por lo tanto, dclve alionar los derechos 
correspondientes, salvo el casn fortuito o de fuerza mayor. 

Que aunque la sentencia apelada nada dice sobre la iuerz:i 
mayor íhvoqitla por ta parte aetora. por la falta ile agua sufi- 
ciente jlára que nti buque del calado del «Infanta Isabel» pudie- 
ra entrar al dique, es indudable (pie ella no lia sido probada en 
autos, pues la baja matea en el Rio de la Plata no constituye |x>r 
si un caM» fortuil le fuerza mayor en el sentido que lo deter- 
mina el art. 514 del Código Civil y su nota explicativa. En cíec- 
to, aquella no es un acontecimiento que salga del curso ordina- 
ria dt la naturaleza. sino que, |ior el contrario, obedece a causas 
conocidas y j»or ende previsibles. Adamas es de advertir que si 
la |iarte aetora hubiera desistido de utilizar el dique, éste hubiera 
podido usarse l M,r otros buque» de menor calado, como lo observa 
el Señor Procurador del Tesoro, en su dictamen de fs. 5 vta. 
del expediente del Ministerio de Marina X» 62#7 T.. o N> 3UP. 
1021, 

Por estas cou>ideraciones se revoca la semencia de fs. 55 r 
\ en 'on>ecuencia. se rechaza la demanda entablada por A. f.ó- 
|iez v t ia. contra el Gobierno Nacional, ]Mir devolución de lo 
pagad », sin costas, en atención a la naturaleza de ta causa y al 
resultado el pleito en primera instancia. Repóngase las fojas en 
el juzgado de procedencia. — 7\ .-Iritis. — MnrctTtno E$eúf¡iíiÍa,~- 
!'. A. $(isar .iiuhnniui. - J. P. I.itna. 
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DICTA M IiN fu i. SKXOK PRÜCDRADOIÍ GKNERjVL 

BucrtOs Aires, Pobrero 17 de V>2?. 
Suprema turu*: ^ 

Vur los fundamentos do la sentencia de fojas 71 dictada 
j»or la Cámara Federal de Apelación mi la presente causa seguida 
contra el Fisco Nacional |Hir la sociedad A. López y Cia., sobre 
devolución de sumas de dinero pagadas y ]Mir tas consideracio- 
nes concordantes de los escritos de fojas .14, 52 v 63 del Minis- 
terio Fiscal. íjue doy por reproducidas, pido a V. I".. la eouímna- 
ción de la expresada sentencia en cuánta rticHaza la demanda 
interpuesta. Con costas. 

Huraño R. ¡.ancla. 



lAf.Ut [)(■ LA comí: SITKI-MA 

Baenos Airt >, Agosto 10 de 10Í8. 

Vistos : 

Ksios autos seguidos por López A. y Cía., en representación 
de la Compañía Trasatlántica de Barcelona contra la Nación por 
devolución de una suma de dinero payada por servicios del dique 
de carenn, y 

Considerando: 

Que la adora pretende la devolución de los derechos res- 
pectivos pagados por ella con arreglo al arancel correspondiente 
por el hecho de no haher usado el dique de cureña a causa de no 
halier entrado en él el buque «Infanta Isaf>el de Uorl ion» deltido 
R la bajante del rio, no obstante estar dicho dique reservado a día 
fijo para aquel paquete jjostal. 
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Que l.i giestión administrativa (leí caso entablada previanicn- 
it .1 ota demanda fué denegada |Nir el Poder Kjcutivo. circiins- 
taucia qne encuadra este asunto dentro del art. 3. inciso 1" de l:i 
lev 4055. (Fallos, tomó 100. |<ág. 103 h 

ijm la empresa naviera había reservado el dii|iie de carena 
para el día iS de junio y no deliiú ignorar que tal reserva le dalia 
derecho de preferencia sobre los. dunás buques que requiriesen 
tos. servicios del dique, de actlérdu COtl lO dispuesto en el arl. 1 ,J 
del decreto reglamentario de 9 de Agosto de 1913. 

Une el -mencionado derecho de preferencia, legítimamente 
adquirido te» beneficio del buque «Infanta Isak-I». no desapare- 
eeria jjor el único motivo de la falta de agua para su entrada» 
¡ules podía conservarse pagando los derechos correS|>ondienles 
como si liubiera ocupado el dique, según expresamente lo dispo- 
ne la resolución ampliatoria de Diciembre 17 de 19¿í>. 

fjue a la luz dé las disposiciones citadas, el silencio guar- 
dado por la actora, en relación al uso del dique, debió conside- 
rarse como la expresión tacú» de la voluntad de conservar su 
derecho iwir cuanto 110 existe ley ¡a resolución oue ohliguc a la 
autoridad administrativa a formular interpelación o notificación 
alguna al respecto a lo?, din-ños o representantes del buque fari. 
1145 i leí Código Civi!, . 

yiie estos antecedentes y principios llevan a la conclusión 
que el pago de derechos efectuado |Ktr la actora es perfectamente 
¡igilinio, toda vez que ésta tuvo el dique a su «Mspirsición, en 
!o> días de autos, impidiendo así que otros IhtqUes de menor ca- 
lado hicieran uso del dique de carena. 

Oue esto misino se desprende de la propia solicitud ¿tal in- 
teresado, a fs. 1 del expediente administrativo que corre agrega- 
do, en el cual se manifiesta «que dado el ticm|>o transcurrido sin 
que la marea alean/ara en ningún momento, la altura necesaria 
■pata su entrada ( la del buque), nos vfmos obligados a desistir 
de esa Operación, por Cuanto tratándose de 1111 vapor correo que 



DE J L'STtCÍA DE LA NACIÓN 123 

tenia anunciada su salida de este puerto para el día J. lio era 
posible prorrogar por más tiempo la espera de agutí <|ttc había- 
mos soportado ya cuatro dias. En consecuencia, ¿é dispuso, y se 
comunicó al Taller ele Marina el (tía 1", que por la circunstancia 
denunciada, nos veíamos en la necesidad dr anulnr nuestro pedi- 
do y si aeasii hubiere lugar, (o reiteraríamos en el próximo mes 
de Agosto, étei* 

Como se infiere di esta manifestación, los interesados man- 
tuvieron a su disposición el dique desde el 28 de Junio hasta 
el l« de Julio, feclia en la cual recién anularon el pedido res- 
pectivo. 

<Jue esta situación de hecho, reconocida por el propio actor, 
importa laminen aceptar como cieno, que et dique de carena es- 
tuvo a su dis|josición, los días, 28, 29, 30 de Jimio y t* de Julio, 
es decir, como si lo hubiera ocupado. 

J J or estos fundamentos y sus concordantes, se confirma la 
sentencia apelada de fs. 71. Xoiiiiqiic.se y devuélvanse para su 
cumplimiento previ» reposición del papel. 

A. lÍKRMKJO. — J. FltíL'fíROA AL- 
CORTA. — U. (¡ruwí I.AVALI.n. 



Don Samuel BmzciMic cottlra el dOctót, Matías Mmkinlay '/.«- 
piala. Qitrnlfa por frwartaila, ailmiinais c injurias. 

Smititriv: I'rueede et recurso extraordinario riel an. 14, ley 
M¡ contra una decisión favorable a lít validez constitucional 
tle una ley local impugnada como contraria a determinadas 
cláusulas de la Constitución. 

2" Xo son repugnantes a los artS. 8, 16, 1K y 45 de ta 
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Constititción Xacioual. ]<»s arts. 10o y I2.Í de 1» ley JK".Í, 
sobre organización de los Tribunales de la Capital. 

Cuso: Lo explican la-* piezas siguientes; 



A' T<» Ofiti JUKZ OKI. CRIMEN 

Bueno* Aires; Juntn ¿1 iU* 1*127. 

y Vistos : 

Esta querella eh la cual se presenta Manuel Bntzxotie, cura 
y vicario ilc la iglesia tte Uuiltnes. provincia de ! lóenos Aires, 
acusando con e! escrito de ís. J ni doctor Matins Mackinlay 
Zapiola corno autor de Jos delitos de prevaricato, calumnias e in- 
juria» ijuc Itabria perpetrado en |ier juicio del Imeu nuinlire del 
querellante en los juicios y apreciaciones emitidus en un dicta* 
inen que como Fiscal de la Cámara I* de Apelaciones en lo Civil 
expidió con lecha '> de l>iciend)re fie I°2f> en el expediente suce- 
sorio de don Fortunato Martínez. 

Y Considerando: 

1' <Juc según se desprende de la propia acusación, el que- 
rellado emitió los conceptos incriminados en el ejercicio de su 
cargo de Fiscal de Cámara de la Capital Federal, vale decir, cum- 
pliendo cini forme a su ciencia y conciencia sus tareas de magis- 
trado inamovible y justiciable sólo después del levantamiento de 
sus inmunidades en : uicio político. | Art, ley l^M). 

3' ' 'ni- siendo asi, y no habiendo el querellante demostrado 
previamente que el querellado se encuentra separado de su car- 
go j«>r sentencia de su juez constitucional el Senado fie la Na- 
ción, la jitsticift ordinaria carece de jurisdicción para conocer en 
esta querella conforme lo tiene reconocido ta jurisprudencia de 
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los tribunales. En efecto : la Cámara Federal de la Capital en la 
Causa Sacconc versus Domínguez (Juez tic Instrucción», por in- 
fracción al art. 241 del Código Penal, fundó con fecha 10 dr 
Mayo de 1926, la declaración di* incompetencia ni las coiisidcra- 
ciones que para mayor ilustración tic este |]rótiftncíáhiiefita sé 
transcriben por serle aplicables tu un todo. Dijo la cámara: *<Jm' 
el art. 45 de la Cii institución Nacional al establecer que solo la 
Cámara de Diputados ejerce éf defecbo de acusar» ante el Scna- 
iln al Presidente. Vicepresidente, sus Ministros y los miembros 
de la Corte Suprema y demás tribunales inferiores de ia Nación 
en las causas de responsabilidad que se intenten contra ellips por 
mal desempeño o i>or delito en el ejercicio de sus funciones o 
por crímenes comunes, después de halier conocido de ellos y de- 
clarado lial»er lugar a la fotimación de causa. ,jx>r mayoría de las 
dos terceras partís de sus miembros presentes»; y el 51 de la 
misma, al atribuir al Senado la facultad de «juzgar ;1 acusa- 
dos jxjr la Cámara de Diputados», lia excluido de ta jurisdicción 
del Poder judicial el conocimiento de las querellas formuladas 
contra UU jiu-z con antcrioritlad a su desafuero, el que solo 
puede ser declarado por el Senado, por st*r éste el tínico tribunal 
creado j»or la Constitución con jurisdicción para ello (art. 52). 
Que la Constitución Nacional distingue claramente enurc la acu- 
sación formulada contra un Senador o un Diputado y la en- 
tablada contra el ('residente. Vicepresidente. Ministros y Jue- 
ces, pues aquélla (contra los Diputados o Senadores i puede en- 
tablarse directamente ante los Jueces, tus que pueden instruir el 
sumario cuyo mérito será examinado cu juicio público por la 
Cámara respectiva (art. 62). mientras que la acusación contra el 
Presidente, Vicepresidente. Ministros y Jueces, no puede dedu- 
cirse más cpie ante la Cámara de Diputados, de acuerde* con el 
art. 45 antes citado. V es de advertir que tratándose de una 
querella contra un juez, es indiferente que en ella se impute 
nía! desenliólo « delito en el ejercicio de las funciones judicia- 
Is. como ocurre en el case sttb lile o la comisión de crímenes o 
delitos comunes, desde que la dis|iosición constitucional asi lo es- 
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tabtecc, sic:id© tan clan» y terminante su texto que no e> posible 
iutcrpretarlu de otra manera. Que estos principios son aplicalili > 
igualmente ;t jos Jueces de la Capital de acuerdo con lo dispues- 
to f ii el art. 106 de !a Kcy Orgánica de los Tribunales de Ja 
misma. 

I'ur lo exptte><:o y di* conformidad ton la vista tic ís. .Í5 
íM señor Agente Fiscal, i)r. Achávát Rodríguez, se resuelve: 
Declarar ojete el Juzgado no tiefie jurisdicción ni competencia pa- 
ra conocer sin más tramite cu esta querella. Notiíioucse y ar- 
éhivese, previa rejfwMctw de tojas, — B. (Sarcia Torres. - \n- 
Xv mí; /:'. Mar, ó dri l'mti. 



SRÍSTIÍJiClA PE Ü¡ l'ÁMAHA l.S l.ll l.JCI U IN'AI. V t'ORklU CION.M. 

Buenos Aires, Septietuítrc 9 «le l l »J7. 
Vistos y Considerando: 

(jitf don Manuel BrufcJtone, citra > vicario de la iglesia de 
Quilmes, provincia de Buenos Aires, se presenta ante el juzga- 
do del crimen a cargo de] ductor lleiijamín García Torro, enta- 
blando querella por los delitos de prevaricato, calumnias e inju- 
rias contra el Fiscal de ta Cámara Primera de Apelaciones en lo 
Civil fie la Capital, doctor Matías Mackinlay Zapiola, delitos (pie 
este haliria cometido al dictaminar ejerciendo tas funciones de 
•*u carian mi il juicio suasorio de don Fortunato Martínez. 

[)nv la Constitución Nacional en tos arts. 45, 51 y 52. es- 
tablece «pie sólo la t '¡'miara de Diputados ejerce el derecho de 
acusar ante el Senado a los miembros de la Corle Suprema y 
demás Tribunales inferiores de la Nación en las causas de res- 
[xitisafiitidad (pie se intenten contra ellos, ptr mal desempeño 
p ]n>r delito en él ejercicio de sus funciones o pitr crímenes im- 
munes y al Senado la facultad de juz^irlos en juicio publicó 
para desunirlos* quedando recién desde entonces sujetos a acu- 
sación, juicio y COStigO ante los tribunales ordinarios. 
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Que el enjuicíomiento de los miembros de las Cámaras de 
Apelaciones y Jueces cíe í* Instancia de los Tr Muñíales de la 
* -apital está regido por los miamos principios, según así lo 
establece el art. lOh de la ley 1803 y b ha consagrado la doctri- 
na y la jurisprudencia. 

Que conforme al art. 12.1 de dicha ley, los Píscales de las 
Cámaras serían nombradas y removidos coii idénticas formali- 
i lacles ijue los vocales de éstas. 

One si bien el texto del precepto que acá lia de mencionarse 
sólo se refiere al nuinhramientu y a la remoción de los expresa- 
dos funcionarios, es indudable que su espíritu es asegurarles las 
garantías que comporta la inamovilidad constitucional de Ins 
jueces, considerándolos como miembros de los tribunales en que 
ejercen su iniiiisterio. 

Que tal propósito no se realizaría dando a dicho precepto 
una interpretación literal, de ta cual resultaría que los Fiscales 
carecen del privilegio (le locución de proceso sin previo desafue- 
ro, pues este privilegio constituye la condición fundamental de 
la independencia de ios magistrados sometidos al juicio político. 

Que es inadmisible la tacha de ineonsiitucioualidad invoca- 
da i«*r el letrado del recurrente en el informe r« mv pronuncia- 
do ante el tribunal, con respecto a los arls. 106 y 123 cié la ley 
dado que, aún cuando debiera entenderse que el art. 45 de 
la Constitución comprende a los magistrados del fuero nacional 
ordinario, esta disposición no se opone a que el Congreso Haga 
extensiva a dichos funcionarios la forma de enjuiciamiento en ella 
establecida. 

l'or estos fundamentos se confirma el auto a|K-lado de fs. 
.V» y devuélvase. — Ort'ts íiV Rosas. — - Lnmi Olmos. — Oribe— 
Ante mí: A, /.. Bmttí, 
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llICTAMlíM Ül-r. SKÑOK r-KOClKADOK (iEXÍ£H.\L 

Buenos Aires, Xmtetiif.re 3Í iU VH7. 

Suprema Corte : 

l.o que. cu definitiva ha resuelto la Cámara tté ^eládóties 
en Jo C riminal y Correccional de la Capital di- la Nación cu esta 
cansa seguida por el señor ciini vicario rje la iglesia de QuHrnes* 
Provincia de Hucnos \ire-, don Manuel l>ruz£oue contra el Se- 
ñor Fiscal de la Cámara en Ir» Civil de la misma Capital, doctor 
SÍIatías Mackinlay ^apiola por prevaricato, injurias y calumnias 
es declarar la incompetencia «le la. justicia local en la criminal 
pira conocer en dicha cansa por interpretación y aplicación de 
disposiciones legales, también de carácter local. 

Xo yep en todo ello la cuestión federal qué el querelliUlti 
>upoiu y que ha motivado el recurso de apelación l raido a co- 
nocimiento de V. K, 

Tampoco enetictilro demostrada la relación directa e mnu- 
. Itala ti n re el caso propuesto y las garantías constitucionales (MUE 
se invocan* y st suponen vulneradas, como ló exigen los aris. 14 
y 15 de la ley 4K, siendo notoriamente improcedente, en mi opi- 
nión, la referencia qite se liacc al art. 18 de la Constitución Na- 
cional e« cuanto establece que ningún habitante de la Nación 
pm-dt -er juzgado por comisiones especiales, o sacado de los 
jueces rle^jgnádos por la ley ames fiel hecho de la causa, ya 
que, como es o|»v4o; tal garanjtjft ha sido establecida en favor de 
los procesados y ha de terceros, porque en es le caso, la cues- 
tión dchc resolverse por los principios generales sobre coni|K- 
leticia. 

I'»r otra pane, la sentencia recurrida no vulnera la garantía 
que acuerda el-art, 45 de la misma Constitución, antes bien es 
favorable a ella, quitando con ello motivo ¡j ta interposición fiel 
recurro extraordinario deducido. 
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La impugnación, pues, de ineonst¡tucionali(lad de tos aíts. 
100 y 123 tk lii ley X" 1893 es un mi opinión infundada. 

i Por tcirlrj ello eren que el pSoáseiíte recurso es impn»cedenti . 

Hóraeió K, Ltimla. 

HALLO DE LA 1'ORTL M ' l'EíLM .\ 

Hnt-iu» Aires, Aguato II* rtc 

V Visto*: 

Kl iccurn» extraordinario ¡Merpiii-stu y ciHicvdidn contra 
sentencia tk la Cámara de Apelacimies tfi l<> Crimina! y Cprrec- 
eional de la Capital; en ta quejrietjíi i«>r prevaricato, ínjtirias y ca- 
lumnias, promovida por dmi Manuel llruz/mie o mira d Kisval 
de la Cámara 1* di* Apelaciones eti lo Civil de la (apila! ductor 
M. Mackiiilíiy /apiola. 

Ú Considerando en cuantoa I» procedencia del recurso: 

f Jue la circunstancia de qué !*é haya aplicado en el tallo re- 
cio ridn. mía o más disposiciones dé lina ley de carácter liicáli n<> 
excluye e| caso de la jurisdicción extraordinaria a ijue Se ha traí- 
do, p«r cuanto dichas disjmsieinurs Leales lian si<k > argüidas m 
tiempo \ íi)rm:i contó contrarias a determinadas cláusula- dé 1*i 
Constitución y la decisión de nue se apela se ha pronunciado ínu- 
la validez constitucional de la ley impugnarla, procediendo en 
consecuencia el rwurso; de acuerdo con el arj. 14. inc # 2? de la 
ley 48, art, l>" de la ley 1055 y art. 22, ine. 2" del Código de l*m- 
ccdimiiuio-. en !•• Criminal, y « d*k* el Señor IWurador (letu-ral. 
asi se declara. 

\" considerando en cuanto al fondo: 
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f jxw la ti sis de la musitación cjüe se examina, consiste éij 
esiahleeer rjne d fuñen ma rio contra qUíéd se instaura la qum- 
lia aludida tro puede ser ajuijiiatrntid eti sil carácter dt Fiscal ¿ 
f ^tt^iii í? (fe A|H'Tacif«if> cu lo Civil de la Capital con |n> 
i m ee* ii vi. cales de la misma, y qué en consecuencia, es inc«ms* 
tmuit.unl el art. 1J.Í cíe la ley X*' l.SfJ3, tjuc prescribe «pie el Kis- 
val de < amara será nombrado y removido con las mismas forma- 
lidades cjite In- vocales de esta. 

yue es de ííkIh ev ¡ckncia <pu- el H. Congíísqí en ejercicio 
fie cx| resa* at^íiíieipíiea, ha dictado leyes de creación v organi- 
zación de la justicia ordinaria de la Capital (ÍTdhsÜtÚciófl, art. 

incisos 17 y 27 i, tnstituyendu entre otros tribunales, las 
( amara* de Apelación a «pie el presente caso SÜB re fu-re. y cuyos 
miembros están ei un prendidos cu cuan tu a las actuaciones aue 
-e U > ~¡^an en tas causas por la res|jonsabnidad en (pie incurran 
ett el desempeño de sus EurieionfS, en el régimen míe establecen 
Ins arts. 45. 51 y 52 de la misma Carta* Knndamrni al íarts. 96 

Om sean cuales fueren las controversias y discrepancias 
doctri nana- sobré la naturaleza y caracteres riel Ministerio Pú- 
blico y -le la compleja extensión «le sus f tinciones, es lo cierlo 
iptt de tales antecedentes ni* puede inferirse ijue el Congreso 
« Mece de facultades para colocar al iunciouario aludido al am- 
para de las mismas ¡¿aramias y prern cativas <pie lia potíido acirr- 
> ll¡ * Cgado en resguardo de tanalto cometido, a los miem- 
bros de la Cámara ijue el Fiscal integra en condiciones análogas 
a las del IWuradm- (¿Jetteral de la Xación con relación a esta 
Corte i ley Nf« 27. art. y. 

Que re>|nctu dt* Iris demás derechos y ^aramias ijue se in- 
vocan i Constitución, ¡iris, H. ](,, JK > im pueden decirse vitlne- 
r.KÍas punjue determinados f unciunarins debah ser jugados eu 
«■""diciones y medíanle formalidades fie excepción ipie la misma 
Constitución prescribe y <jue en definitiva tienen por ¡irtisüjjwtl 
finalidad desojar al culpable de su investidura y dejarln tsu- 
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jeto íi acusación, juicio y cas(%o conforme :i Iris leyes, ante los 
tribunales ordinarios» < Constitución, art. 5¿». 

Por estas consideraciones se confirma la sentencia apelada 
e» cuanto luí ih>iTi* te» ser materia del recurso. Xoiifíquesc y de- 
vtiélvanse al tribunal de procedencia, 

A. LtCRMEJU. — |. KtiXTNOA Ar_- 

eoHTA, — Roberto Rki-etto. — 
R. firmo Lava lle. 



Ihm litduttáp MQdhttúía tinifiy d ihrramrpit Central Córdo- 
ba, M>hf cobro dr /V.?».v, 

Sumario : Xo habiéndose establecido en la lc\ JK/.í, los plíi/r ( .í 
éti (|ur las mercader tas preferidas deben ser transportada** 
ni el momento desde que este plazo debe empezar a contar* 
se, el Poder Kjectiiivo ha podido, al reglamentar la ley, lle- 
nar esa omisión, am alterar el espíritu de aquélla {art. 8fi, 
inciso 2"'', Constitución Xacimial ) y concordando, ppr d con- 
trarió con el art. lí>7 del Código de Comercio. acertado. 

Cu.it): Lo explican las piezas *ó»imiites : 



SKNTKNCIA PEL .1 l ! K¡í pE COMKHitO 

I '.iin^s Aires, 1-VhrtTM JU de l'Ü5. 
V Vistos: t sti is autos de los que resulta ; 

1" <Jue a ís. $ se presenta don Indalecio Martine/ entablan- 
tío demanda contra el Ferrocarril Cent ral Córdolw por cobro de 
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la suma de tres mil dentó ^üinfeP peso* nacionales, pruvenicn te- 
de) retardó sufrido en el transporte di- ciento ciftcú mil naran- 
jas de estación Harriniqueras (Santa be,,, al Retiro. 

1- Manifiesta que la frota do referencia quedó inapta |*ira , 
la venta dado que halíiendo sitio ÜesjKichada el día y de Julio 
de 1'JJ.Í y siendo el pla/o |*ara el transporte de hora* 5U.15 la 
eargé lleyó recién a destino el dia 14 de Julio del misino afta, 
i> sea Con una demora de 52 huras 45 minutns. 

.V Uic lo*, consignatarios de quien es cesionario, se negaron 
a rendirla haciendo abandono de ella y dejándola por cuenta de 
la empresa, de Jo que se tomó debida consúmela en el libro de 
quejas de la empresa en estación Jieiiro. 

4" Mide el pago del valor de los efectos de referencia pul- 
la averia sufrida, que hace ascender, incluyendo fletes, a la suma 
reclamada Con intereses y costas. Tunda ta atciún en los arts. 181, 
JS7 y ISS üel C. de Comercio. 260, 2o 1, 2í>4. 2oí» y 349 del regla- 
mento general de ferrocarriles y en el decreto del IVIer Kjccuti- 
yo del 29 de Julin de 1*'21, cuino asi también en el art. Íi4 de la 
ley 2N7.1. Acompaña el titulo de cesión ( ts. I ), y compruljante 
di le not ideación de dicha cesión al administrador del l-Vrroca- 
rri' Centra] Córdolia. 

5" A fs. 10 se evacúa el traslade» de la demanda rivoiiocí ¿taló- 
se la verd,u I en cnanto al transarle, pero nefando la averia invo- 
cad.-, cbjho la exten>ii»ti e importancia de la misma, que le atri- 
Imyt la actora asi como el valí ir que se adjudica a la mercadería 
transportada. 

Después de Itacer consideraciones respecta a la interpreta- 
ción legal del art. 187 del Cód. de Comercio y al decreto del 
Poder Ejecutivo del 2*» de Julio de que discute di- incons- 
íiluciiitial. solicita m rechace la demanda. 

ti" Abierta la causa a prueba se produce la que informa el 
certificado del actuario corriente a fs, 4? vta. alagando bis par- 
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(Cs sobre su mérito cii los alegatos dé ís. 47 y 52 y se llama 
autos paira sentencia a ís, 55 vta.. |>*»r decreto íletf%^ftte con- 
sentido. 

Y Considerando: 

1'- La empresa demandada opour como primera defensa la 
iuconstttucioualidad del decreto dictado por él Poder Ejecutivo 
di: la Nación cu 29 de Julio tic PJil, y <pic la parte actora invoca 
para detettmiuaf ti retardó en que se ha incurrido t*n la ejecución 
del transporte. 

Sostiene la empresa <|iio el I*. B. no esta habilitado para 
establecer distintos tiempos fie ejecución en el trlti|^br|é, se^ííií 
la dase de mercadería. 

Pero tal argumentación no es admisible ante los términos del 
art. 187 del Gód. de Comercio que confiere al poder administra- 
da, la facultad de fijar los tpnptíS del transitorie. sin más 
limitación que el precepto que < lisióme que ese fienipo «se contara 
desde, las doce de la noche del dia del redijo de la carga». 

Nada autoriza pues, a restringir el derecho del Poder Eje* 
cütívo Con resínelo a la reglamentación «le la disposición ríe la 
ley mercantil, No resulta de los términos de laley. que el tiempo 
del» ser uniforme para tintas las clases de mercadería. j?ol el 
contrario, la lógica más elemental aconseja que ciertas cosas por 
su naturaleza fácilmente deterioradle o por la Urgencia de ser 
entregadas en destino, deban ser transportadas en tiempos me- 
nores. , 

No es otro el espíritu riel art. íf> de la ley de feri-oearri- 
les al disponer una serie de preferencias pura la conducción de 
la correspondencia, equipaje, encomiendas, frutos y provisiones 
destinados al consumo diario de la población y objetos riel servi- 
cio público, para los cuales lós gobiernos redamaren preferente 
despachó. 

El deereto riel 29 de Julio de J'-J*|. al acordtar tos tiempos 
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del transara- pata la coitclupcíón de los fruu* y pr^¿nes 
no íilaca, pues, el espíritu del nrt. 1S7 del Cód. cíe Comercio ni 
el del 46 de ía ley de íerrocarrile> ; por ciinsí¿i¡eiit¿ la lacha 
de inconstmid.malidad p.r esste concepto, no pm.de ser declarada. 

«í- Xt> se ¡k-a a la misma cunclusidn éóti el !«guritlo mdíttto 
en que la éhijíréa demandada apuya mi defensa (fe inconstitu- 
cioualidad. 

U [arle impugna tamhiéu - I m/feftíp decreto eii cmstión. en 
eolito » Makfm- que el pía/., dd transporte pira los frutos y p n .- 
visinius < ( > untara desde la hura en 0e ¡jase el primer tren 
que debit líotlducir esa cari; a. 

Kii este casn, c$ evidente que d l'uder Ejecutivo de la Na- 
ción se ha exadidu de f«is limites fijados jjor el an 1X7 del Cód. 
dí? Comercio, para la dt ternn nación de lo» tágty^tt del trans- 
pone. La disposición fínaí de ese articulo, expresa en forma 
bien terminante que d UV^pt» dd ti^iíip&ite sera «contado des- 
de las doce de- la noche del día dd recilio de la carga*. 

El l*pder Ejecutivo ha pedido acortar los tiempos tpie cre- 
yere convemYnh-. ¡jerb Siempre con la condición de que esos tér- 
tiiittóiS se cantaran desde la o]tór4iínuJad fijada en el priecepto 
transcripta. 

Kl decreto dd 29 de Julio de VJ>\ es. pues, ilegal e incons- 
ütücionáJ. Ilegal, porque pUgUíí t-l espíritu y la letra dd an. 
1*7 del Cód. de Comercio, dado que el Poder Ejecmivo m, tm 
tenido tu Cúentá la expresa limitación referente al momento del 
principio de la cuenta del tiempo de ejecución ¡ y e * ¡nconsiiiu- 
eiotial. porque- la reblan lentación del i'oder Ejecutivo que con- 
liene el decreto cuestionado, vulnera el art. 86, im\ 2* de la Cóns- 
ul nctón. al alterar la ley de fondo cuya modificación solo corres- 
ponde ai Con»rr*o. en mérito a los poderes que h confiere el art. 
t*7 en sus incisos H« t l*-' y 

El infrascripta se hace car^o de los plausible* móviles que 
tuvu <*ii cuenta el Poder Ejecutivo al diciar el decreto del 29 tic 
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julio de l°-2l ; pero. ;niU' las disposiciones constitucionales y tu 
lev til vijfur. si él remédio a la situación creada por la poca ra- 
pidez de lii*; tnuis|f ^rus, nt > podía encontrarse dentro tle los tér- 
Úiiltoa «le la misma ley. síú se debió |>rt*scíntlir de ta intervención 
del Poder Legislativo que. seguramente, tratándose de euestiu- 
nes di' comercio terrestre que afectaban la salud pública, hu hiera 
prestado toda sn atención al pedido del Poder Kjecutivo. 

ICsias cuusidi Tac tullen deciden la declaración de incunstStu- 
cionalidudd »1 fleer<!tó del de Jjtilio de 1921, en cuanto dispone 
una forma de contar ios plazos que contraría los que prescribe ti] 
arr. 1S7 del Cód. «le Comercia, 

4" Cuino consecuencia forzosa del considerando que precede, 
debe admitirse a los efectos de determinar la demora en que 
se incurrió en la conducción de la fruta, que el tiempo permitido 
para el transporte desde Barranqueras a lietiro era de fi7 huras 
4fl minutos, ya que al término indicado en los informes de fs. 26 
\ deben ujíree.arsc las ló horas y 25 minutos transcurridos 
desde la hora en que pn>ó el tren basta las 24 horas del dia en 
que se recibió la carga. 

Ks evidente, que habiendo durado el trans|mrle ciento trt- 
ímras ha existido un retardo de treinta y cinco horas y veinte 
mininos, lo que da derecho al actor ;¡ reclamar de la empresa 
di mandada la devolución proporcional de* fletes de acuerdo con 
el art. IMS del Cód. de O mu rcio. 

Cunto las partes están con formes en la aplicación de la fór- 
mula 2 T: V:: \< : X ésta debe servir para obtener la cantidad 
que corresponde devolver, teniendo en rúenla que el flete paj;a- 
«lo fué de .Í3K.15 peso>. 

5" fon respecto a ios «taños y perjuicios cuyo cobro también 
se persigue en la demanda, no se ha acreditado por Ta parte, 
adora la existencia de las averias que le obligaran a akuidouar 
la cusa por cuenta de] porteador. 

Ninguna prueba se ha traído a los autos pira la comproha- 
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t tt.ii ele «na Linniiistam-ia m %ffltv «tfiki fa énnnmti H om- 
signatario, V >i bien es n ni«. <¡ik- la rn<|. r «>a pepita a f* _*> 
Líh act.* de fa m.r resulta una f U P r,rnd.»i l <|H lf) al 15 dem., 
el val.. r (le la iifeftftdcffó, tmíátúíwse de mi ¡nMniinnitu pri- 
vado, h i.rui-fu M iH- mü-c de mi ewnstítiieiíi ^ ftKlívi^ihlí- atí 
HL"» del CVmJ, ( jvih. 

ÍW etiii^tiefife halft-u tu i,-:,- caiti» (¡ue ampiar mu*, h i;, 
urna sufrió averia fué debido al ( mvm, ,| ( - ea ^f, (M ¡, >s ea¿une* 
k, cjitei t«>r -ara ¡.. in . . fe, qiíwiatlü jUsttOemtíí ti .ii la «irta <ft- 
' tL tk ' rV w * Mw* 4* f* j Ü¿ el cargador 
-i. ta orknwi un h - ríe li^K) kif«* m»< remjro aiéítíisar 

además. \u pedida rjik- aíktjno e] mj^uaian.í ¡iíuikIm- 
itawto c:i»va. n.i i ^ }»F»ipcílente, ¡%ú dimites ik- Ik-nav fa* iv- 
mi¡sit»*s tJ u< b j íos n-immiiiM, dk¡»iíwil ni .-^1 vaciare lia 
úif k« .I.iüli..- -!t aini.a> parte*, lís i untaría ta o natalicia p:v- 
t?i*a ilc la extaenáa de la ,-tveria, y a dh, rj&potwteii la* rlispu- 
■' ,,, " t ^ »ir kM an*. iM y ¿1**1 im ,fc t n Uinvl ., «y úrm!! , 
] re*irfU'*i el <U-nrhn dd cruts^iataruj ;i LxaMircr d estado de 
¡a o -a. V Li oÍ%3d»n de la* f-rirte- n s-miricr ;t arliitradi-n-* fp 
misma drruiManna. 

I." ¡irísSWieiúii <ft- ¡a Dittcdoi. ¿te l-'t rrurai rite* ftfófttiMi 
ni d hhVhh* »h fe. i¡\ «o liint- iinulaiiii'iHn k»al m rval .le- 
■it ta* L.ml.icti \mtrth rtifjutaetae qttr -i b fmia liego imahiinii.- 
au-riadn íWput - dt? mt tvtar<l<» ,k- solaiMfente h,,r^. íi¡v 
■ (u< «nn» eti m;ihK o-n.hYi-.m- u ci lín t >tailu *!<■ ni:.,!»!-, / 
itiííy a<It'!ai-[. ; «|... 

liíilas i-.pnvjifiTannms .kriik-n d rtrlia», <|t* la di-maiula . n 
K\mm --"'ícifa la omrUna •].■ la i-injin-si |*>«(^Ít*rü al ptigu <l> 
lus dafius y jH-rjiiicin. j^r rás t\w iiu m- lian ^ttíst^witlo i*. 

jfaii'leeeF en atittis. 

t'uf emitís íiaulumvut«ts. t'atln tlfiinitivaim-ut*- 1*^ |trt>cnu-s 
autn.: hiu-iouí.» tuyar <•» |«i.«t« n |fi fk'tliandít fk- fs. .í ; mi n.usc- 
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encueta, condeno a la empresa dd IVrnK-arril Central t'órduka 
;i que \MRur dentro He diez días a I miníelo Maninena la suma 
que resulte de la aplicación de la furnia 2 T: F:: R: X, de 
acuerdo a los elementos que quedan cstal>l< idus en d conside- 
rando cuarto, con interesa desde t i día de la notificación di- hi 
demanda. Kxiiim fie las rostas a la empresa demandada por lia- 
lícr prosperado la acción en su mí i lima parte. . tt/ttsthi V. Mti 
ih-nzo — Ame mi: Mit/urt Amj$\ Ci-hnüos. 



SlíSÍTI- VCIA J>K |.A i~Á M A KA t 1 1 H KKl't A I . 

1" ; Ks ju*in la sentencia dictada a fv 57 en lo rpie decide 
snkre lo principa! r 

i" ;i.n t - en ]»» imt- ífMii-lw cu materia .1c inquisición de 
eoM.'ts? 

A la primera cuestión d doctor .Mdeüde/. dijo: 

Se trata en d caso de (¡ue entra a conocer d Tribunal, tje 
mía acción <|ne*lmsca hacer efectivas las resp(Ji]s;dfÍfidade> emer- 
gentes dt; ta ejecución irregular de un contrato de transporte fe- 
rroviario, reclan laudo devolución de fletes en proporción al n- 
tardt; y ademas, resarcimiento de perjuicios. |mr destrucción de 
la mercadería materia del transporte a consecuencia de la demo- 
ra y mu estima en dos mil une míenlos cuarenta pesos moneda 
nacional, lo rpie agregado al flete a devolver, hace mi total de 
tres mil ciento tj niñee pesos, mina cuantía del reclamo. La con- 
testación de Ls, lü acepta la existencia del contrato de Iranspnr- 
te invocado, pero desconoce ¡|iie existiera retardo en su ejecu- 
ción y cumio consecuencia cjüé proceda la devolución proporcip- 
nal de fletes y la reparación de per juicios por [ardida «le la mer- 
cadería como efecto de aquel. Para sostener tal dcsconnrimicti- 
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toi 11 lil VLZ 'I"»-' ¡ :i "K-xisteneia (le averías <■ perdida tk ¡a cun¡%r 
nación, su extensión y monto debido a man lo, arguye de inrom- 
litncionalidad v ilegalidad el decreto és>\ 1\ Kjeeutrvo Nacional de 
fecha 29 «le Julio ilt' W2I y que ítfjfrc^p eíi copra a fs. jkh 
t i que se concede preferencia en el rtáitópoíte a determinada es- 
pecie ñt mercadería, emim h de qnc ¡$ trata, y *e úts,fimv ademá- 
que el pla/o ¡«ra t¡d trasporte $é inicie desde la hora en que 
p.iM- i-l primer inn i|iu- delta conducir esa especie de Carga, lo 
que pondría tic manifiesto i|ite no lutho demora, ya que et tóm 
pilíO de tiempo hecho en Ja demanda y del que resulta la demora 
alegada j siuí consecuencias, se funda en es» decreto impugnado 
m Mp%» término*, id respotisahilidad emergente de ella frente a 
ni) daño mayor de «pie la impresa no del* re^Kinder. La semen- 
tóla rechaza la impugnación bajo mi primer arpéelo de los éú en 
que -e la ti ir ínula. e>to es. en cuati! u a que el citado decreto 
*ea iuronMilucinnal por establecer dÍMÍuios tH'álljnis de ejecu- 
ción en razón de ptefcreitcia. *eyúu la especie de carga de que 
-i trate, l.n admitir, >iu embarco, bajo el segtliitio aspecto, esto 
é4 en cuanto al niomcnti. en que eiu¡iie/a el l^rstl del plazo legal 
de ejecución al íijarln en la hora de paso fiel primer tren que 
deha conducir t$a especie de carga, kecha/a el resarcimiento 
de daño mayor, y aeepta en pane la devolución de fletes, calcu- 
lando la extt'u-aon del retardo -ubre la liase di- ífi ilegalidad, que 
declara .h dú*ho decreto en la parir ya indicada \ >ujctátvliw al 
respecto a las norma!, generales y con prescindeta-ía de aquél. 
I-a rcvttrreii amha- partes; el actor párá que se conceda al re- 
V% k eMendnn qttt le íij:i la demanda y *v impongan la- co- 
la* a la empresa; y esta última |Kira ijue sfc admita la impugna- 
ción de iiicon>titucioti:i]idad. formulada en la contestación, en to- 
das >us parte?.. 

Nu comparto la toi* (pie la empresa sustenta en mi rtvurso 
* I» 1 * < n, I*" fe objevión de ¡ncousiiiudnnat u ilegal que luuv a! 
decreto ya citado; eu cuanto al primer aspecto para opinar en íal 
>entii]o. me finido y doy por reproducidos los propios íundajueu- 
lo* del decreto, y \m >3e la M-ntencia apelada «i concordancia, 
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imt-s. ellos [mm (je manificst,, la tiMnfa & hasc W1 | ;i j,,,,,,,». 
Iiacíóu a w respccti-. En cunnto al seguido :,sp,vio: H decreto 
tan solo regfeftietita las (íisptpsic^íi^ del 46 de la k-y gsueml 
tfc ferrocarriles \> 2X73. cMhtóeé las pref^urfas p, 
o-iHlumon de la> carpís entre oirás a lavuf de lo* írnios y pro- 
visiones destinados al ahastcciunemo diario de fas poMaci.mcs y 
cm el ífti de acentuar mayormente -i fuese necesario, esa pre- 
ferencia j <lr estimular a la vez t .„ razo,, de ella el celo «le Ja. 
emprtsis íerrm-ianas en mi conducción en tocto la diligencia 
<|uc es menester y pe redama mi naturaleza penredera v sil 
destino relacionado con alia.- razones de híeneMar general. «¡,- 
IwilRÍfeJn enuiün onnn es el .iprovisloiianucnio diario de ln> 
Naciones, lia acrecentado esa preferencia eslahlecicndo un mo- 
nten!» especial de iniciación d.-1 cíWiSr» del oía/., pita rtti irau- 
pwítc cirtisflitanrÍH d rspmtn y j»tt^tttHi etoraiticiiíe definidos 
-le [a ley citada, en mam» consagra diclm pn-t'eivuin y i|in- 
ai^Híeiweiltt- ínirinye I;; disposición :il u-|.cc|,r dd' : ,rt, 
W fim drl tVwl. de t ouuivi.,. ^ fe t%, ; V „i ^ m „. d ,„„,„, 
aiileri-.r al .fe las dúo de la noclie del dia en nn«- M . ,-coka ¿ 
de partida lijado , > . oni^eme ya .pie en mi lalkud lauto puede x-r 
targa t ( tje íija el o&lfefo ttfltti (w.Mcrinr; > entonce* esiaria o n.. 
de acuerdo fcrtfi eMe tiltinn.. s^nn (;,s drcmistancias i]e rada cas», 
til Cjtít! k- priva «Ul caraeicr tic una alteración permanente e iu- 
varial-Ie míe m le atrfl.uye. I\„- otra parle a.pieÜa di.s|H,Mc¡ón 
del Cwftgfí de romemo. comime mía norma fpfám sin prever 
f»s numen -o ~ j «01 indares cjHtí conten ip!a la ley esjwcíal 

iH el ;in. 4ó V ;i M>¡ p'tra consultar en h, posihk- If» cas.»s c- 
¡«ríales o ue puedan ururrir ni la aplicación de atjliel prec<-|.[«» -c- 
iitral: y al ser :i>i, i-n mi ciicq>ti i, no s.- h n .(nelirriutíído el r s- 
piriiu de la ^cüütltl ííeneraí del art JS7 a i|iif hayo n lfren- 
cia, míe no conu-mpla el caso e>|.ecial discutido, porqur t .„ m 
nerali.lafl rio ha pndidn proverl.. y en esas condiciones c ú#$ti 
posurior la sanción de la ley X" _>S7.Í a la del cddi^r, citado, v 
l.mianclo muí, medio de i nk-rp relación para «k-ciflir h duda, si 
alguna cupiera en la cuestión, las propias o; presiones v -nnul 
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finalidades <¡ue contempla H preánihulo de la Omstitunñti \a- 
ritma), m cou-ddero ipte #1 ikcrcui aludido sea ¡tici jm>LíutcM »rt;il. 
ni el aspecto que dr jo analizad». ÍMte, en cnnseoienda. calen* 
larM fa extensión del ntmlo nm arregla a mis disimsicinnes y 
rt íonuarM. i»r.r I., tam« ( . ,-n tsa parte él fallo apelado, 

fttr Ut dañas y entrando a jnjgpr en ln acción rc>'in-iiur¡a 
ni ,i mimw, m- a.lvicrti- .|ii<> un se ha proladu la res|»>nsa]>¡líriad 
<k la empresa demandada \mt 61 daño mayor cuya r^Ktrsacion 
láñiMcii M p* rvi-ne. porque un so ha acreditado la existencia 
del ncKii de casualidad entre la pérdida n averia de la carga como 
eU'Ctn. ) e] roíanlo ijiic .se dice lia! cria originado como causa, 
máxime cuando hay antecedente como el di- fs, «pie atestigua, 
149 contrario o sea en el m&Mfi dr dok-rsc- el hecho a un acto 
ti ■! propio damnificado al cardar n m cxi-cmi tu-, vagones: porque 
nri -e ha i-stahlivido ht extensión de] tía ñu mayor para déjal- 
as] mentado, si iniuj tren i lía tmla la earga, o .-i tan sol» jturU: de 
rd;i, y t ui (jut" proporción : y pui'niie en ningún momento t i damni- 
ficado cu el -upueMn tle existir responsabilidad de la empresa, 
adoptó ni reguardo de S«ü in leí eses y en relación al perjuicio, 
las melida- que a ese efecto indican las disposiciones de los aris, 
ISJ y 1''S dvl t'od. de ( r mirra». I".n esa- Condicione-, pues, e] 
n -arettníentn del mayor daño no procede. 

Kn o-nelu-ioii. por lodo lo que dejo expuesto. dcU- revo- 
car* la sentencia en cuanto declara en parle la intamstiluciona* 
h<la<l e ilegalidad del dcrrclo de? K. Nacional de firlia de 
Inlir .le l'»il. en cuanto establece el mi intento ni que se inicia 
d cur-o del ph¡/o juara ejercitar los transportes de efectos desti- 
nados a) n.iisuiii-. diario de las poblaciones, fijándolo ni la hora 
i'i ¡Uíso del primer tren que (féfei Conducir mercadería iki esa 
espute; reformarla cu cuanio a extensión del reíanlo en ipic >c 
ha incurrido, la i¡ue debe fijarse con su lección a ese < ¡ir reto, y 
Vi u firmarla en lo demás <mr decide. Ta! es mi voto. 

fV»T ¡malina- ra/i me-. a la- adundas por el doctor Melen- 
iíi/, t'l iÍol Ii.v letrada se adhirió a su voto. 
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Kl t |nn ni <- asiría. dijo: 

KojRvlo de la i no m>l i I uciui ia lidad del decreto del l'oder 
Kj<.euiivu de fecha -> de Julio de JV'il, estoy de acuerdo con las 
conclusiones dd señor Vocal doctor Mcléndez. 

Pienso, tti efecto, ijtic un excedí fetó? ainlmciojie^ ¡nc Coíi 
ficre a atjiu*!. c] íin. W>. inc. i» ífc la Constitución Nacional, cu 
cuanto cstahlerc ¡jfassos diíítTiítoji para ti transporte <|<- determina - 
ik clase de uicrraderias. paripé; <íÍ al. 1*7 del Cüil. tU- t'oTiicreio 
(fe autoriza para f VÍ-ti" el tiempo íwitfiiíia di Ir inuisporie- >in 
determinar que dekin ser iguales om relación a ti nía e^íeeie ih~ 
caicas: porque la fijación de término» c»pecia!es por razón <!r 
I;-, naturaleza de ellas y de tas necesidades que están dolí nadas a 
llenar, encuadra, entonces, dentro de la- facultades fíe reglamen- 
tación di fine está investido el yxirli-r administrador a efecto uY 
conseguir tjue la ley se a|dS«|p* a situaciones déterrnímadas eti 
concorda ncia om los fines que el legislador solo puede contem- 
plar de un pumo de vista genera!, y parque hasta i|tíe dichas di- 
ferencias se hayan sancionado con relación a todas las o Mis i;; na- 
ciones de una misma nal in -a le/ a y rijan los servicio- de mdo> 
lo- ferrocarriles, para manleiier el ini|ieriu de la íguáldíwf, 

f.o mi >nio opino en cuanto dispone r¡ue el plazo ele. ejecución 
en tales transportes, se inicie desde epte pa>a el primer tren. Ki 
arr. 4o de la ley 2X7 A, coi un lo recuerda el señor Vocal dottor %h'' 
ténde/. posterior a la sanción del Código de l'runcrcio. íil istíi- 
hleeer la preferencia de la» consignaciones une menciona se ha 
inspirado en i-l propósito de a>e^urar el aprovisionamiento de 
los centros de pohlación en íorjna etica/ y recular, impifiieudo 
en lo posiHc y en llura de exigencias fundaméntale» de higiene 
y salud púhlica». el consumo de frutas y provisiones ei, condi- 
cioties malas o deficientes. E« cierto que solo eoiileinpla expre- 
samente el orden de la carica, pero como la ley no pin de ser can- 
sislica \ prever los detalles, a pesar de ello, las medida-, ipie tien- 
dan realizar en la práctica su ffil escuda! con stijccíÓttl al pen- 
samiento informa el icxm respetivo. s'i^iitfM' qiv i* ciicir- 
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rrt-ti d<ntri> di- Iritutis raquial ilr*. y cu t-1 «imi iwj m- aduce ütie 
-t :m excesiva», ni <■] licmpn transcurrido sin ¡m|mf>nar>«* el dcm-- 
t... lu-rinitiria inferirlo. fV ajustan : t ];t facultad de i Melar n' K h- 
ii«,tt««s atrilmiída ai h«kr Ivjmnivn. |,uc> pulirán l;i tjiYUeÍMU 
tiel .Ir- b lev-, v lejas de afectar, .-.invierten mi <s|iiriMi en accifiii. 

J'--r pifa > |HJÍrr|«f la nina "áüj[)K)SÍCÍúfi- h ftirccci.'.u di? 
I t-niicurik-N, segáfl informe de ís, ÍT». t > iii M iíicieiUe para de 
clarar iji| t « la- averias pr^ftgíin díjl retardo, ifáflits litó drcnri^- 
irnii f.i- *Ic he.-ln, ^ñala el fálb de I* lii-t.iiuin í ís. 5f) v .. \" 
5». y la epciea en fjiu- *• vcriíic.i d iran*|mrle fjííítfe fv i . 
adhieru at Wítíi t|« |iik seflí^es V..cafc- jiraijattahtes. 

\ la •.c-uriila tuf -iii'.ti i-l iludir Alcleude/, * 1 ■ i < > - 

l.. t <*íí'itidotl a ijiK- ]](-.. ni l.i principal materia rk <av lili- 
»io. ¡«.i!,- i|t> n>aiHtñ>i<< <jue la aiviiin Mito ¡.n.^pt-ra Mi exigua par- 
di? -ti rstni-túii, tan m cuanin a la magnitud iM rciardn 

y tkviííiíeiuii t pífente pPifMrehmal di-l ílete pagado. Kn esas 

etrtJdickinc*, ftn cm. fundada la prcteu-ión rjtte &$iieiíc el rmir- 
«h. pa, ;, .pu ■ ¡in¡ ,n v; , ;t !;, emprima el de n^ias devui- 

ÍÍÍM.tft> ni tf muí..: v .niiendo i|iu- la M.lnciñu arlada rfin manda 
hv. |.a-'!< ii m e) ímim miméih ps la ítfas m- aiu>ia ai |irm-|»- 
tu del art. _í_í 1 del l ud. ik' I Vm'i -din tic rilo*, en ra/un «Ir ht uatn- 
vakva de l;i> riir-ti(irii<> debatidas, «pie arroja sufieieítU* mérito 
j¥ira i! cjeiviVi.. dé esa facultad excepcional (juc ial disposición 
r. >n í íi-n*. Voto. nniMiit'-. ¡líirtiiativanicntc en !,t iih'k1¡i>M pro- 
|Hk>ta. 

f'a- ariék^ m&mw a la- adnn.las ,1 tti#tnr Mi-kti- 
■ í..' I.- .Ininri- Rsjraila y 1 "asaivs M - ¡idhirk-roii a -n v«n<i, 

l f nT iuii.lanu ni.t-. «Id ¡inrcdi-iiii' ataicnlo, k- rt vm-a la 
H'ttÜencui flifta.la a (V 57, eii cuatuti dwlara la iiiom>ttiin-iinia- 
rtrlad « ilv-alídail del dtrn-!.. <W\ t'.».l*T Kjirutiví. Xariunal 

i'vlia M de JuMm de I ( »2K |ior fijar cuiibi nitum- >\v punnfo 

<M nirs>. flt l pL-i/u ck t'jtriK-i«ni de tul trau^fioni* ít rrmiariu di* 
artind.- dt- al-ri-uriinit-nln diaria, i-l fie \mo <U-\ [«rini'-r \i\n fflie 
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Mm cuudnícr esa especie <\v ear-a: w n-ínima en cnaiil,. rija Ja 
extensión del reíanlo. | u (J u<- delie ,-ialjk>ivrs.- com'ormc :, ,•>< 
decirlo y dcnrós disposieiones |jen¡iKuk>. y * nmíinna ni !,, 
tkmé$ f|*w deeide. cfcfafeñllu pagarse Cmihi^n |i..r mi r»rck-n, rn 
atención al restjltftílo de |.» rrnir f ti, ínterpmMn*. h> n^ta* d< 
i'sm iiiManvia. ¿Vá* f > /'. M,!M -. .Wwlo Í>Mmé», 



hKTAMKX Jija. PROCrKATOH Oi. M;kA!. 

Suprema i 'une; 

fJf'm Indalecio Maninnia demanda a la emprcha iM l-en-.,- 
earrit l cutral ( órdoha. aun- la junsdiecióu ordinaria de la Í%- 
pita' por nifir*. de pesos provenientes de los pn-jiiicío* Miíndo- 
a consecuencia del retardo ocasionad»! Mi el iran>pnrn' tic un 
mmmmi <fe naranjas conducidas <lesde llsUicir'm I Jarran. |ncra> 
f Sania Fe. a Kstación ketiro de ola ciudad. 

Ihirariic la «té»^M«MÉl del juicio se ha cih*m j< -nado la 
desdida»! c incnnstmicinnnfidad del decreh. tjej I', f-, de jnlñ. 
* ' 'I" 1 sosteiricnd»» la («irle demandada rjiir c>te a llera el 

espíritu *lcl art. 1S7 del todito de OimrnHn y -46 de la k> nú- 
mero lo (|ur es repugnante al un. incido J 1 ' de la brtlis- 
lil lición Nacional, y desestimada esta lacha pir la -enu-ncia de 
primera y M-gnmla instancia, prnctíie é iccur-o extraordinario 
traklo a conocimiento (fe V. K. de n¡S0nk (fe l<\v.-> mnm- 
rus 48 y 4055. siendo mp el puní., de derecho s t .indi- lo a mi 
dictamen. 

Kl decreto aludido .pie modificó H an. 23) del rej^atiunin 
general di* ferrocarriles, estahlccc en la ]kivh- |K-iiiei.cim- ia¡i. 
J-) ijiif mi olisianu- ki (|m; dis|Mini> d ar|. 21 X di-I citado la- 
mento "h.s ínitos y jirovisioncs dr -itlislancias rdttraKk-» u rj,- 
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carácter perecedero, destinados :il consumo inmediato de fe po 
iMafiíMits, serán tr^ií^wtaikfiB tal ih lm plazos máximos fi- 
jados en la lalila del ari. .U f \ empc^adi i- :i o miar desde la hora 
" ii i|ur i "ii-i* i-I primer tren <pie dclia conducir t\i ela-e de i-ar^a. 
a circo electo -r liara lii^urar a estns trenes en «1 horario pú- 
Mii/ii l-i> expresadas consignaciones dcWríbi -ir pue-i.-is a dis- 
posición di- los iulrre^idos ¡umed ¡atañiente de Uranios a dolí- 
n.i" f r'-. |$), 

preferencia aodrdadn ptm el lraiis|H.rle efe fas articulo- 
dt referencia fundada ni razona de interés pithlico está M 
di la- facultades criiistiiítdtMíaléS del [Hiclyr administrador, a quien 
mcumhe la función d¿« regimentar las leves. Kl arl. 1N7 del ("i*»* 
dl^o Üe t ainercí*' contempla mía situación dé carácter y cuera!, 
sin prever los casos especiales ile la naturaleza de los eiJtilietíi- 
dos >. en esfas condiciones im puede sostenerse, con e\ito, i jui- 
la elau-iila lf»WScf$f»l¡i altere el e-|i¡rilu de esta dfejiítóífclTui tii la 
i-M aft. 46 'le la le\ X" ¿STA. teniendo ni cuenta le- mociles que 
inspiraron la reforma introducida al mencionado ari, 220. "eu 
htiii íiein di* la economía yeiu-ral fiel i*ais". o .un. s t - nnisi^iia ,-n 
t i decreto nu| .iiyiiado. 

'Mu tas arrumemos aducido.. p< ,- la parle demandada ni 

apuvn de preieu-.ii mes j n uncientes para definí ir las 

- liilri- coi sideraciones Urales en tjtte si- i .asa el fallo recurrido 
para rleelarar la Utilidad y coiislilucionalidad del decreto de re- 
ferencia, (oda vez «pie c>le coiiereia a reglamentar el art, 4* i 
di- la ley y ei irra! de fern iear riles estableciendo eierias preferen- 
cia* para cargan dterminadas, sin i|uelnaniar pi>r ello el princi- 
pio de igualdad ijtie deln- observarse para toda- las coud^nacio- 
ne» de idéntica naturaleza. 

\*W e-tas consideraciones y las concorda riles del fallo api- 
lado, .pie reproduzco ,u la parir pcrliin'iin-, pido a V. K. se sir- 
va confirmarlo eu lo i|ue lia podido -er maieria del présenle re- 
curso extraordinario. 

ttttrun'n A'. /,,in; hi. 
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I Al JO DK LA COK TE SL'I'KE MA 

[\\wv.u* Áhv», Ak'-1" li> tl< 

Considerando: 

Qttte <li*i!):iiiil;t.[;i la émnrpisa del ferrocarril Ceuna! C#jÉ$ít 
por don Indalecio Mari i nena por euhm de la Minia de tres mil 
ciento (¡niiur p^tw, proveniente del retardo con míe \r ftté trans- 
poriada una rar-a íle naranjas di j achada en Ha iTaiu¡ iteras con 
destino a líciim, y fundada la acción m lm üMcitfm í$í. 1*7 y 
1SK fiel Código de Comercio, 2<á) a y 349 del Ne^L-mu nto l le- 
ñera I di- t-Vrroear rites. f4 di- la ley y decreto del I*. E. de 
.?.> tt<- Julio de l f >21. la píírte de la compañía al conlestar la dt 
manda. al*$S entre otras, la razón di- inomsliineionatidad del 
decreto mencionado, en cuanto rste dispone <fi¡ne los f rulos v 
provisiones de susianeias ¡literal iles o de carácter jK-n-eedero dcs- 
t i nadas al consumo de las pol ilaciones, serán transportados den- 
tro de los plazos fijados en la labia del an. < R, 1**. <". j, c^h- 
pc/ando a contar desde la hora en quv ¡«isa el primer iren o,ue 
|cba conducir esa clase fie cai^a». Alegó ta cnmpaíiin qué tal 
disposición es contraria al art. ÍW del Códi^.. tic Comercio, en 
cnanto ataca la uniformidad de plazos f Hados «1 ól para lodas 
las carcas y aún la manera de contar el lienipo para el trans- 
porte, a pretexto de reclamen! ar una ley íart. Só t onsi unción 
Nacional 

(Juc* resuello el caso en favor de la omstiiueioiialidad del 
decrelo impugnado y en contra <lel derecho de la toinpaOia. por, 
semencia de la Cámara Comercial de la Capital, la parle de aque- 
lla interpuso el recurso extraordinario tpie fué concedido a fs. B& 

One, por consiguiente, la jurisdicción de esta Corte, en el 
caso, eslá limitada, a la cuestión de iuconstitucioiialidad referí- 
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da, <jue ha sido contemplada oportunamente |«n - la M-nu-ucra en 
recurso. 

(Juc a r>U' rrs|ita>i. y abundando ni los argumentos claros 
y precisos que traslucen los cotos de los sefli iros camaristas que 
han llevado ta palabra en el acuerdo, que funda el tallo apelado. 
I Mista observar «pie H decreto de) 29 de Julio de VMl, no rcyla- 
nicnia el ai'l. l.*v de! Código de Comercio. >i no ti 4íi tic la jc\ 
■ le ferrocarriles, sancionada COjl posterioridad a dicho código, y 
tfug el recordado artículo establece preferencia para la conduc- 
ción de ciertas y determinada* cargas, cutre tas cuales se tiallan. 
[os «frutos y provisiones destinados al consumo diario de las 
l ol ilación*.- oue el ferrocarril comunique». 

Que lio estableciéndose cu Ja ley J-'s/.í, los pta/o- cu mu- 
la-- mercaderías preferidas deben ser transportadas ni el monienio 
desde que este plazo dclte comenzar a contarse, el I*. % ha po 
dido al reglamentar la ley, licuar esa omisión, sin alterar el es- 
píritu de aquella <:irt. S'*, inc. 2" Constitución Xacional - y om- 
enrdando. ¡ioi- vt contrario con ei del ari. 1X7 del Código de Co- 
mercio. 2 apartado. 

One, por oirá parte. lo> iuudanienb» c|cl decreto impugna - 
do. son propios, por -¿i mismos, pura sostener mi legalidad y mi 
justicia, dentro de las prescripciones de la Constitución y las 
leyes comunes \ c-in cíales invitadas. 

I'or estas consideraciones y tas concordantes de !:i sentencia 
apelad» y <M diclamen del Señor Procurador Genérlíl se confir- 
ma ésta, en la parte que ha sido malcría del recurso cxirnnn 1 i na- 
no. f,as costas; iHir -n orden, atento, a ta nnturalc/a de la causa. 
X'otífíijticsc \ devuélvase previa repo.Mción del papel 

A. ÜURMEJO. — J. I-tGVERU.V Al.- 
CORTA. — KoilliRTO RfCl'l-TTO. <— 
R. Gl'IhO I. AVALLE. 
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Compañía tiff, Sitjttf t >s %Im Sn!u nato» fontra lil ¡ 'rtn-tth iu ttf Jn- 
juy. >W»jy céboT ifV fosas* 

Sumario: Siendo (su provincias personas juridicas cotí arreglo 
al artinilti X\ i\v\ Código Civil, le sotl aplicables líis dispusi- 
ciunes d«-l an. .íd di i ujímim tutii^ri. y ^ itáJláii, por lo lan- 
ío, ha! >i lilaila- para úv^av cí icaria a los acins fíe mi- repre- 
sentantes cuando é¡SR)s m liul>ieran eMralimiiado al ejercí- 
lar mi- ¡Huleras: ni t^JUSGClH*n¡C!tü. debiendo conocer la ■rtctu- 
nt ¡as deposiciones Uvates prect-dint emente consignadas y 
¡anuo I*» dispucsm i or fus aniculfis 21 y 7K. inciso 5'" tfc la 
Coiimíi lición de la l'rovincia de Jnjuy. según las nuiles in- 
da erogación de dínems públicos lucra ifc la auinruaetón de 
gasios sancionados |H»r la ley de presupuesto o tsj «cíales, 
liare personalmente responsables a ]o> que la ordenen o ej^ 
cuten, corresponde el rechazo fie imn demanda |wr cobro dr 
nn seguro celebrado pin- el Poder Ljceulivo sin une la le- 
gislatura hubiere autorizado el gasto. (Contrato nulo. Ar- 
ticula 1*UJ del Cófc Civil i. 

Caso: Ím explica é -igi¡i<nte: 
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t ... 

Ititi'iiu-. A iris. Ati.isi-í l.í t!. l'í.'S 

V Vistos: liste, juicio seguido por la Compañía de Seguros 
«La Soberana» coiurn líi Provincia de Jnjuy ¿obre cobiíO de pesos, 
del fjiie rcMilla; 

Ouc a ís. 9 ctimparax* Carmelo P. Grande por la compañía 
adora demandado a la l'rovineia de jnjuy pnr cobro de la suma 
de cinco mil doscientos cincuenta pesos moneda nacional, sus 
¡uiereses y costas a mérito de tos siguientes hecho*. 
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<juc Ja demandada con el olrjéto de. asiyuiar mi personal 
-ti polida cíe la Capital y Provincia, gtiardiá cárceles, lamberos, 
etc.. coiiíiiUto varia* propuestas -Ir drfcrejites rnmpaiiias v convi- 
niéndole las c^mdicíones y tarifas dé, la adora. Celebró con illa 
él respectivo rotúralo, emitiéndose ta póliza X" 14,.i,íS que (¡t 
Compañía envió por intermedio de mi agente don íbiiilermo Kli- 
ver a! gpbié>np di- la l'rovineia ¡gtiS] en su tenor a la ipé itfti- 
tilixada acompaña. 

Ottc el goulfiríiíj extendió una orden de pago en favor-de mi 
representada por el val.tr del premio o sean cinco mil di^iémlos 
cincuenta pesos mom-da nacional, la cual debía hacerse t -lectiva 
una vez entrega la pul i /a. Y es* pagn no se ha efectuado hasta 
ti pie-ente rio obstante las múltiples, gestione* realizadas en tal 
sentido jMir su mandante. 

i )lu el eontrato de seguro si- dalla justificado: ai |Mir la pó- 
liza X" anotada en el registro que lleva la Compañía; h) 
|«>r la solicitud firmada por el señor t ¡ohernador <le la l'rovineia 
di- Juíuv.-don Mateo C. Córdoba y el Ministro di ni M. T. t ani- 
jkj y o por ta urden de pago extendida |H>r los mismos. 

Que funda mi acción en las clausulas de ta ¡jpojfea y en íq 
dispuesto fHir Ips artirolns 4 ( »J. 505, ?(>,, 507, 5os y concordan- 
tes del Código de Comercio y \0T del Código Civil. 

<Jue aereditada la jurisdicción originaria de esta Curte, co- 
rfióse a tV 1 vta. traslado de la demanda que fué evacuado a 
(s 23 pidiendo su repregúntame el rechazo de la misma, con cus- 
ías, a mérito de la> siguientes razones. 

<Jut* la Provincia de Jujuy mtietkle f¡ne no está ohli^ada al 
I ayo de la Mima reclamada porque el contrato de seguro en nin- 
gún momento llegó a perfeccionarse y porque contraria disposi- 
ciones expresas de la ( iistitiuión de la Provincia, de la ley de 
contal ti tillad, del Código Civil \ de los preceptos mas elementales 
del derecho administrativo'. 

0ue el contrato no alcanzó a perfeccionarse porque la pÓliz£ 
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im íué entregada. |K>rquc su ucencia estülia stifaordtrjÉda al pago 
ilt- la camidad redamada y powiue la Cwif^ñ||a no al mi n i canti- 
dad alguna -¡mr tus aeeidentes sufridu*. durante él úéft¡m que se- 
gtin la actora estuvo ni irígor el contrato. 

(Jtie el Poder Kjmitivo carecia cié facultades coimtitnciMna- 
lés y Urales |«ira eeiVhnn- el cíntralo tic arwrdo con lo íli^éjjfo 
por tos articulo* ¿I, 7s ine. 5" y & tic la Constitución de la Pro- 
vincia y ló. 10, 5«> y W de la ley de contabilidad. 

tjue H ei nitrato materia de la demanda entraña Un caso 
egraye y evidente* eomo residía del hecho de <|iie la ( nnitjama 
no alionó tma sola prima en concepto de seguro y que mientras 
Ja legislatura en ejercicio de sus facultades rio apruclie, la eroga- 
ción, la aelora no tiene derecho de reelauíar indieialnienie Mima 
alguna a la IWiucia, porque el contrato tu» ía obliga de acurnln 
€0ji el art. Í0ñ del Código Civil 

One abierta la causa a pruclm se produjo la que expresa el 
eeriificndo ríe ís. (O, alcgamlo sobre su mérito ambas pane* a ís. 
71 y 7o y Mamáronse autos para deíitiitiva a ís, 7S vía. 

Y Considerando : 

Que dados los términos en qué ha quedado indiada ta litis 
enríes] ¡mide desde luego examinar el fundamento relativo a la in- 
validez fiel o nitrato aducido por la Provincia para pedir el re- 
díalo de la demanda. 

QM e sviíi'm aparea* del expediente administrativo ayreiíado 
el á nitrato de stguro* fué propuesto al linter K lenitivo de la 
l'rnvineia el 2¿ de Noviembre de 192$ íliMhdoiié en ía misma 
fecha el decreto suscribiendo la operación y creando unn partida 
de cinco mil doscientos cincuenta pesos moneda nacional \>arn cu- 
brir el gasto debiendo solieilarse o|N.itnnainente la aprol-adón 
de la Legislatura. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por los artículos .!! y 7<. 
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¡niisu |* «Ir la CíHistitiicrón de la l'iudneia de Jujuy. luda «ero- 
gación de dineros públicos fiara de la ;mt urinación tk- gratos san- 
cionados ]m>t la ley de presupuesto u especiales (pee pcrsui mi- 
mente responsables a tés que la ordenen o ejecuten», correspou- 
ilici ido a la Legislatura aprokir o desechar las cuentas de gastos 
e inversiones efectuados por el Poder Kjecutivu. 

Que del informe corriente a fs. 5<l vía., resulta i|Uc los pre- 
supuestos rurrt-í pin id ¡entes a lo? años 1*1^4 v 1925» no con- 
lieneii partida alguna autorizando at Poder Kiecutivo a contra- 
tar Mauros sobre accidentes de irakiji y (¡Me desde d año P>23 
liasia su fecha nu lia sido sancionada lev aljama que apruebe- el 
gasto efeírtítado por d Todtr Lircutivn. é« virtud dd decreto 
d* 2.Í di 1 Noviembre de aquel año. 

ijur. la Provincia ilr Jitjuy como persona jurídica sólo ha 
|""'id«« ser obligada por sus representante- legales ni In hipóte- 
si - de que éstos hubieran contratado dentro de l:i> facultades 
les están conferidas pór los estatuios. | C y t . s (1 | ;1 (.'mirmidón, 
lo que 00 liíi ocurrido etl d caso dr autos pues se ha autorizado 
un gasto que requería para sn validez la aprol 
látura según expreso precepto coustilueioiial. 

(lile tampoco poitria invocarse jara justificar la de 
el art. Ifí de la ley de contaliilidad de l;i l'rovincia. por cuanto 
éste sólo autoriza los gastos fuera de presupuesto cuando un gra- 
ve > itr^t Tiit- interés público 1u requiera y es < ilivín ipie d con- 
trato de seguros edelirado nn se ajusta ;i aquella exigencia ni si- 
quiera fué invocado en d respectivo decreto. 

thu siendo las provincia* |n*rsotias jurídicas eou arreglo al 
arr. .\,\ del Código Civil, les son aplicables las disposiciones fiel 
art. Mi del misino Código y se ludían por In lauto habilitadas 
par:- negar eficacia a los actos de sus representantes cuando és- 
tos >e hubieran extralimitado al ejercitar sus aderes. Fallos, 
tomo US. pág. 
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enlenienienie rcn]si«iui(la.s, luí cclcliradij nm el l'nder KjccMÍvii 
tle la Provincia un contrato nuln o ni arralo a jo tfOg dispone 
rl I"»íl cid Código 1 "i vil, ya *\w ai|uél 1 1* * |>udí> autorizarse 
|hii- el Poder Kjcciitivo sin invadir las atribuciones tjue la Cons- 
tiim-ióu de la Provincia ha conferido al Poder Legislativo. Pa- 
llo.,, tomo 135¡ página M7. 

IW estos fundamentos si- aUm-Ue tfe la demanda a la Pro- 
vincia de Jujiiy sin especial condenación cu rustas, rlaila la natu- 
raleza de la cuestión resuella. Xuli l'ú[ucsc y repuesto el |>si|h*T 
anímese. 

A. Iíkkmkjo. — J. Kna KurtA Al- 
corta. — ROBKKTÍI RkPITTO, — 
li. Gi-inri f . \ v.\ i. i.i:. 



Domt Bktiifü L#íís t.c.itN- (ir t ilfofaüc tmm </ (¡oNrrtm ,U- la 
Xüt tt'íi fu-r ,t,iño.< y ¡-t-rUñaos, 

Sittwtri»: l" Nh sv puede fundar nua acción fíe daños y perjui- 
cios imr incumplimiento ilc una convención inexistente. 

2- l'na dis|Kisicióu ministerial «uliordinaita en sus efec- 
tos a la aprobación gul tentativa no crea un vinculo de obli- 
gación para la Nación, además de ipie asi está establecido 
por expresas distinciones de la ( «institución. Arts. tf. y XO, 

,V Kl "lie ejerce su derecho está r sentí» de toda respon- 
saliilidad. Xiiflih rii/eí ar dolo hn crc qiii flio jftfr ufitttr. Có- 
digo Civil, artículo 1071. 
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IhutiMS Aire-, Itii-n-nii.rv 1" tfc IH2?. 

Y \ istos; l.os promovidos jwr Francisco |. Villufalie en re- 
presentación de su e*|n>si lilatica López LccnU- de Villa íaíu 
entra la Nación sobre indemnización di? daño* y ]*'rju¡eius. 

V Considerando: 

1' Une la |«arte adora expresa vn su demanda <pie c) ( ¡n- 
bicru.. Nacional le ha üp^iiaijo una serie (te daños y |KTjuiciu- 
cuino consecuencia de COnMtps celebrados con ella, en virtud de 
hahérse ujegpifo a cumplirlos. Señala que fon relación a la casi e¿ 
lie Humberto I \" 7« d fi firí^iedall de la aetora, rjg$ un eu¿- 
traio tic Wación de techa Septiembre I" de ]')>} pwr tres años, 
con opción a dos""miis, habiéndole solicitado el Ministerio de 
Instrucción Pública á la actora eii W_M le presentara prupuestas 
l«íira formalizar un nuevo contrato (le Ilación medíante la rttt& 
/ación de obras amplia lorias en dicha casa. 

A raíz de ello, dice la acto™, se originó una M -rie <tc iraiiii- 
lacioiies consistentes en notas y escritos de la actora al Ministe- 
rio, infonnes. prcsupucsios. dictámenes y resoluciones .idininis- 
nativas y ministeriales ,, U e detalla y transcribe, de todo lo cual 
deduce que se ha formado uu nuevo contrato de locación, p«*r ciñ- 
en aiV». a razón de dos mi] treinta pesos moneda naciimíd de 
ali|uiler mensual, ipic deber ia $fgft la parte demandada y cuino 
esta no Ir» cumplió, le ha irrogado a la adora una serie ele daños 
) perjuicios vn n.necptn de Liiilidad i|ne dejó de |»ercibir. hoifi- 
rariojt di- arquitecto, lisios de planos y de diversos orden, etc.. 
i te,, míe estima ni la cantidad de setenta y ocho mil doscientos 
cincuenta pesos motiedft nacional. A ello a^re^a ti circunstaneia 
de halier recibido la casa con los des|H-rfectos materiales que euu- 
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mera, cuyn monto asciende a . *-}>•> mil odiwteuio>, |>c w m»iicdn 

tmm disposiciones del Código Civil, principios rf e 

doctrina y jurisprudencia de variada Índole en apoyo dé su rle- 
mandn y juego de insistir en el indiscutible derecho cHte le asis- 
le. solicita se condene a la Nación al pago de las $mtm indica- 
da*. c*»n intereses y costas. 

Contesta la demanda el Señor Procurador Kiscal n« ^amln 
que ta Nación haya formalizado d nuevo contrato a (jp alude la 
aiinra. después de vencido él que celebrara en Septiembre 1' de 
19.ÍI, a pesar íle que mediaron prodiciones, proyectos v hasta 
propósitos ministeriales de combinar un nuevo c< intrato, que rt- 
I ite no Ih^'i a formalizarse, pues en Éo|o caso se habría, trata- 
fin de celebrar uti contrato cad referendum» de la aprobación 
del I'. K, que jamás existió, siendo insuficiente la autorización 
ministerial relativa a (a celebración del contrato |«ira %ar a la 
Nación. Manifiesta el referido Procurador h'iscal ipie éti otn- 
.sjíin moittentp hiilx» acuerdo de voluntades y un habiendo exis- 
tido ci nitrato, mal puede hablarse de su incumplhnicntn. Lo* da- 
ños y perjuicios de qíte se ocupa la actora. no han ocurrido y en 
su caso, pudú haberlos evitad» dis| Hiñiendo libremente de la eas.i, 
en vez de pretender un alipiiler q«i tío tenia |>orquc primarle la 
Nación. 

Kit cuanto al capilnlo de hts daños y peí inicios, somíc:..- que 
^e ha abultado generosamente su monto, y 1«ira solicitar su re-" 
chazo, ifmm la cláusula séptima del primitivo contrato, doude 
-se dice que al finalizar aquél, la casa le será devuelta al tocador 
en el estado en que se encuentre, sin ulteriores responsabilidades 
1«ir parte del Ministerio. Kxamina [Mr lo demás, desrouiicieiido 
en absoluto la existencia de es** desperfectos y en mérito dt 
cnanto deja expuesto, pide se rechace la demanda, con fustas. 

ff Qnv estudiada la presente causa, cabe reducirla a sus ver- 
dad* ras proporcione: y al resolver jior su orden las cuestiona 
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planteadas, corro] «indcra tratar m primer térruiiio lo relativo :il 
reclamo por daños y perjuicios cintílente* del iiicumplimicuio 
del nuevo contrato a t\i\c s? alude m la demanda. 

Ksatnitiados los agios y sus agregados advierte el -u-críio 
i|ii> en realidad im -c ha comprobad" ta existencia de isse nuevo 
nmi r;iu i. específicamente considerado, que timase a la adora eíin 
la \'adón eti la forma al efecto establecida dentro del régimen 
vtyrnn - , eMo i 1 -. promediando un decreto del l*. K aprotailnrio 
di- semejante contrato una vtv estudiado y firmado pijr el intere- 
sado üropíetarto y la pe-r-oiin a qiiictt facultase a! efecto i*t Mí- 

mMerío respectivo. 

propue-tas. informes, dictámenes, resoluciones adminis- 
trativas y ministeriales «}W? íi^ninti ctt este jítlCÍo y -u> agrega- 
• 1* lio iTxi bn que h Nación, constitucional y legalmente hablan- 
do, sé vinculase itindieanieute con la adora en !«• concerniente 
al arrienden úé la linca en cuestión, fuera de lo pactado en el 
contrato de Septiembre 1" de l'íil. 

I,as resoluciones ministeriales ile í>. ,1J vta.. 5.í y 55 exp. 
44.í letra Y.. I'LÍI. ( ibras Públicas, tienen un alcance preciso 
y determinado que fluye de sin- propios términos. (utC (ll " líl 
ño señalan que la Nación quedase obligada eit forma definitiva 
hacia la rielara en lo relativo al arriendo de aquella tinca, pues 
pira que tal cosa ocurriera se hacia necesario que la Nación e\- 
terinrtzara sil voluntad i h ir órgano del )\ 1%, con arreglo a lo dis- 
• j iK>to eu lu> art-. Sí" y H7 de la Constitución Nacional: art, 2*\ 
me. S". lev 3727: art. ■ M. ley 428 y sus concordantes : arls. 'M^, 
9lf), 1144, 11-15 y llf.l del (_Y.d. Civil. 

Si ñor virtud de tas circunstancias o sea por las gestiones 
administrativas de la actora tendientes a conseguir se le tomase 
en arriendo sil casa, han dictado las resoluciones ministeriales 
pn indicadas, ello no quiere decir que la Nación, contó |ierso1ííl 
capa/ de contraer olilipacji íes. quedase alada por ningún vinculo, 
con la actora, desde que ésta no ha demostrado cumplidamente 
ta recordada exteriori^ación de voluntad por parte de la Nación, 
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de contratar con la demandante en la furnia que correspondí- y 
a este respecto caite hacer notar que a ís, 59 cid expediente admi- 
nistrativo citado, reconoce <1 espo>o di- la aflora que t\\Me uti 
contrato a firmarse e insiste a fm eti que tal contrato nu se tía 
f i rn iíiiIi i. * hiierc decir ello, cjitt nulo lo d^afnilia no ha pMn#o 
ile itñ iltóío proyecto de wém&m i*' contrato aludido ni ta 

Pero, aun en el supuesto de que ese contrato se huhicra ex- 
tendido de coníonnidat] con la resolución de ís. 55. exp. citado, 
lo cierto es que. si- tendría que lialnr extendido «ad referendum», 
cutí i» i re/a tal resolución Ministerial, lo « | iu- significa claramente 
que era iudispensahlc y condición sim s¡iut tutu, recayera el ul- 
terior decreto aprntiatnrio del I*, li. psM «jin- ése contrato cohrase 
existencia y constituyera t nenie de derecho* y ohl ¡¡raciones, esto 
eaí, sí ta Nación quería contratar con la actora tendría pe linlx-r 
ot irado como tu hi/o al celehrar coit la acto ra el contrato de Sep- 
tiembre I" dc.t*>2l. según lu reconoce ésta- a fa, 11 del juicio 
ag regado sohre consignación de llaves y como laiuhiéu fe hi/o 
Citando alquiló la casa calle Calla» r>28. de i>iro propietario, se- 
gúl) se advierte en la resolución ministerial de ís. o2 \\. contrato 
de ís. 63 y decreto ajfrowáíorlh de! ft K. de i'.- M t e^p^íente 
diado. 

Si no ha existido entonces el iiiicvn coiitrain aludido cu la 
demanda, cae de *u peso que no hay obligación a cargo de la 
Xaeión. y i»or lo lauto rij^e el art. #9 del Código Civil |«ra re- 
chazar la demanda en cuanto cuncienu- a la indemnización de dji- 
ños y perjuicios |>ur incumplintiento de dicho rom rato, cuyos 
rubros se detallan a ís. 55. .íl y 32, haciéndolos ascender a la 
cantidad de setenta y ocho mil doscientos cincuenta pesos moneda 
nacional. 

El criterio con que el suscrito encara este aspecto del asunto, 
armoniza con el sustentado por el mismo en Diciembre 1? de 1**25 
y Fehrero 17 de 1<)17. casos de Lanús y Mary y Muru/ábal v. 
Xaeión. «por *<iaceta del I-oro» Xros. 3-MS y 35.15. Véase 
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asimismo scntencíá «!■•] suscrita, techa Mayo 5 i!« \'*J7. foteio 
\ iejnlmeim v. Nación, erm firmada |Hir la támara en Se]tiieinl*r« 
2 3 d é 192?, 

.V* ( iin corresponde Halar ahora el (itra aspeen • del pleim, 
o sea el reladonado ctin la indemnización di lus daños y perjuicios 
|Kir Ui> desperfectos ¡Sufridos por la linca Murante la vigencia 
drl contrato i relia Septiembre 1" de 1^21, cuik monto en el his- 
laitu de Ta entrega de ía easa asciende según la aetora a la canti- 
dad dt ocho mil ochocientos fiesos moneda nacional l is. í>j. 

I.¡> aetora ha couiprokido en autos, de una manera general. 
i|Uf ni efecto se le entregó la linea en cuestión con una serie de 
destruios de diversa magnitud (véase acta de entrega coi-rinue 
a ís. K del exp. agregado stihre consignación de llaves v declara- 
ciones de f& 72, 7-i. 75. 7X, MS y It)5 del presente expediente 1 . 

Kl lYocurador Lusctl defienda a la Nación ¡mwaudo la 
cláusula séptima <lcl contrato de fs. f > vía.. <|ue ohra etl el juicio 
sohre consignación de llaves y en tal virtud soMicue que ningu- 
na res) musa hilidad le alcanza a su representada. 

Si hieii es líieítp <jne esa cláusula e*talíípce íjtie «al finalizar 
el presente ei«ntratn. la ca»a le será devuelia al locador t il el es- 
lado <■» <jn<- se eueuenlre. sin ulteriores responsabilidades |»or par- 
te dd Alini>iei \m\ mi i> menos cierto i|ue semejante cláusula lío 
tiene ni puede tener ni modo algltlto el ilimitado alcance 
'¡turre atribuirle la Nación, 

l-.s regla de derecho, consagrada por la jurisprudencia, une 
ln- .■'■ntrtii-. iMini sér pactados y etnnj ili«h .> de lnnna fe; pites 
ellos obligan á todas las et ni secuencias qttfe puedan & msíderarse 
qiu Iralnesetí »t$! virtualmente coinprmdidas en eítóss; ;n't. Tí'W. 
( «¡digo Civil. 

V fiieu. ];■ ii nación di referencia debe haber unido ¡«ir üfe- 
}vu>. sin duda algtiua, el uso y goce de la íinen dentro de los ler- 
iranos Hiérales inherentes a la locación, en lo (|iie ciertamente 
no están eot|t[M*tdÍdt)(i los dcsj«er léelos aludidos éil el acta de en 
trega \ lo> ex^esadnd por li>- testigos antes menciitwa|lo$ t 
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Eli v>m> iMiHik'iimi'f entiende el mimtíiu rt«cii en <■] pj\- 
sciite easo Itw afl¿ r f2. Km, 1060, I-t'M. 1 3 J.í. I5.-J-I, 1 35-+. (161, 
]?í»i. l.v.í, USÍCj y concordantes del (.Vid. Ovil y por consi.iiiíeu- 



ir lít reclamación deducida |»>r h aclara >ohre cíe particular. iit 
tui ¡miegaíije fundamento. 



Hiinihertt» ! X" con motivo dd céntralo d; 1 arriendo eelelira- 
do en Septiembre |« de l'ÍJl enfrie la aetnra y la Nación y decla- 
ro (|iit* esta üc encuentra oljlifíada a pagar a aipicfla Ta cantidad 
«pie la aetnra jure dentro de la de -eis mil pesos moneda nacional 
de cmiíormidd a lo expresado cu é i creer considerando, Con in- 
tereses estilo líanco de la Nación. a rentar desde la notificación 
fie la demanda. Costas jtor su orden, atenía la naturaleza y resnl- 
tadn de la causa y falta de malina •> temeridad en la ácima. No- 
tifinne>c. rejhín_t¡ast' el jiapel y oportunamente arclmrse el expe- 
diente, previa tlevi tinción di- lo* a^rc^adi is a mi> respectivas prn- 
eedcnciaií. 





Por las c<in>ideraeiiiTit> rpie preceden, fallo: rechazando par- 
cialmente !a demanda interpuesta por FrancHco j, Villa íañe en 
representación de su esjjosa 1 llanca López Leeuhc de Villalafu- 
contra la Nación sulire iudeiu ni zaeióu de cíanos y perjuicios emer- 
gentes de iitcunipliinienio de un contrato de locación. Adniit" 
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Oue ta pane actnra rcphé en estos autos las arg;iünchtaci(>^ 
ne> en el i-\jK'«]íenU- aj^egíttlo *t ¡nhienio (í(í la Xaeiui. v. Knincts- 
eo Villa fanr. jpioí Consignación ite Ha vis*, pero p^ra demostrar 
ahora >*■ trata de un niieVó contrato dé locación de la filien 
I liimlurio I X ' contrato ijne ank-s. según se rJíja hahía si- 
tio príírhigíicto y ]>or ello que era impropíenle la condenación 
de llaves, 

t 

La semencia i lina* la en estts antus que, di-scoiiocíó la pró- 
rroga de 'a locación y, en consecuencia, hfco hii*ar a Ta consigna- 
ción dr las llaves, fin' 1 confirmada ]mf oLi ( Vanara y hn-¿;o por la 
Porfié Suprema . 

I'or cflli y íundan¡enlo> aducidos ¡«»r i-I >efmr iiuv i/ffi* 
n i b sentencia de r>. 140, s*- Ja confirma en íprías sus ]»aru>. sin 
costa-. [Xíríjúe la demanda m&Io ha prosperarlo -en minima |mrte 
y la demandada ha desconocido en absoluto >u res|HinsiUlidad, 
Ke|H r m^ase U\< fojas en primera instancia, — Mitrccftiio Ejccíi- 
liuiti, T. A>uis. />', . f. Xuzti) Aurftorma. J, /'. ¡.muí, - ■■ 
Jos* Mitffo. 



I AI.I.O fíl-. LA COKTK SLi'HT.MA 

f 

Mm-iii >> í\íp»stñ 17 r|r |<j_\h. 

V Vistos': 

l'.l recurso ordinario de apelación concedido a ;unlhi> liti- 
gantes contra sentencia de la Cámara redera! de Apelación de 
la Capital en el juicio seyuidu i«»r doña filática Lopes Lpübe 
di- Villa fafte contra el Gobierno de la Nación por daños y per- 
juicios. 

Y < 'olisidriando: 

Une los postulados fundamentales de la demanda han que- 
dado concretamente definido* en la controversia del litigio y cu 
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ta* decisiones recaídas en el mismo, y en resumen sv reducen ¡t 
determinar sí m* ilt-liui 11 mi al actor, y en cusí) afirhiativo, en chic 
prii|niR-ii'm. lns daño* y perjuiciu* mu* sostiene le lia inferid) ■ éj 
dcinandadu p-ir el doble concepto del ínctunjplHHféittO tfó un opji- 
Irato dt locación y de lo> desperfectos <jnc se dicen prtxlticidíis 
en fñ finca ¡iludida desalmada a la terminación $6 'itfrci emttrato 
i|f la ni Unía espi-cie. 

t.Jue (a ufo |H»r la naturaleza de la causa, eonio jmr los fado- 
re.- dt hecho pin que se ha planteado v definido el >;:/' /W/Vc, es 
evidente que til realidad la -níiteiópi i¡e ésit* depende especialmen- 
te de tos ivMilíadiK o conclusiones que arroje la prneha produ- 
cida y en 9J1 caso, ttc t¡i apreciación que rurre>|m»da hacer de la 
■ ¿ue haya nidn uintcria del litigio, 

<jue comprendiéndolo así Ifis parles, han traído a toa autos 
\tó iii!>iriinicniu> di- comprobación que ív-pirtivaiuenie lo* con- 
c¡ern«*n, directa u indirectamente, y entre ellos, lo> r\[ Hedientes 
i|tu cu el orden administrativo y judicial constituyen anteceden- 
tes n la donado* en foruia inmediata con ]a> cuestione-; (juc se 
discuten en eMe juicio. 

',hie de esa dticiinientación comprobatoria, tan ahimdante cu- 
ino decisiva, resulta demostrado que por el ministerio respectivo 
se dictaron resoluciones o providencias encaminadas a preparar 
la ceíehración de un contrato de arrendamiento en reemplazo 
deí de VJ21 (|ue estaba próximo a terminar o C[tie hahia caducado, 
.'tutori/ándose al efecto a la líirccción de la Escnelá («ira que 
Mtscr ¡hiera el corres] m ludiente convenio «ad referendum* del Po- 
der Ejecutivo. Cero esa autorización no aparece ejercitada, vale 
decir, el contrato tío fué eelchrado, el propósito de realizarlo rio 
llegó a formalizarse ni aún en los términos condicionales de la 
resolución ministerial, y en consecuencia, asi como el actor pudrí 
disponer lihremeutc (le su propiedad COitiq mejor conviniera a su 
interés o a su 'derecho, ha |nh!íi]o, a su vez, el demandad" dar 
|mr concluidas las negociaciones pendientes, sin ulteriores res- 
ponsabilidades legales que sólo ha? irían derivado de una relación 
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jurídica íjite im surjíc de lo actuado tu el caso. Kn tale* condi- 
cione-., e- pues dé elemental consideración que no ha podido S o>- 
irtur>i con verdad, ni d tlc-lwr del l'mlfr Kiecutivo de aprobar 
t i entúralo, ni l;> afimi.-uiini de «jut- en rtViiuiliva fué aproado 
|joi intermedio itl'c un mandatario p repn sentante del íi*en a una 
y otra | <i'iJ]Mi>iÍL-¡Mii les falla la liase esi-ncial. la cMftcftMita del con- 
nali.. \ de ello entena una consecuencia inconcusa, la cíe que no 
es posible fundar una acción de daño-, y perjuicio*, por ¡ucum- 
i'litiíi; ni-. d<- una convención inexistente. 

Une carecen, asimismo, re eficacia jurídica, a los e ícelos de 
':■ u -i" fiel actor. Ta* oirás dos enunciaciones que formula sobre 
i>n piitty sabjér; áüe las decisiones ministeriales referidas han 
errad., j ai a la Nación el vinculo de -d di^anVin rjiié >e invoca, v 
que tu ¿1 Mipm-sio de la invalide/ del contrato, la ropousaliilidad 
drt hitado, surgiría de la ejecución de un hecho que por su euf]ta 
ha ocasionadó el daño que se demanda. Kl primer enunciado es 
¡nlutíSÍsirtiU' porque el mismo decreto ministerial citado >uhordi- 
m -u- efectos n la aprobación «uhernama. y ademar. porojiie asi 
eátá establecido )>or expresas disjjosicioms de la Constitución (ar- 
i n ulos Si> y , : y lo es el secundo pi>r cuanto se|üfl ya queda 
diclw . en las condiciones que se lian realizado lo, trámites dé 
referencia »d ha puf litio -un ir entre actor y demandado la rela- 
ción jurídica qué se ¡jretciitle ; el Estada ha ejercido en el caso 
su derecho j t^r condimente está eAceuto de toda re>j«»nsahíli- 
dad i Xrtllus rhist»r rf ifa f,to-,r ijtii tan jure uttiur; Código Ci- 
vil, art. 1071 i. 1 

Une en enanló a la indemnización demandada per oneepm 
■ le los lUterioms ijiic se han producido cu la linca de qttfe se traía 
durante fe ocupación de la misma por la Kscucla Comercial de 
Mujeres, e-te Trihunat estima gíte cu el fallo de primera ti i-tan- 
ria i i'v 14t)i confirmado |mr su.s fundamentos por la sentencia 
apelada, se ha hecho con exactitud la apreciación fie la prueki ptu- 
tineiue. asi canto la interpretación de la cláusula contractual in- 
vocada pnr la defensa del dental n lado y la aplicación dé tos dis- 
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posiciones legales aplicables, y que. en consecuencia, es ajustada 
a derecho la declaración dé la responsabilidad del Estado a este 
resjiecto. Pero en atención al destino |Kira el cual fué alquilado el 
local, delito excluirse de ta responsabilidad de Ja Nación aquellos 
desperfectos que ai «recen en el acta de fs. X y í|ue son la con- 
secuencia necesaria de aquel destino, atento lo dispuesto por las 
cláusulas tercera y séptima del contrato. Mu consecuencia debe 
reducirse a cuatro mil |>esos la suma dentro de la cual ha de pres- 
tarse et juramento cstimatorio. 

En su mérito se confirma en lo princi|Kil la semencia ar- 
lada modificándosela en cuanto a la suma señalada jiara el jura- 
mento estiinaiorio que se reduce a la cantiilad de cuatro mil pe- 
sos moneda nacional. Sin esi>ecial condenación en costas atenía 
la naturaleza de las cuestiones deliatidas. Xotifíqticsc y devuél- 
vanst al tribunal de procedencia donde se repondrá el pope). 

A. ÍÍkkmkjo. — J. Fioikroa Al- 
corta, — koKHKTO Kei'KTTO. — 

K. Oi iDo Lavalle. 



MHHtdptiIittaii tic Stwfitujtt del listero < mitra ej hiinuarril Cen- 
trat Córdoba, por rohro dr ftwqs. 

Sumario: \" l'nicede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48. contra una resolución denegatoria del fuero federal. 

-•' I-as acciones por cobro de impuestos municipales 
son de la exclusiva rothneteticra de los tribunales provincia- 
les, sin jwrjuicio del recurso del an. I I. cuando se plantea el 
casi» federal. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes : 
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AUTO l>K LA rORTK l>K JUSTICIA HK SANTIAGO »KL KSTRKO 

* 

Santiago del Rülcro, Febrero ¿5 rk 

Vistos k>s recursos de nulidad y apelación de la sentencia 
de luja 75 y fecha Diciumhre 13 de 1927, interpuestos jw»r el 
represéntame de la Munieiiwdidad de tsia Capital en el juicio 
Milite cobró de impuestos piir vía de apremio que sigue contra la 
etnpiesa del Ferrocarril Central Córdoba. 

Considerando : 

NULIDAD 

< >ue el reeurrcnie no ha fundado su recurso sobre nulidad 
de la sentencia, limitándose a impiuxnarla 1»ajo su faz jurídica, 
vate decir, ocupándose (an solo del de a|ielación; y como ella re- 
visle todas las formas legales, corresponde desestimarlo. 



\PKI.AU10N 

Que, rio obstante ser varias las excepciones opuestas a la 
cj tendón, el a qm lia concretado su fallo a la de incompetencia, 
[Jorque, al decidir haciendo lugar a ella, se ha considerado, (ló- 
gicamente di* su punto de vista), sin jurisdicción para pronun- 
ciarse sobre las demás. 

tjuc las leyes de impuestos nacen de la soberanía de las 
provincias, de sus facultades para crearlos y percibirlos, no dele* 
i¿adas a la nación y que se lian reservado corno inherentes a ella 
(art. 104 de la Constitución Nacional) e indispensables a fin di* 
crearse fuentes de recursos con que subvenir a su mantenimiento 
y desarrollo. Se riijeii. al efecto, ellas al igual que las comunas. 
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¡Hir sus propias instituciones (art. Í1¡¡§), para hacer cíctti- 
vas las leyes ó tas ordenanzas de impuestos v recaudar sus ren- 
tas, ya |H>r sus agentes ordinarios, ya judicialmente, si a este úl- 
timo extremo las precisaren los deudores remisos al pago, así 
sean dios extranjeros o vecinos de oirás provincias, o asi dis- 
cutan la validez de aquellos como repugnantes a la Constitución 
Nacional o a leyes dictada* por el Congreso de la Nación. Hilas 
están facultadas por su constitución o por sus leyes orgánicas pa- 
ra crear esos impuestos y hacer su cobranza por el órgano de sus 
propia*, autoridades, y fuera del alcance de la jurisdicción fe- 
deral. 

Que esta doctrina surge del rccortlado art. 105 de la Cons- 
titución, y no contraria en lo mínima ni al precepto del cien fie 
la misma, ni al de los arts. », 2". y de la ley 48, solire juris- 
dicción y competencia de la justicia federal. 

lin el cobro de impuestos, como es el sitb judú'e. se trata del 
ejercicio no de acciones civiles de la persona jurídica (Provincia 
o Municipalidad), sino de acciones fiscales para hacer efecti- 
vos sus impuestos ante sus propios tribunales. 

Ouc la justicia federal es una jurisdicción excepcional, y. 
por lo mismo, debe circunscribirse a tos casos especia! bimos y 
exprt sámente señalados por la Constitución general del país, las 
leyes del Congreso y tos tratados con las demás naciones extran- 
jeras, y asi, no (Hiede llegar a intervenir sino de dos modos en 
las cuestiones sobre cobro de impuestos, como la sub ttie, a salier ; 
\\i cuando el contribuyente (sea ciudadano argentino vecino de 
otra provincia, o extranjero) habiendo pagado el impuesto con 
protesta de repetición ante la jurisdicción provincial, de la que 
no puede substraerse, ocurra ante su fuero (el federal) en de- 
manda de devolución de lo indebidamente pagado, h) cuando, 
suscitando ante la justicia ordinaria la cuestión de iuconstitucio- 
nalidad del impuesto o que este vulnera derechos o exenciones 
acordadas por ley nacional, ocurra ante la Sii|irema Corte i*>r el 
recurso que establece el art. 14 de la citada ley de jurisdicción 
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federal. Es está ta jiiisprudenca sentada por ese alto tribunal 
del jtais en numerosas dv-isiones, que son de verse, entre otra* 
las registrada* en la colección «lt sus fallos, 4*11 los tomos 10, pá- 
gina 134: 17. pág. 207 ; M. pág. 103: 57. iKÍg. 46 v f *4, p|g»¿ 0$„ 
M>1 y 421. 

Otte, dé consiguiente 5 atento a esa doctrina, la excc|tcíon 
de iitcompeteiicia que lia hallado acogida en la sentencia recurri- 
da, es inadmisible para enervar ta vía de apremio incoada por 
la Municípalklad. Qn «lar ra 11, oni|)efo, para la denia miada* exjx 1 - 
diios. las acciones o los recursos, que crea tener, jiara deducirlos 
en la debida oportunidad ante el fuero propio (que invoca. nUieiie 
mat \-ruc y riríioiw fi&üáitjip, según el pronunciamiento tic estos 
tribunales acerca de las demás excepciones opuestas sobre la* 
que hahra tic decidir el inferior, puesto que se declara SU coni- 
IH-u iieia para entender e» el prestóte juicio. 

Cor estos fundamentos, desestimando el recurso de nulidad 
se reviva la sentencia ajelada, declarándose que es competente la 
jurisdicción ordinaria ivirá conocer en esta causa y decidir las de- 
más excejieiimes pemlieiiles, a cuyo fin deben volver estos autos 
al inferior. Las cosías a carpo del vencido ríe acuerdo con lo pres- 
cripto por el artículo 360 del l'ódin de t'MCtdium nlos. para 
cuyo paf¿o se recula ln> hemorarios y derechos procuratorios de- 
vengados en esia instancia, del doctnr l>eiiietrio Aliaga, en cin- 
cuenta pc:-o> y al procurador M acedo Juárez en veinte pjqkj». 
Téstense Ins térmittos subrayados con lápiz rojo del escrito de 
fojas Si. y a|iercilnse seriamente a sus firmante doctor Aliaba 
Achával y señor Maccdo Juárez. Hadase saber y a los fine* indi- 
cados del pronunciamiento acerca de las excepciones pendientes, 
bajo previa reposición. — .-Irgúñarte. — tidtnUt. — OliWr.t. — 
Aun nú : Jpié M. Paz, 
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i>jiT.\m:s- m:i. skñor pruci'raiior i¡kxkha¿ 

liittm.s A ins. Juni.l JO ,ív f$2& 

Suprema Oírte: 

Kl l ; crroearril Central Córdoki recurre de- hecho iiiia resolu- 
ción de la Curte Suprema tle Justicia de Santiago del l isten i que 
declaró competente a la justicia local de la referida provincia 
|>ara coiKjeer en un juicio de apremio por cohro de impuestos 
UHiuict|Kiles, 

Habiéndose denegado por resolución definitiva del tuero 
federal invocado por el recurrente, procede el recurso de queja 
interpuesto, desde que el den»an<lado invocó el art. 2?, incisos 
y 3» ile la ley 48 y la resolución recurrida es contraria a la proce- 
dencia de dicho fuero (art. 14. inc. .V' de la ley X"-' 4K y art. 6" 
de la número 4055). 

Considero i*»r ello que la a|K-lación ha sido mal denegad:!, 
Kn cuanto al fondo del recurso, las acciones |*>r culiro fie im- 
puestos uuinicipalés son de la exclusiva «inijietencia de li*s tri- 
Imnales provinciales, todo ello sin perjuicio del recurso del art. 
14 de la ley -K que procedería ¡¡i se huhiese planteado en 'la 
cansa un caso federal, nmin V. K. lo lia establecido en los fallos 
registrados en l**s tomo» 114, ph^. ¿82 y 123. \ég. 422. 

Sjy por ello de opinión míe cnrrespnndc confirmar la sen- 
tencia apilad;i en la jarte míe ha podido ser materia del recurso. 

Hortiau A', t.an. ni. 
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fina*.!. Aires. Ak"Mh 20 »U- JUJs. 
\ isti 1^ \ i oiindcrando: 

l% >r 1u> íundaiuetitos leíale- y ile jurisprudencia consigna- 
iln- cu el precedente dictamen del Señor Procurador General 
concordantes con los de doctrina que sustentan los fallos de e>- 
la Oírte en casos análogos, se confirma la sentencia apelada cu 
cuanto fia |*idido ser materia del recurso. Xuiiííquese y devuél- 
vanse; previa rc|x>síctón del papel. 

A. HkRMEJO. — J. FlGt'EROA Al-- 

cokta. — R. (¡tino Lavallk. 



Don Carias FiÜoríó /Yrrvr<* coutra i'í Ferrocarril Central Ar- 
ijcíUího. /*<" imlriinihilfioti tic ihiitm y per inicios; sobre ry~ 
posición de seihdo, 

Sum.irio; VA un. inciso 6'* de la ley 11.290 ha |»4o dictado 
1 mtjp el O ingreso 1 su doHe carácter de legislatura local, 
disponiendo la aplicación de un impuesto jxira la Capital y 
Territorios Xacionales. primera |iarte del inciso fj" aludido, 
y de Congreso Xacional, aplica tu lo la misma cláusula misí- 
sima a la Justicia Xacional ; en consecuencia, corresponde el 
sello de, cincuenta centavos en las provincias a la estampilla 
oue deben jxmer bajo su firma lo> acunes y demandado* 
en el actM de ser notificados de toda sentencia definitiva 
sobre asuntos iW tuero federal en todo juicio en que se fie- 
manda tina cantidad mayor de 20 pesos. 

Caso : I^o explican las piezas siguientes : 
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ALTO DEL .M E/ FEDERAL 



Rosarw». juti.. H d e V>27. 



Repóngase la estampilla que se adeuda dentro de tercero 
«lia. bajo apercibimiento de multa. 



Vistos en acuerdo los amos caratulados « Pe rey ra Carlos 
Víctorio v. Ferrocarril Cení ral Argentino s. indemnización ttt* 
daiW y fwrjuicius (exp. N v .Í12Ü7): 

Que la interpretación dada por el « yao al hit. & del art. 29, 
ley de ¿ellos, lleva a la conclusión de que los litigantes ante el 
tuero federal en las provincias, estarían sometidos al pago de un 
impuesto inaplicable a los que litigan ante el mismo fuero en la 
Capital de la Nación, lo que evidentemente no ha sido el propó- 
sito que ha inspirado dicha disposición. 

Por tanto se revoca la resolución apelada de fs. 108 vta. y 
se declara que no procede en el caso, el pago dd impuesto por 
ella ordenado. Xotifiquese y devuélvanse, ~- Curios M. Avih.~- 
I.itis í". Gonzáhs. — H. Bcríífíyieri 



DICTA M EX DFX SEÑOR PROll'RApOK CE, VES AL 

Buenos Aires, X.nKnihrt- 12 d¿ 

Suprema Corte; 

Ku el juicio seguido por don Carlos \'ictorio Pereyra contra 
la empresa del Ferrocarril Central Argentino, sobre imlemniza- 



Xhírtífics. 



KKSOUCIOX UK I.A l AM ARA EI'OKRAI 



(?ÍW*rk», AguM» 31 de mi. 
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etún de daño* y per) tiicios, se ha suscitado l;i incidencia que ha 
motivado ¿I recurso extraordinario cnnce< litio a ís. 125 |mr la 
Cámam l-Ydcral de Apelación de Rosario, cii la que se lia nn>- 
h* «n;if [4 ■ la inteligencia di- ta scgttnda parte del inciso 6> del urt. 29 
ik la ley X' 1 \.*H): y siendo la decisión ife última instancia n lu- 
naria al derecho invocado por la parle recurrente, estimo que t i 
caso encuadra dentro de la dispuesto, en el articulo 14. inciso 
& dé la ley X" 4S. 

hn cuanto al fondo i le- l.i cuestión, debo expresar que a mi 
juicio, ti texto kgal discutido es bien claro e inconfundible. Se- 
jlí 11 11 él. corresponde el sello de eimuenta centavos, en las provin- 
cias, a la estampilla i|nt> deben poner 1«jo su íirtua los actores 
y demandados m el acto de ser tintineados de toda sentencia de- 
fitiitiva «sobre asuntos del lucro federal en todo juicio en que 
se demande una cantidad mayor de S 20*. 

Dada la claridad de estos términos, nu cal»* más interpreta- 
ción la que resulta de su significación propia y natural, sien- 
di i regia de iuterpretacióti doctrinal que cuando la ley esta cou- 
cehkla con 1 «ala! iras tan ciaras que en ellas aparea- bien expresa 
y terminante la voluntad del legislador, no deliemos ehidir su te- 
nor literal a pretexto de penetrar su espíritu. 

1W lo demás. caite advertir que sólo son asuntos del hiero 
federal los que quedan radicados ante la justicia nacional, y que. 
]H<r utra jxirte. es evidente que únicamente a Ins juicios que se 
ventilan ante dicha justicia nacional su lia referido la disqw lición 
leyal discutida y de ninguna manera a los tramitados ante la jus- 
ticia provincial, toda vez que la ley X v 1I.2W no ha podido legis- 
lar ni establecer impuestos sohre los actos judiciales <le los tri- 
I nina Ies locales de las provincias, sino sohre los de los tribunales 
locales ile la t api tal Federal, de los terri torios nacionales y de 
SÉctfoh o nacionales; 

l'or ¡b unito, s.,y de opinión que corrc>[«nide. y asi kl pido, 
se sirva V. K. revocar la resolución apelada y divlarar que debe 
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satisfacerse d impuesto cte seflo tmbíádo en el finía de h. IOS 
vuelta, cSMl cosías. 

Horacio A*, ¡.anchi. 



FALLO DE LA CORTE SI TREMA 

Hucmos Airo. Ac..sii. efe l'Otí, 

Avilo* y Vistos : 
L'onsiderandn : 

fue él art. *>. j„ c . de la ley U*K). ha sj«].. dictad» jht 
el Cmigrc*» en su doble carácter tic legislatura local. disponien- 
do la aplicación de un impuesto para la Capital y Territorios W 
ciúnales. primera parte del inei>» fV- aludido, y de Confeso Xa- 
cional aplicando la misma cláusula impositiva a la jusiieia naci»- 

Ku su mérito y p»r los fundamentos concordantes <M dicú- 
nien del Señor 1 'rocurudor (a-neral, se revoca la resolución ar- 
lada en la jKirte tiue ha podido ser materia del recurso. XotiíSque- 
se. repóiigiisc el papel v devuélvanse al tribunal cíe prudencia. 

A. ÍÍERME.tO. — J. FlGUEROA Al.- 

cokta. — Koherto Repevto. 



Don José tittlbhwi. hijo, y oíros cu IB autos sucesorios de Jo*é 
Bébiani. 

io: í* X» procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48; contra una semencia tjue se limita a ordenar a la ad- 
ministradora de un juicio testamentario t\nv entregue los 
fondos de |KTUiKiicia de menores a la madre de los mis- 



4 
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mus por ejercitar la patria ftotcstad sobre sus hijos de 
acuerdo con tu q¡ue dispone la ley II .¿57. <pte forma jiaru 
del Código Civil. {Cuestiones de derecho o.múni. 

1-a cosa jugada está subordinada a condiciono re- 
gida* |Hir él derecho eomóii y |jor lo mismo. e si rañas al re- 
curso extraordinario. 

i'ns»>: I " explican las piezas siguientes: 



WCTAMEX IIEL SKXOR l'KOt l KAIHÍR líKNIHA]. 

Iluiiiio A iri s. Agosto Jl ik- l'OK 

Suprema Corte: 

I-t cuestión dckitida en esle incidente sohre administración 
de la téstame litaría de dpn José Balhiani. ha sido resuelta a tV 
103 por la Cámara J" de Apelaciones en lo Civil de la Capital 
de la Nación |»ur interpretación y aplicación exclusiva de dispo- 
siciones de derecho común, suficientes por si solas para sustentar 
■ lk ii;i resolución con prescindencia de las cuestiones de carácter 
federal ipu- se dicen planteadas, 

Pronunciarse respecto fie csfis es. pues, innecesario, no pu- 
dieudii esta Corte Suprema resolver cuestiones abstractas. 

Soy |ior ello de opinión que el recurso extraordinario de 
apelación deducido para ame V. E. contra la referida sentencia 
de fe. I0.Í ha sido bien denepado por auto de fojas tCS, a cuyos 

Iiorut h t. /../rrrM. 
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Buenos Airo*. Agysk> 24 de PL'K 

Autos y \ isms; 
Considerando : 

Que según ni» rece de la cx]*isicióu presentada por c| a pe- 
íanle de hecho y tli- |(is autos seguidos |mr José Bnlhiani (htjo't 
y otros venidos por via de informe en el juicio testamentario de 
José Ualbiani, el reeurrente solicitó del juzgado r|iie las rentas 
i|uc producían los bienes adjudicados a los menores fueran de- 
leitados a nombre de los mismos en el lianco de la Nación Ar- 
gentina en la enema de usuras pupilares. en virtud de que la 
madre habia sido privada de la patria potestad. 

Que la resolución dictada por la Cámara Civil Segunda de 
Apelaciones de la Capital se lia limitado en el caso a confirmar 
ta decisión del juez de 1' Instancia, mediante fa cual se ordenaba 
a la administradora del juicio testamentario entregase los fon- 
dos de pertenencia de los menores a la madre de los mismos por 
cuanto el ta ejercía la i»atrii potestad sobre sus lujos, de acuerdo 
con lo que dispone la ley 11.357 que forma parte del Código Ci- 
vil, es decir, resolviendo así sobre cuestiones regidas por el de- 
recho común lo que es ajeno al recurso extraordinario de puro 
derecho federal que autoriza el art. 14 de ta ley 48, atento lo 
que dispone e! art. 15 de la citada ley 48 y lo reiteradamente 
resuelto. 

Que en cuanto a la referencia que se hace sobre desconoci- 
miento de la cosa juzgada procede observar, que, como lo tiene 
declarado esta Corte en constante jurisprudencia, ella está su- 
Inordinada a condiciones regidas por el derecho común y por lo 
imismo extrañas al recurso extraordinario interpuesto. (Fallos: 
tomo 123. pág. 425: tomo 113, pág. 427; tonto 112. pág. 126 
entre otros). 
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(jut c«tii arreglo a los artículo;) 10 y 17 tle la Constitución 
Nacional y clausulas <U*t Tratado de Derecho 1 'i vil Interuadu- 
nal sancionado cu Montevideo, cuya inolisirvancia Sé alega, ca- 
be $$teg$r en el as», «ute las Hálenlas dd Tratado y de la ley 
fundamental ¡mi nados, no guardan cotí la cuestión debatida la 
relación directa e inmediata rci|ucrida j>nr éi art. 15 ité la ley 4¡s' 
para la procedencia del recurso extraordinario, (Fallos: ronio 
150, pag. i 1 */, entre oíros), 

J\n su mérito y atento 1" precedentemente expuesto ñor d 
Señor Procurador General; cteétátía no haber lugar a la nueja 
deducida. N'ot i tupiese y archívese, previa reposición dd papel, 
devolviéndose los atilus venidos por via di- iiííériné cOu IRUM- 
eripcion de la jírateüte > del dictamen fiel Señor iWurador 
» ¡enera!. 

A. 1Ji.kmi.jo. - J. Knui:tfo.\ Ai - 
CORTA. - RORRJtTO IÍKn:iio. — 
R, til lint L.WAll.K. 



/>*oj Jiutii l>¡ Lcp fonda Ut f^orintiit tic Bin % no.< . Jwvx. 
ittf&itfctü i/c d&fmp, 

Sumurtó: L* f Juico no lia pacido tal aíguna fotuta no puede ser 
despojado cu él sentido jurídico de ota ex protón. ( Vrtico- 
lu 2468, Código Civil i 

-■' La acción de despojo S$lo »e ^tl^ecj^ al poseedor 
lie) inmueble despuado de la posesión, i Vfófctüós J4 l HJ y 
24' M. Código Civil). 

C(»í>: Lo explica el siguiente: 
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ltue«í>s Aires, A#úg\n 24 úe 

Vistos : 

lirsuliaiul.i : 

Que el procurador Luis María Pardo con poder suficiente 
de don Juan H. Di l.eo y a nombre de éste, demandó a la Pro- 
vincüi de Hítenos Aires ni la presente cansa, entablando inter- 
dicto de despojo y fundó su acción en los artículos 24* X) del Có- 
digo Civil. 328 de la ley 50 y cu los hechos siguientes : 

Dice, el actor, ijue su representado, ha sido despojado por 
un empleado provincial, que obró en nombre <iel Poder 1 ejecuti- 
vo, de una concesión ijue ]»oscia otorgada 1 por la Municipal tif.nl 
di Mar del l'lata, sobre la playa con techa 20 de Septiembre de 
1927 para establecer en ella un balneario, 

Que habiendo comenzado h>s trabajos previos a tal objelu 
fueron estos ínter nimpif los. por el funcionario aludido, con te- 
cha 21 del mismo y mes y aun. quien con el auxilio de la inerza 
pública tu desfijó de su concesión, mandando, posteriormcnif. 
retirar los pilmes ya plantados. Sostiene el actor, el derecho de 
la Mtiuici]iatidad ]*ara hacer dicha concesión a mérito del domi- 
nio que tiene la coqMiración sobre la playa respectivu. de acuer- 
do con la O institución de la Provincia, la ley que crea el Tañi- 
do ele (¡ciierat Ptieyrredón y la ley orgánica de las iuunici|>alid;i- 
des de la Provincia, 

Que acreditado el tuero y convocadas las partes a juicio ver- 
bal. concurrieron ainltas a la audiencia de que instruye el acta 
de fs. 29, en la cual, el actor se ratificó en los término» de la 
demanda y el representante de la Provincia de Buenos Aire*, 
doctor Parry. debidamente autorizado, negó los hechos alega- 
dos por el procurador de Di Leo. reconociendo sólo, que el Ad: 
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(nitii^t ríi.i. .r de b líamob miiikiié que aquél lomara la pbseiáón 
pie pretendía. Desconoció, ademas, d di*etor l'arry, el dere- 
cho de ln M uuicii-alidad jura ti otorgamiento de muco ¡uno. 
como la exhibida ]»or el actor, invocando para din d nrt. 
del G nlii^i i Civil y reiterada jurisprudencia de esta Corte, vibre 
fl dominio de las playas de los mares. 

Que no habiend ra pftit'Iíít que la agregada culi la de- 
manda y contestación se llamaron los autos para definitiva a 
hija- .11 vuelta, y 

Considerando: 

Que atento a la naturaleza di* la acción instaurada, que no 
puede fundarse en el derecho de poseer sino en d hecho de la 
posesión misma y negado este hecho, por la demandada, el actor 
ha debido probarlo formalmente y en primer término, ya pe 
quien no ha posddo en alguna forma fio puede ser desfijado 
en él semino jurídico dé esta expresión. (,\rts. 2468. 2490, 2482 
de) Código Civil y 32K de la ley 50 >. 

Que la documentación acompañada |>or el actor, corriente ele 
ís. o a ís. 8. sülo acredita que la Municipalidad le concedió, pa- 
ra balneario, cierta extensión de playa, pero no hay constancia 
alguna en iodo este expediente de que Di Leo haya sido puesto 
en posesión de la misma, Por el contrario, del acta levantada por 
el funcionario del Ciohierno en presencia de Di Leo, se desprende 
que la concesión estala I tal día y que éste sólo hacia colocado va- 
rios pilotos de madera, tarea que fué impedida en su continua- 
ción, así coim» también se impidió la turna de posesión |>or aquél 
(Expediente administrativo agregado por cuerda M. O. P„ letra 
lí.. V 235. fs. 4 y 5). 

Que si se ohserva la fecha de ta concesión invocada, 20 de 
Septiernhre de 1927, la de su notificación a Di Leo, 30 de Sep- 
tiembre del mismo año y la f celia de la pretendida desposes ión 
21 de Septiembre a las !0 horas, se llega a la conclusión de la 
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exactitud de lo informado |K»r el Ministerio de Obras Públicas, 
tn las actuaciones ya citadas. 

Que si bien es cierto que el actor lia solicitado d amparo 
en la tenencia de la concesión, det»t* de entenderse que se refiere 
al inmueble que ella iba a ocupar, pues, de otra manera carecería 
de liase legal el interdicto, toda vez que la acción de despoja 
se concede al poseedor del inmueble, desojado de la 
(artículos 2490 y 2494 Código Civil!. 

Que, |H>r otra liarte, el actor no ha prolado que el pretendido 
desfajante baya retirado o hecho retirar con interioridad, de la 
playa en cuestión, los pilotes ya clavados, hecho expresamente 
negado |km" la demandada. 

Que. en consecuencia, de lo que se ha dicho en los conside- 
randos anteriores, no corresponde entrar al estudio del mejor 
derecho al dominio ril>erciio, entre la demanda y la Municqwli- 
dad de Mar del Plata, bastando para resolver la causa, con arre- 
glo a la acción deducida, con las razones de hecho y de derecho 
ya expuestas. 

Por estos fundamentos si- absuelve totalmente a hi Provinci t 
de Buenos Aires de la presente demanda, con owtus. Xotiíiquese 
v archívese previa reposición del papel. 

A. Bermejo. — J. Kit;i*EROA Al- 
corta. — KOKKRTO REPETTO. — 
R. Olido Lavalle. 



Pon Oktjario Piedrabuena contra tlon Luis Ferrar», por ¡u- 
tfcMnisaaóii por accidente dé trabajo: sobre reposición tic 
sellado. 

Sumario ; Por aplicación de la ley 9688, artículo 27, la victima de 
un accidente o sus derecho-habientes se hallan exentos del 
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pago ild impuesto a que se re Itere el ari. 3». inciso (>". i a 
fine de ta ley de sellos X 1 ' 11.290. cencío gestionan el cohro 
judicial de la respectiva indemnización, sin que sea necesario 
el juicio previo |«ra ohtener la caria de ]M.|>reira. 

Cuso: Lo explican las pieza*, siguientes: 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FE1 RAL 

Rosarb, Agosto 16 <k- p)>?. 

\ i-ins tu aúnenlo fu*, autos Olegario 1'icdraUu-ua contra 
l.uis IVrrarir. indemnización |>ór accidente de trabajo fexp. X" 
205 -7 cíe entrada > ; y considerando; 

(Jne la interpretación daila |>of el ií »¡u<i al inc. f) del art. 2*' 
ley de sellos, lleva a la conclusión de que los litigantes ante el 
füett» federal en las provincias, estarían sometidos al |m^«> de mi 
impuesto inaplicahle a los t|iie litiga*» ante el mismo fuero en la 
Capital de la Nación, lo íjiic evidentemente m» ha sido el propó- 
sito que ha inspirado dicha disposición. 

Por tanto: se revoca Ja resolución apelada de ís. M$ vuelta 
y se di-clara que no procede en el caso el pago <lel impuesto jior 
ella ordenado. Xotifiqucse y devuélvanse. — Litis (¡onctíliz. 
y, .1/. Fierro, ~ Curios .1/. Avila. 



D1CTÁMKN DEL SEÑOR l'KOCt'HADOR GENERAL 

limtms Aires. Octubre 2? de PU7. 

Snprema forte; 

Ku el juicio seguido ante el } uzeado Federal de U osario pnr 
tipii Oleario Piedra! «una contra don Luis Ferraro. sobre in- 
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demn ¡¡¡ación por accidente de t ral «jo. se ha suscitado la inci- 
dencia que ha nmtivado el recurso extraordinario eonecdidn jmr 
la Cámara Redera! a ís. 145. en la qtte se ha cuestionado la in- 
iciqjcneia del art, *>. Inc. 6» de la ley X» tfc290 y la división 
de última instancia lia sido contraria al derecho invocado por el 
ministerio fiscal, encuadrando el caso en el an. 14, inciso 3* de 
la ley X- 48. 

Hu cuanto al fondo de ía cuestión federal planteada, cahe 
ohscrvar que el íirt. 4J. inciso 5*'. de ta citada ley de sellos, excep- 
túa del uso del papel sellado, entre «tras, a las personas declara- 
das pobres de solemnidad p«jr autoridad Cómprente nacional o 
provincial, situación análoga a la que contempla la ley número 
'fhSX (art. 17 1 al acordar a la víctima de un accidente, n sns 
derecho-habientes, el gOcs del beneficio tíé |Hibreza para el co- 
hro judicial de la indemnización, sin que sea necesario el juicio 
previo para nhtener la caria de jKihreza. 

Tor estas consideraciones legales, que son las que han de- 
bido tenerse en cuenta para resolver la cuestión, pido a V. E. se 
sirva declarar que. en este caso, no procede el pajjo del im- 
puesto a cpie se refiere el art- 39, inciso fv ih fiue de la ley 
U.*K). o mío se expresa en la sentencia recurrida. 

HorÓCtO fí. I.arrt hi, 



FALLO DE LA (,'ORTE SUPREMA 

Bticims Aires. Agosto 24 tío 1928. 

V istos y Considerando : 

Por los fundamentos del dictamen del Señor Procurador 
(ieueral en el que hac notar la aplicahilidad al caso presente de 
los artículos 42. inciso 5* de la ley 1K2TO y 27 de la ley 968S. 
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se declara que en ln especie síé litó no corresjiunde d impuesto 
que mmééé el art, 2V. incis.. ® de I a ley 11.290. Notifique.se y 
devuélvanse :il tribunal de procedencia. 

A. ni:K.MKia — J. Kiuleroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 

R. GctDO I -A VALLE. 



fh»i Httroid E. Tüytar. sáficíta i'omptttiibUidad </«■ strv'uuKi 

Smnem\ Los wrpcl^s que corresponde compitió* a N efectos 
tlfi la jülülaefÓti de Empleados Ferroviarios regidos por la 
ley IG/ók, Sun presólos en el tefHtofíó de la feepftliHcá: 
(Se i ra i al «i de servicios prestados en las oficinas del direc- 
torio del l-Vn-m-arril Oeste, en Londres;. 

Cj.w : Lo explican las pie/as siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

timaos Ain-s. Agosto n> t ¡,. 

Suprema Cóttc.: 

l.a -emenda dictada ;i í>. ]N |x»r la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital (te la Manon, fia confirmado ía risolu- 
eitm de f%, í* fk> la Caja Nacional de Jttlñlnciunus y Pensiones 
de [-jnpliados Ferroviarios, que denegó a don Harold B. Tay- 
lnr el pulido ríe que se le- computase, a los fines de su jubila- 
rion, los servicios que había prestado cu Londres en las oficinas 
que el directorio del Kerrucarril Oeste de Buenos Aires tiene en 
aquella capital. 
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El interesado lia sostenido en esta causa su derecho a la ju 
hilación invocando disposiciones de la ley de la materia W 10,650. 

La denegación, pites, de tal derecho, fnhttuclo én 4&¡^¡eió- 
nes legales d? carácter federal, hace procedente el recurso ex- 
traordinario mu* si' lia interpuesto y concedido ¡ara ante esta 
Curie Suprema invocando el art. 14 de la ley 4K. 

En cuanto al fondo del asunto adhiero a la doctrina corttr- 
nida en la sentencia recurrida. En efecto, aunque la ley de jubi- 
laciones citada no contenga disposición alguna respectó a los ser- 
vicios cuya computación se reclama, es indudable que éstos no 
I meden ser otros <|ue los prestados en el territorio de la Repú- 
blica, ijonde la jurisdicción nacional puede ejercitarse a los fi- 
nes fiel control de las contribuciones previstas en dicha ley y 
para deducir las acciones que ésta confiere a la Caja en Irene fi- 
cio de sus propios afiliados. 

La residencia en el pais es, pues, condición indispensable 
para la jubilación, situación <|ue resulta confirmada ]*>r el de- 
creto reglamentario del H E. Nacional citado en la sentencia 
recurrida. 

Soy |xir ello de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la [jarte que ha iwxlido ser materia del recurso. 

Horacio R t Lnrrvta. 



FALLp DE I.A CORTE Sl'PREM A 

tJucmis Aírts, Agosto 24 de 1928. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos de ta sentencia de fs. 18 dictada por 
la Cámara Federal de Ajwlación de ta Capital y lo dictaminado 
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prenden! nuenic por el Señor IWnradnr U-nnal. ge confirma 
ta resolución apelada ni cuanto ha | H .dido g^r materia del recur- 
so. ^ití(fe|licse y devuélvanse. 

A. nKHMK,n>. — |, J'K;l-KK«A Al.- 
COMIA. — KnilKKTO lí KWH TO. — 
ií. (¡I'JIKJ J .AVALLE. 



¡h.it Julián A\ Syihis cmtni </->/( Tiuiof.'o .innia. sofo; cohro r/V- 

entti'0 iir un &étlm ypehwfirh. Cmitkíi&ti de cóiityetéuem, 

Sittiimi": ]■■ Kt juez ,j, | domicilio del deudor es el compelen le 
para conocer del jimio iinivcrsnl de concurso de acreedores, 
al <|ik tlel>et1 acumularse fos demás juinas (jue se siyan mi- 
li otro» jueces, aún cuando se initc di' juicio* |mr cubro de 
crédito-. tii|nt(tTarí<^ t ni íjjfíé pnr convenio de partes se- haya 
i>ia1iUridi> nn domicilio espinal para el cumplimiento de 
his utilizaciones, ilíldci mte los convenios etilre parles, rela- 
tivos a constitución domicilio especial . nu puede *ohrejtu- 
ner-e a las facultades «pie las leyes acuerdan a los jueces de 
concurso >n|jrc los hieiies del concursado. 

2" l.as disposiciones del ¡míenlo ?<>$ del CóiiffgD de Pro- 
cedimientos de la ( api tal y del art, W$ ctéJ Código ( i vil, 
suponen la acumulación de las acciones cuntía los bienes lu- 

Caso: 1" explican las piezas siguientes: 
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Arto mi. IVK7, un civil 



líilviiD- Airís, hmiti il) iW 



Autos \ Vistos: 




KcMtliaudn « precedente escrito que el auto en t\w sr or- 
dena el remate fué dictado el 30 de Ahril y í0te d 3 di- Mayo 
el Juez de. Ea ejecución recibía el exhorto (Je! infrascripto, que le 
informada de la extienda del concursa, Aquella resolución no 
pudo consentirse sin intervención del Sindicó, puesta que el con- 
cursamientu hibalitlitalia al deudor p?tra toda gestión en juicio 
PjEfereme a hknes que htatiki dejado de ser de él ixj* jíásar a 

Sindicatura, 
i con Id dictaminado por el Señor Alíen- 
le l'iscal. y un ohsiaulc no existir constancia auténtica dd pni- 
nuncian liento de] ex hurlado, en atención a las circunstancias ex- 
cepcionales, cuales muí el hecho «le que el remate del hicu esté 
anunciado |tara el 22 del corriente, y el de que. Itü ohstaulc 
lu dispuesto por el art. 420 del tod. <íe IVoeed ¡tinentos, el Juez 
exhortado no haya detenido d procedimiento y sus|nintnlo dicho 
remate, lihrcse exhorto haciéndole saher i|«e el infrascripto da 
pur trahada la cuestión de competencia y eleva las actuaciones 
a la Suprema forte, y rogándole ordene la inmediata Mtspensión 
de las actuaciones y del remate decretado. - .V. ,l,< ¡\ufiu y .1//- 
fr t \ Ante mi : T. ¡K Cüstnrs. 



iuctá m i" n i>el sexok i'kncru mxir i;¡:m:kal 



Bachos Ain->. Jníi-. _\s i\v \»>x. 



Suprema (.'orle: 



Ante d juzgado de primera instancia en lo civil de la Capi- 
tal de la Nación, don Timoteo Arana se presentó d -> dt* Fe- 



bren* del curtiente año solicitando su caitint?$i} civil, vi que fué 
declarado abierto ;i1 tita sigutetíte, haciéndo-e l;i publicación de 
edicto* o n , rt'«-]w "lidíente. 

I Hiumció el concursado ¡d presentarse, entre otras deudas, 
una hipoteca a favor de don Julián k. Salas. 

Sin acudir ai cnnciusn, dicho acreedor Salas dedujo pgst$» 
rinrmi ule, el 17 de \hi i] del mismo año. demanda contra Arana 
ame el iíwgjwíü civil y comercial de! Rosario, extiendo el jtago 
dt sti crédit". 

Ti tu no vida, con lal unitivo, cuestión de jurisdicción pqt el 
lite/ del concurso, el de ta ejecución hi|Hitecaria se ha negado a 
desprenderse del conocimiento de la causa, habiendo elevado, \mr 
ello. ainUis magistrados las aelnac iones para que \\ V.. dirima 
ta contienda con arreglo a lo dispuesto por el mi. inciso d) 
de la U-v 4G5& 

Es doctrina uui forme de esta t one Suprema <|ue tas juicios 
por cobro de créditos hipotecarios deben acumularse al juicio 
universal de concurso de acreedores, aunque, por convenios de 
partes se haya establecido un doniicitio especial para el cumpli- 
tuienio de las obligaciones ( S. C. X, 121. eWÍ; 1.17. 95 y otros). 

Con la relación de antecedentes hecha anteriormente se com- 
prueba que el concurso civil del deudor quedó formado en la 
Capital de ta Nación con mucha anterioridad a la demanda 
puesta en Rosario por su acreedor hipotecario. 

Kilo y ta doctrina precitada de Y. E. tue induce a afirmar 
que es juez competente para conocer en esta última causa, el 

No puede obstar a esta conclusión la cireunstnneia particu- 
lar -le haberse dictado simultánea mente, el 30 de Abril del co- 
rriente ano, las dos resoluciones que motivan esta contienda, la 
tina en virtud (le la cual el juez de la Capital se declara cuín pe- 
lente, y la otra ]xir la que el del ktisario sentencia la causa, ya 
■ pie esta sentencia no está ejecutoriada y los procedimientos del 
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Sntcio cu qiie a na n ve dictada han «picdado stispcnclid-is de ht- 
ilui con la mera promoción del ¡«duente whm jurisdicción. 
Tal es mi dictamen. 

I lanicio A\ Larrcta. 



1 •AI.I.O DE LA CORTF. SI'I'KK M A 

J¡iu-im> A¡rv>, Aji.istn ¿4 <!<- l'UN. 

Autos y Vistos; 

l.us de contienda de competencia entre un Juez en lo Civil 
íle esta Capital y t*tte tic #ua) $ase de Rosario, provincia ríe 
Santa he. |>ara conocer del juicio ejecutivo sdlfr« cuino de un 
cpéíltti) hi] Horario seguido anu- eí MfMnd^ de los jueces nom- 
brado.- (Hir dmi Julián K. Salas contra don Timoteo Arana, con- 
eursadu ante d primero fie dichos juece>. 

- 

$ Considerando : 

Une alema* las consideraciones ( |ue fundamentan el auto m 
qiu- el Juez exhortado no hace lugar a la inhibitoria planteada, 
procede establecer previamente -i en el estado cu que se encon- 
traba el juicio ejecutivo al promoverse la requisitoria del Juez del 
concurso, aquél estaba aún pendiente o liahía fenecido |>or sen- 
i encía firme. 

Que de acuerdo con las disposiciones légale* que lo dcler- 
tniníin, el proveido de fs. U, ex|K'dienie X" 1X0 del Juzgado Ci- 
vil y Comercial fie Rosario, resuelve hacer saber al demandado, 
I«ir edictos, que si en el término de treinta días no abuna el cré- 
dito redamado, intereses v costas, provisoriamente estimadas, el 
remate de la propiedad hi|>utevada se veri f icaria tres días des- 
pués de vencido dicho término. Este auto, que lleva la misma fe- 
cha, .10 de Abril de I92X, que el exhorto del Juez fie la Ca- 
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pital, fué recibido por el de K osario el .i de Mayo, esto; c& cotí 
mucha anterior ¡dad ;il vcnviinieuiu del términti establecido [¿ara 
que dicho pronnneiannentM iptcdase iprnloriado o consentido, 
y en tales condicione- no puede deeir** iVtuvtdo por sentencia 
í i m ir- r ! juifi., t'ji-cnlivo. 

Que estando, pues, pendiente la ejecución hijwteearta ilie re- 
Icreneia. corresponde establecer que el Juez del domicilio del deu- 
dor es el competente ¡«ira conocer del juicio uiiiyersal de cop- 
mrso i]c acreedores, al que diben acnmulaise h <s demás juicios 
míe & Sijjati ante mros jueces, ionio lo tiene declarado esta Cor- 
te, ron anv^l.i a lo dispuesto en los arls, 71íí y 720 del Código 
de Procedimiento* rje la t acita] (Faftos, tonto 97, ¡j%. 154; to- 
mo ii9, pág, m-, mm m, pá#, ap; tomo 137, p%. 05 1 . 

'.na fu esiahlecido en (os convenios mire ]Kiries relativo ;i 
la constitución di- tul domicilio especia) (jara el cumplimiento de 
mi- obligaciones, un |inei|e sobre] mnerse a las facultades que por 
las leyes corres]» mtlan a los jueces de concurso sadré los bienes 
de tm concursados, 

fjue el Código de Procedimientos citado (art. 7<\l), asi co- 
mo el art. del C&%0 í "i vil. SfCgítp los cuales, los acreedores 
lñ]ii>tecaríos mi otan bordáis a espera* las resultas del concur- 
so líeneral para proceder a ejercitar sus accionas contra la* res- 
pectivas fincas, suponen la acumulación de esas accione* al coh> 
enrsu -cut ral. dado que solo alile el juez de éste potista cuinplir- 
st¡ ta dísjlosicióu final del último, o sea la determinación de la 
cantidad que >e jugare suficiente jura el pago de los créditos 
qtti mjiii privilegiados, la que del* ser contada o afianzada. 
« la canción de acreedores de mejor derecho a «jue aluden la? 
leves, froets.des. 

En -II mérito y de conformidad con 1., dictaminado por el 
Señor Procurador I ¡enera), >e declara que el Juez competente 
I-ara conocer del juiein ejecutivo Manido por don Julián Kttiz 
de Salas contra don Timoteo \rana. es r | de primera iustatu-ia 
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los autos, avisánduse ;t 1 efe Rí^ftrió tu fa ínnua lie estilo; fte- 



A. IIfiímiíJi). — l KmiKKOA Al.- 
. • huta. ■ R. (¡rniti I.av.m.u;. 




lUm Petíro Mttr&wí, u/v/iím/*» </.- mtn rcx,ftiu-i.U t ti< la Mnüiih- 
trat iotí df Iwpmtw fitlimos. 

Sumario: Kl articulo Ifi de la ley 11.252 nti dispone qítfc tos pie- 
eias ijiit- en el se ex] trisan, incluyan al impuesto ista)>JecKl*i 
por dicha ley: por (q (pe no es posihlc acordar a la jíteiia. 
la iuiditfeiieia (fe c(tw d impuesto forma parle .Id precio 
de venta 11 esta incluido en éi 

Cttmi Lo explican las pie/as Orientes; 



HKSOI.I i ION IH I. Ah.UINISTKAfMm |ir- IUH'KSToS I NT 1-1 K MIS 

lUun.i, AjPü, I Heitnihiv I» itc l«*2K. 

Vi*to> este sumario X 1 - I2'\ sección II. afín 1925, seyuido 
emitía don l'edro Manual, astilla: 

One Ségñíi constancias dd acta inicial (pie corre agredida al 
practicarse una inspección d din 1K de Xovicmliic piulo., en la 
casa de comercio propiedad dd suma Hado, situada iai /avalla, 
L". (.'. A., se eoniprulió ipic poseía M7 > treitrta v siete fiiego» 
tic naipes estampillada ckii valí «res fiscales de cincuenta cenia V"s 
cada JiiegO, íej I 1.252. (fue véttíte el interesado al público nljtre- 
ch de I LÍO í i un peso emi dic¿ centavos caria aun. Mar;i fiesta 
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ijin- veude cnis naipes u esc precio por cuanto los compro ;i un 
peso cada une», y la diferencia de diez centavos es la ganan- 
Cía ipU* Id Corresponde. 

Que conferida vista al interesado la evacúa dentro de u'r- 
mino. 

Considerando : 

< Hte m d presente caso >»■ comprndia al vender los naipe» a 
mayor previo rpje el míe corresponde de acuerdo con el estampi- 
ITado adherido, una transgresión a las di>prsicioiK-s del ari. ](>. 
titulo III tU- ta ley H.J52, cpie ddw mt reprimido con las ¡.an- 
dones [u nales del art. M> de la ley .1764, sin perjuicio di- exigirse 
d payo de ¡a di temida de impuesto omitido. 

Qtte en etiantoí al dfirgo formulado contra los vendedor.-, 
no puede prosperar, por fialter efeetitado la veiífa ai precio re- 
glamcntario. 

Que el sumariado no lia fevautadu ln> varaos formulados ni 
ha alegado ra/i mes de carácter legal, que puedan eximirlo de 
ivspon-aliilídad alguna. Por estas consideraciones. 

Se resuelve : 

Imponer al sensor í'édro Marcuul la < .'litigación de alionar por. 
concepto de diferencia de impuesto, la suma de ^íf¡ diez 
y ficho pesos un nicda nacional con cincuenta centavos, enrso lt- 
gal y una multa de ($ 185) ciento ochenta y cinco pesos fte igual 
moneda. tf|iti valt-iitt* al décuplo del ini]>nesto omitido, Mimas que 
rldierán ser depositada- dentro de los cinco «lias en el Banco d ■ 
la Nación Argentina a la orden de esta Administ ración, clebteii- 
do presentar los justificativos del caso. L'tia vez efectuado d pa- 
go del impuesto y multa, la I ns|K-ee¡ÓTi Seccional procederá a GO- 
too- en ci mdicioi a s legales y libre circulación los naipes imer- 
vemdo& Sección Sumarios, liará la certificación de denuncian- 
tes, l ome mita t'ontadiuia, notifique*: y re|íóiigase el sdlado. 

. f. lii rri m. 
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SKNTK UVA. }VM7. VhWM.M. 

kosario, }»Yv\ u da W2ü, 

Yisio el recurso de apelación traído jtor don ÍVdro Mareual 
contra la resolución de hi Administración *lt- Impuestos Internos, 
dictada con fecha 10 efe Diciembre ppdo.» |w nr la <jue si' le eonde- 
ñá al pago ttc íliéá y ocho pesos cincuenta centavos y se le aplica 
una mulla de cíenlo ochenta y cinco pesos ( fs. 8 a 9 Cxf** anexa). 



V Considerando (pie: 

I» 1.a resolución apelada se funda únicamente en (jiie Pedro 
,M arcual vende al menudeo y por el precio de un peso diez cen- 
tavos, naipes ^Mé llevan estampillado del impuesto corres] iludien- 
te a los que se vendan hasta por un peso. 

2*-' Kl estampillado de los naipes no se efectúa entre nosotros 
por los comerciantes minoristas, sino por los fabricantes o los 
importadores (art. 1". título decreto de Diciembre 7 de 1923, 
reglamentario de la ley 11.252). En consecuencia, lia de entender- 
se rjiie el precio de venta a cpie dicha ley alude, es el que tengan 
los naipes en el momento de efectuarse el primer control y colo- 
cárseles la estampilla |Kir el fabricante o mayorista importador: 
pues lo contrario significaría tener ipu* sustituir las estampillas y 
pagar tasa suplementaria del impuesto, a cada nueva reventa, 
sistema no previsto |ior Ja ley. ni susceptible de aplicación en la 
práctica, "l anío valdría exigir nuevos derechos fie Aduana a ca- 
da aumento de precio (pie obt vieran en el 




P Ku consecuencia, no existe razón 
apelante el juago de un su 
de infracción. 
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4 ' Análoga es la opinión mim miada por el Señor Juez Kede- 
ral de la Capital, ductor Miguel L. Jamus en los casos di- Saío- 
mun Kurtai e Iharra, lYelny y Ctík < Dieieinhre 18 de pMj. 

Resuelvo: revocar la resuluciún apelada en cuanto ha podi- 
ilu mi- materia dil recur>u, absolviendo di* e^íf® y curan al ape- 
lante. liiM-rti^.. hágase *»Ikt y Wijen. 

Jiuw .Iftwrc. 

SEXTKNCJA IJK LA CÁMARA I LIHÍKAL liíi Al'KLAClOX 

Rosario* Sepi k-miirc 7 ele l&i. 

Vistos los MÍOS «Alaienai iVdro, cqnÉra Administración de 
liii|nn>tns internos. Apelación de una resolución-» (Kxp. 
-Í5.Í 2íx : |*ur su* fundamentos y considei ando : 

One si hien él artículo I f > de la ley X'' 11,25* establece íflje 
l"i^ naipes (|iu« se midan de miu a do-. pcsu> moneda nacional, 
pagn.an el ¡iii|HiestO de un peso de la misma nn meda. lal (Hsposi- 
ción debe entenderse aplicable cu el mutílenlo cU <|nc rl articulo 
es lanzado a la circulación comercial, y no con ocasión de las 
etirijenációitcs sucesivas a que pueda dar lugar, ya que d projw- 
sito de ta ley no e>. ciertamente, fijar nn límite al precio de veu- 
del a r líenlo, en matura alguna euu turme nni la libertad de 
comerciar, garantida por la Constitución. >htu crear una fuente 
tu reina. no debiendo interpretarse esta cxU-m-ivamcntc. atrilla 
h naturaleza del asunto. 

13 arl. Ci% cap. f\ del decr«i«i reglamentario di' 7 de l>i- 
dwillwi d« I <•_>.?. corruhor;- e>ta conclusión cuando dice : «1 .os 
fabricantes dr tía i | íes» cstam) taran en la envoltura de eada jucg*. 
sn iiuiiiliH' i» el de Ja fábrica o razón >i>ciai y su domicilio, y el 
precio de venta al publico. 

f*or lauto, confirma el falto apelado de ts. 14 v vuelta, 
nena ó de Julio del corriente año. Xuii fírmese y devuélvanse.— 
Luis ('. (¡4>n¿ { i!,-c. {'itrios M. .¡t i.'u.- Mtuitt.l l'tim'lfa. 
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■ 

bmnis Aire*,. Ajusto £j (Ííb !'J_'S. 
\"¡>ims y Considerando : 

Que la resolución de] Administrador de liii|mL'stos Interno*, 
por la cual se impone al a «nen iante don l'edro M arenal una 
imilla tic ciento ochenta y cinco pesos, se finida ni ti hecho de 
haber vendido naipes a mayor precio (¡ue el nm- corresponde; íip 
acuerdo con el estampillado nacional adherido a los mismos, lo 
«jut a juicio fie la mencionada administración importa una trans- 
gresión a las disjHisicioncs del art. 16 dé la ley X'-' 11.25J. une 
del*.* ser reprimida con las sanciones penales del art. .Vi di- la lev 
X" .Í7íi4. sin perjuicio de exigirse el p^fO de los impuestos 
adeudados. 

Une. ciurctanio. el meneioiiailii art. Ifi, )ior el cual se grava 
los naipes con impuestos que oscilan desde S 0.50 hasta S 1.5(1. 
teniendo en cuenta los distinto?, precios tic venta dr ese articulo, 
no dispone que dichos precios incluyan el impuesto* establecido 
por la misma ley. cuino lo determinan Jos arts. l.í y 14 relati- 
vamente a los cigarros, cigarrillo», laluieos y alhajas, y en tales 
condiciones no es posible acordar a la lev im|Hisitiva cuestionada, 
la inteligencia ijue le atril une la atlmiuistr:iLÍón, pues éllo impor- 
taría agravar la situación del contribuyente por medio tic la $,}úí- 
cación de disposiciones análogas de la ley. lo qiic no o permití- 
ilti en una materia que por su naturaleza es de interpretación es- 
tricta tC'iNiley. < hi Taxation .V' ed. páginas 45 J v siguientes). 

ÍJlle 01 el caso comprendido en el presente juicio, el exceso 
cobrado p>r el contribuyente sobre el precio de ley es inferittr al 
impuesto res| lectivo. 

<Jue no habiéndose invocado alguna circunstancia especial 
capa/ de in finir en la modificación de las conclusiones alcalizadas 
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eh el fallo fié fecha _'l de Mar/o de I f '27 t*ti la causa «l>nn 1 1 »st* 
Férrér Roüéü, apelando ¿le una resolución de la Administración 
ck- Impuesto* Internos*, y concurriendo, por lo demás, tuda* 
las condicione* qííie determinaron a está Corte p pronunciarlo, 
corresponde dar a este litigio una solución análoga. 

En m mérito, su con firma )a sentencia apelada en la parte 
■ pu-lia podido sur materia del recurso, Xot¡íiqiie»c y devuélvase. 

A. HlvKMK.IÍ). — J. VUW KROA Aí.- 
(ORTA. — KtílUvRTO KkPKTTÜ. — 
K. GlTJDO I.AVA1.LE. 



Bofui M.ttihU- Larnw </r Rlumhct amtra iti Cajú Xitaonttl (ir 
JiiNlurioih-s y fieiisipnes tic Iintph\nliKi y Ohrcros l : crroi ia- 

SiimaHrt: l" Procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 
4£. interpuesto |H»r la Caja Nacional ck- J id litaciones y 1 'un- 
ciones de Kmpkados y Obreros Ferroviarios comra una svn- 
teticia de la ( amara Frderal de la capital, revocatoria de 
una resolución de aiplélla. 

y La cjjaposjción del art. 17 de la ky 10.650. en 
manto a< Imite |>ara verificar el cómputo a los efectos del re- 
tir, i voluntario, la fracción que excede de seis mese.» en k- 
m-fieio del solicitante, se reitere exclusivanieuie a la anti- 
güedad en la prestación del servicio y m» a la edad de a<|iiél. 

Cítsoi Lo explican las piezas siguientes: 



HE .IfSTlCIA HE LA NaCIÓN 



KKSOLl l ION I1K t-A CAJA KIKKOVIAKIA 

Huillas Ain-.í. Kibrim tK rfc J'/JS. 

Vistas estas actuaciones, atento tu dictaminado pat : la .Wso- 
ri:i Legal. Ii> aconsejado por ta Comisión de Pensiones y de con- 
formidad con lo acordado |hji el directorio cu su sesión del 14 
del corriente: 

Se resuelve: 

I' 1 No hacer lugar al jtedido de pensión formulado por doña 
Matilde Uirrosa de lí lanche t |*»r si y sus hijos Raúl tiastóu, Kn- 
rique Carlos é Irma Matilde, en su carácter de viuda del ex em- 
pleado del ferrocarril de Santa Fe. don Knrique lilanchet. 

2 : Xotifápiesc a la interesada y archívese. 

/. lírfrio. 



SKNTLXflA t>K LA CAMA KA KKIJKKAL DE AIMlLAt ION* 

Baéms Mayo 9 -U- ivjk. 

Vistos y Considerando : 

tjue los sucesores de Knrique Mlanchet. ex empleado del 
Ferrocarril de Santa Fe. solicitan se les acuerde la pensión emer- 
gente «le la jubilación ]*>t retiro voluntario del causante, preten- 
sión a la que no ha hecho lugar la Caja porque en fa fecha en que 
(¡lanceta dejó el servicio no tenía cincuenta años de edad. 

Que en el caso presente, se ha justificado que lilanchet 
prestó veinte años y siete meses de servicios, faltándole sólo 
un mes y dos días para cumplir los cincuenta años de edad cuan- 
do flejó el último empleo. 
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«jue l;»s fracciones qjttó* exceden de la tiritad deben ciMfttt- 
tarsr coinu unidad (le acuerdo con el precepto establecido en i*] 
¡ni. 27 'Ir la lev lO.íót), y ]M»r consúmenle, en el jtufit c, se 
lia Míi n acmíjtados ¡os extremo* exigidos |u»r el art. 22 de la ci- 
tada lev. 

I'n]' estos l'undaitiL tiliif- y de acuerdo con lu resuelto por este 
tribunal en eajíOSÍ análogos, »e revuca la resolución arlada de 
t>. .17 y se atiienla » Matilde Larrosa de Mhnchci y a «ats hiins 
Raúl GimóU, Enrimic Carlos c rñlíia Matilde, la pensión equivn- 
lenti a la jubilación |*or retiro Voluntario de Enrique lílanclut, 
debiendo la t aja prac tirar la licpndaeióu de la misma cotí arre- 
glo a la ley. Devuélvanse sin más uántite. T. AhtüSi — Mar- 
cfHm lUcái&iíé. B, A, Wicir .StittttuTm!. J. !'. Lmut. 
José Müin'i. 



OUTAMKX IHX PmCi KAIMIR CtlXKHAl, 

livianos Ain>. Agosta l.x ,] v |<íJS. 

Siq urina Corte: 

J>'iña Matilde I. arroba de lí lanche!, por st y sus hijos, >u- 
lieitu de la taja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleados hVrrov ¡arios se le acordara la ¡tensión «pie le corres) kiii- 
dia rit *u carácter de viuda del ex empleado del Ecrrocarril del 
Sud. don Enrique Ulaiichet. |Nir retiro viituutariip del mismo, de 
acuerdo a lu establecido por la ley de la materia X" I0,*o(>. 

El Directorio de dicha t aja denegó el pedido fundado <rh li> 
ijiic dispone el art. 22 de dicha ley. en razón de un Haber tenido el 
caucante cuando *c retiró riel servicio, la edad de cincuenta años 
Une aquel exige. 

Esta re* «lueioti lia sido revocada por la Cámara Eedera] 
de Vpclaeión de la Capital interpretando y aplicando !;i citada 
disjxwición í¡Égal y la <[iie contiene el art, 27. iríerciiie a la fot- 
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ni,! como deben c«iui|>iiiarso las iraccinues di- tiempo tfe servicio 

[>restatío. 

í-a Caja de Jubilaciones y iVusiunes'ha recurrido tic dicha 
sentencia para ante esta Corte Suprema, liahiéudnsele denegado 

Considero pmcedem<* dicho recurso y asi pido a V. K. lo 
declare en el de hecho ¡pe se ha deducido ante esta Corte Supre- 
ma, ya que la semencia de referencia tía resuelto e! caso en con- 
tra de lu síKítenido \hít la taja interpretando y aplicando dispo- 
siciones de carácter federal en las cuales ésta fundó oporluna- 
nieute su derecho (art. 14. ley X v 4Í-? ) - 

Kn cuanto al ítmdo del asunto, adhiem a la doctrina soste- 
nida |mr la Caja de jubilaciones y Tensiones. 

I.o dispuesto por el art. 27 de la ley 10.650 respecto a la 
forma de computar las fracciones de liempn. no es de aplicación 
al caso de autos. 

líicho articulo se refiere exclusivamente a la antigüedad 
de los ¡servicios prestados por el empleado, fiero no a la edad del 
mismo, como lo sostiene la Caja, porque esa edad la establece 
expresamente el art, 22 de la misma ley. 

Soy, por ello, de opinión cjue corresponde revoca* la sen- 
lencia apelada en la parte (pie ha podido ser materia del recurso. 

Horado K. Lurrcta. 

FALLO 1>K LA CORTK Sll'KKMA (1) 

Rurtins Airo. At¡i»to 2Q (fe 19.18. 

Autos y Vistos: 

De conformidad con lo dictaminado i>or el Señor Procura- 
dor Oncral, se declara mal denegado el recurso extraordinario 
interpuesto para ante esta Corte Suprema, por la Caja Nació- 
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nal <k- Jubilaciones y Pensiones de Km picado* y Obreros Ferro- 
viarios, i'ii los Mitos soltre pensión de Ehnque Blanehet. 

Y t uii>i(Ur¡imlu: 

Kn cuanto al fondo de la cuestión, por ser iuncrt-saria ma- 
yor sttbstanCtacíóti al respecto: Qué teniendo presente la difiren- 
te situación que contemplan los incisos 1" y fiel art. 18 de !a 
ley 10*650, en cuanto admite para verificar el cómputo a los 
efectos fiel retiro voluntario la fracción qué excede de seis me- 
ses dé beneticid del solicitante, se refiere exclusivamente a la an- 
tigüedad en la prestación del servicio y n» a ta edad dé aquél, por 
t ilo se declara fíe aplicación al caso fe dít^neáb poí el art. 22 
de dicha ley N" 10.650, 

En su mérito, y de acuerdo enn los fundamentos concordan- 
tes dél dictamen rlffl Señor Procurador General, se revoca la sen- 
tencia apelada en fu parte que ha sido materia del recurso, de- 
clarándose en consecuencia ipie la fracción en el término total de 
antigüedad dei>e aplicar se ;i los años de servicio prestados y no 
a la edad del interesado. Xotifúpiese y devuélvanse. 

A. lÍKHMKJO. ~ J. FllU EROA Al> 
CORTA, — ROBKRTO RkPETTO. — 

K. Guido La valle. 

(1) Kn Í;i niiMiiEi tedia si- dictó idéntica resuluduti en ta cau*a scjciii- 
da |w»r <lí»n Angel K. r'irt Marcrtlim. contra la Caja Nacional de Jubila - 
cii ntes y P<ttjsi<me* il< Kinfilcadris y Ohrcms Kerrnviarkis, por jubiladún. 
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jffii Manuel Siwéii couim la Próimfia dfe Mnuloza. stthrr 
t-obro dr pesos. 

Sumario: l v Los representantes legales <k las provincias ilehcn 
atenerse, al contesiar la demanda, a las rielas estableadas 
en los artículos 85 y $& de la ley 5(\ no pudiendo, en conse- 
cuencia, aducir falta de instrucciones de sus respectivos mau- 
llantes, cuando como en el caso, ta acción se funda en di»cu- 
mentos púhlicMs Q resoluciones administrativas, emanadas 
de los gobiernos corrcs|xtndientes. 

2* Xo habiendo la demandada desconocido o reconocido 
los hechos aducidos por la actora. se hace pasible de la san- 
ción legal de estimarse tal silencio como confesión de aque- 
llos a (pie se refiere la demanda. Art. So. lev 50, 

Cttsf>: Lo explica el siguiente: 



FALLO m M iOHTK Sl fkl-.MA 

Ilttciius Airo. Apn^tti ?> de IH¿H. 

Vistos : 

Resultando : 

Que a f¡>. 6 se presenta el doctor C. Giardulli (hijo) con 
poder Instante de don Manuel Sirvent. demandando a nnnihre 
de éste, a la Provincia de Mendoza, |*>r cohro de ta suma de mil 
setecientos cincuenta pesos moneda nacional, que su mandante 
depositó en la Tesorería General. ]>or pago dei precio del terre- 
no comprado en la ejecución fiscal seguida contra Pedro Rozzi. 

Que anulada la venta respectiva, (Kir el Ministerio de Ha- 
cienda, quedó ésta sin efecto, por lo cual se inició el expediente 
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administrativo X« 200, ¡vira obtener la devolución de aquella su- 
ma, objeto que no piulo conseguir no obstante la orden de pago 
decretada, ¡nir cuya circunstancia ha ocurrido a la vía judicial 
fundando sn derecho en los arts. 511 y 547 del Código Civil, en 
cuya virtud pide se condene a ta Provincia al jwgo de la suma 
demandada con intereses y costas. 

Otie acreditada la jurisdicción originaria del Trihunal y 
corrido el traslado de Ie>\ lo contesto a fs. 16 el doctor Ualmiro 
Terán con poder de la Provincia, manifestando que no habiendo 
recibido del gobierno que representa los antecedentes relaciona- 
dos con esta $ip, se encuentra en la imposibilidad de reconocer 
o desconocer los hechos articulados ni las actuaciones administra- 
tivas invocadas por el actor. Xo observa el derecho aducido por 
este, y se líitiíia a pedir eí rechazo fie la acción si la prueba nrf 
le fuera favorable. 

Que abierta la cansí a prueba y producida por el deman- 
dante la certificada a f>. M>, alegó éste a fs. 37, llamándose lo» 
autos {jara definitiva a fs. 38 vta. 

Y Considerando : 

ÍJue esta Corte ha declarado en reciente fallo, que los re- 
presentantes legales de las Provincias delien atenerse al contestar 
la demanda, a las reglas establecidas en los artículos 85 y 86 de 
la ley 50, no pudiendo en consecuencia aducir falta de instruc- 
ciones de sus respectivos mandantes, cuando, como en el caso 
de autos la acción se funda en documentos públicos o resolu- 
ciones administrativas amanadas de los gobiernos correspon- 
dientes. 

Que la demandada no ha desconocido o reconocido los he- 
chos aducidos por la actora, haciéndose pasible de la sanción 
legal de estimarse tal silencio conm confesión de aquellos a que 
se refiere ta demanda. Ars. 86. ley 50. 

Que. por otra (varte. las actuaciones administrativas traídas 
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por vía úé pnielía por el cator, fe, 29 a M f acreditan acahada- 
nicnie Jas razones de la demanda, sin que hayan sido observadas 
|n>r la contraria, y como se demuestra en el alegato de K 37. 

IW estos fundamentos se declara (|ue la Provincia de Metí- 
áom debe abonar a don Manuel Sirvcnt. dentro del término de 
diez días la cantidad de mil setecientos cincuenta peso*, con Jos 
intereses a estilo del Banco de la Nación, desde la notificación 
de la demanda, con Costas, Nomínese y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — J. Fkickkoa Al- 
corta. — RojtKRTo Kepütto. — 
K. Guido Lavalle. 



i : iliht-rtt> Ahmmdti. crimino!, tontni. por huuth 'ulh. CorUicntla 
de l ontftcft iu iit nofttthv. 

Snwíirío : 1.a ley de creación de la Lt (feria Nacional de Be- 
neíieencia no es de carácter federal sino local para la Capi- 
tal y Territorios Nacionales: en consecuencia, curresponde 
a la justicia ordinaria de la Capital el conocimiento de un 
proceso por el delito de homicidio t|üé aparece cometido en 
el local de la Administración General de la expresada re|*ar- 
lición pública. Artículo 2i, inciso A", última parte; artículo 
25. inciso !" <lel Código de Procedimientos en lo Criminal. 



Caso : Lo explica el siguiente ; 
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FALLO t>F. LA CORTE SU l'REM .\ 

Jlufiitis Aires. An'isio 20 de P>¿¡i. 

Autos y Vistos: 

Uws (íé contienda negativa í!é omipet inicia t ralada cutre 
dos jueces (le la Capital, uno del Crimen y c] otro de Sección 
en lo Criminal, p;ir;i entender en el juicio seguido a FililKTtn 
Ahumada por homicidi". 

V Considerando : 

Q«o el hecho originario de esta cau>¡!. según constan- 
cias del expediente respetivo, fué cometido en la casa en que 
/ funciona la Administración de la Lotería Nacional de Benefi- 
cencia, circunstancia qtte hace necesario determinar Ir condición 
en que la expresada repar lición púhlica se encuentra con rela- 
ción a la jurisdicción federal y a la jurisdicción ordinaria de ta 
Capital, a fin de resolver si es aplicahle al caso el art. 3'\ incisa 
4S de la ley .V' 48. o el inciso l" del articulo Z> de la ley nacio- 
nal de Procedimientos en lo Criminal. 

One como se expresa en el precedente dictamen, esta Corte 
ha establecido en reiteradas decisiones que la ley K'> 3.ÍI3 de 
creación de la 1-otería Nacional de Beneficencia, no es de ca- 
rácter federal, sino local para la Capital y Territorios Entona- 
Ies (Fallos, tomo 74. páginas 2fi7 y 340: tomo 85, pág. 391 ; to- 
mo 87. ]nig. .515). 

Que la Administración de la Capital se halla organizada co- 
tnti un gol tierno propio e independiente, de jurisdicción amplia 
y completa en toCfa lo que es de régimen local : y que. en conse- 
cuencia, la averiguación y castigo de los hechos delictuosos que 
concieriten sólo a la administración local, delie entenderse de- 
ferida a los tribunales de este orden, en cuaiUu no afecten ni 
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envuelvan cuestiones especialmente regidas pur la Constitución, 
tratados, leyes nacionales ti utras di* carácter igualmente federal. 

Ouc la dí>]Hi>íci(in <k'l art. 3 1 -', ine. di- la ley de jurisdic- 
ción, repelida en el mismo inciso del ari. 23 del Código de Pro- 
cediinientos en lo Criminal, al establecer la Competencia de la 
justicia federal en los casas dé delitos que se cometan en luyan s 
«i establecimientos donde el gobienm nacional tenga absoluta y 
exclusiva jurisdicción. (Fallos, tomo 103. pág. 403- tomo 115. 
pág. -40K: tonto 132. 22íi: tamo 13S. |>ág. 251; tiuim 141, 
l«"u»¡. 60 y 109,1. se refiere a aquellos lugares donde esa juris- 
dicción se ejerce por el gobierno general o federal, y no por el 
gobierno local de la Capital, cuino se desprende de la última 
liarte del referido inciso 4*, art. 23 del Código citado. 

<Jue dada la excepción contenida en la última parte de ese 
inciso y las disposiciones del art. 25. inciso 1" y del mismo in- 
ciso art. 31 del expresado códido de procedimientos en. h> crimi- 
nal, no es i«>sible atribuir jurisdicción a la justicia federal, (pu- 
es por su naturaleza restrictiva y de excepción, para conocer en 
los casos, como el de autos, de delitos comunes cometidos en bi- 
liares destinados al servicio exclusivo y local de la Capital y Te- 
rritorios Nacionales. (Fallos: tomo W, pág. 9; tomo 101, pág. 
379 : tomo 79. pag. 355: tomo 130. pág. 323 entre otrosí. 

JW estos fundamentos se declara que el conocimiento de 
esta causa corres|Hindc a la justicia ordinaria de la Capital. 'En 
consecuencia, remítanse los autos al Juez del Crimen y avísese 
al Juez Federal en la forma de estilo. 

A. Bermejo, — J, Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 

R. Gi;ido I-AVALLE. 
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Criminal, caiitm. Juan Miíhu hc, por hommdlo 

Sumario : I" La apreciación de las tres condiciones clásica* que 
debe reunir el ejercicio del derecho de defensa perenal o 
propia,- es en extremo circunstancial y dependiente fie la 
psicología de Ifis individuos, del ambiente cu que éstos se 
han desenvuelto, de su educación y aun del sitio en que han 
tenido lugar los hechos ocurridos. 

£> No puede exigirse del agredido una apreciación exac- 
ta y prensa de] péligfü que corre, sino lo ijue con justa ra- 
zón puede temer del agresor en virtud de ;mteccdentes que 
ha^au justa la legitima defensa. 

Cuso : Lo explican las piezas síguienu-s : 



skxtkm-ia de primera instancia 

V ¡Minia. Agosn» 31 de W>7. 

V vistos : listos autos seguidos contra Jnaii Millache. sin so- 
bre nombre ni a|w>dij. argentino, de treinta y c¡ Uro años de edad, 
soltero, criador, sin instrucción, solo firma y Jdrrtíciliado en l'i- 
chi I .en fus. de la que. 

Resulta : 

\ v Que st> imputa al acusado halwr dado muerte a Andrés 
Milla nao, de un tiro de revolver : hecho que tuvo lugar en la casa 
de comercio de Augusto Fernández, sita en el paraje mencio- 
nado, como a las catorce horas del día 28 de Marzo del corriente 

año. 



- Él Ministerio Fiscal, a fojas 5K. formula acusación y 
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ikrjuiOs de encuadrar ef hivlm en las disposiciones del art. 79 del 
Código l'eiwil, pide se imponga a Millache ocho años de prisión, 
COli costas y accesorias legales. 

3" La defensa, a fojas d2, invocando la eximente del art, ¿4, 
inciso (V del mismo código, solicita la absolución, pues entiende 
qtie el prevenido ha obrado éri legitima defensa. 

4 V Kenimciadas por las partes las demás solemnidades del 
proceso, quedan los autos en estado de sentencia, dictándose pa- 
ra mejor pi-nvcer la medida de fojas 65 vta. y 

Considerando : 

]" (Jtie |ior el parte de tojas 1. partida de defunción de fo- 
jas 4, pericia de fojas 6, ins]íccción de fojas 3. testimonios de 
Manuel Fernández, fojas 8. Augusto Fernández, fojas 1 1 y Ce- 
ferino Chodilef, fojas 25, e indagatorias de fojas 17 y 44, se 
acredita en forma cíe ley, <jue el día de autos en las circunstan- 
cias de tiempo y lugar enunciadas en el resultando primero, el 
inculpado Juan M ¡Hache, después de un altercado con Andrés 
Mi Ha ua<». le descerrajó un tiro produciéndole una muerte inme- 
diata. (Artículos 207, 316 y 321 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal). 

2* La defensa afirma que ilillache está exento de pena, 
porque fué atacado injustamente por la víctima, viéndose en la 
necesidad de apelar al revólver para defender su vida. No ha 
habido más que un solo testigo presencial de la escena: Manuel 
Fernández: Chodiflef y Augusto Fernández, concurrieron des- 
pués, atraídos por la detonación. Aquel testigo y el acusado es- 
tán contestes sobre la forma como se produjo el hecho, salvo 
ligeras variantes de detalle, que luego examinaremos. 

Expresa Mil lache, después de referir su encuentro con la 
víctima, que se pusieron a comer una lata de conservas, bebien- 
do entre amlws medio litro de vino; Millachc le invitó a tomar 
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*Hn> litro tic vi un, rehusándose a acompañarlo ¡jorque l,i debida 
le hacia in;.L Ante esa negativa rebutióse Millaehe, diciéndole 
que ya sabía que se «hacia rugar y que se las daba de malo», y 
de improviso, se 1c vino encima, y con el cuch'llo que utilizara 
para comer le tiró tina puñalada, la que evitó gracias al pondu.. 
En esos momentos intervino Manuel Fernández, quien calmó los 
ánimos exaltados de Mil lache, el que volvió a mentarse en el ftri.fr 
mo lugar que ocupara antes, al propio tiempo qne guardaba el 
cuchillo, oportunidad que aprovechó d iuadagado para pregun- 
tarle qué era lo que 1<- hahia hecho para que procediera así. Mi- 
¡lache se levantó de su aliento, dirigiéndose a la puerta que daba 
ikj pifio, y echando mano a la ciutuni lo invitó a salir, diriéndole 
que allí 1l- di ria «lo qne le hahia hecho». En esas circunstan- 
cias, viendo que M ¡Mache empuñada su revólver, aún cuantío 
un lo llt^ó a sacar, y temeroso por su vida. levantó el pancho 
que tenia puesto, extrajo mi revólver e hizo un disparo sobre 
SU contrincante, quien rayó ai suelo herido mort atinente. 

líe aquí el hecho «i través de ta versión que suministra el 
acusado. Manuel Fernández la cornil lora, menos en el punto que 
M ¡Hache aürma (pie la víctima enquiñó el revólver, o, mejor 
dicho, que hahia puesto la mano sobre él VA testigo no expresa 
li * misino; dice solo que Millaehe hizo ademán de sacar arma-, 
invitando a Millaehe a salir al palio. 

Estimo que ésta divergencia carece en absoluto de importan- 
cia: en primer término porque ta manifestación singular del tes- 
tigo no puede destruir la confesión, calificada e indivisible, de! 
t mandado, y en segundo lugar, porque aquella circunstancia un 
alcanzaría a modificar la situación legal de Millaehe. Para el ca- 
so lo mismo es que Millaehe luciera ademán de sacar armas, o 
empuñara el revólver sin llegar a extraerlo: lo importante es que 
no lo extrajo, como el mismo acusado tu reconoce, 

3» listo establecido, aceptando en todas sus (jarles el relato 
de Millaehe. |*erfectaiuente lógico y verosímil, y juzgándole con- 
forme a sus términos, no puede concluirse en modo alguno que 
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t xiiüciiu- de] úti* 3& ínc^il Sí^fd del Código 1 Vital je ampare. 
Sin dejítí Üp reconocer que ta actitud dé Millanan fué evidente- 
mente prnvucaiivii, ella no llegó a consliuir Hrta verdadera agre- 
sión, desde el punto gramatical y legal, ni pudo fober |»»r t*™ 1 "- 
ncifsidad racional del medio enlodo jara impedirla d repe- 
lerla. Kl ataque efectivo de la víctima haliia cesado con Ja inter- 
vención de Fernández, y el desafio que lun/ara después a Milla- 
che. invitándolo a salir al |«ttio «donde le il»a a enseñar lo que le 
bahía hecho*, iio constituía un peligro inminente, 

1.a defensa sostiene que después ile la agresión anterior de 
pe haliia sido objeto Millache, éste no podía esperar para de- 
fenderse, que Míllanao sacara el revólver y le hiciera fuego: 
pero el argumento es de eficacia aiiarcnte. Nada hay en autos, 
ni siquiera en las palabras del acosado, que permita siquier (pie 
la victima fuera a hacer fuego. Al contrario, M Mache dice con 
toda claridad, corroliorándolo Manuel Fernández, que Millanao 
se dirigió hacia la puerta invitándolo a salir y llevando la mano 
a su revólver, ademán preventivo que denotaba que la víctima 
se apréstala a la lucha, si Millache. aceptando el desafío, salía 
al patio. Pero el acusad*) como toda respuesta dispara su arma 
y lo hiere de muerte. 

No hay, ni puede hal>er, en tales condiciones, legítima de- 
fensa : el derecho a ésta supone un peligro presente, inmediato, 
grave. I^as amenazas, los desafíos, no autorizan al homicidio, por- 
que solo hacen prever un peligro lejano que no requiere una de- 
fensa actual. 

4* Corresponde, pues, encuadrar el sub judkv en el homici- 
dio simple, previsto en el art. 79 del Código Penal, atenuado 
fuertemente, en el caso, por el comportamiento que la víctima 
observara con el inculpado, agrediéndole primero y provocándo- 
le después, por los inmejorables antecedentes de Millache. hombre 
de buenos hálritos y reputación, y, por último, por tratarse de un 
delincuente ocasional y ele jtoca peligrosidad. (Información de 
fs. 36 a 38, y constancias de fs. 65 vta.) 
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Por estos fundamentos, dp conformidad con to dispuesto 
|Hjr los arts. 40 y 41 del Código precitado, fallo: condenando a 
Juan M ¡Hache, de filiación ut sufra, a .sufrir uchú años de pri- 
sión, con costas y accesorias legales, Xotificpiese y registrese.-- 
OfCÚr J*. J. HM'ttunñ. — Ante mí: Mariana Sararí. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

U ÉitOj, .luni.. t* tic l l >2N. 

V* Vistos: Los de la apelación interpuesta contra la senten- 
cia de foja írf» vta. 

Por sus fundamentos, en cnantu a la responsabilidad del reo 
y la calificación del delito: y apreciando las atenuantes de provo- 
cación y l menos antecedentes de .\ Minche, se con firma dicha sen- 
tencia en lo priitcf|KÜ y se fija en diez años y tres nieges de pri- 
sión y accesorias legales, la pena que dehe sufrir el encausado, 
ep/i'i co>tas. X'otii'í* ¡uese y devuélvase.—/, fí. fichctfaray, — .Intit- 
ulo Mart't'nartt. ■■- ('. fh'itrí, en di>Ídencin. 



DISIDENCIA 

Y Vistos: Kl recurso de apelación interpuesto coi nra la sen- 
tencia de fs. vuelta. 

Y Considerando : 

Que Ta muerte de Andrés Millanao se produjo en las cir- 
cunstancias relacionadas en el falto cu recurso, existiendo la con- 
fesión del acusado y ta declaración de un solo testigo presencial. 

Que el hecho se produjo ante la negativa de Millaelie a se- 
guir hediendo vino, lo que exasperó a Millauao, quién levantan- 
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<1nse de la silla en que estaba sentado, de improvisó se le fué 
encima y con el cuchillo que esgrimía le tiró «na puñalada, ta que 
pudo evitar el adversario gracias al poncho que tenía puesto, 
el cual fué atravesado. 

Que calmado el agresor i»or Manuel Fernández, el procesa- 
do le preguntó ¡Kir qué motivo había procedido así: observando 
entonces que MÜlanao ciego de ira se levantó de la silla y diri- 
giéndose tiacia la puerta que da al patio y echando mano a la 
cintura, lo invitó a salir, dieicndole que allí le diría lo que le ha- 
bía hecho. 

Que temiendo por su vida y viendo que Millanao empúñala 
un revólver, a su vez sacó su arma y le hizo un disparo que le 
causó la muerte. 

Que dada la singularidad del testimonio existente en autos, 
ninguna constancia de estos desvirtúa la confesión calificada del 
procesado, que resulta así indivisible. 

Que habiéndose sostenido que ampara al reo la eximente 
de legitima defensa, ésta debe ser admitida en el presente caso. 
]ior cuanto las circunstancias del hecho confesado demuestran 
la sinceridad del objeto de la defensa personal en el agredido, 
dado el estado psicológico en que se encontraba. 

lin efecto, la agresión tuvo un principio de ejtrcución con 
la puñalada que le tiró la víctima y es fuera de duda que la acti- 
tud por ésta asumida ulteriormente, pudiendo convertirse en un 
inminente segundo ataque de graves consecuencias, determinó la 
reacción del agredido. I-i persistencia en su propósito, demues- 
tra que el agresor era un delincuente, aunque sea ocasional y 
ello justifica el rechazo de su ataque violento e injusto, pues co- 
mo dice Ihcring «ta lucha por el derecho es una conquista i»ero 
es también un deber en la civilización. Es por lo tanto inadmisible 
la condición que en otros tiemi>os se exigía de que el agredido 
tratara de salvarse con la fuga antes de rechazar la violencia 
ajena». 
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De ahi que existiendo propi^íón en el sub judía- entre la 
agresión real u presunta y la defensa ejercitada, esta Mk ser juz- 
garía según h necesidad del tnonienío, tal contó la estimó el an- 
dido. 

Por tilo se revoca la sentencia apelada y se absuelve a Juan 
M ¡Hache, lu- vuélvanle. 



DICTAMEN UVA. IROCURADOK GENERAL 

BüeiWí Ain-s. ÁgpSW 13 de l'J-'R 

Suprema Curte : 

A ís. ftfi el señor letrado defensor lia ínter puesto para ante 
\ . E. el recurso de apelación que autoriza el art. .V', ine. 5" de la 
ley X" 4055. contra la sentencia de la Kxma, Cámara Federal de 
fs. H2, c f ue condena a su defendido Juan M ¡Hache, cuino autor 
convicto y confeso del delito de homicidio simple, a sufrir la pe- 
na de diez años y tres meses de prisión, culi accesorias legales y 
costas del juicio. 

Las constancias de la causa establecen el delito de homicidio 
in-rpetrado |jor el procesado en la persona de Andrés Millanao, 
hedro que tuvo lugar en la casa de comercio de Augusto Fer- 
nandez, en Pichi Untiú, territorio nacional del Río Negro, el 
28 de Marzo de 1927. como a las 14 horas. 

Los elementos de juicio que surgen de este proceso concu- 
rren a determinar que. encontrándose et acusado en la casa de 
comercio de referencia, comiendo una lata de conservas y be- 
biendo medio litro de vino en unión de la víctima Andrés Milla- 
nao, fué invitado por éste a beber otro litro de vino, invitación 
que declinó por argüir que la l»ebida le hacia daño. 

Iilto fué suficiente jara que Milfanao, muy ofendido, ataca- 
ra de palabra y de hecho a M ¡Hache, intentando herirle de una 
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puñalada, que et procesado piulo esquivar con su [Hincho, que 
fui atravesado. 

El hecho no llegó a mayores, porque intervino el testigo Ma- 
nuel Fernández, que calmó los ánimos exaltados de Millanao. 
N'uelUi éste a la tranquilidad, guardó el cuchillo y se sentó nue- 
vamente en el mismo lugar que ocupara, oportunidad que apro- 
vechó el procesado Millaehe para preguntarle en Intcna fonna, 
la razón de su proceder, cuando no hahia tratado de desairarlo. 

Millanao enfurecido nuevamente, levantóse súbitamente de 
mi asierto y dirigiéndose a la puerta que dalia al patio del nego- 
cio, al propio tiempo que echaba mano a la cintura en actitud de 
sacar armas, le contestó a Miltaclie que alli le diría *ln que le 
había hecho». 

Fué en esas circunstancias que Millaehe temeroso de que 
Millanao repitiese la injusta agresión anterior, ahora empuñan- 
do «11 arma de fuego» desde luego más peligrosa y más mortífe- 
ra que la empleada anteriormente, levantando el poncho qué te- 
nía puesto, extrajo su revólver haciendo un disparo contra su 
contrincante, que cayó al suelo herido mortalmente. 

El único testigo presencial. Manuel Fernández, está en 
desacuerdo con el victimario, sólo en cuanto a la actitud de Mi- 
llanao de empuñar el revólver. 

Millaehe dice que vió que la víctima empuñó el revólver, 
esto es. puso la mano sobre él sin sacarlo. 

Fernández, en camibio. dice que Millanao hko ademán de 
sacar armas, lo que no es lo misino, invitando a M ¡lache a Salir 
al palio. 

Li* cierto es que la policía secuestró de entre tas ropas de la 
víctima un revolver Colt, que necesariamente tiene que haber vis- 
to Miltache para afirmar que vió enquiñarlo. 

Pero, como acertadamente lo observa el señor Juez Letrado 
en su sentencia de fs. 66 vta., esta divergencia cartee de impor- 
tancia atento a que la singularidad de la deposición del testigo 
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Umm Fernández no puede destruir la confesión calificada e 
indivisible del acusado, ya que fió concurren en el caso pre- 
sunciones graves tu contra del confesante. Art. ¡fifi del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. 

Hay en estos obrados una disidencia calificada en cuanto 
ella se refiere a la rmpütabilittad del reo. y ella es Ja del señor 
camarista, doctor líenci íis. H2). 

La mayoría del tribunal a quo, como el señor Juez Letrado, 
entienden que se trata del homicidio simple del art. 79 del Códi- 
go Penal y no fiel caso previsto en el art. 34, inc. 6 V del mismo 
Código, porgue la actitud de Millachc no está justificada ya que, 
dicen, no existió de parte de Millanao una agresión real y efec- 
tiva t¡ue hiciera necesario rq*-lerta o impedirla en la forma de 
que se trata, toda vez (pie ello no constituía un peligro inminente 
pira el acusado. 

Sin embargo, atendiendo a todas las circunstancias y antece- 
dentes del hecho, estime* que son atinadas y ajustadas a derecho 
las observaciones que al respecto hace el señor camarista disi- 
dente a fs. 82. para legitimar el hecho atribuido a Millache, tanto 
más cuanto entiendo que no es posible exigir, en tan duro tran- 
ce, una concepción más clara y precisa del i>eligro que se corre, 
sinó lo que con justa razón puede temer el agresor, en virtud de 
antecedentes que hagan legítima su defensa. 

Asi. la ley 2. tit. 8. parte 7, dice que «nataiido algún orne 
o imiguer a otro, a sahienda. deue pena de omicida, fueres ende 
si lo matare en defendiéndose, viniendo, el otro con cuchillo 
sacado o espada». 

De donde se sigue que Millache no podia lógica y humana- 
mente, esjjerar ta efectividad de una nueva agresión, sobre todo 
cuando ésta podia resultar de consecuencias graves para la vida 
del agredido, ya que, como afirma el señor camarista disidente, 
ella tuvo un principio de ejecución «on la puñalada que le tiró 
la victima», 
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Es. [Hits, a mi juicio, procedente la legitima defensa invo- 
cada, porque ella encuadra en la disposición contenida en el ar- 
ticulo .14. inciso 6? fiel Código Penal, 

IV ir elío estimo i|iie corresponde, y asi lo aconsejo a V. K. 
revocar la sentencia di- is. 82; en consecuencia, de Culpa y cargo 
al procesado Juan Millnche del delito de homicidio que se le 
imputa. 

Horado R. Larrcta. 



VALLO PE LA t'OHTK Sl'l'KKMA 

líutiios Aires. Ana¡¡Ui 31 di- 

Vistos: Esta causa criminal seguida a Juan Millaelie. arpen- 
tino, de .14 años, soltero. t>or homicidio en la iJersona de Andrés 
MiHanao, y 

Considerando : 

Que están probados tos hechos que dieron lugar a! homicidio 
que se imputa al reo, así como individualizado éste, a mérito 
de su confesión calificada y demás actuaciones del sumario de- 
bidamente compulsadas por el juez de la causa. 

Que dicha confesión, concordante con la declaración del úni- 
co testigo presencial y no contradicha por presunción o diligencia 
alguna vontraria. constituye la única prueba de cargo contra el 
imputado, y de ella se infiere que el homicidio se realizó en las 
circunstancias siguientes: víctima y victimario se encontraron 
en el comercio de Fernández y trabaron conversación amistosa 
sentándose a una mesa a comer una lata de conservas y queso, 
debiendo entre ambos medio litro de vino. Millache fué invitado 
por Miltanao a beber otro litro de vino y ante la negativa de 
aquél, por razones de salud, éste replicó ofendido «Va sé que 
Yd. siempre se hace el rogao y que se las dá de malo», parando* 
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se en el misino momento, actitud que también adoptó M ¡Noche 
viendo *|iu- enseguida «• le vino encima él otro y con t-1 cuchillu 
qqé coiMÍa el queso, le tiró «na puñalada que pudú evitar gracia» 
al (xxtchü que tenia púe$to y que ftté atravesado, cmiui consta 
cu la instrucción. 

Vuelta ta taima, a| aren teniente, y envainado el CUCjliÚtí DOf 
Mütanao. se sentaron ambos romo lo estaban antes. Dice textual- 
mente é] procesado; «oportunidad míe aprovechó el indagado 
1 ara preguntarle qué era Id que le había lucilo para míe ppteedic- 
ra asi, nlíst rvaitdo qtte M ¡llana», ciego de ¡ra. se levantó de la 
silla y dirigiéndose para la puerta tjiié da al patío y evhaud» 
manó a la cintura ln invitó al indagad» a salir diciétidole que atií 
te 'liria que era I» que le Itahia heelio el indagado. í )uc temiend.. 
por su vida y viendo que Milla na» empuña ki un revólver (sin 
SScarlo l. el indagado levantó el poncho que tenia pues lo y sacan- 
do su revolver le hi/o un disparo, viendo que Mil latían caía al 
Sítete: «.»ue enseguida comprendiendo lo que la fatalidad le hahia 

hecho cometer, entregó sus anuas, que er: n revólver y un 

cuchillo, ai comerciante Manuel Kcrmindez y es]ieró en la casa 
de este la llegada de la policía. <jue cuando Negó un afrente de 
apellido Niñii se entregó a él y le cntifesó ln que bahía pisado». 
( Indagatoria de is, 17 y fs. -14 j. 

Esta es la relación de la causa a cuy» tenor debe estarse le? 
gubueiUe. y de cuya apreciación depende la condena » absolu- 
ción del rcn. 

One la x-nhueia de primera instancia, denegando la exis- 
tencia de la defensa propia, ha condenado a dc|í0 añns «le prisión. 
jWf homicidio simple y asimismo la (.amara Pederá! de La Pla- 
ta, en mayoría, a requisición de su fiscal. [Krq aumenta tu I» la 
pena a diez años y tres meses. 

Qtte la i lis i delicia del ductor 1 teñe i, ha sostenido con funda- 
mentos ile hecho y de doctrina, ta existencia de la legitima de- 
fensa por parte del homicida, opinión qtte sustenta en esta ins- 
tancia, igualmente, el Señor Procurador general en su fundado 
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dictamen de í-, ''.í. de acuerdo 0111 l;t uniforme actitud de la* 
defensas. 

Que las cuestiones ha que dado lugar la legitima defensa 
han constituido, siempre, la materia más ardua He la ciencia juena!; 
0rn no obstante las disidencias al respecto, todas las legistaeio* 
héa lian consagrado el principio que encierra aquella eximente, 
c iK-ri'tada con uniformidad en la fórmula que mantiene nuestro 
código. 

I.a apreciación de las tres couilicinnes clásicas (|tte Helie reu- 
nir el ejercicio legal del derecho de defensa personal o propia, 
es en extremo circunstancial y Hcj>endiente cié la psicología de 
los individúe >s. del omínente en que éstos se han desenvuelto. He 
su educación y aún del sitio en que han tenido lugar los ludios 
ocurridos. El caso de autos sucede en un comercio situado en el 
íiarage denominado í'ichi Leo f ti. jurisdicción de la comisaria de 
f'ilcaniyen. territorio He Rio Negro, vale decir, en comarca poco 
habitada y sujeta a las contigencias y rigores de las campañas 
fronterizas con la civilización propiamente dicha. Ijís actores son 
hombres sin educación y acostumbrados a defender sus dere- 
chos y su vida con el uso de las anuas, que siempre lleva» con- 
sigo, y el teatro inmediato del suceso, un almacén de campiña 
Hmide es difícil recurrir al «amparo de ta autoridad, cuando el pe- 
ligro se presenta ine$|jeradamente. El apremio de la defensa 
es más urgente en semejantes circunstancias que eu la vida so- 
cial común de los pueblos o ciudades donde la prudencia puede 
ser auxiliada por una defensa extraña e inmediata. 

One no puede negarse que la situación de peligro en que se 
halló el encausado después fie la agresión Ik-ada a c.;bo por la 
victima, que le dirigió una puñalada de súbito y haciéndole co- 
rrer el inminente riesgo de su integridad física, sin que la sere- 
nidad de aquél se perturbara, demuestra que no se trata de un 
sujeto pusilánime ca|>az de ver el iieligro donde tío existe real- 
mente. 

Que. en consecuencia, si a raíz de dicha agresión tal hom- 
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hre fué nuevamente provocado de palabra con incitación a la 
riña, en tanto que el provocador iracundo llevad la mano a la 
cintura y empúñala el revólver. bien pudo crearse tu la necesi- 
dad de defensa de su vida amenazada, olirando activamente para 
repeler la agresión, o para impedirla, pues este último es tam- 
bién im pro¡iósito salvador y exctisahle legalmente. 

llene tenerse presente, además, qtíe tratándose de rechazar 
agresiones con arma de fuego, el (|ue se defiende, no símprc es- 
lá obligado a esperar que la agresión se haya producido, por cuan- 
to es posihle que en dicho caso, la defensa fuera tardía o imposi- 
ble. «Y asi cuando mi enemigo se a<lelante hacia mí, amenazán- 
dome, y bate atlemán de hacer uso del arma que trae consigo, 
yu estay autorizado desde ya a defenderme» (González Roura, 
Derecho IVnal, tomo > ! , pág. 45). 

Del relato de la causa y de las consideraciones precedentes 
m- desprende sin esfuerzo que Millache fué victima de una doble 
agresión ik^ititna, usó de su revótver |wra impedir o rejíelcr la 
nías grave, siendo éste el medio *n&5 raciimal y proporcionado a 
la amenaza, en principio de ejecución, y no provocó a la victima 
en forma alguna, hallándose por lo tanto beneficiado con la exi- 
mente pr<- vista en el art. .14, inciso 6'' del Código Penal ya «que 
no puede exigirse del agredido una apreciación exacta y precisa 
del peligro que corre, sino lo que con justa razón puede temer 
del agresor en virtud de antecedentes que hagan justa la legítima 
defensa, < Jofré. K| Código l'enal. Jurisprudencia Criminal pá- 
gina S<V). 

Va no se manda huir ante la amenaza o el ataque, sin duda 
en hiimerude a la dignidad humana, ni se discutía sólo al qite 
obra por espanto irresistihle; «no es necesario hallarse en un caso 
extremo en que sea de absoluta necesidad el uso del medio de 
defensa». Iiasta que el agredido se crea razonahlemente en peli- 
gro jara qne pueda acudir a los medios racionales para repeler 
o impedir la igresión. íKivaroln. Derecho l'enal Argentino, pá- 
gina 431 i. 
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Que la herida que presenta el interfecto está situada eu el 
centro del rjeeho, según informan los ¡«ritos a ís. (t, lo que afir- 
ma la certeza de que el lialazo fatal filé disparado de frente al 
provocador y agresor, circunstancia indicadora de que el inci- 
dente había llegado a su momento culminante y de que era nece- 
sario que el agredido y provocado disparara su arma para salvar- 
se, como sucedió. 

Que debe tenerse presente para juzgar la. conducta del pro- 
cesado, en el hecho de autos, su carácter reposado y la reputa- 
ción de hombre imeno de que goüaUi cu el vecindario, según apa* 
rece de la correspondiente información. 

Por estos fundamentos, concórdame* con los del «no en di- 
sidencia de! Vocal de la Cámara, tloctor Uenci. y lu dictaminado 
por el Señor i'rocurador General, se revoca la sentencia apelada 
de ís. 82 y se al*«elve libremente :ü procesado Juan Millache. 
Notifíquese, líbrese el oficio «pie corresponda para la inmeiliata 
til»ertad del ahsucUo y devuélvanse los autos a la t atuara de 
■ trijjeiu 

A. Bermejo. — .1- I-uu khoa AL- 
CORTA. --. KolIKKTO lÍKI'ETTO. 

K. GriDO Lavalle, 



X O T A S 

Don Rafael A. Palomeque tenedor de 1355 títulos y lf».139 
ciqKmes vencidos, del Fmprsétito de 6 % oro Kxlerior de 1910. 
creado por la ley N» 11, sancionada por la Provincia de Corrien- 
tes, en 16 de Julio del mismo año. demandó a ésta por cobro de la 
suma de treinta y nueve mil cuatrocientas ochenta y una libras 
esterlinas con diez y seis chelines, o su equivalente en pesos mo- 
neda nacional al cambio del día del pago, con mas los intereses y 
costas. La Corte Suprema con fecha 1» de Agosto de 1928, por 
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IOS ftmdaTmnh» y coiwderaeioius dé1 fallo clk-n ventilo y Cia. 
matim la Peóviiwáa dé Corrieres pe»? cobro de |k-m,s», regKtrado 
en la Imilla 59 del I..H1., 151 de las Fallos. v de acuml.» om lo 
dispuesto por k.s artículos 1197. 979, iric. 5". <J9¿ 904, y.,5 622 
y concordantes del Código Civil. h\zo lugar a !a demanda, decí 
randíi qfte ta provincia demandada esta obligada a pagar al actor 
dentro del término de treinta días, la suma reclamada o el equiva- 
lente ni moneda legal de la cantidad qat resulte v que debe •*!»- 
tenerse al tipo de 0.44 centavos orn por cada |*su mimóla nacio- 
nal ]>apd. Art. l>; ley AS71. sus intereses y cestas. dchienifo 
computare taml.im los intereses del capital |*.r el lapso de tiem- 
po p^p|sn#b entre el V de Kebreru % 1925 y la fecha de ta 
notificación efe la demanda; 



t on fecha I* di- Agosto de 192K im se hizo lugar a la queja 
deducida por doña Alaria Conrreges. fjp Dudan y ntru. cu la que- 
rella seguirla a Alberto Comparada flor falsificación de di mí- 
manos y defraudación. \mt no aclarecer de la cxfHtsieión de los 
reciun-mes. que csi<» huhierau intef (tuesto recurso alguno j^ira 
ame la Oírte Suprema, que les hubiese sido denegado 



En la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida por 
Lüis tieso» Uniría, en la causa seguida en su contra, por infrac- 
ción al ¡irt 247 del Código Penal. i»or no encontrarse el caso 
comprendido en ninguna de las situaciones previstas por el art. 3 V 
de ln ley 4055 y, además, jwr resultar de la exposición del recu- 
rrente que la resolución pronunciada por la Cámara de Apelacio- 
nes en lo Criminal y Correccional de la Capital, se había limitado 
a denegar los recursos de nulidad y apelación, a los que no hizo 
lugar apreciando la extensión y alcance de su propia jurisdic- 
ción. lp que un es fiado examinar a Ja Corte Suprema \*tr recurso 
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m la misma fecha la Cprte Suprema de conformidad con lu 
dictaminado por él Señor lWurador Ccneral. declaró nial con- 
ee¿í|b J»>r el Jugado de \* Instancia en I» Civil y Comercial de 
Merreries. provincia de Buenos Aires, el recurso interpuesto (mr 
duna Mari» López de Garrido y otro t contra don Aurelio Pi- 
nedo, por desalojamiento, en razón de halierse rcstielto el caso 
per interpretación de un contrato de arrendamiento y por apli- 
cación exclusiva de dispisicioues de derecho común y razones 
/le hecho y de prueta. lo eme es irrevisible pt»r el trihunnl. en el 
recurso de puro derecho feileral creado por el art. 14 de la ley 
número 4H. 



É$ tres det mismo, no se hizo lu#ir a la queja deducida por 
don Xicolás Adot. en la causa seguida en su contra, por infrac- 
ción a la ley 11.317. («ir aparecer de la propia exposición del 
recurrente, ipte la resolución apelada pronunciada por la Cámara 
(W Apelaciones en fc> Criminal y Correccional de la Capital, se 
había limitado en el caso, a declarar improcedente la aplicación 
de las costas, es decir, cuestiones regidas por una ley procesal (fe 
orden local, extrañas al recurso extraordinaria sc^'m el artículo 
14 de la ley N T * 48. 



|u la .misma fecha no se hizo lujíar a la queja deducida por 
don Krnesio Maria I^arzáhd (su sucesión,, en autos cotí duna 
Ernestina María Eugenia Uvaux sohre filiación natural y peti- 
ción de herencia, por no tratarse de una sentencia definitiva en 
los términos del articulo 14 de la ley 48, pues sejjimi la fé&* 
expoMción del recurrente la resolución dictada |>or la justicia lo- 
cal, (. ríl la relativa a la aplicación de normas procesales según las 
cuales se dal»a l>or desierto el recurso de inaplicahilitlad de ley 
interpuesto i>ara ante La Suprema Corte de la Provincia de Bue- 
nos Aires. 



2,6 TALLOS BE LA COSTE SUPREMA 

Un la misma techa fué confirmada |>or la Corte Suprema, la 
sentencia pronunciada per la Cámara Federal de Apeteciopi de 
Plata, la que cunden» al procesado Miguel Imlavcra a sufrir 
diez años y medio de prisión, en vez de la de seis anos de la mis- 
nía pena, que le fué impuesta |K» r el Juez letrado del Territorio 
Nac.onal de la Pampa C entral, como autor de los delitos de ho- 
miClíltó |Kjr imprudencia y tentativa de homicidio, ^r^trados 
en las personas de Francisco l)e ¿(aria y César Hertuzzi, respec- 
iivameme. en Intendente Alvear, jurisdicción del expresado te- 
rritorio, e! din 20 de Noviembre de 1926. 



Fn la demanda deducida jx>r don Al f retío Cruz Martínez 
Vivot contra la Provincia de Unenos Aires, por re[H-tieión de la 
Mima de ciño, mil cuatrocientos noventa y une ve pesos con sesen- 
ta y cinco centavos de curso legal exigidos y pujados indebida- 
mente «i concepto de imjmcMo especial de afirmólo del camino 
de La Plata a Avellaneda, autorizado por la lev provincial de 30 
de diciembre de FJ07. la Corte Suprema con fecha 8 de Agosto 
•le l*>28, fallo la cansa, declarando inte la demandada está obliga- 
da a devolver al actor, dentro del plazo de treinta días, la suma 
reclamada, con sus intereses a estilo de los (pie cubra el Banco 
de fe Nación, desde la fecha de la notificación de la demanda. 
U* costas en el orden causado atenta la naturaleza de la cuestión 
delwtida y la forma en qué fné trabada !a litis. 



Fu la misma techa se declaró improcedente la queja dedu- 
cida pút don Martin Kimián en los autos «E. Diaz Vélez contra 
la sociedad anónima «U.Ejxwa», sobre desalojamiento», por re- 
sultar de ta copia simple que se acuimaftaba a la queja, «pie la 
sentencia del Juez de Paz se había limitado a decidir una cues- 
tión de derecho procesal y de prueba, ajena, por consiguiente. 
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al recurso extraordinario de acuerdo con (o dispuesto por los ar- 
tículos 14 y 15 de la ley X* 48. 



En el «sumario instruido jxjr ta comisaría di- fa sección 15 
de la Capital, a Litis Jetron, chauffeur de la cmliajada de Norie 
América, por lesiones a la señora Serafina Rodríguez de ttou- 
geti, la Corte Suprema con fecha ocho de Agosto de mil nove- 
cientos veintiocho, atenta la naturaleza de la causa y lo dispuesto 
por los artículos 577 y 434, inciso 2* del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal, sobreseyó definitivamente la causa, con la de- 
claración de! artículo 437 del mismo. 



En diez del mismo no se hizo lugar a la queja deducida por 
el presidente de la Municipalidad de Villa Alta, Pampa Central, 
sol-e inconstitucíonalidad y nulidad del decreto de 20 de julio 
de 1927, sobre nombramiento de comisionados, en razón de no 
encontrarse el caso comprendido entre los que correspondan á la 
jurisdicción originaria de la Corte Suprema determinada en el 
art. 101 de la Constitución Nacional. 



Con fecha trece la Corte Suprema por los fundamentos le- 
gales y de doctrina contenidos en el dictamen del Señor Pro» 
curador General, declaró improcedente la queja deducida don 
Justo G. Medina en autos con don Teófilo Olmedo y otros, por 
falsificación parcial de actas ele* torales, en razón de no existir 
cuestión federal alguna que just ficara el recurso extraordinario 
de apelación deducido, dado que, tanto el Juez de la causa (el 
del Crimen de La fóz, provincia de Entre Ríos), como el Su- 
perior Tribunal de la misma provincia, no habían dado cursi ► a 
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la querella por considerar que él Üéütg electoral que se acusa!* 
no aparecin comprendido entre tos enumerados en las dtSp^Siéjo- 
líé^ (e&les invocadas por el acusador, limitándose el Sujierior 
I rilittiiitl para llegar a tai conclusión, a interpretar d alcance 
de dis^ isiciunes del Código Penal, 



En la causa criminal seguida contra Francisco Macedo por 
el I delito de homicidio perorado en la i*-rsnna de Julio Correa 
Xnñi-/. el día IX de Marzo de 191& en San Ignacio, jurisdicción 
del l'rrr ¡torio Nacional de Misiones, el Juez Letrado del expre- 
sado territorio condenó al procesado a sufrir la |>etia de veinte 
añr» de reclusión, accesorias legales y costas, con iidialiilitación 
absoluta |*>r el término fie la condena y privación |ibr el ihisino 
tiempo di- la |«iría potestad, administración de sus llenes y de- 
recho di- disponer de ellos por acto entre vivos, sentencia que fué 
confirmada por la Cámara Federal de Apelación fiel Paraná. 
KIrvados los autos en apelación a la Corte Suprema, el tribunal, 
con fecba 20 de Agosto de 1928, confirmó J a semencia apelada 
en cuanto a la calificación legal del delito, relajándola en cuanto 
a la pena que se impuso al procesado, la une lijó en diez y seis 
a ñus y seis meses de prisión. 



m la misma feelia no se hizo lugar a la queia deducida i>or 
don Segundo (iarcia en autos con dun Felipe S. Obredor, sobre 
reivindicación, por desprenderse de la propia expusición del re- 
currente, «pie la sentencia apelada de la Cámara Federal de la 
Capital, se habia limitado a resolver el conflicto ¡tor aplicación 
e interpretación de disposiciones de derecho común, todo lo cual 
es ajeno al recurso extraordinario interpuesto de acuerdo con lo 
que dispone el artículo 15 de la ley X' 48 y la constante juris- 
prudencia del tribunal. 



r»n justicia ije la dación 
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Ifciii Enrique Aftalión y tjíín Juan Calcaran»' demandaron 
a la provincia «le líueims Aires por repetición de la suma de dos 
mil novecientos veintinueve pesos con treinta y tres centavo* 
moneda nacional de curso legal, exigidos y cobrados imlel ida- 
mente en concepto de impuesto especial dé afirmarlo del c;ituin«i 
«le La Plata a Avellaneda, autorizado )«)r la ley prOTÍn|íjl de $J 
de Diciembre de \*K)7. I,a Corte Suprema con fecha de 20 
de Agosto de 192H. de conformidad con Ib dictaminado por 
el Señor IWurador General, y de acuerdo con lo dispuesto por 
el art. 7K4 del Código Civil, falló la causa declarando que la 
contribución cobrada en virtud de la expresada ley provincial, 
era contraria al art. 17 de la Constitución Nacional, y que. en 
consecuencia la provincia demandada está obligada a devolver a 
los actores, dentro del término de diez días, la suma de dos mil 
setecientos seis jiesos con setenta y cuatro centavos moneda na- 
cional, con los intereses a estilo Banco de la Nación desde la fe- 
cba de la notificación de la demanda y las costas del juicio. 



En veintidós del mismo se declaró bien denegado el recurso 
interpuesto por don Kamón Aguirrc Giménez en autos con la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados de Em- 
presas líancarias, sobre devolución de ajiortcs. en razón de que 
no reunía los requisitos exigidos por el art. 15 de la ley 48. ya 
«pie no ai «recia fundada la queja, ni siquiera se expresalw qué 
ablación se deducía contra la sentencia de la Cámara Federal de 
la Capital, la que al confirmar la resolución de la Caja, había 
denegado el recurrente la devolución de los a|iortc* que tenia 
beehos en la misma. 



En la misma fecha la Corte Suprema por los fimdamento> 
y consideraciones aducidos por el Señor Procurador General, 
declaró improcedente la queja deducida jxir don José M. Cru?, 
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administrador de la Aduana del Rosario, en Ja causa que le si- 
gne el Procurador Fiscal de la milita ciudad, jxir infracción 
al artículo 249 del Código Penal, por cuanto cuino lo observaba 
el tribunal apelado, la lev invocada por el recurrente, no ha crea- 
do una tercera instancia ordinaria para asuntos de la naturaleza 
de I"* tratados en la causa. 



Kn la misma lecha no se hizo lugar a la reteja deducida por 
dona Virginia Canttzano de Aguirrc y O i r0f en autos am r ¡ (m 
Antonio Cantizauo, suhre filiación natural, |wr cuanto la resolu- 
ción motivo de la «¡neja, no revestía el carácter de sentencia de- 
finitiva, pues no temiinalia el pleito ni hacía imposible mi conti- 
nuación, dado ijiie se limitaha a resolver una mera incidencia 
procesa!, y en consecuencia, no era susceptible del recurso ex- 
traordinario para ante la Corte Suprema, con arreglo a Jo pre- 
ceptuado en el art. H de la ley 48 y de la ley 4055. 



Kn la misma fecha se declaró mal concedido por la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital, el recurso deducido |wr don 
Angel Acosta, si ►licitando jubilación por invalidez; invocando 
disposiciones de la ley de la materia X" 10.650, por cuanto los 
fundamentos de la resolución apelada, denegatoria de la jubila- 
ción, eran de herbó y de prueba, y se ref crian al valor que tie- 
nen los exámenes médicos hechos en reenrreute. con los cuales 
éste man i testaba su disconformidad. 



Kn la misma fecha se declaró mal concedido por la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital, el recurso deducido por don 
Agus J. Dey, en autos con la Caja Nacional de Jubilaciones y 
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Pensiones de Empleados de Empresas llaucanas, en razón de- 
que el recurso extraordinario jiara ante la Corte Suprema creado 
pur el artículo 14 de la ley 48, se da contra las sentencias defini- 
tivas dictadas pur los tribunales superiores que el mismo articulo 
establece, y no procede cuanto se interpone antes de dictarse di- 
cba sentencia, porque el apelante rjjébe conocer los fundamentos 
dé la misma y demostrar en su queja la razón de ésta, como lo 
estaUccc et art. 15 de dicha ley. 



Etí la misma fecha se declaró mal concedido por la Cámara 
Tederal de Apelación ele l-a Plata, el recurso de ablación dedu- 
cido por don Pedro Etcheinendy y otros contra la Comiiañía (>- 
nerai de Ferrocarriles de la Provincia de Itueuos Aires, por in- 
demnización de daños y |*r juicios, en razón de que la resolución 
recurrida, se a|w>yalKt en consideraciones de hecho y de prueta 
cpie no pueden ser revisadas por la Corte Suprema por vía del 
recurso extraordinario de puro derecho federal, de acuerdo con 
lo míe dis|H>ne el articulo 14 de la ley 4K. 



Hrt la misma fecha la Curte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado ]M>r el Señor Procurador Ceneral, declaró bien 
denegado el recurso interpuesto por don Félix J. Mattos Molina 
en los autos «Paula Q. de Corvalán, sobre tercería del dominio, 
en el juicio Manuel Suflom contra l>>mitila B. de Mattos Moli- 
na, sobre cobro de pesos», en razón de que la resolución de la 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Santiago del lis- 
tero al denegar el recurso extraordinario y declarar terminada la 
incidencia sobre tercería, se había fundado en dis|»osiciones de 
carácter procesal local no tachadas de ¡nconstitucionalidad y por 
ello irrevisibles por la Corte Suprema en el recurso deducido. 
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fcon fecha veinticuatro la Corte Suprema dé conformidad 
oh lo dictaminado por d Señor Procurador Geníral no hizo 
liiííar a la queja dilucida |«,r Juan I'otter en la causa sesuda 
én mi contra, por de|^d¡l|:i^i, tu ra¡¡on dé no encontrarse el caso 
comprendido en hihjgná de la* situaciones previstas iH.r el art í» 
de la lev \" 4055. 



I n la utísnm fecha dé cottícfKnidad con lo dictaminado por 
el Señor Procurador Ge^ra], la Corte Suprema, declaro mal con- 
cedido p,>r la Cámara Mniera de Afcíacione* en U¡ Civil k la 
i .ipital. el recurso de apelación interpuesto por la Municipalidad 
de la Capital en autos con la Kmprcsa del Ferrocarril ( leste de 
Buenos Aires Ltda.. sobre col.ro de ilesos, pur cuanto el íundá- 
nieoío del fallo recurrido era de hecho y prueba irrevisihle en el 
recurso extraordinario «me acuerda el art. 14 de la lev 48. pues 
m limitó a considerar insuficiente la prueba producida por la 
empresa, por; cuya razón luz.» fogár a la demanda. 



Jmi la cuestión de competencia negativa tratada entre el Juez 
I-ederal de ftahia Manca, Provincia de liucuos Aires, y el del 
C rimen del Azul de la misma provincia, para conocer en la causa 
que se si^ue a Lilis Sentarle por los delitos de defraudación, 
substracción y destrucción de documentos, el juez local se decla- 
ró iñconipetentc en razón de estimar que el procesado investía 
b calidarl de vicecónsul de Francia en el Azul. lo que hacia pro- 
cedente la jurisdicción federal (arts. 100 de la Constitución Na- 
cional y IV y 2» de la ley 4»>. U Corte Suprema con fecha 29 
de Af-ustn de P>28. de conformidad con 1» dictaminado ¡xir el 
Señor Procurador General, y dado el informe del Ministerio de 
lalaciones Interiores y Culto en el que constata que el referid» 
Sentagne. no había sido recorioctáo por el Gobierno Xacional c- 
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mp vicecónsul, ni agente consular cu el A/ut dirimió la enmien- 
da, tleclarando <pte el caso era ajeno a la jurisdicción federal, y 
ik la competencia de) Juez del Crimen del Azul, 



En la misma fecha fué ton f intuida por la Curie Suprema la 
>uneiicia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación (k* 
la Capital, la que confirmó, a su vez, la dictada por el Juez Fe- 
deral, qtie nti hizo lugar a la extradición de Felice Mascio, solici^ 
tada |R>r las autoridades del Reino de Italia, éh razón de fío apa- 
recer que el requerido, cut|>ahle de la muerte de < liúcomo del 
Piano, ocurrida eti la ciudaad de Ñola (Italia), et 7 de Noviem- 
bre de 1922, fuera la misma persona detenida <|«e diee Uamarse 
Luis Tufano y que llegó al pais el 29 de Diciembre del año 1921, 
según el informe de la oficina de Inmigración. 



Con fecha veintinueve fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada pnr la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, la que condenó a Isidoro Ruiz Díaz a sufrir doce 
años de prisión, accesorias legales y costas, en vez de la de cuatro 
años y seis meses de la misma i»ena que |é fuera impuesta |)or el 
Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, como autor 
del cielito de homicidio perpetrado en la persona de Isaías Uridy. 
hijo, en la Capital del expresado territorio, el día 27 de Junio 
de 1926. 



En treinta y uno del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por el Frigorífico Armour «le la ¡lata, ablando de una 
resolución del Ministerio de Agricultura, en razón de no encon- 
trarse el caso comprendido en ninguna de las situaciones previstas 
por el art. 3' de la ley 4055. 
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DéH Juan H. Di Uo « *«/r u la Pm®& do fiónos . ¡¡res. 'sobre 
repetu tiUi de paga? 

$WVW l Vm protesta al alonar el importe de una cmicesióu 
m h |>laya dé Mar del Hala romadicé por la Municipalidad 
rtópectiya, no impuesta sino p^diciá por el concesión™,., no 
mejora el ti&fcéfo de ¿su- jara fundar la demanda por re- 
petición. ( Xo IhiIk» error fie hecho o derecho en el pdg^ s i„ fí 
en el de la persona que se acogió vól untar ¡amenté, a fas 1h- 
neficlOs de un decreto). 

i" Son improcedentes la acción de repetición y los efec 
"•4 de la protesta respectiva cuando el |>ago del impuesto 
cuya devolución se pSísigtie es el resultado tic las pro^is 
gestiones del con tril invente. 

3? Tratándose de razones de derecho que afectan a la 
procedencia de la acción inst.mrada. el Trihnnal puede adu- 
cirlas ile oficio, 

( ásoi Lo explica al siguiente; 



Fallo ni; la corti: si trkma 

BíieWS Aire». Si-ptiotnbre .1 cU- 1938. 

Vistos: 

Resulta : 

Oue él procurador don Luis María l'ardo. con |K W kr sufi- 
ciente de don Juan Di Leo. se presenta a ts, 11 demandando a la 
Trovincia de Ituciios Aires \mr repetición de riagb indehido de 
la -nina de ciento cincuenta y cuatro pesos con veinticuatro- cen- 
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(ayos moneda nacional, ijtte su mandante $c ha víStb en la nece- 
sidad cíe alunarle ni cumplimiento dfe un decreto del Poder Kje- 
eutivo. Mi mandante, continúa i'l procurador, ocupa la concesión 
\" _'s d i v. ííe la jiluya La IVrla ¿c la ciudad de Mar del líala, 
(jtití fe Éíié coiicedída i « «r la Municipalidad respopyn, haliíendSle 
alionado la suina mencionada wi |<a£ii de los derechos de rambla 
y rüu-ia jmr el ano l'L'7. 1'nr un decreto de techa 1? de Scpticm- 
l>rc de P'Jl. el I'. K. resolvió que todas las concesiones de ese 
earáeur -Mi» pudran ser acordadas pur el mismo y con el earáe- 
UT precárío tpie corresponde. Más larde, por decreto de fecha 14 
de Abril de Vf2<>, se declararon cancelados Milus los permiso*, 
autorizaciones ti concesiones [iara la explotación de playas o ri- 
Im'ias del mar y de los ríos de la PrOvilMá, cualquiera sea su 
naturaU/a. ¡ueniprc míe no hayan sido abordada 1 - por el I*, tí. 
dé aenefdo sson los decretos ¿30 de Mayo de 1 ( >J2 y resoluciones 

de Mayo II de l'^-.i. Septiembre 23 (te V>2\. Noviembre 2<i ríe 
P'25 y Dieiimhiv - > de 1025. ["i arj. .í" de amiel decreto, dice el 
actor, éstáíiíece tpie dentro riel ténuino de f>0 días lodos lo> inte- 
resad"- afectados por sus dísjíosicioncs, se presentarán ante el 
Ministerio de 1 'liras Públicas, reiterando los pedidos de cotice- 
siom> de míe gozaren, llenando las formalidades (pie se determi- 
nan, estableciendo el art. 5" vene ido dicho término 1 1 i'. K. 
liara iniciar inmediatamente los respectivos juicios de desalojo» 
Para evitar este proced (míenlo, mi mandante se presentó ante el 
Mini-ieno de ( 'liras Pública- reiterando sii pedido de concesión. 

tVro lia ocurrido, ipu- tanto la M utiieipalidad de ffljjtÉ del 
l'lata. que OtOTÍfÓ ' ; i ^xaas^já a mi mandante, como el I'. K. de 
!;i Provincia, entienden <p¡e tienen derecho a cobrar el cañón 
Correspondiente a la nii.-ma y considerando mi mandante "pie CSC 
cañón no puede serle cobrado por tas dos autoridades y corres- 
pomie abonarlo únicamente a la autor idad municipal. |»>r las ra- 
zone»- i|iie más adelante expondré, ha efectuado el pago al P, h. 
de la provincia, bajo ] protesta y reservándose el derecho de repe- 
tir lo payado, como lo demanda en este juicio. 
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Considera esta i^rte que es a [ a Municipalidad y m p 
K. a quien corresponde la percepción del cañón o derechos de re- 
ferencia, fundando esta opinión en e! derecho administrativo en 
la Constitución de la Provincia, en la ley uránica municipal y en 
la Ley de hjtdos y la Jurisprudencia de esta C urte. 

íjtic acreditada la jurisdicción originaría de esta Curte y 
corrido el traslado de ley, 1„ contestó a fs. 26 el Dr Kolwrto 
i'arry con autorización litante de la Provincia, sosteniendo la 
jurisdicción provincial sobre las playas del mar en virtud del do- 
minio eminente recomicido |»,r el art. 2340. inciso 4» del í&JÍp 
C iviL .pie no ha sido delegado en forma alguna a la* m««>á1í- 
'lades. Mumci^lidad de General Puevrredón no tiene domi- 
nio sohre las rieras y playas, art. >M4 del Código Civil, ni ju- 
risdicción sobre las mismas, desde que no existe lev que la acuer- 
de. Por tanto pide el rechazo de la demanda. 

Que corrido a fe & vuelta, un nuevo traslado por su orden 
se llamaron autos para definitiva, y 

Considerando i 

One .seg,m rcMilta. de la exposición de la |iarte adora el pa- 
go .le! arrendamiento .. catión al i». E. |K>r la concesión que usu- 
ftmm m la playa La Perla de Mar del Plata, \o efectuó en 
virtud de su propia voluntad, solicitando aquella concesión. «Mi 
mándame, ha dicho el pr. mirador de Di l.co, se presentó al Mi- 
nisterio de ( )hras Públicas reiterando su pedido en los términos 
del articulo $ del decreto fie referencia», lfal.ien.lo accedido el 
P K. a lo solicitado, el pago del cañón es la consecuencia directa 
y necesaria de aquella ilicitud aceptada. 

Que en semejantes condiciones la protesta de Di I al 
abonar el importe de la concesión que no le fué impuola. sino 
pedida por el mismo y |x>rque asi convenia a sus intereses, no me- 
jora su derecho jara fundar la repetición intentada en este jui- 
cio, por cuanto Di Leo no se halla en caso alguno .le pago por 
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error de hecho o de derecho si no en el de la persona que se ha 
acogido a los beneficios de mi decreto, voluntariamente, para evi- 
tarse las contingencias de 1111 juicio de desalojo, no siendo por 
tanto la situación que preven los artículos 7K4. 792 y 794 del 
Código Civil. 

Que esta Corte, en el caso que se registra en el tomo 149 de 
sus fallos, pág. 137, ha denegado la acción de re|>eticíón y los 
efectos de la protesta respectiva cuando el pago del impuesto cu- 
ya devolución se persigue es el resultado de las propias gestio- 
nes del contribuyente, fallo cuyos fundamentos son aplicables al 
presente juicio. 

Que aún cuando las consideraciones expresadas no hayan si- 
do opuestas |>or la demandada en su contestación, tratándose de 
razones de derecho que afectan a la procedencia de la acción ins- 
taurad», lian pódidó aducirse de oficio |*>r el Tribunal. 

Oue en mérito de lo expuesto se hace innecesario el estudio 
di ta cuestión de fondo, que ha intentado someterse a juicio de 
la Corte, cual es la que versa sobre la jurisdicción que la Pro- 
vincia y sus Municipalidades pretenden sobre las riberas de los 
mares > ríos navegables, creándose al efecto una situación ar- 
tificial dé menor cuantía, en que una de las partes estaría ausente 
del debate judicial. 

I'i>r estos fundamentos se absuelve a la Provincia de Híte- 
nos Aires de la presente demanda, con costas. Notifúpiese y ar- 
chívese previa rejMisicióu del iwpeT. 

A. Bermejo. — Roberto Rfpetto 
— R. GUIDO Lavai.ee. 
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Don Gumersindo Pitaflo, a fría mi» de una resolución del Mitris- 
tt'ria tle Hacienda. 

Sumaria ; 1" t# ley 11. 252 autoriza al Ministerio de Hacienda ja- 
ra rever una resolución nhsohitoria de la Administración de 
Impuestos Interno>i. 

2" Ks justa una resolución del Ministerio de Hacienda 
que condena, a nn comerciante que expende cigarros a mayor 
precio "|iie el señalado por la faja del impuesto nacional, al 
pago de la diferencia que corresponde a la mercadería en 
cuestión, cun más la multa del décuplo de dicha diferencia, 
pre via rebaja del impuesto provincial abonado pnr el comer- 
cian! i\ 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



kKSOLITÍUX TiFA. MINISTRO DI\ H.\CIKNÍV\ 

Huenos Aires, Xovíemlnv 4 dé 1^25. 

\"istos que Jos empleados de la Administración General de 
Impuestos Tillemos señorc- Genaro \V, Cooke y Rodolfo Dn- 
nútiguez. se presentan apelando de ta resolución dictada por la 
repartición de referencia en fecha $ de Septiembre ppdo. en es- 
tas actuaciones, por la cual se sobreseyó en la denuncia que los 
apelantes formularan contra el comerciante de La Plata don 
Gumersindo Pical lo, por expender cigarros Avanti y Regina a 
mayor precio que el correspondiente, según el impuesto sufra- 
gado, y 



Considerando : 
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Que el hecho que motivó la denuncia ele tos apelantes, está 
plenamente comprobado en autos, e importa una infracción a 
las disposiciones de la ley 11.252 y Decreto Reglamentario 26 
de Octubre de 1922. 

Que el comerciante denunciado, no aduce en su descargo 
ninguna razón de orden legal míe ampare sus intereses. 

Que la razón de hecho con que pretende justificarse y que 
se refiere a que el impuesto provincial lo oblígala a elevar el 
precio de venta de los cigarros, no es atendible, en primer lugar 
porque antes de elevar dicho precio, debió pagar la diferencia del 
impuesto nacional correspondiente, y en segundo, porque consta 
de la apelación deducida, que ese aumento era nías elevado de 
lo que importaba el impuesto provincial. 

Que asimismo, la falta de moneda fraccionaria, no es ar- 
gumento que exima de responsabilidad al causante, par cuanto 
ese inconveniente es fácilmente subsanablc. 

Por tanto y de acuerdo con lo que aconseja el Procurador 
del Tesoro en su dictamen. 

El Ministro de Hacienda resuelve: 

Revocar la resolución dictada por el Administrador (ieneral 
de Impuestos Internos en estas actuaciones y condenar al señor 
Gumersindo l'icallo a fKigar la diferencia ele impuesto que co- 
rresponde a la mercadería en cuestión, con más la multa del dé- 
cuplo de dicha diferencia. 

Vuelva a la rejiartición nombrada a sus efectos. I'ublíquese. 

Molino. 

SENTKMIIA OKI. JIM. FEDERAL 

U Plata, Al>rit M lk 



Y Vistos : este recurso a la via contencioso deducido por don 
(iumersindo Picallo contra una resolución del Ministerio de Ha- 



p 
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rienda de ja Nación que condena al recurrente al |«ujü del ¡m- 
1 H usto interno y multa del que. 

Kesuíta : 

\i Que al rumiar doti Gumersindo Picatlo el recurso un el 
escrito de ís. 1 exgdhe que. sobreseído |*>r fe Administración 
General di: Impuestos Internos ej sumario instruido o mi motivo 
di ta infracción que los inspectores don Genaro Cooke, hijo, 
y don Rudolfo Domínguez imputan al recurrente, aquéllos api- 
laron de la nwjHTtiva resolución para ante el Ministerio dt- Ha- 
cienda, el que la revocó y condenó a l'icallu al pago de l a dife- 
rencia dé impuesto que corresponde a la mercadería en cues- 
tión, inás la multa de décuplo de dicha diferencia. 

y Que a fs> 4 vta. se solicitó el expediente administrativo, 
que corre alegado de ís. 5 a 17; y a fs. 30 vta. se confirió 
traslado del recurso al Señor Procurador Fiscal con calidad de 
autos ís. 20 vta. i, contestándolo aquél a ís. 21. 

Y Considerando: 

Otie d recurso deducido es procedente aunque & init-rpou- 
Ka contra una resolución del Ministerio de Hacienda de la Na- 
ción, porque habiéndose sobreseído en el sumario f ís. 7> p«r ía 
Administración General de Impuestos Internos, la resolución 
condenatoria para el recurrente, de que habla la lev. no puede 
ser otra, en éÜté caso, que la del aludido Ministerio (art. 27 
ley 3764). 

Que la infracción cunrdstiria en que don Gumersindo l'ica- 
llo vende cada dos cigarros «Avami* y cHegina» a un precio que 
excede en cinco centavos del que corres] wmderia se^iín la estam- 
pilla del impuesto interno nacional que llevan adherida (aft. 1.1. 
inciso 2°. ley 11.252). 

El recurrente atribuye el exceso al gravamen (ocal que recae 
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sobre d consumo tíe dichos cigarros y que asciende a cuatro cen- 
tavos respecto de los *Avanti» y en dos centavos tn cuanto a los 
«Regina». Pero siempre subsistiría una diferencia entre e! ure- 
do a que liciten venderse conforme al impuesto nacional y el que 
colira al público el comerciante condenado; diferencia (pe según 
los denunciantes (escrito de fs. 9) no tiene justificación, y qfte, 
a estar a lo alegado por Picallo y resuelto por el Administrador 
(ieneral a fs. 7 y 10 vta., se del te a la falta de moneda fraccio- 

Lá resolución del Ministerio de Hacienda condena a I '¡cal lo 
a pagar la diferencia de impuesto entre veinte y diez centavos 
y veinte y quince, más d decuplo como multa; es decir, obliga al 
comerci;mtc de acuerdo con el dictamen del Señor Procurador 
dd Tesoro de fs. Í3 vta.. a pagar impuesto y mulla sobre el ex- 
cedente de precio <|ue resulta del gravamen provincial antes alu- 
dido, y sobre la diferencia debida a la alegada falta de moneda 
fraccionaria, o sea uno y tres centavos. 

Que así descripta la situación jurídica traída a resolución del 
suscripto con el recurso de fs. I, surge desde luego la cuestión 
de si puede un impuesto que incide sobre el consumo, como io es 
el inierno nacional, gravar el impuesto establecido en una pro- 
vincia, también sobre el consumo del mismo artículo. Hasta este 
enunciado para decidirse i» liminr por la negativa. iCómo podría 
concebirse que se instituyera un impuesto ipic grave a otro im- 
puesto al incidir en el articulo imponible: Por lo demás, este ri- 
gor impositivo podría dctemmnar que la provincia exigiera, asi- 
mismo, d pago de impuesto por la diferencia que derivaría del 
aumento de precio por el pago de mayor impuesto nacional, y 
entonces no habría límites que contuvieran estas demasías. 

Que en cuanto a la venta de loa cigarros t Regina» a tres 
centavos más de lo que corres|xindería después de añadido el 
gravamen al consumo de la Provincia de Buenos Aires, y los 
cÁvanti». 11 mi centavo más. el juzgado tanqtoco encuentra mé- 
rito i>ara condenar al recurrente al i»ago del impuesta diferencial 
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ni de multa alguna por las rafcones expuestas en la resol&tíoj^ 
de la Administración General tfa Impuesto* Internos dé fe " 
y 10 vuelta. 

Que, por otra jiarte, de litó I™ y 11.252 resulta t ri- 
dente míe la única autoridad actmijiistrativa capacitaifa para Iia- 
cvt pronunciamientos sobre la procedida o no de un impuesto 
es la Administración General de Impuestos Internos, por su ad- 
ministrador general, de cuyas resoluciones sólo son Hp&fi|e& por 
la primera lev. las condenatorias, y por la segunda. lamMén las 
absolutorias, ti-níendo en cuenta el interés del denunciante, pero 
sin (pie esto signifique en manera alguna, crear t.rra instancia 
administrativa con facultad para decidir sobre los impuestos. 

Que siendo ello asi. el Ministerio. :i | pronunciarse sul.re el 
impuesto, se atribuye facultades que las leyes no le confieren 
expresamente, circunstancia ésta ojie quita validez a su resolución. 

Por tanto, se revoca la resolución del Ministerio de Ha- 
cienda de la Nación de ($, 15. en cuanto ha podido ser materia 
del recurso, absolviéndose a don Gumersindo Picallo de la mnlnt 
a que aquélla se refiere. Notitiquese y devuélvase a la AdmimV 
i ración de Impuestos Internos. 

Rafiícf . i, [.CiUtíotnttut. 



SKXTFXriA m LA CÁMAkA l'KHKRAI. 

I .1 llata. hícii-mlHv Jl ,! ( 

Vistos ; 

Considerando: 

Que el Ministerio de Hacienda ha unido facultad para re- 
ver la resolución de la Administración de Impuestos internes 
de ts, 7 y (0 vta. de U «le Noviembre .|e l'ij.í (ley II ¿11, ar- 
tículos 25 y 27). 
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(juc está probado en amos qne el demandada vendía lus ci- 
garros «Regina» y *.Avanti» a mayor precio que el señalado ^ li- 
la faja déí impuesto nacional, 

Otic el comerciante aduce en su de tensa haberse visto nbli- 
gado a ellu por él doble motivo de que en la provincia de Büf- 
ñus Aires existe un gravamen sobre el consumidor que recaiga el 
precio de venta, y ¡x>r la falta de moneda fraccionaria para co- 
brar el precio justo que correspondería al articulo; aje esta úl- 
tima defendí 110 es atendible, pues no se lia demostrado que 110 
exista en circttlaciún las monedas de cobre de uno y dos cenla- 
vos (pie las leyes monetarias autorizan. Oue en cnanto al impues- 
to provincial. deU* considerarse justificado que el comerciante 
se reemlMjlse del consumidor el valor del impuesto que las leves 
locales de la Provincia de 1 Sueños Aires, hacen recaer sol .re el 
consumo, piro cuyo pago el fisco exige, por razones de control, 
;mtcs de ser entregados los cigarros a la venta. 

Por ello se revoca la semencia de fs. 21 vía. y m condena a 
don ( Imnersindo hcallo al pago de la diferencia de Impuesto In- 
terno y multa estableeídi >s en la resolución del Ministerio de Ha- 
cienda de fs. 15, rebajado que sea el importe del impuesto pro- 
vincial. Xoti fíquese y devuélvanse. — Ü. /•'■«<*/. — ti. Ctihlo l.ii- 
V(t Ue. — Antonio i.. MMcmtiM 
■ 

l Al.I.O HE UA rOHTK St*rHKMA 

BHcnóS Airt's. S^ ptiiinlirt- .1 de 

Anuís y Vistos: 

Por los fundamentos y consideraciones legales que sustenta 
la sentencia recurrida ajustándose a las constancias de autos, se 
la confirma. Motí fíquese y devuélvanse. 

A. 1ÍHRMKJO. — J. FlUlRROA Al.- 
CORTA. — UoliKKTO KlíHTTO. 
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Ihm $tmutel .liberto Ihttatiótta contra la Provincia tfe $wmí 
-tires. 40r0 imotiítiiudoualúiati tic impuesta ,i ta herencia. 
¿X/Pcfaáñ dh falta de personería. 

Sumario: l n ¡ Mh dcr [wra representar en una testamentaria hasta 
mi tota] terminación, no es Iwstantr jara promover un juicio 
inconstitucional ¡dad tk- ley y devolución de impuesto 
alionado por aplicación de esa ley. aún cuando el pago h H va 
íwlo efectuado |Kjr el ajXKlcrado en desempeño del mandato. 

( aso: \ji explica el siguiente : 



I.U.I.O IÍE I.A CORTE St'PMKMA 

Humos Aires. Septiembre 5 üe I92& 
Vistos y Considerando : 

'Jue el |«kUt especial cuyo testimottio corre a fojas 7 lia 
sido cónférítíd por doña Clara Harón Ceña de Orúe. jnir si y su 
hijo nieiior. don José Alaria Durañona. a favor del drvtor An^el 
Montes de ( Va, para (pie lo siga representando hasta su ti nal 
terminación en las testamentarias de los señores Manuel Dura- 
ñona. Elisa lírie de Dnrañona y José |í. Dttfañórta y en iodos 
sus incidentes, 

íjue en el presente juicio se demanda la inconstitticionalidad 
de una lev de la provincia de Buenos Aires y la devolución de 
impuesto alonado j)Or aplicación de la referida ley. 

Oue aím cuando él ¡laj;» haya sido efectuado fffi el apode- 
rado en el desempeño del mándalo, no puede considerarse (pu- 
la presente arción constituye un incidente de los juicios suceso- 
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ríos ajiles citados desde que versa sobre un tributo <|iic recae 
exclusivamente sobre los sucesores. 

Om debiendo circunscribirse el mandatario en los limites 
de mi poder (;irt, Í905 del C«HjgO Civil), es incuestionable que 
la promoción de un juiciti como el présenle, ajeno a la naturaleza 
ominaría fie las funciones que competen al alfilerado para la tra- 
mitación di un juicio sucesorio. reí|UÍere facultades expresas que 
m la escritura de fojas 7 un han sido conferidas ai mandatario. 

I'nr ello se hace lugar a la excepción tic falta de personería 
opuesta a í>. ¿9. en cuanto atañe a doña Clara Berón Peña de 
Unte y don José María Dnrañona. con costas. Kes|ieeto de tú 
(pie atañe a lus demás actores ipie también representa el doctor 
Angel Montes de Oca, contéstese derechamente la demanda, l lá- 
gase saber y repóngase el panel. 

A, Hkkmkjo. -- J. Fna KROA Al- 

COBTA. — RoHKKTO Kl^'t-TTlJ- — 
R. (¡L IUO Lavam.k. 



Don Jaeinto .1. Ferrer contra tu Compañía (tium Telefónica, 
por ti, val ación itc una suma efe dinero. 

Sumario: ]■-' l'ara que proceda et recurso extra* irdinario del ar- 
ticulo 14, ley 48, no Iwsta que se invoque oportunamente una 
cláusula constitucional, la de un tratado o ley especial del 
Congreso, sino que es necesario que los constitutivos de la 
causa guarden con los preceptos constitucionales o legales 
invocados, la relación directa é inmediata legalmente reque- 
rida (articulo 14. ley X v 48). de tal manera utie la decisión 
dependa de la interpretación que se asigne a tales garantías 
en relación at caso. 

* El Poder Ejecutivo tiene facultad tara intervenir en 
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todo lo que si- relaciona con la instalación de las limas, re^la- 
nientacióu de servicios y fijación de tarifas de la Unión Te- 
le tónica, mu que ello afecte al régimen de la Capital o de las 
Provincias. ( Xo es repúgname esa intervención al articulo 
5" de la Constitución, pues se trata de una empresa nacional ; 
articulo *. inciso J" de la ley 750 1 y l 1 ' de la 4.40fi' ( , 

í ifjf/: ko explica el siguiente: 



\ ?XLW DE OHfTK Sl t'KKMA 

BmtWf AirrSi S.piiemtirr 11) de 
Vistos y Considerando : 

íjue la demanda ha píahteáílo la cuestión de nulidad de ]••<; 
articulo.* -. <>. 9. 1¿, L\ y concordantes de la ley 750 Ú del ar- 
ticula 1'' y concordantes de la ley 44ÜS: de los artículo,- ó. inciso 
f. 54 y 58 de la ley 1 l.J U) y del Decreto del |»i K lcr Ejecutivo de 
la Nación de 5 de < H tulire de I92§ q m > autorizó a ta Compañía 
l'uióu tete tónica a aumentar la tarifa que cobraba a su* aliona- 
dos de la Capital y red sulntrlsiun. como violatorios dé los ar- 
ticulo* 4. 10. Jft. 44 y (>7. incisos I" y *■ de la Constitución Na- 
cional. 

'Jittí al exjifesaf agravios el actor, a leí; ó también la niilidail 
de las djsposictbftes leales y decretos citados, como repugnan- 
tes al articulo 5" dé la Constitución, jw la intervención que dan 
al l'oder Kjccutivo en la fijación y aumento de tarifas por los 
servicios .pie las empresas prestan dentro de la jurisdicción mu- 
nicipal. 

One si fcteil ajiarece que se invocaron en oportunidad por 
el demandante garantías constitucionales que se dicen vulnera- 
das, procede observar, qtte dichas invocaciones no tienen en el ca- 
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su la eficacia legal necesaria para determinar ta procedencia del 
recurso extraordinario p'ira ante esta Corte Suprema, porque, 
como lo ha cstalilcéfcb su reiterada jurisprudencia. i«ira t|tie di- 
cho recurso proceda no basta que si- invoque oportunamente una 
cláusula consiliueional, la de un tratado o ley csjiceial del Con- 
greso, sino que es necesario que los constitutivos de la causa guar- 
den con los preceptos constitucionales o legales invocados, la re- 
lación directa e inmeiliaia legalmente requerida ( artículo 15, ley 
de lal manera que la decisión dependa de la interpretación 
cpie se asigne a tales garantías en relación al caso. 

Que en el presente ninguna prescri|>ción constitucional de 
la* citadas tiene relación directa fe inmediata con las disposicio- 
nes légalo que se dicen violadas de las mismas, y lampeo lógi- 
camente, coil el decreto aludido que reconoce su origen en las 
facultades tfite dichas Uves acuerdan al Poder Ejecutivo para 
intervenir en la fijación de tarifas por las empresas de teléfonos 
que ligan un territorio federal con una n más provincias. 

Que tampoco existe la relación directa e inmediata entre las 
disipaciones legales y decreto citado, cuya nulidad se solicita, y 
d artículo 5" de la Constitución, pues éste se refiere al régimen 
municipal de las provincias que la Xación se obligó a garantir 
en virtud del pacto federal, y no al de la Capitat que fué creado 
por la ley N v 1260 del V de Noviembre de 1882. 

Que a mayor abundamiento puede observarse de que aun 
cuando la disposición del art. $" citado fuera extensiva a la Mu- 
nicipalidad de la Capital, o que ta cuestión fuera por la interven- 
ción del Poder Ejecutivo en la fijación de tarifas en la Munici- 
palidad de alguna de las Provincias ligadas a aquélla i*ir la 
Unión Telefónica, esa intervención no seria repugnante al refe- 
rido articulo de la Constitución i>or tratarse de una empresa na- 
cional (art. 2* inciso 2* de la ley 750 % y 1? de la 4.408). sien- 
do incuestionable, en consecuencia, la facultad del Poder Eje- 
cntivo tiara intervenir en todo lo que se relaciona con la instala- 
ción de sus lincas, reglamentación de servicios y fijación de ta- 
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rifas, sin que dio afecte al régimen $ fe t apítal o ,1c ¿ 
vmeias 



Por lo expuesto se declara mal concedido el r«ur«. Mnti- 
ÍJÍJtieje y devuélvase, previa redición del papel. 

A. HKRMEjO. — J. rmiKKf.A Al.- 
r'UHTA. — RÓBERTO Kt-J'KTTn. — 

k, firmo Lavw.lk, — Antonio 
Sagarna. 



dación a /„ ,r,mt tuina tu- ra. 

Síimám: De coníonuida.l a l.. d^uesíó en la lev NJJ_\ .sul.re 
<'x.>ticTücjV»n fiel paga -le inipúesfOs itapÍoH¿¿ á los mate- 
riales íléstiflaaos a !a construcción y e%!dtad% de la li- 
nea «leí puerto de (Mata a .Meridiano V. v decreto .le íu- 
l'o 14 de reglamentario de la ley 53I5. la iiur-idncción 

ele la tierra romana matertsi cíe la demneia ítté lucha ttí¿ 
tro ile la íraiifjuieia legal. 

GüSúi Lo txfiüeau las piezas siguientes: 



SENTENCIA ÍJEL JUEZ FEDERAL 



U Plata, Oclukre |fi ,\. 



, > Vistos: l'ara deíimti- i estas actuaciones üepfd^s por el 
Mínisttírio Fiscal contra los señores Dates y Ifunt. por deírau- 
daeton a la mita aduanera, de su estudio resulta: 

1" n„e tai la denuncia formulada a fs. I por el inspector de 
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rentas nacionales don C, Alcain. «e manifiesta: a) que los íéño- 
res Dates y Hunt, constructores de los nuevos ramales del !\ C 
de La Plata y Meridiano V. han maní f estado, en las solicitudes 
de importaciones presentadas ante la Aduana, como materiales 
libres di' derechos en virtud de la ley 8222 y decreto reglamenta- 
rio de Septiembre 18 de 1923. diversas partidas de tierra roma- 
na o cemento portlaud, articulus rjne no gozan de franquicia al- 
guna por estar expresamente excluidos en la referida ley y decre- 
to, pues son materiales que produce la industria nacional ( apro- 
badas oficialmente i, en las fabricas de la República, entre otras, 
la de üavier y Cía., en Córdota y La Cía. Argentina, en la pro- 
vincia de ÜüénoS Aires; b) que en cotm-cueiicta de lu manifes- 
tado se han introducido subrepticiamente al pais 2.675. Ü00 kilos 
de cemento portlaud, con un valor di- 32.835 pesos oro sellado, de- 
jando di- percibir en concepto de derechos arancelarios la canti- 
dad de 8760.60 ¡k'sos oro sellado, por haher {tasado desapercibido 
al tiempo del desdicho: o que el caso está legislado i«jr los arts. 
27 de la ley de Aduanas X 11,281, 4", S" y 14 de su reglamenta- 
ción y 1034 y 1035. 1026 y 103 de las ordenanzas de Aduana. 

2' 'Juc practicadas las diligencias del caso, y habiendo sa- 
lido la mercadería «le la At luana, de conformidad con el art. 10.14 
de las ordenanzas, se remiten, con la denuncia, al Juzgado las 
actuaciones producidas, con la nota de fs. 13. 

3* tjue ratificada a ís. 14 la denuncia de ís. 1. a t's. 24 y 
25 vta.. prestan los denunciados declaración indagatoria y ma- 
nifiestan ; a) que constituyen una "sociedad comercial colectiva", 
de modo que las responsabilidades son solidarias c ilimitadas; b) 
que son contratistas del gobierno de la provincia de I Jumos Aires 
para la construcción de líneas del F. C. Provincial a Meriauo \" : 
o que desde el 5 de Mayo de 1923 introducen tierra romana o 
cemento pmtland, del extranjero, jara las re férulas obríis. sin 
| Migar derechos de importación por estar except nados pur la ley 

41 Que considerando el Juzgado pertinentes los pedidos íor- 
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titulados [KM- las partea a fs. y 33 se dictaron los autos cíe fs, 
31 vta. y fs. 34. tendientes al mejor i-sclartvimieiilo tic los bedios 
denunciados, clausurándose a is. 42 vta. el mamh v en mérito 
«le lo cual. -Ir acuerdo con los arts. 4*> y 45 del Cod. de Procett, 
Criminales, jiasaroa los amos al señor Agente 



5? Que con la acusación de fs. 53 y la defensa formulada 
a fs, ^D. se abre la causa a prífeba, |-or auto de i>. 7.Í vía. 

ó' Que pté ducida pof las parte* la |.ntekt mM®$a v ftfafr 
dada practicar, venado el término y agregada la pi tuita, "de que 
instruyi .1 certificado del actuario a fs. 11 vía., se señala a l m 
eíeétos del art 492 del CV.d. de Proeed, Criminal, por auto de 
i- 112 la audiencia relucí i va y de la cual instruye el acia de fs 
121. con lo que quedaron los autos para sentencia. 

Y < '. iiisiderandii: 

1 ÍJne de los términos claros y categóricos di- la denuncia -p,c 
iu.it iva .-mi- proceso, corno del escrito de caí-,, formulado por 
el MiniMrri.. I'iscal. resulta evidente que los lachos delictuoso* 
que se atribuyen a los denunciados sitr K ni de la circunstancia 
de qm lm efecto, intn «lucidos al país, -oran arlieulos que pro- 
dticé la industria nacional", y (pie, por lo tanto, de acuerdo con 
los temituos de la ley H222 Mhai considerara excluidos del 
beneficio de libre importación. 

P «Jiie es en el sentido del considerando anterior que se 
debaten ta acusación y la defensa y si bien es cierto ,| tl e ésta baee 
un amplio estudio de las disposiciones Urales v decretos rc»h- 
ineutarios jurtiuenies. lo es. no |wa n%U' los íu-elios denuncia- 
dos, sin,, rara justificar que ellos están encuadra. los dentro de la 
ley y que ai manera alguna constituyen transgresiones punibles. 

>tie con los informes olidos y agregados se lian just i fi- 
as ferroviarias del país han im- 
materia de 
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gar impuesto, al amparo de la ley 5315 y decretos reglamentarios, 
como asimismo míe existen en el país dos fabricas (|tie producen 
131.520.190 kilogramos de cemento jiortland, o tierra romana; 
h) eme los denunciados se encuentran en las mismas condicio- 
nes míe las referidas empresas a mérito de su contrato con el 
gobierno de la provincia de Buetms Aires, pues ésta habia sido 
autorizada |w»r ley para las importaciones que se realizaran con 
motivo de las construcciones del F. C de Meridiano V; c) que 
los despachos acordados por la Aduana se lian formulado, to- 
dos, de acuerdo con los preceptos legales Vigentes, según lo evi- 
dencia el Señor Procurador fiel Tesoro en dictamen fie fs. 10 de 
estos autos, 

4* Que como en el decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 
fecha 14 de Julio de 1911. reglamentario de la ley 5315, se de- 
clara libre de derechos de importación al cemento portland y si 
es cierto que la ley 8222 lo acuerda en forma condicional, tam- 
bién lo es que ésta ley sujeta la franquicia de derechos a los re- 
feridos artículos de acuerdo con la ley y reglamentos menciona- 
dos "siempre que no sean de los que la "industria nacional produ- 
ce" ; circunstancia que de acuerdo con ta práctica y la lógica más 
elemental, no se establece en cada de^mcho sino que es fijada 
periódicamente por decreto del Poder Ejecutivo Nacional, 

5 V Que cualesquiera que fuese el criterio fiscal para inter- 
pretar el alcance limitativo de la ley 8222, no cal* sii|»ncr que 
fuese el fie dejar librado a los empleados fie la Aduna, en cada 
caso, el resolver si el articulo que se imi»orta se produce o no en 
el pais — cuando lo raciona! y lo único viable es lo que actual- 
mente ocurre. El Gobierno amplía o restringe la nómina de los 
artículos que gozan del privilegio, de ser importados sin dere- 
chos aduaneros, según lo entiende él. que tiene en sus manos to- 
dos Jos elementos de juicio ]>ara |xxler establecer si la produc- 
l país alcanza o no a las necesidades del consumo. 



6*-' Que en el caso de autos no corresponde dar a la prueba 
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producida mas alcance que e) que legítimamente corresponde al 
fondo legal de la denuncia, y ni este sentido la circunstancia di- 
que haya acreditado que hay dos fáhrieas de cemento pnrtlaud 
en el [ois en nada puede modificar la situación de quien fnnnu- 
la un pedido de despacho aduanero y lo mi jeta en tcid<i a ta ley 
y los decretos reglamentario* vientes, prescindiendo, como es 
natural En haga en su heneíicio. de qm- de ni' tiempo a ésta liarte 
ludria halier motivo j«ira no jptaír del privilegin, que. sea ¡w»r 
negligencia del Poder Ejecutivo Nacional ó porque aún nq esti- 
ma llegado el momento oportuno, continúa amori/andu la inq Mu- 
tación de ¡Kirtlnnd sin gravamen alguno. 

■ > * 

7" IJw compete al poder administrador velar pur la ¡tereep- 
ción de las mitas de la Nación y cuando dicho fwidcr mEtnticm- 
en vifeór un decreto reglamentario que *ca perjudicial :i tos in- 
tereses del Fisco, un es en denuncia contra los importadores 
que corresponda ventilar las razones que se hayan tenido ni cuen- 
ta para ]»ersi$t¡r en sus decretos o para no halterios modificado. 
HazunaMc es sti|>nncr qiie bebiéndose fionmujadq repartís a los 
despachos aduaneros, como en el caso de autos, el Poder Eje- 
cutivo Nacional estudiará el estado actual de la industria del 
portland y de conformidad con las conclusiones a qu.« arriln*. 
mantendrá o excluirá para el futuro el privilegio de que hoy 
goza. £ 

8" Que sí de los términos de la ley $222 surge, indisctuihlé- 
mente, el carácter proteccionista que la inspira, es igualmente 
exacto que la ley 5315 y su decreto reglamentario tiene principal- 
mente en cuenta el destino de los articulas que se exceptúan del 
gravamen de importación, los ferrocarriles, empresas cuyo fo- 
mento, al decir del eminente estadista ingeniero Kmilio Mitre, 
merecen la mayor dedicación ríe los poderes j «híteos del Ksia- 
ddj |»orque han sido, son y serán el sistema arterial de nuestra 
grandeza futura. 
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l'ur estas consideraciones y demás concordantes de la de- 
fensa, definitivamente juzgando, fallo: rechazando en todas sus 
partes (a denuncia di h. 1, con costas. 

R. Ai {.cfinkamón. 



SENTENCIA lili l.A CÁMARA KKUfttAl. 

lá Tinta. Diciembre 30 de 

\' Vistos: Listos autos traídos por el Ministerio Fiscal en 
apelación de la sentencia dictada por el señor Juez Federal de 
U fíala a ís. 122. 

i 

V Considerando: 

Que no puede imputarse a la empresa querellada acto algu- 
no que haya |H>dido hacer incurrir en error a la Aduana en el 
acto del despacho de las partidas de cemento ponland ijue han 
dado origen a este proceso. |¿a c^iecic. calidad y cantidad de 
ellas han sido correctamente manifestadas, y aunque fuese cier- 
to que no proceda la libre introducción de ellas, no puede decirse 
que los querellados hayan incurrido en una declaración falsa ]*>r 
hal>er solicitado la exoneración de derechos, desde que los docu- 
mentos aduaneros ponían a la Aduana en aptitud de aforarlos 
y yra varios con arreglo a la tarifa de avalúos y ley de Aduanas, 
si el pedido de liberación era inconducente. No ha existido, asi. 
como consecuencia de esa manifestación, la posibilidad de que 
el error de lo* querellados, si existiere, hubiera pasado desaper- 
cibido para Ea Aduana aunque despachara "en confianza", es de- 
cir, sin ver las mercaderías : y de que se hubiere causad» algún 
iwrjuicio al erario, que es la razón de las sanciones que la ley 
establece en materia de infracciones aduaneras (arts. 1025, I02¡b, 
1037. ( )rden;mzas de Aduana), 

En cuanto a las costas impuestas \mr el señor Juez "a quo". 
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no es procedente [Minerías a car¿;o de la acusación, ari. 145 del 
Código de Comedimientos. 

Por ello y sus fundamentos, se « infirma la sentencia de ts. 
122 en Id principal y se revoca en cuanto a las eoMas. \\>t i ñipa- 
se y devuélvase. — R. (¿nido twgífc. —^.lutonin I.. Ífüffé$am, 



FALLO DE LA COHTK SITIO* .\! A 

P.iinj'ks Aíw?s¿ Se^iiíeiTi'brí 10 *l<? 1 ,J 2K. 

Autos y Victos ; 
Considerando: 

One los señores Dates y Elnul cotí trataron con el Goliterno 
de la Provincia de Buenos Aires la construcción de varios rama- 
les del Kerroearrtl Provincial a Meridiano V v en ese carácter, 
debidamente autorizados, solicitaron el despacho de dos partidas 
de cemento portland o tierra romana a la Aduana de l.a l'lata. 
manifestando con exactitud la calidad, especie y cantidad, y ex- 
presando hallarse exonerados de impuestos nacionales en virtud 
de lu dispuesto ¡wr la ley 8222. 

Que la Aduana concedió el lilire despacho solicitadu [*>r tra- 
tarse de "mercaderías destinadas a la construcción de los nuevos 
ramales del l-erroearril Provincial de 1.a l'lata a Meridiano V y 
de acuerdo con la lev 8222 y el decreto del Poder Ejecutivo de .S 
de Septiembre de 1922." 

Chie después de salidas las mercaderías de la Aduana se ha 
formulado ta denuncia objeto de estas actuaciones, sosteniéndose 
que la ley 8222 sólo exonera del pago de derechos a los artículos 
o materiales que no produzca la industria nacional, en cuyo caso 
no se encuentra el portland importado desde que éste se fabrica 
en el país. 
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Ouc, el texto de la ley 8222 de 30 de Septiembre de 191 1 
es el siguiente: "autorizase al Poder Ejecutivo i>ara que exonere 
del pago de impuestos nacionales a los materiales destinados a 
la construcción y explotación de la linea del puerto de La Plata 
a Meridiano V tjÉft la industria nacional no prinhizea siempre 
((iie sean de tos comprendidos en el art, 9» de la ley 4933 y en 
el decreto de julio 14 de 191 1." Kstc último en la partida 95 com- 
prendí- el Cemento purrlaiid. romano, Maneo y colorado y se dejó 
especial constancia por la comisión del Senado (pie formuló el 
correspondiente despacho de la ley 8222. que al referirse ésta 
al decreto del año 19! 1 se quería dejar claramente establecido 
"cuales eran los artículos y materiales que se (jodian introducir 
libres de derechos, pues están considerados en aquél." 

Que en presencia de estos antecedentes fuerza es concluir 
tpie la extensión de la lilieración de derechos concedida en el 
caso ha de buscarse no sólo en la primera parte de la ley sino 
también en la referencia concreta al decreto de 14 de Julio de 
1911 que expresamente mencionaba la tierra romana. Y no 
puede ser de otro tíntelo, pues la "exigencia legal de que se trate 
de materiales que la industria nacional no produzca", presiqnxie 
la declaración oficial previa de cuates se encuentran en las con- 
diciones previstas en la ley y esto sólo puede hacerse mediante 
el correspondiente decreto del P<*ler Ejecutivo, precedido al 
efecto de una investigación de hecho practicada por las autorida- 
des administrativas. 

Que no habiéndose modificado el decreto del Poder Ejecu- 
tivo de 14 de Julio de 1911 en la fecha de producirse el despacho 
de ta tierra romana materia de la denuncia, su introducción se ha 
hecho dentro de la franquicia legal. 

Por estos fundamentos y reproduciendo además los de ta 
sentencia apelada, se la confirma en bodas sus partes. Xotifíque- 
sc y devuélvase. 

A. Bermejo. — J. Fu; ce boa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
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Don Enrique C. kuic contra ¡a Proiimia d%- liiwmis Aires, sobre 
daños y perjuicios:. 

Sitnutriú: 1" Si bien el criterio para apreciar la prueba testimo- 
nial delie ser, en general, restrictivo cuando ¡os testigos tie- 
nen taclias relativas, tal restricción mi puede llevarse hasta 
negarb inda valide/, cuando de utras decía rae i» mes no ta- 
citadas y de los demás antecedentes de los autos se induce la 
verdad de tales testimonios. 

2* Jil incendio como acto reprobado i»or la ley ,im|M>i^- 
al que lo ocasiona por culpa o negligencia la obligación de 
indemnizar lo* daños y perjuicios rpic con él se causan a 
terceros (Código Civil, art. 1109 1, extendiéndose esa res- 
ponsabilidad íart. MU, Código Civil), a la persona lia jo 
cuya dependencia si* encuentre <■! autor del daño o por las 
cusas dt (|tie se sirve que tiene a su cuidado. 

& Revistiendo, en- el caso, la provincia demandada el 
carácter de jn-rsona jurídica como empresa que explota sin» 
lineas terreas, le son aplicables las disposiciones de la lev 
civil transcriptas, con arreglo a lo que prescrilien las leyes 
esi>eciales a que la industria aludida está subordinada. íÁrt. 
91, ley de Kerroear riles de la Provincia ; ars. 65, 83 gpfttfb 
final, y 91, ley nacional É* 2873). 

4' El fernuarril es responsable de los daños causados 
por incendio, si hay prueba para atrihuirlo a él. y no la hay 
para demostrar que procedió de caso fortuito o fuerza mayor. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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17 de 192H. 

Y Vistos: Los seguidos [Mir don Enrique C. Ruiz contra 
la Provincia de Dueños Aires, por daños y jH-rjtiicios, de los 





j y con lus documentos precedentemente 
dos. comparecen los señores Eugenio X. Purniclion y 
lie en representación del actor, exponiendo: que vienen a en- 
tablar demanda contra la Provincia de Hueno.s Aires por el 
p'igo de "once mil ciento treinta y tres pesos" 1 , o lo que resulte 
tk* la prueba, con intereses y costas. itujiorte de los (Liños y ¡Se*» 
juicios t»casionados |>or el Ferrocarril Provincial de l^a Plata a 
Meridiano Y |ior medio de un incendió (jtie quemó parle de un 
cuiipo de doña Helia lí. de Ruiz, esposa del demandante. 

(Jue dicha señora de Rubt, propietaria de la estancia "!*a 
Clelia", sita en el partido de Linncoln, Provincia de Buenos Ai- 
res, según se acreditará o|iortuiiainciitc ¡«ir la correspondiente 
escritura, siendo esa finca atravesada por el referido ferrocarril, 
y parte riel campo lindante con la via está sembrada con maíz y 
el resto se destina ai enpnrdc de haciendas. 

Que el 16 ile Mayo último. \*)27. la cuadrilla firme de la esta- 
ción Onecen, compuesta de un ca|>atáz y tres o cuatro j>ennes. t ra- 
lbando a la altura del kilómetro 415 de la línea férrea mencio- 
nada, se ocupó en quemar los pastos secos del espacio comprendi- 
do entre ios alambrados de cada lado de la via. i >] «-ración que 
suspendieron para almorzar produciéndose en tales circunstan- 
cias un gran incendio que partiendo de la vía férrea en dirección 
al Sud, penetró impelida |mr el viento, al campo del actor, adonde 
concurrió para tratar de extinguir el fuego la referida cuadrilla, 
la misma que en dias anteriores había producido incendios meno- 
res qu« lograron apagar con ayuda del demandante, y de otros 
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vecinos ; pero ti incendio de que se trata no pudo ser dominado 
sinó después de algunas horas y cuando ya se habían quumado 
ciento veinte hcctiírcüs de pastoreo: veintiún hectárea.! de maíz 
y destruido un jagüel y los postes, varillas, etc., de un alambra- 
do de ochocientos metros. 

Que los cálenlos sobre los daños sufridos y el lucro cesante, 
que se detallan, pueden no ser exactos, y en consecuencia el actor 
queda a tas resultas de la prueba, ya sea en más o menos de la 
suma que demanda, fundando su derecho en los arts. 902. 903, 
10oK \Wl 1109. 1113 y 1122 y concordantes del Código Civil; 
y derivando la procedencia de ía jiv ¡¿dicción originaria de esta 
Corte, en el caso, por tratarse de un juicio entre una provincia y 
un vecino de esta Capital, pidiendo en mérito de los anteceden- 
tes relacionados que se condene a la Provincia de Filíenos Aires al 
pago de la Mima demandada, p la que resulte de la prueba, con 
intereses y costas. 

Que tenida por acreditada en cnanto hubiere lugar la juris- 
dicción meneada, corrióse traslado a la Provincia flema nc lar !;i (fs. 
K vta.), la que contesta a fs. 20 eximiendo: Que niega los he- 
chos expresados en la demanda ; que la empresa del Ferrocarril 
Provincial de que se trata ha mantenido un cambio de correspon- 
dencia [Mir un reclamo del señor Kuíz con motivo de un incendio 
de campo y se le hizo salier que la empresa tu» se avenía al jiago 
ni reconocimiento de ningún daño, jior cuanto, si se refería a 
las consecuencias de un incendio o quemazón de campo cerca de 
< jnecco en el mes de Mayo, el ferrocarril ni sus empleados no 
unían ninguna rcsj>onsabilidad en el hecho y que la ailpa del 
mismo debía ser imputable a bis dueños de los bienes perjudica- 
dos (si bulbo algunas), o a los empleados de los mismos o de ter- 
ceros. 

Que por las razones expuestas y Ir) dispuesto por los arts, 
11 II y sus concordantes del Código Civil, pide el rechazo de la 
demanda, con costas. 

Que recibida la causa a prueba (fs. 23 vta.) se produjo la 
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que expresa vi certificado de fs. 189. se presentaron los alegatos 
de fs. 190 y 198 y se llamó autos para definitiva (ís, 211 vta.J 

V Considerando: 

Que atentos los términos y condiciones en que $e ha plan- 
tead» y definido el litigio, procede establecer desde luego, si el 
hecho fundamenta] del mismo, esto es. el incendio que originó 
los dáños y |k.tj uicios <|«e se demandan, ha sido o no demostra- 
do, y en caso afirmativo, si le es imputable y en qué proporción 
a la parte demandada. 

(¿lie las actuaciones de la pr licita de autos acreditan, en ge- 
neral, que el 16 de Mayo de 1927, mas o menos a la hora que su 
refiere, un incentivo producido en el paraje relacionado quemó 
una i>arte del canipo del actor, ocasionándole los |ktJ uicios con- 

Que el examen de la prueba testimonial rendida, vinculada 
con antecedentes y circunstancias que ta confirman, permite lle- 
gar a la conclusión de que el foco originario del incendio estuvo 
en los pastos quemados por la cuadrilla de peones de la empresa 
ferroviaria aludida, los que al dar ]»>r terminada su tarea en ese 
punto, no extinguieron sin duda por completo el fuego, y éste, 
estimulado por el fuerte viento reinante se propagó a los terre- 
nos contiguos y produjo el incendio. Asi resulta, en efecto, como 
queda dicho, de las declaraciones en general, obrantes dé fs. 51 
a <Ví vta. y a fs. 75 del cuaderno de prueba del actor, en la mayor 
parte de las cuales se contestan afirmativamente las preguntas 
4». 9» y 17' del interrogatorio fie fs. 49. relativas al origen de! 
incendio y a la actuación de la cuadrilla del ferrocarril ; y si bien 
algunos testigos ignoran el contenido de (lidias preguntas, ex- 
plican que no llegaron al sitio del incendio al iniciarse éste, sino 
más tarde, cuando el fuego se bahía internado a gran distan- 
cia en el canq>o quemado. Por lo demás, los testimonios de los 
comiHinentes de la referida cuadrilla de Gnecco. Juan Montavain, 
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ís. 8S f Pedro Minigrani. fs. 85 vta.. Isidoro Venturati, fs. 86 y 
Andrés Alijárese, ís. $6 vta., que figuran en el sumario de la 
comisaría de Lincoln, él que ha .sido presentado ctmio instrumen- 
to probatoria |H»r el demandante y [x>r el demandado (ís. iSO y 
«ja? de los respectivos cuadernos de pruciia). son concluyeme* 
en el st'iitidu ik* que dicha cuadrilla quemó aquel día, a la hora 
expresada, los pastos de la vía férrea, y producido el incendio, 
el capataz y los peones de la cuadrilla prestaron su concurso en los 
trabajos de extinción del fuego, antecedentes a los que procede 
agregar que no se lia demostrado míe otras personas transitaran 
por aquel luijar en las circunstan ¡as antedichas, que el dictamen 
pericial (fs. 28. cuaderno de prueba del actor j establece que 
puede afirmarse "categóricamente" que hay signos visibles de 
que el fuego se ha origionado en la vía del ferrocarril provincial, 
y en fin, que en el informe del Ministerio de Agricultura, a fs. 
67 del cuaderno de pruelia del demandado, se afirma que de las 
noventa hectáreas de maíz del campo de referencia, veintiuna 
hectáreas se quemaron "por fuego salido de las vias del ferro- 
carril Provincial." 

Que si de los antecedentes que querían consignados no sur- 
giese la priieUt incontrovertible sobre la causa originaria del in- 
cendio de que se trata, resultarían en todo caso ampliamente de- 
mostradas presunciones claras, precisas y concordantes que llevan 
4i la conclusión lógica de que el incendio ha sido ocasionado piu- 
la causa y en la forma expresada, actuando como factor prin- 
cipal el fuego que quedó en las vías y que en un dia de fuerte 
viento se propagó al pasto fácilmente inflamable en razón de la 
sequía reinante. 

Que impugnados por ta defensa ríe la Provincia alguno de los 
testimonios en que la demanda funda su prueba, procede obser- 
var que las tachas formuladas además de ser relativas (Código 
de Procedimientos de la Capital, art. 207, inciso 2\ supletorio 
en lo federal |*»r ley N* 3981 ) . puesto que derivan del carác- 
ter de dependientes que tales testigos tienen respecto del actor. 
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no enervan la eficacia de esos testimonios ¡urque sus declaracio- 
nes son concordantes con otros elementos proliatorios que hay 
en autos y porque además, atentas las circunstancias de hecho y 
di- lugar, son testigos necesarios, como quiera que no había otros 
en aquel punto que pudieran deponer sobre los antecedentes cons- 
titutivos de esta causa, Y si bien el criterio para apreciar la pruc- 
1» testimonial debe ser, en general, restrictivo, cuando los tes- 
tigos tienen tachas relativas, tal restricción según esta Corte lo 
tiene declarado en casos análogos al presente, no puede llevarse 
hasta negarle toda validez cuando de otras declaraciones no ta- 
'.hadas y de los demás factores de pruelia se induce la verdad de 
tales testimonios, tanto más en casos como el de autos ]>or tratarse 
de un paraje relativamente despoblado y en el que no era razona- 
ble que hubiera testigos extraños en absoluto al propietario del 
müpb incendiado. (Fallos, tomo 130, pag, 105, entre otros). 

Que cu cuanto a la prueba de la demandada, consiste e» la 
testimonial de (s. 29 de sn cuaderno, que no le es favorable pof 
cuanto demuestra en todo caso, según ya que* la establecido, que 
la cuadrilla (irme de < ¿neceo quemó en las circunstancias (pie 
denuncia la demanda los pastos de ta vía férrea; la de fs. 45 y 
47 vta., declaraciones prestadas por dos ins[>ectores del ferroca- 
rril que no presenciaron , el incendio y que se limitan a opinar 
sobre el punto por referencias que dicen se les lian hecho al res- 
pecto ; las posiciones que absuelve el señor Rui?., dueño del cam- 
po (fs, 17), (pie no se relacionan ni aportan antecedentes sobre 
la causa y origen del incendio; y los informes de la Dirección 
de Meteorología (fs. 22 vta.), (pie manifiesta no tener estación 
de observación en aquel punto, ¡)ero infiere por datos de otros 
parajes cercanos, que era suave el viento (pie todos los testigos 
declaran que era fuerte, y de la Dirección de Economía Rural 
y Estadística (fs. 64 vta.), que afirma, según precedentemente 
se hace constar, que el fuego salió de las vías del ferrocarril 
provincial. 
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un reiteradas decisiones análoga*, el incendio como acto ilícito 
impone al que lo ocasiona jwr cul]»a o negligencia la obligación 
de indemnizar los daños y perjuicios que con él se causen a ter- 
ceros (Código Civil, art. 1109), extendiéndose esa obligación del 
causante del daño a los daños que causaren los que están lia jo 
su dependencia y aún de tos que produzcan las cosas de que 
se sirve ó que tiene a su cuidado < Código Civil, art. 1113} ; y 
rtvistienUu, en el caso, la provincia demanda el carácter de per- 
sona jurídica como empresa que explota sus líneas férrea;*. le. 
son aplicables las disi>siciones de la ley civil transcriptas, con 
arreglo a lo que prescriben las leyes especiales a «pie la industria 
aludida está suliordinada íart. 93. ley de Ferrocarriles dé la Pro- 
vincia; art. 65. 83 apartado final, y <>1 ley nacional N> ¿873). 

Qur en lo relativo a la apreciación de los daños y perjui- 
cios que se demandan procede tener especia Intente en cuenta que 
en el dictamen pericial de autos se analizan en detalle tildas las 
partidas de la reclamación interpuesta, y refiriéndose a los diver- 
sos puntos sometidos a su examen el perito señor Hasavilbaso 
abarca el conjunto de dicho reclamo y comprende en sti infor- 
me: a) la extensión y calidad de] campo afectado por el incen- 
dio ; b) la capacidad del mismo para la producción del maíz y el 
engorde de haciendas; c) las condiciones de dicho campo en es- 
tado natural o cultivado; d) las jwrdidas por lo que se ha des- 
truido y por lo que se deja de percibir en relación al gasto para 
restablecer lo antes existente y al tiempo necesario al efecto, todo 
ello a base de investigaciones personales directas, cálculos y apre- 
ciaciones derivadas de un estudio detenido del caso juzgado con 
criterio razonable y justo, y que en tal virtud este Tribunal acep- 
ta como la expresión fundada de lo que corresponde resolver 
al respecto. 

Que establecido por la propia manifestación del actor (fs. 
134 vta.) y por la declaración testimonial de Hipólito tbáñez 
(fs. 90) que aquél solo tiene el veinte por ciento del sembrado 
de maíz de que se trata, y sea cual fuere la naturaleza del con- 
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trato, innominado, de locación o de sociedad, que medie entre 
Ibáñez y Ruíz. es evidente que a éste sólo le compete accionar 
por la parte y en la proporción que a él le corresponde, toda vez 
que no aparece en autos la autorización que habría sido necesa- 
ria que le confiriese Ibáñez para gestionar el ludo de la indem- 
nización demandada por este concepto, En consecuencia, la parti- 
da de pesos "mil doscientos dos con veinticinco centavos" que fija 
la pericia ( fs. 54 vta.), del»e limitarse al veinte por ciento de esa 
cantidad, o sea a la suma de "doscientos cuarenta pesos con cua- 
renta y cinco centavos nacionales." 

Que resjjecto de la j «anida de mil ciento setenta y tres pesos 
con noventa centavos que se incluye en el rubro del lucro cesan- 
te por concepto de algunas calazas de ganado que se dicen mal 
vendidas, procede observar: que dicha partida (pie en el escrito 
de demanda figura sólo por la suma de "setecientos veinte pesos 
nacionales", no ha sido incluida con las demás del litigio entre 
los puntos que consigna el escrito de fs. 35 de autos, eliminán- 
dosela, l»or consiguiente, del dictamen pericial y sin que en la 
rendida sobre ese punto, limitada al informe de fs. 39 vta.. se 
haya demostrado que fuera indis|)cnsahle ¡«car del campo la re- 
ferida hacienda y venderla de inmediato con el quebranto que le 
asignan los consignatarios por una suma tan alta con relación 
a las mismas apreciciones del actor, antecedentes en mérito de 
los cuales se estima que dicha partida no ha sido debidamente 
justificada. 

Por los fundamentos expuestos se declara responsable a la 
Provincia ile Buenos Aires del incendio a que esta causa se re- 
fiere, y en consecuencia, que debe pagar el actor en el término 
de veinte días la suma de "tres mil novecientos sesenta pesos, 
noventa centavos nacionales" en que se estiman los daños) y per- 
juicios precedentemente examinados. Las costas por su orden cu 
razón de no halwr prosperado la demanda en todas sus partes. 
Notifiques? y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueeoa Al- 
corta. — R. Guido La valle. — 
Antonio Sacarna. 
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Don Pablo Lagystma y otro.- contra la Provincia de Buenos .¿ti- 
res, por daños y perjuicios. 

Sumario: 1* Dado que según la Constitución de la Provincia de 
Buenos Aires, los Ministros del Poder Ejecutivo desunan 
de acuerdo con el Gobernador y refrendan con sus firmas 
la» resoluciones de éste, proyevendo por sí. sólo en lo que 
concierne al régimen de su dcf>artamcnto y en los decretos 
de trámite, y que la provincia, en su carácter de persona ju- 
rídica, sólo puede ser obligada por sus representantes lega- 
les, obrando éstos dentro del límite de sus atribuciones le- 
gales (arts. 33, .16 y 43. Código Civil). corresjMindc el re- 
chaio de una demanda por daños y perjuicios provenientes 
del incumplimiento de contrato, basada, únicamente, en un 
oficio del Ministro de Hacienda dirigido a los actores, en el 
que les comunica! « que había resuelto concederles el uso 
de un local de propiedad de la provincia para los fines que 
lo habían solicitado. 

2? La disposición del art. I* de la ley de Contabilidad 
de la Provincia de Huenus Aires, según la cual los valores y 
bienes muebles o inmuebles y respecto de estos últimos, tan- 
to públicos como los (joscidos a título de propiedad privada, 
produzcan o no renta, serán administrados por el Ministerio 
de Hacienda, sólo puede significar, dentro del orden local 
de la provincia, que todo lo concerniente al jjatrimnnio de 
ella misma es de atingencia de ta gran repartición del go- 
bierno que se llama Ministerio de Hacienda, como suceoe 
en torios los gobiernos ordenados. 

3» Las personas jurídicas que obran por medio de sus 
mandatarios no residen de los actos de éstos que estén 
fuera de los límites de su mandato; y como consecuencia, 
las provincias no son responsable de los perjuicios ocasio- 
nados por actos ilícitos de sus empleados. 

Caso: Ij> explica el siguiente; 
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FALLO DE LA COKTK SUPKKMA 

Huenos Aires, Septiembre 17 «Je VJ2&. 

Vistos : 

Kcsiiltaiiílc» : 

Que a fs. 5 se presenta el procurador D. Ernesto Sünonini 
con |toder suficiente de los señores Pablo luigústena y Víctor 
Dolar, demandado a la Provincia de 1 Sueños Aires por indemni- 
zación <ie daños y perjuicios provenientes del incumplimiento 
de un contrato por jarte de aquélla: fija la suma respectiva en 
la de veinte y dos mil pesos moneda nacional, acompaña la nota 
del señor Ministro de Hacienda en (pie funda su derecho y tes- 
timonio de utia protesta a que dieron lugar los hechos que invo- 
ca. Son estos, según los actores, el haberles concedido el señor 
Ministro de Hacienda, con fecha 4 de Mayo de 1923, el Teatro 
Argentino de la ciudad de La Plata, para celebrar representacio- 
nes de ópera durante las fiestas mayas, con una compañía que 
debían formar al efecto y el de no haber cumplido el señor Mi- 
nistro dicha concesión, adjudicándola, por el contrario a otra 
empresa. 

Estas circunstancias, agrega el procurador Simunini. han 
ocasionado gastos y |>erjuicios a sus mandantes provenientes 
de dci«m bolsos efectuados y de privación de ganancias que hu- 
bieran obtenido si hubieran gozado de la concesión ofrecida. A 
mérito de estas consideraciones, puntualizadas en la demanda y 
de lo dispuesto en los arts. 505, 506» 511, 512, 519 y 576 del 
Código Civil y 2 de la ley de contabilidad de la Provincia, ter- 
mina el actor solicitando se condene a la Provincia al pago de la 
suma ya expresada con costas y costos. 

Que acreditada la jurisdicción orgínaria de esta Corte y co- 
rrido el traslado de ley a la demandada, ésta fué contestada a 
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fs. 32, por el representante de ta Provincia doctor Emilio Zo- 
rraquín. quien tnatii fiesta, sin negar el hecho fundamental dc Ja 
concesión del teatro jxir el señor Ministro dc Hacienda : que és- 
te exigía ciertas condiciones, al concesionario, sobre la calidad 
de los artistas, los coros, la orquesta y el repertorio, condiciones 
que los concesionarios no demostraron halier cumplido, uo apare- 
ciendo en La Plata f«ra arreglar estos detalles, por lo cual el Mi- 
nisterio admitió la propuesta de otra empresa, en resguardo de 
la situación que le crealia el silencio de los actores que se man- 
tuvo, basta el 22 de Mayo, como ellos lo revelan en la demanda, 
En lo referente a la acción deducida, agrega el d<Ktor Zo- 
rraquin, "jamás podría res¡jonsal>ilidarse a la Provincia de Hue- 
nos Aires de la consecuencia de los decretos a que hace referencia 
la demanda, como base de la indemnización que se solicita, pues 
a ello se opone el art. 4.3 del Códijjo Civil" 

Xiega, además, que los actores hayan sufrido perjuicio al- 
guno "en virtud de actos del Poder Ejecutivo de la Provincia y 
solicita el rechazo dé la demanda con costas. 

Que ahierta la causa a priiclm a ís. 42 vta.. se agregó la 
certificada a fs. 120. alegaron las parles a Fs. 121 y I >S y se lla- 
maron los autos para definitiva, y 

Considerando : 

One habiendo udp impugnada, en la contestación, la Imse de 
la demanda, nial es el oficio del señor Ministro de Haeictula. 
corriente a fs. 4 de estos autos, sosteniéndose que la concesión 
a que él se refiere no obliga a la Provincia, corresiiondc conside- 
rar i-n primer término, si dicha defensa se ajusta a las dis|wsi- 
eiones legales invocadas y a la jurisprudencia dc esta Corte, 

Que a este respecto, conviene trascribir, para mayor clari- 
dad, el texto de aquel oficio, único ]>releiidido acto de gobier- 
no, aducido |H>r tos actores, para fundamentar su acción. Dice 
asi: "Tenso el agrado de dirigirme a Vds. haciéndoles sibcr 
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que este Ministerio en virtud del \mluh> por Vds. formulado, ha 
resuelto concederles la sala del Teatro Argentino |«ra los días 
24, 25, 26 y 27 del actual, en cuya» fechas se comprometen dar 
funciones con la cumi>añía Urica de ópera italiana y a que se re- 
fieren en su nota del 23 de Abril próximo pasado, quedando 
entendido que todos los gastos que con ese motivo se ocasionen, 
corren de su cuenta. Saluda a Vds. muy atentamente— Salva- 
dor M. Víale." 

Que como fácilmente se i»ercibe, a la simple lectura de ese 
documentos, no se trata de un acto del Poder Ejecutivo de la Pro- 
vincia, suficiente a comprometer la responsabilidad de ésta, si no 
simplemente de una concesión graciosa, cuyas consecuencias no 
pueden recaer sobre el erario público, no sólo |ior razones expre- 
sas de la legislación civil, sino en virtud de las propias institucio- 
nes provinciales que enseñan que los ministros del P. E. des- 
pachan de acuerdo con el Goliernador y refrendan con su firma 
las resoluciones de éste, proveyendo por sí. sólo en lo que con- 
cierne al régimen de su departamento y en los decretos de trá- 
mite, como que aquel alto magistrado es el Jefe de la Adminis- 
tración de la l*rovincia y el único representante de ésta {arts. 
141 y 140 dé la Constitución locah. 

One no se ha traído a los autos, por los actores, decreto for- 
mal alguno que establezca relación de derecho contractual o de 
cualquiera otra clase, entre ellos y la Provincia, desde que ésta, 
en su carácter de jjersona jurídica, sólo puede ser obligada por 
sus representantes legales obrando estos dentro del limite de sus 
airümciones legales. (Arts. 33, 36 y 43 del Código Civil). 

Que si bien es cierto que la ley de contabilidad provincial 
dispone que los "valores y hienes muebles o inmuebles y respecto 
de estos últimos, tanto los públicos como los poseídos a titulo 
de propiedad privada, produzcan o no renta, serán administra- 
dos |*>r el Ministerio de Hacienda" esta disposición legal de ca- 
rácter administrativo, no puede interpretarse en mengua de la 
propia constitución del estado ni entenderse como que ella atri- 
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huye al .Ministro de Hacienda facultades para disponer |wr si 
y ante si de los bienes públicas privados; dicho artículo 2* de 
la ley respectiva, testimoniado a fs. 106. sólo puede significar 
dqntm del piTtten local de la provincia, que todo lo concerniente 
al |>atrrmonio de ella misma es de atingencia de la gran reparti- 
ción del gobierno que se llama ministerio de Hacienda, como su- 
cede en todos los gobiernos ordenados, pías darle el prctenrlido 
alcance sería reconocer en los titulares de aquella cartera las 
atribuciones de administradores exclusivos de los bienes cuyo 
cuidado se les confía. 

Oue esta Corte ha declarado que aún cuando Se tratara de 
|R*r juicios ocasionados por actos ilícitos, la provincia no seria res- 
ponsable. porque las personas jurídicas que obran ¡jor medio 
de sus mandatarios, no responden fie los actos de éstos que es- 
tén fuera de los límites de su mandato, y esto es más evidente en 
el caso de autos en que los act.es imputados al Ministro de Ha- 
cienda no lian ¡todido tener por objeto lieneficiar a la Provincia 
y no le han luncftciado. (Fallos, tomo 124. pájf. 16 y los allí 
citados). 

Que. por otra parte, siendo las provincias personas jurídicas 
según el art. 33 del Código Civil, le son aplicables las disposicio- 
nes del art. 36 del mismo Código, y se hallan por. lo tantn habili- 
tadas para itegar eficacia a los actos de sus representantes, cuan- 
do éstos se hubieran extralimitado al ejercer sus podes (Fallos, 
tomo 150, pág. 233 j. y si esta actitud es legítima cuando se trata 
del gobierno de los Estados, tanto mas debe serlo si se conside- 
ra que. en el sttb ¡udkc. el acto con el cual pretende responsabi- 
lizarle a la provincia proviene de un funcionario que por si solo 
no puede obligarla por contratos de naturaleza alguna. 

Que. en consecuencia de lo establecido en los considerandos 
precedentes, no corresponde entrar al análisis de la prueba pro- 
ducida en el pleito, ni a las cuestiones que de ella se derivan. 

Que resolviéndose la causa por razones de derecho, que no 
desvirtúan los hechos invocados por el aetor. sino sólo sus efec- 
tos jurídicos, procede la exoneración de costas. 
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IV <r estos fundamentos se absuelve fie esta demanda a la 
Provincia (k* Hítenos Aires, sin costas. Xotifiquese y archívese 
previa reposición del pnpd. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — R. Guido Lavalle. — 
Antonio Sacar na. 



¡)mt Francisca S mires solicita jubilación f>nr retiro voluntario 

Sumario : Para gozar de los bencí icios de Ir ley 10.650, es nece- 
sario, de conformidad a su arl. 32, que las dos condiciones 
de edad y an<t> de servicios que exigen los arts. y 22 de 
la misma, concurran a la vez en el momento de dejar el 
servicio. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLl t lOX HE LA CAJA NACIONAL HE J CSII.ACION'ES V l'ENSIO- 
¡ÍES I1E EMPLEADOS FERROVIARIOS 

Buenos Aires. Marzo Mi tic 1928, 

Visto que el ex empleado del Mercado Central de Frutos, 
don Francisco Suárez. solicita pensión |ror retiro voluntario en 
«informidad con el art. 22 de la ley 10.650 y 

Considerando: 

Que dkha disposición legal expresamente establece t|ue la 
jubilación \*ir retiro voluntario corresponde a] empleado u obre- 
ro que acredite la prestación fie más de diex (10) años de ser- 
vicio y la edad de cincuenta <50) años. 

Oue el petulante cesó en el servicio el dia diez de Febrero 
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de 1920 ( f s. 6 ) y ymx consiguiente su derecho debe ser aprecia- 
ilo con relación a las circunstancia!» concurrentes en esa lecha, 
ya que por el art. 32 de la mencionada ley 10.650 e! derecho 
a ta jubilación existe desde el momento en que el interesado 
deje ríe prestar servicio, 

Que contemplada la situación del jiostulanrc en la fecha ya 
expresada, es evidente que carece de derecho a la pasividad pre- 
tendida ya que, como la eompruelia la partida de nacimiento de 
fs. 1 T sólo comalia cuarenta y seis años de edad, vale decir, no 
llenaba las condiciones exigidas |*>r el recordado art. 22. 

Por estos fundamentos, atento lo dictaminado por ta aseso- 
ría legal, lo aconsejado \w la comisión de jubilaciones y de con- 
formidad con lo acordado por el directorio en ta sesión del 27 

del corriente mes, se resuelve: 

i 

1* No hacer lugar al pedido de de jubilación por retiro volun- 
tario formukdo por el ex empleado del Mercado Central de Fru- 
tos, don Francisco ("¡oitzález. 

29 Previa notificación al interesado, archívese. 

/. fírivio. 

SENTENCIA HK LA CÁMARA FEDERAL OK APKLACIOX 

Hueiios Aires Jnli-i 13 ile 1M¿8. 

V Vistos: 

lie acuerdo con lo resuelto por este tribunal en los casos 
(fe Mtterto Horinat, Santos Palermo y José del Carmen Macha- 
do, fallados el 31 de Agosto y Diciembre 2 de 1927, respectiva- 
mente: y siendo arreglada a derecho, se confirma la resolución 
apelada de fs. 10 que ileniega la jubilación por retiro voluntario, 
solicitada por Francisco Suárcz. Devuélvase sin más trámite.— 
Marcelino Escalada. '— B. A. Xasar AnchorcMQ, — /. P. Luna. — 
José Marcó, 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR UE.NKKAL 

Uuciuij Aires Septiembre 7 «le IWS- 

Suprema Corte; 

Üoti Francisco Suáre/. ha recurrido para ante esta Curie Su- 
prema la sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Ca- 
pital que, al confirmar la resolución de fs, 10 dictada jior la Ca- 
ja Xacioiial de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferrovia- 
rios, deniega al peticionante Ja jubilación que solicitó por retiro 
voluntario, 

En la causa se lia disentido la interpretación y aplicación de 
los arts. 21. 22. 25, $2 y 34 de la ley 10.650. que acuerda di- 
chas jubilaciones y la decisión ha sido contraria al derecho invo- 
cado por el recurrente, fundado en dichas distjiosicioncs legales. 

En tal virtud, y de acuerdo a lo resuelto por Y. E. en casos 
analcos, el recurso deducido procede atento lo dispuesto por el 
art. 14 de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto, por los fundamentos de la 
referida resolución de fs. 10. pido a V. E. confinme la sentencia 
ajwlada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Larrcta. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rncims Aires, Sepoemfcrc 17 de 1928. 

Autos y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido por la 
Cámara Federal de Apelación de esta Capital en el juicio segui- 
do |»r don Francisco Suáre* contra la Caja Nacional de Jubila- 
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ciones y Pensiones de Empleados Ferroviarias, sobre jubilación 
por retiro voluntario, 

V Considerando : 

Que de acuerdo ron lo que establece» los arts. KS y 22 de 
la lev X* 10.650 a tos efectos de la jubilación ordinaria o retiro 
voluntario además de los años de servicio se requiere que el re- 
currente tenga cincuenta años de edad. 

Que si bien en la especie sub lite el interesado ha compro^ 
liado en el momento de solicitar su retiro que en su caso se en- 
contrallan llenados los requisitos requeridos |>or el art. 22. proce- 
de si» cmliargo observar, como lo ha hecho la Caja, que en el 
momento de abandonar el empleo no tenía la edad que establece 
la disposición legal citada. 

Que como los betieí icios de la ley se otorgan desde el día 
' en que el interesado deje el servicio", art. 32, debe interpretarse 
que lo que la lev ha contemplado es que las dos condiciones de 
edad y años de servicio concurran a la vez en el momento de de- 
jar el servicio. 

Que la presentación a que se refiere el art. 25 sólo prevé la 
situación del obren» o empleado en los casos que determinan los 
arts. 23 y 24 y que lio es el caso de autos. 

I W ello, de acuerdo con lo dictaminado por el Señor IVocu- 
rador General y los fundamentos de la resolución recurrida, ac- 
ia confirma en la jarte que ha podido ser materia del recurso. 
Molifiqúese y devuélvase. 

A. Bermejo. — J. Fiülkroa Al- 
corta, — tí. Guido I.av.vu.k. — 
Antoxio Sauakna. 
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Banco Español M Río de la Plata contra José y Sil» I iolieca. 
por cobro de pesos; sobre competencia, Incidente sobre le- 
vantamiento parcial tic inhibición. 

Sumario, 1" Utocesde el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48. contra una resolución que deniega él f itero federal í lin- 
dado por el recurrente en los incisos 9 y 10 del art. 2" de la 
misma ley. no sólo ]>or interpretación de hechos y preccj*- 
tos de la ley común de quiebras, sino también por aplicación 
del art, 2" de la ley adiciona! de jurisdicción y continen- 
cia X * 927. 

2-' Los enunciados de los incisos 9 y 10 de la ley 48 ri- 
gen las relaciones de derecho de una Situación legal en con- 
diciones normales y no cuando, como en el caso de autos, una 
ele las partes fué declarada en estado de quiebra o concurso, 
siendo en tal emergencia, el régimen de aquellas relaciones 
el que determinan las leyes y preceptos cs|iccia)mcnte dic- 
tados al efecto, entre otros, en materia de jurisdicción, los 
que consagran el inciso 1*. art. 12 de la ley 48 y art. 22 de 
la P 927. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario. Abril 28 tic W26. 

Visto el pedido del levantamiento de la inhibición que pesa 
sobre l<»s demandados, hecho a fs. 58 de estos autos que siguió el 
Banco Español del Rio de la Plata contra José y Síia Vigliecea, 
sobre cobro de ]icsos. 



Y Considerando que : 
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l v Consta a ís. 45 que él juicio iniciado e! 18 «le Mayo de 
1922, terminó por sentencia favorable al actor; qüe éste pidió 
copia de la liquidación correspondiente al capital adeudado, in- 
tereses y costas ($ 2.416.55 en total), a fin de hacer valer su 
crédito ame d juez de la quiebra del demandado José Vigliecea; 
y que. otorgada tal copia, se decretó el archivo del expediente con 
' fecha 6 de Febrero de 1923 ( fs. 45 vía. } 

2* Consta asimismo (fs. 66 vta ). que el actor pidió la ve- 
rificación de ese crédito en el juicio de quiebra de José Vigliec- 
ea, iniciado el I» de Julio de 1922 ante el señor Juez de I» Ins- 
tancia en lo Civil y Comercial de la I* Nominación de la ciiulad 
df Corrientes. 

3* Que cott arreglo a tos ¡trts. 58 y 80 de la lev de quiebras, 
concordantes con el art. >> de la ley 927. es al juaf de la quiebro 
a quien corrcs|M>n<le entender en el juicio dé inhibición, máxime 
cuando concurren en este caso las siguientes circunstancias : 

a Tí I,a venta del buque cuyo registro se gestiona ahora fué 
hedía ñor José Vigliecea el 6 de Mayo de 1922. o sea once días 
después de serle protestado el pagaré tmteria (leí litigio i fs. 1 v 
52 vuelta). 

/') La parte acurra se opone al levantamiento de la inhibi- 
ción, y los arts. 7f- y 77 de la ley de quiebras, permiten plantear 
controversia acerca de si es o no anuíanle dicha venta. 

O Ej levantamiento de la inhibición puede entonces causar 
perjuicio ¡i | a masa de acreedores, y es obvio que debe decretar- 
la solamente el juez de la quiebra. 

d) 1.a venta se efectuó en la Provincia de Corrientes, don- 
de se tramita ahora el juicio de quiebra, y en la mixua provin- 
cia se hallan domiciliados el fallido y el comprador del buque. 

Resuelvo: declarar incompetente a este juzgado («ira cono- 
cer en la cuestión planteada a fs. 58. Insértese, hágase salier y 
rc]>óngase. 

Juan Akrarep, 
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SKNTKNCfA !>E LA TÁMARA ¡-EOERAL DE APELACION 

K»!ttrii>. Julio M (le 19¿í». 

Vistos lits autos seguidos [xir i>t Banco Español del Rio fie 
la Flata contra José y Sila Vigliecca. sobre cobro de pesos (inci- 
dente de levantamiento parcial ele inhibición ) : 

Por sus fundamentos y de conformidad con to dictamina- 
do |Mir el Señor Fiscal de Cámara* se confirma, con costas, la 
resolución apelada de fs. 70 y vuelta, fecha veintiocho de Abril 
del corriente año. Nolifiquese y devuélvase al juzgado de orí- 
gen donde se rei>ondrán los sellos. — Carlos M. Avila. — Luis 
l '. Cotízales, — José Al. Fierra, según su voto y en disidencia 
por las costas. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PKOCURAUOU «EN ERAL 

Buenos Aires, Septiembre 7 Je 19¿7. 

Suprema Corte: 

Deducida por ante el Juzgado Federal de la ciudad de Ro- 
sario la presente ejecución seguida por el Banco Español del Río 
de la llata contra los señores José y Sila Vigliecca, y decretada 
a ís. 9 vta. contra dichos ejecutados la inhibitoria general de bie- 
nes, mandóse. i«*r sentencia de fecha 8 de Julio de 1922, llevar 
adelante la ujecución, no obstante que, según resultó posterior- 
mente a ís. fiO vta., uno de tos deudores José Vigliecca, ya ba- 
lita sido declarado en quiebra, en l v de Julio de 1922, por el se- 
ñor Juez de t* Instancia en lo Civil y Comercial de Primera No- 
minación de la ciudad de Corrientes. 

En esta situación y encontrándose el juicio archivado a so- 
licitud del acreedor. |H»r haberse éste dispuesto a pedir la veri- 
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ficación dé sn crédito en ti juicio de quiebra de su deudor, pre- 
sentóse cu 2S d< Noviembre de F>24, don D!bníin¿b Herrera (Hi- 
vcr solicitando en el carácter de adqui rente de un bnque del eje- 
cutad» di ni José Vijdtecea. el levantamiento ¡arcial dé la inbi- 
I lición decretada contra su vendedor, al sólo objeto de que se note 
ta compra efectuada, a cuya medida se opuso la ixirte ejecutante. 

ftjr resolución de fs. 70 el señor Juez Federal de la ciudad 
del Rosario, se declaró incompetente para conocer en la cuestión 
planteada |ior el srñor Hcrerra Oliver, fundándose en tjue. con 
arreglo a los arts. 58 y NO de la ley de quiebras, concordantes con 
vi art. i" de la ley 92?. es al juez de la quiebra a quien corres- 
ponde entender en el pedido de levantamiento ue la inhibición 
formulada, pronunciamiento que lia sido confirmado a fs, 88 
|Mir la t ámara Federal de Apelación del Rosario. 

Es. pues, procedente el recurso extraordinario ile ablación 
deducido para ante \". E. fundado en el art. 14 de la ley N" v 48. 

Kn cuanto al fondo de la cuestión suscitada en el presente 
caso, estimo que. atento al principio que in forma las disposicio- 
nes contenidas en el art. 12. inciso l" de la citada ley X> 48 y 
en ios arts. U.Vi y 145S del Código de Comercio en el sentido 
de que el juicio universal de concurso de acreedores atrae todas 
las acciones judiciales contra el fallido con relación a sus bie- 
nes, y a que la cuestión promovida |n>r el señor Herrera Oliver 
sobre levantamiento parcial de la inhibición decretada en este 
juicio ci mtra uno de los demandados, es un mero incidente fie la 
acción ejecutiva seguida contra el mencionado deudor, que se en- 
cuentra en estado de quiebra, la resolución recurrida de fs. 88 
en cuanta declara la incompetencia de la justicia i «le ral, es 
ajustada a derecho y corresponde, en consecuencia, se sirva V. 
F. confirmar!:!, 

Horacio /?. barreta. 
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buenos A iros, Septiembre 19 tk \*>2ti. 

V Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia fie la Cámara Federal de Apelación de Rosario, sobre 
incompetencia ríe jurisdicción, ca los autos Banco Esjiaiiol del 
Río dé la Plata contra José y Sila Vigliecea. por cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Qjite los antecedentes de autos acreditan que el recurrente 
lia fundado su derecho al fuero federal, aparte de las circuns- 
tancias de hecho y disposiciones de derecho común invocadas, en 
lo dispuesto por los incisos y y 10. art. 2" de la ley 48. y la sen- 
tencia recurrida deniega dicho fuero no sólo por interpretación 
de hechos y preceptos de la ley común de eptiebras. sino también 
l^ir aplicación del art. 2 ¡ de la ley adicional de jurisdicción y 
competencia X" 927. En estas condiciones, es evidente, y asi se 
declara. la procedencia del recurso extraordinario interpuesto y 
concedido. 

Que cu cuanto al fondo de la cuestión, en la hi|)ótesis de 
«pie el caso estuviera comprendido en alpino de los incisos 9 y 
10 rpie se invocan, es desde luego de manifiesta evidencia que 
los enunciados de tales incisos rigen las relaciones de derecho 
de una situación legal en condiciones normales, y no cuando, 
como en el snb judice, se ha declarado a una de las i varíes en 
estado de quiebra o concurso, pues en tal emergencia el régimen de 
aquellas relaciones es el que determinan las leyes y preceptos 
espiecialmente dictados al efecto, entre otros, en materia de ju- 
risdicción, los que consagran el inciso l v , art. 12 de la ley X* 48 
y el art. 2" de la ley N* 927, aplicados en el caso de autos. 
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l'or i 'ln, y de acuerdo con lo diclainiu.-ido ]nij- i-] Sefior Pro- 
curador (¡enera!. >c confirma la stníénclia apelada eti cuanto lia 
podido htóatería de] márrso, ^ptjffyuese y devuélvanse ai tri- 
Imiia! de procedencia, donde se repondrá el pipcl 

A. Hkumkjo. - J. Fn;ri:K(tA Ai.- 

CORTA. — ROBKKTO lil- VKf i o. — . 
1<. '¡I llin L.WAU.K. Asto\'-i 
Saoah\a. 



l>»,t Mama»! Mtmritjiu- \ afras amtm fu ffminfk >if fai&t&s 
. Im .-; sobré dr.'ohttuw t ít¡u ro, títujutesto <; ht Inmu ta). 

Sumario: )'■' Como consecuencia de (pie el fuero originario de la 
O irle Suprema s¿Jo procede por razón de la* personas en las 
causa- civiles nacidas de estipulación o Cíntralo cuando una 
provincia es demandada j^r el vecino de otra Q \mt un ciu- 
dadano extranjero y pur ra/ón de la materia ánodo en ¡inic- 
ies condicione-, -ea deinandada en virtud de actos ip;e «¡c 
'ticen víplatorios de tina ^aramia consagrada por la Cousti- 
t ucion Mácíoml, la Corte carece de competencia para colm- 
en de todos a- piel].»., luchos y arrumen l aciones vinculados 
a !a legalidad o ilegalidad de la interpretación dada a la ley 
solire (rasmisídii gratuita de bienes [«ir las gt^oritítirlfs ju- 
diciale- dt la Provincia de lluenos Aires en e> respectivo 
expediente de protocolización. 

-■' Kl amado 3* del t odito Civil, al estafiífceí que tas 
leyes disponen para lo futuro, no tienen efecto retroactivo 
ni pueden alterar los derechos ya adquiridos, ha entendido, 
sin duda, referir-e a las relaciones ue derecho privada su- 
hre las que el Congreso, como una de las rama* del Go- 
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bienio [■Vilvral, puede legislar, en uso de ta facultades qué te 
confíete el arr. 07. inciso 11 de la Constitución Nacional, 
sin comprender, propiamente, las leyes de otsictl adminis- 
trativo (¡«te se den tas Provincias o ta Capital o TíMoríos 
Nacionales, ejercilantlo tamíitén. taculiades reconocidas en 
la propia Constitución. Arts. 105 y i*/, i neis.» 14 y 27 de la 
Constitución. 

* 

3" Kl uuro hecho de ipn- una ley «te impuestos tenga 
carácter retroactivo no constituye una cansa de invalidación 
de la misma. 



-J* 14 Constitución X;ici<mal iv 



a 

habiéndose establecido por los tribunales nacionales, reite- 
radamente, tpie la fra»c r.r post fació no se aplica a las leyes 
civiles o administrativas, sino, puramente, a las de carácter 
penal. 

5 V Va\ tesis general, el principio de la no rell'oaclividad 
no es de la Constitución, sino de la te>. F.s una norma de 
¡nUrpret ación t]ue deberá ser tenida en cítenla por los jue- 
ces en la aplicación de las Uves, pero no liga al Poder I.e- 

ge^eral lo exija. Hsia facultad de legislar hacia el pasado nn 
es, sin emliargo, ilimitada. El legislador podrá hacer (pie la 
lev nueva destruya o modifique un mero interés, una sim- 
ple facultad o un derecho en especial ¡va ya existente: los 
jueces, investigando la intención de aipicl. podrán, a su ve*, 
atribuir a la ley ese mismo efecto. IVro ni el legislador ni 
el juez pueden en viriud de una ley nueva o de -u interpre- 
tación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido 
al amparo de la legislación anterior. Kn ese cas»*, el princi- 
pia de la no retroaetividad deja de ser una simple norma 
legal par» confundirse con el principio constitucional de la 
inviolabilidad de la propiedad. 
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V pna ley retroactiva creando impuesto o ampliando o 
alterando los ya existentes, mi pu^na con el ] >rincipio eje la 
inviolabilidad cíe la propiedad siempre que se mantenga ckn- 
trn de ia> on 11 liciones ijue consi inicien talmente lo definen, t— 
lo es, cuando es razonable, tm es opresivo cu su manera de 
actuar, ni es coníiscaiurio. 

7" Al estableeer el art. 39. inciso 9 de la ky de la Pro- 
vincia de Hítenos Airo, de .10 de Enero de ÍW¡Í, solire tras- 
mi iióii «ratuiia <Je hicnes. parn <tt terminar el monto riel im- 
puesto. i |M e "sí se i raiara de actos pasados fuera de la pro- 
vincia se aplicará la lev tjiie rija en el mr míenlo en ffiic se ex- 
terioricen en ella", no viola la garantía de igualdad con sagra- 
da por el art. Ir. de Ja Constitución Nacional. 

S*' 1 í-11 principin de la unidad del juicio sucesorio esta- 
blecido por el Obligo Civil se refiere a la tfisroMóri de los 
Inertes Mitesunos. a las acciones personajes relativas a jos 
niisn iris. : . |a administración, |.anición y I ¡fundación del par 
iriniMiii... cnali)uiera sea la >ituacióu de los ofertes <¡ue \q ¡u- 
liaran, hallándose fuera de la jurisdicción del juez de la 
sucesión y. ]Mir consiguiente, de la rey la del art, 7" de la 
( onstitución, to/ln acto o todo efecto (pie. excediendo acue- 
llo, propósiiosf, sígjiíííqiie limitar o reglamentar la facnltail 
tributaria de las provincias snl.re las cosas simada* en su tc- 
rrilorio. 

&Qri¡¿ l*o explican fas piezas siguientes; 

fiICTÁ MES UEI. TROCI 'flADOR CENKKAI. 

Buenos Aíro, Mayo \t> de V)27, 

Suprema Gorfe : 

Don Manuel .Manriijuc y otros demandan anie V. I!, a la 
Provincia de HúenOs Aires por devolución de simias efe dinero 
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provenientes del pa^o cíe impuesto sucesorios» creados por la ley 
I mi viudal de M¡ de Knero de W24 que les han sido cobrados, sc- 
jíi'in ellos ai ¡unan, con violación de dtsjiosiciones dr las leyes lo- 
mím «nlire impuestos hereditarios y de cláusulas expresas de la 
Constitución de la Nación. 

Afirman que al tratar tile protocolizar t-n la provincia hfjtttf- 
las fX|K:f lirias en una sucesión tramitada ni la (.apila! l'Ydcral. su 
gravó dicho acia can un inipuesp liquidado fie acuerdo C**tj ln? 
arts, J4 y 39, me. 9» de la precitada ley de l ( )24. 

Sostienen que nn son las disposiciones de dicha ley simi lits 
de 5 de Knero di- l'>15 las que debieron aplicarse Kira la determi- 
nación det impuesto de referencia. 

ta ley de l l >24 es incCMIstitudonal, porque al establecer que el 
moma ile los impuestos debe liquidarse de acuerda can la tabla del 
ari. 24 cuando se trata de sucesiones tramitadas cu la provincia 
v. de acuerdo con la ley que rija en el momento en que se exterio- 
rizan las trasmisiones, cuando se trata de sucesiones tramitadas 
fuera de la provincia, "viola el principio fie igualdad ante la ley 
que la carta fundamental reconoce entre los derechos inherentes 
a todas los habitantes de la República, sean o no vecinos de la 
I Vovincia (arts. 8 y ló* >" 

Respecto a la primera cuestión, la que se refiere a la iníer- 
pretación y aplicación «le las leyes locales impositivas de 1015 a 
1924. esta Corle no puede conocer en ella porque no constituye 
un caso federal (ari. 15 de la ley 48). 

La doctrina al respecto es uniforme yme remito por ello a 
la sentencia dictada en la causa registrada en la página 34 
tomo 140. para evitar re|ieticiones. 

No sucede lo mismo en lo que concierne a la tacha di 
conslituciotialidad. Kl derecho invocado aparece fundado directa- 
mente en prescripciones de carácter f literal, la que dá jurisdic- 
ción a V. de acuerdo con lá resuelto en el fallo precitado. 



272 



FALLOS DE LA (JORTE SL'PREMA 



Kn cüatitjo al Eandq de esta cuistión no encuentro justifica- 
da la inconstitucional ¡dad que se alega. 

El impuesto sucesorio de referencia paira i»nr igual a lodos 
fas contribuyentes que .se hallan en analta* condiciones. 

Xo aparece creado con el fin de establecer privik'KÍf» Q ex- 
cé^phes cjue excluyan a unos <fe lo i|iR' se concede a oíros tu 
¡guales circunstancias. 

Kl priiu ípíi» de igualdad itn|Hisitiva a que se refiere !a Cons- 
titución dé la Nación aparece respetado dentro de la doctrina rei- 
terada de V. K. 

Ks de hacer notar, además, <jne la desigualdad impugnada 
se refiere, no al monto del impuesto, sinó a la fecha que dehe 
tenerse en cuenta para la lkpiiflacióu fiel mismo. 1.. que hace más 
inaceptable, la tacha formulada. 

I'or lo expuesto soy de opinión que eorresiwmde no hacer 
lugaf a la presente demanda. 

florut iv h'. Ltirrcta. 
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Bitacas Aires, Septiembre 24 de l*m 

V \ t-ln-: l.as presentes aeluaciones seguida ]ior Manuel 
.Manrique y otros contra la IWineia de Huellos \ires, sobre de- 
volución de irnpuésto a las herencias, de las cuales resulta: 

Que a fs. 4 comparece don José Marín Moreno flujo) en re- 
presentación de duna Fanny de la Hoz de Manrique, de su esposo 
don Manuel Manrique y de sus hijos menores entahlando deman- 
da contra la JWincia de Huellos Aires, y pidiendo se condene a 
esta a devolver la suma de veinte" mil doscientos veintiocho, |m-- 
o«n ochenta y cinco centavos moneda nacional, los intereses 
desde el dia de] pago v las costas del juieio. 
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Que don Felipe de la Hoz falleció en la ciudad dé Uueuos 
Aires el 25 de Enero de 1921, dejando en su testamento corno _ 
universal heredera a su única hija Fanuy de la Hoz de Manrique, 
y corno legatarios a dos de sus nietos. 

Que cumplid** los trámites del juicio testamentario en esta 
Capital, sus mandantes de conformidad cun lo dispuesto en el 
art. 341 1 del Código Civil se presentaron a los tribunales de la 
ciudad de La Plata solicitando la protocolización de las hijuelas. 
En estas actuaciones el representante de la Dirección de Escuelas 
de ta Provincia ha lomado como liase |>ara determinar el monto 
del impuesto, que sus mandantes han pagado bajo protvsta, la 
tabla del art. 24 de la ley de 30 de Enero de 1924. conforme con 
lo establecido por el art- >Í9. inciso 9 de la misma. según el cual 
"si se tratara de actos pasados fuera de la provincia se aplicará 
la ley que rija en el momento en míe se exterioricen en ella." Pe- 
ro es el caso que al declararse válido el testamento de don Eclqie 
de la Hoz, ordenándose su protocolización \mr el juez de esta 
Capital Federal, estalla en vigor en la provincia la ley de 5 de 
Enero de 1915 que establecía en su art. l v "que lodo acto que ex- 
teriorice la transmisión gratuita de bienes existentes en la pro- 
vincia, realizado dentro o fuera de su territorio, quedará sujeto 
al pago del impuesto", etc. 

Que no puede discutirse que un acto que "exteriorice la trans- 
misión gratuita fuera de su territorio" es el auto judicial de apro- 
1 pación del testamento que ordenó su protocolización, dictarlo en 
esta Capital Federal de conformidad con sus leyes de procedi- 
miento, que gozan de entera fé en las demás provincias, según 
lo establece el art. 7" de la Constitución Nacional, 4 de la ley 
X* 44 y distwsiciones pertienenles del título 3^ libro 2:. sección 
2" del Código Civil. 

fjue por lo tanto, es de conformidad con lo establecido en 
ese artículo primero de la ley provincial de 1915, que corres|>nnde 
alKjuar el impuesto. No es posible entonces aplicar la nueva ley 
dictada en 1924 que no podía disponer sinó para lo futuro, sin 
alterar derechos adquiridos (art. i 1 ' del Código Civil). 
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Que aparte rk* otras razones d ¡neiso <i dd ari. 30 de la 
referida ley de 1**24 es inconstitucional, ¡«les viola e] ptfi$j$á 
ele igualdad ante la lev que la Cbifistítuctóli reconoce entre los t(p- 
recluís inherentes a todos los lirtbitaiites de la r^Nfea, seañ 
un ifeciíKis de ta Provincia (aris. K y ig). Os eviífe«t« que aquel 
^rav;- con itn tñipítestii distinto un mismo acto srj;iiii sfa rauica- 
do el juicio en la provincia ■» fuera de t ila. \M sucesores de nn 
vecino fallecido t u la mi^niri época ,pie el ,/e cti/íf.í cuy* testa- 
mento M - htíMcra arrollado en ¡uual tedia que d de éste ahotia- 
rían ni la misma oportunidad por un acervo igual impuesto r t«# 
fás totalmente difcrenies. 

«Jirc consecuente con esta tt>¡s sus mandantes dd.i-riaii alm 
nar fcí impuesto di- .í f , establecido en la escala del nn. I" <Jé la 
ley de 1**1 5 en vi#.r en la fecha de la aprobación fiel testamento 
|¡or el Juez de la Capital ( > vea una suma (pie con intereses péna- 
la asciende a diez y ocho mil m.vecienlos nóvenla y .Mete pcaos 
con treinta y ..dio centavos OÍ Itlgaf de la de treinta y nueve 
mit doscientos veinte: y seis j^-sos con veintitrés centavos cJeí^dá 
por b IVoviucia. 

CJuc añn cti d supuesto de que la ley aplica lile fuera la del 
año |y_>4 y que su di^hísición inquinada fuera válida, aún < n 
•al hipótesis, procedería esta acción de repetición pulque los ir 
tereses pun ¡torios se hahrian liquidado sitlire un capital inexis- 
tente jKtra d fisco con anterioridad ;t ta ley. La liquidación im- 
pugnada «ra va con d interés punitorin un capital creado c.m 
t»isleriiiridail \*>t ta referida ley; impone una [una pof tto haber 
alM.nadn la parte de impnesto que no existia, lo nial daría un sal- 
dó a favor de la sucesión de $ X$24. SÓ cuya devolución con iuiv 
reses y costa- siiiisidiariamcntc redama. 

Que demostrada la competencia i indina ría de esta Corte co- 
rrióse a ís. 10 traslado de la demanda, el que fue evacuado por 
el doctor Roljcrto ÍVirry, representante de la Provincia di- Une- 
nos Aires a fs. 2l>. priendo el recháw» de ta tlomanda con $m¡®. 
a mérito de las consideraciones siguientes: 
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Qité tiit^.'i que los actores alionaran Ikljo protesta la suma a 
que hacen referencia, mientras no se incorpore a los autos Ea 
1 u ncUi íle esc hecho. 

One la circunstancia de halicrsc dado efecto retroactivo a la 
U v impugnada sol» importaría una violación de ¡as reglas ínter - 
prctativas efe) detéctío común, toda vez que la t institución pro- 
hibe imicatnciiU' ta reto actividad en materia penal. 

[hit: todo leí relativo a la interpretación dada üoP los tribuna- 
les de l«i l*lala a la ley provincial cíe impuestos sobre trasmisión 
yralnita de hienes. está fuera de la jurisdicción de la Corte y los 
actores dclitn aceptar la solución darla por esos tribunales locales 
en uso de facultades propias y exclusivas. 

Oiic en el | mésente caso no | nú-de liahlarse de efecto retro- 
activo ]Hinpie si liien la ley vigente ha adoptado nn criterio Úfa- 
tinto dd de la ley de 1**15 ello soto significa que en una 
y otra lev son distintas las circunstancias- que deciden la aplica- 
ción del gravamen. 1.a liarte adora no alega haltcr ituciado juicio 
de protocolización ante los Ir Húmales <íe la Provincia en 1915. ni 
pretende haberse acogido durante sn videncia a la ley de 1915; 
de modo que de su propia ex|n»stción resulta haber tenido sola- 
mente un derecho en es|iectativa y en ningún momento un de- 
recho adquirido. 

One según la ley en vigor la circunstancia que decide la 
aplicación del impuesto es el momento en que se exterioriza en 
la Provincia la transmisión de hienes y esta regla rige por úíual 
para los juicios sucesorios tramitados en la Provincia como pata 
los que se tramitaron fuera de ella. I*as sucesiones que tramitan 
t'Ti la Provincia no están en condiciones análogas, en lo (pie ¿c 
refiere a tos actos de exteriorizaetón, a las sucesiones que trami- 
tan ante los tribunales de otras provincias p de otros |>aísos, pues 
solo en las primeras se realiza en ta provincia el acto de exteriori- 
zacíón mediante una resolución judicial (te declaratoria de herede - 
rns o de apfohación íle testamento, mientras (pie en las sucesiones 
teruitnadíis en el extranjero o en otras provincias, la trasmisión se 
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exterioriza recién cuando se decreta la protocolización de la de- 
claratoria o del auto aprolia torio de! testan lento, dictados en ese 
jais «i provincia. T-i igualdad como base del impuesto consagrada 
|»or el art. Ifi dcl»c entenderse establecida jKira excluir privilegios 
O gravámenes injustos, es decir, en el sentido de imponer gravá- 
menes idénticos a los contri rmyentes (fufe ge Hallen en condiciones 
análogas. 

Que la desigualdad señalad» por los actores en la ley rigen- 
te en la Provincia de Buenos Aires, es sólo aparente pues única- 
mente en condiciones análogas debe imporícrse gravámenes idén- 
ticos a los contribuyentes y ha quedado demostrado que la adop- 
ción de normas distintas para casos distintos no importa el que- 
brantamiento fie la expresada garantía constitucional. 

Que el capítulo tercero de la demanda contiene una critica 
solire la íonna de calcular los intereses alegándose haberse come- 
tido errores en la liquidación aprobada en el juicio de protocoli- 
zación, l-i resolución dictada |*>r el Juez de 1* Instancia, aproknv 
do aquella liquidación es irrevocable y no puede ser revisada por 
esta Corte en razón de no halterse interpuesto contra ella el re- 
curso extraordinario que autoriza el art. 14 de la lev 48, sien- 
do inadmisible la pretensión de traer et asunto a conocímtcmo 
de ta Corte por via de demanda. 

Que abierta la causa a prueba a ís. 2.Í vta. se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 47. alegándose sobre el mérito de 
la misma a fs. 48 y a fs. 50 y llamándose autos para sentencia 

i\ fv 50 vta, 

Y Considera ndo : 

Que como se infiere de la precedente relación de la causa, el 
acl f : para fundar el derecho de repetición que ejercita, se funda, 
en síntesis, en las circunstancias siguientes: a) El causante falle- 
ció en esta ciudad de [iiieuos Aires el 35 de Kncro de 1921 ira- 
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untándose su juicio testamentario ante los jueces de esta Capi- 
tal; b> El hecho <le existir bienes en la JWincia de liuenos Ai- 
res hizo necesaria la protocolización de las hijuelas ante los jue- 
ces de aquella jurisdicción; c) (Jue en el ex Hediente respectivo 
por pedido del representante de la Dirección de Escuelas, la jus- 
ticia de arpiel estado ha aplicado pitra el pago del impuesto en 
hijear de la ley a la trasmisión gratuita de bienes de 5 de Eiu-ro 
de lUlS, que era la rpte se encontraba en vigor al declararse válidn 
el testamento jwir el juez de la sucesión, la de .ÍO de Enero de 
1924 cuyo articulo 39, inciso 9, dispone (pie "si se tratara de ac- 
tos pasados fuera de la Provincia se aplicara la ley que rija en 
el momento que Se extericen en ella." 

Que, desde luego y de acuerdo con la reiterada jurispruden- 
cia de esta Corte el fuer» originario de ella sólo procede por ra- 
zón de las personas en las causas civiles nacidas de estipulación 
contrato cuando una provincia es demandada por el vecino de 
utra o por un ciudadano extranjero y por razón de 9a materia 
cuando en iguales condiciones sea demandada en virtud de actos 
<pie se dicen violatorios de una garantía consagrada por la Cons- 
titución Nacional, Esta Corre carece por lo tanto de competencia 
para conocer de todos aquellos hechos y argumentaciones vincu- 
lados a la legalidad o ilegalidad de la interpretación dada a la 
ley sobre trasmisión gratuita tle bienes por las autoridades judi- 
ciles de la Provincia de liuenos Aires en el respectivo expediente 
de protocolización, desde que corres [Hinde a las Provincias darse 
leyes y ordenanzas de impuestos locales en lodo lo (pie juzgue 
conducente y accesorio a su bienestar y prosperidad sin más li- 
mitaciones que las enumeradas en el art. 108 de !a Constitución 
Nacional Los tribunales nacionales son así incompetentes jiara 
juzgar de la validez de esas leyes y de los actos y proccdiniien;- 
tos de los funcionarios encargados de su aplicación y cumpli- 
miento, a menos que una disposición constitucional expresamente 
autorice su reconocimiento, que se trate de una violación de los 
preceptos del Código fundamental « de las leyes del Congreso. 
Fallos, tomo 140. pág. 34. 



2f# f ai Tos ni: la t nuTr; srpft&tt* 

Qlie conformidad con leí dielm, esta Corle limitará su 
linmuticiaminiio a la cuotión «Ir saber si inierpa^fa cu la for- 
ma f|iu- Ir* ha sido i-| ,irt. 3</, me. «i d«- la ley del Üfto l"24. es con- 
trario a las garantías dü la Constitución Nacional y a los princi- 
pios del (Ynlij;o ("¡vil que invocan \u> recurren! rs. 

Pire; como lo lia declara* lo esta Curte, el an, ,V* <¡rl C«xíígo 
( í vil al rstahlceer que tas leyes <lis]H>neu para lo futuro, no I ir- 
mu efecto retroactivo ni pueden aturar lo- (Irrrcliris ya adquiri- 
dos, lia cntn.didfi. sin duda, referirse a las relaciones de derecho 
privado suhre las que el Congreso, como una «lo las ramas riel 
Gol tierno Federal pnHc le^Ular. rn uso de las facultades que te 
«-•infiere á ari. 67. inc, 11 «Ir la Constitución Xaeional, sin 01111- 
prender propiamente tos Ir vis «Ir orden ;<Imini>traiivo «pie se den 
las provincias o la Capital •» Territorios Xaciouales, ejercitando 
también facultades réconoéidas en la propia Cousi unción. Aris. 
105 y 67. incisos 14 y 27 «te la Constitución. Krillos. tomó 117. 

<Jue. por «4 ra parte, él tííefu hecho «Ir que una ley de impues- 
tos trnfpi carácter retroactivo no constituye una causa «Ir invali- 
dación de la misma, porque a falta de otras óftjfcgfanés la Ir^is- 
latura punir hacrr de l«ts luvhns pisados la base dr su acción 
tumo como dr Tos que todavía 110 lian sucedido. 1N4 L\ S. I5í». 
■cutido esta C'iric ha drclarado que "aún liajo rl imperio dr cláu- 
Gray Limitad» tites al poder de tasar, par. 1S¿8. Y en el mismo 
sulas constitucionales de mayor amplitud que las nuestras en lo 
relativo a la prohibición dr rrtroactiviílad, como son las consig- 
nadas rn la Constitución ele los Kstadns Cuidos dr América, se 
ha considerado que los impuestos purdrii ser retroateivos ttor- 
»|ue en sus efectos prácticos, someten al jfravamen tas propie- 
«lacds sujetas a él para responder a exigencias del estado, y es 
licito a ta legislatura hacrr dr una manera indirecta lo que está 
facultado para hacer directamente. i 17 lh>w 4$6¡ I«4 ti S. í|6« 
¿19 ü: S. 140." 1-allí.s. tpmp 117. p%, 22). 

Qm "i la C- -n >ti tución Nacional ni la dr los Kstados Luidos 
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prolulu- ;i las Provincias >;iiieÍonar leyes reí ri «activas si nú solo 
leves t\r ¡*ó$t üit'lo, pero tamo los trihimalrs naeú males auno lo< 
de aquel («lis han establecido rcileradamcuie i\W la frase ¡\r 
¡N?8» «! a$¡éa a leyes civiles o administrativas sinó pnramcuf. 
a faá (te carácter penal. Palios: ionio 117. página 22 y los alli 
citados y 8 Pan. 110; 1S4 L*. S. ffli, 

Qltc a mayor abundamiento diversas sentencias de los Iril jú- 
nales locales en los Estados L'nidus de América lian declarad') 
ton respecto a la materia concreta que es: objeto de examen: a; 
mu- una lev de impuesto a las herencias nula por carencia de no- 
tificación puede ser corregida a esle respecto, y es entonces apli- 
cable a la [impiedad no distribuida todavía ajunque el testador 
huhiese muerto ames de une la ley fuera notificada. Fenv % 
Cainpliell 110 Irma 2*ft; U) una ley de impuesto i¡ue se aplica 
a las herencias cuyos testamentos hahian sido lioi no lóbulos an- 
tes de su sanción, pero cuyos bienes han de ser distrihuidos des- 
pués de la sanción de la ley no es inconstitucional. ( ¡clstfiorpe v. 
Kurnclle 20. Mont 2W. citado por Otoley t )n Taxation, tomo 

Que esle poder en los gobiernos de estado para .sancionar 
leyes retroactivas no es. sin embargo, absoluto y reconoce las 
limitaciones (pie nacen de la existencia de otras garantías con- 
sagradas en !a misma Constitución Nacional, Gil tesis general, 
ha (lícito esta Corte, el principio de la no relroactivídad no es 
de la Constitución sino de la ley. Es una no ra na de interpreta- 
ción ipie deberá ser tomada en cuenta por los jueces en la aplica- 
ción de las leyes, ]tcm no liga al l'oder Legislativo tpu- puede 
derogarla en los casos en que el interés general lo exija, lista fa- 
cultad ele legislar hacia el pasado no es. sin cniltare;n, ilimitada. 
KI legislador |>odrá hacer míe la ley nueva destruya o modifique 
un mero interés, una simple facultad o un derecha en csixctati- 
va ya existentes; los jueces, investigando la intención de aquel 
(Hidráu a su vez atrihuir a la lev ese mismo efecto. Pero ni el 

en virtud de una lev nueva o ríe su 



280 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



interpretación, arrebatar o alterar un dereclio ¡mriniotiial adqui- 
ridu al amparo de la legislación anteriur. En ese caso e! princi- 
pio de la no rct reactividad deja de ser una simple norma legal 
para confundirse con el principio constitucional de la inviolabi- 
lidad de la propiedad. 

Que en el presente recurso dentro de este urden de ideas se 
lia sostenido que ta interpretación de los jueces de la Provincia 
de línenos Aires al atribuir efecto retroactivo a una cláusula de 
la ley de trasmisión ¡gratuita de bienes del año 1^24 tío solo ha 
desconocido la garantía de igualdad consagrado por el art. 16, 
sino míe también lia vulnerado un derecho admitir ido, es decir, 
se ha propuesto ante esta Corte cf solo medio legitimo de contra- 
lor que le corresponde ejercitar respeto del poder de las legis- 
laturas pura sancionar leyes con efecto retroactivo. 

Que, no puede sostenerse en el caso que la ley aplicada 
retroactivamente en cuanto a la imnera de liquidar el impuesto 
desconozca o prive a los recurrentes de un derecho adquirido de 
propiedad sin la corresjiondiente sentencia fundada en ley. Ues- 
de luego iiorquc toda ley de impuesto según sil propia naturale- 
za toma para la satisfacción de las necesidades publicas una jiar- 
le de la propiedad o del |»airinionio de los habitantes y como la 
propiciad asi tomada generalmente es adquirida antes de la san- 
cióft tlel impuesto, si a esta consideración se refiericra la argu 
mentación, es de toda evidencia que no existiría impuesto o gra- 
vamen que fuera legítimo, no «listante hallarse él autorizado i*>r 
la Constitución en cláusulas rci>clidas y terminantes. 

Que tampoco puede decirse eme la interpretación dada a la 
ley del año 1924 arreltatc o altere un derecho iiatrinionial adqui- 
rido al anqmro de la ley anterior. El derecho estaría en el caso 
constituido jmr la obligación de pagar un impuesto menor cjuc 
el señalado por la ley posterior, Entretanto un derecho de esa na- 
turaleza no ha podido nacer entre el deudor del impuesto y el 
Estado sinó mediante un contrato o una convención especial ]>or 
virtud de la cual aquel se haya incorjxjrado al patrimonio del 
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contribuyente. Tal sería la hipótesis de que mediante una con- 
cesión se hubiera concertado «na lilwración de impuestos o se 
hubiera asegurado el derecho de pagar uno menor durante el tiem- 
po de duración de aquella y aún la más frecuente todavía de que 
el estadio mediante la intervención de sus funcionarios hubiesen 
aceptado la liquidación presentada por el deudor del impuesto o 
hubiese otorgado el cor respon diente recifw de pago. l*ero fuera 
de estas hipótesis particulares no existe acuerdo alguno de vo- 
luntad cutre el listado y los individuos sujetos a su jurisdicción, 
nm respecto al ejercicio del i>oder tributario implicado en sus 
relaciones. l..>s impuestos no snn obligaciones que emerjan de 
lus coni ratos: su inqHisición y la fuerza compulsiva para el cubro 
son actos de gobierno y de |xnestad pública. Gray, obra citada. 

Que no invocándose por el recurrente la existencia en su 
favor de ninguna de las hi|K>tesis de convención especia] señala- 
das, el derecho que alega es inexistente y por consiguiente la 
aplicación retroactiva de la ley no ha j»odido desconocerlo o al- 
terarlo. 

Que una ley retroactiva creando impuestos o ampliando o 
alterando los ya existentes no pugna con el principio de la in- 
violabilidad de la propiedad siempre que se mantenga dentro de 
las condiciones (píe constitucionalinente (o definen, esto es, cuan- 
do es razonable, no es opresivo en su manera de actuar, ni es 
conficatorio {autor citado X" 1831), circunstancias que no han 
alegado los recurrentes en el caso. 

Que la violación atribuida al art. 39, inc. ( > de la hy de l l >24 
de la garantía ríe igualdad consagrada por el art. 16 de la Cons- 
titución m» es tampoco fundada. Kn efecto. la ley de impuesto 
a ta transmisión gratuita de bienes es anual y. \mr serlo, ha de- 
bido dar un criterio |K»ra saber qué ley se aplica cuando una per- 
sona muera durante la vigencia de aquélla y el impuesto se paga 
uno. dos o tres años después. Se ha tomado como punto de re- 
ferencia "e! acto que exteriorice la trasmisión" dentro del terri- 
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torio de la Provincia y no el hecho de la muerte. V ese acto de 
exteriorizaeión es la declaratoria de herederos o la aprobación del 
testamento cuando se trato de sucesiones abiertas en la provincia 
y es la protocolización en el easo de trasmisiones por herencia 
de bienes situados dentro de la provincia como resultado de stt- 
ecsinucs iniciadas ante jtueces de extraña jurisdicción, El |»ago de 
impuesto debe hacerse conforme a la ley en vigor en !a fecha 
de la exteriorizaeión. 

Que es t desde luego, evidente (pie la ley del año 1924 al 
adoptar ese criterio no se ha separado del principio tle la unidad 
del juicio sucesorio establecido por el Código Civil, ya que aquel 
principio, como to ha declarado esta Coste, se refiere a la i ras- 
misión de los bienes sucesorios, a tas acciones personales relati- 
vas a los mismos, a la administración, partición y liquidación del 
patrimonio, cualquiera sea la situación de los bienes que lo in- 
tegran, hallándose fuera de la jurisdicción del Juez tle la suce- 
sión y por consiguiente de la regla del art. 7 de la Constitución 
tuilo acto o todo efecto que exccdicndai aquellos propósitos sig- 
nifique limitar o reglamentar la facultad tributaria de las pro- 
vincias sobre las cosas situadas en su territorio. 

Que la distinción examinada no compromete el principio d'j 
la igualdad cu el impuesto >i esta, de acm-rdo con las reiteradas 
decisiones de esta Corte, consiste en que todtis los habitantes sean 
tratados del mismo modo, siempre que se encuentren en idénti- 
cas circunstancias y condiciones, y si en materia impositiva ese 
principio se cumple cuando en condiciones análogas se imponen 
gravámenes iguales a los contribuyentes. 

(Jue en la ley impugnada el punto de referencia para la apli- 
cación del impuesto como se ha dicho es el "acto (pie exteriorice 
la trasmisión gratuita y no la muerte." El acto de exteriorizaeión 
es la declaratoria de herederos o en su caso el auto de la apro- 
liación del testamento cuando se trata de sucesiones iniciadas an- 
te los tribunales del Estado. Es el acto fie protocolización en e! 
caso de sucesiones incoadas fuera de la jurisdicción de la I 1 ™- 
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vineia, pero en cuyo acervp figuren bienes situados dentro <k* ella. 
K1 ¡m\ % del art. ¿9 del csttauto del año 1*>¿4, declara que cual- 
quicnt sea l:t ley en vigor si* aplicara la qué se encontraba rigieti- 
dfi in la tedia di' íbs actos de exterioriiíadón. 1-a clasi ficaeión 
contenida eii "los actos de exU-noii/acum"" distinguiendo cutre 
declaratoria de herederos y auto ai>roljaior¡o del testamento por 
una parte y f celta tic la protocolización otra, no es arbitrario, 
pues adoptado aquel punto de partida y no interviniendo los tri- 
bunales de la provincia en las Mices ¡unes de personas duniici lia- 
das íuera de ella, no hay «tro momento o fecha equivalente que 
el de la presentación a los electos de la proti ico libación. % admi- 
tida la clasificación, el principio se aplica automáticamente a to- 
dos los que se encuentren en la misma condición sin negar a 
unos lo que se concede a otros en ciretinstancias análoga*. 

Que ilelie observarse a mayor abundamiento que la ley apli- 
cable y |ior consiguiente el monto del impuesto será el mismo 
en el caso de una sucesión tramitada fuera de ta E'ro viuda y de 
otr?. tramitada en ella, cuando la protón »l t/ación se solicite en la 
misma fecha de la declaratoria de herederos, pues ambas trasmi- 
siones quedarían regidas por una sota ley. Ciertamente si la pro- 
tocolizacioil se impetrara cuando ya uo está en vigor esa ley. sino 
otra que lía aumentado el impuesto, se le aplicará esta última, 
pem el hecho revela que la desigualdad nace en el caso de la 
diversidad de circunstancias y de tiempo. En suma, es verdad 
que el protocolizante paga o puede |>agar más que una sucesión 
tramitada en la IWiucia antes de la fecha de aquélla, fiero, no 
es menos cierto que paga lo mismo que una sucesión tramitada 
en la Provincia, cuya exteriorizado!! sea de igual fecha y menos 
que otra de una persona domiciliada en la Provincia, muerta ha- 
ce cinco años en la cual todavía no se ha dictado la declaratoria 
de herederos o se ha aproltado el testamento. En todas estas hi- 
pótesis las iliferencias nacen no sólo de la diversidad de circuns- 
tancias sino también de la existencia de leyes sucesivas. 

Que en estas condiciones c! hecho de que los actores hayan 
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pagado etl concepto de impuesto a la trasmisión gratuita de bie- 
nes una suma mayor que la establecida jx>r ta ley anterior mar- 
cará si se quiere una diferencia entre ellos y los que exterioriza- 
ron antes, pero, esa desigualdad derivada del cambio de legisla- 
ción anual no puede servir de fundamento para declarar la in- 
valide?, de la j»arte de la ley impugnada por cuanto, como se- ba 
dicho en análogas condiciones de tiempo o de fecha el gravamen 
es igual para todos los contribuyentes. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
Señor Procurador General, no se hace lugar a la demanda. Las 
costas en el orden causado atenta la naturaleza de la cuestión 
debatida. Noliíiquese. rejiótigase el papel y archívese. 

A. Bkrmkjo, — J. FititrakoA Al- 
corta. — Roberto Kephtto. — 
R. Guido Lavali.k. — Antonio 
Sacar «na. 



Don José A. Zuhiffttf/a contra el t'isco Xaeioital. sobre devolu- 
ción de impuestos, multas y gastos. 

SmtMrio : í« Habiéndose discutido durante t! inicio la iuterpic- 
tación fie preceptos de leyes nacionales (arts, 16, ley 1 1 .252 
y 27 y 28 ele la número .1764), y habiendo sido dada en |wr 
te, esa interpretación, en contra del derecho que el aislante 
fundó en ellos, procede el recurso extraordinario del art. 14. 
ley 48. 

2? Al decir el art. ¿8 de la ley 3764, "la opción á los in- 
teresados por el recurso administrativo importará renuncia 
del recurso judicial y vice- versa", sólo quiere establecer la 
incompatibilidad del ejercicio de ambos al mismo tiempo, 
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pero eu modo alguno puede dio significar la prohibición tic 
ejercitar las acciones judiciales correspondientes que pudie- 
ran desprenderse de los derechos afectados y de su propia 
naturaleza: en consecuencia y habiendo resuelto la cámara 
a quo que procede la devolución del impuesto, ixir halier si- 
do aplicado indehidamentc de acuerdo con la jurisprudencia 
de la Corte Suprema (tomo 148, pág. 276), corresi*mde, 
igualmente, declarar que el Fisco está obligado a devolver la 
suma percibida en concepto de multa, por no ser aplicable 
al caso el art. U tic la ley 37<>4, toda vez que el recurrente 
no incurrió en infracción alguna legal. 

C uso : Lo explican las pie/as .siguientes : 



SENTENCIA DEL JL'KZ FKDEttAL 

I taina [llanca, Supikmbrc 29 de 1927. 
Y Vistos i Estos autos de los (pie resulta : 

Primero: Que a ís. 9 se presenta don Juan Ignacio l J ear- 
soii, en representación de don fosé A. Zubillaga, entablando de- 
manda contra el Kisco Nacional i*>r repetición de la suma de un 
mil trescientos treinta y ocho |>csos con cincuenta centavos mo- 
neda nacional, con sus intetreses, que fué exigida a su represen- 
tado ]*>r la Administración de Impuestos Internos, en jmVio 
que se siguió ante este Juzgado, secretaría del cscriljano Giovane- 
)U ; manifiesta que le trece de Octubre de 1925 se presentaron 
empleados de aquella repartición en la casa de comercio de su 
mandante, situada en Katich. de esta provincia, e intervinieron 
doscientos siete juegos de naipes nacionales cení estampillas adhe- 
ridas de cincuenta centavos de la ley N* 11.252 y de cincuenta 
centavos provincial, con precio de venta marcado de un peso 
ochenta centavos, pues reputaron se había infringido el art. lo de 
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esa ley; agrega, . jut- el cuatro tic Noviembre, ía administración 
aludida resolvió el caso ¡hiñiendo ;i Xuhi llaga la exigencia de 
alionar la suma «le ciento tres | tesos con cineuento centavos mone- 
da nacional, sofríe tos doscientos siete jitegps mei ti naitus por di- 
ferencia del impuesto, más la de un mil treinta y cinco peso* 
mi nal. comn multa. aplicando asi tos arts. Id de la lev 1 1.252 v 
¿2 de ía X" 37fi4; esa resolución fue" apilada para ante el Minis- 
terio di Hacienda y confirmada : invoca jurisprudencia que dice 
nii erada de la justicia federal en el sentido de (pie tal iiiterpre- 
laeión dt- la lev rio es arreglada a derecho, y la opinión de la 
propia Administración de Impuestos interno*.; fundamenta su 
gestión en lo* arts. 7'>2 y 7'M del Código Civil; y termina pi- 
diendo >e proceda mmu lo establece la ley X" ,Í"5J, en mi- ar- 
líenlos 4" y 7". 

Segundo. Corrido traslado al señor Ministro de Hacienda. A 
l'mler Kjeeutivo, Según decreto de fojas 27. tteignó al seflor 
1 'roturador Fiscal dt lia lita Blanca para que asumiera la de- 
fensa del I-'isco N'í cíonal, y por imped ¡mentí i fie! titular, comes* 
ló la demanda el señor Deiciisor de IVires de] juzgado, a foja- 
2S; sin desconocer ninguno de los hechos alegado-; p t ,r la ac 
tora, opuso la excepción de cosa juzgada, porque hay, dice, ¡den- 
udad de ea«>a ':i ;cin que v t - rvpnti infracción ), hkiuidad de 
ühjCto (la procedencia de la multa impuesta) e identidad de per- 
Minas (el i'iscn y d señor Zuhillaga. : invoca el art. 32 de la ley 
.Í7M que coriceile dos vía- de apelación, la una administrativa, 
la otra contenciosa: los arts. 27, 2S y *> de esa ley que cstalile- 
eeu ipie la opción (Mir una via «nporta la renuncia de la otra, v. 
por ende, la restitución ipu- recaiga hace cusa jungada; agrega 
«pie no e> exacto ipie. como to pretende la actoral haya pagado 
sin causa, de-de que el |»ago se lu/u |JOríj[ííe medió condena de 
la Administración de impuestos Internos en sentencia confirma- 
da por el señor Ministro de Hacienda; termina pidiendo el re- 
chazo de la demanda, con costas. por tratarse de un caso ya re- 
suelto y |asado en autoridad de cosa juzgada. 
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Tercero, Declarada la cuestión de paro derecho y llamados 
autos a f tijas 34 vía., se corrió un nuevo traslado por stt orden 
que fué evacuado a fojas 35 y 40. y agregado para mejor pro- 
veer el exjie<lieiile X*' 11.43** (Impuestos Internos contra Xuhi- 
llaga José A., sobre cobro de impuestos y multa) quedó el juicio 
para sentencia. 

Y Coii>ideratido. i ii c nanto a la exceiJción interpuesta: 

Primero: Que el art. 27 de la ley 37M considera conscnti- 
da y pasada en autoridad de cusa juzgaría la resolución ríe la 
Administración de Impuestos Internos de que no se recurre en 
él término de cinco días hábiles : y en et espediente agregado 
c» insta a íojas 3. 7 y 10 que el actur dedujo el recurso que esta- 
blece el plazo, apelando para nntc el Ministro de Hacienda. 

Segundo. Une si la elección ile esa vía iuqHirtaha la renuncia 
del recurso judicial (art, JS. secundo párrafo L en manera algu- 
na puede significar la pérdida ele otros ríerecbos, el de repeti- 
ción, entre ellos, derechos, que se reservó expresamente el actor 
a fojas 2\ del expediente ya mencionado; aún sin esa manifes- 
tación no lo hubiera perdido porque tal renuncia no se presume: 
Código Civil, articulo 874. 

Tercero. One el art. 29 de la ley sólo se refiere a multas 
que no excedan de cien pesos ; si en estos casos la resolución 
causa ejecutoria, "a sensu contrario" no hay cosa juzgada sí so- 
brepasan ele esa suma, que es el caso .íit/i Utt\ 

Cuarto. Que la cuestión planteada \*or el señor PnKuraríor 
Fiscal tiene en su apoyo la alta autoridad del ex Procurador Ge- 
neral de la Nación, doctor José Nicolás Matienzo. quien sostuvo 
en un caso análogo que jnir imperio del art. 2tt ríe la ley 3764 la 
acción judicial quedó extinguida por haber apelado el demandan- 
te. D. Lufa Oiifaur, ante el X!. de Hacienda, de una resolución ríe 
la Administración de Impuestos Internos: pero, la S. Corte en 31 
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Jo Julio de JOW resolvió cu esc mismo asunto, míe "ios tribunales 
federales son competentes para intervenir cu las acciones por re- 
petición de impuestos que se dicen indebidamente percibidos i*ir 
el Fisco, contra quien se deducen previo pago lrajo protesta ; de 
otro modo et contribuyente quedaría a merced del Fisco, sin la 
garantía de la intervención judicial, a cuyu amparo pueden rec- 
tificarse bis errores o corregirse los abusos | visibles, Vía de re- 
piraciÓH legal establecida en nuestras instituciones y consagrada 
|Htr la decisión enlistante de los Tribunales"; caite agregar, a 
tan autorizada jurisprudencia, que, si es procedente la revisión 
jK>r 9a justicia de lo resuelto por el Fisco en lo que al impuesto se 
refiere, por igual razón cae lia jo la comptencia de aquélla lo re- 
lativo ;i ]n multa, desde que. según la antigua regla de interpre- 
tación, lo accesorio (la multa) sigue la suerte de lo principal (el 
impuesto) : es esa la doctrina de los arts. 523 v 52? del Código 
Civil. 

Quinto. Que. jjor otra parte. |iara que exista cosa juzgada 
son necesarios los requisitos que puntualiza et señor Procurador 
Fiscal, y s¡ bien en el gtth füdice hay identidad de |>ersonns. el Fis- 
co y el señor Xuhillaga. y aún pudiera sostenerse que existe iden- 
tidad de objeto, parece evidente que no concurre el tercer ru- 
qtlísito, desde que basta que se impuso y cobró el impuesto y la 
inulta no podía nacer el derecho de perseguir la repetición de lo 
dado en pago; falta, entonces, la identidad de acción. 

Sexto. (Jue. en consecuencia, debe rechazarse ta excepción 
de ÉOSil juzgada interpuesta. 

Considerando, en cuanto al foltdo de la cuestión i 

Primero. Que la acitara fin sostenido en mi demanda, sin que 
haya sido negado por el represéntame del Fisco Nacional, como 
va se hizo notar, que cada juego de naipe» si' vendía al prvcio 
de un peso con fíchenla centavos moneda nacional, atiendo su cos- 
to total de un peso con cuarenta y siete centavos de igual mone- 
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da. comprendido en ¿I lo pagado a la Comiiañia Oncral de Kós- 
foros y tos impuestos nacional y provincia], ello sin contar el 
flete y los demás gastos generales del comerciante: si a ese costo 
se agregara el de cincuenta centavos según la resolución de la 
Adin ilustración de Impuestos Internos antes recordada, resul- 
taría que el monto del gravamen sería mayor que él valor del 
objeto imponible, y estaríamos en presencia de un caso de con- 
fiscación que la Constitución prohilie. 

Segundo. Que la administración referida se dirigió al señor 
Ministro de Hacienda en nota que se publicó en la prensa dia- 
ria y que aparece a fojas dos de este expediente: en ella se ex- 
plica el origen del art. 16 de la ley 11.252; el gravamen a los 
naipes, dice, era "diferenciar se^ún ley W47, y en el ano 191* 
pasó a ser "ad valorem" por ley 10.359, la cual al disponer la 
substitución del impuesto baeiéndolo recaer sobre el valor del 
artículo "111111110" consignar que en el precio de expedio iba in- 
cluid!, el valor del impuesto, como explícitamente se establece i>a- 
ra los tabacos manufacturados en el art. 1,? de la referida ley 
11.252; esta omisión, agrega, ha engendrado la duda y decidido 
a la Administración a interpretar un caso en sentido favorable al 
acusado. ] jorque además se invócala la concurrencia de impuesto 
nacional y provincial, circunstancia (pie imposibilitaría la venta 
de los naipes en la forma resuelta en otros casos por la Admi- 
nistración ; si se tiene presente el celo de esa repartición en lo 
que a estos asuntos atañe, no puede menos de concluirse que la 
dis^sición legal que nos ocupa no es de interpretación tan clara 
( pie no ofrezca fundadas iludas ¡«cerca de la justicia con que el 
caso presente fué resuelto ; tan es asi que en ese lugar el Admi- 
nistrador cree necesario que una d¡si>os¡cÍóu legal, cuya sanción 
pide se requiera del Congreso, llene esa laguna aclarando el ar- 
tículo Ifi referido; y es principio inconcuso, elevado a la catego- 
ría de regla procesal, que tu thibio rftts fun udits. 

Tercero. Que el señor Juez Federal, ductor Jantus, en re- 
petidos fallos. "que Liten m confirmados ]H»r la Kxema. Cámara 
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respectiva, ha d^idldq que el art. Jíi de la ley 11.252 debe inter- 
pretarse en el sentido ele que el impuesto no debe incluirse en el 
precio ile venta : con ese criterio sí los juegos de nai|>es interve- 
nidos al actor se vendían a un peso con ochenta centavos, des- 
contados k,s dos impuesto* nacional y provincial de cincuenta cen- 
tavos cada mío, el precio en realidad era de ochenta centavos el 
juego;, o, dicho de otro modo, él jnípUestp adherido era e! que 
señala el art. Ir t de la ley. 

Cuarto. (Jue el art. 13 de la misma ley ímitme con diez cen- 
tavos el pitpiete ile cigarrillo* . m e se vende hasta treinta cenia 
vo A incluso eJ impueMu ¡ y es de diaria y fácil comprobación que 
m mU pitóviriciá de Üiienos Aires, se expenden los paquetes a 
treinta \ cliiéo eentavos, potree la ley provincial exige un im- 
puesto de cinco centavos; si se con templa ra ese caso, que va ¿jo 
a gjuísa dé ejemplo elegido entre muchos otros análogos, con un 
criterio extvsi valúente fiscal, cal iría exigir que •! impuesto na- 
cional fuera de quince centavos, ya que éste es el gravamen ^ iril 
los paqui lis t|ue se venden entre treinta y cuarenta y cinco cen- 
tavo,, laminen inclusos los impuestos; de ello derivarían, porque, 
a mi vez. la ley provincial estahtece un impuesto progresivo, si- 
tuíieiones i n^.lti Mes y se llegaría a suprimir la venta haciendo 
desaparecer la materia imp.miMe. y tendríamos que admitir ma- 
la ley quiere que el recurso que crea e informa su existencia des- 
aparezca, lo que es cvidentemule un asliurdo. 

Ouinto. Qite en VÍrjud de J<» expuesto, se llega fácilmente a la 
a inclusión de que el impuesta adherido en forma de estampillas 
a los naipe* intervenidos en ni ligar y ocasión relatados es el que 
corres] Hdide de acuerdo con la ley. y que no hulm derecho do 
exigir un mayor gravamen y, por lo tanto, no fué pásitííf el actor 
de la mulla que se le impuso; el pagfc realizado |Hir el mismo lo 
fué. entontes, sin cansa p por causa contraria a la ley, v es pro- 
cedente su repetición; Código Ovil, arts. 792 y 7«>4 y sus con- 
cón lantes. 
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IW estos fundamentos y 1« >s concordantes de los escritos de 
íi rjíis 9 y 3%, falló en cjtrt inilíva red lazando ];i excepción ríe cusa 
jit/.!¿atl;t, haciendo lu^iir a la demanda y reconociendo él derecho 
que tiene don José A. /uhilla^a para rr^ftír de la Administra- 
ción di! Impuestos lnlernus la suma de un mil trescientos trein- 
ta y ocho pesos con cincuenta centavos moneda nacional, con 
Siu intereses a estilo de los que col ira el Maneo ile la Nación Ar- 
gentina, desde la fecha de la demanda, con cusías; Código Civil, 
artículos citados, ley .V>52, artículo 7 y Código Supletorio de 
IWrdin vientos, art. 221. 

Rodolfo f. WHo». 



SKMKNCIA 1>K LA CAMA KA IJÍDI-HAI. 

La Plata. Um 7 de W& 

Y Vistos: Los de la apelación interpuesta contra la senten- 
cia de toja cuarenta y cuatro en estos autos seguidos |Hir don 
José A. ¿ubilía^ cohtfa el Fisco Nacional, sobre devolución de 
impuestos multa y gastos, y 

Considerando : 

I 

Cjlte esta demanda sobre repetición de pügp indebido al Fis- 
co Nacional, es comprensiva de lo alionado por el impuesto in- 
terno a los naipes establecido por la ley N" 11.252, y de lo pa- 
gado en co.icepto <le la multa aplicada, en virtud del art. Id de 
diiíha ley y del art. 36 de la N* 3764. 

Que, por lo que hace al primer valor, la resolución adm ilus- 
trativa, en cuanto determina el monto del impuesto que delie (Mi- 
liar el contribuyente, no es susceptible de recurso alguno, ya sea 
por vía de apelación, ya de demanda eontcneioso-admmistrativa : 
lo que lleva a concluir qUe, en caso de declararse la nnproceden- 
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cia del juicio de redición de lo qué se alega como indebidamen- 
te pagado, el contribuyente, según lo ha declarado la Gente Su- 
jrema (tomo 129, pág. 414) "quedaría al res|iccto a merced dd 
Fisco, sin la garantía de la intervención judicial a cuyo anqiaru 
pueden rectificarse los errores o corregirse los altusos ¡kisí liles, 
vía de reparación legal establecida en nuestras instituciones y 
consagrada [»or la decisión constante de nuestros tribunales." De 
ahí que la demanda <le amos, en lo referente al impuesto |>agado, 
es conducente y dd*' ser considerada. 

Que en lo referente a la mulla. la situación lega! cambia en 
absoluto. Los atticuilos 27 y 2S de la lev N» 3764 acuerdan el re- 
curso por la vía contenciosa ante el juez Federal o Letrado u-s- 
pectivo contra las resoluciones a<lniinistrativas que imponen una 
inulta, a la inversa de lo que ocurre, como se ha visto, resfteeln 
de las resoluciones que liquidan o fijan un impuesto. Tal resul- 
ta claramente del art. 25 de la citada ley 3754, en el que se hace 
la distinción entre el impuesto y la multa, al autorizar el cobro 
tle aquél por vía de apremio con Ja simple Imleta exjjwlida por 
la oficina recaudadora, y de la multa, solo mediante una resol li- 
ción ejecutoriada (Suproma Corte Xacional, tomo 101. pág. 175. 
y tomo 123. pág. 309). 

Que el mencionado art. 28 de la ley 3764 autoriza también 
a los interesados a recurrir al Ministerio de Jacienda contra 
esas resoluciones condenatorias de la Aclminist ración de Imjiues* 
tos Internos, pero sobre la liase de que ta opción por el recurso 
administrativo imfioria la renuncia a] recurso judicial ¡ de mane- 
ra que la privación d« la garantía se drl»eria, en caso de opción 
I>or el recurso administrativo, a la propia voluntad del interesado. 

Que una vez renunciado, por medio de esa opción, al de- 
recho rpie la misma ley 3764 acuerda de ocurrir a la vía judicial, 
el multado |xir resolución administrativa no puede demandar 
la re|jetición tle lo tifiado; demanda soló acordada contra Iss 
resoluciones que determinan el monto del impuesto, por carecer 
éstas, como se ha dicho, de todo otro recurso judicial. 



Que como de lus antecedentes tic autos resulta que cli>n Jo- 
sé A. Zubillaga (exp. 11.436, año 1!>26, Bahía Itlanca, agrega- 
do), optó en s« apelación de fs. 7. para ante el Ministerio de 
Hacienda, \*>r el recurso administrativo, contra la resolución con- 
denatoria de fs. 3, calie concluir que es del todo improcedente 
su demanda por lo míe respeta a la devolución del valor inga- 
do en concepto de multa ; devolución ineomt»atible, por otra fiar- 
te, con el carácter i»enal de tales condenaciones, y tan mani fiesta- 
mente improcedente como Jo sería la de repetición de lo pagado 
como multa, en virtud de la resolución ejecutoriada, si se hubie- 
re optado por la vía judicial 

Que por lo que hace a la repetición del impuesto a naipes, 
liquidado realmente en una forma indebida, según lo demuestra 
la inteligencia dada al art. lf> de la ley N v 11,252, por la resolu- 
ción de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en su fallo 
del tomo 148, pág. 276. pronunciada con motivo del recurso de 
don José Fcrrer Rfisés contra una resolución de la Administra- 
ción de Impuestos Internos, debe hacerse lugar a la devolución 
de su importe demandado en el juicio. 

Por estos fundamentos: se confirma la sentencia arlada, 
solo en cuanto liacc lugar a la repetición de la suma ríe ciento 
tres jwsos con cincuenta centavos moneda nacional, cobrados, 
según boleta de fs. 14 del expediente agregado N* 11.436, en 
concepto de impuesto a los naipes, con sus intereses desde la fe- 
cha fie la demanda a estilo de los que cobra el Banco de la Na- 
ción; y se la revoca en todo lo demás. Sin costas. Hágase sa- 
lwr y devuélvase. — Julio B. Echegaray. — Antonio L, Marce- 
nara. — U, Bcnci. 



294 FALLOS ME LA COATE 5LPREMA 



FALLO DE LA lOKTE SUFBEMA 

Unen.* Aires, Swírtiembre 24 ríe 1928. 

Vistos: 

Considerando : 

y ue la resolución «Id administrador «le impuestos ¡i Hemos, 
í»or la cual se impune al recurrente una multa de W} m ¡] frútifái 
y dricé pesos moneda nacional y la ohlij-ación ele pagar un su- 
plemento de impuesto de $ tü.i.50. se (nuda en ¿ circuustanch 
(Je haher vendido aquél y tener lisios para la venta ima canti- 
dad de naipes a mayor precio míe el correspondiente, de acuerdo 
con eJ estampillado, lo que a juicio de la mencionada administra- 
ción iifiporta tina taita contra las disposíci.iiies del art. lo de la 
ley 11.252, «pie dclie ser reprimida eim las sanciones fiel art. M> 
de la ley N> i/í*4, sin perjuicio del jwgo del impuesto adeudado. 

«Jue la Cámara a qiw. admitiendo la acción respecto de la 
devolución de lo pagado |>or vía de impuesto, le ha desechado en 
cuanto se refiere a la multa, en virtud de lo dispuesto en los ar- 
tículos 27 y 2g de la ley 3764, ya que éstos disponen que cuando 
el interesado opta pur recurrir al Ministerio de Hacienda, de las 
resoluciones de la administración de impuestos internos, imj cr- 
iará, su actitud, la renuncia del recurso judicial. 

Que con arrezo a estos antecedentes, procede el recurso ex- 
traordinario concebido, del art. 14 de ta ley 4iS, pues se ha discu- 
tido la interpretación de preceptos de leyes nacionales, y ésta 
lia sido dada, en ^irte. en contra (leí derecho que el acana- 
lla fundado en ellos. 

<¿ue habiendo sido la sentencia arlada favorable a ¿ste. 
en cuanto se refiere a la devolución de la suma cobrada como 
impuesto, y consentido el fallo ]*>r el Ministerio fiscal, sólo ata 
ña a esta Corte pronunciarse sobre la aplicación de los arts. 27, 
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28 y 36 citados y el reclamo referente a lo percibido cu concepto 
de la mulla aplicada. 

Que a este res|iecto resalta la incongruencia derivada dé la 
interpretación de la Cámara a t¡iut. 06 por razones de pnk-edi- 
mú'iitii rechaza la acción <le autos en cuanto se refiere al reinte- 
gró de la multa col irada por violación a la ley de impuestos in- 
ternos, en tanto que. ]wr fundamentos acertados, declara que ttq 
ha existido aquella violación. 

Que este error emana de la equivocada comprensión de los 
arts. 27 y 28 de la ley 37ól. toda vez que ellos se refieren 
sólo a ttjs recursos |jor la vía contenciosa ante el Juez Federal o, 
|mr el orden administrativo ante el Ministerio de Hacienda, y a 
los efectos que produce la (ilición del interesado, cuando como 
en el ,utt> Hit. éste ha preferido el segundo procedimiento men- 
cionado. Es evidente (pie al rleeir la ley : "la opción a los intere- 
sados por el recurso administrativo inquinará renuncia de! re- 
curso judicial y viceversa" sólo cpiiere establecer la Incompatibi- 
lidad del ejercicio de añilas a! mismo tiempo, pero en modo al- 
guno puede ello significar la prohibición de ejercitar las acciones 
judiciales correspondientes que pudieran desprenderse de los 
derechos afectados y de su propia naturaleza, como ya lo ha re- 
suelto esta Corte en el fallo registrado en el tomo 1 2*>. pág. -103. 
Allí se ha «licito por el Tribunal que "si se declarase la improce- 
dencia de! juicio de repetición de lo que se alega indebidamente 
llagado, el contribuyeme quedaría, al respecto, a merced del fis- 
co, sin la garantía de la intervención judicial a cuyo amparó pue- 
den rectificarse los errores o corregirse los abusos {Hisibles, vía 
de rejiaración legal establecida en nuestras instituciones y con- 
sagrada |xir la jurisprudencia ríe los tribunales, lista expresión 
sintética de principios fundamentales, es aplicable a la cuestión 
que se ventila, i>or halier sido pronunciada en ocasión análoga 
a la del presente juicio. 

Que, en consecuencia, y habiendo resuelto la Cámara « r/Jto 
que procede la devolución del impuesto de 103.50 |K'sos, \*)r ha- 
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her sido aplicado indebidamente de acuerdo cutí la jurispruden- 
fia de este Tribunal (tomo 148. pág. 276), corresponde, igual- 
mente, declarar que el Fisco está obligado a devolver la .suma 
percibida en concepto de multa, jxir no ser aplicable al caso el 
art. 36 de la ley 3764, toda vez que vi recurrente no ha incurrido 
en infracción alguna legal. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la resolución 
de l* instancia, se revoca la de fs. 62 en la i>arte rpie ha sido 
materia del recurso extraordinario, y se declara, en consecuen- 
cia , que el Fisco está obligado a de volver al actor la suma de- 
mandada con más los intereses a estilo del Banco de la Nación 
Argentina, desde la notificación de la demanda, sin costas, aten- 
to a la naturaleza de la cansa. Xotifíqucsc y devuélvase previa 
rc|Ktsición del papel. 

A. Bkrmejo, — J. Figi-eroa Ai.- 

CORTA. — FtOHKKTO RePETTO. — 

R. Guido L a valle. — Antonio 
Saoarna. 



(¡ohiemo Nadomi contra don Xltgnct Salguero, sobre reivindi- 
cación. 

Sumario : \» Cuando el demandado niega ser el poseedor de ia 
cosa que se reivindica, debe ser condenado a transferirla, si 
el actor prueba que lo es ; lógicamente debe resolverse lo con- 
trario, cuando no consigue prolíarlo. como ocurre en este 

caso, 

2 : Dado que la acción reiuvindicatoria tiene i>or objeto 
recobrar la ]iosesión. el principio del art. 2410 del Código 
Civil, según el cual fwra tomar la posesión de liarte de una 
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cosa divisible, es indispensable que ella baya sido prcvia- 
mente determinada, material o intelcciualmentc, "jorque no 
se puede poseer una parte incierta de una cosa", debe regir 
para el caso como el de autos en el que el terreno que se 



3" La ley 61, título IX, partida 3». exige como una di 
las formalidades nqtieridas por las ventas por mandato de 
tercero, la indicación expresa del nombre del escriltano 
cuando la carta de per.ioneria no está sellada con el sello 
del otorgante, lo que en su caso debe hacerse constar tam- 
bién ; y la ley 6. titulo Í5, partida 5* no considera que el con- 
sentimiento posterior del vendedor y comprador jxir carta, 
existe, y por lo tanto, que el contrato no queda perfecciona- 
do, mientras esta no esté hecha, acallada y otorgada con 
testigos, "llorante chato puédese arrepciitir cualquier dellos." 

4* La tradición simbólica que autoriza la ley 8, titulo 
30, ¡anida 3', sólo podría probarse, en el caso de autos, 
en defecto de la forma prevista por ella, con la presentación 
del título en virtud del cual vendió el presunto mandatario 
del dueño del terreno, o de la copia original que debió en- 
tregarse al comprador en el acto de la venta. 

5* Del>e absolverse al demandado por acción re i vindi- 
catoria, si no ha proliado y no resulta de las escrituras de 
propiedad del demandante que el terreno reivindicado sea 
el mismo designado en éstas. 




Caso: \aí explican las piezas siguientes: 
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SRNTKMíH liti. jt.*KZ KEUKKAI. 

Roíafio di- Santa IV. Abril iü dt- l^J-í. 

Y Viástós: Este juicio ordinario sobre reivindicación de ijiro 
fracción de terreno, seguido |mr el señor Procurador l-iscal eii 
representación del Cobkruo Nacional, contra don Miguel Sal- 
güero, hoy su sucesor don Eugenio Uueheudorí, resulta; 

A f&i I comparece el señor Fiscal, en cumplimiento de ins- 
irueeiones superiores, interponiendo formal demanda reivitidi- 
catoria. la que funda en los hechos y derecho siguientes: dice 
■liie la Nación adquirió a don (guació l'once. por escritura pú- 
blica de compra-venta de 1« de Septiembre de 1855, un terreno 
situado en los suburbios di- esta ciudad, compuesto de 100 varas 
tu cuadro (equivalentes a 74K9.56 mts.2¡, lindando por el Na- 
ciente con la barranca del río Paraná; por el Sud con hereden» 
de Joaquín Sihunt; y pir el Norte y Oeste con terrenos del mis- 
mo vendedor: que en IK75, dicho terreno fué ocupado j >or la 
Municipalidad, destinándolo a depósito de basuras hasta el año 
ItfM; época en que, por halwrse poblado ese barrio, dejó de 
utilizarlo como antes; y con posterioridad, y con motivo del tra- 
zado de tina nueva calle, la de Ituzaingó, se encontró con que ha- 
bía sido ocupado j>or el demandado, quien reclamó judicialmente 
el respeto de su ocupación, allanándose la Municipalidad a ta 
demanda respectiva, según consta en el expediente sobre inter- 
dicto que se tramitó y resolvió en este Juzgado y se tiene a la vis- 
ta, agregado a estos autos pe* cuerda separada: que el derecho 
tli- la Nación surge de lo expuesto, pues consiste cu el que recono- 
ce el Código (. ¡vil al dueño que por cualquier motivo ajeno a 
su voluntad, es privado de la posesión de la cosa, | ludiendo recla- 
marla de quien la tiene (cita los arts. 2506. 2563, 275K. 275° v 
2772 dél referido cuerpo de leyes). 

Siendo el asunto de la competencia de la justicia federal en 
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virtud de Lo dispuesto \*>t el art, 2-\ inc. 6* de la ley N» 4S ; se din 
trámite a la demanda, mandando se corra el traslado eorres]NHi- 
díciltc. 

C< multándolo et demandad" señor Salyucro conqsircee a ís. 
(t, y expone que la Nación tío ha tenido jamás el dominio del 
terreno euya entrega se le demanda, ni la posesión del mismo, 
ni límlo traslativo alguno, pues el que invoca, según las propia* 
referencias, no corresponde a la Eraccióri que posee; que el iu- 
muelile que litne en sti poder y que motivó el interdicto contra 
la Municipalidad, a que se alíale, es otro distinto, según lo de- 
muestra las enunciaciones de su forma, dimensiones y linderos 
que hace el actor; niega también «pie la Nación haya tenido la 
posesión electiva, ni titulo para poseer el terreno en cuestión; 
(pie la copia simple que se acouqiaña a la demanda, aún después 
de autenticada, carece de fuerza proliatoria de su contenido con- 
tra los herederos de Ignacio Ponce entre otras razones, porque 
no aparece inscripta en el Registro de Propiedad;' por que se 
hace solo mención de que Elias Muñoz tiene poder suficiente tic 
Ignacio Ponce para vender, sin transcribir o insertar el mandato, 
ni expresar el escribano que lo tuvo a ta vista, en qué lugar > 
época se otorgó; «pie las mismas observaciones formula contri 
la representación de Gregorio Gómez, agregando res|>ecto a ésta, 
que no la podía tener sin ley autoritativa del Honorable Con- 
greso, y que se omite indicar de donde se extraen los fondos 
con que se pretende haber efectuado la compra; que, por otra 
parte, no habiendo tenido Ignacio Ponce la posesión del terreno 
en i&ii es imposible que lo haya trasmitido a la Nación. Añade 
las consideraciones de derecho que le sugieren los hechos ex- 
presados, y termina pidiendo el rechazo de la demanda con es- 
pecial condenación en costas. 

Abierto el juicio a prueba jior el término ordinario de ley 
(fs. 10), el Señor Procurador Fiscal presenta a fs. II. el dc- 
ereto original d"l Poder Ejecutivo de la Nación que lo constituye 
su representante a los fines de iniciar esta acción reivindicatoría 
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contra el ocupante o detentador del terreno adquirido por escri- 
tura de l» de Septiembre de 1855 : y ofrece, además, las pr lie- 
tas expresadas en los «clin párrafos de SU escrito de fs. 12 a 15. 

El demandado propone como pruelwi de su parte, la doeu- 
menta]. pericial y testimonial que detalla en su escrito de fs 23 
a 26. 

Recibidas que fueron indas y agrcgidas al expediente, se 
puso éste a disposición de las partes (>or el término y a los fines 
del art. 177 de la lev de procedimientos X» 50. Presentados los 
alefatos que corren tic fs. . . a fs. . .. el del actor, y de fs. . . 

a f s el del demandado, se dictó la providencia de autos ¡tara 

sentencia, previa reposición quedando el ex|>ediente en estado 
de fallo, desde el día 31 de Marzo próximo pasado. 

Y Considerando: 

Primero: Que la liase única de la presente demanda reivin- 
dicatoría, es el titulo cuyo testimonio corre a fs. 39; según el 
cual — dice el señor Procurador Fiscal — el Gobierno Nacio- 
nal aquirió el dominio del inmueble de que se trata. Es, pues, 
imprescindible examinar diebo litólo con preferencia; toda ve/, 
que la acción deducida se funda en el derecbo real de propiedad, 
y tiende a recuperar la jiosesión que lo perfecciona y completa. 
El referido titulo es indudablemente muy deficiente. Desde lue- 
go, no hay antecedente alguno de la ley, o por to menos, del 
decreto que dispuso la adquisición fiel terreno cuestionado y fa- 
cultó al Administrador de Rentas de esta ciudad para efectuar- 
la en nombre y p-ira el Estado; tanqioco se lia mencionado lo 
referente al destino del inmueble, ni el origen de los fondos pa- 
ra pagarlo; no existiendo en los archivos del Gobierno Nacional, 
más datos de tal adquisición, que los remitidos al Señor Procu- 
rador Fiscal para que inicie la demanda, siendo los que con en 
agregados de fs. 287 a 300; ni "habiendo antecedentes que se 
refieran al dominio y tiempo que estuvo este inmuehle cu poder 
del Ministerio de Guerra" (fs. 52). 
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Segundo : Ouc, como se desprende de la frase textualmente 
transcripta, el Gobierno Nacional apenas conoce la existencia (fi- 
la escritura de fecha 1* de Septiembre de 1855, careciendo de 
toda noticia acerca de la posesión del terreno, listo implica, evi- 
dentemente, que si el titulo fuera inobjetable ert si mismo, habría 
sido innocuo, puesto que tío hubo tradición, no se le hizo efectivo 
en su finalidad material; no huí» el acto de apropiación a que 
el título debía dar derecho, ni siquiera se le registró, ni archivó 
el testimonio del comprador cu el Ministerio corrcsi>ondientc. Y 
no es de extrañar la falta de todo acto posterior de posesión por 
parte «leí comprador, si se observa que éste no concurrió al «itor- 
gamicnto de la escritura, no manifestó su aceptación, ni exhibió 
el poder para prestar su consentimiento, ni puso el escribano nin- 
guna constancia de que el señor Gregorio Gómez era tal Admi- 
nistrador de Rentas Nacionales, autorizado por el Gobierno para 
representarlo en la transferencia. Es una omisión que, tratán- 
dose del contrato de compra- venta de un inmueble, invalida éste 
en absoluto; puesto que no aparece una de las i>artes contratan- 
tes, como ]x>r definición elemental debe figurar para que exista 
dicho acto jurídico bilateral. 

Tercero: Que si bien es verdad que las leyes españolas vi- 
gentes en la época de la referida escritura (1855), no exigían 
exactamente los recaudos establecidos para las transferencias de 
inmuebles jnir el Código Civil — no es menos cierto qué aque- 
llas requerían también la tradición simbólica, consistente en la 
entrega del titulo, y estatuían otras varías formalidades condu- 
centes a la eficacia de las operaciones, sobre todo cuando se tra- 
talta de la adquisición de bienes raices por poder. Y es obvio que 
asi fuera, dado que el fin del acto y el amparo de los derecho* 
obligaron al legislador de todos los tieimms a arbitrar los medios 
necesarios al mantenimiento del orden jurídico y la armonía y 
seguridad de. tas relaciones civiles. Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, tiene reiteradamente resuelto este punto en el sen- 
tido expresado, no podiendo el proveyente dejar de transcribir 
aquí, como mejor fundamento, el "considerando 1 1" de la sen- 
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tcueia dictada con fecha 2K ck* Julio de 1921). en la cnusa sobre 
reivindicación seguida |«»r Itapuiiy centra el Cnhkrnn Nacional. 
J fice así : "Que la tradición no s<»!o es indis] w nsabte pira ta ad- 
qiiisición del d^iirtíó en el estado actual de nuestra legislación, 
sino que tu era también con arreglo a tos leyes ^ue rigieron en 
la República hasta la sanción del Código Civil, pues, como lo tk-- 
ue resueltn esta Curte eu presencia de lus términos expresos de 
Jas leyes 4o. tit. 2\ Par* .V> y 50. lit. S<\ Part. 5'. y de la inter- 
pretación dada a los mismos por las más rfepetables autoridades, 
no es dudoso une |x>r la legislación anterior del Código Civil, 
como i**r la romana que le servía de fuente, era necesario para 
la adquisición del dominio el título n contrato v ta tradición de 
la cosa enajenada." A! final de este considerando, la Corte cita 
su fallo concordante registrado en el tomo 96. pág. 291, y hace 
mención de otros. 

Cuarto: Que además de los defoqtos de forma y fondo insi- 
nuados someramente, el título que se pretende adquisitivo de la 
propiedad del terreno cuestionado, adolece de un error en la de- 
terminación de lo vendido, que lo invalida prácticamente a los 
fines del presente juicio ; pues ese error no ha sido suplido |>or 
H único medio legal, cual era el de proceder a la delimitación del 
lote, o sea, a la uhicacióu del titulo. De que hubo error al seña- 
larlo, o lo hay ahora al tratar fie reivindicarlo, lo pruelian acata- 
damente los testimonios de las hijuelas de los heredero» de Ig- 
nacio Pnnce, cuya sucesión se liquidó en el año 1860 (v. fs. 41 
y 42).. De esa partición se desprende con toda claridad, que el 
titulo en <|tte se apoya el señor Procurador Fiscal (fs. 39 y 40). 
se refiere a una fracción situada más al Xorte, pttcstu que su 
limite por el Sud eran tos terrenos de Siburu : mientras que los 
iwseídos jior los herederos de Ignacio Pouce (Henila Á. de I'oti- 
ce, Luciano, Laurcana de Cardoso. Guillermina de Gorosito y 
Juana) tenían dichas tierras de Siburu como límite Xorte. 

Quinto: Qü« hay todavía otra objeción seria que formular 
en contra del titulo invocado por el señor Procurador Fiscal. 
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pudicwk conij»eitdi;'krseIa en el siguiente interrógame |Mrtüa pa* 
tlo Ignacio l'unee vender ni un terreno que m> le pertene- 
cía, pues formalia parle de otro más extenso qtie recién adquirió 
por compra en 1858? Tóelos fns peritos que han intervenido ni 
este asunto, y cuyos informes tu testimonio aulcnlico se lian 
acumulad" a estos atitós eomo parir de la prueba, están contentes 
en situar el 1uR> de que se trata al Sin! del <1e tos Silutru. es decir, 
dentro de los que fueron de Lorenza Kspejo de l-crreyra. a quien 
Ponce le compró en 1858, (a fracción que pasó a sus herederos: 
luego, lu epte se pretende vendido al Estado en 1855, ni» puede 
ser jiarie de esle mi>mo. comprado tres años después. 

Sexto: Qne. como se lia insinuado ya, el titulo snin mi Uis- 
ta para comprobar el dominio, y menos, cuando se fe «jumen oíros, 
reforzados pnr la posesión de más de veinte años. Kl actor no 
ha proliado atpií hábec poseído ningún terreno, (o que equivale a 
decir que el titulo de 1K55 no tuvo eficacia, ni consecuencia prác- 
tica alguna; lo único que se tía sostenido como prueba de pose- 
sión, es la existencia en aquellos sitios, de un depósito de jiól- 
vora que un rayo hizo explotar en 1868. Ivl suelto del diario 
'i -a Capital", donde oportunamente se hizo crónica del suceso 
ffs. 27 y 28) y se ha ofrecido para probar la existencia de un 
establecimiento nacional, no prueba tal cosa; puesto que el co- 
mentario se refiere a cosas locales, y menciona el de|M>sito de 
pólvora eomo algo propio de la ciudad o provincia, ya que hasta 
la guardia o servicio de custodia se hacía con gendarmes, deno- 
minación característica de los individuos de los cuerpos de policía 
civil, pOT o)tosición a soldados del Ejército Nacional. Pero hay 
una razón más fundamental para pensar que el >nósito de iwl- 
vora no dependeía del Gobierno Nacional, y es la que el prove- 
yente condensa en esta pregunta: ¿cómo y por qué no quedó 
constancia alguna en el Ministerio de Guerra y Marina de esa 
catástrofe, de la que resultaron gendarmes gravemente heridos, 
se perdió tuda la pólvora depositada y se destruyó completamente 
el edificio? 



FALLOS DE LA COME SUPREMA 



Séptimo : Que, ¡nir otra parte, la confusión a que se ha alu- 
dido en el "considerando 4 V ", resulta man evidente aun que de 
las escrituras, de la inspección de los terrenos que ha practicado 
el prove vente [«ra darse cuenta exacta de las ubicaciones posi- 
bles del depósito de pólvora y de lesuras: éstas, transformada* 
por la acción del tiempo, existen todavía constituyendo un mon- 
tículo adyacente a la (arranca, que avanza fuera del perfil p cres- 
ta natural de ésta : demostrando que el ai>orte de los carros mu- 
nieipnles se i1*a dejando caer al pie de dicha barranca; y coino 
los títulos de Poncc, tanto como la escritura de 1855 que invoca 
el señor Procurador Fiscal, dan por limite Este de los terrenos, 
la (arranca del río, se infiere fácilmente que ninguno corres- 
ponde al sitio ociqndo por las 1 asuras. Kn cuanto al polvorín, 
las noticias sobre su existencia hasta 1868 que dan los testigos 
|K>r referencia, y no por conocimiento propio, son de (pie estaha 
en el bajo, y cerca del antiguo matadero; |x>r consiguiente, tam- 
poco puede ubicársele cu el terreno que el Señor Procurador 
Fiscal reclama en este juicio. Hay todavía una presunción que 
corrotmra las precedentes indicaciones, y es la existencia de ar- 
boles, alguno de más de treinta años, planta* los por los poseedor 
res del terreno (pie se pretende reivindicar: si la Municipalidad 
lo ppS*yó ( aunque sin titulo, según lo ha reconocido, es indudable 
que no lo hizo para formar un |>arque, adornándolo con planta- 
ciones, sino exclusivamente para basuras y en la extensión indis 
Inusable. 

Octavo: Que suponiendo que el Estado adquirió realmente 
el inmueble a que se refiere la escritura de lü55. se tropieza con 
otro grave inconveniente jurídico para la presente reivindicación, 
y es el de que consta en autos, ]»r declaración expresa del actor, 
que desde el año 1875 hizo alandono de él. no considerándose en 
ningún momento dueño; en tal forma que fué ocupado en |Kirte 
pór la Municipalidad , y el resto por [articulares sin protesta de 
nadie. Y no puede decirse que la Municipalidad lo usó como 
bien comunal, puesto que cuando celebró el contrato con Lafor- 
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filie-, ^íara la furnia de lesuras, en 1884. estipuló que se elidiría 
el terreno que pirecícra adecuado para la instalación del horno, 
y la Munieqjatidad gestionaría su expropiación por las vías le- 
gales (v. ís. 161 a 165. art. 2" <lel contrato,. Además, cnrrolm- 
raudo este dato lan elocuente, hay un informe del Departamento 
de Ohrns Públicas de la Municipalidad donde se afirma que la 
comuna carece de título que justifique su dominio del terreno en 
el que se dc|iositaban las basuras ( v. fs. 244) ; lo que concuerda 
también con el allanamiento de la nombrada corporación a la 
demanda (interdicto pnscsorin}, deslucida a raíz de actos de aque- 
lla, pcrturkadores de la posesión de Salguero, Y fué con motivo ■ 
de ese juicio jHJsesorio que la Municipalidad realizó var 
vesicaciones conducentes a esclarecer a quién o a quiénes 
necia el terreno litigioso, llegando a establecer enn precisión 
que no era de ta comuna, pero podía sur del Gohiernn Nacional, y 
resolviendo, en consecuencia, elevar a conocimiento del señor Mi- 
nistro de Hacienda de la Nación, una copia del expediente for- 
mado, del que se infiere que la Nación es propietaria de un te- 
rreno de 100 por 100 varas, etc. 

Novcnu: Que los textos legales que invoca el señor Procu- 
rador Fiscal, en appyp de su demanda, no son aplicables al caso 
sub jwiitc: el art. 2506 define el dominio, y esa definición re- 
sulta contraproducente aquí, puesto qué no se acredita en forma 
qué la cosa ohjcto fie la reivindicación esté, ni haya citado en 
ningún tfémjjjb sometida a la voluntad y acción de quien se dice 
dueño de ella: constando todo lo contrario. El 2513. desenvolvi- 
miento del mismo concepto, detalla las consecuencias prácticas 
posibles del derecho de propiedad: poseer la cosa, disjióner y 
servirse de ella, etc.: lo que no ha hecho el supuesto titular del 
dominio de ese terreno. f\l 2758. define lo que es la reivindica- 
ción, siempre teniendo por lase el derecho de propiedad, KI 2750. 
se refiere a las cosas que pueden ser objeto de la acción real 
reivindicatoría. F.1 2772. es el único precepto relativo al presente 
juicio, pero ya se ha estudiado en los párrafos anteriores, que el 
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dominio que pretende el actor no está acreditado legalmente, va- 
le tkcir. que no existe derecho real perfecto ni imperfecto íart. 
2507; qu autorice el ejercicio de la reivindicación contra ct ac- 
tual poseedor. Fu cambio, el art. 2791, establece teriniuantemcn- 
tc que si el reivindicante y poseedor contra quien se dá la acción 
presenta ren cada uno sus títulos (le propiedad emanados de la 
misma persona, el primero cpic ha sido puesto en posesión de la 
heredad, si- reputa ser el propietario. Ks el caso de autos : el señor 
Procurador Fiscal y el demandado han exhibido sus títulos res- 
pectivos, provenientes ambos de limado Ponce: no habiendo 
acreditado el primero Ja posesión, y si el seguido, directamente 
ahora, y j>or medio de los herederos del causante, desde mu- 
chos años atrás, como se ha proliado concluyentcmente, Luego, 
el principie* del "beati nossidentr, es de rigurosa aplicación para 
resolver la contienda. 

Décimo: Que la prueba testúnotiiíd rendida carece de efi- 
cacia i>or cuanto los testigos solo manifiestan la simple creencia 
de gtte el terreno objeto de esta reivwdie;ieión peneneeia a la 
Municipalidad, por el hecho de pasar por él y ntifízarln en parte 
para depositar las tesuras ¡ ele donde provenía el nombre de 
"basuras viejas" cmi pe K fe desigual n. ¿Qm- valor jurÍ<Hco 
puede atribuirse a tales declaraciones, en frente ai contrato de 
la Municipalidad con L:ifdigue; en presencia del reconocimiento 
expreso en juicio, hecho por la misma Municipalidad, de la po~ 
sesión más que anual fie Salguero ; y ante las constancias acumu- 
ladas en ct expediente que dicha cor) «iración elevó al Ministerio 
de Hacienda de la dación; de todo lo cual se ha hecho mérito 
ya? F.l señor Procurador Fiscal contesta esta pregunta a ís... 
de su alegato : "la pntclta testimonial en este caso no tiene fuerza, 
dice. j>ara (pie sea tomada en cuenta, darla la documentación que 
corre in autos". tU \ 

L'ndéeimo: Que demostrado — auno cree dejarlo el pm- 
veyente — que el rein vindicante carece de titulo y de posesión; 
es decir, evidenciado que no hay base alguna para (pie la prc- 



ME JlSTtCIA DE LA NACIAN 



307 



senté acción prospere, no es necesario entrar a estudiar el de- 
recho ([iie invoca el demandado, analizando los títulos de propie- 
dad, bastante complicados, que exhibe. Si el actor, dice el viejo 
proverbio, no prueki su acción, delrc alusolvcrse al reo. 

Duodécimo : Que en el presente caso, el Gobierno Nacional 
actúa en su carácter de persona jurídica, y por lo mismo, tiene 
los derechos y obligaciones propias del litigante particular en el 
juicio; siéndole aplicahU-s las reglas generales de procedimiento, 
entre las cuales se hallan tos referentes a tas costas. Es de estricta 
justicia, tomo que los romanen compeiuha1»an et concepto en el 
Wtwne Un di re. (pie no se delie molestar ni dañar inmotivadamen- 
te a nadie, y como arpii resulta, sin fundamento alguno, obligado 
un i»osecdor a salir a juicio a defender sus derechos y hacer los 
gastos que su defensa le impone, parece evidente que deten serle 
resarcidos por quien los lia ocasionado. 

IW los fundamentos apuntados y b>s concordantes expues- 
tos Ixm- el- demandado en su alegato, definitivamente, fallo: ab- 
solviendo de la presente demanda reivindicatoría al demandado. 
Con costas. Insértese, nulifíquese y en su oportunidad archivese 
el expediente ; previa devolución bajo constancia, de los docu- 
mentos que las partes solicitaren, y de los autos traídos "ad ef- 
fectum videndi." 

Manuel Carrillo. 



SHJíTEXCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosará, Octubre 14 de 19¿2. 
Vistos en acuerdo, y Considerando : 

Que ei Procurador Fiscal, por el Gobierno de la Nación, en- 
tabla Contra don Miguel Salguero acción de reivindicación de un 
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terreno situado en los suburbios de esta ciudad, y la funda cu el 
tíulo que en copia simple acompaña (rupia rjue por mandato del 
"a qüo", lia sido debidamente autenticada, previa verificación, 
por el Jefe del Archivo General), y en los artículos 2750 277* 
2758, 250ÍÍ y 2513 del Codito Civil. 

Que el demandado sostiene, en primer término, que h de- 
manda entablada es improcedente en su contra, porque su cansa- 
damente y los herederos del mismo, no tuvieron en ninguna é|>oca 
el dominio ni la [«sesión del inmueble delimitado por la copia 
de la escritura (pie se acompaña a la demanda, el que no se en- 
cuentra comprendido dentro de la lonja de doscientas varas por 
mil varas que en 1858, compró don Ignacio Poitce, ante el es- 
cri liano Narciso líanos; y en cuyo perímetro está enclavado el 
inmueble del cual, dice, es propietario y j>osce actualmente. 

Que del examen de los antecedentes que obran en autos y que 
se relacionan con ese punto, no resulta ser exacta la afirmación 
que hace al respecto el demandado. En efecto, de Ta escritura en 
que funda el actor su demanda y que corre a fs. 3<>. rcfil ,i, a qi ,e 
con fecha 1" ríe Septiembre de 1855, don Elias Muñoz, con jwler 
bastante de don renació Posse. vendió al Kstado de la Nación 
y en su nombre al señor Administrador ríe Rentas Nacionales, 
don Gregorio Gómez, un terreno de la propiedad de su repre- 
sentad* situado en los suhurhios de esta ciudad y compuesto de 
cien varas en cuadro. q«e linda por el Naciente con la liar ra rica 
del río Pirana, por el Sttd con ios herederos del finado don Joa- 
quín Siluiru y por el Norte y Poniente con el vendedor, y de la 
ventura que en copia corre a fs. 37, consta que el 20 de Julio 
de 1R54. don José (Vferino fie Itustamante. como apoderado de 
doña Lorenza Kspejo de Ferreyra. vende a don Tgnacio Pouce 
un sitio en los extramuros de esta ciudad de propiedad de su 
poderdante, compuesto de doscientas varas de frente y mil de 
fondo, que linda por el Naciente con las barrancas del río Para- 
ná, por el Poniente con su representada, por el Sud con los he- 
rederos del finado Joaquín Sihuru y por el Norte con don Atjus- 
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tin Fernández. De donde resulta que ia tracción a que se rt'íiere 
la escritura de venta a favor de la Nación, forma parte de esta 
mayor porción que don Ignacio l'once adquiere de doña l^orcnza 
Espejo de Fe r rey ra. 

Ahora bien, de la escritura tic techa 11 de Junio de 1858 y 
que corre a ís. 81 y también a fs. 154, a que se refiere el de^ 
mandado, no resulta que ñor día recién adquiera don Ignacio l'on- 
ce el citado bien por no ser una escritura de venta simple, sino 
de rectificación y ratificación de la venta que consta en la citada 
escritura de fs. 87, motivada y al efecto de salvar un error que 
se hahia cometido en esta última escritura al determinar los 
límites Sud y Norte; y asi se establece en el mismo documento 
al decir: "En 21 de Junio de 1858 compareció don José Cefé- 
rino de ISuslanianle y dijo : que en el año cincuenta y cuatro an- 
te el mismo escribano, otorgó, como apoderado de doña Lorenza 
Espejo de Ferreyra, escritura de venta de un terreno a favor 
de don Ignacio Ponce; que habiéndose equivocado al nombrar 
los colindantes, deseando rectificarlo para salvar toda duda, por 
el presente instrumento otorga y dá en venta formal y enaje- 
nación perpetua a don Ignacio l'once, un sitio en los extramuros 
de esta ciudad de propiedad de su poderdante, compuesto de 
doscientas varas de frente y mil de fondo, lindando por el Na- 
ciente con la barranca el río l'araná, por ei Poniendo con su re- 
presentada, por el Sud con los Fernández y por el Norte 
con los herederos del finado don Joaquín SiUiru. . .", de lo que 
se tiene que no se trata de distintos inmuebles, sitio que tanto la 
escritura de 1854 como la de 1858 se refieren al mismo bien, y 
como la escritura de fs. 39 se refiere a una fracción que forma 
parte de aquél, no puede catier duda de que dicha fracción es el 
cuadrado de cien por cien que se demanda, el que en vez de lin- 
dar por el Sud con los herederos de d «i Joaquín Siburu, como se 
dice en la escritura { i ncur riéndose en el mismo error contenido 
en la escritura de 1854, que sirvió de liase al contrato de com- 
pra-venta), linda ]*>r ese rumlio con los Fernández. Además, del 
documento presentado por el demandado, y que se refiere a la 
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par lición y adjudicación de los bienes dejados \*>r don Ignacio 
Pólice a su fallecimiento, resulta que al adjudicarle a la viuda, 
doña I ¡cuita Arias, una fracción de terreno — la 411c se deter- 
mina en tí plano de fs. 263 — se expresa que dicha fracción 
"es parte del terreno que cun fecha veinte de Julio de lfc¡54 
compró el finado a don José Ce ferino de I talamante en repre- 
sentación de doña Lorenza fespejo de Ferreyra. según la escri- 
tura otorgada |wr el escriliano don Narciso Daños" < ís. 95 vuel- 
ta a 96), de lu que se desprende que los mismos herederos han 
entendido que el inmueble lu adquirió dun Ignacio Punce en 1K54. 

tjfue de las actuaciones sobre interdicto a que se refiere el 
expediente agregado, del contrato celebrado por la Municipalidad 
con el señor Juan M. taforgue (fs. 33), mensura del agrimen- 
sor Si vori (fs. 34 v. a 35 j. plano de fs. 263, actuaciones sobre 
desalojo (ís. 77 y 186) y de otros antecedentes de autos, se des- 
prende que el terreno de cien varas en cuadro, materia de ta de- 
manda, es el mismo que po$ce el señor Salguero. 

Que el demandad» sostiene también tjue el título presentado 
por e! actor, es nulo por no haberse llenado en él formalidades 
esenciales determinadas por el Código Civil, y por no existir ley 
ni decreto que autorice la compra a que se refiere dicho título. 

Resultando del documento de f s. 39 que el contrato de com- 
pra- venta celebrado cutre el señor Ignacio Punce, representado 
por don Elias Muño*, y el Estado, tuvo lugar en el año 1855, es 
decir, mucho antes de la vigencia del Código Civil, los derechos 
resultantes de ese contrato, deben juzgarse con arreglo a las 
leyes vigentes en esa época ( artículos y 40+4 del citado códi- 
go) ; y como jx>r las leyes vigentes en esa época la enajenación de 
inmuebles no estalla sometida a requisitos de forma (leyes 6» y 
22. lít. 5'. Part. 5»), los defectos que señala el demandado, no 
han podido de ningún modo viciar el acto, más cuando el rsexi- 
Ikioo declara que ante él y los testigos compareció don Elias 
Muñoz con poder listante de don Ignacio Punce, siendo la for- 
ma empleada en esta escritura la misma que se empleó en las es- 
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trituras dé fs. 31 y 37. coi) la diferencia de que en éstas el cscri- 
Itaun solo titeé i|Mf compareció don José (Y ferino de Bustamante 
como apoderado de doña Lorenza Espejo ele Pcrrcyra, y en aqué> 
lla el escribano afirma que cntuparc-ciú don Elias Muñoz con po- 
der Aislante de don Ignacio Punce. 

Por otra parte, habiendo quedado definitivamente concluida 
la operación de venta al otorgarse y firmarse la escritura, y he- 
cha la tradición del bien vendido en la forma que se refiere la 
ley 8», tír. 30, Part. 3*. a estar al documento de fs. 39, ol vende- 
flor ni sus sucesores podían apartarse del cumplimiento del con- 
trato ni deshacer la venta (leyes 6» y 7„ tít. S\ Part. 5»). P«- 
diendo, en consecuencia, considerarse desde luego la cosa así 
vendida como fuera de su patrimonio; y así lo lian entendido 
no sólo don Ignacio Portee, de quien no se lia demostrado en au- 
tos haya hecho acto alguno en el sentido de desautorizar esa 
venta, sino también sus herederos al excluir de los bienes de la 
sucesión el terreno de la referencia, corno resulta de los documen- 
tos de f s. 42 a 43. 94 vta. a 96 vta. y plano de fs. 263, y al no| 
halwr exteriorizado ningún acto que revelara disconformidad con 
la mencionada venta durante el largo tiempo transcurrido desde 
cuando se efectuó la partición y adjudicación de los bienes fin- 
cados |>or fallecimiento de don Tgnacio Ponce (año 1860, según 
la constancia de fs, 96 vta.). hasta que el demandado adquirió 
derechos y acciones de algunos herederos de doña Zoila Ponce. 
hija ésta de don Ignacio. La falta de ley, por consiguiente, no 
puede aprovechar al vendedor, más cuando debió conocer esa cir- 
cunstancia y a pesar de ello vendió, recibió el precio c hizo la 
tradición siml>ólica fiel hien vendido, como se desprende de los 
documentos de fs. 39 y 458. 

El hecho dé cpie no figure anotada la venta, en el Registro 
de Propiedades, se explica porque la adquisición ix>r el Estado 
es notablemente anterior a la época en la cual se fundó esa ins- 
titución. Además, aunque no fuera así, el vendedor no puede 
valerse de esa circunstancia pira pretender invalidar la venta. 
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Que el hecho de que d poder a favor de don Klins Muñoz 
no figure en los registros que existían en aquella éjMJca un esta 
ciudad, nada demuestra, ]tor cuanto lia podido ser tftrgado en 
utra jíarie. en Buciuis Aires, |mr ejemplo, de donde era don 
Ignacio IWc natural, según se dice en el documento que corre 
a fs. 157. 

Que según la constancia de ís, 2%. el i ¡ubiernn de la Na- 
ciód cúiriprÓ el terreno de que se- trata pura instalar en él un 
polvorín, el que. como se desprende de jos doaunentus de fs. 27, 
455 y 456, existió hiLsta el año 1868 en que se incendió debido a 
la caída de un rayo: y los misino* documento* que liacen a los 
derechos de ln* herederos de don Ignacio Punce en lo que rea- 
taba de la funja que adquirió éste en corroboran la exis- 

tencia de ese Mvnrin al decirse ni la hijuela de (laña Juana 
Punce que "se le adjudica trescientos pesos en el terreno sitiado 
en los suburbios de esta ciudad rompuestó de cien varas (le 
frente y ciento cincuenta de fontto* lindero por su frenie al Xa- 
cíente con la liarranca del río Paraná, por su fundo con terreno 
adjudicado a doña Guilleñm Punce de Gnrosim, por e.l costado 
Sud con la Pólvora y un tal Lucen, y por el Norte con Joaquín 
Sflnipu f fs. 42). fíesignación esta de "U Pólvora" que ¡mUidalaV 
mente fue determinada por la existencia del mencionado polvo- 
rín. Diez y nueve anos más tarde de hecha esta adjudicación, la 
misma doña Juana Punce, al verder a don Juan Uforgiic. una 
fracción fie lo que se le había adjudicado en su hijuela, en la 
escritura res|H-ctiva hace untar que el línderu Sud es el É*tuÍb 
(í*. 122 vta. "in fine" y 123). 

De esu» resulta que adema» de la ^sesión Simbólica a que 
se ha hecho referencia. la Nación tomó posesión material del 
terreno vendido, ratifíeandu así lo hecho por el Administrador 
de Rentas Nacionales, don Gregorio Gómez. 

Que con arreglo a lo establecido \mr el art. 2443 del Código 
Civil y ley Ua, lít. .10. Pan. .la, la posesión se retiene y se con- 
serva por la sola voluntad de continuar en ella aunque el po- 
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sccdor no tenga la cusa ]>or sí o |Hir otro, y la voluntad de con- 
¡Jcrvar la posesión se ju/ga que continúa mientras no se haya 
manifestado una voluntad contraría. 

1.a ley 50, tít. 28, Patf. A*, establece que la desocupación 
de una cosa raíz no coni[xirta la pérdida del dominio, sino cuan- 
do la desampara el dueño con intención que no quisiese qué fue- 
re suya; intención que nada descubre cu el presente caso, y |«*r- 
<|tte el dominio es ]H.T|»etiio y el propietario no deja de serlo aun- 
que no ejerza ningún aetu de propiedad : a no ser que dejase po- 
seer la cosa ]mr otro durante el tiempu reipterido para que éste 
pueda adquirir la propiedad i>or la prescripción (art. 2510. del 
código citado). 

Que habiendo salido el bien de que se trata del patrimonio 
de don Ignacio Ponte por la venta que hizo a favor de la Na- 
ción, como sus mismos herederos lo lian reconocido al excluirlo 
de los bienes de la sucesión, estos no han podido heredar más 
de lo que el causante tenía, y. i«>r consiguiente, los ccdenlcs del 
demandado no han podido trasmitirle legalmente derechos sobre 
ese bien, en virtud del postulado jurídico según el cual nadie pue- 
de trasmitir derechos que no tiene. 

Que el señor Salguero no ha compro! wlo que el o sus ce 
denles, hayan adquirido el inmueble mencionado por algún otm 
titulo. 

Que la posesión por más de treinta años que invoca él de- 
mandado para sostener que ha adquirid*» el bien cuestionado por 
la prescripción a que se refiere el artículo 4015 del Código Ci- 
vil, no resulta de autos demostrada, lüi efecto, de las declaracio- 
nes de sus testigos Ano mió Micheletti y Doroteo Vázquez (fs. 
69 vta„ 80 vta. y 81 vta.í, se desprende que don Juan Lafor- 
gc, concesionario de la >Iumcipah'dad para la explotación de las 
I asura*, cuino consta del documento de fs. 33 a 36 y que tam- 
bién corre de fs. 160 a 165, i>aq»ó y habitó el terreno no en nom- 
bre del demandado o sus cedentes sino en virtud de la referida 
concesión; y las demás personas que también oeu|)aron el te 
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rreno algunas de las cuales el demandado las hizo desalujar, 
según los anteesdentes que corre» de fs, 97 a 118 vta. y Itfó a 
204, no resulla comproltado gue lo ocuparán o poseyeran en nom- 
bre de él o sus eedentes ni siquiera de los otros herederos de don 
Ignacio Ponce, como no resulta que el señor Salguero adquirie- 
ra los derechos que pudieran tener esas i>ersonas. Rosa Pereyra, 
que dice ocupó c| terreno |x>r más de veinte años, y Pclroua 
Heredia. consideraban el inmueble como de la Municipalidad, 
como consta a fs, 132 vta.; y si hien el testigo Bonifacio íiarcia 
a fs. 72 dice que ha convido ranchos de unos isleños que vivían 
en el terreno con permiso de tos Ponce. y Manuel Duran a fs. 
78 vta.. expresa que es cierto que ese terreno fue siempre po- 
seído por la sucesión o herederos de Ignacio Ponce, el primero 
no dice ni el nombre de los isleños a que se refiere, ni el tiempo 
que vivieron en el terreno, ni cómo salie lo del jienuiso. y el se- 
gundo no determina ningún acto o hecho que revele ocupación 
o posesión por los herederos de don Ignacio Ponce, menos por 
los herederos de doña Zoila Ponce que. cedieron derechos y ac- 
ciones al demandado. En cuanto a ta ¡joscsíói» personal del señor 
Salguero, cuando más puede remontarse a la é|x»ca en que ad- 
quirió las acciones y derechos. 

Que, en consecuencia, el actor presenta título y acredita po- 
sesión anterior a ta del demandado, en tanto que éste carece de 
titulo y no ha acreditado halarse cumplido a su favor la prescrq»- 
ción que invoca, por lo que ta domanda resulta procedente. 

Por estos fundamenta, se revoca la sentencia apelada de 
fs. 435 a fs. 443 vta., y se declara que el demandado delie des- 
volver al (íobicruo de la Nación el inmueble de la referencia den- 
tro del termine * de diez días con tos frutos percibidos y los que 
jwr su negligencia hubiese dejado de percibir desde la notifica- 
ción de la demanda : con costas en amlias instancias. 

Notifíquese y devuélvase al Juzgado de origen donde se re- 
pondrá el sellado. — AmV / '. (¡onzálrz | con ampliación de funda- 
mentos). - José del Horco, — José M. Fierro (en disidencia). 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



AMPLIACION DE l IMíAMIvNTdS DEL SI- ÑOR VOCAL PRKSI DENTE 
DOCTOR LUIS V. GONZÁLEZ 

Yislos en acuerdo, y Considerando: 

Primero. I-a primera cuestión a resolver es la relativa a la 
validez » eficacia jurídica del titulo ikl reivindicante, Este fuu- 
da SU acción en la eseriti*ru pública otorgada en primero de Sep- 
tiembre de 1855 ante el escrilwuo «le esta ciudad don Narciso 
Bafms y en su registro, y según la cual don Elias Muñoz, cum 
poder Instante de don Ignacio Ponce vendió al Estado tle la Na- 
ción y en su nombre al señor .Administrador de Rentas Nacio- 
nales don Gregorio Gómez, un terreno de propiedad de su repre- 
sentad* i, ubicado en los suburbios de esta ciudad y compuesto de 
cien varas en cuadro, etc. La copia de esta escritura corre a fs. 
39 y 40. Este titulo es impugnado como deficiente y nulo, tonto 
|H>r el demandado en su defensa, como por el "a quo" en la sen- 
tencia recurrida. Pero antes de entrar al estudio del titulo y de los 
argumentos con que se le impugnan, recordemos otros anteceden- 
tes de autos que son indispensables para ese estudio. 

Segundo. A fs. 37 y 38 corre agregada la copia de una es- 
critura pública otorgada en esta ciudad en 20 de Julio de 1854. 
ante el escribano de la misma Narciso Baño y en su registro, en 
la (pie consta que don José Ceferino de Bustamante como apo- 
derado de floña Lorenza Espejo de Ferreyra. vende a don Igna- 
cio Punce un sitio ubicado en los extramuros de esta ciudad, de 
propiedad de su representada, compuesto de doscientas varas de 
frente por mil de fondo y linda al Naciente con la Ixirranca del 
río Paraná, |»or el Poniente con su representada, |K>r el Sud con 
los herederos de Joaquín Fernández. ]>or el precio de doscientos 
pesos plata Aliviana que ya tiene recibidos a su satisfacción. Y a 
fs. 31 y 32, está agregada la copia de otra escritura pública tam- 
bién otorgada en esta ciudad en 22 de Junio de 1858, ante el mis- 
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mu escribano Baños, y en la que consta r|tie el señor José Ceíeri- 
no de Bustamante como ápédor¿íó de doña Lorenza Espejo de 
Ferreyra. comparece y dice: que en el año 54. ante el mismo es- 
cribatto otorgó como apoderado de dicha señora, escritura de ven- 
ta dé nn terrea ;i a favor de don Ignacio Portee, y que habiéiidu- 
se equivocado al nombrar los colindantes y deseando rectifica «-Ir, 
para salvar toda duda. por el presente instrumento público, en 
la vía y forma que más baya lugar |«ir derecho, otorga que ven- 
de y ría en venta formal a don Ignacio i 'once, etc.. y repite la 
leyenda contenida en la escritura del 54. en cuanto se refiere a la 
extensión, dimensiones y ubicación del terreno vendido y su pre- 
cia recibid", y repite también |i*s linderos del Este y del Oeste, y 
sólo varía los del Norte y Sttd que era donde estalla la equi vo- 
cación de aquella escritura consistente en haber cambiado di- 
chos linderos. 

Tercero, lisias di* escrituras están intimamente relaciona- 
das y no se necesita de mayor esfuerzo intelectual para darse 
cuenta de que ambas se refieren a un solo y mismo terreno, pues 
asi se consigna en su texto; y el objeto de la segunda es relativo a 
los linderos del Sud y fie! Norte, (pie n| «recen canibiadus. No se 
puede, pues, sostener seriamente que ambas escrituras contienen 
• •[ ieracint.es ilif érenles y se refieren a diversos terrenos, ni se pue- 
de fundar en éste enneepto ningún argumento serio contra los 
derechas del reivindiejtnie como ¡o pretende el demandada. Ade- 
mas, la rert i f tención y corrección contenidas en la escritura del 
5$ no sólu aprovechan a la del 54, sino que también favorecen 
a las que durante ese intervalo hubiese otorgado don Ignacio 
J'oiicl-. hu uniendo en el mismo error contenido en la primera, 
la del 54. Así. cu la que otorgó en 1X55 de venta a íavor del 
Estado de la Nación, det cuadrado de cien varas, se incurrió en 
el error de colíndaitcia contenido en la del 54, En el plano de fá, 
323, se vé claramente cómo variaría de ubicación ese cuadrado, 
en virtud de aquel error. Por consiguiente, salvado éste en la 
escritura del 58. no se puede pretender Jtara dicho cuadrado la 
ubicación errónea que se le da en la escritura del 55. 
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Cuarto. Mu la sentencia recurrida y aún más en ta defensa 
del demanda dp se impugna et titulo del reivindicante sosteniendo 
sil ineficacia jurídica |>or defecto de forma, tales como la falta 
de inserción o transcripción del |H»dcr del otorgante, de la fir- 
ma de los testigos y de la lectura y ratificación de) contenido de 
la escritura. Este argumento tendría el inconveniente de que si 
llegase a prosperar, serian igualmente nulas las tres escrituras 
mencionadas, porque todas ellas tienen exactamente los mismos 
supuestos defectos de forma, y por consiguiente, quedarían tam- 
bién sin titulo don Ignacio Punce y todos los que de él pre- 
tenden derivar el suyo. Pero no es menester llegar a estos ex- 
tremos para demostrar la inconsistencia de aquel argumento : en 
efecto, las leyes de Partida, vigentes cu la ¿poca en que fueron 
otorgadas armellas escrituras, seguían casi al pie de la letra el 
sistema romano en materia de compra- venta : y así vemos que en 
las de! tít. 5* de la Partida 5*; que reglan esto contrato, estable- 
cen para su validez como únicos elementos indispensables y nece- 
sarios, el precio cierto, la cosa determinada y el consentí mienta 
o voluntad de las partes, sin preocuparse mayormente de otras 
formalidades extrínsecas. Y así la lev ¡S 4 del titulo y Partida cita- 
da, al determinar cómo puede celebrarse el contrato cuando el 
comprador o el vendednr no se encuentren presentes, autoriza a 
hacer la manifestación de voluntad ]»or cartas o mandaderos 
sin establecer otra formalidad : de modo que, hasta que el oficial 
público de fe de la existencia del mandato* para que tal mani- 
festación se tenga por verdadera. 

Quinto. \a\ ley 61, tit. 1K. de la Pan. 3"\ que cita el deman- 
dado en apoyo de stl argumento fundado en la falta de f anuali- 
dades de la escritura, título del reivindicante: ni dice lodo lo que 
se pretende, ni es aplicable a este caso. En efecto, esa ley se re- 
fiere a las ventas hedías en ditcnmento privado y i*>r medio de 
mandatarios; y |>or eso exige que éstos espeei tupien los poderes 
con que actúan, pero en las hechas mediante escriltano público 
no es menester este requisito, y basta que el oficial público de íé 
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tic que d otorgante actúa con poder bastante, para que tal aseve- 
ración se tenga ]x>r verdadera ¡ pues para esb era el oficial pú- 
blico, para dar fe de lo que se operaba en su presencia y él lo 
consígnala en su protocolo. Posteriormente el derecjiQ moderno 
lia evolucionado exigiendo muchas condiciones de forma para la 
valide/ de las escrituras; perú ésta» no existían cu el derecho 
español, y Jas ppcaS que había tiu estallan sancionadas con la 
nulidad de la escritura, y asi venios en muchas leyes, (pie su 
falta era castigada con multas a los escribanos, lamí mico 1>> ley 
citada dice lo que se pretende; pues ella solo se refiere a la es- 
pecificación del peder;, cuando la venta ha sido hecha por man- 
dato consignado en caria o en escritura ante escribano. Pero ella 
no dice que del>a leerse y rali f icarse la escritura antes de ser fir- 
mada, y sohrc todo, que se consigue tal circunstancia en su tex- 
to, y finalmente que esta falla sea castigada con la nulidad del 
acto. En el derecho español el awrilmno público tenía una mi- 
sión que desempeñar mas importante que en el nuestro; y así 
vemos que casi loda la valide/, del acto reposáis en su palabra: 
ño era necesaria entonces para su validez la firma de los testi- 
gos instrumentales; liaslaki su presencia en la celebración del 
mismo, y que el oficial público diera fe de ello. I-o único esen- 
cial para la validez de un acto celebrado por escritura pública, 
era la firma de los torgantes y Ja del oficial público que tu auto- 
riza) >a. Todas estas circunstancias se encuentran reunidas en el 
til ido del reivindicante. 

Sexto. En el derecho español no era necesaria la escritura 
pública para la validez de la venta de inmuebles; en efecto, la 
ley ó*, tit. 5 V de la Partida 5*. lo establece así en términos gene- 
rales, y el maestro Gregorio López, en la glosa M de dicha ley, 
dice al respecto lo siguiente: "Otra cuestión se nos ofrece de no 
menos importancia, a saber, si la escritura es esencial en la venta 
de bienes raíces. Parece indudable que por las leves de Partida 
pueden venderse de palabra y |mr la corres|>ondcncia. de la mis- 
ma manera que las cosas muebles; asi resulta de la disposición 
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general de esta ley, disposición que se halla reproducida cu la 
ley 23 de este mismu título, con la circunstancia de contener ella 
indistintamente ejemplos de cosas muebles e inmuebles/' Eseri- 
che, cu su Diccionario, tomo 4'\ |úg. 121/». después de definir lo 
(pie es el contrato de compra-venta, de acuerdo a las leyes 1*. 
<V\ H\ 23, 3*i hasta la 48. del titulo 5" de !a Partida 5*, dice a este 
respecto lo siguiente : "Se perfecciona desde el momento en que 
lós contribuyentes convienen en la cosa une se ha de vender, su 
precio y demás circunstancias (ley 6*. tít. 5*, Part. 5»), de modo 
que el comprador que paga el precio, se hace acreedor de la cosa 
vendida : y el vendedor deudor de ella desde la perfección deí con- 
trato; por lo mismo, desde luego y aún antes de verificarse la 
entrega, pertenecen al primero los frutos, mejoras o deterioros 
de la cosa; pero si hubiesen estipulado que se luciese escritura, 
no se entenderá perfeccionado el contrato hasta que se verifique 
esta condición (ley 17. tít, 10. lib. 3* del Fuero Real, y leyes 6» 
y 23. tít. 5» de la Part. 5» " Y agrega : "El Tribunal Supremo, 
de acuerdo con estas presen j letones ha declarado que c| contrato 
de venta queda perfecto y es oliligatorio desde que los contrayen- 
tes convienen en la cosa objeto de la venta y en el precio (senteti- 
- cía de 30 de Junio de 1854). No es. pues, necesario para que la 
venta se entienda perfecta, que se consigne en escritura pública : 
n¡ el exigir dicha escritura de inmuebles, altera la naturaleza del 
contrato, ni es una condición esencial del mismo, sino una for- 
ma externa, exigida en interés público, inde) tendiente de la vo- 
luntad de los contratantes. Solo cuando éstos por sí estipulan 
que hasta (pie se otorgue dicha escritura no se entiende perfectu 
el contrato, tiene lugar lo establecido en la ley 6*. tít. 5», de la 
Part. 5V [,a Suprema Corte de Justicia Federal ha establecido 
igual jurisprudencia, como puede verse entre otros fallos, los que 
se registran en el tomo 13 de la 2" serie, pág. 267 y tolmo 1". de 
la 3* serie, pág. 237. Ahora bien, si en derecho español, la venta 
de un inmueble consignada en un |>apcl cualquiera, sin testigos y 
sin otra formalidad que la firma de los torgantes, era válida y 
producía todos sus efectos jurídicos ¿cómo podemos impugnar 
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de nulidad ta que consta de escritura pública firmada por los 
otorgantes, celebrada en presencia de dos testigos instrumentales 
y autorizada por un notario público? 

Séptimo. R especio a los demás argumentos de la defensa re- 
lativos a la falta de autorización al Administrador de Rentas 
¡*ara aceptar la venta, y a la taita de un decreto o ley que laj 
autorice, carece de eficacia jurídica a los efectos que se propone 
su autor porque aun suponiéndolos concluyen u-s, ellos a lo sumo 
servirían fiara demostrar las rcs]>onsaliiÍidades del gobierno por 
haber procedido al margen fie la ley; pero nunca llegarían a afec- 
tar la validez fiel ci nitrato, ni menos a producir un beneficio pa- 
ra im tercero extraño ai mismo. Para la validez de !a venta I las- 
taba «pie el notario diera fe de que el Administrador de Remas 
había concurrido al acto en represen tación del Cohiemo: es de- 
cir, que hufui cunen rreucia de voluntades entre las | arles ti 'ti tra- 
tantes sobre la cosa y el precio; y que posteriormente el Gobier- 
na no bul ií ese desautorizado aquella r^j^e^n|acjón, lo (pie no 
>e ha pruiiado ni alegado siquiera por el demandado: y la razón 
es porque la rali habtt'to in mandato ront paralar del derecho ro- 
mano, regia igualmente, en el de las Partidas. 

Octavo. |.a ley M citada, dispone que después de concluida 
la escritura ante los testigos, ninguno tic los contratantes pue- 
de arn-|H-ntirse ni ir contra la venta fura dnfasrrltí : fie este mo- 
do queda sancionada la validez y estabilidad del contrato. Fué sin 
(tuda por esto que bis Punce siempre respetaron la venta hecha 
!>or don Ignacio al Kstadn del cuadrado ífc cien varas que for- 
ma ahora el objeto de i ste juicio. Primeramente en vida de don 
Ignacio no consta que éste hiciera reclamo alguno, y después de 
Mt ííillccimientn, mis hereden ts al dividirse el terreno que aquél 
adquirió por compra a la señora Kspcjn de Ferrevra. respetaron 
el cuadrado de cien varas que su causante vendió al Estado el 
año IS55. y lo respetaron de dos maneras: en primer lugar no 
fué adjudicado a ninguno de los heredero* y, en segnudu^lugar, 
tu la adjudicación hecha de una fracción colindante, 1< . dan por 
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linden.: pov el costado Sur. cotí U l^w^ m dice la hijuela 
clú ¡uaiwi Pe», Es. 42 y -U I.:* Pólvora >r le UamnUi a esc tc> 
rrtiui |Hitf¿we ás él lénte el ü iiferttu «a dcpósin. de es? infla- 
üta^e. Al final (te la ta \2> y principio & ía t-'-í. se extracta 
una cscriuira ominada ^ cifcdad amo Jarintn fo- 

rre, en 30 tic \hril de W. ^-üa ía Cttat, Juana potree vende 
a juati Laíoriíiu- parle ifel terr. tto que le ír.e «cljucticsulo en la 
sucesión <lc Ignari» Punce. 5i> varas por 75, y al dar los linderos 
dice que eí del Sacíente es Ja hamttcá del río I 'araná, y por el 
Sur. B lUméh es decir, pte g$ » l'» "»"- después del falleci- 
miento lie dffli lynaeiu 1'once. una SUS herederas, en una es- 
critura púhliea ceconocc la venta lucha por su cansante el año 
55. al Kstatto (fc la Nación, lili prienda de «u* antecedentes 
nn es jíosilrie presumir styláerá & los enajenantes ih Salpiem. 
la ¡mención (Jé incluir en los derechos y acciones que transferían, 
tos relativos al cuadrado «K- cien varas, ul.ji.-lo de la presente rei- 
vindicación, v el cnal fué vendido al Kxado el año " por su catt- 
..aiiie Ignacio Monee, venta que lo- herederos de ésle respetar. ni 
siempre porque es clan», que >i d-n lyiuid» ejl vida, vendió 
dicha tracción, no p-dia transferirla a su herederos, y ésto- uin- 
g*n derecho tenían sokiv lo qac u.. hal.ian heredado. 

Xnveu... I.m> títulos do Saquero .¡iie datan de diez años a 
i>t;t i >arie. y que se refieren m.Im a derechos y acciones, no pue- 
den >er de tjtejor condición que del reivindícame, que son 
mucho más antiguos y (¡Ufe emprenden un mnitieblé determina- 
da;; !..s de (Me tienen mi origen en el verdadero propietario. Ios- 
de aquél derivan de los hereden.-, a cnttcnc* no se Ir- transfirió 
ni p..d¡au transferírseles dicho iniunehle. Además, loo enajenan- 
tes ele Salmu-ro no sH>n todos los herederos de Punce, y de mu- 
dios de dios no se ha compro! «do en autos su calidad de tales: 
así <[U«- hasta este lado su título es deficiente. U" puede 
cumpreialer ni se refiere a todo el inmuehle. materia del |>iv- 
M nte juici<>. 1-a posesión que pretende tampoco puede elevarla a 
lí^Of riemix» cp? el titulo, ni aún sumándola a la de sus ame- 
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resures. Iu ijujé tm puede hacer purqne éstos rio luvii nm ninguna, 
desde que Mrmprc reconocieron; emnu queda dicho, ja enajenación 
hecha por dou Ignacio el año 55 del cuadrado que lmy se reivin- 
dica; adema- como simple comprador «le ¿retoñes y derechos m> 
puede concretar ttna (jo^raion determinada j>or una supcíiek da- 
ila: no puede. $0, fundar en illas una ht^ríJíéJón. Y aún su;»-,- 
hiendo que tal Mima pwHérá hacer-e y que !a prueki .!rí deman- 
dado eií esre resjíecto fuese eficaz y concluyeme; siempre resulta- 
ría que hn\ t*ii e-a |msr>ióii. «"i lo niéhos una solución de con inun- 
dad deicrmtiinda puf tí eofíftaíó de la Muuici|>al¡dad con Juan M. 
Lafog»tjje para la qmnia de liasurn* t ver is. IfjOa ln5í. Éüj eau¡- 
hio o! titulo íle] demándame no solo es pendió corno queda 
demostrado, «.iitu que lia sido completado por la posesión: pue^ es 
indudable la existencia de] (n-lvorii!. o>u (Mi» d Golíicruo octípaha 
el terreno ijtu- ln\v tinta dé reivindicar : y ai'm citando dcspné» tic 
la explosión de aquel no lo ha\a ocupado tn'ás, sarcia es qtn i't 
e] anííglio derecho c-.pniVi|. o. ni" en el actual nm-Mru. hay dts- 
pps&ioiies pertnlteíi al. poseedor conservar sti (Hisesión coti 
solo d ánimo. 

Décimo. Hay una circunstancia muy supérente y digna ele 
turnar-r m cuerna, de En que conviene dejar constancia cu este fa- 
llo, tíáte juicio se inicio ti 17 de J iiliu iU- l lt 3.). sc^ñn uoiu*tu 
del carpo dd escrito <!<■ demanda, l-t M£f se tialrú nni Miguel 
Salguero que se decía propi: o ir j (l y poseedor déj iuinnchle ob- 
jeJO de la acción deducida, huíante la tramitación del juicio ía- 
Ity&ú el demandado coíUo consta di- autos. Si- presenta entonen 
como cesionario dd misino, Eugenio líuelicudorí. con la eseri- 
lura. cuya copia corre a ls. y sinukiites, y vn j u ,¡u,- orilla 
t|ur tu _M dr Junio tic loju, rs drvir. casi un uu-s auli-s de tni- 
ciado esie juii in. Salyxn ro et <k' a Buebendort las acciones v de- 
rechos a IimIms kinit s, lk* donde resulla que Sal^iurn lilii«.'i- 
lui sin tener mien-s juriilint ak'uiin en la edsa liiij:ada. [Vni 
iíndu-ndurf ha aenitadn i-sta situación de hecho sin pniuvaa ni 
recíatnu alguno, látffiéaftdo asi lo atinado \*yr Sal-tu ro. 
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J\<r taño*, se iv\«>ca oh, o»tn> en anillas instancia:* l¡t m-ii- 
lencia apelada. iki'kir:nulti procedente la a< eión reivindicatoría 
instaurarla y orileiiatiíto cjm- el demandado devuelva al actor oii 
el término de diez día» «¿4 terreno oí>|ettí de la demanda con Uw 
íiulii> que lia va pL-ivitiílti a dejado de pcrcíliir desde ta mitifica- 
cióii ele aquella, 

Jüt¿g J ". Qmisáíi'z. 
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\ tstus t u acuerdo li»^ autos seguiduí por d CJoMemtj Nacio- 
nal contra Miguel Salguero Ui"y l-lugemo ÍJítebenijórf ), sobre mi- 
vindicación («gfj, X- 27i i 22 

1W sus itnitiiuiit mu- : \ cí>usitíeisutóítt adeniás :,: 

!■■ Coímg fia di>|nttK- i'l an. J75S todito i 'i vil. y lo tiene, reí- 
u radamente t^itf^radb la juri>pntdeucia ( Sup. Corte, t. ¡32. 
pá^. .>'>. ta acción reivindicatoría presume im título hala! trasla- 
tivo ilc ¡a propiedad de tina o»n. >u posesión y perdida, enneor- 
danu:m< lile a tu cual - í"' n quisiiu • - - la parte actora ha invoca- 
du en >il dent;m<!a el imilt» lnit;a<io .i >u lavoi- ni 1 i!t Septiem- 
bre ite IN, : 5. ame el e-crikiim Xarei.-o fiante, de esta ciudad, 
puf di ni tellas &t$tró* eoiitiJ apoderado de don Ignacio r^ncé. 
Silencia allí, empero. v$n ynviv. ¿onio adquiriera y ejercitar;- la 
posesión del terreno comprado; i\\prc>audo t en canibiu, i|iie, lia- 
ría d afn> 1S/5 «i lívi». paso éste a ser ocupado por la Muuicipa- 
lidad haMa y que después habiéndose ordenado la ¡iprriu- 

ra de la calle Ittu.ihiyó. <jue deliia atravesarlo; y al mismo lient- 
p© el desalojo de algunos de sus ocupantes, un interdicto dedu- 
cido ]Mir el demandad- 1 detuvo las referida-; acciones de la Muni- 
ción di- aburila. 

2" £) pretendidu titulo del de. Septiembre de 1S55 no fué 
presentado con la demanda, como l<> impune el art. 10 de la ley 
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50. cxcus;n¡.|.»e ta parte con un tener su copia y encontrarse il 
original ett t i protocolo del respectivo escribano cu el archivo 
l>n iviuc-irtl. la que nu resultó un jUfetíf^tiyp formal \*>r ta agre- 
gáción de la C0í»ia de fs. 45S 0, extraída siegan se dice, precisa- 
mente, de otra existente cu ei A : rcHivo cid Crédito Público \'a- 
eioual, oficina dependiente de la parte actora. IVro, como la de- 
inandada (ta consentido su agregación y la de ís. 39 40. expedi- 
da |j»»r rl Archivero General de esta circunscripción provincial, 
el suscripta deberá tomarla* en consideración. V a su respecto es- 
tablece '¡'ii t>:i escritura de K y 40, del 1" de Seplkmhrc, 
de 1855, uiue Baños, tarace, en absoluto, de tí*Í0 valor íegal a los 
íiiies de la demanda. 

p A tribuyéndose, cu efecto, allí, a Ignacio J\mcc la propie- 
dad de lo que :qiareec vendiéndole «ley d*. tit. 5", l'art. 5 J ). éste 
iit> comparece a) acto, sino un pretendido personen i suyo, lillas 
Muño/, de cuyo mandato nu se relaciona detalle alguno en la es- 
critura, ni se le agrega el instrumento respectivo, ni siquiera se 
irtncii.ua eJ protocolo donde fuera otorgado ; limitándose, tan 
solo. é\ escribano líanos, a afirmar. por si„ que dicho mándalo 
o poder era tetante, í'ero no era hastaiitc su simple afirma- 
ción. h>r las leyes vigentes a la sa/.óii. era ciertamente permiti- 
do vender por mandatario (¿ley id. til. 1S, Partida .V > ¡ pero re- 
queríase poder especial cii escritura pública tilosa de t ¡re»oi*io 
López i. "... dandi» señaladamente poder para vender... tmlas 
las cosas que son escritas en esta carta": cuya turnia, de la carta- 
poder, enséñala la ley 14. tit. 5'\ l'art. ¿K debía ser por escriha- 
iii. público de Concejo, o por cualquier otro escribano o pnr Ar- 
zobispo. 0ktsmi o por utr<> prelado •> maestro cualquiera. To¡tJú 
ello presuponía la necesidad irremediable de acreditar el caváe- 
ler invocado, exhibiendo y agregando al protoef ío la carta-po- 
der, ka parte actora debió haber probado el otorgamiento de ese 
jKidcr. negado en la contestación a la demanda con los demás he- 
chos en ésta invocados, lo qne nu ha hecho; mientras, en cam- 
bio, la di mandada lia acreditado Con el informe del Archivo pro- 
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viudal «le fs. g& v. que Ignacio l'ouec lio opfá }$Ífó alguno 
u (Stías Muña/, a lo menos, hftótó 1855. qfco fen la escritura re- 
cordada se dice su mandatario, según resulta de la búsqueda lie- 
día jeil tos tíos íliticos prot«»t-Mli»s existentes par ciimoco. I#| íli¿ 
llanos y Kaymond. 

# La escritura referida m> fué suscripta j^í la parle a 
quien se airilmye ta adquisición : la cual. admitiendo (líese ta Na- 
ción, úo alístame que la expresión empleada "lisiado de la Na- 
ción" no es técnica, por no ser constitucional tart. 35 de la Cons- 
titución), dehía hal<er sido representada (Sor el Presume de 
aquéSa o por persona autorizada por #crcíb del Poder Kjeeu- 
tivo. Id i|iie en el cas*» no se lia pretendido siquiera, mellos piola- 
do, ni ocurrió. Kl aludido Administrador de Kentas Nació nales, 
une en la escritura es nombrada, a más de carecer de per-oiierta. 
aimp m ha dicho, y de negársele ñor la parte demandada iden- 
tidad en su rol con el nombre atribuido, pues demuestra aquella 
a fs, 4/f> ííi fiitc me dicho funcionario no se llamaba, emiui se 
pretende. < Jem ir Ío i*W, sino (¡resonó í Iñuuv. ( )rca.i». no coiu- 
pireció al act" de la celebración de esa escritura, que, 1".r su- 
puesto, Up firma: como tíhtpoeo la firman I»* dos testigos a que 
éii la misma se alude. No se ha pretendido (amputo fuera des- 
pués, formalmente o jjjjg cualquier modo, aceptada por el tio- 
hierr.n Nacional la supuesta transferencia. Kn consecuencia, el 
acto de la compra- venta. \»>r su nniiwilcita jurídica . bitatend. 
nq exigió. La escritura, a la vez. ijp fué leída por el es^líáho 
interveniente ames de que la firmase el único comiiarccjcnte en 
ella, Elias Muñoz, el pretendido personcro del propician... 

5-j ).os requisitos sustaticíaies (1<J forma de la lectura previa 
a la >uscripeión por los interesados y testigos, como la omisión 
de la firma de éstos, la vicialtíin. por si sotos, de nulidad aliso- 
Una. ai>arte de (pie. careciendo el supuesto contrato de compra- 
venta, de su elemento esencial, el acuerdo «le voluntades, no podía 
repinarse tal. I-a Novísima Recopilación, ley K lit. J2. Íifei¡*> 10. 
¡mitonia estos requisitos de fnnua y sanciones antedichas : - 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

tH»- asi como futren escritas las tales notas, los didios < sci ilvt- 
Üm Nüft- |?l*sehtfes las |«.ru s y ¡os ^estiu-.s. . .. so pena .pu- 
la «-tritura, gji£ rfé ,„ ra matu ra se íííeri Stpadifc S.ea en sí nin- 
guna, y el escrihann oue la hiciere pierda su oficio. . . " |,a | tv 
>..lit. 9» lil.n. 2* del güero Real, tamhidi lo cstalilccín: "kos 
es$ibmi6s pánicos pírttgah en las cartas qae fieicreti. . . o fágan- 
las dmdia. < n p.das las oirás cosas, asi como ninti.lati le- 
ve*: o sino de otra j^itsa ¡as fideren. w valmi." Y las leyes 54 
y ÍÍJ. lit lít, IVirt. 3*, rifjucnatt í.e,u;tTnn>nir la presenda 'le los 
itMi^.s y que Fueran instruidos del contenido del acto, por sil 
iívmra fímiáníícíio despia-s; n.ino la lev tff (del mismo titulo 
y l'aní-lai, saucimialia mu* las escrituras en forma tuvieran ra- 
¡Óf prohat-ri-.. la, infórmale, no, l-sta repetición de las mismas 
m¡i (íSÍcípties ni las leyes sucesivas de Kspaña. hien se salte, de- 
uval. a «leí original y vicioso si-u-ma <fe sand-nar leves dándolo 
íuctva lejía | a sus nropi lacones. >in derogar fe* aiueriores. lo 
fjue muchas veícs 6i%íffirijít confusión. 

e- J.a iuhahilidad del pretendido tituló paja la reivindica 
eí.'n demandada, nilmina al óferrarac «pie nunca ftíé inscripto 
fcn el Registro de la TV., piedad, para lo nial el an. 28& ley or- 
gánica viente de Ta provincia f protn nidada el .50 di Junio de 
1'tfN'i trialia i-I lérmino iiereuiorio tic m-s años y medio: ftroee- 
di.'iido. en eoiiMv uenda, por tal omisión Ta sánc»«i del arl. ¿$6 
de !ri misma, de no ser oponíMe a terceros, como es el deman- 
dado. IVro leyes análogas huhieron antes en Ta provincia, una 
de 27 de Diciembre .le y otra de 30 de Julio de t^g la q«e 
íi.iaha un término de dos a seis meses para la inscripción, con- 
teniendo e| nomhrc del propietario o poseedor, extensión, linde- 
fe»*. Minad. tu. fecha del ot.agati nenio del titulo y de la ins- 
crjpdon. Sanciónala -iiil- jos til u los no registrados tu» serían 
considerados en juicio, y las transacciones ti obligaciones cou- 
traírlas H.i»re dios no tendrían valor alguno y tío podrían ser 
ya fegi^iTados -i los propietarios no al¡onakiu ta correspondien- 
l«- multa. I».., decretos de Pehrero (lé prohibieron a los es- 
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edítanos cumiar escrituras de traspaso dé propiedades sín *l uc 
los títulos hubiesen sido registrados. V en Noviembre 12 de 
ISuS se dictó nueva ley c^fafélidü un registro J>ara las es- 
crituras pVthlie;is de venta. en rada pueblo cabeza de departa- 
mento: la U>ma de razón debía cniuviur la techa de! instrumen- 
to. !«i> nombres d$ jps otorgante*, vecindad, calidad del contrato, 
expresión íle líos bienes raices, nombres, extensión y linderos: y 
ínliuinalia la misma pena que las leyes anteriores para el caso 
de contravención, esto es, que los instrumentos no registrados 
no surtirian efecto en juicio: penando también a los escribanos 
que auioriAHM'n escrituras de ¡as (numeradas qué tío estuviesen 
registradas. 

7" También hay que considerar Jo expresado ]K>r el señor 
Procurador del Tesoro a És. 2$1 v.. en 3 de jumo de 1919, que tos 
aimcedenies librantes ante el Gobierno Nacional tío eran sufi- 
cientes comprobar el itominiu de la Nación solirc el inmuc- 
hh alutlíitoi tono. rdante a lo informad" por el señor Ministro 
de í ¡tierra a fs. %% "im haber antecedentes que se refieran al 
dominio, ni al tiempo que estuvo este inmueble en jnider del Mí» 
ui^terici fie (hierra", todo lo que confirma las conclusiones fie la 
sentencia apelada v Jo relacionado cotí la ley nacional citadn a 
í*. 47,í. fépa' 17 <lt- Septiembre de 

S Ks jurisprudencia consagrada (Sun. Corte, t. 9f>, pág. 2**1 
y t. 132. p. 39) que, tanto |»or la lejíidación anterior al Código 

pf||t e t por éste pitra la adquisición del dominio era necesario 

el titulo o entúralo y la tradición de h cí>sa enajenada. Nulo el 
titulo invocado, no pudo servir como síuiIkiIo pira la tradición. 
Pero sucedió que ésta no fué siquiera tentada, ni se hizo en mo- 
do al gimo, pues no hay de cito constancia. la demanda rio ex- 
presa su forma, ni se ha prohado, cuino debió haberlo sido, a 
lo menos que ese titulo nulo fuera ei arelado alguna ve/, simlió- 
licamcnlc, a la fiarte actorn. l-a tenencia por éste aleada, in- 
fiirnialmente. en su expresión de agravios. invocando Ja copia de 
fs. 45X9. como extraída del Archivo del Crédito Público Na- 
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cumnl mediante un jnrapíéíitó d<- forma inadmisible, fe 4M, 
tullirá lii a f inundo en la demanda de no disponer de ella sus- 
cripta por "José < >jcda, tesorero", carece de iodo valor prodito- 
rio, pues éste no seria íiuR-innario autoriza* lo para la expiduión 
de copia-, de escrituras publicas, ya que nu aixirece ser oeriba- 
n... ni podía tener a su cargo el registro respetivo de ota pro- 
vincia: y con prescindencía de esto, dicha copia, desprovista de 
fecha y del concuerda necesario del art, ¿02 ley or-rániea de tos 
tribunales de la provincia, es también inválida: solo habría p„- 
dido ser otorgada en la fornl» esialilecida en el nrt. 200 de itíéha 
lt y, y llevando el sello del Archivo Cuiieral d^ la provincia de- 
mostraría ser de techa incierta, muy posterior a su otorgamiento. 

Habiéndose sostenido des<le la contestación a la demanda 
I* ir la pirre respectiva, (jjtie el terreno de la escritura de h. 39, 
fa tjtté había sido presentarla con la demanda en copia >¡mplc. 
no ira poseído por arpieHa: o en otros términos. < ( ttc el urrmo 
a ijtte se i|iieria atudir pot la act..ra im rr.rnsiioiidía al de su re- 
ferida escritura. debió probar su identidad necesaria MiM élfej 
y tampoco lo ha hedí.». I'.u camino, por la pericia del ingeniero 
Rafael Mancinl. ^rá i ¡camena- íigurada en pane en el plano de 
ís. puede verse ef desplazamiento del 1- n\ pretvudidiiriicnt.- 
adquirid., por la Nación, svgún la escritura de ís, qu. es d 
X" 1, lindando al Sud con Si buril, mtemras la ubicación cierta v 
definitiva de los terrenos «le Ignacio I'onee ( X ■ 2¡. deja a Sihti- 
rtt al Xnrte, Y debe tenerse presente i¡ue no evísli-, ni se ha 
inv.icad.. otra escritura posterior a 1855. traslativa de dmnini.. 
alguno de ígnacid l'once o sus herederos a la Nación, sínn itnt- 
can tente la de & .V, C ott el lindero Síburu al Sud. 

10- Us faculta. hs del señor Fiscal |>ara la demanda, .-tor- 
undas |jpt el Peder inventivo, aparecen en decreto original de 
ís. 11. íecha 5 de Julio de f9Mi coueordanicmcnt.j al Iníppm 
de fs. 2.% de la Dirección ( .eneral de Administración de! Mi- 
nisterio de «hierra, relativo solamente a la reivindicación di una 
superficie de cien varas cuadradas ; mientras anncl. saliéndose tle 
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día*, la ha referido a la de ni*. 5n ce. t>e este puntu de 

vista, y t«*r la enorme «Húmida resulumte. is laminen impro- 
cedente la demanda. 

]]'■' Í ; iiKililHtitf. hahieiidoM- dicho en ést:i ipie fiedle 1S75 o 
1S/6 dejó fie ser ó&|ftu& puf la Nación el ierren*» aludid", la 
acéion deducida -r liatiía preseriptn u la fecha «le su presenta- 
ción, en 17 de Julio «le V>3\ en los términos del art. 4025 t o- 
clijftl Civil. 

l'ur tanln : se confirma, con cosías, la sentencia apelada de 
ís, -U5 a 442. del 3í de Alud próximo pasado. 

Josc M. h'ii-no. 



mm 1>E m> COkTR SUPREMA 

Büelips Atrk-s, Si-piierntirv 2A efe 
Vistos _v ( un!-ideran<ln: 

Que esta cansí seguida por el Procurador l*'iseal del H ■ »síi- 
rio fie Sania l r é. en representación de la Nación Argentina, ver- 
sa su)»™ la reivindicación de un terreno adquirido |Hir aquélla, 
por intermedio del Administrador de Hentas Nacionales, de don 
Ignacio l\mce el día í fl de Sepiiemhre <le 1S55, cuya superficie 
es de cien varas en cuadro y está ubicado en Ims sutairtiins del 
Rosario, con lus linderos ijiie expresa la escritura respectiva, es- 
tando dicho terreno cu posesión de don Miguel Salguera (tipy 
su sucesión > contra quien se dirige esta acción con fundamento 
legal en los arts. 275f) y 2772 concordantes con los 275S. 250f> 
y 251.1 riel Códi^.» CtV«. 

V> Que el demandado ncjfú al contestar la demanda que fue- 
ra pnseednr ilel terreno reclamado en este juiciu por el actor, 
porque el designado en ella no coincide con el de su propiedad. 
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ni en los linderos, ni en la forana ni en I» extensión, ñipando 
lamhien. que aijucl haya t omítalo f¡^rte del «|ito perteneció a don 
Ignacio Ponce por compra que hi¿o a duna L< trenza Espejo de 
Kcrreyra ni 1X54. y después en 185iS. rectificando los linderos 
N'one y Sud dr la escritura anterior, del cual procede la fracción 
qtte él posee, como adipiirente de derechos y acciones de algunos 
Mtc* -oro ile ama-I. 

2 1 ' Qué no coincidiendo lo* limii" - designados en la demanda 
y ni h escritura presentada 0t el ael.tr Mojas .Vm, con (os del 
terrino de Ponee. ni con la tracción «fue posee Salero, esta cir- 
cunstancia de identidad de cosa deoió profefo el actor, y un sólo 
esa prnda no se ha producido, sitió t\nr hacen presumir lo con- 
trario, diverso-, aulcccdcuics y eñvim-.taneias yue constan de 
atilos, 

3 One en e lirio, el antecedente (jije etí primer término in- 
Vfcíca el ador como pincha de la posesión del terreno '¡tic reivin- 
dica, esto c>, ma- aííi tüyti nu polvorín, rc>u!ta cont reprodúceme, 
pues, vi efe PoílCe, del míe formó parte el itc Salguero, estada so- 
hr,- la hiirranca. lindando con ésta por el K«.tc. y el Polvorín c- 
tu vo u lacado ett el hajo. próximo a! Matadero, se» ñu informes 
reclutas lM>1 eJ |mz ile l" Instancia en la inspección oeiilar a 
«pie se refiere en mi sentencia, y lo < ¡ nt- depone el testigo itel ac- 
tor, don Agustín Mazzat tujas 57 >. declarando, u mi vez, los 
testigo, del demandado. Vntom'o Micheierti. Uonii'acitt García, 
Poden., l'adelü-.t, .Manuel ÍHirán. Doroteo \ á/tpiez y Alfredo 
Sánchez t orrea ( fojas í® a S.lj. -4* pregímftí. nue nnnea áto- 
qícrmi tal polvorín en el terreno de l'once, 

4" Que e^to* mismos testigos declaran que el Matadero, en 
cuya proximidad se encontrada el Polvorín, copo declara el tes- 
tigo Mazza, y resulta de Tas referencias oht cuidas por cí Juez 
en la inspección ocular menciitnada, cstalia situado a diez cua- 
dra*, más o «líenos niel terreno de Poncc. 

5" One en lo referente al depósito de basuras qfpe tamhiéti 
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se invoca por el actor como pruela í|| mi posesión por haberlo 
ocupado fe Municipalidad para ese ohjeto con SM j>crniísn. re- 
sulta, de las declaraciones recordadas, y además «Ir la de José 
(*. Joule, testigo del aclur í fojas 58) ijiu* cMaki igualmente 
en el kijo, agregando éste. t|ne li »s carros municipales arroja- 
ban desde la barranca al bajo la* basuras, 

ír*" (Jue la inspección ocular del Juez constató también míe 
atíí estuvo el depósito «le I 'asura-, exi-iiend" aun ni ese paraje 
mi montículo i neniado por ellas, 

T* Que el testigo del actor do» v'im Echcsorlii^ tachado por 
el deniaudadi (, por estar en picho con él, interrogado sobre si el 
terreno <me figura a nombre de don Kugenio l'ini. situad al Ks- 
tc del rjnt- está en litigio, fué comprado por él en reñíate púlili- 
eu. y si dentro de ese terreno m- encontraba el depósito de Itn- 
.-ura? en la época en inte se efectuaba esa oporaefoSri, t orinando 
una verdadera moiitañiia dt> restdno?-, declara: ai rpie es cierto 
la compra del terreno mencionado, por él y Casa", pero ipie m» 
puede determinar -u -uperíicie y linderos, asegurando si, "pie 
110 llega hasta el rio. -inó ha-la la linca Oeste, de la Avenida • 
Helgrano", es decir, en el bajo: Ij . (jfcé lu> salir sí fué e*e el de- 
pósito de ta> bajuras, pero >i *.abe ífiffi allí hay tierra y residuos 
tpte parecen de basuras, y ijue respecto de la mnntañiia no se ha 
filado, pero míe -i existe, tiein- .pie ser por las lia-uras arrojadas 
en él < fojas id a 63). 

8" [hiv aparte de ti inverosimilitud de ..-ta < tecla ración en lo 
fjtfg concierne a la ignorancia del testigo soltre la superficie y lin- 
deros de un inmueble de su propiedad, y sobre la existencia del 
montículo f orinado por las basuras, se desprende de ella t|tte el 
dejHisito de referencia estuvo en el lia jo. y fuera, por lo tan lo. 
del terreno de di mi Ignacio Pintee, y de la fracción del mismo ipic 
ocupa el demandado. 

f J' Que el ingeniero Si vori, midiendo por urden de la Muni- 
cipalidad el terreno dotide existía el dejHisito de basuras para.cn- 
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t regarlo a don Jottjl Al. Cafbrgiíe a íin de in>uil;tr un horno effe 
matorio de Isistiras y residuos, de cuyo terreno se decía aquella 
dueña y poseedora "siempre y desde época muy lejana" ( foja? 3» 
a 27), por hal>erlo comprado a don JoSc León fblicc (fojas líi3 
a 1M> y que después resultó ser el que se dice comprado pur ti 
tiubierno ;i don I guació j&ifcc (fojas 279 y Jíí4 ( fíate constar 
también que habrá "un alio de Uisiiras", lo qtte nos lleva ;i la 
misma c< inclusión del considerando anterior. 

H> íjuf concurre a estó. también, la circunstancia (jnconei- 
liaMf cuii la afirmación di' qüe *■! terteito poseído por Salguero 
sea el mismo donde estuvo t'l depósito de 1 usuras, y por lo tanto, 
el qtie reclama el atítór) dé que aquel estuvo ocupado de ticmpi 
atrás j>f»r numerosos pobladores, como (p demuestra el juicio de 
desalüjp que siguió d demandado contra ellos, qué por Último rc- 
i oinK-ierou su derecho eu su mayor ] sirte — actuaciones de fojas 
S4 a 15.1 — habiéndose comprobado también, por la prueba tes- 
timonial y especialmente por la pericia practicada \»>r el ingeniero 
a^roni iino don Kriusto J. A ra vena» que aún ex ¡sitian allí en dis- 
tinto» puntos muilios árboles y planta-, frutales, alguno de 
anos. I 'latió di* fojas .110. 

II Qíiíé continua esto el informe del Director del l>c|>ana- 
mento • le i Hn-a* Pública* de la Municipalidad del K osario, del que 
resiilla que el depósito de bs I usuras estuvo en el terreno de 
l : ini t sin que exista, dice, en su Departamento, antecedente alguno 
<|iu establezca en virtud de que autorización, o de qué dereelin. 
tía ocupado por la Municifialidad pitra tal dqxisito (fojas 242 •. 

12 1 Que habiendo sostenido el actor tanto en la demanda, 
y alefato ile bien proliado, como al expresar agravios, que el te- 
rreno adquirido i«or él, m el q«e ocupó con et Polvorín hasta 
I.^ON, y la Municipalidad en el de^íósitii de 1 usuras d*-sde IS/3. 
que sin duda alguna está ubiea«lo en el bajo, y lindando |mr 
consiguiente, por el <Vste , m la Marranea. ci>n\o lo demuestran 
los antecedentes expuestos, es claro que no pudo formar parte del 
de don Ignacio Tunee que lindaba por el liste con la Marranea, 
rii puede ser el que posee Salguero, ppr la misma razón. 
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íp Que rtrtás. ios peritos don IMuartfo Castro y don Ka- 
fael Mancini. de acuerdo con las designaciones del titulo del Go- 
bierno y de !¡i demanda, que es en realidad lo que debe tenerse en 
rumia i*™ determinar la ubicación de la cusa reclamada, l¡fi¿an 
n la conclusión de que el terreno de aquel no esta ubicado en la 
lonia de tierra que primitivamente perteneció a doña L< trenza Ks- 
t «jn de Ktrrcyra, de la qw «Km Ignacio Poncc. adquirió 200 va- 
ras de frente a la barranca del Paraná lindando con ésta por el 
Este, con mil de tundo, sitio en otra colindante, que fué di- los 
Uoldán, como se ve en el plano de íojas 323. donde figura con 
el N" 1 v ta leyenda: "Posición del título de 1855", y el de Sal- 
ffiwrfo con ei N v 2. en la tracción que rotniirú IVnicc a doña Lo- 
renza Kspejo de l-erreyra. a 300 varas de aqíjéh según el informe 
de Caslm ( fojáS 222 y vuelta». 

14- y» 1 ' contribuye también a demostrar el error «leí actor at 
sostener que el terreno poseido ¡W, el demandado, es" el de cien 
varas por cien que él dice haber adquirido en 1855, según escri- 
tura de tojas 39. la circunstancia de que aquél, que se ubicó des- 
pitéis de la mensura que hiz<> practicar Salguero para individuali- 
zado ( fojas 98 y 112 \, no es mi cuadrado de esa extrusión, sino 
tttt trapecio de &> metros con <5<5 centímetros por el castado < )es- 
tc: 101 metros con 50 centímetros por el Norte; 80 metros con 50 
euitimctros i«or el Stid y >W metros con 1*J centímetros por el Es* 
te. romo se ve por los planos de fojas 20 y 319, lo (pie también 
hace imposible que se trate de la misma cosa. 

I?" Qu<¡ a ser cierto el beebo mencionado por el vocal de la 
Cámara de Apelación, Dr. Luis V- Gon?SJez, en su ampliación 
de motivfts, como favorable al derecho del actor, de que en la di vi- 
sión de los bienes de don Ignacio l'once practicada en 1860, fué 
resillado por sus herederos, el cuadrado en cnesiión. por no ha- 
ber sido adjudicad" a muy uno de ellos, surgiría de él otro argu- 
mento contra la identidad del mismo y del que |xiscc el deman- 
dado, pues sin duda alguna éste es isirle del que se adjudicó en 
dicha división a la cónyuge sobreviviente, doña Benita Arias de 
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1W\ según hijuela de tojas -í4 a «K.. y que esta transfirió a sti 
hija Zoila l'once de l'once el 1 1 de .Mayo de í't tritura de 
foja* 31 vuelta a $|) algunos ríe cuyos herederos cedieron mas 
adelante a Saígitetíj sus djertséhos y arciones a mis respectivas ar- 
ciones como ya se dijo. En consecuencia, ti ierren.. poseído por 
Salguero tío puede ser el cuadrado que reivindica t | l iohiemo, si 
omiu dice el vocal de la lYiniajg dWínr (iuuzúlez. no fue lomado 
en cuenta al practicar aquella operación. 

Ií> Qtte además, t| cuadrad* i a <¡ue se refieren ia demanda y 
el lítnln flt- fojas 39, presentado por el aelor. linda por el Ks- 
u ' n '" 1:1 l^rraiu-a del I 'araná, mientras que la tracción adjndiea- 
da a «ti»!!* Henita Arias deTonce y de la que precede la de S;d«ne- 

r "- »" <> x 1 h « visto en el considerando antcri.tr. liudalu* pur aquel 

mintió con el heredero Luciano l'nnec. según las hundas respec- 
tivas i fojas 9S ¡i'iii, ] 2J. y pTaim ,| t . |' r .J;,^ 2iV , skiido de admi- 
tir tanihien. <pi< :i I iniciar Salguero el interdicto de retener la 
\me$m mam la -Municipalidad ¡ f„ju> I del 2" cuerpo de estos 
amos,, así como el juicio de desalojo contra algunos ocupante 
ile m terreno , íojas Ion, indicó como linderos m el Kste. los 
suee-ores del mismo Luciano Pion^. Sin qiu- en aquellos juicins, 
tu t u éste, st- haya negado «jig fueran. Kii consecuencia, ese 
Indi no pwcíi*! ser el que reclama el aen-r aun. ¡tte éste se encon- 
trara dentro del qne pericia/ció a don Ignacio l'nnce en m:iy.,r 
extrusión. p,,r no coincidir uno y mttí eti d límite mencionado. 

17? tpth *i l.ten el plano ciladn de fojas 26$ remitido por la 
Municipalidad a pedido del ador, sin lene r en cuerna tos anle-e- 
tteíitm >' circunstancias re lacionados, ul.iea el terreno donde estu- 
vo el iKjh-oriu y el depÓMio de lesuras, so!. re la k,r ranea v deuim 
del ( p K ttíé de Monee, lio siendo la misma, como se lia visto, la ubt- 
cactou -pie le da. a la que tiene el de Saquen.. <ú'mprc resultará 
t|ue se trata de distintos terrenos, y que en todo caso, si realmen- 
te e] cuadrado del (Ñ.hk-ruo formó parte del terreno de l\mcc. dé- 
se en (Kider de alguno de los oirns herederos o mi- 
s. sah .» que Salguero hiihieni ocupada uno distinlo 
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agrimensor tpte los individualizó, ifchk» hacerlo de ucuer- 

ilt cotí hijuelas y antecedentes (|iic acrcditaliau su derecho, siü 

tpu tm&XM li;i . víl illl "H¡"h' bccho, ni menos probado, por 

el actor. , 

s 

1S' Une según b> dispuesto 1*>r il :irt. 2/S.l <lel Código C$- 
vil cuando el demandado niega ser el poseedor de l:i cosa ipte se 
reivindica, debe mt condenado a transferirla, si el actor pruelw 
que lo es. y líbicamente debí- resol verse lo eonlrarin. cuando tttj 
e< .nsi^ue | miliario, «muí ocíttfg ISfl «¡le caso. 

10" ÍJiie resolviendo casos aiiá!oj,nis esta Suprema lorie ( to- 
mos TS. ¡% E38 y Zft |*%. -Vi decían'): .jm- ©ü^ratttlo el in- 
(mm pericial &m Ins designaciones de la escritura presentada, 
bien si observa que el terreno t[»v se demanda está fuera ele los 
limites dentro de los cítales debía esiar encerrado tt del acmr, 
agregando: ipie aunque la escritura ch que funda su derecho sea 
aitíeñor a !a posesión del demandado, im puede haberse valer en 
il caso la disposición del art. _7<X> del Civil, porque la 

iscritur; 1 /vr .sv no se aplica en realidad al iiimmhle jtóseitfo por 
ti demandado a que se n iiere la urmanda. 

2(1- C_)ik- mi la hipótesis di- que el cuadra-I.. dr cien vara- ptw 
cien, que pretende reivindicar el í Hibierno, estuviera compren- 
dido tu el tenelín que fué de Pólice, y dentro de la tracción de 
mayor es trusión que paáee Salguen., haliria sido necesarin pava 
que la deittai da pudiera pros|*Tar t|tte 1n liulpiera individualiza* 
do siquiera idealmente (mes i«ar« tornar la presión efe prie 
de lina o isa divisible es indispensable ciim ta establece el art , 
2410 del Código Civil. que día baya sido previamente determi- 
nada. material o intelectual mente, "pirque no se puede poseer 
una parte incierta de tina cosí", debiendo regir el mismo prin- 
cipio para casos como el siih fitt\ dado míe la acción rt-i vindica- 
toria tiene tjor objeto recobrar la posesión. 

21" Que. por otra parle, habiendo entrado la heredera Zoila 
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y la madre de t>(n. dolía Benita Aria?* efe Pi-nce -que mas ade- 
lante le cedió >us derechos y acciones mino ya se dijo, -.obre su 
liarte— en |H>sesiOu de los bienes que m* les ¡idjlldicarnu en el 
jüiéfo «ucesorío (te rimi Ijgnach» Potiee. por el >olo imperio (Ji- 
la ley— art. 3410 y .M12 "C. (.V— la que halirían conservado aun- 
que: no lu> hubieran ocupado siempre personalmente art. 2445--. 
es indudable que Salguero cuya fracción prm-ede de la que en 
mayor extensión |>erteneeió a Zoila, continúa como sucesor de 
c>ia ta posesión de la misma con sus derechos y atributo*. Jln 
consecuencia, sujHiuicudo que el cuadrado que ée dice del dó- 
blenlo olu viera comprendido en el terreno redamado a Sahíuc- 
tüii pÜMP habérsete incluido en las adjudicaciones recordadas, sea 
porque Ins herederos del cansante nti tuvieron con. leimionto de 
la venta hecha \mr don Klias Muñoz, diciéndose mandatario de 
agitll — a lo que pudo contribuir cj hecho de haber «Upado el 
Gobierno con el "Polvorín", otro que lio estaba ubicado en el 
de Ponee. como resulta de los antecedentes expuestos — sea por- 
que desconocieron la validez <le aquélla, aunque el titulo de Sal- 
guero, por si, no le acordara el dominio fie aquél, lo hahria ad- 
quirido por prescripción uniendo su posesión a la de sus antis 
cesores que data de 1SÓ0, pues e>ie juicio se inició recién un 
Junio de J%¿6 <art. 4015 C. (.",> 

22' < l Hie aún en el supuesto de que el < Hibierno hubieni 
ociqvido el terreno (pie posee Salguero, con et Polvorín, coima- 
liaiiU'HU- a lo tjiU' -c desprende de lo* antecef lente-. expuestos, lia- 
biendoio atianduuado en INiS |>nr haber sido aquél derruido por 
un rayo, segitn manifestación de su represéntame, sin que se co- 
nozca protesta ni gesíwau alguna para . recobraría hasta la inieia- 
cBu de e>ie juicio, es decir, durante 4N años, sin que tampoco 
>e baya justificado eu autos que ja Municipalidad lo hubierri 
ncii|iado con mi permiso como debito de basuras en 1S75, puc- 
aquélla se íuribtiyi'i mi [loscsión y dominio basta P>I6, como pue- 
de vti>e por el escrito de fojas 25. habita perdido la posesión 
<lel misino enn arreglo al art. 2454. y pur 1* » tanto» los anuve- 




DC TUSTICTA DE L.\ NACIÓN ¿* 

sores del |ii »st-i-<h»r actual y este tTiiSlitti, han podido en ese caso 
tíiinbitíi, adquirir el dominio |ior prescripción. 

-M" Ouc la designación del Kstado coíno lindero Si id de parte 
de la tracción adjudicada en la división de ÍSfifí a Juana Püiige 
y vendida por ésta a don Juan M. I^fni^iiv. <lc que haíü? nimio 
pí tocíU de la t ámara doctor Litis V. González |wra demostrar 
t-n reivindicación formó parte de Ta Imija ouc 
íhácio l'oiicc. es sin duda, consecuencia de un 
error, pues para ello habría sido necesario : o bien t [tic aquella 
i ierra hubiera estado debajo de la I «arranca, y entonces no i»o- 
dría lindar cotí ésta por el Kste, amni dice rl titulo respectivo, o 
bien que el I'iilvnrin y i-I depósito de basura* hubiera estado en 
la narte alta, lu <|itc no pis ser scpin ltts antecedentes expucs- 
t«9 en los considerando;, anteriores. 

J4 Une por lu demás, tampoco i»idrirt prosperar la deman- 
da ¡mnqiie se Imbiira prokido aquel extremo. jorque i'l títnln 
en virtin! del cual dice haln-rl i adquirido el aetur, no es háliil 
para trasmitir el dominio por adolecer de vicios de í orí na y de 
fondo (pie lo anulan. 

25 'Jne la i-*ión del nombre del cseriliann tj.no autor i/ó 

il poiler en cuya virtud vende el mandatario, está igualmente 
en opordiión ron la ley (d. imtlo 1$, pá:*. X ente exige como imii 
de la» íunnalidadt ^ requt ridas p;tra las ventas por mandato de 
tercio k fk indicación expresa en la escritura de venta del nom- 
ine de dicho c.-crihano (fecha por tal eseriUnm dice la ley ), 
cuando la carta de | te r sonería tu» rslá sellada ron el ello del otor- 
gante, lo que en su caso delie hacerse constar también. 

W* One tátupoeo compareció d Administrador de Aduana 
don (¡reforjo Gómez a quien dice Muño/ que vende el terreno 
en ene- (ion para ef ( ioliiernó* sin que se baya demostrado que 
aqnél o éste, manifestaran su consentimiento |Hisierioimeutc en 

alguna forma, e lo exilia la ley ó. título 15. párt. 5 U , seiíttu 

la cual ni' se considera que aquél existe y por 
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mmrutn u<< ipieda |HTfitvinii;t«lu, niinitrus l;t curta no e&té He- 
cha acatada > i Hurgada om testigos. "|Miraule de^te puédese nrie- 
INnitir cualquier deltos." 

U m ' í*i KiTtt- de esto, tampoco p| (¿ohicrou pudo íi«l«|iiírir 
la propiedad del [erreiio que dice comprado j«ir el. |Hin¡n<* n<> 
M- Ir lii/u h tradición Mmhólica que auliirizaUi la ley K, título M\ 

ihin. $»., entregándole *1 títiflo que acreditaba su derecho, o ta 
copia original de la escritura, ni la material, |>ur si o jtor perso- 
nen!, por la mal <*r nwi.-i-i va ta posesión según la ley I-í. titulo 30^ 
j^irt. 3*. sin (jné tampoco se haya prokido que la lomó posterior- 
mente, con el consentimiento del presunto vendedor. ífcÉ Ignacio 
f tu ice, 

28* Qne Iti primero, t'sti • es. que un tuvo lugar la tradición 
sin itálica, se pronme |N>rquc en las copias dé ís. JS y 45íí. no se 
hace contar esc hecho, y ninguna de rilas ha sido expedida por 
el escriliano autori/anit-, püéS, la primera tur presentada en co- 
pia simple y atu niñeada por el Archivero de los Tril«inale> del 
Ro>arii», por un leu ilel Juez de l* lustaueia. y la segunda fué 
extraída del \rehivo fiel Crédiln Público de ta Nación, sin t\\w 
tampoco liaran sido autorizadas jior algún eserilvuio púhlirn. 
JW («ra luirte, auwpie esas copias hubieran sido sacadas de la 
escritura matriz del protocolo de líanos, no tendrían valor comn 
prueba de la tradición >im1iólica, tftte sólo |iudría prolmrsr con 
la presentación del titulo en virtud del cual vendió él presunto 
mandatario cte l'oncr. ó de la copia original que debió entregar- 
SC al (¡ohierno en el acto de la venta. 

(Jue sobre esta cuc^ión dejó *mtado esta Corte en el 
Fallo ton id 96, pág. 2V1 : Iv 0« t . no habiendo rnt regado t>| Go- 
bierno vendedor, al comprador los títulos de propiedad que unía 
Sobre el terreno de que se trat« ni el otorgamiento o entrega de 
Uti nuevo lítuio. lío ha podido eftxtuarse la tradición simliólica 
<ltie autoriza la ley S, titulo Mh jíart, .í" ( Considerando ó'-" jfr; 2» 
Une rt legislador n<> ha ¡todido rrf, rirse ímicameme a dominen- 



tos privados en Uts fialalirj» "cartas" emplea la ley citada — 
argumento que tamhién hace vi act^r en el snh jmfú c — [mrque 
esa misma palahra se encuentra en h ley 56, títuli» 1S. ¡xirl. 3". 
relativa a cómo deben ser hechas las escrituras fie venta, y se 
ve (pie en ellas intervienen escribanos públicos (Considerando 
8*) : 3 V Que ta copia dada en 1N74 a estar a l:i mun lira rainal, 
no és la t(tir si' ha presentado en nulos, ni da lia nota se encuentra 
firmai la por el escribano para que se l;t tenga Como pruclta de 
haberla entregado f Considerando 12 > ¡ 4" fine en el caso de snt> 
jittíitc. lia sirio el Juez de I fl Instancia de la Capital, quien lia 
mandado dar el testimonio aludido, y mal |>odria estimarse esta 
medida judicial como equivalente a la personal y directa previs- 
ta en la ley, o a la inmediata hecha iK>r intermedio del cscriliatio 
pnesiu i|nv las jueces no están I acuitados páfa acordar en esa 
forma sumarisniia. y sin juicin prevíti de ninguna especie, la tra- 
dición > dominio de un inmueble. (Considerando Lí). 

# 

M)' \ >uc concordante con esta doctrina, en el Fallo tomo Mi, 
pág. dijo también este Tribunal: "One contó titnlo o causa 
adquisitiva tic dominio, los demandante* iilviJCán la wnta que hi- 
zo a su causante don lilas Despttov, el gobernador del territorio 
de Mirones, don Félix Aguirre. con fecha 24 de Fuero de 1S27 
y como pruelKi de ese acto presentan una copia sacada de otro 
documento en copia |»*r un escribano de la ciudad de Montevi- 
deo (Considerando 7,. "Que desde luego el testimonio en que 
.se apoya esta acción, tío ha sido sacado di red amen te de la escri- 
tura matriz, ni ha sitio tampoco expedido por el escriliano. en 
cuyo registro se Otorgó la pretendida venta, o |»or su sucesor, 
o pÉ orden judicial (leyes íí y titulo 19. partida 3'» articulos lÜOn, 
HXff, inOK y arrímenlo del IOOV del Código Civil». I.o ha sirio 
por un funcionario extraño al protticolo en que se dice haher 
sido otorgada la escritura y también ile extraña jurisdicción, ya 
que la escritura original afKirece extendida en esta ciudad, lodo 
lo cual unirlo a la circunstancia de que no se expresa en el tes- 
timonio presentado si ha sido tomado de una escritura piihlica 
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o de tina copia simple, impide alrihutrle algún valor prokilorin," 
(Considerando 

.11" Que estas mi-mas objeciones pueden hacerse, tanto a la 
copia t\v fs. ,W como a la dé fs, 458 del cx| tedíente agregado, 
IJiies vi archiven» dé los tribunales de Sania l-V que autentica 
la primera, como ya se dijo, certifica qiK> está conforme en to- 
do con t-l original, pero sin decir ik? «|tié protocolo fué cicada, 
adoleciendo del misino defecto la última, ex|ieiliila por el Teso- 
rero del Crédito 1 'idílico de la N'aeióu, mas deficiente aún que 
aquélla, (mrotte ni siquiera lo lia sido i>cjr mandato judicial. 

JÍ2» ijiw en cuanto a la tradición material o loma fie pose- 
sión por el Gobíe^tój del terreno discutido, tampoco se ha p|0- 
tiado por el actor, y ni vc¿ de eso. diverso* antecedentes que 
constan de autos, liaeen presumir lo contrario, en primer termino 
la circunstancia ya mencionada de que el Polvorín cuya exis- 
tencia en aquél se invoca por ¿1 actor en favor de su posesíoiL 
se encontraba fuera de! mismo, como se ha visto, y luego las 
siguientes: ai íjue en 1K84, como se dice en el considerando 9" 
la Munici|Kilidad hizo medir y entregar una tracción" de ese te- 
rreno del qite se deein dueño y antigua poseedora a don Juan 
Laforgue, para construir allt un homo crematorio de basuras: 
h) que la misma Munici) tildad atril myéndose también la pose- 
sión \ dominio del terreno como puede verse en el escrito de ís. 
2t*. presentado en el interdicto de retener la po.sesiúii que Salgue- 
ro dedujo contra ella en l')l/,. después de allanarse a la deman- 
da reconociendo la posesión annal de aquél, inició inicio de rei- 
vindicación contra el mismo, manifestando, que "procede que la 
Municipalidad su dueña, y que es quien ha estado siempre |io- 
seyendo el bien lo reclame y reivindique"; ci que el Ministro 
de la t ¡uerra informando a fs. $2, a pedido del Juez de estos 
autos, díte que cu Ta actualidad ocupa el terreno .'alguero, rtO ha- 
hiendo antecedentes qnc >e refieran a! dominio y tiempo que es- 
tuvo e>e jiimuclile étl \h»W del Ministerio de la (¡tierra: d) qui 
dictaminando el Procurador del Tesoro a fs. 281. dijo lamhién, 
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<pic "los antecedentes acompañados lio suii suficientes para com- 
probar d dominio de l;t Nación sobre esa pro] talad" : e) pe 
los testigos ya mencionados. Michektti, García, Cade1aj¡o, Hu- 
rto, \7l/.(|ik'z y Sánchez Currn, desdaran une miñen conocieron 
el Polvorín ni él terreno rrue redama el actor, y ¿1 de este. Ajims- 
lin Ma/.za declara qm aquél estuvo en d Iwijt». próximo ál rhili- 
tadero. es decir, fuera de los títuit^s, de dicho terreno, de lo rjíie 
se duce qpp el actor no |>itfo tener la presión dd mismo, sino 
tu iodo caso di- oini. (pie lio es materia dr éjjfft pleito. 

2P (Jue tu las condicione-, expuesta» no ha jiodido radicar. 
mi el actor, en ningún momento, la acción reivindicatoría que na- 
ce dd dominio, ni puede ejercitarla por lo lamo, eficazmente, ron 
arreglo al art. dd Código Civil, sin que taim^R-o pudiera 
mejorar su situación jurídica, admitiendo en hipótesis qtte hubie- 
ra tenido la posesión dd inmueble en cuestión, hasta co- 
mo lo expresa la dtmanda (contrariamente a lo manifestado por 
la Mimic¡i»alidad en el escrito de fs. _Y> ya citado., pues siendo 
inhábil sil til lili > pitra ;idipiirir el dominio, habría necesitado la 
|uisesHHi de treinta años pura adquirirlo píá pre>crtpeión. Art. 
401 5 Código Civil. 

34"'Ouc los documentos de fs. 542 a 574. pedidos y ayre- 
gadus "i>ara mejor proveer" por esta Corte Suprema, no lian 
modificado las condiciones del pleito anteriores al fallo recurrido. 

<Juc siendo esto asi. seria inútil pronunciare sobre d 
derecho tle posesión y dominio que puerla tener el demandado 
don Miguel Salguero, hoy su cesionario don Kugcnto líuríeu- 
dorf sobre el terreno discutido. Fallos, tomo 6. p%, 4K 

1'or estos fundamentos los de la sentencia de \* Instancia 
y los dd voto en disidencia de la apelada, se revoca ésta dejando 
MlhsiMelilc la primera. Sin costas. Noli í if píese. re|ión¿;ase el pa- 
pd y devuélvase. 

A, iifíKMUIO. — J. l'V.U-ROA Al- 
CO«TA. — JÍOISKKTO KKPKTTO. — 

K. tii ino Lavam.i:. - Antonio 
Sacakxa. 
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i'rtuiirtufar l'iscaj de la Cultura /vi/eni/ c/r ta (apila! en fus 
tinlos "MaiMitt, Ifi't tor, strthita é¿cc$tióii iU'l smicfo mi- 
litar.' 

Sumario: |" Cuestionada la inteligencia del artículo 4>3, inciso b> 
de la ley 4707, sobre exce|»ción del servicio militar, procede 
el recurso extraordinario del art. 14, lev 4S, contra una reso- 
lución contraria a la exección o privilegio basado por el 
iwurrenle en aquélla. 

2' Ej art. f».l. Íucími 1j) de la lev 4707, se refiere al hijo 
ífe la madre viuda en las condiciones que expresa, y no al de 
la que lia sido abandonada por el marido. Cí.as cxccpcioyiies 
al M-r vicio mililar deben ser interpreta! la* restrictivamente). 

('<f.í<>; Lo explican las pieza* siguientes : 



IHtTAMKX ÍU:i. SÉÑOk l'HOl l k.VOOR X KHAI, 

Jiin:nn> Aires, Septiembre 13 4*¡ V*2H, 

Suprema Corte: 

St- ha disentido eti la presente cansa sobre exección del ser- 
vicio militar inieiada por Héet»r Manaut ante el Juzgado fe- 
deral r|e la Capital fie la Nación, si se puede considerarse com- 
prendidi* dentro de los términos del art í».í. titulo 1 de la ley 
4707. H caso de sostén de madre aliatidouada. 

i aí sentencia deíiniiiva dictada por la Cámara Kederal lia 
sido contraria a lo sostenido por el Procurador Riscal en el seu- 
iadíj de o ue tal causal tío puede mmivar la exección que se m~ 
licita. 
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Interpuesto vi recurso extraordinario para ante Y. K. contra 

tlit'llll ICSllllK-ilHl. lia sido dclH'#ldo. 

Tal denegatoria es. éri mi dpiiiitóti; improcedente cuino lu tie- 
ne reiteradamente declarado V. E. ni casos aliábaos, toda vez 
ijtic el Cliso íederal ajiarece debidamente planteado secón >e de- 
tlttce de lu precedentemente cv puesto. 

l : .n cuant" ;il tundo del asunto: os rlt»ct rín;t uuifurnie de V. 
K, i|iiL- los Casos de excepción del st-r virio militar deWn limitar- 
se a los expresamente señalados en la ley. y entre éstos im está 
el <|«e motiva las presentes actuaciones. 

Opino. por tanto, tmt* corresponde revocar la sentencia ar- 
lada en la parle míe lia p 1 irtaleria del recurso. 

Ilimuio h\ Lumia. 



1-ÁIAÁÍ ÜR tJí COR-ilC Sl'PKKMA 

lau'iitis A iri s, SipliimUív ¿u tfe l'^iS. 

Autos y Vistos : El recurso de queja [Hir u|>clacróu denegada 
interpuesto jior éj l'r< curador l-'iscal interino di- la Cámara Fe- 
deral di- la Capital en autos "Manaut Héctor, si licita su ex- 
cepeóin militar" y 

Considerando; 

Que lial ñeiu lose {tuesto ui cuestión la itm-1 incuria de la pres- 
cripción del art. 63, inciso h) de la ley X" 4707, sohrc la ex- 
cepción del servicio militar, y siendo ta resolución definitiva con- 
tenida en la sentencia a|ieladn de Tojas 16 vuelta contraría a ta 
excepción o privilegio lwsado por el recurrente en aquella, el re- 
curso extraordinario deducido es procedente con arreglo al art. 
6" de la ley X v 4055 y sw correlativo al art. 14, inciso 3' de la 
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lev \-' 4X. ¡tn- ello y Je acuerdu con lo expuesto y ]*edido pnr el 
Señor I Vi « tirador < ¡enera!, así se declara. 

V considerando cri cuanto al fcpclo <k-l asumo por ser inue- 
ee>aria mayor substanciación : Oue conforme a lo establecido guié 
esta tone Suprema cu clisas auálojías, el servicio militar en el 
ejército de la Nación es un delier impuesto pnr fa Constitución 
Í t* .do ciudadano y las execciones al tnisnio deben ser interpre- 
tadas restrictivamente. ( Fallos, tomo 70. 73; tomo 77. 
,VVS. t iu re otros ). 

(Jue el art. 03, pie. 1») de la ley Í707. se refiere al hijo de 
la madre viuda en las condicione* qtu expresa, v no al de la om- 
ita >ido abandonada |mr su marido. { Faltos, lomo 107. pá«j. 316; 
torno 1 10. páy. 207, i-mn- otrosí. 

Ku su mérito y leí íundaineutos i[ue sustenta el pnvei lente 
dictamen del Señor IWurador General, se revoca la sentencia 
apelada en la parir íjfe ha ludido ser materia del recurso. No- 
li fu fuese y devuélvaiiM'. 

A. ÜKKMEJO. — j. FltllT.ROA Al- 

coiíta. — RotuckTi» Rkmítto. — 
A momo Sacakna. 



Jhm Antonio Milhtn amtnt ,ion Uouanfu .1. Cari) fia. whr 
cübró tic /vaiv. 

Sumario: l" IWede el reeur>n extraordinariu tlel articulo 14. 
ley 48, contra tina resolución euntraria al privilegio del fiic- 
rir l'olnat invocado. 

2" \o corresponde a la j inflicción federal el conoci- 
miento de una causa seguida ame el Jugado de Paz de San 



DE Jl/STrCIA DE LA NACIÓN 



345 




Fernando, provincm de Hueros Aires, en que 
dada es de trescientos ochenta y ocho pesos n 

p artículos 07. inris» 17, *J4 y 100 de la Consli- 
tueióu no obstan a ¡péj se excluyan de la jmisdiecióu fe- 
deral cuestiones 0,11c jHir escasa mi]x>rtane¡;i civil o penal, o 
]>or otros motivos, sean suficientes para determinar conflic- 
tos cuino los que se lian teñirlo en vista al dictarse los citados 
| >rcoc| iti is const ituci< males. 

A" Iai disposición del art. I" de la ley 927, adicional 
sobre jurisdicción y competencia de (os tribunales naciona- 
les. 110 es inconstitucional. 



dicta m E x DÉt skxok im«m i r.mkmc cf.nkral 

Huero .s Aires, SqrtkniKrc 15 <k- V>2X. 

Suprema Corte i 



En la presente cansa seguida ante el jugado ile l'az cié San 
Fernando (provincia de filíenos Aires), |>or don Antonio Milláti 
o mira Leonardo A. Caviglia sobre cohro de pesos, se lia dene- 
gado al demandado el fuero federal (pie invocó o|H>Huiiamenlc y 
se le ha denegado, animismo, el recurso extraordinario de ape- 
lación t|iic contni esta resolución interpuso para ante V. E. 

I-i procedencia de dicho recurso es evidente Unía vez que 
en la causa se lia negado al recurrente una garantía efe carácter 
federal invocada dentro de los términos y condiciones exigidos 
por los aris. 14 y 15 de la ley 48. 

En cnanto al fondo del asunto: resultando de autos que el 
inoti ti > de la simia demandada es de trescientos ochenta y ficho 
|jesos y que el conócímionto de la causa cae, atento su valor, bajo 
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la jurisdicción de la justicia de paz de la provincia de IWiíh- 
Aires. soy de OfHnion míe la justicia federal es incompetente pa- 
ra conocer en esta demanda por disponerlo así el ari. I" de I;l 
ley N" «>J7 (S. C. N. Il'J: líít; ¡JÜij K2i. 

I al es mi dictamen. 

Horacio A'. Larrclái 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

r.m-in.s Airiíj. SiliLiciiilirv ifi de 1M2K. 

Aulos y \ i>t*i*: el recurso «le queja por denegación del ex- 
traordinario, imerpuc-to por don Leonardo A. Caviglia en el jui- 
eio «pie le sigue don Antonio .Milla» anie el Juzgado de Va?, de 
San Fernando, por cobro de pesos, y 

C'oitsíileratido : 

ihw habiéndose puesto en cuestión la incompetencia «le ¿u> 
rUdiccióti. y sieinlo la resolución recaída contraria al privilegio 
itrl fuero f.-deral invocado, procede el recurso extraordinario de- 
ducido l .Fallos, tomo 130, pag. 135), y de acuerdo con lo ex- 
puesto y |K-dido i»or el Señor Procurador l ¡enera!, así se declara. 

V considerando en cuanto al fóndp del asunto |>or ser inne- 
cesaria mayor substanciación : «Jue cabe establecer míe el art. I" 
de la ley X" 927. excluye fie la competencia de los juzgados fe- 
derales todas aquellas causas de jurisdicción concurrente en que 
ti valor del olí jeto demandado ijp exceda de linimentos |tcsm. 
cuando |Hir otra parle, el conocimiento del caso caiga bajo la 
jurisdicción ele la justicia de paz de la provincia resistiva, se- 
gújfj las leyes de pritcedi míenlos vigentes en ella. 

Oue los rirticulos (*7. inciso 17. 94 y 100 de la Constitución 
no obstan a ijtte se excluyan de la jurisdicción federal cuestfo- 
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«es que por su escasa itiqxirtaucia civil o ¡hiuiI. « pitr utrus uni- 
tivos sean suficientes pairit determinar róiifftctüs como los tíué 
se han tenido eii vista al dictarse los citados preceptos ennstitu- 
eionales: y asi, pnr el art. ]» de la citada ley X' 927 lian \*Hl\úa 
diferirse a la justicia lix-al las causas áe nietior cuantía por consi- 
derárselas c.Mrañas a los propósitos ipic informan las precitadas 
garantías, t Fallos, tomo 119, pag. 161 ; tomo 1¿4. pág- R>. en- 
tre otros). 

Por ln expuesto, se declara que la justicia federal es incom- 
petcnte para conocer en el presente juicio. Notifiquen y devuél- 
vase, reponiéndose el pipol. 

A. ItKKMIvjO. — ' J- FlGUEROA Afi* 
CORTA, — KoiuckTO Rkpetto. — 
Tí. GrtiK) I-AVAi.i.K. -- Antonio 
Sauakna. 



Séc&dad . ¡nóuinm IWrtu del Rosario eotttni t i Gobierno A"«,vVi- 
mil, sobre eottilUitewu th- Uihunai arbifrw!. 

Sumario: I'* Xingtíu priucipiu de orden público se u)«me a que 
ta institución del arbitraje sea practicada ]Hir el listado co- 
mo iKTsnna jurídica a lus fines de dirimir sus controversias 
con los particulares ; y establecida esa institución ímr la ley 
c tncor |iorada a un contrato delie producir los efectos que en 
términos generales establece el art. 1 197 del Código Civil, 
toda vez que las obligaciones crudas por convenciones bila- 
terales no pueden modificarse ni extinguirse por voluntad 
cíe una sola de las i sirtes (Código Civil, art. 1200 y siguien- 
tes). 

2" Tratándole en el caso, de cuestiones regidas direc- 
tamente j»or el contrato celebrado entre la Xaeióu v los se- 
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ñores Uersent ti íils Scheúeidcr y i."m. |sir;i la construcción 
y explotación fifi f'utTtii del Rosario en que aquélla no ac- 
túa como entidad poli tk'a sol «rana y en mi carácter exclusi- 
vamente publico dentro del cual le ineumU' la función de per- 
cihir las romas y darle* la correspondiente aplicación, sino 
corno persona del derecho privado ((lie si- ha sometido vo- 
lunta lian unte por el hecho do ta celebración del contrato 
cun el concesionario a las disposiciones del derecho común 
y a las divisiones de la justicia arliitral libremente pactada, 
lio es necesaria la venta del Congreso |>ara demandar a la 
Nación, 

.V' 1.a disposición del art. 7f*S. incisos # y 3" del C'odi- 
jgp de 1 *roce( lin iii utos fie la Capital, supletorio en lo federal, 
no puede invocar -e jtíira desconocer eficacia a la cláusula 
compromisoria, de -de <|tte la creación i|e la jurisdicción ar- 
bitral tiene su origen en una ley nacional, la de Concesión, 
que por ser es|»eeia] deroga la general constituida ¡tor el Có- 
digo de Procedimientos. 

4" Los arbitros deben tallar con forme a derecho y a 
lo alegado y proliado, ohservaudo los trámites que las leyes 
prescrihen, como lo> jueces ordinarios, y los arbitradlo- 
"en cualquier manera qué ellos tuvieren por bien", anncpie 
no se arreglen a derecho ni se sujeten a las formas legales 
con tal que sea de buena fe y sin encaño. Ley 2.1. litult» 4. 
partida MI. 

5? Según la jurisprudencia y la doctrina, por tribunal 
arbitral debe considerarse tanto al constittndu )*ir arbitros 
jttri.v comp |»»r attiigabk's con lamedores, puesto ijue tinos y 
otro-, son '-'avenidores" exchiyeiues de la justicia ordinaria, 
y qti la partida .1* de la ley 2,1. como en la doctrina se dá; 
iud ¡si ¡n| amenté el nombre de jueces a los arbitros juris y a 
los amigables conqioucdores. 

6? Kl criterio tradicional en la doctrina ha sido el de 
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que no ajíifecicndo de los términos del cotnpnunisu si se ha 
querido designar árlnir»» jurís o amigables comimncdnrcs. 
m- presume eslc último. 

CrtSdi: l.o explica el siguiente: 

i 

1 .\i.Mí |IK L.\ sri'HHM.\ lUBTK 4 l t 

llm-u.» Aire*. Setiembre 1U Úc $m 

Considerando: 

Ijtte la ley X" .WíS autorizó al P. E. para contratar previa 
licitación, la construcción y explotación de "« puerto comercial 
cu la chutad del Rosario, facultándolo por el art. 13 de la misma 
para aceptar la jurisdicción arbitral en el contrato que firmase 
con el concesionario. 

< Hte en virtud de aquella autorización el Poder Ejecutivo 
estipuló la coinstrucción y explotación del mencionado puerto con 
ios señe n-es Hcrsent et fils Scheneider et ("" con arresto a las 
lases v condiciones consagradas en el contrato de fecha 16 de 
Octtthrc de PHXÍ en una de cuyas cláusulas se conviene que '*en 
casn de dificultades entre la empresa y et superior Golrierno so- 
bre la ejecución O interpretación del presente contrato, estas se- 
rán sometidas, conlD único juez, n un tribunal arbitral formado 
p»r tres miembros, de los cuales el rttío será nombrado por el 
superior Contento, el otro por la empresa y el tercer» jxir !os 
dos primen», en la» tres semanas que siguieran a su designa- 
ción tan. 74. j 

One esta cláusula compromisoria no lia sido impugnada co- 
mo repugnante a tas disposiciones de la Constitución o leyes de 
la Nación y |*»r consiguiente, su plena validez y fuerza obligato- 
ria en cuanto se refiere al estado en su carácter de ¡icrsona ju- 
rídica resulta de lo dispuesto por los arts. 41 y 1 P>7 del Código 
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Civil, ya que lüs convenciones hedía* oh los contratos fomjálj 
para; tas parle* una regla :i la cual del mi sumcu-rse como a la lt \- 
misma. XiitKim principio dé orden público, ha dicho esta (porte, 
se opone a que la institución del arbitraje sea practicada jM»r el 
oslado contó persona jurídica a los fines de dirimir sus «omro- 
versia* cijii los particulares y establecida esa institución por la 
ley e incorporada ;i un contrato debí producir los efectos que cu 
temimos generales establece el art. 1197 del Código Civil, tuda 
vfce qtie las obligaciones creadas por convenciones bilaterales 
no pueden modificarse ni extinguirse por voluntad de una ¡sola 
de las ¡Kirtes. Míw¿ tomo Uí. [)ág. 61 y los allí citados, 

Que las divergencias producidas entre el Poder ejecutivo 
y la empresa concesionaria, se encuentran comprendidas entre las 
que autorizan a demandar a la Nación en los términos de la lev 
3952. es decir, sin necesidad de venia legislativa |>orque se trata 
de. cuestiones ngidas directamente jwr el contrato y en la que la 
Nación no actúa como entidad política soberana y en su carácter 
exclusivamente publico dentro del cual le incumbe la función 
de |icreihir í«s rentas y darles la correspondiente aplicación, sino 
como i^iM.na del derecho privado que se ha sometido Volunta- 
riamente por d lnv!m de la celeltracióu del ci miran i con el cotice 
siouario a las dis(»osiomues del derecho común y a las decisiones 
de ta justicia arbitral libremente pactada. Fallos, tonto 146, pa- 
pua 

Que ta tlisposicioii *lel art. 7íi8, inciso^ 2 y .* del Código de 
l'rucedf ii lientos para la Capital, supleturio en lo federal, no puede 
invocarse para desconocer eficacia a la cláusula coiupn unisona 
dew le que ta creación de la jurisdicción arbitral tiene su origen 
en un;' ley nacional, la de concesión, que por ser especial deroga 
1a general constituida püf el Código de IWediu lientos. 

í^tte tal Cüitto la ¡itís lia quedado traliada en estos autos, vi 
pronunciamiento ha de circunscribirse al punto de saber si los 
eomixincutes del tribunal arbitral sobre cuya procedencia y cons- 
titución en el caso anilms | «irles se bailan de acuerdn deben ac- 
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unir comii arbitros de íjteiwbó o simplemente como amigables 
componedores. I«i distinción Bá fundamental porque tic acuerdo 
con lo dispuesto i*ir la ley procesal )Ktra la ( apital. aris. 7H4. 
7S7 y Ins primero* deben tallar conforme ¡i derecho y a to 
alegado y probado y los segundos según mi salwr y entender. Los 
arbitros son los «cjúe proceden y determinan conforme a las leyes 
olwervandn Icis trámites que illas prescriben, como ios jueces 
ordinarios; y los arhitradores en "cualquier manera que ellos 
111 vieren )>or bien" aunque no se arreglan a derecho ni se sitje~ 
ten a las formas legales con (al que sea de buena fe y sin engaño. 
Ley IX tit. 4. partida III- Palios, tomo 22, pág. 371. 

< Ute el análisi> de !:i cláusula compromisoria no o un ¡ene ira? 
se o manifestación principal o accesoria alguna de la cual ¡metía 
inferirse míe la intención de sus otorgantes fué constituir ¡ta- 
ra resolver las des inteligencias susceptibles de producirse entre 
ellos, un tribunal de arbitros de derecho. Desde luego, ta cláusula 
somete a "un trilmnal arliitral". "como juez único*", todas las di- 
ficultades tanto las relativas a la ejecución del contrato cuanto 
las referentes a su interpretación. La jurisdicción arbitral es asi 
amplísima y comprende en la inisma linea cualquiera sea su im- 
portancia las cuestiones de hecho como las de derecho. Y desde 
que legalmente calie sotteet-éf a la decisión de agitgahlc* comjHine- 
dores las mismas cuestiones que pueden ser ubjeto del juicio de 
arbitros tart. 7*W Código de I *roredin lientos l tal circunstan- 
cia no suministra Ikisc alguna favorable a la tesis de que los 
designadas han de serlo de derecho. 

One por "tribunal arbitral" según la jurisprudencia y la 
doctrina del>e considerarse tanto al constituido por arbitros jn- 
ris como por amigables coní|Whedürés. puesto que únoa y otros 
son "avenidores" excluyeme* de la justicia ordinaria, \rhiiros 
en latin tanto quiere decir en romance como jueces avenidores 
que son escogidos o puesto por las partes pura librar la contien- 
da y estos jueces avenidores son de d«w maneras o fallan según 
derecho o fallan de cualquier matier:i que ellos tuvieran |»or bien. 



352 



FAM.OS OE LA COMK SUPREMA 



l< J.Í. partida III citada. Según «esto si la frase transcripta "tri- 
'-unal arbitral", se aplica a anilwis hipótesis tampoco illa pr«f«ir- 
cionn elemento dé interpretación para alcanzar el verdadero sen- 
tido de la cláusula. 

Mué la (rase "como único juez" es también innocua para 
arrilííir en su mérito a Alia conclusión definiliva en el sentido 
que se viene examinando. Desde luego pormje esas palabras den- 
tro del contexto general de la cláusula sólf> han querido expresar 
la renuncia o el apartamiento de las diversas etapas de la jtiris- 
dicci.m ordinaria y porrjue además, si se quisiera pensar que al 
emplear el término \utcz" se ha aludido necesaria mente a los 
que fallan conforme al derecho, se iría más allá de lu permitiib 
porque lu misino en la ley de partida citada, como en la doctrina 
se dá indistintamente el nombre de jueces a los arbitros jurfx y 
a los amigables componedores, El propio art. 448 del Código 
de Comercio llama a estos "jueces arbitradles." 

Que no siendo posible hallar en ta cláusula elemento alguno 
que iwrmita afirmar «pie el tribunal ha de constituirse jior per- 
sonas «pie tengan la calidad de arbitros jurís, |mes corno se lia 
visto ello no resulta ni de las denominaciones usadas p«r los con- 
tratantes, tií seria lógico inferirlo de la naturaleza de las cues- 
tiona sometidas a la jurisdicción especial, el punto delie ser de- 
eidiiln cori arreglo a la jurisprudencia de esta Corte y a la doctri- 
na corriente sobre el («triicular. 

Qíic el criterio tradicional en la doctrina ha sido el de que 
no apareciendo de los términos del Compromiso si se ha querido 
designar arbitros jttrh o amigables compon* -dores, se presume 
esto último (Curia Filípica, libro II, cap, XIV, X" 13- nota de 
^fíonts y Mani de Kixalr a las Siete I 'art ¡das, tomo II, pág. 
KíNi. Cuando se ha creado ta jurisdicción arbitral sin expresar 
el carácter que han de revistar los avenidores, es en efecto ra- 
zonable creer *pte lo sea en el de amigables componedores ya que 
de litro modo carecería de explicación el repudio de la jurisdic- 
ción investida en los jueces nombrados |x>r el esta«b jtara insti- 
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luir otra sujeta en cnanto al régimen procesal de actuación y al 
criterio puramente jurídico que ha d« inspirar el fallo a las mis- 
mas normas que la reirodiada. Y tampoco la tendría la renuncia 
a la garantía de la tnayor resiwitsabilkJad ofrecida por los jueces 
ordinarios respecto do los arbitros jurís derivada tic la permanen- 
cia de la función y por consiguiente del mayor contralor de la 
opinión pñhlica. stnó admitiendo en los otorgantes un |>mpós¡- 
to bien manifiesto de darse jueces investidos del poder de deci- 
dir sin forma de juicio y con espíritu distinto del aplicado p.>r 
los nombrados por el estado. 

Que esta lorie Suprema fundada en la antedicha presunción 
ha decidido reiteradamente que en caso de duda sol*re el carácter 
en que fueron designados los arbitros, delw presumirse que se 
nombraron amigables componedores. Fallos, torno 22. |>ág. 371 : 
lomp 92i pág. 93. lomo 102. |>¿K- 67. Y en este easo concurre 
además una razón que es decisiva: en efecto, el ari. 74 del con- 
trato dice iue se someterán al tribunal arbitral "como juez úni- 
co*, es decir, de única instancia lo que sólo corresponde a los 
arbitradores (art. y S08 del Código de Procíilimientos ) . 

One esta tradición jurídica y esta jurisprudencia era la co- 
rriente en la épica en que fué sancionada la ley y el contrato en- 
tre el Gobierno y el l\tcrio de Rosario y la que lia perdurado 
basta el presente", de manera que es lógico afirmar que tal fué 
también la intención o el espíritu con que fué redactada la clátt- 
sula examinada y todas las similares incorporadas, no sólo a los 
contratos entre el Gobierno y particulares, sinó también en las 
relaciones de los itartkulares entre si. Y tal lia sido también la 
interpretación que contrayentes le han asignado en la forma- 
ción de trilmnales arbitrales anteriores, antecedente de la mayor 
importancia para fijar la intención verdadera de las partes. 

Qae la distinción fundada en el carácter de la cuestión «le- 
tal ¡da según sea ésta de hecho o de derecho para concluir que 
en el primer caso del* ser decidida por amigables eijmponcdores 
y en el segundo i*>r arbitros jurís no resiste al análisis, no sólo 
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|Hirf|ur ornto m lia dicho, dentro tíe hs disposiciones expresas 
ilc la ley procesal fiueden sonteterse a la decisión cíe jueces «r- 
hitradores Ta- misma* cuestiones de que pueden conocer los ar- 
bitros ile derecho, sino también porque aún siendo |hmíIiU- tra- 
zar en materia de controversias judiciales una linea de (limar- 
macióu absoluta emre (uniros de hecho y de derecho desde míe en 
las de primer tipo hay «ei te raímenle a considerar un aspecto 
Jurídico y en las últimas un antecedente de hedió, siempre sería 
verdad que la presunción es tteíicietite en el sentido de dar la 
(jauta para saber cual debe ser el carácter de los arbitros en el 
caso de cuestiones de naturaleza netamente mixta. 

I'or estos fundamentos y oido el Señor Procurador Cieneral 
se revoca la sentencia aiwlada declarándose que la cuestión delie 
ser resuelta |ntr amigables eonqionedores. Molifiqúese y devuél- 
vanse, reponiéndose el pa|iel en el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — J. Fici l-boa A> 
corta. — Roberto Kkprtto. — 

K. (¡uno J .a va i.i, k. — Antoxto 

Saoarx.%. 

Oy Con fecha primen* efe íJitubrt- de mil iimLvR'iitu* YántkH-hu. la 
Lítrti< Snprchu |h*r las consHfeTacbiii-a aducid*» tu la cansa <jmv prmtK. 
se pronunció en ÍKiut sentido, en rf juicb seguid» pur el Fi*oi Nacional 
cintra la Sociedad tfel Puerto fonirrrial <fe Ba;,ía RUmca. s^hre mirtilo, 
cion »fe trthuiuit arhitral. 



J,híthii.<trittuni (itiieral de fos Fctrvarrili s det listado a»itru 
ta timptistt di! Fernuurril Ct ntnd Cdrdohu. sobre t -ohn> 
de pesas. 

Smtiorí,,: Tamo ta disposición del an. 2$ de la ley 2*7 X cuanto 
la del art. 64 de la misma, han sitio dictadas tu beneficio 
exclusivo del púMico cargador » viajero. Con relación al 
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cargador o consignatario, tudas las empresas <|ue hacen ti?) 
transóme combinado constituyen jurídicamente mía sola im- 
presa, sin perjuicio de que cada una (Hieda ejercitar las ac- 
ciones iwe le correspondieran contra la otra a consecuencia 
«le ]<£ hechos imputables a cada una. 

Cosa : Lo explican las pie/as siguientes : 



SENTENCIA DEI. JUEZ FEDERAL 

BüctKM Aift-s. Novieitrfíre 30 ck IW5. 

V Vistos.: los promovidos \w la Administración (¡eneral de 
los Ferrocarriles del listado contra la empresa del Ferrocarril 
Central Córdotm. sóbre cobro de pesos. 

Y Coii>.idcraiido : 

1 -' Une la aclara sostiene en su demanda que se fiindamcit- 
la en la circunstancia ríe tratarse de trans|>ortcs verificados p<»r 
los ferrocarriles de mukis partes y corresponde ríe en consecuen- 
cia su proporción de flete liquidado de acuerdo con el péao arro- 
jado en las kisculas del empala*-, en el momento de entregar las 
cargas a la empresa que continúa el transitorio, míe e> en este 
caso la demandada. 

Agrega que 110 es legal m imitativo, que habiendo transpor- 
tado y entregado las cargas con un peso dado, verificado por 
la empresa recibidora, se reduzca su proporción de flete por las 
faltas de mercaderías ocurridas <lurante el transpirte de las li- 
neas por la demandada. 

Invoca la actora los arts. 25, 45, 48 y 64 de la ley 2873 y 
diversos de! Código de Comercio y reglamento general de ferro- 
carriles y aludiendo a las planillas que acompaña, solicita se con- 
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dene a ta rlnnatuUIfi al payo ele im mil ^íiilii?íít|ísi cuarenta y cua- 
tro jk&os coii tn-s cent vos moneda nacional b la rpic en su lu»ar 
fijen peritos, om intereses y costas. 

I.a demandada al contentar afirma que existe cosa jmgada 
al nsjiLvtii. roda vez qiie la cuestión fué resucita eti primer tér- 
rtuho pór la comisión de jefes dé tráfico de la Oficina de \ jud- 
ies ríe los Ferrocarriles en su sesión de Agosto 28 de 1919, y 
apelada CSa decisión la confirmó la comisión directiva de esa 
Oficina en la sesión de Septiembre II cíe l ( >I«, Interpuesta re- 
consideración, se ratificó lo resuelto y posteriormente se man- 
luvn el crttirio con que se encaró el asunto. 

J Ja jo otro asi>ccto, dice l.i demandada que el procedimiento 
en videncia para la liquidación del flete, conduce a soluciones 
no exentas lie critica, |>ero en camino consulta la reciprocidad en- 
tro las empresas, Alude a los arte. 25 y 64 de la ley 2873, niega 
verdad y eficacia de todo fieso que no sea el del empalme y todo 
lo que no reconozca la planilla que acompaña. Litigo de otras 
n flexiones trimitia pidiendo se rechace ta demanda con cotia». 

2 1 Oue el suscripto insiste en sus apreciaciones de fojas 97 
en lo qué CNneierne al derecho aplicable a este asunto, pues la 
ley 287.1 no lo contempla especialmente, 

> Que al resul verlo, recuerda el suscripto lo que disponen 
\m arts. 15 y 16 del Código Civil y en consecuencia, tiene en 
cuenta los principios de derecho que informan a los arts. 162. 
16¿ 164. 171. 192 in fine. IV* y 408 del Código de Comercio 
y 17.il y 1778 del Código Civil, para llegar a la conclusión tic 
que cor rescinde hacer lugar a ta demanda, que persone la li- 
quidación del flete con ta proporción que ]*rteneco a la aelora 
con arreglo a i»eso dado y camino recorrido, vale decir, con arre- 
glo a su a|Kirte en la ..peraeión de acarreo en ta que intervienen 
diversas entidades. 

Ja solución que da al asunto la presente sentencia, halla*.* 
inspirada en prudentes normas jurídicas consagradas por (os si- 
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gM tU ómnibus gjffijm '" ,r - 0¿H ^fr 

umdo M 1 íSaW y ttbi ^ * í "' rí ' í """' í " í " 

í'í.f (Marccllus). 

+• One en lo relativo a la existencia de cusa jugarla «pilo- 
ta |»or la empresa del Central Córdok-i. cal* observar que no 
media fallo o semencia judicial, ní laudo « decisión arbitral o 
dé amigables cometedores, claramente dictados con sujeción a 
la | c v .,i compromiso exprés*, concretamente estableado acerca 

de $ mm^ i$ &b líl **** !l u - 20 y vlulla p,inu ' 

nueve. Ver í>. 04 a 70. 

l)e Ib expuesto se infiere «pie nu hay entonces nlijeu» prác- 
tico en referirse a la 1e K islaciún y doctrina, que sabido es. íw coin- 
ciden en lo relativo a los elementos de la cosa jugada, pues I»s 
tratadistas y las legislaciones se pierden en un latermto de pre- 
eeptns y distingos, cuando se OCttnátl de la identidad de objeto, 
partes cosas, calidades. fundamentos mediatos e inmediatos, can- 
das próximas o remotas, eficientes. .ohrevmieiites y formales, 
personas figurantes y representadas, motivos subjetivos y obje- 
tivo*, extensiones positivas y naturales, etc.. etc. 

La exección perentoria de cosa jugada, ..puesta a fs. 15 
no puede pn*i»erar y así si- declara. 

5- Oue átenlo lo qne rehila clél actienlo de partes, corricn- 
le a ís. 6& el suscripto deja resuella la cuestión de derecho y en 
mérito a tal acnerdo, las |vartes procedenin a determinar en la 
f„rma que corregida tas diierencia> de fletes tute existieren. 
Artículo 15. tey 50. 

l»0r las consideraciones i|iic preceden, fallo: condenando a la 
empresa del l-err^irril Central C^úM * !«» flrtw 

reclamados eu autos por la Administración General de los Fe- 
rrocarriles del Ivstado. de acuerdo con el peso arrojado en las 
lósenlas del empalme, en el momento de trasinmhr ta car-a 
de la linea «le la actora a la de 1a demandada. Kecluwo la excep- 
ción de cosa ju*!¡ada. v siendo la o^rtunidad aténganse las par- 
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(es a Itj convenido a fs. 00. Costas |n>r su orden, en virtud de l;i 
naturaleza y novedad de la cansa. Fijo intereses estilo lianco 
de la Nación sofríe la stnna que en definitiva resulte liquidada, 
debiendo compmÁrselos desde la notificación de ta demanda. 
Xolifiquesc y reiiótigasc* el sellado. 

Sutil ,1/. i-fcobur. 



SKNTliXCJA nt: I.A r.YMAKA FEDERAL llk AITJ.ACtON' 

%m#& Aires, Ahril 29 (le 1V>7. 

Vistos vsu» autos sonidos \kít ía Administración General 
de tos Fcrrocar riles del listado o mira la empresa del Ferrocarril 
Central Córdulja, sojjre cobro de pesos, y 

Considerandu : 

Que la excepción fie cosa juzgada aducida por la deman- 
dada en la t tmtixlatlo v reprodúcela en la expresión de ayravios, 
t- improcedente, «tnio acertadamente ló estafelece la sentencia 
apelada. 

Oue la adora, tjue ha realizado servicio combinado di- traus- 
jjorte con la demandadla, reclama el precio de los fletes de acuer- 
do con el peso de las mercaderías entregadas en el empalme, pues 
no puede aceptar, dice, eí correspondiente al peso menor que 
la empresa demandada haya entregado en el destino al consig- 
natarió de la carga. 

l-i demandada apóyase en el an. 64 de la ley 2873, para 
sostener que las empresas combinadas, que de1>en ser considera- 
das como una sola empresa, deben soportar, proporcionalmentc 
al recorrnlo. la diferencia ríe flete proveniente de la disminución 
del peso entregado en destino. 

Que es de advertir al respecto que tanto ía disposición del 
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art. 25 de ta citada ley 2K7X cuanto la del art. 64. que se refieren 
a la obligación de las empresas a combinar sus servicios de trans- 
jiorte con los de la* linea» entortas inmediatamente con ellas, 
aunque sean de distinta Inulta, y a la condición jurídica do ser 
consideradas esas empresas como una sola para todos tus efecto 
de la contratación en materia de transportes, han sido dictada* 
Éíi (Sneffiíjb exclusivo del público (cargador o viajen.), como I" 
demuestra él art. 64 ói fine, al agregar "sin perjtik-io de las ac- 
ciones une puedan corres|Mmder entre si a las respectivas cornal- 
inas. y>or consecuencia de las lwses de la liquidación/' 

Que interpretar las primeras palabras del art. 64. literal- 
mente, como que las empresas comlíinada. VI .en ser considera- 
das cuino tina sota empresa, prescindiend' le las últimas antes 
citadas y que fijan claramente su alcance y objeto, implica des- 
naturalizar el sentido y desconocer la equidad encerrados en 
esa disposición legal. Su sentid" es claro de acuerdo con el con- 
texto de la ley y, es|«cialinente. surge de la lectura de los arts. 
25 y 64. Y la equidad, por cuanto se res^Hisabilizaría a la pri- 
mera expresa que entrego toda la carga en el euqjalme. de la fal- 
ta culiHjsa o de la negligencia de la empresa o empresas que 
continuaron el transporte, y que perdieron o disminuyeron las 
mercaderías antes de entregarlas en el destino. 

Con relación al cargador y al consignatario, tudas las em- 
presas que bacen un lrans|»orte cntnhinado constituyen jurídi- 
camente una sola empresa, sin |.erju¡eio de que cada una |nieda 
ejercitar las acciones que le correspondieran contra la otra a con- 
secuencia de los hechos imputables a cada una. Kcsponsabifaar 
a la primera empresa de una disminución o pérdida de carga 
ocurrida en la continuación del transí «irte efectuado i«ir las ..iras 
es, pites, contrario al texto y espíritu de la lev y. también a Ih 
equidad. 

Y liabiendo convenido adora y demandada. ís. 60, míe re- 
suelto la cuestión jurídica planteada en estos autos, después de 
la sentencia se fijarían la* diferencias de flete* «|«e existieran, 
no cnrres|i.nide entrar ahora a su análisis y determinación. 
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IW estos ituifj.-uiM.iHud y Jos de U sentencia arlada tic fs. 
108, se la confirma, con las cosías de esta instancia.—/. p. Lu- 
M.—Mtiraluw K.u'al,uh.—T. ArLs.—ii. A. Xasar AwfiOrcna. 
- -Josf Marcó. 
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Biktkis Airt-ü. Septiembre 38 de I92H. 

Vistos; 

toiisic lerandu : 

Um- ln cttestiun federal risneka pqr la Cámara o quo a U. 
1 22, única que CU esta causa puede tlar origen ni recurso extraor- 
dinario coucedítlo, es la referente a la interpretación del art. 64 
«le la ley 2X7X resucita eu contra del derecho que en el ha fun- 
darlo ln empresa cid F. C. C. C. 

<Jue la demandada pretende que la liquidación de fletes, 
tratándose del transarte de carpís en servicu. combinado entre- 
distintas .mprtsas. delie hacerse con arreglo al pcSa de la carga 
cu la estación de destino, sufriendo cada una de aquellas las con- 
secuencias de tinta disminución y eu proporción al recorrido. 

A|N,ya esta pretensión en el lext.i del art. 64 mencionado 
que así I.. dispone, virtualmeme, al establecer que las empresas 
combinadas deben considerarse como una sola para todos los 
efectos de la contratación, en materia de transportes. Sostiene, 
además, ,, m . las diferencias al tespécip ««re las compañías de- 
hen ser resuellas, como lo lian sido en el caso, por los resortes 
que prevé el reglamento del tráfico común aceptado ñor oque- 
líos. 

I-i actora ¡sor el contrario ha plantead» el pleito sosteniendo 
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inte su proporción de fie te. debe esr liíjindadí' de acuerdo al jhso 
arrojado en las liáseulas ele! empalme en el momento de entregar 
las cargas a la empresa que continúa el transporte y que no es 
legal ni equitativo, que habiendo trasportado y entregado las 
cargas en un |>nnto dado, verificado por la empresa recibidora, 
su pro|M>rción de flete se reduzca por las faltas de mercadería!* 
ocurridas durante el transporte |tor las lineas de ta empresa de- 
mandada. 

<Jue la deposición de la primera paite del art. fi4 de la 
ley se refiere, indudablemente, a las relaciones evitrc las 

empresas y los cargadores y lia sido dictada en beneficio de és- 
tos, que de otra manera se venan obligados a contratar oto di- 
versas empresas de transarte para 1111 inisitm acarreo, situa- 
ción que ha querido evitarse para favorecer ta celeridad y faci- 
litar el irá fien, fónientándo el qomgrgip general dentro del 
país. I^i segunda parte del mismo art. 64, que salva el derecho 
de las empresas para ejercitar sus acciones entre si. jmr conse- 
cuencias de las liases de la combinación robustece la interpreta- 
ción que se tía dado ;i l;i primera y pnne de relieve la facultad 
de cada una ele tas empresas pira acudir a la vía judicial, en los 
casos en que creyeran que sus derechos ho batí sido justamente 
apreciados |Hir Lis resoluciones administrativa*, pues el coticen tó 
i pie encierra, la palabra acción, en su acepción jurídica o foren- 
se, se refiere al derecho de una perlina pata peticionar en jnieio. 

Que aclarado el espíritu del art. íH. discutidla en autos, 
bajo el punto ríe vista exclusivo, que esta causa puede haber sido 
traída a juicio de esta Corte, ttwla vez que dicha dispiteiiciórt leeal 
un legisla, específicamente, sobre la manera de liquidar los fle- 
tes, y siendo aquella aclaración concorde con la solución respec- 
tiva dada por la Cámara Federal al caso de autos, corresponde 
la continuación del fallo traído en recurso. 

J'or estos fundamentos y los pertinentes aducidos en la 
sentencia de fs. 122, se confirma ésta en la parte que ha iwxlido 
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Ser materia tle] recurso esiraurdmari.., sin o^tas. atenta a [ a 
qatoraíeza de la cansa. X..t¡hq„ese y devuélvase, í.a reposición 
di! pape] ame d iinVrjur. 

A. KKIiMKJip. — ■ J. l'Jiil'KROA Al- 
CORTA, — Koiii kTO kj-l'KTTO. — 

K. 'iriiM» J.uau.i:. - Axtoxjo 

Í5Á(>AK2ÍA, 



Mori.u- fL namw*. SWfcdM au.miuio Comer, tai e Industrial < tí r- 
tm h NiiH&i, s>fhr mtífo pesos. 

Sumario: I.a Xacmn en su raráeter dé neo.ma jurídica está uhli- 

gatíá ítj jift^o de tos iitfereses dé la suina adeudada, desde la 

íecha en que fué rei|nerida extra Midichlmenie para el pa^., 

' M 1 "' im-m-riñ en mura faris. St)9 v 50& Coligo' 

t i vi] I. 

í'.r.«>; I... explican las piezas -iyiner.ies : 



SENTENCIA IJKL JUEZ FEDERAL 

V Vistus: Los prumuvidn* por la suciedad anónima Córner* 
nal e Indu-trial M,..Kr J !,„.., centra la Xaci-m. sofcre eohro <|r 

V ( -•HMderandii: 

I" One la aétofa reclama en su demanda de ts. 20 t el ynwn 
de la cantidad que le adeuda la Xacidn por suministro de harina 
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efectuado al Hf»s|>icic< tic las Mercedes. Dice la adora que ni so- 
licitar el pa#p; por vía administrativa, sólo lia comegtíido una en- 
trega parcial de mil ^tíiSSiéjrtíog veintiún pesos moneda na- 
cional y i ir t haliiendo obtéríído el pagó integro perseguido, dedu- 
ce esta demanda por el saldo existente o sea cincuenta y un mi i 
(Inscientes veintisiete pesos con (Hez y nueve centavos moneda 
nacional, íuvoca las disposiciones pertinentes del Código dé Co- 
mercio y Civil aplicahles al caso y pide se, condene a la Nación 
;il payo de dicha suma o ni i ni ei eses iiioratorius y costas. 

Contesta la demanda el Señor l'rocurador Fiscal a ís. 50. 
reconociendo que la Narión adeuda a la actora el sald< referido 
]>ur suministro de harina. Señala míe el I*. K. ha solicitado del 
U. C^btjcreso el crédito exiiviordinario (Kirá solventarla y que asi 
ló hará a la hrevadad [X»sil>Je, Rn lo que se refiere a los inte- 
reses, dice «pie dehe desestimarse su pedido, desde (pe np se ha 
tstipuladti expresíünente >u pago y un >e ha faritiiiiíidó t\ iraniue 
administrativo. 1W ellp. solicita se rechace ta demanda en I" 
cuneen riente a intereses \ Costas. 

2? (Jue atenta la forma en que se trahó la lilis cottli'stttlh. 
corresponde solamente, resolver el pinito relativo a intereses fie 
la suma reconocida en deuda i*or la Nación hacia ía actora. y las 
costas de este juicio. 

J.a Nación lia procedido en este caso, en sil carácter de per- 
sona jurídica v lia celebrado un Contrato, al cjijc en priueipio le 
son aplicahlcs las disposiciones del Cpdígu. Civil. 

En tal virtud, se observa qUe los pagos a cargo de la Nación 
no han sido realizado- i >pi ir i unamente, ha! tiendo reclamado la 
actora (UciiOS pago* de una manera formal y categórica, median- 
le el escrito presentado al Ministerio de \i elaciones Exteriores con 
f celia Diciemhre 9 de ís. 35, 

Atenta la redacción de ese e^etftp* puede reputarse sui es- 
iuerzo tute significa la interpelación i. requerimiento ex ira judicial, 
de que se «icnpa el art. 51» fiel Código Civil. A pan ir de la prc- 
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sección de ese m-rin,, la fcjófi ha incurrid,, eii mora y Ü 
las intereses cp.Hííiiij^ma ni el árV, 5Ó8 de e¿ 

t oirliga 

ta ciráiiumme» «fe tratarse de la Nación v | q necesidad 
p ésto, de llenar diversos trámite ^ él r%B, »^|¿, en . 
honrar su defensa «le «o pa^r intereses, tocia ve/ que "el deu- 
dor tn hhera «le las eon>ecue„cias ,le l ;i „„ ir;it démóstraillp 
fljw m; su culpa .10 Ir fué wm,te ciiiii^ír con la olu^oft. 
-n , H ,r edición « emeed, si une h, im,H,sil.¡- 

fetad IWeiiia de eaSo íurmiu, tea mavor; La huena fe v 
el empeñp por él (Wm en el cumplimiem.v, „„ i,, i¡i VF '_ 

ten de (os ttañps ocasionados |>pr la ¡uejecuci.'ai. pues de admitir 
>e»K nint.- teoría, seria lanzarnos en un ^emillern dé plenos »• 
Machado, tnm.. 2, paj^s. 163 a 167, 

l>í,r ^ftir réÉ^y a « pnnm de lo, 

"itcr^es muuHw I;, jurisprudencia sema*. p „ r \ a Suprt-ma 
Crie. dt la ritie se infiere Ta ul.Ii^ci.m a cai-Ro de ta Xaciúrí 
de >:,t,síacvrlu, en el caso jW/,v. Tomo 12, ,^ |]¡ : 

- XJ: tfín >» & ftfc tonto 3+, pá* 393, tomo ¿0 
W : tomú $$¡ pájí. MI, ct c^ 

.V* Que eii lo a-latíVo las cofttíut cié j,„Vi... ^rresixin- 
,kr,fir: "' sean ^oliaflas por su orden, a mérito de riuc la fe 

CW " S,í ' m malicia o tWnerídad pan. con la áeto- 

ra. lia m-onneido >i„ r .f l( , r/( . Sll (] , mI;i el| ,„ y ^ 

tTeidO aMsnrle demhn para imanar el jjfr, ,|e |¿ rntérc^ 
uk tratónos* 

1W las consideraciones que preceden, fallo: declarando que 
a faetón dcíié ahouár a la actora &ói%tlad a náti im a Com¿rciál e 
lMíhlHti ' fíJ "^nna,,.... fh catitiílíui reclaniada v reenuudd-, 

n, . ;ml,w - *f* «* 4 1 é«Uta v un mil tónica vr-fn- 

«.>ute pesos e„„ dio* y n.irvr ernUuns Íjio,iecí;i n.-uinnal. enn in- 

1 ; n :; M * ,: ' y;H '" n - ; ' 0nn,íir « ^ v nueve 

'■' ' <fe mi « ■imirita-n. < Vu.s p,,- 

¿f!i?ií .1/. Esiohar. 
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sf.xti:\cia iik i v i'ÁMAkA fcoi-hal ai'ki.uihx 

r.dtJiMs Aire*. XiivK-mhrr 25 iIl l''_r. 

Y Vísius: 

IW ms fundamentas se confirma la -entemia «le fojas 74 
tu la parte f[Uf ha sido materia tW las a] lelarintu's concedidas a 
fs, 77 vía. y 7X vta. 

1 V vuélvanse y rejión¡L;;isi- las tujas en primera instancia,-- 
Lamí.- -Munr Hita ¡i^-ahih. — />. . L Xncar . liu homuh- 
José Mtiin*. 
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Bittfnos Aires, Scj>t¡ci«brt Jí? dv l''Jíi. 

Autos y Vistos; 

lJc con infinidad cotí lo tiispucstó |«>r los arts. 509s .i.í y 41 
ríe! Código Civil, Ui resuello |mr la jurisprudencia de esta Corte; 
li.'iim (rfr. pág. 14! y ]u> fundamentos concordante* «le la sen t feni- 
cia iU* \f InMancia a la cnal se remite la de la Cámara l*t tUr.it, 
sí; confirma esta última en indas sns ]>aries. \*otiíiipie*e y de- 
vuélvase, reponiendo:^' el pajiel en e! juzgado di- «iríififls 

A. Bermejo. — J, Fici kroa Ai.- 

("OBTA. — KoilKkTO KePETTO. 

R. Oído La va luí. — Ax ionio 

SaiIAKXA. 
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X < » T A S 



| Corte fm?m de con.urn.idad con (b dtftftfejb par el & 
np Procurador General decferó ift^roeédente ,1 recurl ft&ti* 
^no deduado m do, Rafae, ».,,,,,, C n la 
lada po, el m. S mo am, e! Ju^do í^erá] dé Córdoba ,om 1 
(Minando; de |á IV Ueiliún tiSitor t •■ ™ M * M,mr ' ( H 

***** « é! casó le no 

ta lej \ 4.s ni mis art*. 14 v 15. 



*»*._«., 1» ™„a "iTucurador Riscal ,,.„.,„ Cari.» U„,kaíia„ 
I- al ar,. .'I „.. b ,, v ^ g ' 

2 ,' ,r "" 1 ' " M ""'■ H ' i •• , "" Wr, I I , 

I<> •»». v 12 del ( «ligo t . 11¡l(k tat4| . tcr , , fj . 

- m ,, ,, m . r| ,, i . u , v « ■ - 

• ■ ÍSTOCade cn a,al,„,«r , stnd. , d L - la t „„s„. ' 
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Con techa cinco tk Septiembre de "vil novecientos vdiJtipr 
clio fué confirmada por la Corte Suprema, eíi cuánto a Ja cali- 
t ¡cachiri del delito; la semencia pronunciada t«>r la Cámara Fe- 
deral (U> Apelación de La llata, ipie condeno a Krancipco Rn- 
drij-nez, confirmando así la dictada por el Jnez I Airólo del Te- 
rritorio Nacional del Kio Sty>n> t a sufrir la pena (le dkz años 
y >ris meses lie prisión, cosías y accesorias legales, corno autor 
del «Idin» ilc homicidio penetrado cu la ncreáná de Kranoscu 
Lima, el «lía 15 de Agosto de l°2ó en Valcheía, jurisdicción del 
expresado lerriiorin, y la modificó cu cuanto a) n tonto de la pena 
impucMa, la que redu jo :t díjéé años de prisión. 



lín la misma íecht si- declaró mal concedido i«*r la Cámara 
Federal de A|>e]aciÓn |¿| Kosario. el recurso interpuesto |«t el 
Defensor de I 'obres. Incapaces y Ausentes ante ios juzgados 
Federales de la misma ciudad, én la causa seguida por este coii- 
tra don Salvador Curró por indemnización de mi accidente del 
trabajo, en razón de eme los autos dictados |>or el Juez Federal 
mandado se acreditara el fuero, rio eran definitivo* en el senti- 
do de (Kiiier i in al litigio, ni importaba lo decidido |»r aquéllos 
una denegación del fótetTo federal. 



Kn la demanda entablada i**r el Banco lli|joteeario Xacin- 
nal contra la Provincia de Unenos Aires* |»>r repetición de la su- 
ma de ciento seis mil treinta y ttn pesos con ochenta y tres centa- 
vos moneda nacional, exigidos y cobrados indebidamente en con- 
cepto de impuesto ojnvial de afirmado del camino de La Mata 
a Avellaneda, autorizado por la ley provincial del M) de Di- 
ciembre de l'KJ?, la Corte Suprima con fecha cinco de Scptiem- 
bre de mil novecientos veintiocho, de conformidad con lo dic- 
taminado |H>r t-l Procurador Genera) y de acuerdo con lo dis- 
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¡'"tt |"' r ," W *' »• Gfv'l. falló l,'™,s:, tota „ ,„„. 

vi. ...ni. , ,,„ t . ,„ «««otimh*, la («vtad» Mal» ubíyjlá a ,U- 
vlvcr al actor, delito, ,1,1 „™,¡„„ .J, ,, k , ,„„ l: , £™ ' 

™t ' c °" * «*• » <.d ttancü ¿ , g* 

^««^-te h -Wm ,le ,a ,l. m -,a,la. ¿ 



1V.I, ■• I ,,nl , "" a " li ' 1 " h Cámara 

íBkral de Apelación da Cnrdol». ,.| ,,. curs „ 4¡m ¡^ ¿ ,, 

' f * »<W*r, tt tÜfti cunen. Alír.,,. ' V \ ' 

„S ";'"T t"*"" ' * m <•■»"«- 6 riwnidñn 
" ' * • "™* "war a.kla»,c la ,j„,,,¡ú,, 
— • .a el .a,-;,,-,,,- 4, deímftivn, ,».« „„ ,,m,í. 

rol» , i licita ... I...™ .,..¡1,1, si; i'.„iiÍMiia.-i.',.]. 



i:., -i...- m ...i-...-. « dednrú ¡ninmccdentc .1 r.a.r,,, ,', 

("."'...„„, >„l,r, coto, ejecutivo dé ,,,<„„. „„ ,,, zll „ d ¿ K . . 

' »«. JTN .... la lev „:,i„„al X ■■ «¡ j art . .=,,, ," ' 
* * <» BÜ*4 ¡«erró lo at * ,, ,. 

.K-... , J .v,,,,v, , „,,„.,„, , r¡ i,„ lu . t ,,. s „ ,, c ¿ ¿ 

I .... ícfnmra a loa afectos ,,,, rmir „, ,. !( , r .,„ r , lit , ; , ri „ 
•l«c ....... n«, ,1 art . W, ¡, H .. * ,|, ü fe v , |( . fc , '"' 

"* » - i 

■' 1 " *" ***** » * ; 'iv.. m mme <) i»m> ¡yr»* 

l: " '" N» «5 ''«lar.-, nial cOnre ., ,.„ r | a Cámara 
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Federal de la Capital, el recurso de apelación interpuesto ¡>or don 
Fortunato A. Fitsce. a|>elando de lina r**«í*ilncítjn de la Adminis- 
tración de Impuestos internos, ]ior cnanto la sentencia recurri- 
da, se había limitado a resolver un punto exclusivamente de de- 
recho común, como lo es el relativo a la prescripción del derecho 
de acusar legislado |mr el Código Penal de la Nación. 



J'Iii el sumaria instruido p^r la comisaria, sección 21 de la 
Capinil. a Altarlo (iuaui. ehanfíenr <lcl agregado a ta embajada 
del Uruguay, por lesiones a Héctor Chiaceio, ta Curte Suprema 
con fecha 14 de Septiembre de 1924. se declaró incompetente 
para seguir entendiendo en la cansa, en raw>n de lo informado 
por el Ministerio de Relaciones Kxtertores, de «pie el expresado 
{jtiani, no figuraba como a^re^ad" a diefin embajada ni formal»» 
luirte de su |H r>tmal, 



Kii diex y siete del mismo tío se hizo lugar a la queja de- 
ducida i*>r don Kdmuudo Cliedufau en la causa "líídaii J. contra 
Felipe Simmuui y Fdinundo C. Chediiíatt", por resultar de la 
propia cxiiostcióii del recurrente, que éslu había sido oído en las 
instancias ordinarias de la causa y. con ello, se habían llenado en 
lo substancial l'»s requsitos ríe la defensa, garantidos por el art. 
IH de la Constitución: agregándose, además, que para ta proce- 
dencia del recurso extraordinario no basta la simple invocación 
de cláusulas c institucionales, sino que es necesario que se de- 
muestre cuál es la relación directa e inmediata que vincula la 
euestión controvertida, con las cláusulas cuy» inobservancia >e 
alega, de acuerdo con !<• que disftonc el art. 15 de la ley N* 48. 



En la demanda entablada pnr doña Kvangelina Obligado de 
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SshcKfc don A1,-jnn,|,-„ nhfi^i,,. ,| M1 , ,..,<,„,. , l|¡s < 
ña Klla Sara vi .Ir ( iU¡ K ad... <l.,ña fusta Dose de XemUraín, do- 
ña Mercedes 1W. don Garios IW CíbUga btl AtUrto Do- 
se y il.UK, j„ai,a tym Qjifelb líe ¿stévés contra la Sovitidñ 
de Humus Aires, por devolución de una suma de dinero perci- 
Inda por Concepto dé ím|>ucsitj a la herencia, el representante «1,- 
la demantlatfa al evacuar el traslado conferid., manifestó qi¿ Se 
avenía a devolver la suma redamada, pero p* su i>arU-. en ra- 
2on de la Forma en que >< contestaba la demanda, debía ser .-m- 
íiUdá ciel pa-., de int. n M'. y | „ </..rte Suprema con te- 
cha 1<> de Septiembre .le 192K y de conformidad con I., resiteltn 
por la m,>ma en ej juid, m^uí.I,, pur doga Angela 0.pell.. de 
üaiicalan, contra la misma provincia. i«,r idéntica cansa i vtW 
tym I4<>, p%, 4J7 de los rallos,, falló d juidu copiando a 
la denodada a devolver los nmm cu éi pía*, de treinta días 
la suma de treinta y tres mil doscientos mamúa v cuatro jwsos 
con cincuenta y Mis centavos moneda nacional, con sus intere- 
ms al estilo de lo, que cobra el Banco de l a Xación Arruina 
deíde la fecha de la nbiitei&t) de la di-manda, tírámuéo que 
ia> instas Mitran alunadas itt el orden cansado, atenta la nattira- 
tem de la- cuestiones debatidas y la inrma en .pie fué tralwida 
la tifos. 



Demandada la Producto de Buenos Aire.* por doña Ana Y 
de .samamnrina (sus herede.-,,*;, por devolución de una suma de 
dinero líroveitíeitic de igual concepto .le impuesto a la herencia 

ni la .pu- el rq.nsema.ur de la denu ada hm, fas mismas c,r- 

sH. raunncs y pedidos .pu- s.- expresan ni la nota «un- precede 
i Me Suprema en 19 de Septiembre y p,.r la, cusnleravi.....-, 
< M ta- referido en la mendmiada nota, hizo lucar a la 

demanda, condenando a la provincia a devolver a los actores en 
i l plazo de M) .lias, la suma rtvlama.la de S 47.183 4,? moned i 
uu«,nat, cmi sus intereses t >tiln de los qué cobra el Banco de la 
-V.e.u.1 Afemina desde la fecha de la notificación dé la de- 
manda, l a- rostas en eí urden candido. 
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épu fecha diez y nueve fué confirmada i»or la Corte Supre- 
tiiu, 1;t sentencia pronunciada l K »r I» Cámara Pederá! ite Apela- 
ción de l-t Plata, ta <|ue conflrniü, a su vez, ta dictada por el 
Juez Letrado del Territorio Nacional de la Pampa Central. iju« 
eondeiiiV á Florencio EnSÍcio o Picudo p EnCio (a) "El Chile- 
no", a sufrir la petiúá de véiíite años de prisión, accesorias lejíales 
y costas. c«im> autor del delito «le homicidio jHTjictradrj en la 
persona cíe Alfredo Wince y lesiones a un hijo de este, Pedro 
Winee. el día - «le Julio de t92ó. en QttetreqÁwn, jurisdicción' 
del expresado territorio, 



lili ta intenta fecha lio .se hizo luyar a la mieja deducida por 
clon AntUil M. Anolles en los autos "rico me. Pedro, contra 
Vatilorno, Candido, sobre desalojamiento", por resultar de la 
propia exposición del recurrente, que ésie hahia hecho valer an- 
te el juagado de Paz res] lectivo, los derechos que consideraba 
le acuerda la ley eti su calidad de suhinquilíno. y resuelta la in- 
cidencia, se recurrió para ante la Corte Suprema con resultado 
negativo; omiiicndnse la apelación para ante el Juez de Primera 
instancia. 



En ia misma fecha nq se hizo lugar a la queja deducida 
por don Krminio Riani en ájjft$¡ con el Ferrocarril Santa Fe, 
Mhhre devolución de fieles, por de>pretiderse de la propia exposí- 
vión del recurrente que la cuestión resuelta en última instancia 
se había' linútadii. en el caso, al decidir el punto controvertido, a 
revocar la sentencia arlada "fundándose en cosa juzgada", lo 
que uo puede autorizar el recurso interpuesto para ante ía Corte 
Suprema, toda vez que dicho fundamento es de derecho común, 
como tu son las disposiciones de los Códigos Civil y Comercial 
que se dicen vulneradas en el falto recurrido. 
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limx NVsU.ro Atino. tenedor de 14 títulos (| c 100 libras y *>1 
do ¿0 libras, con >us enrrcsi>orHticmes ctipoft^- vencidos d¿ÍWl- 
WmtQ u oro Kxuriur do 1910. creado por; la lev N> 1 1 san- 
nonadu por | a provincia do Corrientes el 10 do Julio del mfenio 
año, demando a ésta, por cobro do la suma de cuatro mil tros- 
nenias setenta y nueve libras esterlinas con cuatro dwtó o su 
en l* s " s »*?»«la nriunal al cambio dol día del paao 
— ^ los iñudes correspondientes y cosía. 1* ©fee Suprema 
'r 11 ".-'' <k ' ftlí«¡!!*S f !** Por los fundamentos v 
<pP!^ra * 16> fálfóB pronunciados tfg la misma, col, 
gcua 1S de Abnt del comento año. en las ca„>as seguidas por 
ntomwto y Cía. y don Kabel Alerto Pal-menue conrra la 
^mWdi> provincia de Corriente*, por idéntica causa, de acuer- 
do con lo dispuesto pnr k, s arts. J 197. 979. ¡ne |i¡ 991 994 
995, y concordamos dol Código Civil, hizo lugar a*la de-' 
niamla, declarando que | a provincia demandada está obligarla a 
l«gar a la activa dentro del termino de treinta día* la suma fe. 
Mam; da o d eutiivalriitc tn moneda legal do la cantidad que re- 
Milte y dclH- obtenerse al Upo do 0.44 centavos oro por cada oe- 
m moneda nacional papel. Art, ley 3871, s „s intereses v col- 
las. deb.en.lo computarse también los interese, de] capital por el 
W*o do tiempo comprendido entro el 1 de Febrero do 1925 v 
la fecha de la notificación do la demanda. 



i ; « d juicio PWmm por el F¡*co Nacional contra don 
Juan MttW.cn Katifímanu, por expropiación de la finca sita en 
H callo Caraguay M» "4.1, afectada por la construcción del p«. 
bchtnco .Martín ', autorizado por la lev X- o02o\ el iue* 

de a causa falló ésta, declarando transferida la expresada pro- 
piedad, a favor de la Nación, previo pagado do la cantidad de 
setenta y cinco mil pesos „,/„„ en concepto do total iñ- 
f^mmm de conformidad con lo dispuesto «, el art. 10 de la 
tey X 189, sentencia que fué coufimia.la ,», r la Cámara Fcite- 
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ral de Apelación de ta Capital. Llevado?, los ¡tutus en apelación 
a la Corté Suprema, el tribunal, con techa veintiséis de Seplkin- 
liro de mil novecientos vi im inclín, confirmó, a su vez, la scntrii- 
cia apelad» en ciianio declara transferida ta propiedad a favor 
de la X ación y la modificó re»iiecto al monto de ta suma que 
¡se mam la (Migar, la que fijó tu § WA$5.it5 mtmeda nacional, éti 
razón .de estimar equitativa ta expresada suma. míe era el valor 
asigna* lo al inmueble por ti perito tercero ÑuflÉíÉtio tfé oficio 
pir el Jncz Federal. 



Ln el recurso de revisión interpuesto por el penado José 
Miguel Traíihit contra sentencia pronunciada ptiti la Cámara Kr- 
ik-ral de Apelación de La I 'lata, i|i¡e le condenó a veinticinco 
añas de (insidio, (wir los delitos de homicidio y robo, la Corte 
Suprema pon fecha 26 de Septiembre de 1928, de conformidad 
con lo dispuesto en «1 art. .305 del Código Penal, reemplazó la 
(»eiia di' presidio impuesta, p.tr la ele reclusión, ordenando st 
practicara un nuevo cómputo de acuerdo con los arts. 2 y 24 del 
expresado Código, en razón fie qnc no se hahia demostrado !a 
existencia de ninguno de tos extremos previstos en tos incisos 
1 a 4 del art. 551 «leí Código de Procedimientos en materia cri- 
minal, ni ser tampoco procedente el recurso considerado el asunto 
a ta Im del' art. 2-' del Código Penal. jiorque como lo declaró 
el Tribunal en similar recurso de Bernardo Sosa, coaiuor ctm 
Trafila* en el mismo delito y condenado a la misma |»ena (ver 
tomo 145, píig. 72) i !a estahh-cida en el art, 80, inc *> del Có- 
digo vigente, aplicable al delito que dió tugar a la condena, es la 
:te reclusión perlina, más grave, fior consiguiente, míe la fie 
veinticinco años de presidio. 



Con fecha veintiséis no se hizo lugar a la epteja deducida jior 
doña Julia Didiego de Mattia en los autos "Heller Gabriel con- 
tra Knrique Mattia y otra, sobre desalojo", jmr desprenderse de 
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h pwpiá &$ujci& de Í recurrente, «pie é*ia sostuvo la im- 
procedencia de la acción cu él juicio referido. en virtud <le no 
halarse producido la mora en el w del al.piiter. es decir, pro- 
moví.! mía cuestión regí^fe p,, r d (!(Vwhn e ótnán, ajena al rm.r- 

exira..nlinari« de o derecho federal, como 1„ disponen el 

a*t M de l;i ley \« -ÍS v la reiterada jurisprudencia del .rihnnal 



Kn la rnisui;. techa no £ hizo lugar « la .pteja (Muela por 
dn„ Santiago yfcáscbí síndico fi.juiiiad.3r en los autos ,r CÍ#rp 
y PrsüKlí. convocatoria de acreedores, sobre adjudicación de bie- 
nes . en ramn de resultar dé la propia exposición del recurren- 
"e. que la -enuncia arlada se había limitad,, a resolver los pun- 
íi.s eonirMV.rlid.is. aplicando .• interpretándose para oaso pre- 
ceptos .le dereciío común contenidos tu el Código de Comercio 
todo lo nial CS ajeito al recurso extraordinario de puro derecho' 
federal i|uc autoría al art. 14 de la ley \> 48, aún cuando la 
nuerpu-taeión de los preceptos leales l,ava sido ^«ivOeadá co- 
WO 10 -,t,en. el recurren,.., alentó lo ,,ue resnlta del aru 1S 
de la l. y citada, y |„ resuelto reiteradamente por el tribunal 



I-.n la demanda deducida |X)T doña Alaria Nantamanua de 
Avellaneda (sus herederos), entra la provincia de Buenos \i- 
■taj; |>or devolución de una Mima de chilero percibida por concep- 
'I'" imptiestü a ta herencia, el representante de la demandada 
al evacuar el trasl;, ( |„ qué le fué conferid.,, manifestó ¿«i m 
arenia a devolver Ir. suma reclamada. pern qu« su parte en ramn 
de ta forma en cjue se contesta!*! la demanda, debía ser eximida 
del pa-o de intereses y estas. La Corte Suprema con fecha 28 
de Septiembre de !<>_>*. v ríe conformidad con lo resuelto j*,r la 
misiúa, en d caso análogo que se rastra cu la pájj. 427 del 
fomo |*> de t,„ Kallos, en ta causa Atájela di « Un de lianca- 
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Inri contra la I iviiii'ia de Hítenos Aires. \n*v ítniul causa, íal'ó 
ej juicio condruando n la demanda ajtevolvcr a jos actores la 
suma nrlauiaila de 71,3)1 S5 S moneda nacional, cmi sus ítHe> 
res©» al éstfjo (le jos '\nv cobra el lía neo de la Nación Ai-yi-iulna 
desdi la techa de la notificación de la demanda, orde-uando ma- 
las costas fueran almíjattas en el un [t u cau-a<lo. atenta la naiu- 
rleat de las cuestiono dchatida* y la forma míe *c trahó t.< IM$. 



Demandada la f'rminda de I ¡uenos Aires por duna (nana 
l hipí de GraciaTena por devolución de una suma de dinero pro- 
veniente de igual concepto de impuesto a la liereneia. en la nue 
rl repu^eiUa^tc de l:t demandada hizo las mismas utanifcstacio- 
nes y jiedidos <|tte se exprcsail en la nota mu" ] neeede. ta lAii'ie 
Suprema con lecha de Scplictnhri- y ¡mr tas consideraciones 
del caso análogo referido en la mencionada nota, hi/o ln»ar a la 
demanda, condenando a Ta provincia a dv volver a ios adores en 
el pla/o de treítiía dias, la suma reclamada de S 7.^. 47''.. Vi mnueda 
nacional, con siis intereses estilo de los i¡ne col ira el Banco de la 
Xaeióu Argentina desde la fecha dé la nulificación de la demanda. 
Las costas en el orden causado. 



Kn la misma fecha >e declaró improcedente la queja deducida 
por don 1C. Olideu en autos Con don K. (¡arcia. sobré cobro de 
pesos, por no afiarceer de la propia cxptsieión del recurrente. 
i|ue en el curso del litigio se hubiera planteado cuestión alguna 
de carácter federal, ni resultaba de la misma. <|tu- las cláusulas 
constitucionales invocadas tuvieran con dichas cuestiones la re- 
lación directa o inmediata requerida por el aft 15 de la ley nú- 
mero 48. 

En la misma fecha po se hizo hipar, igualmente, a la queja 
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dn)uod> por Demetrio Roqueta, contra ^ÍUéocia de Ja Cámara 
de Apelaciones en b Criminal dé la Capitel, en razón (te no tra- 
tarse de ninguno de !■*> casos comprendidos en las succiones 
previstas i*»r el arf. > ¿le la ley 4055. 



'Jfi la , „a rVcha la Corte ^¡irema de ermíormidad con 

lo <hctainiii».lH pnr el Señor girador General, no hizo Mr 
a la queja deducida por Gastón Bernard en ía querella iq¿ 
en su contra por desacato a ) Miniar » de 0«eira (indnelé so. 

(l * de no hal™ ft* 

uimulnnum.. a los reqnifit^ ejidos por los art... 14 v M de 
la ley «lunero 4X, 

4 



fm oanrit CV„„v/ ¡^fójfe /„ /)¡r^i,¡ it ¿^n» tfc /v- 

no lt ,rn¡,>\ .«-Vr ,{ t roht,-ióii de m uthrs, 

8 ocurso extraordinario del ar». 1-1. l§y 

4* c« ñu caso eij que tanto la demanda c la cnnie*ta- 

cío» amparan sus tlereclióa en dti^éme* repútelas i»er- 
tuicp$es; de la ley nacional de ú™ carriles v stts dirreto* 
retfamentarios. Italm-n,!» >ido d fr.IV, recurrid étí contra 
de- las preu-iiMnins dé la jxirtc uetnrn. 

,:| ln,ÍÍ4M í^rq*itríó y sitó retóiíiijéiS eoji los ciné 
gdom y l» s pasajen,*. «, sn carácter aqttcl de swvíci.» pú- 
Mrco< esta sometido, nidos |, 1S de su dase, a la tas- 
|«wi.m suln-rnmiva, pbr medir, de la a.a! d IMado ejerce 
SU POclex de poiie% itidis^i.sídil, para v i s ilar el cumplí- 
miento de las concesiones respectivas y las oliHgacioiies que 
de ellas y de las leyes pertinentes se derivan. Articulo 71 
mm I* ley ¿8/3. ' 
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$ Kl articulo 50 de la expresada ley un se refiere 
a hs retóéióniÉs de la* «ilesas con el e^iajtó de los pa- 
sajeros, sino a Ion de aquéllas con los ea rjí ad..res y las ave- 
nas y Ardidas de las inereaderias transitadas, al re- 
lindo en i-, entrega de mw, materia muy distinta a la <„,<■ 

lumia vi .</,/, 

# Se halla (¡entro de las facultades k^les y leylanien- 
larías de la Dirección General de Ferrocarriles el reprimir 
eu„ multa de mil pesos moneda nacional el retardo de una 
emproa ferroviaria en dar satisfacción a un pasajero que 
«<< qm-ja por hafaer sufrido daño eu su equipaje y la resis- 
tencia de la miaña a evacuar el pedido de tórme respec- 
tivo. Artículos 39 y 74 de la ley 2S7,Í y 33 del decreto re- 
gimienta rm. 

Cuso: |.„ explican las pit-aas luientes: 



SKXTKxriA mi: la «Amara j-i:okkai. de ablación 

Hlt0hu« Aires, Díctanbre 31 dv IV¿7. 
Vistos y Considerando; 

Qtte la imilla de mil pesos cuya repetición demanda Ja em- 
presa m Ferrocarril Central Córdolea, I, fué impuesta M >r la 
JWcm. General de Ferrocarriles a rai¡! di . , a ^ 
ílá l«*r don Manuel.!)»* de no entregársele „¡ arañarte parle de 
mi eqmpaje, enteja fundada en el art. .17 de ¡a ley 2873, según c | 
cual la* empresa. deberán entregar a cada pasajero, inmediata- 
mente de llegar a s„ defino, io,|o* foí Imltm que formasen s ti 
«g^je; y en el arl. 178, inc. c, del reglamento K eneral. que 
divine que el equipaje no entregado dentro del cuarto dta « 
ronsMlerara [««IkIo y será abonad» inmediatamente; reclamo 
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qne U hirmiñii citada encontró fcindaclu y que la vmtfíéé lío s :t - 
tistizo; y además. |#tqiie se negó insistentemente ;i suministrar 
ningún informe ,> daío stíbic el h^hi^ qiiv motiv* la redama- 
fiiin, según consta íi ís. ,Vi y 4.Í a 47. 

O»*' I.-, ky ti ■ JK7.1, ha cread» la inspección giilwnsitiva de 
los ferr. .carriles en explotación, que se i jetee ppr la Dirección 
general tte l-errocar rites, con ¿1 propósito manifiesto de asegu- 
rar él más rájalo y eíica* wimÉíimíehtú fie las ol .libaciones dt: 
las ent|írcsíts. el qué sería iltiSprio si los pasaje-ros y cargadores 
tuvieran que recurrir a los jugetti para liaccr valer "sus derech-s 
por minas tas» siempre exiguas. 

Que para Henar los fines tle su institución Ja lev le cóti- 
iit-re. entré .«ras facultades, la de velar ,n,r el cumplimiento de 
Jas leyes y regla,, unios respetivo*, resolver los reclamos que se 
formulen entra las empresas por comravindón a Jos misinos y 
para imponer las umitas que ellos autorizan v hacerlas efectivas 
por la vía de aprunto. ( Art. 71. ine. I» 10 y 15}. pudieudo re- 
querir de las empresa* citamos datos e informes Je sean preris.,* 
fiara llenar su cometido (art. 7%. 

Que la ley estahlcee al misino tiempo que las empresa* *on 
nstHHw-diles de los artos y omisiones contrarios a ella y mis re- 
glamentos, y que sus infracciones serán eastigadas con multas de 
quíntenlos a diez mi) ^sos (art*. VI v 92). Además el I* f* 
estaT>Iecerá. dice el art. "4. multas de cien a mil ¡Sds para t¿ 
ligar a fas infracciones <le los reglamentos que dicte o apruel.. 
ispccKilmente las que imponen falta u desaiencióu hacia los 
pasajeros y caradores por parte de las empresas v sus em- 
pleados." 

Lá aplicación de tales multas ha sido reglamentada por el 
decreto de Mar*. 23 de 19J7. el cual prevé multas de cien a mil 
prsos entre otras. ,x,r no llevar el equipaje en el mismo tren .le 
m dueño o no entregarle, inmediatamente y por no suministrar 
a la Direccmn todos los datos e informes que pitia 
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(Jut- n*la persuna míe se considere agraviada por ficemos u 
omisiones efe te? empresas étt contravención a la ley puede qgfc 
rrir a Ja Dirección (jeueraL la t|«e comunicará el redamo a la 
empresa, citándola a satisfacerlo en plazo prudencial <\w le üja- 
rá. Si lo satisface queda exenta de responsabilidad: si no in- 
vestigara a lus fines consiguientes (art. 74); pudiendo. en tal 
caso, como lo )«í héeho en el íií6 ftV<?, 11» solo decidir el reclamo, 
sino taniliic'ii. si lo considera pertinente, aplicar la mulla (pit- 
ee irresponda. 

Une tic lo espuesto resulla míe la mulla impuesta se halla 
autorizada |Jor la ley, ha sido aplicada por autoridad aMnpeten- 
it- y dentro del procedimiento legal, 

EUó T Mista para tenerla por hien aplicada, va que no se traía 
ahora de rever, por vía de apelación, el criterio con ijtie ha sido 
impuesta. 

En el caso que se invoca en la sentencia recurrida, la Cor- 
te Suprema declaró mtc la Dirección tieneral de Ferrocarriles 
mi era autoridad competente y había excedido sus facultades le- 
gales, y tmr tanti» no es aplicable al presente. 

Por ello y concordantes de la expresión de agravios (ís. 
75 j , se revoca la semencia apelada de fs. <>5 y no se hace lugar 
a la demanda deducida |>or la empresa del l-erroearríl Central 
Córdoba, sin cosías. Devuélvase y repóngase las foja» en prime- 
ra instancia. — /. I'. Luna. — Marcelino Escalada. — />*. . f. 
Xtizar AtidwrcMt. — Kn disidencia, José M<mó. — Eli disi- 
dencia, T. Amii 
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DI Cl A 11 EX UEI, SKÑOH PROCURADO* UKKKK.U. 

llitcih.s Aírvs. Agilitó 1,1 & 

Suprema Cóiftc: 

U empresa del Ferrocarril Central bobote demanda ante 
i*t Jugado Federal de la Capital de ía Nación a la Dirección & 
.«■ral (le Ferrocarriles. |*,r devolución de multas que ésta le ha 
«"puesto y cobrad*. vía de apremio en coneept,, de infrac- 
ciones a 1:, íey de femnarriU s 287.? v tímUm reglamentarios de 
la misma, 

Sostiene la actora ¿te la Dirmión <|e Ferrocarriles no está 
facultada por las dis^sieione. leales . y rcíJan.u.tarias viueme* 
para impflfter multas cuando, como e„ él caso de autos, se traía 
de tm reclamo formulad., por un ,,a*aj tTl . [Mtr <¿ m 

eompaje. el cual lia sido atendido y satisfecho. 

I*>r su parte, la demandada ha Sostenido su derecho a la 
fmm de m* multa* ,H,r entender que así lo ex*™ s„ s 
hn.co.K-s de control de los servicios ferroviaria v de interven- 
Cm f S mf¡mm de la Ley ,1, FerrocáFrfe ia que Je i,n- 

h i obUeaetén de velar por |„ ^ urida(t . 
ntuq tle tales servicios. 

# cansa ha sido re,neha en definitiva de acu,rdn oh. la 
docena sosteruda |H,r la Dfreedon de Ferrocarriles, estableeicn- 
*m «i* ta multa impn^a fe liaife amurilla por la kv ha 

¡£^5í r aw,,,rí,I<Kl ™ m y **» * 

-Cumo se vé. tal resulució,, g contraria al derecho o prfe 
El recurso «tmordiuario < |t „ h a interpuesto, fundado en d 
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art. 14 de la ley 48 p$ t pues, procedente [tara ante esta l urte 
Suprema. 

Hit cuanto al fondo * VI asunto, adhiero a la doctrina de la 
Cámara Federal, contenida en su semen da de fs; R», 

Por su» fundamentos y consideraciones concordantes tle la 
resolución de la Dirección General de Ferrocarriles* testimonia- 
da a fs. 4*. soy de opinión que rorfesjxmde confirmar dicha 
sentencia en la (Kirie que tía podido ser malcría del recurso. 

¡!oí\h 'w R. Lamió. 
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Uin-ims Aires fírtubrir I- fW V>&- 

Vistos; 

Considerando : 

Oile para la mejor comprensión del caso de autos o ni vkue 
fijar las bases del litigio, concretando el punto a resolver por 
esta Corte, a nitrito del recurso extraordinario traído a su con- 
> i deración. 

Que ct pasajero Día?, a causa de halicr sufrido daño en su 
erpii|iaje ocurrió a la Dirección (lencral de Ferrocarriles denun- 
ciando aquella irregularidad cuyo reparo solicitaba". Requerido 
por dicha re|»artición el informe corres) mudiente. dando vista del 
reclamo a la empresa actora. ésta (lescmioció a la Din-ccióu fa- 
cultades para intervenir en el asumo, por tratarse de intereses 
privados, cuya tutela cnrresi>onde a la justicia en virtud de mi 
propia institución y de lo dispuesto por el articulo 50 de la ley de 
íerrneíkrriles. I-*t Dirección teniendo en cuenta la actitud de la 
actora le impuso una multa en uso de atribuciones que le acuer- 
dan la ley citada y los decretus reglamentarios aplicables. 



3ft2 

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

k> compañía militada, ame h apremio jlt(Jicí¡lli C(ms¡ - ¿ 
*J mumru- de la n,„h ;) . t*jo pronta, satvandu asi Sll derecho 
para entapiar el i-jvm-,,1, mmú sohre dé*olu#n «Ir Ib p^do, 

Qué ta.nu la .kuía.Hl.» como la comestac¡«»ii amaran sus de- 
rechos eti J^cft^ reputadas pertinentes, de Ja lev nacional 
|lc UTnK-arnl,-> y su, ,,!;„„»,„,, depcn«licndo. por*, ame, dé 
|n """Pmacon de aquellos el ÍMii^nfetito del derecho dé las 
partes. pe» el m Un- ha sido da.la por la Lá.nara <r ^ en 
contra de las p^te,,^ de la actora. feeiido viable en u 
l;m.r > e „ cun, m K,,eia. el rnw,, exlraordinariu que k ha «& 

m el trafico íernKarrilero y ¿ relaciones con las car- 
colores y los ftmm^ en sn carácter aquél «le servido pñUícn, 
esta somet,doi como totlos tos de su clase, a ta inspe^n^nner- 
.-anva por mc«lio dé ja enal el Estado ejerce su poffi de noli- 
an ^.spensable |»ra vigilar el cumplimiento de la, concesiones 
mg$m y las uLI^aeio,»., q« c de ellas v cíe las leve* ¡£& 
nemes se «lerivan. ' ; ' 

<Jue prendo a la n^idad de reglamentar i% in.por- 
i. «itr íunnou «le la aullad ej.ciniva. la ley X-' 2*7.1, lia creado 
«jr^aiio corres|iotidiei)te, atrílmy^ole tas facultades i„& f >en. 
-■Mes ;i W tm k s „ y cnit . ^ h t| 

«»^ en el articulo 71. inciso l* de "velar por él am 

de las kyes vienes o qué cu adelame se dltan , re - 
nva, a ferrocarriles, can,, asimismo de sus recuentos!' 

<'<'»'" en|ttgar a cada .««ajero, iomecliátóte «tespués de ík- . 
Bar a su rlea.no. todo, los bultos que formasen S „ equipaje v 
| mm -le éxtravm u pedida. «, de,enor„s. | a indemnización ¿ 
hjrf . lama con arralo a la tarifa de :,vali,ns qué se haya fi- 

f^ J T 5 r l (íms * ley cit:u,a - >• m *■ 

<>■ el art. 74 «te ta misma, facuha a tbg per^, „ asocia- 
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ciüiií que se considere agraviada Imt hechos n omisiones de las 
empresas, en contravención a la ley, para ocurrir n la Dirección 
Ucueral, lijando a isla el proeedñnienio especial que dehc usar 
pura la initeítíj^Éí/ífl del vaso. lo que demuestra <pie las resolu- 
ciones de aquella, sobre loa hechos previstos di dicho articulo, 
tu» son ajenad a la Hisp^ctoii gnU-maiiva. V aquí es oportuno 
hacer notar que el art. 50 de la ley, citado i«»r la autora jiara fun- 
dar la incompetencia de la DirtTvíóh, y airilaiirla únicamente al 
l'oder Judicial que deW aplicar el £ód¡gó de Comercio, para re- 
solver los casos semejantes al dé autos, no se reiteré a las re- 
laciones de las empresas cqii el equipaje de los pasajeros, sino 
a los de ai| ucllas con los cargadores, y las averias y |*¿rdidas de 
las mercaderías transportadas, o al retardo en la entrega de és- 
tas, materia timy distinta a la que íornia el sitb lite, 

Quv. por oirá |»arie. el art 94 de la ley. cuya interpretación 
se discute, ordena que el Poder Ejecutivo establezca mullas que 
no pasen <1e 1.000 |>esos. para castigar las infracciones de los 
reglamentos que dicte y apruelxr, esleía luiente los que tm|mrten 
falta o desatención liacia los [sisajeros y cargadores. 

Que el 1'oder Ejecutivo, en ejercicio de lal obligación, ha 
dictado el reglamento de Marzo 23 de 1917. el cual en su art. 23. 
contempla casos como el presente, autorizando la multa im- 
puesta, por no suministrar a la Dirección General de Ferroca- 
rriles, las compañías, todos los informes y datos que pida. 

One l«sta leer las resoluciones que impugna la parte adora, 
pira convencerse de que ellas importan el ejercicio de faculta- 
des propias de la Dirección, consagradas en los artículos anali- 
zados de la ley y los reglamentos. 

En efecto, dichas resoluciones se limitan, la de f*. 44 vuel- 
ta a declarar fundada la queja del pasajero Día/, por infracción 
al art. 3 o de la ley 2873, y la ele is. 4*í, a impoiíér la multa de 
LÓOCI pesos a la empresa del Central Córdolia por infracción 
al art. 74, ya citado, "al no satisfacer la queja y desconocer las 
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atribuciones que por *| are. 71. inciso i* <| tv ri(a<hl , ( , mm 
I*ten a la Dimdó» General de Lern carril /' 

Qwc tic lo expUésip milita claramente ¿ié esta miarticum 
| IW dentro Ue * faculta ^¿ v 

uttlii <k- ittformt- n-pmívo. 1 

facnluZ h. £ T " Ímt " 1 " * Fcrrorarril « - * H. atribuido 
uu.lu.I., H. l, TO le s ,,,n. resolver, por ,i, cues,».,,,, * 

¡1 ;>', ,'• , t, ri ,,a, ' m x -** rf - ta m¿ m¡> 

''<' " '""ta * » * * '""'ta cu fcv« v rja„«™,, aZ^r 

.rauv,» ,„,, al , l¡ci ,, lVin imnwljiiu S^S .IteM^S 
g aquel carácter ,„ (M* a », propia «,Ve*¡oWa leual » £ 

ST "' í ^.Wm 1» **** ««cr^ra £ 
«gv |« derwbo» «b^llfjpte y ta fcpstació,, aplica.1». ó™,, |„ 

Í « P * Mí «S¡ "a pncliilo ocurrir 

Que ta jt.ri, proto lc¡. de «ta Corte invocada v qué resulta 

* '•' M n " ,,H ' ,: ' I" ™l» •» Mayo » -le I9Í4. „., w reitere 

• » cuao «entejante al pre*,,*, «uno que ou aque ta seT„,^~ 
tata a ley .le ta uuucrta tojo ,. ,>„.„„ «¿SES^SSíSa 

' «3 '» ponto» rtóer^iBuibs, ' J ' 

r^uT ¡'"Ir^ m I" ^M, eu ta 

' " *> > '•» ta sentencia ,k f». «5. v de acuerdo 

rio \ . ' '"I' S,<l " «I cxtraunlina- 

;;:,:::r *"" * - * * <•••-• 

J. FjCl/EROA ALCORTA. - KOBEKTO 

Kkketto. -- R. Guiño í,avalle. 

— A VTONrO SagaRNA. 
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í'ttja Xocioito! de Jnhihic¡t>itt\< v i % fisiones de km picados y Obre- 
ros Ferroviarios contra el Ferrocarril Central Argentino, 
sobre entrega de remanente acumnlaíio con motiva del Hu- 
iliento de toritos. 

Sumario ; 1" Si hie« la ley 10.650 »d contiene disposición algu- 
n;i, expresa, soWre el destino que delie darse al remanente del 
aüírtmfp de lar i tas a que se refiere tel :irt. 59 de !a misma, 
una vez entregada a la Caja el 8 '/i determinado en el art. *>, 
inciso 5% surye «leí espíritu de aquella ley. de sus anteceden- 
tes legislativos y de la correlación dfc algunos de sus ar- 
t u n los. que aquél remanente no pertenece a las empresas 
ferroviarias y sí a tas («rSonas comprendidas en mis dispo- 
siciones. ( Ley 960, art. <*'■', in fiue\. 

J" Citando el Congfcsó con HitliscutíUle facultad (Cons* 
titución Xaeional. art, o7). dictó la ley 1I..M)K, no entendió 
crear un ruievn recurso al disponer del remanente del aumen- 
to de tari tas ¡i que se refiere el art, 59 de la ley 10/ óO, tilia 
vez entregado a la taja el 8 'i determinado en el art. 9*. 
inciso 5", sino fijar, claramente, el destino a sumas de di- 
nero pertenecientes ;il f undo de aquélla; Art, 11. 

,v" I.ms fines, espee i íicai tiente determinados en ta letra 
y en ja discusión de la referida ley 11..Í0S. «leí aituicnt.-» de 
las tarifas que autoriza el art. 5*> de la ley 10.650. permiti- 
rían, citando más, ame la doctrina consagrada i>or |» Corte 
Suprema soltre el principio fie la no reí i> actividad de las 
leyes (Fallos, tomo 137. i«ig. 294). uiut simple expectativa 
de lienef icios \**r jiarte de la empresa, pero no consagraron 
un dereclw que éstas Imliieran incorporado definitivamente 
a su piirtnn >nio. 

4 V l^is ferrocarriles particu lares no son equiparables 
al dominio y negocio privólos: hacen y funcionan en virtud 
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m »««»■«. «* « .„, en,,,,,,. del ,l,nvl„, ,, m1 ,„, 

I, del «tv*,. p,U,licu * Sátó' ,„ * 

...".Ik K .,>..., de .„••■,,».. ,„r, m , eleinefltiá Se la construe 

« P M» «MMWaB. ¡«¡fe* g i h 

4« U ley | t..«)s ,„„. * y, , (lmlinu 

2£ r "•• W*m * *> mm * .., ., ,, r J £ 

" .1*1». ,,„■ ,„, t , ttMtw „„ inil „ K . s((i m 
•II' la misma, ' ' v ' 
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«ni ÜtifS Ains, \'ovi.i T jhru 12 <fe 
^ \ istos; r.ns }«runt ( ,vi(|,, ¡4 ñor l;t Caía V-i«.¡,.„-j i > . . 

¡a em f *eaa del Ferrorarril Centra IHi , , l "" ,r '' 

*" "' « 59. ley IO6J0 y «. I». "11 %£ ''" ^ 

V t*í»n>jffi-r.iinlri: 

■ '* í íne en la mwainto ,| t . fój a ¿ í se m¿áii¿ ■* 
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presa demandada está en lo "Miración de entregar <t la actora. 
el remanente obtenido por contenencia ■ aumento tic las 
tarifa* autorizado por vi art. 59 ele la ley lO.foO, una vez satis- 
fecho el Anorte ilel .K ' < a que -se refiere el inciso 5'-', articulo 
(tti esta ley. 

Dicho rcmaneme asciende a la suma de tres millones tres* 
delitos cincuenta y tw$3 mil cuatrocientos treinta y cinco pesos 
ci«n cincuenta y dos centavos moneda nacional — IJf^^S S 52 
ctntavu* moneda nacional — y como la empresa se rtiega a su 
pa^'o a pesar de ta intimación que la C aja le hi/.ti conforme at 
art. 53. ley Kl.oíí). tamliicn se demanda el pajjo de las multas e 
intereses de que habla ese articulo. Termina solicitando se con- 
i ! n- a la nnproa al pago de la suma expresada o la mayor (pie 
] rttliefa esial ili.ee r más adelante por los medio* ipie indicará, con 
los interese- y imilla-» a i$e lia hecho alusión, y las costas. 

I. a empresa demandada contesta a fojas I-I ñ «miniando un 
detenido estudio de la gestación parlamentaria di- la ley I0.o50 y 
advierte 'pie la demanda no ha podido Irisarse tu ella ni en sus 
antecedentes, pitea esa ley no itiiponc a la empresa, un ninguna 
furnia, la obligación que pudiera resultar del aumento de tari- 
fas autorizado por mi art. 5$, una ve/ saU»úeho el aporte a (pie 
él se refiere. 

Kxpu-sa qué dicha ol ilinación aparece i»>r primera vez con- 
signada en el inciso i i, art. I" di' la ley U.308j la que modifico 
>iil)stancialmenie a la ley I0.ío0. pues no es ley aclaratoria o 
iíiter|ielatiea como lo pretende la aetora. y ajíreipi que las dis- 
jiosicioiiex de ta ley 11.308 no pueden reoihir aplicación por ser 
uicoUMitucioiialcs ; en lo relativo al remanente acumulado, es una 
ley con efecto retroactivo cpie altera derechos adquiridos, fntes 
sostiene ta empresa que el producto de sus tarifas le pertenece 
mu más limitaciones que las del arl. 44 de la ley iS/.l y que no 
está obligada a piscar más contri luición que la señalada en el 
art, 9 } de fa ley 5-ÍI5. habiendo reptado voluntariamente la con- 
tril ilición del X r í contenida en el art. V\ inciso 5". ley 10.050, 
Según resulta fie su discusión parlamentaría. 
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(lace »,m rdudán de las ley**, di-cretos v oitft^tá de om- 
ifs.-i de (íneás v ;ifiri()íl , a C(ms(vm . IK . i:i ¿ é (jlR , d — ¿ 

naife aiun.utadu ames efe awci-.mrse la ley Í1.3G8 *. ¡nen,wó 
a («irmu.MK. Yl c J a confína, siendo!.- apTiaife l as disi Jicin- 
al oa.nnum,,, de la enmenia. siéndole eJ doniínio, sin más |¡. 
«^.^i^ ella que la ,IH art. ky 5315. v las condi.su,- 
m-> de la jurisprudencia cíe la Supmna Corte acerca de q«e «o 

. rufn al a.u, Kl rn de Ulla |, y auterb* P m ae viulari:- I... 
■i'i*. 14, 1/ y >s de la l'.m.stiimiún. 

Kn In niVrciit. al rnnanci.tt- a prudndrse des¡>ii¿< ,|<. ¡ M 
W¡m fa ley U.3íW, sosiicn, que fu disputo en la secunda 
narte, imp f , de s„ art. 1* in^.na una apropiación ¡legal no 
ppren^ en las .aenftad,, im,,os¡rivas del Estado, ni en el 2 

í^t ^ ' Z VU $ # * CO,Um Í "' #*» »»í-rra vi„- 

li-v-y enturaos. u nií0 n te f )U1 ¡&&¿¿ eu ¿ |e . 

K2Si£f 5 vMar ,; *■ w artí ^ ^ 

tftft b ¡mención ^U-mativa *n las .ariías s¿B 
-,v ; t, en t i » del ar, * ,, y 5315 : que ,. „o p¿ 

. ,Mal.lavr una conmoción e„n,n la que * fci,te, por op„- 
» ' -i* d pnnc.pu, de ¡MuaMad ^«ado ¿j las ans. * 

"? y 9 ^ m^-sición al iransport, 

* loííwa (ó.s ans. 10 y 1 1 de aquélla. 1 ' 

Ü| » ^ tí a,^e ,Ha, * fe 

- . ley muMK ,,„,, M . |ir , H|lljfl im ,,- fjdt (k¡ 4 . ¡u|tr[ ^ 

> m* «>n doce centava 

, rt ' ,,K,,U mr - n,m Wíie ta acra. „o hahria me- 

¡ • ■ ■ ropera, e^ .^dúlas. A^a fa empre. que I *a.d„ ! 
4fl r^yeote, «dvo ,1 deficii referid rs el qj,e í» : á& 

?«» |Kir no hakr tinali/ad. é# al t ral«i,s, J a 
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Aplica lodo ÍD expuesto al |>etitoriu de la demanda sobre |»a- 
go de mullas e intereses, que del»e rechazarse, teniendo presente 
además los términos del articulo 10". ley 10.630 y la íalta dé in- 
limación a que alude el art. 55 de la misma. 

Termina solicitando se rechace con cosías la demanda y se 
declare que la empresa no está ithligada a entregar a la Caja 
e| remanente existente eu su i*«ler antes y des|iués de dictarse 
la ley l r.m 

2" One procede examinar liarte de las diversas cuestiones 
planteadas |>or la empresa demandada, a fin de dejar soluciona- 
d» el pleito eii forma conveniente, toda ve/ que según ln ha re- 
suelto la jitrisprudutcia de la Suprema Corte, el articulo 13 de 
la ley nacional de procedimientos no exige que la sentencia exa- 
miné todos los argumentos alegados en a|wyo de las arciones de- 
ducidas en el juicio, siendo deber de los jueces ilccidir los pleitos 
setfú" la inteta-ión ít.rmal di' las partes y la verdad probada en 
autos, i e scindiendo de los ápices del derecho «lomó 5$ i>agina 
236 y tomo 119. página 31 i. Sostiene la empresa que no está 
üj#¿ada a ¿Mref[íir a la faja cf remanente existente eu su i»oder 
anies y después de diciarse la ley 11.30*. toda vw que el ar- 
ticula 59 ríe la lev 10.630 tiada establece al respecto y el inciso 
£}, art. 1* de la ley 11,308. tío ha podido consignar semejante 
cosa en pilona con el principio de la irretroactividad de las leyes 
y en viol ación de preceptos constitucionales que indica. 

(."■in-csputide por lo lauto examinar el sistema legal creado 
jKir aquello- preceptos e inferir si la Caja o la empresa están o 
no en lo cierto. 

Kl articulo & de la ley 10.650 dice textualmente en su pri- 
mera |>artc: "A los efectos de la conirihuciún de las empresas, 
quedan éstas autorizadas pira aumentar sus tarifas en la hrapur- 
ción necesaria a satisfacer e! aporte que resistivamente les co- 
rres] Hmde, abriendo una cuenta especial cuyo movimiento dehe- 
rán hacer enimcer anualmente a la l>irceción fleneral de I-erro- 
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'r,'%T r ;' ? ■p**** < s,a » ¿ 

tiestos «ei an, 5*1 <k- la presente lev." 

l nnl.,.,fer.-, inlvn.r, ,.„k n , ,k. laSíuS¿Wta ,„ 
Ince al nMWo resalta*., al , s; „„i„ ilr ankt|| fh 

,T SÜT " "* ' "**■ M * * «™- 

El resulta*, aliu .1 ú K m„» v: u ley Kl/ói) ,», r 11R . 

■"1 r.- K .,m,, de , ley 53IJ. ,„,, .. 11 „„,„ l!lst . m ^ ( ¿ ¡g 

g . , .„ n,,,,,,,,,.,, Wecfcto . cargo .1, flü ,, ¡llcisu % 

<M »rt. ,l« aquella ley lOÓ», cu,,, aumento », verificar» 

Z LTT T"' i! ' " s,,isf: " vr '■' ** 

Co.no se ,,l, s ,. n „ ,.„„ „,,„ lk , lIli . il . iiu(| .. ¡¿¿¿k 

M Dw. .H refera Helo, «ueda en evidencia coTt 

«•■"■«■ur.. de ,,„ N te .,„,. „ amoruac»,, „ JES 

I <l. l 8 « *>bre ,uek(* y jornale, de lgt |o, sus etfefca- 

Ucees..™ ., satisfacer!,, y a ese eieem linicamenle 

( onviene dejar ,. rfectan,. ut,- hiei, ex^tó j¿ ,,„,, ,. Blilllkw . 
« ««lo oráculo legal. deale ,„.■ ,« „,,„J M .le I, I 

UHl '" >' , " coincidir en el * |„ 1|m . ,„,.,. 1 ^ 

recepto. „«, ,„,, erro..™ al ,rauscril,ir a ... as 1 " la» ,a Z 
bw («¡m.neia.la.s lw el Mi,n.,r„ , „,„„ ^ 

BW « la oportunidad „ » [m , „„„ ¿¿£ S¿5b*£ 

" «-««rto, Mantea a foja. J S»g 

* : , 7'"'''* ,:i , "- ,o "». l doi 

ttíJÜW < (1 h- rvsiHvt.víerm,,,!- fe Cnrrcs,. itl ,|„. 
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La insistencia del Juzgado, sobre este punto relativo al alcan- 
ce a darse al art. 5 l > «le la tey 10.650. tiene sti razón de ser, a 
causa ili' 1» extrema imj>orl:mcia que reviste para la solución 
del pleito. 

En síntesis, el único motivo de elevación de tari tas permiti- 
do [mr el ari. 5*>, ley 10.650, es el de la formación del ajume a 
carga de las empresas y ningún mru. \jo claro y terminante del 
precepla no admite otra explicación. 

Ahora bien; si piir esta o acuella causa o razón, ese aumento 
de tarifas attti trizado pura determinado objeta, una vez llenado 
ese Objeto, arrojó un exceso, tal exceso le cnrres]>onde a la em- 
presa ? 

Sin duda «pie no. 

Na le corresponde tu virtud del precepto legal de que 
emana. 

Si la ley 10.650 no contempló el caso del excesa a remimeute 
de referencia, se delie simplemente al hecho de halwr amarizada 
un aumenta de tari fas á las efectos de la contri luición establecí* 
fia en el incisa 5 V . art. V a '. esta es. un aumenta en la proporción! 
necesaria, vale decir 0£á obtener la cantidad justa exactamente 
equivalente al aporte, y nada mas. 

No autorizó esa elevación tic tarifas a fines de que las em- 
presas llegasen a Obtener el (mírenla je de intereses que conten i- 
pla la ley 531?. La ley 10.650 dispuso claramente cu su art. 5*> 
la ajea nra de una cuenta especial jsira Uis fondas obtenidas con 
et aumenta amarizada, cuya movimiento deberá hacerse conocer 
antialmente a la Dirección General de Ferrocarriles, la que exa- 
minará y conformará dicha cuenta especial a los efectos fiel art. 
53 de esa ley. 

Sea ciitü sea el error en que haya incurrido el Congreso al 
sancionar la ley 10.650, ya que como lo advierte ta propia em- 
presa a fajas 16, el art. 59 debió citar el 54 y no el 53, la cier- 
ta es que esi ley no brinda, ni se propuso hacerlo. mi;t fuente 
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ralile. WWUMrínIulr» .1 ..,«1». ,|.. I,..,,.. .„.„' , ' " ,t 

■"-*"<^- H^ásteí ,m ' 

Obras PÜIi irtis rf» i- v IwWirm, (Id Ministro efe 

t .ui,»n .le |. j 4 . v i. ' , ' tJ l ""« ,r 'i,ei.u- a la apli- 

ció„ « píli* y CfWtWS *"* «~ 1- »a 

Ww^f tít de ,arif - **** 

- k> ]0/o0 no „,!,. había i^iíMa a cidftus «lií^as fe 

sisara 

* .hnm. m I», d cas** ,1, ; „„„ s . m , las |)ar|ra SwhT 
íojas fi, viwlia y 2,í, • ' 

- ... m u r mM San ^rrirr 

iitílWB ti ari. 59 de la lev lOriS) ■. l.« .¡' no 
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a la empresa demandada, según queda demostrado en el consi- 
derando anterior. 

l'ara que su urjan ir Éjfáé lente perteneciera a ¡a empresa, 
fuera menester yue el art. 59 de la ley 10/ólí hubiese tenido otra 
i «lacción epié a>í lo estableciera y no cabe duda que no dispuso 
tal cosa. 

1.a enq fresa demandada en su eoitíestaeión de fojas W y 
siguientes, desvia el asunto de su recio camino. I*» hace derivar 
hacia Otras orientaciones, modifica sus términos precisos e in- 
troduce una conMi&í de regímenes legales, para llegar a las 
conclusiones qne entiende favorecer su situación, incurriendo en 
Una verdadera petición de principio. 

Trae a cuenta la empresa las leyes 2673 F 5315 y otras, para 
sentar la afirmación categórica de que "él prtMlucto de sus tari- 
ías le pertenece y «pie su derecho mu lienc más limitaciones a es- 
te respecto que las del art. 44 de ta ley 3K7.V (fojas 1K>. pues a 
ese producto le son aplicables las disposiciones de) derecho eo- 
mún que reglamentan el dominio, cuyo dominio no tiene más 
h'hiiíacióii i|ue la que lija el art. 9* de la ley 5.115 (fojas 19 vta. | 

Se observa asi que en esta causa, la empresa so pretexto de 
un Inhcr alcanzado el f».80 *í tic yanancia liquida que contempla 
la ley 5315. involucrando en esa ganancia el excedente en disen- 
sión, pretende demostrar que habría violación de la> leyes 2X73 y 
5.Í15, asi cotilo de diversas cláusulas omMtiucionale* y de prin- 
cipio;, de jurisprudencia ejiiisagratfo |«>r la Suprema Corte, al 
obligársela a verificar la entrega que sulieita la actora. 

V liten: no puede traerse a cuenta en esta lith. la cireuns- 
tai.cia de qite por no llegar la empresa a la ganancia liquida alu- 
dida, detie tenerse en consideración aquel exce< tente i*ara agre- 
da) lo a sus beneficios y computarlo hasta donde lo peruiita el 
déficit de aquel %, dando origen en su caso a la interven- 
ción del Poder Kjecttlivo a que se refiere el art. 9* de la ley 53t5. 

Ni la fijación de tarifas por parte de la empresa, ni la apro- 



391 

FALLOS DE LA CORTE SINtEUA 

cíu t , v ,, 2¡p y 5íf5 j^^,^ íun.htm.n.ns «ara 

sostener la t« K He ja „„„„ , mc , n ,. Ul /fV& jn . Ri 

lili jft«ema reculad" j*, r ¡a> Uves JU.ÍÓÜ y 1 LÜíft 

Si | rmpres, no .ilm^ ¿) ¿gf> ¿Jo rancia liquúia, 
l'Mnk- o ,¡ ( Ik horario f H,r ],»> „u,I¡ns I|W permite el remirn,, 

mmm *> ley !H . ni mj |hir ^-^ t|e 

|rtr^«iano y evaluante d^cripte, a „„ fin precis,, v 
determinad,, como es v ) ^) :ir , 59 < fc hl , ty Ul f j5ü J 

La* ctnpres» ,,„,,!,. ,¡ j:ir (j ¿ tíiríffls ^ ¿¿ CM)lvt . |lkjm ^ 

rodcr fc J«utn« fl recurso f|nc 1c acuerda la ley 5.115 (Véase 
¡1 e^nspe^a lo ^pu^to por la S,,,,,-,,,,,-, t., m , ¿¿ ¿¿¿ 
denm <K ^, tmi 4e May» ->1 de ft& cas,, B. ( lóme* v K C C 
* r.n |, >U, . "i .aceta - leí K« m r X .í } ] | , ; " " 

De acuerdo coa ese reamen (le las leyes J«7¿, 5.11 S 

> <-tra> Ja empresa forma sn patrimonio pericamente mtanttV 
Ufe y imre ilc impuestos o cargas. 

V § acuerdo eon el art. 59 de h ley HMoO. se le permite mi 
*w*nm f m mí** «ai el fe m dé qué Ib invier- 

ta en e anorte indicado cu el inciso 5" art. * ríe esa lev Si |» 
cuád* ley hupten. autorizado ese oh, diSb *fi« la 

entpresa nn habría podido elevar su. tarifas tesándose en esa'lcy 
y de cu„s, KUt( . m , lln haíiri . t m .. lfIo t .| t . xmknIt . ¿ ^¿ 

a entrar. Mugiera estado exenta de fa c^ttrmifciüh del X *, 
|*ra el t&M la í - (j a y al P mp¡„ tieuido n , 5 hnlm-^ tenidu 
«^numdad de aterrar el excédeme en discusión. 

U; cu*t«>i antecede concluye el M^i que los reines 
d<- .ama> eon^pfc^ pe* ,, V( . S ^ J(Jf) ^ ^ 

*g camión y no pude,, s, r confuí ¿¿ incurrir en una 
aheraejon .,«nn..e>,a del derecho apIi^Me a esta ca,|, ' 

U ley tl^Oa % ,1-lid.. pue*. perfectamente bien, aclarar 
Ptiodif^ m^ar IkAmar la ley 10.650. ,>,«, vi,m a ^ 
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un destino cierto v ppinHvo a un fondo que han ¡do furtnandu 
las empresas al margen de !a ley 2873. fumín que puede desapa- 
reara en lo fiituro. sí se cumple rigurosa > exaenimeiite |mr quie- 
tas enrresponda con el mandan» claro y terminante del art. 59 de 
la ley 10.600. 

Esa ley 11.308 cuando dispone que el iñudo de la Caja se 
formará laminen "con el remanente que actualmente existe acu- 
mulndo v el que en adelante hubiera pmveuk-nti* del aumento de 
tarifas que en virtud del art. 59 autorice el Poder Kjevutivo y 
que resulte, después qiie tas empresas hayan alonado la contri- 
bución mencionada en c| inciso 5» art. I", inciso O. infringe 
di.qniskinnes del derecho común que reglamentan 61 dominio, 
un vi»la principios de jurisprudencia consagrados imt la Su- 
1 trema Corte en cuamu a derechos adquiridos e inci»rpfir;tdos al 
patrimonio de la empresa, no contiene efecto retroactivo en el 
sentirlo ijúé la empresa le atribuye, no pgíía «» cláusulas coiis- 
titucionales. no importa una apropiación ilegal lió comprendida 
en las facultades impositivas del Estado, no viola conl ratos, ni 
quebranta el principio constitucional de igualdad, ni grava el trans- 
porte, etc., colín i argumenta !a demandada en su enunciación de 
fojttó 14 a 23 y en el extenso alegato de fojas 107 a 154. 

Al dis|Miiu-r que el remanente existente en el u tomento de 
<*r sancii malla, ingrese al fondo de la Caja, no viola esa ley las 
disposiciones del derecho CCTuBn que reglamentan el dominio, 
nws aquel remanente, enyo origen radica en la ley t0.65ü, queda 
dicho <nie se formó por fuerza de las circunstancias, pero sin 
Haberle sido atribuido a la empresa, por aquella ley desde que tal 
«-osa no podía hacer cu vista de que en rigor de verdad taT re- 
manente no debió haber existido jamás. Lucro, pties. si la ley 
10.650 no pudo prever la formación del remanente, la ley 11.308 
ha venido a darle el destino que mejor le ha parecido, sin que 
ello importe privar a la empresa de un derecho adquirido ñor 
virtud de ley. V en el supuesto hipotético de que la empresa hu- 
biera tenido algún derecho sobre ese remanente, se trat;iria tic 
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hTn Éft ':"." s »r';" iv: ' Y '" : 

'iijri» ( ¡vil. 

S„ hny .-,.,„; ,í„ dérceho «k i, «pipan 1vm;illnm . 
' l»iu<ui ípn^ftiarsc comprendido rt los arts. 14 17 v >s- 
de ta < .m>m„oún como Rehilé l« riísmmiciaíji v en ios fe 
mwmmeiz de ta Suprema r.,„. reiaL s a , : , 

pitrimonul adomndo al *n$ut$ de mm fc, v ;mU . rior 

ck, i,'¡" 7;' Wl rumnn,u ' íl ^^ r * ¿ '* 

I * fenezca « j a .hmwl.vla la circ«,*ta„da de de*Hná# a 

a t ... puc« se hace mmrn repetir «na vt, más, míe w ex . 

Mgnt< a ^ finarse «fe* ,| a|)orte del 8 <; &&j&7¿ 5 

rrecta ap ¡cac ón dé la lev 10 /ñn .... ■ - 

. . M ™> 'wwi i < iic tu ningún caso mm&- 

ixjnderia cu propiedad d« la empresa. . 

í ,,-nfM 1 ilegal n„ o,„ mmir , ¡f[íl *„ tas 

k„ , mi .s,,n,s del K«ado se,ñ„ lo ? «* ,, (lcHiam ^ 

<* i..„, TO «hH la impacto,» de „„ Ml , m 
e W(l en las fap 5.Í15 y tmlít ^ e ^¿gjJJ 

Miañóla c^tribnciéñ del 8 prista ,„ ,! ¡Hri ¿ 5». " 

< o <n del* «iLr de [K.tni,K,„iu dé fe ei ripr(!S(i; ^ ¿ . 
de delegación eoníéri^ „„ ^ ;ilrif> *| ( £ g^TO 

g |«ra ,11a, coi, ta jK-re.^i-'m de k« fohdoMé provee el 
y no tas , )ltl>r „ fjm , s ifc f(|mmr rf « I ; el I; 

ferroviarios para eo,a,,rrir a .ustearl,. 
^otm y „rtMone, v ^ £j , Hir ^ (|( , g " 
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T'éhgási; en cuenta además, que la détliritiiladit íwíyiértí ipte 
se trataría de un j¡m.-ameii 110 previsto en las leyes RUS y oOfi2. 
iipofetaot* 1«» cual y a pesar de sus protestas, lió deja dé reco- 
nocer y Ib subraya. rpie ta contribución riel 8 sbliíe sueldos fie 
sus mjpicados y pftférbs fué voluntariamente aceptada por ja 
demandada <ís, l*L con lo Cltal ta |. rupia empresa resta eficacia 
a toda su argumentación relacionada con violaciones de, le$qs; 
contratos, principios de jurisprudencia y clausulas nni^i¡tn- 
cioualcs. 

—Carece tamhiéii ele valor cuanto sostiene la demandada acer- 
ca del fíravítmen al transarte, desde que día no lo sufriría así 
como no puede asonarse trascendencia al argumento relacionado 
al qnelirantamiento del principio de igualdad impositiva, un sólo 
|Mir las razones antedichas, sitió porque la ley trata a Unías las 
empresas au ^idas a la ley 5.Í15 como la demandada, én un píe 
de igualdad alwolula. Véase a este respecto la jurisprudencia de 
la Suprema Corte, tomo 95. Hí;. 237. y tomo 1 17. p%. 22, en- 
tre «tras. 

Reducido el asunto a sus verdaderas proporciones» se llega 
sin esfuerzo a la conclusión de que las disposiciones impugnadas 
de la ley 11.308 lian podido ser dictadas por el Congreso sin 
violentar en nnido albino las cláusulas constitucionales que con 
profusión cita la empresa al contestar la demanda. 

4* Que solucionado el pleito mediante el esiwi : 'i (pie ante- 
cede, ajustado a la recordada jurisprudencia de la Suprema Cor- 
te del tomo págf. 2.V> y tomo 119. pájf. M, se hace cargo el 
suscripto del punto concerniente al déficit producido el año 1921. 
cuyo motilo según la demandada asciende a ciento cincuenia y 
siete mil ciento ochenta y cinco pesm con doce centavos moneda 
nacional — 157.185.12 cts. moneda naeional—recoiKieido |*>r la 
Dirección General de Ferrocarriles ( fojas 55 vía. intnto d i con- 
testación de fojas 93 vta.), y no ol nervado ese déficit i>or la 
actora en momento alguno de este pleito hasta lo presente. 
Kstima el suscripto que ese déficit no del** ser a caigo de Ijl 




M fcA COtTl Sen»* 

demandada. ,»„■ 'tlwauh ,, c ¡dat| ,. ( 
mfeO H apon. .1,1 8 .a ,« olla , ^ „ 

.M f^', • 7 *T a "™ lK *» »" 

Z ' 1 * " """ rt ' s: ' s "" ,r tor pudiera , re - 

»u,.ar,e «i cbo» ,„„„, el ,1,. autus , ara t ., ¡lfil> , 92 , ; 

/«»<•. Constitución Nacional. 

5» Que en amn„ al /y//;™, de ,„„,!„„, ,„ r stlll 

tora e, fom,a ,.„,„, | MW «¡ M . a|am . ,, t . , visle * 

■"!* -ü « k de UMi dedúcidn .„ ¡¿a k S¿ * 
■".I.,,.,.., ,.„ ,..„„„ rn . la „ wr>t . |a ,. „ W 

zir^ tss.' h -* 5 "- * *"» ,; C 

a «f ^¡¡i '° ™™* * * >' ■*£ 

f ./ , " r ""'" ra ,,Cl :m 33 * « ICV50. 

( ojo» 5 1, |a artera no traju a les a„.„ s „, la t&ttih « IHm .. 

ta. bMH .1 „ hubiera verificado la 

Pódenle ,1,1 | .rr.rr. .ri.. de ta ( aja a la ™, J " ,h 
■al cono lo estatuad 55 de la ley 10.6». ' 
U empresa deinaidada negó a l„jas 2.) ,,ue liava existido 

;;;; T~ ir.f #m * ^.¡á t*g £22 

fe ' r ' N ' k "'- * l * Jul*A«. v 

,,„,■ e„v,,ra copia del acta tí? 28* e^pdrtdiél 
r a la -,,,,„, ordinaria de. * de K,h,„ de .025. cuvJ £gfc 

,r " w d «—^ - 

ha J.Í'rT''"''' 3 ' " s " * «i» I* «rita no 

na r. , „ra*, <•,, ese ,. r r„r. ,,u s señala que la actora se ha beBtío 
r-nmr la n,,„a «.licihala canal,, en realidad a ella no í h i 
r„|ueT,da en el „i«¡., d* f„j,.„ 75, " 
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KI >u*cripto ha subsanado' ese emir, no advertido ¡mr Ins par- 
tes en ta pruetia ni en los altean is y finí las diligencias realizadas 
mediante vi auto de fojas 171, se llega a la conclusión de que en 
e ícelo. 11*1 ha ex i si ido !a intimación que en sentido jurídico <léíic 
tener la que contempla el an. 55 ele la ley UVóO. 

Kn tsiias condiciones, es evidente qué, la (lemanita carece de 
ha.se en cuanto reclama la condena por las multas c hitetri'-cs (le 
que hahla el referido artículo, ley I*, título 14. I 'anida 3*. 

7" Que finalmente, en lo que respecta a lew intereses niora- 
torios del derecho común, piensa el suscripto que no corresponde 
fijarlo* ni esta sentencia a cargo de la demandada. 

A fojas 5, 6 y 9. la adora solicita pura y simplemente con- 
dena j«h' las mullas c intereses a que se refiere la primera parte 
del an, 55 de la ley 10.650, lo que significa que en punto a inte- 
reses, la demanda contiene junción eu términos claros y positi- 
vos, especialmente circunscripta a las de dicho precepto y no a 
otro (art. 57, inciso ff\ ley 50). 

En tal virtud, y como quiera que el Juez no pueda conde- 
nar nitru pt iiht. pues incurriría en utilidad fmrcial de ta sentencia, 
se altstiene el que siiscriltc de pniiumeiar condena ile intereses de 
derecho común sohre la suma a entregarse a ta adora. Suprema 
forte, tomo 7&. pág. 164; mino «0. |»ág, 193: lomó 93. pág. 3íp6; 
tomo 110, pág. \22 y otros. 

Por tas consideraciones que preceden, fallo: condenando a 
la empresa de] l-Vrrocarrtl Central Argentino, a entregar dentro 
de diez días de ejecutoriada la presente sentencia, la cantidad ríe 
tres millones «tos cientos un mil dos cientos cincuenta |iesos con 
otaren ta centavos moneda nacional ($ 3.201.250.40 centavos mo- 
neda nacri >oal > a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
de Empleados y Obreros Ferroviaria, en concepto del rema- 
nente señalad'» en el nrt. K inciso f > de la ley I1.30S. quedando 
ya deducido de la expresada suma el déficit correspondiente al 
año 1921. 
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Se reciba | a (fóni|tmla en exige el pago de muhan 

e nri. 55 de la ley 16.650, y no se fija.rlo* interés, 

usuales scKre la su™ a i-m^arse , Nvr no hakrlos solicitado la 

mm m su mm$ e?m \w m ..ni,,, ia ,„, vw iad 

<le la causa y .... haln-r pr.^nrado Mllw b demanda, Snprema 
Corte: toihp 120, fe, 14 * : tomo 85, fe, 282, y tomo 90. pagi- 

Ha -Jv , 

.Vi/»/ .V. /iscniutr. 
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Bueix.s Airv-s SL|itktiilni J.t tic ití¿7. 
Visir* y t Mi^idt raiiil..: 

P"f i:i Caja Xari..i,al .le J.i Lilac iones v IVnsiunes <U- \' m - 
Vh , - v ' ,,,rm,s '*>>-'■« 'viarius. de acuerdo el íhebo f , <l e | 
m }? <Ie ta ley X ' Jl .íiH dc^Ma fl , ^ F0carpi í ( Vn(r;i , g¿ 

J!W ,a *" lt * N * * P5fetfSÍ2 nioneila ¿g¿£r ; *. 

del mn^enti! a.unu.ladn h,Ma la fecha <te la .lemán*, prove- 
rtien e del aumentó , íiril;i , amarizado el í' u ,^ r I- iuutivo 

a mu- se relurre c| an. 55 de esta Uy. 



a eii pr^ .. h m„,»I,^ a la deiiánífe so^iée íp la lev 
" n r la <' bli ^»n ¿le entregar el cuestionado r¿ 

l, . <|m ' *■ l^«rm, m io, es de SU prbpífc 

\ y «f U » »" adquirid.. ,,„, „ri j&Üfe >.r altera- 

do o>„ efecto retroaet^o ,„„- la ley X |, M „ e , si vendría 

a vjofetr las gairaiitias e..nstitndntia|<>. 

Otte la l| f 9653 ,p,e crea la Caja ac.,rn. con ftft» ,.re- 

7 ,S ;"! ,,nS t,Ue íorm:ir ^ de la l aja una re- 

trrlmcmn de las uñosas, c* decir, ta omni.udnn del eMpíe¿fe 
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<art. 4*). Se- quena, decía el senador K<*a. n»ieml)ro infonnante 
de Ja «misión respectiva, "inyectar üha ley que tuviera en sus 
entrañas las condiciones de vitalidad y seguridad necesarias, a fin 
de fjue no viniera a golpear detitro de pocos años a las puertas 
del Congreso <le la Nación. ix»r ser insuficientes las condiciones 
en t|ue fuera establecida l»ra el cumplimiento riel alto propósito 
i|tie la inspira!»" (Diario de Sesiones de la Cámara de Senado- 
res. 1918. vol. 2* \ñg. 120). 

Que la aplicación de esa disposición legal tropezó con la 
resistencia de las empresas fundada en que según la ley 5315, o 
sus leyes de concesión, sólo estafan obligadas a pagar una con- 
tribución única igual al tres por ciento ÍS %), del producto lí- 
quido de sus lineas, quedando exoneradas de tocio otro impuesto 
nacional, provincial y municipal. Por tal motivo comenzaron a 
descontar del sueldo de sus empleados y obreros lo que se les 
exigía para formar el capital de la Caja, con lo que éstos venían 
a sufrir un doble descuento. 

"íjps señores diputados saben, expresaba el miembro infor- 
mante de la comisión respectiva de la Cámara de Diputados, doc- 
tor Alelo, las vicisitudes de ta ley 9653; cómo las empresas des- 
contaron a sus obreros de sus sueldos, los aportes que delrian 
hacer por la ley: les descontaron sobre ello* todavía una comisión 
de cobranza y no depositaron la parte con rme Ies eorres|wndia 
concurrir a ellos. Igualmente sal>en como resistieron la ley y la 
protestaron y como esas protestas asumieron proporciones extre- 
mas, desconociendo el derecho del listado argentino jiara estable- 
cer esta contrtlíucMin de previsión social, porque sostenían que 
sus leyes de concesión eran teyes-contratos hechas por el Estado 
como jurídicamente igual a las empresas, y qué en virtud de esa* 
leyes y de la ley Mitre, X» 5315, el Estado sé había desprendido 
de todo derecho para exigirles ta contribución a la Caja de se- 
guros. . :* (Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, rol. 
1918-1919, pág. 722). 

Y eri igual sentido el senador Roca, decía: "tas empresas. 



FALLOS l>K J.A CÓUTE SUPREMA 



sancionada la ley N« 9653, lejos de contribuir con la prescripción 
contenida en el ait. 4 V . tío realizaron los aportes estalHccidos en 
día, sino que iniciaron juicios contra la Nación resistiendo el cum- 
phnicnto de estas y otras cláusulas de la ley N*'> 9653." 

One tal inconveniente vino a remediar la ley SJ* 10,650. ley 
orgánica (le la Caja actora. ta que estableció ett sti art. 59 que. 
a Ion efectos de la contribución de las empresas (que el art. 
inc. 5 V fija en el ocho \mr ciento de los sueldos y jornale* de 
todos sus empleados y olleros ), éstas quedaltau autorizadas 
¡si ra alimentar sus tarifas en la pro|K>rción necesaria a satisfacer 
el aporte (|ue respectivamente les corres|xtnd¡era, abriendo una 
cuenta es]>ecial, cuyo movimiento deberían hacer conocer anual- 
iTieute a la Dirección General de ferrocarriles. 

Que de acuerdo COñ esta lev. ej Poder Ejecutivo, por decreto 
de 31 de Diciembre de 1919. autorizó el aumento del cinco |xir 
ciento en las tarifas de cargas y haciendas, calculando que dicho 
aumento seria suficiente a cubrir la contribución de las empresa*. 

Que sin duda, tal aumento no podia ser calculado de ártte- 
inatio, de manera eme diera la cantidad matetitáticamcnte exac- 
ta para cubrir el aporte y que tendría que- producir algo más o 
algo menos de Ib necesario a tal efecto. Pero así como las cm- 
pn-sas, de acuerdo a lo que venían sosteniendo, no hubieran cu- 
bierto de su propio patrimonio la diferencia, caso de producir 
menos, es lógico que tampoco le corresj»ondta el sobrante, caso de 
producir más, míe es lo que sucedió, núes la aplicación del de- 
creto dió origen al remanente cuestionado. 

<Jue es cierto que la ley 10.650 nada dispone respecto a ese 
remanente posible. Tal falta de dis|*isicióu ¿obre "■■ excedente 
|H»srblf éri el futuro es bien explicaMe, y no podía tener |«,r 
i recto atribuir su propiedad a las empresas, sino que la Nación 
jmr sus órganos corre S{ Elidientes dispusiera de su destina, emito 
lo hizo después por la ley 11.30S. 

<Jue. por lo ritmas, la sola enunciación de los hechos ex- 
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puestos revela elaratnente que el referido atuiieiitu del cit.^> por 
ciento iv. tuvo por objeto beneficiar a las empresas, sino única- 
metite jK-rmitirles obtener Ir» recursos "necesarios a satisfacer el 
aporte" sin gravar su pnipio peculio, en cuyo amparo venían bre- 
gando. 

<Jnc lo mismo se desprende de la disposición contenida en el 
art 59. según el cual las empresas abrirán ¡«ira tales aumentos 
"mía cuenta esjiecial cuy» movimiento defieran tiaccr conocer 
anualmente a la dirección General de Femiearriles. Ja que será 
examinada y conformada |M»r ésm a ios efectos del art. 53 de la 
presente ley" : debiendo olwervarsc que si hien esta dwpositíón 
Í%al cita el art. 53, ello se del* a un error material, pues se re- 
ture al art. 54, que era el 53 en el proyecto en discusión, según 
puede verse en el Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, 
año t*J|s, p%. 7IK. jMjr el cual se establece que: "Lis empresa, 
ferroviarias estarán «Misadas a suministrar al Directorio de la 
i aja todas las informaciones que solicite solire el |>ersoiial y a 
permitir las comprobaciones qué jmgue pertineiites, [ajo at>erci- 
btmteiito y ftena de multa. 

Que a idéntica a inclusión conducen los an tecedentes expre- 
sados en la discusión )wrlainentaria de la ley N» 10.650. 

Que no liasia j»nra concluir en sentido contrario la circuns- 
tancia que invoca la demandada de que el referido aumento pu- 
diera pr. «lucir una disminución en sus nitradas, paira s, «tener 
que el remanente del» |>ertenecerlc por una i^pede de conqjen- 
sación. lo que no resulta ni del texto ni del espíritu de la ley. 
M'Stni queda dicho, y atento (pie la demandada consintió en la 
solución adoptada para que se pudiera cubrir el ajwrte exigido. 

Que, en consecuencia, no siendo el expresado remanente 
de propiedad de las empresas, la ley 11.308 al establecer el des- 
uno que del» dárseles, no les ha privado de derechos adquiri- 
dos, ni violado la propiedad de las mismas. 

Considerando ; en cnanto a los intereses: 
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Que la disidieron del arl. 55. invocada cu la demanda, se 
refiere a intereses m< «ratono* ; n« ■ obsta, \Ktr cnnsn;uieTik\ a de- 
is Tarar a cargo de la demandada rl pago de los intereses desde 
la interpelación judicial, cotilo to sostiene la |nirii_> actora en ola 
instancia, 

IW |ns fundamentos expuestos y tos (le la sentencia apela- 
«la de fojas 173 vuelta a IS'í, se la confirma, modificándosela 
únicamente en cuanto UO condena al pago (fe bí intereses lega- 
les desde la nulificación de la demanda, los que se declaran a 
Cargo de la empresa demandarla. 

Las costas de e-la instancia en el orden cansado, atenta la 
naturaleza de las cuestiones debatidas y resultado de lus recursos 
entablados. — J. P. Ltimt. — MtitrAino fí.<ct:iath¡. — 7". Arias. 
— B. . 1. A tirió . iiirlinrmn. — fosé M,iiW>. 
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Nimios Ains, Octubre J ik ]'»_'«. 

Vistos : 

Ksta causa, seguida ]mr la taja Nacional de Jubilaciones \ 
Pensiones de Kmpleados y obreros J-'erroviarios contra la etll- 
presi del Ferrocarril Central ArgentinOi |«>r entoga de la suma 
de tres millones trescientos cincuenta y i>cllo mil cuatrociento- 
treinia y cinco pesos con cincuenta y dos centavos moneda na- 
eional. o la Mima imyat que pudiera resultar practicadas algunas 
diligencias, con tnás lus Htttrese* y multas a rjitC se re fien- la 
primera («irte del articulo 55 de ía ley nacional MUÓO y las eos- 
las procesales. 

Resulta ríe fos autos : 

tjur la taja adora furnia su demanda en las dis]Hi>icioiio 
del inciso 5°. aru de la ley 10.650 que determinó, como una 
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de sus rentas, et agirte t]e) 8 \ (fe lu$ Sueldos y jornales de em- 
pleados \ obreros ferroviarios, ¡i cargo de las empresas tic] | j;i¡ i >. . 
a niyn efecto y ¡pra no hacer jiesar el fardo tic este ajiorte so- 
bre el rapiiaJ ite dichas empresas, fueron éstas autorizadas pe* el 
art. 5M de la .misma ley. para aumentar sus tari fas cu i;* 1*1^1*»*' 

una cuenta especial cttyo movimiento pune bajo el examen y 
vigilancia de la Dirección i ú neral de I-embarriles que debe pres- 
tarle su & informidad, ci reuní- tanda especial que deja establecido, 
desde el momento mismo de la videncia de la ley 10.650, que los 
recursos proven ¡entes de aquel aumeittii de lanías na eran pa- 
trimonio de las empresas, sinú de la Cata, cuya inversión total 
-e había puntualiza* lo con exactitud en la referida ley. 

One para .salvar esía omisión, et inciso íode! articulo 1" de 
la ley I1..HV, dispone que el remanente obtenido |n»r consecuen- 
cia de aipiel aumento de tarifas, después de ingresado el 8 
d« ta empresa, deben también entregarlo, estas, a la Caja. 

[Mu contestando la demanda, el representante del Ferroca- 
rril Central Argentino Ita manifestad», en síntesis : ai Ninguna 
disposición .le la |,-y lUo5n. t ,i de oirá cualquiera, impone la 
obligación de mtm& «'I remanente que ia ( aja pretende, pues 

el art. <h meivt 5 " invoca. I Idiga a las empresas al aporte ilel 

■< ' i respectivo, como única contribución, y asi restdta de los írtt- 
ncedeim> parlamentarios y del convenio invocado; 1m La lílili- 
gacion de entregar el remanente. a|»;irece por primera vez en el 
art I". inciso h de la lev l\M. que empezó a regir el H> de 
l%nertt dt PJJ4. y modificó CM-ncialineiite la composición de |..s 
fondos de (a Caja, atribuyéndole "e] remanente que actualmente 
(xislc acumulado y el .pie en adelante Iludiera, proveniente del 
aumento de tarifas .pie en virtud del art. j$ autorice el l'oder. 
I.jecuLivo y r¡üe resulte después que las empresas hayan aliona- 
do la coinriluición nienciotiada ni el inciso 5" del adíenlo *t\ 
lísia' modificación de la ley 10/j50. tío puede ser aplica' la 
por ser inconstitucional ; el remanente que existia ante.-, de entrar 
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a regir la lev I1.30X. se ¡«corporo al patrimonio de la rompaflia, 
o iino producto de sus inri fus y en virtud de las leyes de su con- 
cesión. _v a este ¡áofflíííip le son aplicables las disposiciones del 
derecho eomítu íarts, 35. 41. J522 y 251.1 del Co$$q C'¡v¡]> ^ji 
mas limitación que la fija* la pir la ley 5.Í15*. a ta cual se halla 
acugitla la compañia. "Kn consecuencia, la ley rpic dfspii&D de esius 
I nudos es violaioria de lu> arts. 14. 17 y _>N de la l "> inútil nV-ton 
Nacional, en cuanto afecta def^Jios adquiridos por las empre- 
sas a mérito tfe las leyes contratos que fijan las contribuciones 
que pueden imponérseles, incoiistitucionalidad que puede lam- 
iné» referirse, |x>r las mismas cansas, al remanente producid" 
después de la videncia de la ley 1UÜS; c) Dielia ley, puima. 
asimismo, mu |ti> artículos 4, Id y o7. i neis,. | n t-im, [.'m,, 
tiariHTicif |n,r ser contraria a lo* principios fie igualdad tf&é ellos 
estahletel) ; dj Eíl todo caso, la petición de intereses es improce- 
dente en atención a los tainos dd ai t. f() de la Uy WSSSQ y 
la falta de intimación a míe alude d art. 55 de la misma. 

Que la cansa fué fallada en 1" instancia, a fs. 174. | H >r el 
jne/ Dr. Iwobar. haciendo Inyar a la demanda ni cuanto el ca- 
pital rechinad", deducido de éste | ;i sl | t na de I57.lN5.l_', impu- 
te dd déficit producido en el año |o_(, c „„ relevación de CjOá- 
ías e intereses, estos últimos pur (tci haber la adora producido 
la pr mha correspondiente a la ¡ni ii nación a i|iic se refiere d an. 
55 de la ley MVÓU. ni solicitado los ordinarios. 

<_>m apdada ota resolución por ambas ptifti* ni manto al 
foiidtí, la empresa, y respecto de lo- intereses y cnMas. la faja, 
¡a t ámara l'Ydcrnl de la lapita! dicto seniviicia a ís. JSt). con- 
firmando en ta principa! ta de \* Infancia v modííicaiidol.-i ;n 
rd;tción a los intereses. h,> .pie se declaran a cargo 'le ¡a ttetíííijt- 
dada, desde la notificación de | ;i demanda. 

<Jue a ís. JK7 le fué concedido a la empresa el recurso e\- 
tra.inlinari» interpuesto, fundado eu que la sentencia definitiva 
es contraria |os derecho*, i ir i vi leudos y exenciones invocados por 
aquélla con h.- t se e « varios artículos de la Constitución y n ¡ la 



¡itc< j]iMÍiiiciimatt<lar1 de íps incisos f ) y si de la ley X" 1I.3flS. 
agregándose los inenu iriates del caso a fs. 291 y f tijas XU, curto 
aüiirtismu el dictamen del Señor Procurador General a ís. 341. 

Y Considerando: 

Hite no es áném lit procedencia de este recurso a mérito 
dt Ins fundamentos invocados y la división a <pie arriha la sen- 
tencia apelada, no haciendo lugar a Ins reparos constitucionales, 
opuestos por la apelante, a las dis|K>sicHiues de la ley 1 1.308. míe 
afectan sus derechos, f Arts. 14. ley 4S y o de la ley 4055). 

Que si lijen es cierto que la ley I0.fi50 un contiene d¡s]x>*i- 
eiúu alguna, expresa, soliie el destino une debe darse al rema- 
nente del aumento de tari las a epte se refiere el art. 59 de la mis- 
ma, tina ve/. entregada a la Caja el S determinado en el art. 
inciso 5". surge del espíritu de arpiella ley. de sus antecedentes 
legislativos y ile la eor relación de a ígnitos de sus artículos, tpie 
aquel remanente no pertenece a las unpresas ferroviarias y si 
a las persona;- comprendidas en sus disjiosicinnes. Va la ley ''/o.t 
(art. 6" i. destina a la t aja el producto integro de un aumento 
especial sol ne los fletes de cargas y encomiendas y queriendo shi- 

n linio -le fa> reñías propias ■!<• las empresas. fiara «jtte éstas tío 
pudieran darle otra inversión ; decia eti el mismo art. 6, iti fityn 
"l-.l ingreso cjíié produzca este aniiicnio sobre las tarifas v de 
ias entradas Inulas de las empresas no se tomará en cuenta a los 
efectos d. la ley X' 5313". lo qt* significa míe dichos recursos 
i!<- iiigrcsaliftn al iiatriiuonio de las impresas, ni podían ser loma- 
tíos ¡en cuerna para esiahlecer las ganancias de las compañía*. 
.Mudífii -ada la ley por la I0.f»5ü. no ohstaute hal>er cam- 

inólo ¡a Jornia de la toiitr ¡luición «le las empresas en cuanto 
a la formación ¡le lus fondos de la Caja, creando para éstas una 
eituirilatción única del S '; sohre lo- Mieldos y joi nales de sus 
imptead-.s y ohreros (art. inc. p) y autorizando tainLién al 
efecto un aumento tftí tarifa-, >emeiante al de la ley anierio:. 
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o.tK.rvñ expresamente el SOíiejjpío de caté aumento eMablee rendo 
categóricamente qtte "los foikíos y las reunís que S e obtenían p ir 
tóta ley serán de exclusiva propiedad de tos |>ersouaa comprendió 
rías en sus dispiisieinm-». . .", y f «„;i garantir eíieasmiente esta 
disf^ítítiii, el art. S9 dispone la a|HTtura de una ..tienta efc* 
rial bajo la vkiilamia y conformidad de la I Jirceción General 
de l-Vrroearrilcs, curnta especial tjfiie m tettiMa ieafio (trJelícO 
si ej renmnértie ctól pmduddo del aumento de tarifas, una ve, 
dtóh*ftd© e! ajioíríe bggig, debiera ¡iij-resir a la> rcm;,, ^nrr:.- 
íes dé las enmpaííias. 

Une, es pnr esta precaución legal que lia podido determina** 
se, dentro de la propia contabilidad del ícrroearril. t i importa 
dd remanente en cuestión, gitc lia permanecido en poder rife la 
empañia demandada, sin que pudiera ni debiera confundirse con 
>u patrimonio, ya que provenía de fondos ^pedales obtetiidns por 
la lev m\ ftesiilid al pago de las jubilaciones v |H!ttaít¿CS íerm- 
viariás (art II citado) , 

Qm N antecedentes parlamentarios, traidos a colación p.r 
la pmpia demandada, no desvirtúan d espíritu de la tfey WÉffi 
en euaiiM -a su propósito de que el aporte exigí I» a las empresas 
¡ ata la t aja de Juliil.tcirnus. yo pesara sobre sus reutas actua- 
les ni perjudicara mi desen volvimiento, y es a>i que establecido el 
imam, de dicjiu aporte se arbitró el aumento de tarifas necesario 
para Obtenerlo (art. iitciso 5*. art. ®), lücn « cierto que no 
se tuvo presente el de>tin,. expreso que delira darse al po>ibk 
superávit de este recurso, en relación a la contribución exigida, 
pero quedó netamente establecida en el art. 11 de aquella lev la 
propiedad exclusiva de las rema* obtenidas en mi virtud, en fa- 
vor r|e los beneficiarios «le las jubilad* mes y pensione,, mu que 
en ningún baso pueda deponerse de ella para otr..> filien (Áti 
1 1 fti füie i. 

ÍJtle ante el texto de semejante disposición, el silencio de 
la ky sol.re aquel superávit, no ha r >ndido entenderse en niu-un 
caso loiuii ■ 
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cho de provenir del aumento de sus tarifas, y a legislador alguno, 
cuando se trató de subsanar esa omisión, se le ocurrió emitir 
opinión en tal sentido. Por el contrario, de las oportunas refe- 
rencias df la demandada en sus alegatos, se desprende, sin duda 
posible, que en tanto algunos diputados o senadores pensaron 
que el remanente de atttos. pertenecía a rentas generales, otros di- 
jeron que a tos cargadores, y los demás sostuvieron que al fondo 
de la Caja, opinión que dominó en la mayoría, engendrando la 
ley 11. JOS que se debate en esta causa. Y en la discusión de di- 
cha ley en el M, Senado, el l>r. Vicente C. (Jallo afirmó, sin con- 
trad ación inmediata ni interior, "que las empresas pensaban 
«pie no era de ellas" el remanente que del 5 % de las tarifas 
quedaba después de satisfecho por las empresas el S ',' solne 
sneldiis y jornales (arts. 9 y 59 de la ley lO.íouV. Cita de la 
parle demandada en su alégalo de bien probado { r\s. 291): y 
ninguno de los legisladores (pie intervinieron en multas Cámaras 
insinuó — ni como cuestión discutible — que ese remanente \n.r- 
teneciera. conn. un priKlucto como i|e tarifas ordinarias, ¡d fondo 
de lienef icios de las empresas. I.a reforma sancionada por el Ce- 
nado que disponía invertir el remanente en títulos nacionales y 
enmgar sus rentas, anualmente a la Caja, no modificaba sustau- 
i-blmente el concepto legislativo sobre la propiedad de ese re- 
manente y sobre su destín», sitio modifícala la forma de su in- 
versión i«irtÍen<!<, de la lu.se de que nn pertenecía a las cm- 

<Jue fluye de tos antecedentes expuestos, con iundameiUo en 
Ja Ky básica X" ggp, en la UUoO y en la discusión de la H JOS. 
qur cuando el Congreso dictó esla última, no entendió crear un 
nuevo recur-.. al dis|H>iier de aquel remanente, sino fijar clara 
menie el de-tino a sumas de dinero pertenecientes al fondo de la 
Caja (urt. 11, lev HVóOj y que permanecen en jnider (te las em- 
presas. Hsia es la verdad de los hechcw. resultante de las consi- 
deraciones expuestas, ante la cual pierde inqwrtancia la discusión 
sobre aquella ley, para determinar su carácter de aclaratoria, re- 
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formaloria o complementaria de 1;i anterior, ya que cualquiera 
sea el concepto que si* le atribuya, este no puede amenguar el 
efecto de aquella verdad y <!e sus alcances jurídicos, 

< Juc. cfl consecuencia, it» es discutible ta facultad dél Gm- 
íírt su de la X ación para disponer ele fondos, creatina por la ley. 
a chirigas rjé la contribución «U-l pueblo (cargadores en genera) U 
para fines ile utilidad pública o instituciones de este carácter 
{nrt. II citado» y (jlte fKW virtud tle mi destino especial, su ori- 
gen y el espíritu tle mi creación, hü pin den cbhfiinilirse dan la ri- 
queza privarla de persona <> empresa alguna. Kste carácter inue- 
jfaUe del remanente disentido, lo pune, en cuanto a mi empleo, 
¡i disposición cid í Hibierno de la Xacióu. el cual, |mr su órgano 
correspondiente, m este caso ej tTíttlgrcsq delve prensar el des- 
tino adfeeiííido, teniendo en cuenta mu- en lodo estado regido \»n- 
iu^t unciones democráticas, el l'nder Legislativo o el rcpre>eu- 
lanie mas di recio de la soberanía, cuya expresión mas alia con- 
siste en su facultad de crear entiiribucioue> y en la de votar los 
gasten públicos, i Ari. (>7 de la tnnstiiución Nacional i. 

(Jite. por tanto. e> evidente el error tle la demandada citan- 
do -.obtiene la iucoiw i me tonalidad de ta ley por haber és- 
ta dispuesto ríe lo que afirma la empresa (pie es su patrimonio. 
COH desmedro tle derechos adquiridos y de garantía* eseueiales 
dii la propiedad. Ha quedado en efecto, debidamente establecido 
(pie ti régimen de la lev Ifl.í'óU no se propone crear fondos «pie 
cotí umiivo de la organización de la C aja de jubilaciones y ! 'eli- 
siones ile sus Kmpteados y i >hrcrov beneficien a las cnm|iañias 
ferroviarias tnás allá de la proporción qtte establece el inci.-o 5"-' 
<!el art. sfr; tal propósito de mayor beneficio no -.e descubre en 
disposición alguna riel articulado de la ley. ni puede presumirse 
íftic la itÉcesídatl de la creación y mantenimiento de una iu>li( li- 
ción semejante con miras al bienestar futuro y a la tranquilidad 
de aquel personal, se haya transformado, pnr una omisión oca- 
sional, en (ey tle aumento de recursos para las empresa* ferroca- 
rrileras. I.ns objetivos esenciales de una ley son fuente* securas 
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de interpretación ¡tule el ¡sentido dudoso de sus disposiciones, y 
na lia de atrilniir.se acertadamente al Congrego la intención de 
encubrir tina ventaja para los capitalistas Itajo la apariencia de 
protección a los i ral iaj adores. No. otra cosa importaría aceptar 
la pretensión de ¡a demandada acerca de la propiedad del rema- 
nente sith lite, el cual habría ido a engrosar sus recursos, mecá- 
n reamente y |Hir el mero hecho tic provenir de sns tarifas justas 
y razonables. n<> obstante el destino i ntergi versal ile del aununto 
res] lectivo: proveer de fondos a tas empresas a fin de (pie el 
agirte único del 8 exigido mas allá de la ley 5315. no pueda 
decirse contrario al régimen de ésta, hajo eoueepto alguno. 

<Jm\ en el mejor caso, pura la demanda<la, si d arl. 11 de 
1 lev 1C.65C. un hubiera definido terminantemente la (impiedad 
de todns los recursos creados por ella, el remaní ule ijtic nos <>cu- 
pa oniMilniria un recurso sin déMinn especial, el cual por su 
origen y su fin í orinaría parle de |ns I tienes púhlicns enya legi*- 
hición o inversión corres] tunde al Congreso, 

Oue el objeto de la ley 11.308 ha -iflci fijar el destino de esa 
masa tle v.ilon s ereados ¡ior la |0.íol> para el Misten imieinu y 
iúnciiinaintrmo de la t aja de Jubilaciones l'erroviarias y ese 
destino ha >¡do dado por aquella ley. de acuerdo con el fimpésL- 
ioinlainental de la básica $¿653 y ,i„ perder .le vista los fines 
del aumento de tarifas autorizado. 

■ 

Une el concepto de auitrifau wn tiith,: om i f ue el inciso 5 ■ 
del art, *> califica al apork- del H << , no está en manera algtíttíi 
en contradicción con la disposición legal que establece ipe el re- 
maiienii de rpie se trata debe formar jarte del fondo de ¡a Caía, 
toda veii inte diclió remanente n.. importa una nueva contribu- 
ción a cargo de las empresas ferroviaria* : y no es posible $m* 
mt <¡ue e] deMino que el OrtigOSio lia dado a esos fondos Mgni- 
íiea una velación de ta ley 5.3 J 5 ni de sil reamen respecto de 
impuestos o contrihucioues. desde que tal erogación esta cutiie-- 
¡a con un reettt-o imperial creado al rfniu. di- manera rjtte se | !:! 
respetado el sentido doctrinario y práctico de aquella ley. 
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Que es exacto. tqmi> lo afirma la demandada, que le |>erte- 
necc el producto de sus lanías, del cual ella puede dis]Mier li- 
bremente, ¿pii todos los derechos míe concede el dominio; y que 
fcáfe d&nynjo está ampirado co« ciertas limitaciones por las dis- 
posiciones de Ja Consíitución y fiel Código Civil que lo rigen. í*e- 
ni es tambííen exacto que én el caso de autos, como ya se lia visto, 
el aumento de tarifas autorizado por la ley 10.650. con interven- 
ción del Poder Ejecutivo, lo ha sido con tin projwsito determi- 
nado y coh destino a una caja especial. nerfee^eaB individua- 
lizada y distinta tle la que fdfitra la empresa con el ingreso K nu- 
ral que produce el movimiento de sus negocios. Dicho aijírnejtfto 
de lanías o las sumas que provengan de so aplicación, no ha in- 
groadn ni podido ingresar le H a hílente al patrimonio del f emi- 
tan if, tuda vez que su destino csiieciahneiite determinado las ex- 
cluye dé aquel y las coloca fuera del régimen propiamente di- 
cho del transporte ferroviario y Mts loes orgánicas. para ser 
re-ida. por las disposÍGÍGru*s concretas de las leyes que organizan 
y nsílainentan las i uí. ilaciones y ilusiones de los empleado, y 
i Utreros fern iviarios. 

Xo es conducente por tanto. se»mr a la defensa letrada en 
-n estudio erudii.. sobre la naturaleza de la propiedad ferrovia- 
ria, la cual no ha sido afectada |>or la ley en cuestión, ni ésla 
ha privado a mi defendida de derecho alguno adquirido, corno se 
desprende de los aniecedentes y principios expuestos. 

Pero conviene hacer resallar que en el cas» más favorable, 
para «día. la demandada no ha (indido ary üir con tal derecho ad- 
quirido a ese remanente, violado — dice — por el efecto retro- 
activo one S6 dió a la ley I 1 .30N. pita Corté ha dicho ítouW 
IJ£ pig- *M> "que Si hien el principio de la lio relroactividud 
de las leves es. en general, de modificación o derogación | M .r el 
mismo poder «pie hace la ley. adquiere sin embargo, el carácter 
d.' nrfrjtípib constitucional cuáttdo la aplicación de la ley nueva 
prive al habitante de la Nación de algún derecho incorporado de- 
ilusivamente a su patrimonio." 
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I.os fines. es|tccificamcnte determinados ni la letra y en la 
discusión di- la ley. del aumento de las tarifas que autoriza el ar- 
tículo 5*> :íe la ley 10.650 permitirían, cuando nms, una simple 
expectativa de beneficio por parte de las empresas, pero no con- 
sagraron mítica un derecho que éstas hubieran incorporado defi- 
nitivamente a su patrimonio; y asi resulta, prácticamente del he- 
cho de que nunca l;t impresa demandada confundió ese rema- 
nente con sus entradas generales |Mir concepto de tarifas. Caite 
animismo recordar que los ferrocarriles (tart tallares no so» eojiifc 
parahles al dominio y negocio privados como pretende la deman- 
dada : hacen y funcionan eíí virtud de la concesión que no es un 
contrato del derecho común entre parles iguales sino que es el 
acto legislativo en virtud riel cual el Estado hace delegación en 
una empresa para la debida realización del servicio público de 
transporte ferroviario dentro de límites prefijados, determinán- 
dose las condiciones de ücnqKi. forma y elementos de la cons- 
inicción y explotación, privilegios y exenciones otorgadas a la 
empresa; derechos y ventajas reservadas |N>r el Ksíado para si 
o |>ara determinadas manifestaciones de la vida nacional . 
Ver l'icard, Traite des Oieinins de Fer. tonm II. pág. 115; 
Vassettr. Chemins de fer d'intcrei bical, pág. 142: E. L. Fleury. 
Codc Anoté des chemins de fer, pág. 2(M y siguiente; Hiclsa. 
Derecho Administrativo, lomo II. págs. 224 a 227; Diputado 
Drago. Sesión de la Cámara de Diputados 19 de Mayo de 1902 : 
Diputado Pinedo, Sesión i tetubre 16 de I'.KU; Diputado Hel- 
gnera. Sesión ile 17 de Septiembre de 19(12. Las leyes y la ju- 
risprudencia argentina consagran ese carácter fie la concesión y 
por ello las empresas no pueden fijar tarifas, (¡recio del servicio 
que prestan, como un cargador común, sino que deben llenar 
ciertos caracteres previstos i*ir la ley y deben ser previamente 
aprobadas ¡pr el Poder Ejecutivo; y cuando, c<mto en el caso 
de la ley 10.650. que no lia sido di -cutida como inconstitucional, 
autoriza un nuevo recargo en las tarifas con un especial y único 
destino cual es el de contribución a la efectividad de las jubila- 
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ciones y pensiones ferroviarias, institución de previsión j yfr. 
tencia Micial, tic servicio pÚNicu. actúa él Estado en hi 'esfera 
de stis atrihuciones. Us empresas aportaron tiin^ún hicn 
PW0> al M&tia tfc dicha ley. ni eti fe hora en que f„é .Melada 
■•orque * les dio im m especial haciéndolas meros interme- 
diarios entre el publico y la l aja, ni t -„ el ímtin. p^ue ese 
aumento d«J an. 5<> mu pavita para (os aumentos juÁos v razo- 
nares que k-s permiten las leyes >S7¿ y 5315. 

Utu. a la luz de estos principios no se peu-iU- tiÉftfrnefe cómo 
la ley UJOK. o,,e M1 ¡ 1( ihilti ft&fáfo t . x1 , rt . SI) a m 

I»**». "' «« ÍKTteneeirlo a ¡a expresada demandada 

,1,K * 110 «staWeóí «" impuesM, en el sentido legal de fet palahra 

ni erea coiitriUtción al S tii«t nueva en «.posición a la lev 
pneila s.-r entraría a !a ^aramias de Ks art*. 4, Ir, v ó/' i„c * 
iJHa Constitución „ 14. \7 y J.S de hl mi sma. tjjte se "refieren, km 
primeros a la igualdad y proporcionalidad de las conirihueiotu-. 
y los ^Hrim tú lu pertinente, a la lil>ertad de comercio y a la 
inviolabilidad Je la propiedad, ^aramias que Ha dcl.cn ser ¿Ite- 
radas por las leyes ,,„e reglamenten su ejercicio. 

Xn se ve. asimismo, cual sea el efecto retroactiva de la lev 
vu perjuicio .le los iuiereses de la empresa, si la dielia lev se Ti- 
linta a determinar la inversión de un fondo ,le carácter publico, 
acumulado a lo> G fect m exclusivos de culirir las necesidades ele 
una ftiSMueiórt púhlica y q«s fe empresa conserva en su, área, 
conu, depositaría de hecho, en enema espeeial. v bajo la vi-d- 
taneia de la I Wió„ l¡,„m| de Ker roca r riles, 'o deponer del 
<i<» efl alelante pueda cumularse procedente del mismo origen 
.¡ue no es «fu -pie el aumento de un-rtas. propio a crear fot nrur 
sofcmtc la misma empresa del* proveer a la taja Nacional de 
JnlMlaetnnes y Pensiones Kerruviaria, re-ida por la lev nacional 
uum. IO.ioO. 

QW no es acopia I. ir rpir la empresa demanda- 1« pueda «m-i- 
dt rar eoniraria a sus derechos, a su raimen legal v a mis interc- 
' eSl 1:1 ,t v ■ < "">l']< tar,d,. y concordando una anterior, se pro- 
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pune cniisolidar una institución de áñi|«teo para sus empicados y 
nhreros. destinándole ti sobrante de una rema obtenida a expen- 
sas del público, y t|uc. por consiguiente, no pesa sobre sus rci'iir- 
sus propios. 

Ks tan clan» él ttefeelio de 1:i Caja aflora sobre el remanen- 
te reclamado. *¡lu- sü||iéÍ subsistiría aun sin (ti preceptuado en la 
ley ñM& si" impugna, pite- él emana, como ya se ha ex- 
presado, <k-1 texto de las leyes l *>5¿ y I Oí. 5(1. cuanto ésta al 
par i|ue crea una obligación para la empresa (art. 9, inciso 5- ). 
l<rovee el recurso para cumplirla (art. 5 l >l y determina quiene* 
son lo> propietarios de dicho recurso (an. 11 1, 

< >ue el I riluinal no ha seguido, se repite, sino en lo indis- 
pensable a sus consideraciones, a la parte demandada en sus am- 
plios desenvolvimientos sol .n las leyes contratos une la rigen, 
sus concesiones, el espíritu y la letra de las leyes 2S73 y 5.Í 15 
y la jurisprudencia americana y argentina. |»or cuanto ha Consi- 
derado ijiie estas cuestiones, como Jas referentes a tos poderes de 
] Milicia del estado y otra* concernientes a la materia, están fue- 
ra del asunto s»f> lite, limitado, para esta Cafó*, a la ineuUstitu- 
cionalidad impugnada a la ley [|JK£, en cuanto ésta ha dispues- 
to, en lieneíieto de ta Caja Xaeioual de Jubilaciones y Pensione;. 
Ferroviarias del remállente ile hi> fmKtos olitenidi» por vía del 
aun unto especial de tarifas oni destino a sufragar el aporte ijiu- 
corresponde ;i las compañías ícm ►carrileras, y es de observar que 
esta última ley no modifica en modo míe pueda afectar a la de- 
mandada, directa ni indirectamente, los regímenes esiahlceiitos y 
kijo lus cuales se desenvuelven tos ferrocarriles establecidos en 
la Nación, al amparo de sus disposiciones netamente protectoras 
iW lint meritoria imlustria y de sus capitales. 

One el punto relativo a tos intereses está fuera del recurso ex- 
traordinario, pues él ha sido resuelto por motivos de prueba y 
i le hecho y por razones de derecho común. 

I'or estos fundamentos y los concordantes de las sentencias 
tle pritnera y secunda instancia, se confirma el fallo apelado de 
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foja* en la |Kirte ípte 
traordiuurin. Las cusías por su 
previa rcpr.sieión «leí |ia¡>el. 
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materia del recurso ex- 



A. Hktimejo. _ J. Fjí;i;eroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 

R. GültK) Lavai.lk. — Antonio 
S aca r n a. 



Do» Ctírttv S\ Boltini, cumúitr 4» ííi insana .María ízsthcr P»>- 
ffiitt contra tfan l >< <!> „ t.arra t¡ ne. sobre nulidad tic un <on- 

Sumaria: Siento el íuen. federal un privile^í., acordado ,,or h 
ley fundamental al extranjero y habiendo consentida éste la 
reM.luciun apilada, el recurso mtlffiffimo es tn ¡proceden - 
te y in» compremle a la pirie aryemina. por no halwr esta '& 
tío privada de ningún derechu acordado per la ley a su favor. 

t^íPon tarín, S. Ilnllini, cura.W «le la insana dnña María 
Ksther Mol) ¡ni demandó ;m te el juez Federal de la Nación 
a dnn IVdn. Larr<M|Ue. ]w nulidad de un cuntrato de loca- 
ción celel-rad.» IH ,r el cv-curad..r de la insana con el de- 
mandad... en virmd de hal>cr sido ftechn éste prescimlicnd- 
de la autorización «leí Juez de la cúratela, así eíinío de la 
int.-rvenei.», de] Asesor de Menores. La ( Vnnani l-edcral de 
Apelación, declaró la mcnmpeteueia de la justicia federal, 
acrediiada ante el juez en razón de la nacionalidad 
partes, por entender q m ] ;| demanda dcl.íó ser pro 
ante el Jtt<# de la cúratela, Llevados los autos en 
ci.'m i la Oírte Suprema, se produjo el siguiente: 
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FAI.I.O DE LA CÜKTE SLPREMA 

IJuttius Aires, UcvuiLtl* 3 de 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que sij-iiii Ifi estalilcce el inciso 3- del art. 14 de la ley 4S, 
es procedente el recurso extraordinario para ante esta Guie 
atando la decisión de última instancia es contraria a la validez 
del titulo, derecho, privilegio o exención, etc.. invocado. 

Que en el caso de aunis la parte aetora argentina litigó an- 
te la justicia Federal dado que el demandado era francés, un vir- 
tud fie lo <|ue disponer, el art. KKJ de la Constitución de la Na- 
ción V el art. >. inc. >• de la ley citada. 

Que. siendo el loen. federal 1111 privilegio acordado \n>r la 
ley fundameutíd al extranjero y liahii-ndo consentido éste la re- 
solución apelada, el recurso extraordinario es improcedente y no 
comprende a ta parte argentina, por no haW ésta sido privóla 
de ningún déreclio acordad" por Ta ley a su favor. 

Kn su mérito, nido el Señnr IWiirador (¡eueral, se declara 
itíil concedido el rmirso. Noli Moliese y devuélvanse al Irihnnal 
fie origni donde se repondrá H j[&pA 

A. Ii™ mkio. — l. FinrtROA Ar.- 
roítTA. — Roberto Iíkci-tto. 

H, QVW0 LaVAI.I.K. — ANTOMO 

S.-w;akna. 
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Pr<ji OsvuMft Fifias t'ontra lo Vrvviutfa */< fallid Pe, sobrv tht- 
ños y perjuicios. 

Sunktiwi \" Xi la ky 1974. g^re deuda interna de la Provincia 
d* Santa Fe. ni el ÜMtm reglamentario de aquélla dejan al 
aírbitrw del l*frúér Ejecutivo la facultad de efectuar u lut el 
rescate trimestral de titnkts, sino, por el contrario, in me- 
tan vamente. y sin exeejieioues. di>|N»iieti esc recate, >ín fi- 
jar liase* o elementos di- referencia para las licitaciones de 
compra de In- Tiiulí» a que auuéllos >e refieren de tal ma- 
lura i|in- los tenedore*. de ewiá títulos se vieran limitad. $ 
en Mi facultad dt* pedir jior ellos, siempre deliap. de la par. 
lo *|iu- creyeren más Conveniente a sits intereses. 

2" '-i oUeneión ile mayor luvm pMM es tic la natura- 
leza de la- iit^ic faetones iiierciimih- (arts. y 744, C%* 
(figo de < "omercio), y en consecuencia, la compra ;il mejor 
p$t»*f es de la esencia del remate, art. 117 del mismo Có- 

d^'O. 

Ctáo.i J.o explica él -iyuiuitc: 



FALLO l)E I.A ( UKTK *l l'KKMA 

ttiieii—. Ain-s. Octuhre 5 ík" l 1 '- 1 * 

V VÍM.k: 

La demanda de] Sr. ! M-aldo Viñas vecino fie la Capital 
Federal contra la Provincia de Santa Fe. por rcrepriótt de títu- 
los de la deuda intenta de dicha provincia, cnufi trines a la lev 
1**74 : y 
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Insultando : 



I' <Jue ti acíw nmntfiesta en su demanda ( í.s. I a ís. -| 
que tHir Ta reúrida ley X ' I<>74. que es una ley contrato, la pru- 
vitieia de Santa se obliga a amortizar el uno ¡mr denlo anual 
acumulativo, pagadero trimestralmente y con quince días de anti- 
:ici pación a la íceha del vencimiento dt* tus cupones, cttyo precio 
de mm_m el qu* se obtenga «i licitación pública cuando lés 
i ¡lulos esien por trajo ife la ¡vir o |wir sorteo cuando estén a la 
l*ar a por arriba del valor nominal; que para la licitación de .1» 
de Mayo de 19-25, el Sr. V iñas se presentó, con fecha 11 del 
misino mes, ofreciendo ni venta títulos por valor nominal de 
cein; jocho mi! ciento cmcunua }ícsív» al prm'n de novema v cua- 
:m pesiís con vi-inu centavos pnr cada cien pesos nomin¡des: que 
hizo isa presentación sin adherirse al decreto di- tiÚíyáfai cuyo 
artículo 5 f|tie conceptúa Üc;;al. reserva al (Hibierno el derecho 
lie rechazar la licitación por im convenir a sus intereses; que la 
J'rovincfa rechazó las tres propuestas presentadas ]K>rque los 
precios «J4.<i7 ',, 94.20 % y 92.5U tstalrau muy por encima 
de lo justo seyún las cotizaciones de la plaza y KoUi. reservan- 
do el fondo de ese trimestre para acumularlo al di- la próxima 
¡ic ilación ; que f :i fcy pj?4 fe Santa p e lS una lcy-o míralo que 
oblipi por ¡gfijKj a la> panes conforme al art. U*>7 del Código 
Civil: hace «¿fas citas legales y consideraciones juira icrminar 
pidn-ndo se u-ui>;\ por i usía unida demamla comea la Provincia 
íji Santa IV y. en definitiva "se declare la nulidad di! decreto 
di ficha 4 de Junio de 1925. ( -„ | a parí,- q t i<! afecta los dere- 
chos que | t - corres] k ii (den y si- condene a la Provincia a que res- 
cale ite su propuesta mencionada, la suma de veinte mil pesos 
moneda nacional valor nomina f. en lindos deuda interna de la 
misma ley 19/4. al precio de no wnta y cuatro totesos con veinte 
anta vos moneda nacional por ciento, o en su detecto. el pa^o 
di í-k daños y per inicio, con silentes en la d Herencia de precio 
enire la propuesta y la cotización de la Iluta de Comercio de 
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Hílenos Aires, en la ficha más inmediata ri la licitación, con sus 
intereses v las costas del juicio. 

-i- Oue notificada y citada en forma h Provincia, $g prcsi-u- 
t;t en su representación don l.uis t'. í$b Irioudo, contestando la de- 
manda cíe ís. ¿* ;i 26 vía. y manifiesta: que debe rechazarse 
orn c«staus la demanda del Sr. Viñas : <pic cteiKÍe hace niuclúsinn.s 

licitación de títulos se |ki»c mía cláusula <|ue titee: "Kl IV í¿ se 
ifflA va el derecho de act'¡i(ar la propuesta que repute mas eotl- 
cetfieiítc o di' rechazarlas todas si a su juicio no consultaran 
los interese* del fisco"; ouc esa cláusula inspirada Ctí razones 
tle interés general no fué turnea olivada, siendo el actual actor 
iWO t\p los e..neur rentes; transeril»e los articulo* del decreto de í$ 
de Mayo de llamando a licitación pul. lien $m I¡i compra de 
tnnlos de la deuda de la ley 1*>74 por las cantidades di- veintiocho 
mil ciento cincuenta pesos y noventa y euairo mil quinientos 
eiueuenta pesos: que previas las publicaciones ríe estilo y abier- 
las con las formalidades del caso las ] propuestas presentadas, re- 
sulto ((tle fetm cotizaban l..s títulos a l M,*>7 i , . 04.3b % y <JJ.,10 

nio. 1 uies diferían l-u mas ile 10 puittos sobre [a máxima cotiza- 
ción de la Roba de Comercio, las rechazó a todas en virtud 
del ari. 5 M del decreto de llamado a licitación qw no fué iner- 
vado púv el vendedor Viñas al presen ta rse ; une tina ]*>sterior 
I ¡citación, en el subsiguiente trimestre demostró la justicia de esc 
rechazo, pues se obtuvieron propuestas mas ventajosas, entre 
ellas del mismo demandante ; «pie el actor no ha cumplido con 
el an. 10 de la ley 50. pues 110 aconqwña l<»s títulos ni los indivi- 
dualiza. * 

3' Que abierto el juicio a prueba, las |iartes presentaron la 
«pie corre de fs. 33 a fs. K.\ sobre cuyo mérito alegaron las mis- 
mas .le fs. m a fs. 104 vt:i, y de fs. 100 a fs. 100. Ihir/oido** 
untos para di-tinihia a fs. 10*» vía.; v 
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Considerando : 



1 One está delúdanteme acreditada la com|ietencia de ta 
Curte por ser el actor Viñas vecino de la Capital Federal y la 
demandada la l'iiivincia fie Santa He (art. 101 de la Constitución 
Nacional, art. 1. inciso 1 de la lev de jurisdicción y competencia 
X" 4* de y jurisprudencia de esta L urte. Fallos: tome» 5, 
p%. 242; n H, pág. IKf.; tomo 20. pátf, 4S7; tíritm 2í>, j%. 
133: tomo 57. ]iáfí. 337. 

2" Oue el actor ha cumplido cmi la of «ligación impiu-sta [m 
e! art, 10 ¡le la ley K v 50. acoiii] tañando ui, ejemplar de \m tí- 
Uilns emitidos conforme a la ley 1074 y decreto reglamentan". in- 
sertos en ti dorso del misino, y dos hojas det linlctín Oficial de 
Sania I V, donde consta el decreto de llamado a licitación { fs. 
$ v eí de mkim tte las propuestas efectuada lis. 7). Por lo 
tierna*. I;i demandada no negó los hechos sustanciales de la ac- 
ción. 

3' Oue el derecha que M/ota el Sr. Viñas un emana, y el 
fo advierte, del decreto del Poder Kjccntivo de Santa Fe, de 
Mayo 13 de 10J5, Mamando a licitación para la compra de títulos 
de la Deuda Interna, ley X" P>74, >inó de l:i dicha lev y del de- 
creto rey lamentar ir > de 27 de Kncro de 1019, que fija los ¡jórcen- 
la jes de títulos a rescatar trimestralmente y las fechas en une 
ím sorteos b licitaciones drhen efectuarse (arts. 2, 3, 5 y (i). 

4- One ni la ley ni el decreto citarlos dejan al arhitrio del 
Poder Kjccntivo la facultad ríe efectuar o nn el rescate trimestral 
de Minios sino <[ue. por el contrario, inu lenitivamente y sin ex- 
cepciones, disponen ese recate (art. 3 y 4 de la ley), arts. 2. 
3. 3 y 6 del Decreto. Aunque no dchiera considerarse como ley- 
contrato, sejíún la tesis del actor, to que origina los títulos en li- 
tigidi sus cláusula-; inq u nitivas que se citan precedentemente 
solo por otra ley pueden modificarse, pues vt\ la facultad regla- 
mentaria m Poder Ejecutivo de Santa Fe nti cal*- la de mrxlifi- 
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air la ley ü alterar mi espíritu, Art. fie h Constitución $e 
mita provincia, acorde con d art. inciso i .(.- | a NVwniaí. 

5* Qm «í iii la ley ni en el decreto reglamentario se lian li- 
jarlo Iíílms o drnientos de referencia jutra las licitaciones de enm- 
ara ilc tus liiulns ;i aípélfea se refieren de tal manera que fas 
tenedores de esos títulos se vieran limitado* en sn íacnhad de pe- 
dir por títll* siembre deliajo | a ]V ir, lo que creyeren más con- 
veniente a mis ¡mereces, ya que la obtención del mayor lucro 
]«isil ( le e> de la naturaleza de las negi «¡aciones mercantiles (art*. 
N. 74,* y 744 fie! i'ódi^,, ,1,. ( uniercto : Malauarrie.a "Códkrn de 
C-mereio ( mneiiiadip", f in.. 1. páj-, 47 i . 

(." Bu ci ai secuencia, la cunipra al mejor |mstor es de la esen- 
cia del reman, m%úii precepto expreso del Códij-n de Comcr- 
riú tan. 117, >t-ún el concepto de la "l W] .oración de tenedo- 
res (le liinlr.s y acciones", ts, 5*; segutl d precepto daro dd 
art. 2 (Ie| Ke-laniento de 27 de Kncro de N1<J; se^nn las normas 
-le] Unen raimen financiero de los listados, pues, como lo e*pre- 
> t Jéze "Kl Kstado tiene el delier cEé amortizar. Ks la conse- 
cuencia \ó0-a de ta naturaleza financiera dd proas I ¡miento del 
empréstito ,,ue n<. es .¡no mía anticipación (Je remas": y refi- 
rf&fdtt* las ani-.ri daciones por anualidades. mani '¡esta t$¿i 
d vicio del si-leina es el efe "amortizar inílesilikiiKiite ctlíiles- 
'jniera míe sean las circunstancias, cualquiera que sea la situa- 
ción financiera dd Kstado." V como d Ksiado que lomó en prés- 
tamo esia olíhgaílii a consentir ventajas a sus acreedores, "emite 
Útxüm de rentas liarafos para rescatarlos n precios mus devados." 
■Cours Kkmemairr de Scienee «les I'inances el de t^&latiátl 
Financien' l'rn«c:ii«.« pajjs. 5M y 5f.7; y «■ ? ínt el precepto de! 
an. 119$ <Id Codtfífl Civil ya que, los titulo* i|e empréstito, sea d 
¡m '«'si i Iliciones ^aniculares que los emitan, implican 
entre el emisor y el tomador una vinculación contractual cuvas 
condición*-.-. t-!;ni fijadas por los estatutos legales o rt-íanieiuario. 
qfle autorizan la emisión Can. 744 dd C&tigo -le Comercio). 
, 7" i_>ih d l'ofler ryiccntivn de Santa l-'e no f »odia reservarse 
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iii el iltrnl" de llamado a licitación derechos (i facultades que 
no olahau previsto* en la ley. o en el decreto reglamentario ríe l:i 
misma y íjjtte van impresos tu tus títulos emitidos, Kl agio mftmi 
imis títulos es una ]>osiliiliad del mercado financiero ya unt- 
tic > se sometió a las cotizaciones bursátiles i'l valor Itásico de 
rescale. I'or lo demás, la regularidad e mílcxihilidad con <|tli' el 
Kstado realiza las amortizaciones de su deuda, si pueden traerle 
alguna desventaja ocasional, en definitiva consolidan su crédito 
y su prestigio compensando con creces, en kncíicio general, 
aijiiellas dificultades. Om el eriterin ife la demandaba puede lle- 
garse a la posier gaeión indefinida de las ¡tpiortizacioties desile 
une el deudor lijaría, a su arhitrin, r.v ¡>i>¿l ttit'to, los ex iremos 
de su conveniencia u de su concepto de la justicia extralegal. 

M" fjue la circunstancia de que et ador antes y después del 
aait gul tentativo que mol i va esta litis se | presentara a las licitacio- 
nes, llamadas con la misma cláusula 5*. sin ni servarla, un ener- 
va su derecho en la oportunidad en delate, porque catía una 
de esas licitacinne> y cada uno de lus une a ellas se presentan, 
constituyen actuaciones jurídicas independientes con principio y 
íin en si mismas. 

9> (Jue la práctica invariaUc. que Ja demandada invoca y 
detnuesira. de reservarse el derecho de rechazar licitaciones sólo 
valdrii- legalmente para los casos de transgresiones míe viciaran 
el acto por la calidad de las (>ersoiias, las condiciones ríe lus t¡- 
m los. |;> forma de presentación, los recaudos o f reculos, etc.. pe- 
ro no para las cotizaciones que el interés en plaza, el de! tenedor 
o el del Colitern.i pudiera fijar. 

J'or lo expuesto, se resuelve: Declarar míe el decreto de -I 
dt Junio de W25 del Poder Kjecutivo úc Santa Ke míe desesti- 
mó la oferta del señor í >svaldo V iñas de venta de títulos de la lev 

ci;- al rescate de títulos jmr valor de veinte mil pesos al Ú\m 
de cotización "4.20 fr o en su defecto, al ¡iago de los daños y 
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|*-rjuicín* consistentes en la diferencia de precio entre la pro- 
W¡¡$* WáWm Y «a cotización ile Ja Bolsa de Comercio en la 
lecha mas inmediata a la licitación, con intereses desde el día «fe 
la noi.í.eaeion de la demanda. Sin costas por la naturaleza de la 
mmm WwfflB. Umii^m y rc|H'»n K se el pggft, 

A. JÍEKMKJO. — KoliKRTt) lÍKI'KTTO 

— R. (¡l ino Lavalli;. — Axtü- 
SÉIÓ Sacar na. 



Don Ututo»,- Uholl en m h,$ m ,/„„ Corhu Ift^itunt. mhé 
supuesta tU fnuuhtñótt. Kratrso úé inrtw. 

Sumario: ^aramia del art. 1S ,1,- la Cnsiituemn no -ñire 
menuscalh, p^uc sea uno en ve/ de otro .le los jueces per- 
manentes el o,ih mmm de la cansí mi aWílglb a la eompe- 
t encía • (iit- se c-tinia ecirres|muderle. 

£ nsn : t.u explica el siguiente; 
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Itiuih.í Airt>. Ihinlin 5 de l'íJH. 
Vis tus y C "niis jrliTUiif leí ; 

<S«e S*#n acrece ,]<• ] i( aposición presentada ,„,r el 
™ * h,d '"' la ™«™ y resuelta ,K.r la (amara 

AMac.nu.s en I, Criminal y Correccional de la Capital, es 
la relativa a las exeepci.me, opuesta* incompetencia de inris- 
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m >' Rft* efe acción ¡eh d acusador, es decir, cursi iones re- 
< \*>r d derecho común extrañas al recurso extraordinario 
de ¡¡mo derecho federal que autoriza el art. 14 de la ley X'-' 4¿s\ 
desde (Uie un se había ¡i avinado d fuero federal. 

Hue respeto al art. 1,H de la Constitución cuya inobservan- 
cía se ale^a. aún cuando i lidia cláusula constitucional nu ¿juarda 
con la cuestión debatida la relación directa e inmediata requerida 
]mt el art. 15 de la ley N* 4tf, cabe agregar, a mayor aSmnda- 
míento. q m el art. ¡8 de la Constitución ha sido proscribir los jui- 
cios ¡H,r comisione* especiales nombradas |iara d caso mmk * 
los acusados de la jurisdicción permanente de lus jueces natura- 
les para someterlos a tribunales o jueces accidentales o do cir- 
cunstancias. (Jiie esa garantía no sufre menoscabo porque sea 
uno en w/. de otro de los jueces permanentes d que conozca di- 
la causa ffon arreglo a la competencia <|Ue se estima correspon- 
<lerle. Tomo 1.15. $$im l£& 

Un su niérii.. se declara no hatnT lugar a fa &¡fo deducida. 
Xotiííuuese y archívese. 

A. Hl.HMI-jO. — Roilí-HTO RKrKTTO 
■ ■ R. Cit-IIXI I.AVAI.LK. - A.VTO- 
Nto S.UiAKNA. 



.hiúrko ghtot$ y Jutin Cámara, i. m la M§Z» safuitfa ai s. f 
contra, pur ¿estírala ,t un Jitcz de Contara,. 

S lunaria; ] ■' X„ procede la tercera instancia para ante la Corte 
Suprema, en un juicio por desacato a un juez de la Capital 
Federal. 

Xo habiéndose invocado en la causa el fuero fede- 
ral, no hay denepadóu de derecho tjUe pueda motivar la in- 
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terpo>ie¡ón tfel reeurso extraordinario ck-l art. 14, ley 4S y 
22 del Código de Procedimientos en % t rimin.il. recurso 
mu- del«- in vivarse expresamente y fundarse en los térmi- 
nos del ;irt. ÍS (¡e la ley 4& 

ítistt. Lo explican las piezas si^uieuu-s : 



DICTAMEN" DEL SlíSoK PROITHAIHÍR OENERAL 

líiicihi-, Aires. StptkmliR l.í ik IMJ8. 

SiíjpfWiia Corte; 

-Wiérieo Chioldi y Juan Caín* Jieru han sido pr icesadoi- por 
desacato al Juez de Comercio. íi»K-t< »r Santo S. Paré, rte la Capi- 
tal de la Xación. delito previsto y reprimido por el art. 244 del 
Código IVnal, 

La causa se lia seguido ante el Jugado t orreecional de di- 
eha Capital. 

Los acusados lian negado al juez de la misma su compe- 
teueía para ü^iüc^r en el pri ktmi atento la naturaleza del delito 
eotnetid.. por medio de la prenda, pero fio han manifestado en 
innjíi'm momento, cuál es la jurisdicción cjue ellos entiende] i Cflfe 
n i «ponda liara >n juzgamiento a los fines de amararse a ella. 

Desestimada f »or el Juez y la Quitara, dicha ilición los 
querellados han interpuesto recurso ordinario de apelación |iara 
ante esta Corte Suprema. 

Hay en ello un evidente error de derecho. L-t presente causa 
no pin di llagar a eonneimieutn de V. K. pon pie la tercera ins- 
tancia ordinaria prli ante esta Corte Suprema no se ha dad" 
en asuntos de la naturaleza del presente. 

Xo puede sostenerse imc- el recurso interpuesto sea el l X . 
¡i. «ordinario de carácter federal, pon ¡no él no ha sido somera 



ni: jrsTii-f \ ni: i.a nacióx 



enunciado en el escrito en que se interpone la api ladón ni en el 
aut>> que la condene. 

I'or otra parte, no haliiéuduse invocado tu la causa el fuero 
federal, no hay denegación de derecho alytino que pueda motivar 
ia interposición del recurso extraordinario dd art. 14 (lie la lev 
4X y 22 ilej Cddfgo de Procedimientos en lo Criminal, creados pa- 
ra mantener la supremacía de las leyes federales. 

V. K. tiene resuelto reiteradas veces que fíala el diado re- 
cursn extraordinario se entienda deducido del»e invocarse exprc- 
saim -tile, fundándolo en "os términos del art. 15 de la ley 4N. 

Xada ile esto aparece cumplido un estas actuaciones, 
puede, ]n.r otra parte, snlii-ecntcndcrsc invocado por los acusa- 
do* el fuero federal, cuando ellos misinos citan en su detens-. 
el art. 32 de la Constitución Nacional que, precisamente, aparta 
a los iMjderes federales de lodo lo concerniente a la Tetcislacióii 
y íuz»amieiUo de delitos de imprenta, scjíún la ti uncida d« «.tri- 
na de \\ !■;. 

Por lo demás, -i se considerase interpuesto el recurso por 
supucst» denegación dd fuero federal, el mismo seria improce- 
dente por Ins fundamento:, invocados en d párrafo anterior. 

táSf lo expnesio. >dv de opinión que c»rres|Hiudc declarar 
mal concedido el recurso. 



KA 1. 1.0 IIK I.A «HtTE M'PÜF.M A 

&aém Aire*. Octubre K de l'J2ü. 

V Vistos: 

J'or Jos fundamento** del precedente dieiainen del Señor 
Procurador ( ¡eueral, en el ipie se relacionan las circunstancias 
de hecho y las dis(«isiciones legales y antecedentes de jurispru- 
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al caso, asi cuín*, la calificación jurídica del 
misino, se resuelve declarar mal concedido el recurso. Xntiíi- 
ftím y devuélvanse al juzgad.» de precedencia. 

A. rÍEKMEJO. — J. FlHCKKOA Ai.- 

lí. (h nx> Lavau.i:. -- Axtoxio 
Sacauxa. 



HaIioiío del Jaez cu ¡o Criminal y torrar tonal de La WaLi. 
doctor l\ t fh k cu ta amtkmh couipi't cuntí trabada con 
%H Jueces de Instrucción de ta Catihd federal, doctores La- 
ttMrtjite y liscatattte luluujüe. 

Sumario: I» \„ atribuyéndose ni uno ni otro de los jueces 
e<mipetenci;i para enieuder eu los mismos procesos, falta la 
materia indis] icnsal. le para tralpar uua enmienda de eom- 
[Htencia. 

l fi «l'i'isii'ni de una t ¡miara de Apelaciones llegán- 
dole jurisdiccH.n a ,,„ j l1c ¿ ggfe Éétmmt , k . (|n m 

virtud de] h^ar cu cjue se realizaron los |, tr h.»s. fio del*- 
ser desconocida ni discutida f >or el magistrado de inferior 
jerarquía. 

$■ IÍÍ dclitu .le ei ten l.rín liento es un delito especial e 
in.lependitui.v <|Ue lio está eximio de la jurisdicción fiel fu- 
gSr" cu (pie se cometió, y sólo puede cometerse después de 
ejecutado el crimen respectivo, con el cual no -uarda rela- 
ción fie lieiu¡w> y de lue;ar. 



Caso. '.,» explican las pie/as siguientes : 
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Al ! O PE 1* INSTANCIA 



Bwüjos Aires. DiíK'mltre iS de 1927. 



Autos y Vistos: Para resolver ta competencia planteada [Mir 
el señor }s¡ü M Crimen de la Provincia de Unenos Aires, *li*c- 
tur Julio M. Faciii. ea el sumario X" 5557. 

V Considerando: 

Dos cuestione* surgen del testimonio remitido; «na se re- 
fiere al s«marto jgiíc el suscripto instruye por denuncia hecha an- 
te el mismo; y la otra, a los antecedentes remitidos por el señor 



c.rre i>or cuerda separada. 

Planteadas las cuestiones, en dos sumarios distintos en (pu- 
se denuncian hechos diferentes, Iónico es tratarlas separadamente 
por el suscripto, aunque vendan en una sola pieza y con un sulo 
motivo, según lo dispuesto por el señor Juez, exhortante. 

Al referirse a las primeras de las causas, el oficio se Id ira. 
según la textuales palahras que se emplean, con res]>ectii "al 
sumario (pie actualmente instruye, paralelo al proceso Hay y en 
algunos puntos. . . "Rogando a la vez, que si con los testimonios 
a la vista, insiste en mantener la competencia, remita los antece- 
dentes a la Suprema Corte de Justicia de la Xaeióu para que di- 
rima la cuestión, conforme a los arts, -4,1 del Código de Procedi- 
miento en lo Criminal de la Capital Federal; gj> irle, h) de la ley 
4056 y 18, inc. 14 del código de la provincia para en su caso en- 
viar jKtr su parte los antecedentes une tenga." 

I«a cuestión de competencia (pie el exhorto plantea, es una 
de las más graves y serias del derecho procesal, no sólo |*or su 
naturaleza mu* afecta principios de orden público, sino |x>rque la 
lev. hace intervenir en ella al más alto trilnmal de la Jíepúhlica, 



Juez de 




ante él. y que pasada a este Juzgado. 
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ai*, 43, imv del cYhIÍ»,. ,fc Pfe^foi^,^ f„ Criftíííiai v 
arr. 'A inv. d i de J í( U y 41)55. ' ' 

Tanto vi C&ligp efe I WHitnienio. tfe la ÜijqfeJ emw> el ( ... 
digo ik IWe<1imien1o, Knales de la provincia, al .ratar la ma- 
teria. v\ ití vn de los triUmales ,pie | ílS plantea», una mk <lc rc- 
'liirsiins de taxativa enunciación, cuyo cumplimiento ineludible- 
t -s (• debe ser previo a su consideración. 

Sqniii I,, dispuesto jK ,r ,-1 M ota Capital, art. 54 

Conjuntamente ««, el „Md.. efe inhibido,,, d | m . z .„„„.. 
pan* tcst.monio del t ,crín. en ,,u, hava tíecljik», de [« ex- 
|K,r d Min.su.rio Fiscal ,,„, del* ser okfi. é la provi- 
dencia que s, hi*fe«. dfaM y du h. demás ,,,«. fe ^ ,_ ti . 
mn> conducente para fundamentar si, competencia" delrinitio 
■•clarar d settor Jue*. ,^Vn d ari. 5ü. ,„n anu-nnridad 
m- N planteado la cuestión por dedinaturia. va M ue en esta 
terto esta prohibido él uso alterno o sucesivo ( |, cada una d, h. 
Vfm autor izadas, didina loria .. inliil.it uria tan. 4<>¿. 

J'.n conconlanda mí estas disecciones." ¿ tám? ,|c fn 
rrov.nna de te .\ircs, en d art. 18. establece los m ¡s„ tl . 
rniinsrt. i q m d ifc esta Capital. j«ra legislar las enmiendas 
promovida, con jueces de fuera de fa provincia v ambos o» 

eMatuyen taxativamente : d «le la Capital en sus art* M v 
y el de fa provincia c» d hic. 5" ,ld arL 18 dladu. m,c fe s ¿¿. 
\mnm HW se dictaren por d fa» promoviente de la 
e.a. .era,, apelables por Tas parte., para ante el Superior. 

Jm. el exhorto <p,e se acompaña. <ólo se testimonia d auto 
'""«'"ilono. <|W? c> la vía elegida ,h„- d ,eñor fué* de la provin- 
cia, para plantear !, cuestión; pero en d. m » | 1;UT regida 
a filie ese auto está e.mscnt¡d<> ,i rn ,e. eiren„s(aueia necesaria 
fKirá entrar a eo.^krarK *|,- aeuerdo o.u í a q«e dispon, d 
arr. 18. i„c. (>- d, la provincia y el 5.1 y 57 <ld de la O fll i,ai 
>|tic -.e hayan ttotiíiea.lo a las parir, y a l Ministerio f.¡s, a l 
(art. m, ineiso .s del deja prnvineia y arts. 51 v 52 dd de la t'ani- 
m q«e ttene.» derulm a nrnrrirl,, ^■ si **. auto no apame w, 
in<ead... nt eo.isrníido ni firme, -omm \mie fmuhr.v etl d uu < 
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cuestión i|tt« ni virtud de la segunda instancia puede ser revoea- 
t !;t Jim d Tribunal Superior? Kl señor Juez exhortante, acrece 
..brando sólo |«pr >í y ante si. dictando providencias ipic manda 
cumplir sin más trámite, en cuestiones en (pe sü p^Üa ley 
procesal marca ptrn procedimiento. 

Si planteada la cuestión ctirn*» lo hace, fuera recurrí^ en 
í urina por las partes |Kir via de apelación para ante d Superior 
(arr. 1H ínc. 5"J y este a vocara su pronunciamiento en virtud 
itf faenhades que son indiscutibles. ,;eónio podría el Juez ex- 
hortante dar |it»r trabada la cuestión, fundándose en tina resolu- 
ción sin fuerza legal: 

SÍ la lev ha establecido las <1i>s instancias, pata la resolución 
de esta clase de cuestiones, 110 pueden tener valor definitivo la-, 
míe resultan de una sola. Y si mi tienen vídor definitivo, m» pue- 
den fundamentar el re<pienmcnio que se provoca. 

Ya tOVO el señor Juez exhortante una cuestión con el sus- 
cripto, en «pie si bien no se referia a la materia de mte hoy y.v 
trata, tiene su parecido a la cuestión planteada. Solicitad en ai piel 
entonces, el secnestrro. tle una película filmada con motivo tlel 
crimen de Vicente López. Kl suscripto entendió y asi lo resolvió 
i|tH uo debía hacer lugar al secuestro; y mientras en esta Cnñ- 
tal el Tribunal de Segunda Instancia consideraba el recurso inter- 
puesto por el Ministerio Fiscal en la provinria. la Kxcma. Cá- 
mara Tercera de Apelaciones, a pedido de los interesados, de- 
jaba sin efecto la medida ordenada por el señor Jne/.; batiendo 
innecesaria en esta Capital, etítlj** consecuencia la prosecución de 
a«ptd. ijue fué de vuelto a! suscripto por la Kxcina. i "amara de 
Apelaciones en h Criminal y Correccional y remitido sin resol u- 
doit de segunda instancia, al señor Juez exhortante. 

Ku el testimonio acompañado, el señor Juez hace referencia 
a la apelación de su auto rJe detención dictado contra dos pro- 
cesados en d crimen de Vicente López, en cuyos considerandos 
del 1" al 13; trata materias pe pueden tener atingencia cotí este 
proceso. Pero debe dejarse bien establecido eme si bien en él se 
discute la legalidad y d alcance jurídico d<- la resolución del Su- 
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I" -rinr. m K hncen mmmm a él, para interpretarlo j U7 - 
íí-irlo a mi m<Nlt». sin transcribir <■ mandar cop¡ ; , integr-t de sl b 
considerandos eo,,*, | (í | IÍH - t . lM stlV(1 v JM , r ^¡^"J 

tanca »o puede ser tenido j** ahora en cuenta, va «tie dio ¡m- 
mmm acatar, alinde fuera virlualmcnte. un alzamiento le- 
íínl que nmuirna *|¡MKisiciói] |>ermiic. 

Las jueces m dé&en discutir. ]M ,r más ife^lc* («fe sean 
l!1S ^f^/'** 1- priores que están éhtífcwfes a rnmpür 
> mandar cumplir, jorque de otra manera, se íaltaria a la lev y 
m- alteraría el orden y el n?s|Kin en la justicia l a ¡íw^jtkí) v 
H . rrur de lus Tribunales Superi..re>. ticen u jueces eMallleeí- 
*» !-r la ley, y m M h,,y riVlirM( , (k , ui , f , u . ^ ¿¿¿'^ 

los .piolara» amanados cm,. verdades. "U ¿n* ¡ ll/ií:iíi:i * 
tiene jmr verdad." 

I.a ley procesal, tdtttn (te la provincia como de Ja Capital 
•d Malar fa competería, m- refiere siempre a procesos o causas 
vean^ art . | S <| d (|| . f Wedimicn.os de la l Wmeia 

v r%9 K htttl.. * t fcl Código de la CapitaU-v si los do. códi- 
tfos (le procedimientos, se refieren fe, expresa v terminantemente 
a rausas. ímmm „ MlTmrius .,„,„„ ,., — fc ^ 

«5n it| eun.pcccia sin referirse al sumario o proceso ,pte ain- 
*> Uy.-s mencronan y 'sólo cuestión paleta al proa-so 

Ivav . se»nu la expresión recordada r 

m las disecciones referidas, suryc evidentemente para el 

l ? l " m ' ' U ' ÍU|,Í,,ÍC,V,H ' Ia pación de y 
, : sa nr en torma categórica al exhortado, qué procesos son 
M <pie mstrnye, r or qué delitos y quiénc* s.,„ |„ s acusados o 
J^íM CU |„s mismos, para dejar establecido si hav identi- 
tW m ^usas. motivos y procesados, en cuyo único caso la cues- 
non fie eom¡K'tencia seria |ir«n*e(letite, 

Kl jiaralelismo q„e s<- invoca para establecer la relación de 
'* Pn^esus. es un concepto vayo, q, u - no explica suficien- 
tímente e motivo fie la cuestión planteada; lo mismo que fa re- 
llénela que se hace a ayunos puntos del siun..™, r¿ el s,,.- 
enpio mstruye. sin opecitiear cuáles son. 
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iVtD. y a mayor ahondamiento, im solamente no ajwirecc 
M aiiiii tic c ni ¡ciencia <M SSÍfcír Juca exhortante la existencia 
d|! las causas n sumarios referidos, sino ejue examinando Ips au- 
li-ietlf ntt-s que in testimonios se acompañan, se desprende que t i 
único proceso que el señor Juez instruye. e> el ttc homicidio v 
ruho en Vicente López, ríes* te que en RÍin^jp parle enlista que 
exista un proceso separado cmilra el señor Santiago, l'rruchúa 
y demás empleados tle la p&Wm, ñe esta Capital, pues el autu 
testimoniad» donde el señor Juez ordena el procesamiento, nu 
puede considerarse el pr<»eeso misnio al «pie expresamente se re- 
fiere la ley y míe dehia lialjer.se Eonnado antes ríe iniciarse esta 
cuestión, mino más cuanto qite está ordenando ]mr el art. 44S 
del Códifro de la l'rovineia de Huellos Aires, que cita el señor 
Juez en el considerando catorce, a ís. 1 10 del testimonio a^re- 



Sin rmttarjío. el señor Juez ex hurta nu-, se^íiu los términos 
de ta resolución transcripta a ís. 149 vta.. dictada con fecha 20 
de Diciumhre de 1927, mantiene su competencia para entender 
en el delito de falso testimonio míe prevé el art. 275 del Código 
Penal, cometido p..r los empleados Undahuru, Morado v JJe- 
novi. y además en el de usurpación el primero, art. 246 del (.'. 
Penal, a^re^ando que esa compuucin se extiende a los hechos 
expresados en los considerandos uno al doce del auto de ís. 4069 
(manuscrito de fs. 2 a fs, I45>, por considerar míe amic|tie eje- 
mmñm m mñí&áü de la Capital, llevan la finalidad de encuhrir 
el delito de homicidio y rot»o perorados en territorio de la pro- 
vincia, siendo por lo tanto, accesorios del delito principal, cuyos 
efectos se producen en territorio provincial. Analizando el auto 
del 7 de Xoviemhre. testimoniado, resulta ipie: el consíileraudo 
p (fs, 2 a 5). se refiere a la ron lesión fie Víctor Autía presta- 
da en el proceso tastritius ante el señor juez de esta Capital 
doctor Díaz: en et secundo (fs. 5 a úf, examina esa confesión 
y la fie Macoy. para saU-r si deU-n tener fuerza de plena p se* 

(ís. 6 a l !), hace mérito de su inverosimilitud, concl 
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reMarle eficacia legal ; en c! cuarto ( ,'s, 12 a 18), se refiere a 
Ja cunfoioti de Viciur Amia ame el <li>ctí«r Jleniuz, rectificando 
la anterior; hace mérito de las dos refiriéndolas a la de Uacoy, 
prestada anie ti mismo magistrado; en el qniiito y sexto (fs. 18 
a Ji), se refiere a la retractación de Viciur Amia y l.lacoy donde 
éste e\ plica |kj¡ tpié confesó ante eí doctor Kenitez y establece el 
mérito de fas declaraciones de Koscudo y Feliciana Fuentes con 
relación a la confesión de Víctor; de ís. .í.í v. a fs. 46, .se refie- 
re a las actas de! secuestro de las pieles efectuado en esta Capi- 
tal, examina su valor legal y da por proltada ta falsedad de los 
empleados Landaímru, Denovi. Morgado v Cepeda, que inter- 
vienen en ellos; de ís. 4h a 52 v.. se refiere' a la firma de Flores 
í.eyva en el acta de ís. PA*. y PX>7 cu (pie intervienen Urrnchúa. 
Zuniárraga y t »liva Kiqttelmc. tenida por falsificada aquella y 
cmieluyemlo por establecer que esos cinteados han fraguado él 
acta y faltado a la verda<l en sus declaraciones respecto a la mis- 
ma : de I*. ,í.5 a (A) >e refiere a las declaraciones de la testigo Sehe 
lodn valor legal: en el 7 de fs. 60. se refiere a 
de conocer tel 28 de Uiciemhre donde están las 
pieles y el 27 ya se practican las diligencias para secuestrarlas, 
declarando sospechosa la actitud de los empleados, señores San- 
tiago y l/rruehúa; en el ®> ( f s. 07 a 73). discute la facultad de 
la Policía aun con pedido de cooperación, para practicar dili- 
gencias que la ley enemnienda a los jnect>. por etiva circnnstai;- 
cia no tienen el valor legal de pie/as judiciales; en el <* de fs. 7.Í, 
se ri tiere a la extorsión contra Uacoy vn Ja cárcel de la Pre- 
fectura por los empleados .Sánchez. Casamllo. Posada v otros, 
que da por probada; en el W (ís. 87 a 05). se imputa al em- 
plead.. Posadas habeí probado en Cipolleti. la versión falsa 
de la confesión de l.lacoy: en el 11" < ís. *»5 a 100), se llega 
a la conclusión de que el revólver que Santiago entrega al Juez 
doctor \)\»z. como secuestrado a Uacov y con el que se di< 
muerte a CaM ritió* y Kay no vs el inicuo que se le secuestró a 
I.lacoy: y cu el 12" lis. 100 a 107 > se llega a Ta conclusión de 
la inculpabilidad de Llaeoy y Víctor Amia en el crimen de Vi- 
ceme López. 
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I-as constancias transcriptas no tienen relación con d pro- 
ceso ([tic el suscripta instruye y tas píeza> qui 1 se testimonian, nin- 
guna Ka dado tñ0¡$m a un pronunciamiento &&sé¿ a tío ser d 
(|ul- se refiere tu d considerando «>• nue motiva que d Juez se 
declare incompetente p& ütm^mtk (considerando 14). mi ra- 
zón de que j>or d lugar en que se dicen cometidos los dditos 
que refiere, corresponden al fuer» federal. 

Comí «mliudas estas circunstancias, con los mismo* recaudos 
omitidos, solo queda |Hir considerar el cotice] »to que el señor 
.Juez ex hurtante es presa al tratar d delito de encubrimiento 
a qm se refiere el art. 177 del C. Penal. 

Según el señor Juez. los hechos, diligencias v actuaciones 
practicadas por empleados de Instigaciones de' esta Capital 
y en el territorio de la misma, con motivo del homicidio al doctor 
Kay. destinados a producir efectos en la provincia, son tiil ac- 
cesorio de aquel delito, 

hsta cuestión uo es nueva y lia siflo resuelta en forma ca- 
tegórica e incontrastable en los antecedentes, en las disposicio- 
nes del C. Penal y en las resoluciones de [os tribunales, encar- 
gados de interpretarlas. 

El doctor Rodolfo Rivarola. maestro y publicista en la ma- 
teria, dice al referirse en su Derecho Penal Argentino, p%, 555; 
"los títulos IV. Y y VI del C. Penal — se refiere al Código Pe- 
nal anterior — contienen fuijo los epígrafes de los autores prin- 
cipies, de los cómplices y encubridores las disposiciones ipie al- 
gunos códigos, como d csiiañol y d uruguayo, agrupan bajo d 
titulo de las personas responsables de Iris delitos. .." "examinan- 
do lo que constituye la calidad de autor principa! y la de eó*p# 
ce. se encuentra de común cutre una y olra. que los act'- e>cu- 
tatlos son anteriores o contemporáneos a la ejecución deí delito. 
1» proceden de un acuerdo anterior. La responsabilidad fie [os 
encubridores es siempre por actos posteriores a la ejecución dd 
delito, realizados sin promesa anterior fart. 42). ¿Cómo vincu- 
lar, entonces, el encubridor a % responsabilidad del autor prin- 
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cftml y del cómplice si el delito cometido por éstos, era ya per- 
fecto, completamente consumado, cuando ti encubridor tu ignu- 
ra aún? ¿Cómo puede hallarse de cooperación ni la ejecución 
de un hecho después que está completamente realizado 1 

"Ni es exacto el método en íqs códigos espamil y urugua- 
yn, porque incluyen a los encubridores entre las personas res- 
ponsables de delito; ni es exacto el del código argentino. que aun- 
que legisla en título aparte sobre encut indures, no ha dado, a 
este líiiiln su verdadera colocación ni se ha separado con ello 
fundamentalmente del primero. Hl único caso en que ta respon- 
sahilidad de los encubridores puede quedar vinculada a la de los 
autores principies o cómplices, es el de acoger. proteger, habi- 
tual metí le a ]i»s malhechores, que es el ríe la preserij>ción del me. 
5'' del art. 42. Kl hábito de oculiar a los malhechores, dice ílaus, 
hábito sobre el cual éstos pueden contar, encierra de j>arte del 
ocultador, ta promesa de prestarle ayuda y asistencia después 
de la perpet ración de los crímenes que tienen intención de co- 
meter, lista promesa, está de acuerdo que se forma pur el he- 
cho mismo, entre los malhechores y los fautores habituales, fa- 
cilita la ejecución de los proyectos criminales, asegurando a 
sus autores el auxilio jwra sustraerlos a la acción de la justicia 
y un lugar seguro para dejHisitar el pr«n lucio de sus crinunes. 
Pero notémoslo bien, no es la ocultación sólo, es el hábito de 
..cuitar lo que constituye el acto de complicidad." Kl art. 68 del 

comprende entre los cómplices a los que dan habitualmente alo- 
jamiento, lugar de retiro o de reunión a los criminales ; disposi- 
ción que establece, como dice orn propiedad Xypels, una com- 
plicidad especial, fundada sobre una presunción. La ocultación 
tle criminales constituye un delito especial previsto por los 
arts. 504 y SOS. 

"MI código italiano, también ha legislado esta materia con 
arreglo a este exacto criterio. Bajo el titulo del concurso de 
varias personas en un delito, ha tratado de lo que nosotros lia- 



m JL'STICIA UK LA \.\tio\' 



437 




manamos autores principales y cómplices, y ni el tiluln de fos 
delitos contra la administración de justicia, lia incluido mi capi- 
tulo dd "favo-r^ginnieiito* 4 , ai cnie castiga ni enadirimicido o<- 
mu un delito especial. Ksta ts la forma en que debió legislarse 
en nuestro código esta materia; en que lo lian propuesto los 

pn.ycctus m M y IWfi." 

Siguiendo las enseñanzas por él enunciadas, nuestra ley ac- 
tual, adopto ese concepto, de acuerdo con los proyectos de 
y Í90o. estableciendo el encubrimiento como un 
diente que ataca a la adutiníst ración de justicia, 
no es un autor y no puede ser cómplice. pirque no co 
tcncia del delito y porque no había prometido nada, a rué de su 
realización (Rodolfo Moreno (hijo) "Kl Código l'enul y sus an- 
tecedentes", pag. del lomo ó). V de ahí la ubicación de sus 
disposiciones dentro de 1111 nuevo capitulo en el titulo de los 
"Delitos contra la administración pública." 

Si esto es así. sí los encubridores cometen un delito nuevo 
y si este delito es completamente separado del principal : si ellos 
violan la norma jurídica contra la administración de justicia, y 
si el hecho lo cometen fuera del territorio donde se ejecutó el 
crimen principal en el cual no tienen responsabilidad alguna ;qué 
razón valedera puede existir para (pie coiurariándnse el princi- 
pio básico de la ¡mprorrogahilidad de la jurisdicción de los jue- 
ces del crimen, se pretenda juzgarlos fuera de sus jueces na- 
turales? 

Kl señor Juez exhortante, podrá, si lo licué por enn venien- 
te, investigar la fuerza proditoria de las piezas que se acumulan 
en el sumario (pie instruye, |*ara poder valorarla?.; pero eso no 
le dá el derecho de sumariar a las personas que fuera de su ju- 
risdicción tergiversaron su valor proditorio mediante la presunta 
comisión de hechos delictuosos. 

De acuerdo con esas consideraciones y fundados cu razones 
gas, la Cámara del Crimen de la Capital por el voto de los 
Jrtíz de Rozas, Ramos Mejia y Ramos, con fecha tí de 
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Scpmmhre tic confirmando fe rwhlqp&i del d«c<or Jrí-„- 

Vit de ts. J|. del expediente \> 14.03/. ca randa, I„ »$mfo» íe- 
hé&na Martincz de. procesada fto encnhrimient.. de h. s delitos 
de homicidio y n?lxi ( auiceedemes remitidos |>t»r el señor fi\m 
del Crimen de la cuidad de U Hala. Útísm futió U F&h)* 1 
Sttjp el dictamen .Id señor (•¡sea! «le Cámara doctor 
líiltra.i, declara que el «leliio de enathrimienlo ahilando a IV 
hetana hwntc*, por hechos lk varios a calió en est . 
-ser juzgad., por i„, t ril«. nales de la misma. 

IW ultimo, e] señor Juez doctor Facb. en el auto de í,du 
-0 de >,c,e,nt.re de (^27. cuyo testimonio * acompaña, do fe 
a 152; dtee textualmente: "el Infrascripto mantiene en su 
parte ,HTt,neme ía resolución de í>. 40W y. por ende, la eoni|.e- 
U-ucia del Jugado del Crimen a >n car^o para entender en los 
refendns hechos ejcculados en territorio de la provincia v los 
expresados en los considerandos a 1> inclusive del citado 
auto de ts. 4m. p.>r considerar que aunque ejecutados éstos ,„ 
temtorto de la C apital Federal. llevan la finalidad única de en- 
cubrir el delito de homicidio y roho pp¿ m H u . rr¡Uir j 
la provincia, siendo por | mm accesorio del delito prifldml 
d encubrimiento, cuyos efectos se produce,, en territorio pro- 
vincial, One convencido el Infrascripto de la prudencia de esa 
tes.s en concordancia además con lo resuelto en los citados au- 
tos de f.s. J/-SI y 4QM> ÚÜte plantear la cuestión de eoinptencia 
c-.rrespmd.eTUe, como lo hao , :mu . , ;| Cort4? Suprema d, Insti- 
ga de la Xaeion para que decida sokre el Jne/ ,|„e del* entender 
m los nucios ijne se refieren a los actos mencionados, actual mili- 
te en trámite, que no <e hallan instruidos o que de al^ma ma- 
nera hayan terminado., 

V en camhio. en el aun. que «. testimonia a fs. 3 «ta, del es- 
pediente caratulado Tóenles IVliciaim .Martínez de. procesóla 
P<»r los delitos .le homicidio y rol.o ya citado. se dice: "Sexio re- 
sultando "prima tacie". fs. ISÉI y f s . \m 7 (¡m . h )M(| ; tT 
nana Mariinrz ríe 1-uenies es autora presunta de encubrimiento 
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en los delito* de homicidio y rulni «pie se han ejecutado ni la ( a- 
I iii.iI Federal, remítanse los antemtaífteá al señor Juez dé Ins- 
trucción eii turno ni dicha Capital, para su conocimiento a cuyo 
electo saqúese |Htr el actuario testimonio de las piezas perlinen- 
%v$, Séptimo: Molifiqúese y líbrese oficio al señor Jefe de Policía 
jura la iílu-riatl de los detenido* — Julio M. Fació.— Ante mí", Fé- 
lix l>. iVrevra. lis copia fiel de su original o críeme a fs. iMí, 
IS4ó y ih> la primera parte pert ¡encole de fs. 1W4 de la causa 
que se instruye con motivo del IiomieiditJ" perpetrado en la per- 
sona de ( arlos A. Kay. en Vicente IS>\k'¿, que tramita por ame 
et jugado del Crimen fiel Dr. Julio M. Facía y secretaría a car- 
ga del suscrito ..." 

De estas transcrijH tunes, resulta: míe el señor Juez exhor- 
tante, euandti el delito de cuculiriniieuto ki cometen los emplea- 
dos de investigaciones de esta Capital, en jurisdicción de ella y 
con mi» tico del humicidio y robo al ductor Kay. resuelve decla- 
rarse conqietcnte: cuando el delito de encubrimiento por las mis- 
mas causas y motivas, en el mismo hecho de homicidio y roíSa 
lo comete Feliciana Fuentes, se declara incompetente. 

Para los jueces de ta provincia, lus jueces de la Capital, 
deben ser considerados cuino uno solo en materia de jurisdic- 
ción, como en realidad lo impone el concepto federativo de] ré- 
jrimni adoptado por nuestra Carta l ; uinlamental, y no es posi- 
ble i|ue eu hechos que responden a un mismo concepto, se plan- 
tee ante unos cuestiones de competencia por via <le decfinaioria y 
se use después ante otros la inhibitoria, desconociendo el princi- 
pio aludido por los arN, IS. inc. de la provincia, y -1Q del Có- 
digo de Procedimientos de la Capital. 

Kn cuanto a la secunda cuestión planteada, o sea. la que ha- 
ce con referencia a los hechos denunciados ¡ior el doctor Kn- 
rfqtie (¡onzákz Patino, hágase saber al señor Juez exhortante 
que al suscripto no le ha sido pisada por el doctor Innoven nin- 
guna denuncia hecha por el referido doctor González Patino, y 
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si «na MiiH-tH.L MiM-ripta |M.r el pnit-tsadn íoacova \- firmada imr 
d k'tríitto /. Cabrera, 

Por ^ta> fMiiMM,. ra i'it, m - J .. ¡vmh-Ivo: im d;ir jmr tratada la 
cuestión eje competencia hasia míe pl sef^r j uw . exhortante se 
sirva hacer saber ]>or rxlinrlo í|itt- >t- ayrc-ará a e-te ¡títektetite 
(file se manda formar ¡mr cmrda sepaíaiaá; I" si con motivo de) 
deíijo de encubrimiento eti cada uno de los caaos <> ptjMós a (pe 
aludí- rn sil comunicación, ha mandado hacer paáüMi agirte y 
coti c|üc íech:i: >■ -i L .| ;mll , de c^jéieneja Ustiiuomado se en- 
cuentra firme y onwomidn: si ha sido achulo o recurrido por 
otros tindíos leales; +' copia del auto de la Kxcma. Cámara 
'I t ren a a <|üe afolde el exhurto de ís. 14N; 5* si al ex ] cesarse res- 
pecto a la mu-relia fiel docto* Cmuálc/ Patif.o, ha prüo re- 
fe 1 '"'* ;i lri l'" Hiuada por José (üacoya. a fin de proveer Jo nuc 
rr.rre-j-or.tia, y o" ahuese copia del presente auto a la causa 
principal y litóse exhorto al señor Jim ductor J acio cotí los 
lints expresados en lr t pirte ili>|M>siti\a rehiií ¡ciñióle en t«$$*fc*- 
nio i>ia r^olucioü. Hayas* saber. ~ $. g&éftím* Bcitagüí — 
Ante m&ftMt J. Sotthdx. 
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tíñenos Aires, fícuihrc Si de 1938, 

Amos y Vistos : 

tm mt&txMm eM^os a este Tribunal pur el Juez del 
Crimen ¡le La l'lata, Dr. I-Vio. en lus incidentes de connoten- 
tía promovidos por dicho magistrado en el proceso ¡Mjr homi- 
eidio y rol jo al Dr. líay, con los seüurcs Juect-s de Instrucción 
de esta Capital doctores Lamanjue y Escalante Echagiíc. las ac- 
niaeimus remitidas por éstos, y puestas a desecho en 28 de 
Ve próximo pasado. 
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Y Considerando : 



ic compulsadas ] ;1S IJtlt . SL . rüfíeüen a f a éxc^tmi relacio- 
nada con tos juicios en que lia intervenido eí Dr. Lámanme, se 

observa contó Ib afirma éste, en el amo de fs que no es 

posible la existencia de cuestión de corn, wtencia alguna #üí cuan- 
to ni el Juez de la Provincia ni el de la Capital se la tribmen 
para entender en los mismos procesos, faltando, in consecucii- 
cía, la materia indispensable |>ara tratar aquella. 

Que este hecho se evidencia. (Me que el Dr. Lamarque no 
lia segu.do proceso alguno por falso testimonio, a los proejados 
por tal delito en el Jugado del Dr. Fació, ni este lo ha formali- 
zado en contra de los funcionarios policiales enjuiciados j.., r el 
Dfc Umarque imputándoseles el delito de falsificación de ius- 
tmmm públicos, en aiyas actuaciones recayó sobreseimiento 



Que, por otra parte, el juez |> r . Pació, no puede insistir m 
su competencia jara juzgar tale, delitus de.de que la Cámara 
Cnmnial de La Plata, lia sido terminante al respecta, negán- 
dole jurisdicción en virtud del lugar en que se realizaron tos 
lachos, y esta decisión no debe sir desconocida ni discuti.la 
por un magistrado de inferior jerarquía, de modo que aún cuan- 
do el sobreseimiento referidu no fuera óbice p^a dar curso al 
incidente, 1» serían sin duda. las otras razones invocadas y de 
que se lia hecho mérito. 

Oue resisto ti la cuestión sustanciada entre el Dr. hado y 
el Dr. Kscatante Kchagüe, debe tenerse presente que este magis- 
trado no obstante halar puntualizado en el auto de fs. 154, | a 
lidia de requisitos legales en et respectivo exhorto del doctor Fa- 
ció, acepta posteriormente la coiup ciencia trabada y eleva a esta 
Corte ln S antecedentes del caso. la que abundando en los pro,»ó- 
sitos del sefior /ucz de instrucción de la Capital, de contribuir 
« la conclusión del trámite del largo proceso en que se ha» 

' s. debe entrar a resolver so- 
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Míe é fondo de la cuestión cíe competencia, prescindiendo de lus 
ápices cfcfl procedimiento. i[w no pueden influir en su resolución 
definitiva. 

<Jue aún mando el Jíkjjí doctor Fació no lia purgado ená- 
1r> son tos procesos a que se refiere en mi requ Gloría al Juez 
doctor Escalante Kchai;uc, pues como el mismo jipi fe "na ha 
1» «liitii determinar cómo sé carátula! >au las canesú; %±m se ins- 
truían cu la Capital Fetletiil ni loa nombres de los imputados ni 
lamido ti di- los denunciantes", de Ins elemento* süti i i nisü rados 
l¡or amN* Jueces y ijiie tí ductor Kseaíaiite Kchagüc tila en su 
resolución de Aliril J'i riel corriente afín, se desprende «|ue la 

cuestión de e pctencia >e ha traíanlo "Vnii motivo de las dc- 

mmeias de los sujetos Víctor y Rosendo Antia contra cmplca- 
df. (fe la rulieia de la OqHtal. en la cansa que instruye el Juez 
f-'acio sií.rt homicidiu y mi», al Dr. Kay. 

<¿ue el Juez doctor Kacío sostiene que fus hechos imputa- 
dos jmr aquellos procesados a varios empleados de la l'oliciu 
de la Capital l-edcral y otros, aútl orando ejecutados en el te- 
rritorio de ésta, ¡mjportan Mitos accesorias con relación al pm- 
ceso Ray. como que todos ellos tienen por fin el cnaihrimiento 
dentro de ta causa princijial. y como es notorio la ronqietcncia 

delitos accesorios, por razmies de orden y de necesidad. 

* 

\ Hit* el señor Juez floetor Ksenlante Kchaiíüc ha replicado 
t-ta a n.; un n utación, alegando con abundantes consideraciones 
jurídicas, apoyadas en opiniones de criminalistas y en textos de 
i-ira> legislaciones, que el delito de encuhrimicnto es un delito 
esjK.tial e i nde ( .endiente y que. i»or tamo, no está exento de la 
jurisdicción del lu-ar cu que se cometió. 

Esta conclusión que el Trikinal hace suya, tiene fundamen- 
to* definitivo. >in necesidad tic ocurrir a la legislación conipan*- 
tia. en nui siro Código Tena!, que ha Colocado al delito de encu- 
hrintiento en una sección sqarada. considerándolo como un 
atentado contra !:■ Administración I 'idílica (titulo \l, capitulo 
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I ) y M (Mira caracterizar su naturaleza específica la cir- 

el crimen respectivo, con el cual no guarda relación de tiempo 
y de lugar. U-ycndo tos seis incisos del art, 277 del Código IV- 
nal, no se percilic !a necesidad de que el Ju>z del delito eiicubicr- 
U» sea el mismo que el del encubrimiento, cuando éste se lia rea- 
lizado en otra jurisdicción territorial, no prorrogare. Xo existe 
tampoco, el peligro de la impuudíid, por cuanto el Juez de la 
causa, hallando que cu ésta acrece uno o varios encubridores, 
que han actuado en distinta jurisdicción, puede y debe remitir 
los antecedentes del caso al Juez coni|ietentc. 

Out- asimismo. 3pjt recordarse, como aplicable al caso, la 
jurisprudencia de la Cámara Criminal de La Plata que obliga 
al Juez exhortante por referirse ella a cielitos que aparecen co- 
en la Capital Federal "cualquiera sea la calificación le- 

cualcs están sometidos a la competencia del Juez del territorio 
en que se cometieron. 

óne tratándose de encubrimiento parece difícil seguir pro- 
cesamientos determinados cuando, como en la causa a que se re- 
fieren estos autos, ni) lia podido aún. determinarse quiénes son 
los autores de los delta* encubiertos y más pr miente y lógico 
hubiera sido, sin duda, es]>erar la aclaración concluyeme de los 
hechos para encausar a los que pueden haljer delinquido como 
encubridores después de producidos aquéllos, pues sólo así podria 
determinarse en qué forma se lia llevado 
y con relación a cuáles delincuentes. 

Que a mérito de lo expuesto y respetando el orden legal 
de las jurisdicciones del* llegarse a la conclusión de que el Se- 
ñor Juez Dr. Fació, carece de la competencia que pretende para 
entender en las causas que tienen ]»or base hechos delictuosos 
ocurridos en la Capital Federal aún cuando éstos puedan tener 
relación con la causa Ray. (Art. 25, Código de Procedimientos. 
Fallos: Cámara Criminal de ó de Septiembre de 1927). 
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I'fir estos fundamentos los pertinentes y con<un lames adu- 
cidos por el Señor Jue* de Instrucción de la Capital, Or. Esca- 
lante Eehagüe en su íallo de fs. 154, de los autos rc>|*xtivos, 
y uidu el Señor Procurador General, se resuelve, en ejercicio de 
la facultad ipie a esta Corte acuerda el art. 43. ineisti p dej 
Cóíligo de iWed ¡miemos en ío Criminal y *J de la ley 4055: l'- 1 
Oue no existe cuestión de competencia entre el Dr. Fació, fuez 
de Lo i 'lata, y él doctor l.ainarque, tle InMrneeion de la Capi- 
tal Hederá] : 2" Confirmar la competencia í(ü¡ se atribuye el Juez 
de Instrucción doctor Escalante ÉeKa¿we en su auto de fs. 171 
(expediente K> 557H». 3v Devolver las presentes actuaciones a 
los Jt«!gadQ3 de mi pr< credencia cotí transcriiK'ión de la 
al de] Dr. l-'actu y de la parte petincnie a los de] Dr. 
y Dr. Escalanu Ecliajíue. 

A. Bermejo. — J. Ficüeroa Al- 
corta. — KOIIKKTO IÍKPKTTO. — 
K. Guído Lwai.li:, — Axtoxm» 

S.VOARXA, 




